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SEGUNDA PARTE 

OBSERVACIONES E INFORMACIONES ACERCA DE CIERTOS PAISES 

I. OBSERVACIONES E INFORMACIONES RELATIVAS A LAS MEMORIAS SOBRE LOS CONVENIOS RATIFICADOS 
(ARTÍCULOS 22 Y 35 DE LA CONSTITUCIÓN) 

A. Discusión sobre los casos de incumplimiento grave de los Estados Miembros de su obligación 
de proporcionar memorias y de otras obligaciones relacionadas con las normas

a) Omisión de envío de memorias sobre la aplicación 
de convenios ratificados desde hace dos años o más 

Los miembros trabajadores subrayaron que la obliga-
ción de envío de memorias es un elemento fundamental 
en el que se basa el sistema de control de la OIT. El cum-
plimiento de esta obligación es esencial si se quiere impe-
dir que los gobiernos, que no cumplen con sus obligacio-
nes, gocen de una ventaja indebida con respecto a los Es-
tados que permiten a los órganos de control proceder al 
examen de las leyes y las prácticas nacionales. Por consi-
guiente, se debe insistir a los Estados Miembros interesa-
dos para que adopten todas las medidas necesarias a este 
respecto. 

Los miembros empleadores manifestaron que, siendo 
la obligación de envío de memorias un elemento clave en 
el sistema de control de la OIT, su incumplimiento, en 
cualquiera de sus formas, supone una brecha importante 
del sistema. Los Estados Miembros que incumplen estas 
obligaciones de manera más flagrante, se sustraen al exa-
men de esta Comisión. Se ve agravada la situación cuando 
se trata del incumplimiento de envío de las primeras me-
morias. De igual modo, la falta de sumisión de los ins-
trumentos a las autoridades competentes es un indicador 
claro de una falta de compromiso por parte del Estado de 
que se trate. La esencia de la actividad de esta Comisión 
y, en general, de los mecanismos de control del cumpli-
miento de las normas de la OIT, se basa en el diálogo que 
se establece entre los Estados Miembros y la Organiza-
ción, a través del envío de memorias. 

No hay que olvidar que tan importante, o incluso más, 
que la aplicación de los convenios es la voluntad de los 
Estados a colaborar con la Organización. Sin esta condi-
ción previa, todo el sistema de seguimiento y control re-
sulta inútil. El leve progreso observado en los últimos 
años, no es satisfactorio. Hace dos años, esta Comisión 
insistió en dar un nuevo enfoque a los casos de incumpli-
miento de envío de memorias. El informe de la Comisión 
de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomenda-
ciones debe permitir una mejor comprensión de las razo-
nes de tal incumplimiento, un análisis global de las mis-
mas y una mayor información sobre las circunstancias de 
cada país.  

Es necesario utilizar distintas estrategias, incluida la 
asistencia de los Estados Miembros que cumplen con sus 
obligaciones relacionadas con las normas, siendo esencial, 
en ocasiones, un contacto directo regular con los especia-
listas en normas de la OIT. En este sentido, se valoran los 
esfuerzos de la Oficina, aunque los resultados hayan sido 
limitados. Unas estructuras administrativas frágiles y unas 
situaciones coyunturales excepcionales derivadas de ca-
tástrofes, son elementos que pueden contribuir a com-
prender las dificultades de los Estados para dar cumpli-
miento al envío de memorias. En cambio, la descoordina-
ción de las diversas unidades competentes de los Estados, 
los cambios de gobierno y las dificultades técnicas en el 
envío de memorias, no pueden considerarse como ele-
mentos que justifiquen esos incumplimientos. 

Por último, reiteraron que, por encima de cualquier in-
formación o explicación que ayude a entender las circuns-
tancias particulares de cada país, es necesario que se de-

muestre de alguna manera un compromiso serio para en-
tablar el diálogo, a través del envío de memorias. 

Una representante gubernamental de Dinamarca 
lamentó que las autoridades locales de las Islas Feroe, que 
tienen un estatuto de «comunidad autónoma», no hubie-
sen presentado por tercer año consecutivo las memorias 
debidas en virtud del artículo 22 de la Constitución de la 
OIT. Sin embargo, expresó que le complacía informar a la 
Comisión que en agosto de 2007 las autoridades locales 
habían aceptado la lista de los 22 convenios a los que es-
tán obligadas. Así pues, las autoridades locales también 
habían aceptado la obligación de presentación de memo-
rias en relación con tales convenios, y en febrero de 2008 
habían informado al Gobierno que prepararían las memo-
rias correspondientes a 2007. No obstante, las autoridades 
locales tienen plena autonomía en cuanto a bienestar pú-
blico y trabajo y el Gobierno no puede darles órdenes en 
esta esfera ni cumplir en su nombre con las obligaciones 
de presentación de memorias. La representante puso énfa-
sis en que el Gobierno ayudaría a las autoridades locales, 
en la mayor medida posible, para que en los años venide-
ros puedan cumplir con sus obligaciones de presentación 
de memorias. 

Un representante gubernamental de las Islas Salo-
món observó que el incumplimiento de la obligación de 
envío de memorias es debido a la difícil situación en la 
que se encontraba su país. Se han tomado medidas muy 
recientes para reforzar las instituciones laborales del país, 
en particular, mediante el apoyo a la división del Ministe-
rio de Trabajo responsable de las cuestiones relacionadas 
con la OIT y la formación en materia de normas y del 
envío de memorias de un funcionario del Ministerio en el 
Centro Internacional de Formación de la OIT en Turín. Se 
han realizado importantes ajustes en el presupuesto que 
garantizarán la revisión de las leyes y tendrán en cuenta 
las normas pertinentes. Habida cuenta de las medidas 
adoptadas en respuesta a los desafíos encontrados en el 
cumplimiento de la obligación de envío de memorias, el 
orador expresó plena confianza en que se enviarán pronto 
las memorias pendientes.  

Un representante gubernamental del Reino Unido se 
disculpó en nombre de los territorios no metropolitanos de 
Anguilla, Bermudas, Islas Vírgenes Británicas, Gibraltar, 
Montserrat y Santa Helena, que no habían sido capaces de 
cumplir plenamente el calendario para responder a las 
solicitudes con arreglo al artículo 22 de la Constitución de 
la OIT. El Gobierno ha dedicado grandes esfuerzos para 
tratar de asegurar que todos los territorios no metropolita-
nos cumpliesen con sus obligaciones de presentación de 
memorias íntegramente y en los plazos previstos por la 
OIT. En diciembre de 2007, durante una reunión del Con-
sejo Consultivo de los Territorios de Ultramar, el Gobier-
no, dirigiéndose a los ministros principales y sus homólo-
gos de los territorios no metropolitanos, resaltó la impor-
tancia que atribuía al cumplimiento de los compromisos 
relacionados con el mantenimiento y el desarrollo de los 
derechos humanos a escala internacional y de las obliga-
ciones internacionales de presentación de memorias. 

La omisión del envío de memorias no obedece a una 
falta de voluntad política de los territorios, sino a su limi-
tada capacidad, dado que los territorios no metropolitanos 
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son, en su mayor parte, administraciones insulares muy 
pequeñas y en gran medida autónomas, con recursos 
humanos y financieros limitados. Los calendarios de pre-
sentación de memorias apretados pueden suponer una 
carga considerable incluso para las administraciones más 
grandes. Para las más pequeñas, el trastorno de los pro-
gramas de trabajo como consecuencia de la necesidad de 
contratar o de reciclar al personal para cubrir los casos de 
jubilación, enfermedad o fallecimiento, como ha sido el 
caso en Montserrat y Santa Helena, merma en gran medi-
da sus recursos. El Gobierno ha trabajado en estrecha 
colaboración con los territorios no metropolitanos afecta-
dos para abordar el problema y algunos de éstos se diri-
gieron recientemente a él en relación con la posibilidad de 
contar con la asistencia técnica de la OIT en lo referente a 
sus obligaciones de presentación de memorias. 

Además, actualmente se está trabajando para aplicar al-
gunos convenios fundamentales de la OIT en los territo-
rios no metropolitanos. A comienzos de este mes, el Go-
bierno se dirigió por escrito a la OIT para solicitar la ex-
tensión de la aplicación del Convenio núm. 182 a uno de 
ellos. El Gobierno continuará haciendo todo cuanto esté 
en su mano para asegurar que su país y sus territorios no 
metropolitanos cumplan con sus obligaciones de presen-
tación de memorias de forma plena y en los plazos esta-
blecidos. 

Un representante gubernamental de Somalia indicó, 
en lo que se refiere a la omisión por parte de su Gobierno 
de envío de memorias sobre la aplicación de los conve-
nios ratificados desde hace dos años o más, la falta de 
sumisión de los instrumentos a las autoridades competen-
tes y la omisión de envío de memorias sobre los conve-
nios no ratificados y las recomendaciones (párrafos 25, 76 
y 87 del informe de la Comisión de Expertos), que su país 
seguía siendo inestable y que no estaba en condiciones de 
cumplir con su obligación de envío de memorias. Sin em-
bargo, una vez que mejore la situación, el Gobierno cum-
plirá con todas sus obligaciones y las memorias se envia-
rán a tiempo, tal y como se exige. La OIT ya ha propor-
cionado formación sobre el envío de memorias a un fun-
cionario que podrá llevar a cabo esta tarea una vez que 
mejore la situación. 

La Comisión tomó nota de la información comunicada y 
de las explicaciones dadas por los representantes guberna-
mentales que hicieron uso de la palabra. 

La Comisión recordó que el envío de memorias sobre la 
aplicación de convenios ratificados constituye una obligación 
constitucional fundamental para el sistema de control. La 
Comisión subrayó la importancia que reviste el envío de 
memorias, no sólo por el envío como tal, sino también por el 
respeto del plazo estipulado. A este respecto, la Comisión 
reiteró que la OIT podía brindar asistencia técnica para 
contribuir al cumplimiento de esta obligación.  

En estas circunstancias, la Comisión expresó la firme es-
peranza de que los Gobiernos de Bolivia, Cabo Verde, Di-
namarca (Islas Feroe), Islas Salomón, Reino Unido (Angui-
lla, Santa Elena), Sierra Leona, Somalia, Tayikistán, Togo y 
Turkmenistán, que hasta la fecha no ha presentado las me-
morias sobre la aplicación de los convenios ratificados, lo 
hagan lo antes posible, y decidió mencionar estos casos en la 
sección correspondiente de su Informe general. 

b) Omisión de envío de primeras memorias sobre  
la aplicación de los convenios ratificados 

Un representante gubernamental de Saint Kitts y 
Nevis indicó que los Convenios núms. 87 y 98 son consa-
grados por la Constitución y la legislación de su país y 
que los principios e ideales de estos Convenios se vienen 
practicando proactivamente desde 1940. Las memorias 
sobre la aplicación de estos Convenios están siendo pre-
paradas y se enviarán antes de que se cumpla el plazo del 
1.º de septiembre. Presentó las más sinceras disculpas por 
el retraso en el cumplimiento de la obligación de envío de 

memorias por parte de su Gobierno que se debe a algunas 
circunstancias que se encuentran fuera del control inme-
diato del Gobierno. 

Un representante gubernamental de Gambia presen-
tó las excusas de su Gobierno por no haber cumplido con 
sus obligaciones de envío de memorias. Este incumpli-
miento se debe a los problemas de falta de personal que 
sufre la unidad del Ministerio de Empleo que se encarga 
de las cuestiones relacionadas con la OIT. A pesar de es-
tos problemas, recientemente el Ministerio ha logrado 
enviar la memoria sobre el Convenio núm. 29.  

Un representante gubernamental de la ex República 
Yugoslava de Macedonia indicó que la memoria sobre el 
Convenio núm. 182 está casi lista y que aunque hasta aho-
ra no ha sido posible presentarla, esto se hará antes de que 
finalice la presente reunión de la Conferencia. A través de 
la sumisión de memorias sobre los Convenios núms. 29, 
87, 98, 100, 105, 111 y 135, su Gobierno ha retomado 
recientemente el contacto con los órganos de control de la 
OIT, después de que éste se interrumpiese durante 9 años. 
El Gobierno se compromete firmemente a solucionar el 
retraso en el envío de memorias y a cumplir con sus obli-
gaciones en virtud de la Constitución. Ha entablado un 
diálogo continuo con la OIT, especialmente con la Ofici-
na Subregional de Budapest, y ha recibido mucha ayuda 
para mejorar su capacidad de presentación de memorias, a 
través de un seminario nacional tripartito y la formación 
de una persona en el Centro Internacional de Formación 
de la OIT de Turín. Confía en que todas las memorias 
pendientes puedan presentarse este año. 

En relación con el incumplimiento de la obligación de 
envío de memorias sobre los convenios no ratificados y 
las recomendaciones que se señala en el párrafo 25 del 
informe de la Comisión de Expertos, el orador indicó que 
su Gobierno pretende dar prioridad a la presentación de 
memorias sobre la aplicación de los convenios ratificados, 
ya que no tiene las capacidades necesarias para enviar 
memorias sobre los convenios ratificados, las recomenda-
ciones y los convenios no ratificados. 

Una representante gubernamental de Uganda decla-
ró que su Gobierno lamenta profundamente haber incum-
plido su obligación de envío de memorias y añadió que 
acababa de presentar la memoria sobre el Convenio núm. 
138, junto con otras cuatro memorias. Las 19 memorias 
restantes se están elaborando y se transmitirán antes de la 
fecha límite del 1.º de septiembre. El incumplimiento de 
la obligación de envío de memorias se debe a la falta de 
los medios necesarios, pero la reciente ampliación del 
Ministerio de Trabajo, que actualmente incluye tres de-
partamentos adicionales, conducirá al fortalecimiento de 
la unidad responsable del envío de memorias a la OIT. El 
Gobierno se compromete a reforzar sus capacidades en 
este ámbito. El fortalecimiento de las instituciones del 
Ministerio de Trabajo es el objetivo esencial de uno de los 
componentes del Programa Nacional de Trabajo Decente 
de Uganda, que prevé el reforzamiento de la dimensión 
social de la integración regional en Africa Oriental, a fin 
de lograr una globalización justa.  

La Comisión tomó nota de la información comunicada y 
de las explicaciones dadas por los representantes guberna-
mentales que hicieron uso de la palabra y reiteró la gran 
importancia que tenía el envío de las primeras memorias 
sobre la aplicación de los convenios ratificados. A este res-
pecto, la Comisión reiteró que la OIT podía brindar asisten-
cia técnica para contribuir al cumplimiento de esta obliga-
ción.  

La Comisión decidió mencionar en el párrafo correspon-
diente de su Informe general los casos siguientes:  
— desde 1992: Liberia (Convenio núm. 133); 
— desde 1994: Kirguistán (Convenio núm. 111); 
— desde 1995: Kirguistán (Convenio núm. 133); 
— desde 1998: Guinea Ecuatorial (Convenios núms. 68, 

92); 
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— desde 1999: Turkmenistán (Convenios núms. 29, 87, 98, 
100, 105, 111); 

— desde 2002: Gambia (Convenios núms. 105, 138), Saint 
Kitts y Nevis (Convenios núms. 87, 98), Santa Lucía 
(Convenio núm. 182); 

— desde 2003: Dominica (Convenio núm. 182), Gambia 
(Convenio núm. 182), Iraq (Convenios núms. 172, 182); 

— desde 2004: Antigua y Barbuda (Convenios núms. 122, 
131, 135, 142, 144, 150, 151, 154, 155, 158, 161, 182), 
Dominica (Convenios núms. 144, 169), ex República 
Yugoslava de Macedonia (Convenio núm. 182); 

— desde 2005: Antigua y Barbuda (Convenio núm. 100), 
Liberia (Convenios núms. 81, 144, 150, 182), y 

— desde 2006: Albania (Convenio núm. 171), Dominica 
(Convenios núms. 135, 147, 150), Georgia (Convenio 
núm. 163), Kirguistán (Convenios núms. 17, 184), Nige-
ria (Convenios núms. 137, 178, 179). 

c) Omisión de envío de información en respuesta 
a los comentarios de la Comisión de Expertos 

Un representante gubernamental de Barbados reconoció 
la omisión por parte de su Gobierno de presentar informa-
ción en respuesta a las observaciones formuladas por la 
Comisión de Expertos. Citó como causas de la omisión la 
insuficiente capacidad en materia de recursos humanos, la 
necesidad de volver a impartir capacitación a nuevos 
miembros del personal tras el traslado de varios funciona-
rios y una demora en la recepción de las aportaciones de 
las partes interesadas pertinentes. Aseguró a la Comisión 
que se ha establecido un mecanismo para garantizar el 
cumplimiento de las obligaciones de envío de memorias 
del Gobierno para el año en curso, por lo que una omisión 
de envío de memorias no volverá a producirse.  

Un representante gubernamental de Camboya agradeció 
a la Oficina la asistencia técnica continua prestada. Gra-
cias a esa asistencia, el Gobierno ha hecho grandes avan-
ces; confía en que en los dos próximos años podrá cum-
plir cabalmente con sus obligaciones de envío de memo-
rias. 

Un representante gubernamental del Congo indicó que en 
2007 su Gobierno había enviado a la Oficina 18 de las 29 
memorias solicitadas. Los comentarios de la Comisión de 
Expertos, por su parte, recién se recibieron a principios 
del mes de mayo de 2008, poco antes del inicio de la Con-
ferencia, por lo que no se dispuso de tiempo suficiente 
para aportar las informaciones complementarias solicita-
das. Actualmente, hay un equipo trabajando en la prepa-
ración de las respuestas requeridas y el Gobierno se com-
promete a enviarlas a la Oficina a más tardar el 1.º de 
septiembre de 2008, después de celebrar las debidas con-
sultas con los interlocutores sociales y recoger sus obser-
vaciones. 

Una representante gubernamental de Etiopía declaró que 
su Gobierno siempre había aspirado a la participación 
constructiva con los órganos de control de la OIT y asu-
mía con extrema seriedad sus obligaciones en relación 
con la presentación de memorias. Le había sorprendido, 
por tanto, que en el informe de la Comisión de Expertos 
se indicara que había omitido presentar algunas respues-
tas. Tras una consulta a la Oficina a este respecto, el Go-
bierno ahora comprende que, si bien se habían recibido 
las memorias referentes a los Convenios núms. 87 y 98, 
éstos se citan en el párrafo 35 del Informe general porque 
la información que constaba en las respuestas es insufi-
ciente. El Gobierno, en consecuencia, no ha incumplido 
su obligación de comunicar información a la Comisión de 
Expertos. No obstante, continuará abordando las inquie-
tudes que puedan surgir en relación con sus obligaciones 
de envío de memorias y las tendrá en cuenta en las comu-
nicaciones que enviará a la Comisión de Expertos lo antes 
posible. En cuanto al Convenio núm. 156, el Gobierno 
enviará la memoria correspondiente a la mayor brevedad. 

Una representante gubernamental de Francia señaló que 
su Gobierno lamenta profundamente no haber podido 
responder a su debido tiempo a las observaciones de la 
Comisión de Expertos. En lo que respecta a la Isla Reu-
nión, los tipos de organización interna vigentes plantean 
las dificultades a las que generalmente tienen que hacer 
frente todos los territorios no metropolitanos para poder 
presentar las memorias debidas. A este respecto, el Go-
bierno y las autoridades interesadas están revisando estos 
procedimientos con miras a solucionar los problemas 
existentes y poder respetar los plazos establecidos. Ade-
más, en relación con la aplicación de los Convenios núms. 
98 y 111 a las tripulaciones de los buques que enarbolan 
pabellón de las tierras australes y antárticas, el Gobierno 
se compromete a transmitir a la mayor brevedad las in-
formaciones solicitadas. La oradora concluyó precisando 
que una ley de 3 de mayo de 2005 somete las tripulacio-
nes de los buques concernidas al registro internacional 
francés, poniendo de esta forma, fin a la existencia de un 
registro marítimo propio a este territorio. 

Un representante gubernamental de Gambia manifestó su 
pesar por la omisión de su Gobierno de enviar las respues-
tas solicitadas por la Comisión de Expertos. El Gobierno 
volvería a solicitar la asistencia técnica de la Oficina, al 
igual que había hecho el año anterior, para fortalecer la 
capacidad de presentación de memorias del Ministerio de 
Trabajo. 

Un representante gubernamental de las Islas Salomón re-
conoció que su Gobierno había omitido enviar las res-
puestas a los comentarios de la Comisión de Expertos. La 
omisión se debió a la difícil situación que había atravesa-
do el Gobierno y que seguía afrontando en la actualidad. 
A pesar de ello, se estaban tomando medidas para abordar 
esta cuestión: se había impartido capacitación a nuevo 
personal y se habían asignado recursos financieros que 
permitirían al Gobierno cumplir con sus obligaciones de 
presentación de memorias. 

Un representante gubernamental de Irlanda se disculpó 
por no haber presentado varias memorias a la Comisión 
de Expertos. Explicó que su departamento había estado 
sumamente ocupado con los preparativos de la evaluación 
del acuerdo nacional de colaboración social, de carácter 
decenal, que duraría hasta 2016, y la importancia que se 
concedía a dicho acuerdo requería que su departamento 
diese prioridad absoluta a dicha tarea. El Gobierno tiene 
la intención de cumplir plenamente en el futuro con sus 
obligaciones de presentación de memorias. 

Un representante gubernamental de Lesotho reconoció el 
incumplimiento de envío de memorias del Gobierno du-
rante el año pasado. La falta de recursos del Gobierno es 
la causante de la omisión de envío de memorias. En este 
sentido, el Gobierno ha venido solicitando en todas las 
ocasiones que se le presentaron la asistencia técnica de la 
Oficina para ayudarle en su obligación de envío de me-
morias; en 2001 se llevó a cabo la última formación sobre 
envío de memorias y el personal que recibió dicha forma-
ción o bien ha sido promovido o ha asumido nuevas res-
ponsabilidades. Indicó que en 2005 se había realizado una 
petición especial sobre formación a la Oficina de la OIT 
en Harare. La formación no se llevó a cabo, ya que el 
especialista en cuestión no estaba disponible, y además ya 
no había regresado a la Oficina de Harare. Instó a la OIT 
a que cubriera el puesto de especialista de manera que el 
Gobierno pudiera recibir la formación necesaria para el 
envío de memorias y cumplir, así, con su obligación de 
envío de memorias. 

Una representante gubernamental de Malí expresó el ma-
lestar de su Gobierno por no haber podido cumplir con la 
obligación de envío de memorias, así como de las res-
puestas a los comentarios de la Comisión de Expertos. Sin 
embargo, las memorias sobre la aplicación del Convenio 
sobre el trabajo nocturno de los menores (industria), 1919 
(núm. 6), del Convenio sobre la inspección del trabajo, 
1947 (núm. 81), del Convenio sobre igualdad de remune-
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ración, 1951 (núm. 100), del Convenio sobre la abolición 
del trabajo forzoso, 1957 (núm. 105) y del Convenio so-
bre la discriminación (empleo y ocupación), 1958 (núm. 
111), fueron enviadas por correo electrónico y segura-
mente una manipulación incorrecta haya sido la causa de 
que dichas memorias no fueran recibidas por la Oficina. 
El Gobierno se compromete a enviar una nueva copia de 
estas memorias a más tardar en cuanto finalice la Confe-
rencia. 

Un representante gubernamental de Nigeria declaró que 
son dos los factores que han llevado a su Gobierno a in-
cumplir sus obligaciones de presentar las primeras memo-
rias sobre los convenios citados en el párrafo 31 del In-
forme general. En primer lugar, los funcionarios técnicos 
de la nueva Agencia nacional de administración y seguri-
dad marítimas (NAMASA) carecen de capacidad para 
enviar memorias sobre el Convenio relativo al trabajo 
marítimo. En segundo lugar, el Departamento de análisis 
de cuestiones políticas, investigación y estadística 
(PARS), del Ministerio Federal de Trabajo, acaba de 
asumir la responsabilidad de someter todas las memorias 
en virtud de los artículos 19 y 22 de la Constitución de la 
OIT; cabe señalar que no se produjeron retrasos en el en-
vío de memorias cuando se encargaba de ello el Departa-
mento de servicios sindicales y relaciones laborales. Indi-
có que el Gobierno solicitará en el momento oportuno la 
asistencia técnica de la Oficina, a fin de capacitar a los 
nuevos funcionarios técnicos para enviar memorias sobre 
los Convenios núms. 137, 178 y 179. 

En lo que respecta al incumplimiento de la obligación 
de presentar las respuestas solicitadas por la Comisión de 
Expertos, el departamento de servicios sindicales antes 
mencionado ha preparado memorias sobre un número 
razonable de convenios citados en el párrafo 35 del In-
forme general; quedan pendientes las memorias sobre tres 
convenios que serán sometidas a la mayor brevedad por el 
PARS. Indicó que las obligaciones de envío de memorias 
del Gobierno se cumplirán de forma sistemática una vez 
que se hayan desarrollado lo suficiente las capacidades de 
los funcionarios responsables, y reiteró que es necesario 
que la Oficina proporcione asistencia técnica. 

Una representante gubernamental de Uganda indicó que 
se había enviado una memoria sobre la aplicación del 
Convenio núm. 162. Como el envío de memorias sobre la 
aplicación de los convenios requiere que se recabe infor-
mación de varios ministerios, es necesario que se esta-
blezca un mecanismo para coordinar las aportaciones de 
los distintos ministerios. Sin embargo, el Gobierno finali-
zará y presentará a tiempo las memorias solicitadas para 
el presente año.  

Un representante gubernamental de la República Demo-
crática del Congo expresó su amargura por tener que justi-
ficar las dificultades encontradas en la elaboración de las 
memorias. Se trata de dificultades a nivel de organización, 
en la medida en que los documentos de la OIT llegan con 
retraso al Ministerio de Trabajo porque pasan primero por 
el Ministerio de Asuntos Exteriores. En cuanto a la elabo-
ración de las memorias, no se cuenta con personal cualifi-
cado suficiente para redactar las memorias en los plazos 
establecidos. En este sentido, la OIT debería crear un pro-
grama tripartito para que cada vez haya más recursos a fin 
de que estas memorias puedan prepararse en los plazos 
establecidos. En lo que se refiere a la omisión de envío de 
respuestas a los comentarios, como el año pasado, se han 
enviado varias respuestas. Por último, en lo que respecta 
al envío de memorias sobre la aplicación de los convenios 
no ratificados, se enviaron cinco memorias el año pasado 
y el Gobierno se compromete a presentar todas las memo-
rias que faltan antes de que finalice esta reunión de la 
Conferencia. 

Un representante gubernamental del Reino Unido declaró 
que los comentarios que había formulado con anterioridad 
en relación con el párrafo 25, eran igualmente válidos 
para el párrafo 35 del Informe general. 

Un representante gubernamental de Saint Kitts y Nevis 
declaró que se trataba de la primera ocasión en que su 
Gobierno participaba en la Conferencia Internacional del 
Trabajo desde que, en 1996, se convirtiera en miembro de 
la OIT. El Gobierno suscribe plenamente los principios y 
valores de la OIT y, por consiguiente, ha ratificado los 
ocho convenios fundamentales y también un convenio 
prioritario. Lamentó que el Gobierno haya incumplido sus 
obligaciones constitucionales de envío de memorias de-
ntro del plazo establecido. Este retraso no se debe a la 
falta de interés del Gobierno, sino a los recursos limitados 
de los que dispone, que plantean un importante desafío en 
lo que respecta a su capacidad para cumplir plenamente 
con sus obligaciones de envío de memorias. Aseguró a la 
Comisión que se habían iniciado los procedimientos nece-
sarios para abordar esta cuestión y que las memorias soli-
citadas para este año se presentarían a su debido tiempo. 
Indicó que el Gobierno quiere solicitar la asistencia técni-
ca de la Oficina para poder cumplir con sus obligaciones 
de envío de memorias, y concluyó afirmando que su Go-
bierno está comprometido con el tripartismo y los valores 
que defiende la OIT. 

Un representante gubernamental de Zambia reconoció 
que su Gobierno no había cumplido con su obligación de 
envío de las respuestas solicitadas por la Comisión de 
Expertos. Explicó que el Ministerio de Trabajo y Seguri-
dad Social había sido reestructurado durante el período 
2003-2006, a fin de permitirle afrontar con eficacia los 
nuevos desafíos relacionados con la administración del 
trabajo. Además de este proceso de reestructuración, se ha 
contratado a un personal que carece de los conocimientos 
necesarios y de formación sobre los procedimientos de 
envío de memorias a la OIT. Aseguró a la Comisión que a 
la mayor brevedad se tomarán las medidas necesarias para 
garantizar que las memorias se presenten a la Comisión 
de Expertos dentro del plazo establecido. 

La Comisión tomó nota de la información comunicada y 
de las explicaciones dadas por los representantes guberna-
mentales que hicieron uso de la palabra. La Comisión insis-
tió en la gran importancia que tenía, para la continuación 
del diálogo, que la información transmitida en respuesta a 
los comentarios de la Comisión de Expertos fuera clara y 
completa. Reiteró que ése es un aspecto que formaba parte 
de la obligación constitucional de envío de memorias. A este 
respecto, la Comisión expresó su seria preocupación por el 
elevado número de casos de omisión de envío de información 
en respuesta a los comentarios de la Comisión de Expertos. 
Recordó que los gobiernos pueden solicitar la asistencia téc-
nica de la Oficina para superar cualquier dificultad que 
tuviesen que afrontar para responder a los comentarios de la 
Comisión de Expertos.  

La Comisión instó a los Gobiernos de Afganistán, Antigua 
y Barbuda, Barbados, Belice, Bolivia, Cabo Verde, Cambo-
ya, Chad, Congo, República Democrática del Congo, Etio-
pía, Francia (Reunión, Tierras australes y antárticas france-
sas), Gambia, Guinea, Guinea-Bissau, Guinea Ecuatorial, 
Guyana, Haití, Iraq, Irlanda, Islas Salomón, Jamaica, Kir-
guistán, Lesotho, Liberia, Malasia (Sabah), Malí, Mongolia, 
Nigeria, Pakistán, Reino Unido (Anguilla, Bermudas, Gi-
braltar, Islas Vírgenes Británicas, Montserrat, Santa Elena), 
Saint Kitts y Nevis, Seychelles, Sierra Leona, Sudán, Tayi-
kistán, Togo, Uganda y Zambia, a que no escatimaran es-
fuerzos para transmitir, lo antes posible, la información soli-
citada. La Comisión decidió mencionar estos casos en el pá-
rrafo correspondiente de su Informe general. 

d) Informaciones escritas recibidas hasta el final de la 
reunión de la Comisión de Aplicación de Normas 1 

Armenia. Desde la celebración de la reunión de la Co-
misión de Expertos, el Gobierno envió las primeras me-
morias sobre los Convenios núms. 111 y 176. 

Congo. Desde la celebración de la reunión de la Comi-
sión de Expertos, el Gobierno envió la mayoría de las 
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memorias debidas sobre la aplicación de los convenios 
ratificados. 

Dinamarca. Desde la celebración de la reunión de la 
Comisión de Expertos, el Gobierno envió respuestas a la 
mayoría de los comentarios de la Comisión. 

Djibouti. Desde la celebración de la reunión de la Comi-
sión de Expertos, el Gobierno envió respuestas a la mayo-
ría de los comentarios de la Comisión. 

Eslovenia. Desde la celebración de la reunión de la Co-
misión de Expertos, el Gobierno envió respuestas a la 
mayoría de los comentarios de la Comisión. 

Francia. Desde la celebración de la reunión de la Comi-
sión de Expertos, el Gobierno envió respuestas a la mayo-
ría de los comentarios de la Comisión. 

Francia (Guadalupe). Desde la celebración de la reunión 
de la Comisión de Expertos, el Gobierno envió respuestas 
a la mayoría de los comentarios de la Comisión. 

Francia (Guayana Francesa). Desde la celebración de la 
reunión de la Comisión de Expertos, el Gobierno envió 
respuestas a la mayoría de los comentarios de la Comi-
sión. 

Francia (Martinica). Desde la celebración de la reunión 
de la Comisión de Expertos, el Gobierno envió respuestas 
a la mayoría de los comentarios de la Comisión. 

Francia (San Pedro y Miquelón). Desde la celebración de 
la reunión de la Comisión de Expertos, el Gobierno envió 
respuestas a la mayoría de los comentarios de la Comi-
sión. 

Gambia. Desde la celebración de la reunión de la Comi-
sión de Expertos, el Gobierno envió la primera memoria 
sobre la aplicación del Convenio núm. 29. 

Guinea Ecuatorial. Desde la celebración de la reunión de 
la Comisión de Expertos, el Gobierno envió una de las 
memorias debidas sobre la aplicación de los convenios 
ratificados. 

Iraq. Desde la celebración de la reunión de la Comisión 
de Expertos, el Gobierno envió algunas de las memorias 
debidas sobre la aplicación de los convenios ratificados y 
respuestas a la mayoría de los comentarios de la Comi-
sión. 

Kiribati. Desde la celebración de la reunión de la Comi-
sión de Expertos, el Gobierno envió algunas de las memo-
rias debidas sobre la aplicación de los convenios ratifica-
dos y respuestas a todos los comentarios de la Comisión. 

Liberia. Desde la celebración de la reunión de la Comi-
sión de Expertos, el Gobierno envió algunas de las memo-
rias debidas sobre la aplicación de los convenios ratifica-
dos. 

Malasia. Desde la celebración de la reunión de la Comi-
sión de Expertos, el Gobierno envió respuestas a todos los 
comentarios de la Comisión. 

Malawi. Desde la celebración de la reunión de la Comi-
sión de Expertos, el Gobierno envió respuestas a la mayo-
ría de los comentarios de la Comisión. 

Papua Nueva Guinea. Desde la celebración de la reunión 
de la Comisión de Expertos, el Gobierno envió respuestas 
a la mayoría de los comentarios de la Comisión. 

Perú. Desde la celebración de la reunión de la Comisión 
de Expertos, el Gobierno envió respuestas a la mayoría de 
los comentarios de la Comisión. 

San Marino. Desde la celebración de la reunión de la 
Comisión de Expertos, el Gobierno envió respuestas a la 
mayoría de los comentarios de la Comisión. 

Senegal. Desde la celebración de la reunión de la Comi-
sión de Expertos, el Gobierno envió respuestas a la mayo-
ría de los comentarios de la Comisión. 

Uzbekistán. Desde la celebración de la reunión de la Co-
misión de Expertos, el Gobierno envió todas las memorias 
debidas sobre la aplicación de los convenios ratificados y 
respuestas a todos los comentarios de la Comisión.

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

_____________________ 
1 La lista de las memorias recibidas figura en el anexo I. 
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B. Observaciones e informaciones sobre la aplicación de convenios

Convenio núm. 29: Trabajo forzoso, 1930  

INDIA (ratificación: 1954) 
Un representante gubernamental dijo que el compromiso 

de su Gobierno de erradicar el sistema de trabajo en ser-
vidumbre es evidente desde la ratificación del Convenio 
en 1954 y la promulgación de la ordenanza sobre la aboli-
ción del sistema de trabajo en servidumbre en 1975 y la 
adopción de la Ley sobre el Sistema de Trabajo en Servi-
dumbre (abolición) en 1976 (BLSA). Se han establecido 
los mecanismos institucionales para la identificación y la 
rehabilitación de las personas sometidas al trabajo en ser-
vidumbre y el castigo de los infractores. También se han 
desarrollado muchas acciones en la práctica, con la identi-
ficación de 287.555 trabajadores en servidumbre y la re-
habilitación de 267.593 de ellos, así como las medidas 
para proporcionar oportunidades de trabajo para impedir 
que las personas caigan en la servidumbre. Al reconocer 
que las privaciones económicas son la causa principal de 
la servidumbre, se han introducido varios planes, tales 
como el Plan Nacional de Garantía Rural, que asegura 
100 días de trabajo al año. Como resultado de estos planes 
aumentaron los salarios y disminuyó la migración.  

Manifestó reservas con respecto a ciertas estimaciones 
de cifras relativas al trabajo en servidumbre efectuadas 
por algunas agencias y recordó que la definición de los 
trabajadores en servidumbre debe cumplir con las caracte-
rísticas establecidas en el Informe Global de la OIT sobre 
el tema, que indica que el trabajo forzoso no puede ser 
equiparado simplemente con los bajos salarios o condi-
ciones de trabajo deficientes. Tampoco se trata simple y 
llanamente de necesidades económicas como en el caso 
en que el trabajador se sienta incapaz de dejar su trabajo 
debido a la ausencia real o percibida de alternativas de 
empleo. La definición de trabajo forzoso de la OIT com-
prende dos elementos básicos: el trabajo o servicio es 
exigido bajo la amenaza de una pena y se efectúa sin el 
consentimiento de la víctima. Señaló que la Comisión de 
Expertos ha cuestionado la adecuación de las penas im-
puestas y explicó que la exoneración sólo se pronuncia 
cuando no haya pruebas suficientes de trabajo forzoso en 
la forma determinada por las autoridades judiciales inde-
pendientes. Son numerosos los casos en los que se ha 
identificado a la persona como un trabajador en servi-
dumbre y rehabilitado, pero que el empleador ha sido 
absuelto por no haberse establecido claramente la existen-
cia de la servidumbre. Sin embargo, centrarse innecesa-
riamente en estos casos puede conducir a desviar la aten-
ción de los casos reales de trabajo en servidumbre.  

Con respecto a la recomendación de la Comisión de 
Expertos de que se realice un estudio nacional integral 
sobre el trabajo en servidumbre como una cuestión priori-
taria, recordó que la identificación del trabajo en servi-
dumbre es un problema delicado y que el enfoque que se 
adopte debe ser humano y no convencional. La informa-
ción debe recolectarse mediante la entrevista en forma 
indirecta, a las personas afectadas, acerca de la naturaleza 
de la explotación y sus condiciones de servicio. Solamen-
te entonces puede determinarse si están dentro de la cate-
goría de trabajo en servidumbre. Existe la práctica entre 
los contratistas de pagar a los trabajadores por adelantado 
por un trabajo específico y esto ha sido calificado erró-
neamente de trabajo forzoso. Añadió que corresponde a 
los Estados solucionar este tipo de problemas. Con el ob-
jeto de ayudarlos, el Gobierno central proporciona fondos 
a los Estados para efectuar encuestas de distrito sobre el 
trabajo en servidumbre y llevar a cabo actividades de sen-
sibilización. Como se han efectuado una serie de estudios 

locales por los gobiernos de los Estados, no se estimó 
necesario realizar un estudio nacional en todo el país.  

En relación con los comentarios de la Comisión de Ex-
pertos sobre los comités de vigilancia, señaló que los go-
biernos de todos los Estados han constituido comités de 
vigilancia a niveles de distritos y de subdivisiones los 
cuales celebran reuniones periódicas. 

En respuesta a la solicitud de la Comisión de Expertos 
sobre el número de quejas sobre trabajo en servidumbre 
presentadas ante las instituciones de las aldeas, recordó 
que la principal prioridad para el Gobierno es la identifi-
cación, liberación y rehabilitación de las personas sujetas 
a trabajo en condiciones de servidumbre. Sin embargo, los 
Estados han informado hasta hoy sobre 5.893 casos de 
procesamiento y 1.289 condenas pronunciadas en aplica-
ción de la Ley sobre el Sistema de Trabajo en Servidum-
bre (abolición). Se debe leer estas cifras contextualizándo-
las en el entorno socio-cultural en el que opera todo el 
sistema. El sistema informal de solución de quejas en las 
aldeas también funciona como un mecanismo de resolu-
ción de conflictos, aunque no se conservan registros de 
tales casos de conciliación. Agregó que disminuye la in-
cidencia del trabajo en servidumbre y que la Comisión de 
Derechos Humanos (NHRC), en colaboración con el Mi-
nisterio de Trabajo y Empleo organiza talleres de sensibi-
lización en los Estados. 

En relación con la solicitud de la Comisión de Expertos 
en el sentido de que se comunique mayor información 
sobre la liberación y rehabilitación de los trabajadores en 
servidumbre, y la mejora de las calificaciones de los tra-
bajadores en servidumbre y liberados, indicó que la 
NHRC participó en la supervisión y revisión de la aplica-
ción de la Ley sobre el Sistema de Trabajo en Servidum-
bre (abolición), de 1976, y del programa financiado cen-
tralmente para la rehabilitación de los trabajadores en 
régimen de servidumbre. La NHRC designó relatores 
especiales para visitar distritos y evaluar la situación en el 
ámbito local. La acción de seguimiento sobre sus infor-
mes y los talleres de sensibilización organizados muestran 
el profundo compromiso para eliminar la amenaza que 
supone el régimen de trabajo en servidumbre. Además, se 
ha establecido un grupo especial para realizar el segui-
miento de esas medidas y el orador facilitó información 
detallada sobre las reuniones del mismo en todas las re-
giones y Estados entre 2004-2008. Se publicaron directi-
vas detalladas para los gobiernos de los Estados, instru-
yéndolos para integrar los programas financiados por el 
gobierno central con otros programas destinados al alivio 
de la pobreza, con la finalidad de unificar recursos en el 
marco de una rehabilitación racional de los trabajadores 
en servidumbre. 

Por lo que respecta a la aplicación y cumplimiento efec-
tivo de las prohibiciones establecidas en virtud de la Ley 
de 1986 sobre el Trabajo Infantil (prohibición y reglamen-
tación), el orador facilitó información sobre la prohibición 
del trabajo infantil impuesta en octubre de 2006 respecto 
del empleo y el servicio doméstico en hoteles, moteles, 
restaurantes, cafeterías de autopistas y centros recreativos. 
Se prestó asesoramiento a los gobiernos estatales acerca 
de las medidas adecuadas que deberían adoptarse y el 
Ministerio inició una intensa campaña de sensibilización a 
través de los medios de comunicación nacionales y regio-
nales. Los planes de acción preparados por los gobiernos 
de los Estados fueron objeto de debate en conferencias y 
reuniones regionales. Se instó a los Estados a que diesen 
la publicidad debida a la prohibición y se expidieron ins-
trucciones por las que se exige a los funcionarios públicos 
que se abstengan de emplear a niños en el servicio domés-
tico. En diciembre de 2006 se emitió un sello conmemora-
tivo sobre el trabajo infantil, y en noviembre de 2007 se 
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lanzó una campaña nacional para hacer cumplir la prohi-
bición del trabajo infantil. Se proporcionaron a la Oficina 
estadísticas relativas a la aplicación de la prohibición. 

En respuesta a la solicitud formulada por la Comisión 
de Expertos para que se comunicara información sobre las 
sanciones o condenas impuestas, indicó que se ha propor-
cionado a la Oficina la información necesaria la que de-
muestra la tendencia a la disminución de casos de trabajo 
infantil en cada Estado. En respuesta a la solicitud formu-
lada por la Comisión de Expertos para que se comunique 
información actualizada y detallada sobre el Programa de 
Proyectos Nacionales de Trabajo Infantil (NCLP), señaló 
que la información proporcionada a la Oficina demuestra 
la aplicación satisfactoria del Programa en 20 Estados en 
el ámbito de la rehabilitación de niños trabajadores retira-
dos de diversas industrias. Organismos independientes 
han llevado a cabo recientemente una evaluación del pro-
grama y se está a la espera del informe definitivo. 

Añadió que se han propuesto varias enmiendas al pro-
yecto de Ley sobre Trata Inmoral (prevención), de 2006, 
con objeto de ampliar el alcance de la ley de 1956, cen-
trándose en los traficantes, la prevención de los casos de 
recaída en la victimización y la mejora de su aplicación. 
Las enmiendas principales incluyen la elevación de la 
minoría de edad de 16 a 18 años, y la supresión de las 
disposiciones que prevén las sanciones y alejamiento de 
las prostitutas, reconociendo que las mujeres y los niños 
involucrados en la prostitución a menudo son víctimas de 
la trata, y que su sanción tendría por consecuencia efectos 
aún más traumáticos. Otras enmiendas incluyen la intro-
ducción de nuevos artículos que definen el delito de «trata 
de personas», de conformidad con los instrumentos perti-
nentes de las Naciones Unidas y el castigo de las personas 
que participan en la trata, y de aquellos que concurren o 
establecen un prostíbulo con fines de explotación sexual. 
Se propuso además establecer una autoridad central para 
combatir la trata de personas en el ámbito central y esta-
tal. Señaló asimismo que en diciembre de 2007 se puso en 
práctica un plan integral para la prevención de la trata y el 
rescate, la rehabilitación y reintegración de las víctimas 
de la trata y la explotación sexual con fines comerciales. 
El plan consiste en medidas de prevención, rescate, reha-
bilitación, reintegración y repatriación. Además, el Minis-
terio de la Mujer y Desarrollo del Niño estableció una 
Comisión Central de Asesoramiento integrada por repre-
sentantes de una amplia serie de ministerios y gobiernos 
estatales, así como ONG, fuerzas policiales y organiza-
ciones internacionales. Se ha incorporado a la Comisión 
de Asesoramiento a varios altos funcionarios policiales de 
los Estados en que el problema es más agudo. En sus reu-
niones recientes, la Comisión ha individualizado las áreas 
prioritarias para la acción y ha elaborado directivas para 
su utilización por todos los interesados. 

Los miembros empleadores agradecieron al representante 
gubernamental por su presentación. El caso fue conside-
rado por la Comisión de la Conferencia en nueve ocasio-
nes desde 1989 e incluso con más frecuencia por la Comi-
sión de Expertos. Si bien tomaron nota de las preocupa-
ciones expresadas por el representante gubernamental con 
relación a la validez de las estadísticas comunicadas por 
las ONGs que fueron mencionadas en el informe de la 
Comisión de Expertos, las estadísticas presentadas por el 
Gobierno en su memoria de 2006 demuestran la existen-
cia de casos de trabajo en condiciones de servidumbre o 
de trabajo forzoso. A pesar de las dificultades invocadas 
para compilar datos apropiados, sigue siendo fundamental 
tener información precisa sobre la magnitud de la práctica 
del trabajo en condiciones de servidumbre. El Gobierno 
debería por lo tanto recoger y compilar información preci-
sa sobre la existencia de trabajo forzoso en el país. 

Hubo progresos positivos, incluyendo la creación de 
comités de vigilancia. En vista de las deficiencias obser-
vadas en este contexto por la Comisión de Expertos, los 
miembros empleadores solicitan al Gobierno que la cues-

tión del funcionamiento de los comités de vigilancia sea 
examinada en su próxima memoria, de conformidad con 
el mandato que establece la Ley sobre el Sistema de Tra-
bajo en Servidumbre (abolición), de 1976. 

En cuanto a la aplicación de las sanciones, los miem-
bros empleadores, conscientes del artículo 25 del Conve-
nio y recordando la necesidad de que el Poder Judicial 
asegure el cumplimiento de la legislación que prohíbe el 
trabajo forzoso, alientan al Gobierno a proporcionar in-
formación detallada relacionada con el procesamiento por 
casos de trabajo forzoso. 

Con relación al trabajo infantil, las estadísticas demues-
tran que, lastimosamente, la situación aparentemente no 
ha mejorado. El descubrimiento de violaciones y el proce-
samiento decreció en 2004 y 2005, mientras que al mismo 
tiempo las estadísticas indican un incremento de los casos 
de trabajo infantil. El Gobierno debería informar en su 
próxima memoria sobre la naturaleza de las sanciones o 
penalidades impuestas en casos de condenas, de confor-
midad con la legislación vigente sobre el trabajo de niños 
en trabajos peligrosos. Además, los miembros empleado-
res alientan al Gobierno a abordar el reciente declive en la 
detección de violaciones y los procesamientos judiciales 
iniciados. 

En vista de los progresos positivos relacionados con el 
Programa de proyectos nacionales de trabajo infantil 
(NCLP) del Ministerio de Trabajo y Empleo, el Gobierno 
debería continuar brindando informaciones detalladas 
sobre dicha iniciativa. Los miembros empleadores señala-
ron además una serie de esfuerzos legislativos positivos, 
incluyendo la modificación en 2006 de la Ley sobre el 
Trabajo Infantil (prohibición y reglamentación), de 1986 
(CLPRA), la adopción de la Ley sobre las Comisiones de 
Protección de los Derechos del Niño, de 2005 (CPCRA), 
el proyecto de ley de los delitos contra los niños, de 2006 
(DOCB), y el proyecto de ley sobre la enmienda de la 
trata inmoral (prevención), de 2006. El Gobierno debería 
brindar información sobre la aplicación de las disposicio-
nes de la CLPRA y su relación con el tráfico de niños 
para su explotación comercial o prostitución. Además, el 
Gobierno debería también suministrar, en su próxima 
memoria, información adicional sobre la adopción del 
DOCB, y sobre la enmienda de la trata inmoral (preven-
ción), de 2006, así como información detallada sobre 
otras medidas adoptadas en relación con el tráfico y la 
explotación sexual de niños y niñas. 

Los miembros trabajadores señalaron que, pese a que 
era la novena vez que la Comisión de la Conferencia ex-
amina el caso sobre trabajo forzoso y en servidumbre en 
la India, se habían registrado pocos progresos. Las esta-
dísticas que el Gobierno ha proporcionado indican cifras 
inferiores a las de otras instituciones y ONG, de acuerdo 
con las cuales el número de personas que viven en condi-
ciones de esclavitud en la India oscila entre 20 y 
65 millones. Según las estimaciones de la Fundación 
Gandhi para la Paz y del Instituto Nacional del Trabajo 
(NLI), solamente en la agricultura, habría empleados cer-
ca de 2.600.000 trabajadores en servidumbre. Sin embar-
go, en otros sectores el trabajo forzoso es un hecho gene-
ralizado, especialmente en el sector de la fabricación de 
ladrillos y las canteras de piedra, en la producción de al-
godón y seda, en el trabajo doméstico y en la fabricación 
de alfombras y de fuegos de artificio. 

Los miembros trabajadores consideraron que el Gobier-
no estaba minimizando el problema, el cual no podía so-
lucionarse sin un conocimiento exacto del alcance y las 
complejidades que entrañaba. Por lo tanto apoyaron la 
petición de la Comisión de Expertos de que, de manera 
urgente, se haga una encuesta nacional sobre el trabajo en 
servidumbre. El hecho de que el Gobierno federal delegue 
en los Estados la responsabilidad de la recopilación de 
datos, no es apropiado ya que las administraciones estata-
les no están bien equipadas para esta tarea ni la hacen 
figurar entre sus prioridades. Esto se puede demostrar a 
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través de la evaluación por parte de la OIT del proyecto 
sobre la prevención y eliminación del trabajo en condi-
ciones de servidumbre en Asia Meridional, que dio asis-
tencia a los Gobiernos estatales para que realicen encues-
tas sobre trabajo en servidumbre en 120 distritos, en la 
que se deduce que muchos Estados no lo han aplicado. 
Solamente por que faltan recursos para la realización de 
encuestas y no hay iniciativas de los Estados, se considera 
que el trabajo en servidumbre no existe. 

Los miembros trabajadores afirmaron que hay otras 
formas recientes de trabajo en servidumbre asociadas a la 
economía global a las que debe hacerse frente de un modo 
centralizado dado que se producían en diferentes Estados. 
Además de la forma tradicional de servidumbre por deu-
das, que es el resultado de relaciones de trabajo que lin-
dan con el régimen feudal, hay cientos de miles de traba-
jadores, especialmente mujeres jóvenes, que se habían 
sumado a los trabajadores sujetos a modalidades de traba-
jo en servidumbre. De acuerdo con la Comisión Nacional 
de Protección de los Derechos del Niño, se habían regis-
trado casos de trata de niños que eran llevados desde Ra-
jastán a Gujarat, donde trabajaban jornadas de 12 horas al 
día para fabricar semillas de algodón híbrido, en condi-
ciones peligrosas y expuestos a los pesticidas. La finali-
dad de dicha clase de trabajos, producto de las modernas 
cadenas de producción globalizada, es ofrecer prendas de 
vestir para vender en el mercado de prendas internacional. 
Los miembros trabajadores recordaron que en un artículo 
del periódico The Observer, de 28 de octubre de 2007, se 
hablaba de la existencia de niños trabajadores menores de 
diez años a los que se había encontrado trabajando en 
condiciones próximas a la esclavitud en una fábrica de 
prendas de vestir de una conocida marca internacional de 
vestimenta. Según la información recogida por la Oficina 
Subregional de la OIT de Asia Meridional, la globaliza-
ción ha contribuido a aumentar el trabajo forzoso y, espe-
cialmente, la trata de mujeres y niños, y se estima que hay 
contratistas privados y traficantes cuyos negocios les re-
portan ganancias próximas a los 9.700 millones de dólares 
de los Estados Unidos. 

Los miembros trabajadores acogieron favorablemente la 
decisión del Gobierno de realizar una encuesta de ámbito 
nacional para calcular el alcance del trabajo infantil, e 
hicieron hincapié en que dicho estudio debería cubrir to-
dos los aspectos relativos a la explotación laboral a los 
que se refiere el Convenio, incluido el trabajo en condi-
ción de servidumbre. Además, recomendaron que las es-
tadísticas sobre el trabajo en servidumbre y sobre el nú-
mero de niños que se encuentran trabajando en servidum-
bre se incluyesen en el censo nacional de 2011. Los sindi-
catos y las ONG deberían participar en la recopilación de 
los datos y en la identificación de los sectores y las zonas 
donde hay con frecuencia trabajo en condiciones de servi-
dumbre. 

Mediante la adopción de la Ley sobre el Sistema de 
Trabajo en Servidumbre (abolición), de 1976 (BLSA), la 
India fue el primer país en promulgar legislación sobre el 
tema, en la que se sanciona a los empleadores que la in-
frinjan. La aplicación estricta de la ley sería un factor de-
cisivo para solucionar el problema y evitar que se obligue 
a los niños a trabajar a cambio de un adelanto monetario 
para sus padres. Sin embargo, dado que el informe de la 
Comisión de Expertos indica que los comités de vigilan-
cia no están siendo un instrumento eficaz para aplicar la 
mencionada ley, los miembros trabajadores apoyan el 
fortalecimiento de los comités de vigilancia y sugieren 
que podría ser necesario reemplazarlas por otras institu-
ciones. Los mecanismos para atender quejas y conflictos 
en las aldeas y distritos («panchayats») habían sido efica-
ces en el Estado de Andhra Pradesh para liberar a los ni-
ños que trabajaban en condiciones de servidumbre y rein-
tegrarlos al sistema educativo. 

Los miembros trabajadores manifestaron su deseo de 
llamar la atención sobre la experiencia de Brasil, donde el 

Gobierno utiliza equipos multidisciplinares formados por 
policías, fiscales, trabajadores sociales, sindicalistas y 
miembros de ONGs para identificar y liberar a las vícti-
mas del trabajo en servidumbre. En este sentido, sugirie-
ron que sería positivo que la OIT facilitara un intercambio 
de buenas prácticas incluidas sanciones eficaces entre los 
Gobiernos de la India y Brasil. Mientras que en Brasil, la 
publicación de una lista de empleadores que recurren a 
trabajadores en servidumbre demostró ser un método efi-
caz, en la India se imponen multas demasiado bajas que 
sólo son disuasivas. 

Los miembros trabajadores apoyaron la solicitud de la 
Comisión de Expertos para que el Gobierno enmiende las 
graves deficiencias que presenta el mecanismo de sancio-
nes previsto en la Ley sobre el Sistema de Trabajo en 
Servidumbre (abolición), de 1976, y recomendaron que 
cada Estado publicara sus propios datos sobre las sancio-
nes impuestas. Además, afirmaron que es necesario in-
crementar la formación y sensibilización de los funciona-
rios de policía y de los jueces encargados de hacer cum-
plir la ley con la colaboración de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos. El lanzamiento de campañas de pu-
blicidad a gran escala, en las que participen sindicatos, 
ONG y organizaciones de empleadores, destinadas a po-
ner de manifiesto que las prácticas de trabajo forzoso y en 
servidumbre constituyen un delito grave, podría contribuir 
a hacer que cambie la aceptación social del fenómeno y 
propiciaría que se denunciaran más casos de trabajo en 
condiciones de servidumbre. Los sindicatos también 
cumplen un papel decisivo para ayudar a que los trabaja-
dores en servidumbre recién liberados se incorporen a los 
programas de asistencia social. 

Los miembros trabajadores acogieron favorablemente 
los esfuerzos realizados por el Gobierno para reducir el 
número de casos de niños que hacen trabajos forzosos, así 
como su decisión de ampliar el alcance de la Ley sobre el 
Trabajo Infantil (prohibición y reglamentación), de 1986, 
a efectos de ampliar el número de ocupaciones en las que 
se prohíbe el empleo de niños. Sin embargo, subrayaron 
que dicha ley requería una aplicación más eficaz y mejo-
res condiciones para la rehabilitación. También elogiaron 
el proyecto del IPEC, en iniciado en 1992, en aplicación 
en 20 distritos de cuatro Estados, y en la capital del país, 
así como el Plan Quinquenal (2008-2013) para ampliar el 
Programa de proyectos nacionales de trabajo infantil 
(NCLP) a la totalidad de los distritos del país. No obstan-
te, los miembros trabajadores reiteraron su preocupación 
por la lentitud de los progresos alcanzados y la escasa 
atención que se estaba prestando a las nuevas formas de 
trabajo infantil. 

La India es un país de origen, destino y tránsito para la 
trata de personas con el fin de emplearlas en trabajos for-
zosos y en el caso de las mujeres y niñas para explotarlas 
sexualmente. El Ministerio del Interior calculó que el 90 
por ciento de este comercio con fines de explotación 
sexual es interno y que las estimaciones sobre el número 
de las víctimas varían considerablemente. Un 15 por cien-
to es prostitución infantil y hay decenas de miles de muje-
res y niñas que proceden de los países vecinos. 

Para concluir, los miembros trabajadores subrayaron 
una vez más el alcance y la gravedad de la violación del 
Convenio núm. 29, recordando que, en vez de ser un pro-
blema en vías de desaparición, estaba empeorando a me-
dida que las nuevas formas de trabajo en servidumbre se 
iban integrando en las cadenas de producción globalizada 
y en el comercio internacional. Instaron al Gobierno a 
fortalecer y acelerar la aplicación de la legislación en vi-
gor y a dar máxima prioridad al establecimiento de nue-
vos mecanismos para eliminar el trabajo en servidumbre y 
el trabajo forzoso. 

El miembro trabajador de la India recordó que el trabajo 
forzoso es una consecuencia del régimen feudal. La India 
ha estado bajo un imperio cuyos intereses económicos y 
políticos propiciaron y mantuvieron la continuidad del 
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trabajo en condiciones de servidumbre. El Convenio núm. 
29 fue adoptado en 1930, pero las autoridades británicas 
no aplicaron nunca el Convenio en la India. Fue recién, 
después de la independencia que el Gobierno Nacional 
ratificó el Convenio en 1954. En 1976 se promulgó la ley 
que prohíbe el trabajo forzoso. 

En esta época de la globalización, los ricos son cada vez 
más ricos y los pobres cada vez más pobres. Hay 400 mi-
llones de trabajadores que están fuera de la cobertura que 
proporciona el régimen público de la seguridad social. 
Muchos de esos trabajadores viven por debajo de la línea 
de la pobreza, carecen de estabilidad laboral y la pobreza 
ha llegado a tal extremo que los trabajadores se ven en-
frentados a veces en endeudamientos imposibles de sal-
dar. En algunos de los Estados más pobres del país, la 
pobreza es tan grave que provoca la trata de mujeres y 
niños que, con la connivencia de las grandes empresas y 
de los países de envío y de recepción, se ha convertido en 
un cada vez más lucrativo negocio en todo el mundo. 

El movimiento sindical es consciente del problema y se 
opone a estas prácticas. Reconociendo los esfuerzos del 
Gobierno para erradicar el trabajo en servidumbre, instó 
al Gobierno a tomar todas las medidas necesarias para 
castigar severamente a los responsables de dichas prácti-
cas y a rehabilitar a las víctimas. Por último, se sugirió 
que se convoque una reunión tripartita a nivel estatal so-
bre trabajo en servidumbre y trata de mujeres y niños para 
debatir en profundidad la magnitud del problema y las 
medidas que deberían tomarse para afrontarlo en las cir-
cunstancias actuales. 

El miembro empleador de la India indicó que el trabajo 
en servidumbre es una cuestión sensible y, por consi-
guiente, no pueden realizarse encuestas fiables basadas en 
presunciones. Dado que este tipo de trabajo siempre se 
realiza de manera oculta en el sector informal, es difícil 
detectarlo a través de un simple censo. En consecuencia, 
no es posible realizar encuestas. Algunas de las estadísti-
cas suministradas por ONG son cuestionables. Sin embar-
go, la India cuenta con un sistema de censos altamente 
desarrollado cuyos resultados son transparentes y fiables. 
En cuanto a la definición de trabajo forzoso, el trabajo 
realizado en los hornos de ladrillo y en la agricultura no 
es, en realidad, trabajo forzoso de acuerdo con los térmi-
nos del Convenio. Esta cuestión necesita ser examinada 
con mayor detalle. Los empleadores de la India han adop-
tado un código de buenas prácticas para tratar la cuestión 
del trabajo infantil y se ha pedido a todos los empleadores 
que lo apliquen. Numerosos empleadores han participado 
también en las medidas de rehabilitación, incluso en el 
sector informal, y tomado parte en mecanismos tripartitos 
para tratar las cuestiones del trabajo infantil y el trabajo 
forzoso. 

El representante gubernamental de la India reiteró que la 
extensión del país y su pluralidad en términos de condi-
ciones culturales y sociales tienen que ser tomados en 
cuenta a la hora de evaluar los esfuerzos para aplicar el 
Convenio. Si bien los sistemas regulares de censos, en la 
India producen información estadística regular y comple-
ta, sería posible completarlos, siempre y cuando fuera 
oportuno, con encuestas por muestreo sobre cuestiones 
específicas, tales como trabajo en condición de servidum-
bre. Las encuestas por muestreo son un trabajo altamente 
científico que requiere de personal adecuado. 

A pesar de que los datos del censo muestran un incre-
mento del trabajo infantil entre 1991 y 2001, si se tiene en 
cuenta el crecimiento de la población durante dicho pe-
ríodo, el trabajo infantil disminuyó en la práctica. Con 
relación a la capacidad de los Estados para establecer da-
tos estadísticos, el representante gubernamental aseguró a 
la Comisión que los Estados cuentan con estructuras ade-
cuadas a nivel distrital. Del mismo modo, las instituciones 
locales dedicadas a hacer frente al trabajo en condición de 
servidumbre incrementaron su eficiencia. Información 
adicional sobre los procesamientos será transmitida a la 

OIT. El sistema tradicional de prestamistas usurarios des-
apareció casi por completo debido al desarrollo de servi-
cios financieros modernos. La eliminación del trabajo 
infantil requiere un enfoque holístico, incluyendo la sen-
sibilización. En este sentido, se agradece el apoyo de la 
OIT. El Gobierno considera que también es fundamental 
generar empleo, desarrollar los recursos humanos y dar 
una cobertura sanitaria universal para abordar las causas 
profundas del trabajo forzoso. Se requiere mucha vigilan-
cia respecto de las nuevas formas de trabajo forzoso, no 
sólo en la India, sino también en todos los países. 

Los miembros trabajadores consideraron que era impo-
sible determinar con exactitud el alcance del fenómeno 
del trabajo en servidumbre, ya que se trata de un cálculo 
fundado sobre datos parciales extraídos de estudios loca-
les o sobre informaciones proporcionadas por las adminis-
traciones de cada uno de los Estados del país. La Comi-
sión de la Conferencia debería adherirse a la opinión de la 
Comisión de Expertos sobre la necesidad de elaborar un 
estudio nacional a gran escala sobre el trabajo en servi-
dumbre basándose en metodologías estadísticas válidas y 
adecuadas. Un estudio de estas características constituiría 
el punto de partida de una estrategia nacional que permiti-
ría una mejor aplicación de la legislación a todos los nive-
les. 

Si bien se reconocía la conformidad de la legislación de 
la India con las disposiciones del Convenio núm. 29, los 
miembros trabajadores manifestaron su deseo de que se 
adopte una estrategia de aplicación eficaz de la legislación 
para evitar que se transforme en letra muerta, tal como se 
ha comprobado en numerosas ocasiones. Además de 
campañas de información y de sensibilización, una estra-
tegia exigiría un verdadero compromiso de las autorida-
des locales, de las organizaciones de trabajadores y de las 
ONG, bajo una eficiente coordinación centralizada. Asi-
mismo, no cabría considerar la extensión geográfica del 
país como una justificación para descartar una iniciativa 
proactiva de realizar una encuesta general sobre todo el 
país. 

Los miembros trabajadores, citando la experiencia de 
Brasil, se pronunciaron a favor de la posibilidad de favo-
recer los intercambios de buenas prácticas entre los Esta-
dos que afrontan problemas similares en relación con la 
aplicación de los convenios internacionales sobre el traba-
jo forzoso. Además, hicieron hincapié en la necesidad de 
garantizar el correcto funcionamiento de la justicia en los 
asuntos relativos al trabajo en servidumbre, así como la 
imposición de sanciones suficientemente estrictas y disua-
sorias que desalienten cualquier intento de recurrir al tra-
bajo forzoso. 

Alentaron al Gobierno a pedir la asistencia técnica de la 
OIT para elaborar y aplicar una estrategia integrada. 
Además, el Gobierno debe comprometerse a presentar una 
memoria completa y detallada sobre los progresos reali-
zados y el impacto de la estrategia, incluyendo campañas 
de información y de sensibilización para luchar contra el 
trabajo forzoso a todos los niveles y en todas las regiones 
del país. 

Los miembros empleadores agradecieron al Gobierno por 
la información suministrada y reconocieron que los pro-
blemas del trabajo forzoso se relacionan con la existencia 
de situaciones de pobreza. Se felicitaron por las medidas 
adoptadas por el Gobierno en el ámbito de desarrollo de 
las calificaciones y del acceso a la atención médica en 
general. Sin embargo, dado que la India es una de las ma-
yores democracias del mundo y habida cuenta del com-
promiso del Gobierno de transparencia en cuanto al al-
cance del problema, instaron al Gobierno a recoger y 
compilar estadísticas nacionales adecuadas. Observando 
la indicación del Gobierno sobre la posibilidad de com-
plementar los datos censales con estudios más específicos, 
los miembros empleadores instaron al Gobierno a dar 
seguimiento a esta cuestión. En conclusión, recordaron al 
Gobierno la importancia del Convenio núm. 29 y lo insta-
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ron a intensificar sus esfuerzos para eliminar el uso del 
trabajo forzoso y a informar sobre los resultados obteni-
dos al respecto. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la detallada información pro-
porcionada por el representante gubernamental y de la dis-
cusión que tuvo lugar a continuación. La Comisión acogió 
con agrado las medidas positivas adoptadas por el Gobierno 
y su empeño por abordar el problema del trabajo en servi-
dumbre en el país. Hizo notar, en particular, la información 
sobre la aplicación en la práctica de las políticas y los pro-
gramas de liberación y rehabilitación, incluido el programa 
patrocinado por el Gobierno para la rehabilitación de los 
trabajadores en servidumbre, los esfuerzos del Gobierno 
para aumentar la eficacia de los comités de vigilancia, y la 
información estadística sobre la liberación y rehabilitación 
de trabajadores en servidumbre que se había obtenido a 
partir de encuestas realizadas con financiación gubernamen-
tal en los distritos. Asimismo, la Comisión tomó nota de la 
información sobre casos de procesamiento en virtud de la 
Ley sobre el Sistema de Trabajo en Servidumbre (abolición), 
de 1976, así como de la declaración del Gobierno acerca de 
que la incidencia del trabajo en servidumbre estaba dismi-
nuyendo. 

Sin embargo, habiendo tomado nota de las medidas positi-
vas adoptadas por el Gobierno para luchar contra el trabajo 
en servidumbre, la Comisión volvió a expresar preocupación 
por la disparidad de las estadísticas a través de los años, y 
por la falta de voluntad del Gobierno para llevar a cabo una 
encuesta nacional sobre el trabajo en servidumbre en todo el 
país. Instó al Gobierno, una vez más, a realizar una encuesta 
estadística nacional de gran alcance aplicando una metodo-
logía estadística apropiada y otros métodos pertinentes para 
la recopilación de datos, a fin de determinar mejor la magni-
tud del problema. En dicha encuesta, las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores, así como las ONG, deberían 
participar en la recopilación de datos y en la identificación 
de sectores y de ámbitos en los que el trabajo en servidum-
bre es habitual.  

La Comisión lamentó tomar nota de que, más de 30 años 
después de la adopción de la Ley sobre el Sistema de Traba-
jo en Servidumbre (abolición), de 1976, y no obstante los 
esfuerzos desplegados, todavía no se había erradicado en la 
práctica el trabajo en servidumbre y habían surgido nuevas 
formas de trabajo en servidumbre. Los progresos logrados 
para la plena aplicación del Convenio eran insuficientes, a 
pesar de los reiterados comentarios de la Comisión de Ex-
pertos y de las numerosas ocasiones en que se había debatido 
el caso en esta Comisión. 

La Comisión compartía la preocupación de la Comisión de 
Expertos respecto a las graves y persistentes deficiencias en 
la aplicación de la ley, incluidas las limitaciones de los comi-
tés de vigilancia, la baja tasa de procedimientos judiciales y 
sanciones insuficientemente disuasivas. 

La Comisión tomó nota de los esfuerzos realizados por el 
Gobierno con miras a eliminar el trabajo infantil compren-
dido en el ámbito del Convenio, es decir, las tareas realiza-
das en condiciones suficientemente peligrosas o penosas para 
no poder considerarlas trabajo voluntario. La Comisión 
acogió con beneplácito la extensión prevista para abarcar 
todos los distritos de la India del Proyecto Nacional para la 
Eliminación del Trabajo Infantil, con miras a rehabilitar a 
los niños que trabajan en industrias peligrosas. Tomó nota 
de las medidas adoptadas en virtud del Plan Nacional de 
Acción para luchar contra la trata y la explotación sexual de 
mujeres y niños con fines comerciales. La Comisión también 
acogió con satisfacción las medidas adoptadas por el Go-
bierno para reforzar la legislación, como la elaboración del 
proyecto de ley de delitos contra los niños y el proyecto de 
enmienda a la ley de prevención de la trata con fines inmora-
les, con el objeto de subsanar las deficiencias del Código 
Penal mediante la inclusión específica del delito de explota-

ción sexual y trata de niños, y el establecimiento de las san-
ciones correspondientes. Asimismo, la Comisión tomó nota 
de la información sobre un nuevo programa central — 
«Programa integral para la prevención de la trata, y para la 
liberación, rehabilitación y reintegración de las víctimas de 
la trata y de explotación sexual comercial» — lanzado en 
diciembre de 2007, y del establecimiento del Comité Consul-
tivo Central en el Ministerio de Desarrollo de la Mujer y el 
Niño. 

Habiendo reconocido las iniciativas recientes emprendidas 
por el Gobierno, la Comisión instó al Gobierno a intensificar 
sus esfuerzos para erradicar el trabajo en servidumbre en 
todo el país y luchar contra el trabajo infantil en virtud del 
Convenio. La Comisión señaló a la atención del Gobierno la 
apremiante necesidad de reforzar la efectividad de los comi-
tés de vigilancia o de otros mecanismos apropiados. También 
debía emprender acciones para aumentar el impacto de las 
medidas de sensibilización con respecto a las formas, tanto 
nuevas como tradicionales de trabajo forzoso y en servi-
dumbre, incluidas aquellas relacionadas con la trata de per-
sonas. La Comisión señaló que, para la erradicación efectiva 
del trabajo en servidumbre y del trabajo infantil, era cru-
cial, además de tomar medidas de carácter socioeconómico, 
elaborar y reforzar las disposiciones legislativas y fortalecer 
el mecanismo de observancia de la legislación. La Comisión 
pidió al Gobierno que presentara una memoria para la reu-
nión de la Comisión de Expertos de 2009 que contuviera 
información exhaustiva sobre las acciones emprendidas en 
los planos nacional, estatal y local, incluidos cambios legisla-
tivos, estadísticas fiables del trabajo forzoso o en servidum-
bre, información sobre los procedimientos judiciales y las 
sanciones impuestas, y sobre los progresos realizados con 
respecto a la erradicación del trabajo forzoso y en servi-
dumbre. La Comisión expresó la firme esperanza de que se 
asegure la plena aplicación de este Convenio fundamental, 
tanto en la legislación como en la práctica. Propuso que el 
Gobierno hiciera uso de la asistencia técnica de la Oficina. 

El representante gubernamental de la India señaló que, 
aunque su Gobierno tomó nota de las conclusiones formu-
ladas por la Comisión y que se regía por las proposiciones 
más positivas contenidas en éstas, uno de los aspectos de 
las conclusiones es motivo de preocupación para su Go-
bierno, a saber, la petición de llevar a cabo un estudio 
nacional exhaustivo sobre el trabajo en servidumbre. Co-
mo ya mencionó en su discurso de apertura, la realización 
de dicho estudio es imposible en un país tan grande y di-
verso como la India. El trabajo en servidumbre no se ex-
tiende por todo el país y se limita a unos pocos focos ais-
lados. Debido a la escasez de recursos, los estudios sobre 
esta cuestión están limitados a algunos Estados afectados 
y el Gobierno está adoptando todas las medidas necesarias 
para facilitar la realización de dichos estudios, concreta-
mente a través de la provisión de fondos. El Gobierno 
garantizará que se lleven a cabo nuevos estudios concebi-
dos en función de los Estados y que las ONG, los emplea-
dores y los trabajadores sean consultados durante el pro-
ceso. Por el contrario, el Gobierno considera que no es 
necesario realizar un estudio nacional a través de todo el 
país. El orador solicitó a la Comisión que tomara nota de 
este punto. 

MYANMAR (ratificación: 1955) 
Ver tercera parte. 

PARAGUAY (ratificación: 1967) 
Un representante gubernamental manifestó que su Go-

bierno otorga una importancia trascendental a los conve-
nios de la OIT, y por ello toma la cuestión muy seriamen-
te y la está abordando de manera tripartita, siendo objeto 
de interesantes labores conjuntas. A este respecto, indicó 
que con la cooperación técnica de la OIT, y con la coope-
ración del programa de la Declaración, en el mes de sep-
tiembre de 2007 se realizó un seminario tripartito sobre 
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Derechos fundamentales en el trabajo y trabajo forzoso 
en el cual se resolvió conformar una comisión para abor-
dar el tema que se denominará Comisión de derechos fun-
damentales en el trabajo y prevención del trabajo forzoso 
y solicitar a cada institución y gremio que designen sus 
representantes ante la comisión por nota formal. Se acor-
dó también que el número adecuado de representantes 
será de seis titulares y sus respectivos alternos por cada 
sector (empresarial, sindical, Estado), sin perjuicio de 
contar con especialistas que acompañen a la comisión en 
sus tareas y que una vez recibidas las respectivas designa-
ciones se solicitará la constitución formal de la comisión, 
vía decreto del Poder Ejecutivo, para darle fuerza legal y 
erradicar el trabajo forzoso. Por último, se acordó que una 
vez constituida, se daría a la comisión un plazo de sesenta 
días desde su conformación para elaborar un plan de ac-
ción sobre el tema. Se informará al respecto en septiembre 
de este año. 

En octubre de 2007 se han enviado notas a todas las ins-
tituciones públicas y a los principales gremios empresa-
riales y centrales sindicales solicitándoles que designen 
sus respectivos representantes ante la comisión, y se han 
recibido las designaciones de varias instituciones públicas 
y gremios. Sin embargo, hasta la fecha algunos de ellos 
no han designado a sus representantes. Es intención del 
Gobierno que dicha comisión — de integración tripartita 
— quede conformada en el breve lapso y que se pueda 
avanzar en las otras conclusiones del seminario, y a tal 
efecto se comprometió a enviar notas reiterando los pedi-
dos de conformación de la comisión. 

El orador recordó que su país ratificó el Convenio núm. 
29 el 28 de agosto de 1967 y que ha ido adecuando pro-
gresivamente la legislación y la práctica nacional al cum-
plimiento efectivo del mismo, lo cual consta en los infor-
mes de la Comisión de Expertos. Informó además que en 
el mes de abril de 2008 se ha realizado una jornada de 
capacitación con representantes del Ministerio Público 
(fiscales de la niñez y adolescencia, laborales y penales) y 
entre las conclusiones de ese evento ha surgido la pro-
puesta de realizar otras actividades de capacitación y se-
minarios así como avanzar en labores conjuntas y coordi-
nadas entre el Ministerio de Justicia y Trabajo y la Fisca-
lía General del Estado, para lo cual solicitó la asistencia 
de la OIT. 

Añadió que, recientemente viajó a la región chaqueña a 
efectos de verificar la situación de la oficina en esa re-
gión. En esa ocasión, tomó contacto con las máximas au-
toridades del municipio, con las cuales se acordó designar 
a personas lugareñas como encargados de la dirección del 
trabajo de la localidad y sus respectivos funcionarios, para 
evitar el desarraigo. El Gobierno se comprometió a nom-
brar a las personas con rubros del Ministerio de Justicia y 
Trabajo y a colaborar con la capacitación de las mismas. 
A tal efecto solicitó la asistencia técnica de la OIT a fin de 
capacitar debidamente a las personas que estarán prestan-
do funciones en la oficina regional. Hizo referencia a las 
características de la población indígena y a la repercusión 
del trabajo forzoso en ese sector de la población. 

Por último, destacó que el país se encuentra realizando 
esfuerzos para hacer frente a la situación que hoy se plan-
tea. Reconoció que existe un problema de aplicación del 
Convenio y que el Gobierno desea llevar adelante inicia-
tivas tripartitas para ir resolviendo los temas que se plan-
tean y en ese sentido contar con la colaboración de los 
empleadores y los trabajadores, así como con la coopera-
ción técnica internacional. 

Los miembros empleadores agradecieron al representante 
gubernamental su presentación. En términos generales, 
consideran que el Gobierno y la Comisión de Expertos 
han tratado el caso restándole importancia. La situación se 
refiere a servidumbre por deudas y se basa en la pobreza 
que, como lo indicó el representante gubernamental, el 
problema va mucho más allá de la situación de los pue-
blos indígenas. Por lo que respecta a la discusión sobre la 

aplicación del Convenio sobre pueblos indígenas y triba-
les, 1989 (núm. 169), podía aparecer que el problema 
afecta a un pequeño porcentaje de la población. Pero cabe 
recordar que la economía informal representa aproxima-
damente el 60 por ciento de la economía total. Los pro-
blemas identificados por la Comisión de Expertos, que 
incluyen el pago de salarios inferiores al mínimo legal, el 
cobro de un precio excesivo por los productos alimenti-
cios disponibles para la compra, el pago del salario total o 
parcialmente en especie, no son problemas que afectan 
solamente a las comunidades indígenas del Chaco, sino 
que son prácticas que se encuentran muy extendidas. El 
representante gubernamental se ha referido a la reunión en 
que participaron las Naciones Unidas y el Programa espe-
cial de acción de la OIT para combatir el trabajo forzoso 
para actividades de formación y las consultas tripartitas. 
Sin embargo, los miembros empleadores hacen hincapié 
en la necesidad de actuar con mayor urgencia. El repre-
sentante gubernamental ha mencionado la asistencia téc-
nica de la OIT. Señala que, se necesita mucho más que 
eso. Debe efectuarse una misión urgente de la OIT con el 
objeto de identificar una estrategia general. Los miembros 
empleadores agradecieron el compromiso del Gobierno 
para fomentar la participación tripartita en las medidas 
que deben tomarse, pero señalaron que existe un proble-
ma político a este respecto ya que asumirá un nuevo go-
bierno en agosto. Se deben tomar medidas rápidas para 
garantizar que el nuevo Gobierno dé prioridad a los pro-
blemas que se examinan. Más que tácticas, lo que se re-
quiere es una estrategia exhaustiva que cuente con el ple-
no apoyo del nuevo Gobierno y de los interlocutores so-
ciales.  

Los miembros trabajadores indicaron que la Comisión 
examina el caso del Paraguay bajo el ángulo del Convenio 
núm. 29. Sin embargo, también habría podido asimismo 
examinarlo bajo el ángulo de los Convenios núms. 87, 
111, 169 o 182.  

La situación de los campesinos es muy grave. Por un 
lado deben dejar sur tierras que son apropiadas por gran-
des propietarios o multinacionales para cultivos tales co-
mo la soja. En consecuencia se quedan sin trabajo y viven 
en la miseria o se ven confrontados a la delincuencia, vio-
lencia o no a la falta de escolarización. Por otra parte, 
quedan sometidos a situaciones de esclavitud mediante 
servidumbre por deudas lo cual es muy frecuente en las 
comunidades indígenas de las grandes estancias del Cha-
co. 

Desde 1997, la Comisión de Expertos formula comenta-
rios sobre esas situaciones de servidumbre por deudas en 
el país, situaciones que han sido ampliamente documenta-
das por un informe de la OIT de 2005 realizado en el con-
texto de la cooperación técnica e informes de la ONG 
Anti Slavery Internacional, en 2006.  

La servidumbre por deudas se manifiesta de diversas 
maneras en Paraguay. Los campesinos reciben un salario 
inferior al mínimo legal, es decir, un salario simbólico. A 
veces no reciben ningún salario. Las mujeres reciben me-
nos que los hombres. Además, es habitual que el salario 
se pague con atraso de tres o cuatro meses. Así, estos tra-
bajadores se ven obligados a comprar en las tiendas de la 
hacienda aunque los precios sean muy caros. También se 
paga con especies, en forma de canasta de comida u otros 
elementos de base como jabón y velas. Estos productos 
son muy caros y de mala calidad. Esta combinación de 
salario demasiado bajo, precios demasiado elevados y 
pago en especie conduce al endeudamiento de los trabaja-
dores lo cual los obliga a seguir en las plantaciones, así 
como a sus familias e hijos quienes nacen y trabajan con 
sus padres en las haciendas sin recibir ninguna educación. 
Además, demasiadas horas de trabajo, pocos días de va-
caciones, prohibiciones de salir de la hacienda y un anal-
fabetismo muy alto reducen rotundamente las alternativas 
de estos trabajadores. 
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Según un informe de la OIT de 2005, se estima en 
8.000 la cantidad de personas en servidumbre por deudas. 
El Gobierno es responsable de esta situación. El Código 
del Trabajo dispone que son nulos los acuerdos que fijan 
un salario inferior al mínimo legal y que conllevan la 
obligación directa o indirecta de comprar bienes de con-
sumo en los almacenes o lugares determinados por el em-
pleador. El Código prevé asimismo que se puede pagar en 
especie hasta el 30 por ciento del salario y que los precios 
de los artículos a la venta deben corresponder a los pre-
cios de venta en el pueblo más cercano al establecimiento. 

En marzo de 2005, el Ministerio de Justicia y de Traba-
jo organizó por separado tres seminarios con los emplea-
dores, los sindicatos y la inspección del trabajo, después 
de los cuales, el Gobierno se comprometió a publicar el 
informe de la OIT en guaraní y a instalar una oficina de 
inspección del trabajo en el Chaco. La traducción y publi-
cación aún no se han realizado y los dos inspectores del 
trabajo renunciaron a los seis meses de su nombramiento 
por la falta de apoyo desde la capital.  

En septiembre de 2007, se celebró un seminario triparti-
to después del cual debía crearse una comisión tripartita 
sobre los principios fundamentales en el trabajo y para 
prevenir el trabajo forzoso y que dispondría de un plazo 
de 60 días para desarrollar un plan de acción. No obstante, 
esta comisión no se creó jamás como tampoco la comi-
sión interinstitucional y multisectorial que debía dar se-
guimiento a la cuestión. Ultimamente la situación empeo-
ró. El 24 de mayo, el Sr. Eloy Villalba, dirigente del mo-
vimiento sindical campesino, fue asesinado en su casa, 
delante de sus hijos, por haberse atrevido a promover la 
reforma agraria y denunciar la corrupción de ciertos hom-
bres políticos. Esta violencia contra sindicalistas es reve-
ladora de la situación en Paraguay. 

Un miembro trabajador del Paraguay agradeció a la 
Comisión por el examen de este caso Indicó que para todo 
el movimiento sindical de su país se trataba de un caso 
muy importante. Es necesario eliminar el flagelo del tra-
bajo forzoso no sólo en su país sino también en todo el 
mundo. En Paraguay muchas comunidades indígenas vi-
ven en el campo sin tener tierras y obligadas a sobrevivir 
en pequeñas parcelas de terrenos áridos, en la vecindad de 
carreteras y caminos. Muchos de los miembros de esas 
comunidades carecen de lo elemental para subsistir. 
Cuando trabajan en las estancias aledañas son explotados 
y en muchos casos no se les paga un salario y reciben un 
trato inhumano. Los que emigran a las ciudades se ven 
obligados a recurrir a la mendicidad y a la prostitución. 
Reitera que en su país existe el trabajo forzoso, y sus prin-
cipales víctimas son los indígenas y los niños que habitan 
en distintas zonas del país, trabajando en la fabricación de 
ladrillos, tejas y otros productos. Se trata de violaciones 
flagrantes, no sólo del Convenio núm. 29 sino especial-
mente del Convenio núm. 138 y del Convenio núm. 182, 
así como del Código del Trabajo. Espera que se pueda 
salir adelante con la ayuda de la cooperación técnica de la 
OIT, y la acción mancomunada de las autoridades guber-
namentales, los parlamentarios y de una justicia que debe 
recuperar su credibilidad, aplicando debidamente las le-
yes, sin dar prioridad a los intereses de los poderosos. 

Es fundamental que se refuerce la asistencia técnica de 
la OIT. Propuso que se creara una comisión tripartita es-
table, integrada por representantes gubernamentales, de 
los empleadores y de los trabajadores, que presenten pro-
gramas de trabajo viables, incluyendo, entre otras, la rea-
lización de una campaña de divulgación y concienciación 
sobre los Convenios fundamentales de la OIT. 

Otro miembro trabajador del Paraguay expresó, refi-
riéndose a la aplicación del Convenio núm. 29 en Para-
guay, que los atropellos de que son objeto las comunida-
des aborígenes e indígenas, campesinas, trabajadores del 
sector del transporte, comercio y otros, tienen que ver 
también con las violaciones de los convenios fundamenta-
les de la OIT núms. 182, 138, 87 y 98, ya que los hijos de 

los trabajadores aborígenes y campesinos son obligados a 
trabajar a temprana edad como por ejemplo en las caleras 
y olerias del Chaco y no se les permite que se organicen 
(en violación a lo dispuesto en Convenio núm. 98). Tam-
poco existe contrato colectivo de trabajo. Viven violenta-
dos y como dice la canción que se llama «Vale moroti» 
que significa «Vale en blanco», ellos nunca reciben sala-
rios, siempre quedan debiendo por la comida. El escritor 
Roa Bastos relató lo que viene ocurriendo desde el siglo 
pasado, refiriéndose a la vida de los trabajadores denomi-
nados «mensu» que, engañados, son contratados para tra-
bajar en los yerbales del Alto Paraná, para no regresar 
jamás, y el que pueda escaparse con vida ya tiene mucha 
suerte. 

Los indígenas son forzados a abandonar su hábitat natu-
ral al igual que los campesinos sus asentamientos, amena-
zados por pseudo inversionistas que invaden las tierras 
para el cultivo de soja que deja como ganancia mucho 
dinero que no queda en el país para el desarrollo. Utilizan 
agrotóxicos en forma indiscriminada, perjudicando el 
medio ambiente. Pero lo que es peor, perjudican la vida 
de los trabajadores campesinos e indígenas. Varios de 
ellos perdieron la vida y otros están con graves problemas 
de salud irreversibles. Estos agrotóxicos son distribuidos 
por la empresa multinacional MONSANTO, sin control. 
Indicó que la empresa Sexta Mon, compró miles de hectá-
reas de tierra en la localidad de Puerto Casado Chaco, con 
la población incluida, que sigue sufriendo todo tipo de 
atropellos con la complicidad de las autoridades de turno. 
Las familias indígenas y campesinas, que abandonan sus 
tierras llegan a las grandes ciudades perdidas, violentadas 
y terminan en el alcoholismo, la drogadicción y la prosti-
tución y abandonados por el Estado. 

En Paraguay, un país con 406.752 kilómetros cuadra-
dos, no se puede entender ni explicar que más de 300.000 
familias campesinas e indígenas no puedan acceder a un 
pedazo de tierra donde puedan vivir y trabajar en paz con 
sus familias. Actualmente hay más de 2.000 trabajadoras 
y trabajadores procesados por sus luchas exigiendo la 
reforma agraria integral y murieron más de 100 en esta 
etapa de la transición que lleva ya 19 años tras la caída de 
la dictadura sanguinaria del general Alfredo Stroessner. El 
Sr. Eloy Villalba, de la Organización Nacional Campesina 
(ONAC), filial de la CNT, que acompañaba la lucha de 
los campesinos y aborígenes en sus asentamientos, fue 
asesinado en su propio domicilio y en presencia de sus 
familiares el 24 de mayo pasado. 

El pueblo paraguayo dijo basta a la corrupción, impuni-
dad y atropello a los derechos humanos en las elecciones 
de 20 de abril, al elegir como Presidente de la Nación al 
Sr. Fernando Lugo, que asumirá sus funciones el 15 de 
agosto. El 1.º de mayo, luego de escuchar los reclamos de 
los trabajadores, manifestó que priorizará en su Gobierno 
la reforma agraria integral, la educación, la salud y la re-
activación productiva, para dar fin a las exclusiones, la 
pobreza extrema y la migración forzada. El Sr. Lugo ma-
nifestó también que su país cuenta con recursos naturales 
y estará abierto a la comunidad internacional para inver-
siones sanas y transparentes y para construir un nuevo 
Paraguay para todos. 

El orador reafirmó el compromiso de su país en la lucha 
para construir un mundo mejor en paz y con justicia so-
cial; de la Coordinadora de Centrales Sindicales del Para-
guay, de las organizaciones integrantes del Consejo de 
Trabajadores del Cono Sur y la Coordinadora de Centra-
les Sindicales del Cono Sur; junto a la Central Sindical 
Amazona (CSA) y CSI. Para finalizar solicitó a la OIT, la 
cooperación efectiva, el acompañamiento y apoyo técni-
co, en esta nueva etapa que se iniciará en su país a partir 
del 15 de agosto próximo. 

El miembro trabajador de Brasil, en representación de 
los trabajadores de MERCOSUR declaró que, en los últi-
mos 18 años, la Comisión de Expertos realizó 12 comen-
tarios sobre el trabajo forzoso en Paraguay, en particular 
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en referencia a la población indígena de la región del 
Chaco. Lamentablemente no se registran avances. Por el 
contrario, el trabajo forzoso se está difundiendo en todo el 
país y afecta a otros sectores de la economía. La forma 
más común de trabajo forzoso en Paraguay es la de servi-
dumbre por deudas. 

Indicó que la OIT ya está prestando asistencia técnica al 
país pero que es necesario sensibilizar a la población, y 
sobre todo a los empresarios, sobre estos problemas. Co-
mo ejemplo se refirió a la declaración radial del director 
de la Asociación Rural del Paraguay, en la que manifestó 
que si a los indígenas se les da dinero lo primero que 
hacen es emborracharse y que cualquier mujer de vida 
fácil les saca hasta el último centavo, y que esa es la razón 
por la cual existe la costumbre de pagarles en víveres y en 
ropa. El orador calificó a ese comentario de racista, ma-
chista y troglodita. Por ello insistió en que, para luchar 
contra el trabajo forzoso es fundamental el reconocimien-
to de su existencia y el compromiso del Gobierno y de la 
sociedad civil, especialmente de los empresarios. Consi-
deró fundamental mantener y renovar la asistencia técnica 
de la OIT. 

Indicó que el Presidente electo parece estar más com-
prometido con la lucha contra el trabajo forzoso e indicó 
que en ese contexto es importante que se dé seguimiento a 
las recomendaciones de la Comisión de Expertos por me-
dio del diálogo social y acuerdos con los interlocutores 
sociales. Si se diera la oportunidad, la sociedad civil po-
dría apoyar esta lucha contra el trabajo forzoso. Pero los 
resultados de esas actividades están condicionados a la 
actuación del Estado quien es el encargado de fiscalizar, 
juzgar y castigar a quienes practican el trabajo forzoso y 
para eso es imperativo que se prevean los recursos presu-
puestarios destinados a combatir el trabajo forzoso, do-
tando a los departamentos pertinentes de recursos huma-
nos, materiales y técnicos. Para terminar, subrayó la nece-
sidad de generar políticas sociales que pongan el acento 
en la alfabetización y la creación de empleos, puesto que 
la raíz del trabajo esclavo está en la inmensa pobreza de 
gran parte de la población del Paraguay. 

El representante gubernamental de Paraguay manifestó 
que había tomado nota de todas las intervenciones — al-
gunas de ellas muy críticas — y señaló que las mismas 
serán tenidas en cuenta para seguir trabajando con el obje-
tivo de erradicar el trabajo forzoso. A su entender existe 
un consenso para seguir trabajando de manera conjunta 
con los interlocutores sociales para ayudar al nuevo Go-
bierno a hacer frente a estos problemas. Indicó, por últi-
mo, que transmitiría a las autoridades las observaciones y 
preocupaciones manifestadas durante el debate y expresó 
la esperanza de que su país continúe recibiendo la asisten-
cia de la OIT. 

Los miembros empleadores expresaron su agradecimien-
to al representante gubernamental, aunque observaron que 
su intervención hace que el problema no parezca inminen-
te. Incluso la observación de la Comisión de Expertos 
parece adoptar una visión demasiado limitada del proble-
ma. A juicio de los miembros empleadores, la interven-
ción del miembro trabajador del Paraguay indica la ver-
dadera magnitud del problema, que afecta a toda la eco-
nomía. Los miembros empleadores estuvieron de acuerdo 
en que reviste vital importancia que el Gobierno presente 
una memoria a la Comisión de Expertos que contenga 
respuestas a las preguntas planteadas en sus observacio-
nes relativas a la imposición del trabajo forzoso y a la 
sección 39 de la ley núm. 210 de 1970, que prevé la reali-
zación de trabajo obligatorio por los detenidos no senten-
ciados. Señalaron que el Gobierno está dispuesto a acep-
tar la asistencia técnica de la OIT. Sin embargo, en vista 
de la cuestión de la sincronización con asunción de fun-
ciones del nuevo Gobierno, estimaron que las conclusio-
nes de la Comisión deberían permitir que la Oficina tenga 
suficiente libertad de acción para poder iniciar la asisten-
cia técnica cuando ésta sea más eficaz y eficiente. 

Los miembros trabajadores recordaron la responsabili-
dad del Gobierno en la persistencia de la servidumbre por 
deudas. No obstante, debe tomarse en consideración que 
está en curso una transición política importante. En efec-
to, un nuevo Gobierno progresista ha sido elegido demo-
cráticamente y el nuevo Presidente, Sr. Fernando Lugo, 
asumirá sus funciones el 15 de agosto próximo. A partir 
de ese momento, el Gobierno deberá asumir el pasado y 
comprometerse a: adoptar políticas destinadas a suprimir 
las ilegalidades existentes; establecer un mecanismo de 
control de aplicación de la legislación; establecer una 
colaboración eficaz y útil con los interlocutores sociales; 
adoptar una reforma agraria; crear un Ministerio de Tra-
bajo y Seguridad Social y no un Ministerio de Justicia y 
Trabajo; y por último, aceptar la asistencia técnica de la 
OIT. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las informaciones comunicadas 
oralmente por el representante gubernamental y de la discu-
sión que tuvo lugar a continuación. 

La Comisión tomó nota de que en su observación la Comi-
sión de Expertos se refiere a la existencia de prácticas de 
servidumbre por deudas en las comunidades indígenas del 
Chaco y en otros lugares del país, que constituyen una grave 
violación del Convenio. 

En relación con la creación de la Oficina de Inspección y 
de la Comisión Nacional Tripartita sobre los principios fun-
damentales y la prevención del trabajo forzoso, la Comisión 
observó que no están funcionando y que ningún avance ha 
sido registrado por la acción de estas entidades. 

La Comisión tomó nota de la declaración del representan-
te gubernamental según la cual una acción conjunta de tra-
bajadores, empleadores y Gobierno es indispensable para 
encontrar una solución al problema y de que un nuevo go-
bierno tomará posesión el próximo mes de agosto. La Comi-
sión tomó nota además, en relación con la Comisión Nacio-
nal Tripartita sobre los principios fundamentales en el tra-
bajo y la prevención del trabajo forzoso, que ésta será con-
formada en breve plazo. En relación con el funcionamiento 
de la oficina regional, la Comisión tomó nota de que el Go-
bierno solicita la cooperación de la OIT para la capacitación 
de las personas que quedarán encargadas de dicha oficina y 
que dependerán del Ministerio de Justicia y Trabajo. La 
Comisión acogió favorablemente la decisión del Gobierno de 
incluir, entre sus prioridades, la cuestión del trabajo forzoso 
de las comunidades indígenas. 

La Comisión tomó nota con preocupación de las condicio-
nes de trabajo forzoso a que son sometidas las mencionadas 
comunidades así como también del incumplimiento de las 
disposiciones de la legislación nacional, en relación con el 
nivel de los salarios y las modalidades de pago que permiti-
rían prevenir la práctica del trabajo forzoso. La Comisión 
tomó nota igualmente de que en el extenso sector de la eco-
nomía informal existen condiciones que desembocan en tra-
bajo forzoso. 

La Comisión tomó nota igualmente de las consecuencias 
que para la situación de estos trabajadores tiene su condi-
ción de campesinos sin tierra así como también de la situa-
ción de vulnerabilidad en que se encuentran al tener que 
desplazarse hacia las ciudades en donde se ven obligados a 
mendigar y a veces a prostituirse. Tales desplazamientos se 
deben al cultivo intenso de soja en los sitios de asentamiento 
de las comunidades indígenas. 

La Comisión tomó nota con preocupación de que esta si-
tuación afecta igualmente a los niños, quienes también se 
encuentran trabajando en actividades peligrosas como la 
confección de ladrillos, fábricas de cal, canteras y algunos 
sectores de la economía informal. La Comisión tomó igual-
mente nota, con preocupación, de la violencia ejercida en 
contra de la Organización Nacional Campesina (ONAC). 
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La Comisión espera que las medidas que se imponen sean 
tomadas con carácter de urgencia para poner fin a la servi-
dumbre por deudas de las comunidades indígenas del Chaco 
paraguayo y en otros lugares del país que pueden ser afecta-
dos, asegurando así, el respeto del Convenio. La Comisión 
ha tomado nota de que el Gobierno desea recibir la asisten-
cia técnica de la Oficina. 

SUDÁN (ratificación: 1957) 
Un representante gubernamental reafirmó el firme com-

promiso de su Gobierno para dar cumplimiento a sus 
compromisos internacionales, y especialmente el Conve-
nio núm. 29, ratificado por su país sólo un año después de 
su independencia. Esto ilustra la importancia que su Go-
bierno asigna a la erradicación del trabajo forzoso. Aña-
dió que su Gobierno aprecia plenamente la labor de la 
Comisión de Expertos y reafirma su voluntad de cooperar 
enteramente con el sistema de control. Recordó que, el 27 
de abril de 2008, su Gobierno había proporcionado una 
memoria detallada a la Oficina. 

En relación con los comentarios formulados por la Co-
misión de Expertos sobre el Comité para la Erradicación 
del Secuestro de Mujeres y Niños (CEAWC), el cual fue 
establecido en 1999, señaló que se proporcionaron res-
puestas completas y detalladas a todos los comentarios de 
la Comisión de Expertos. Recordó que el CEAWC trataba 
los problemas presentados en el ámbito tribal, especial-
mente los relativos a familias y niños. Aunque el CEAWC 
se estableció antes de la firma del amplio Acuerdo de Paz 
en 2005, se consideró que la misma aportaba una respues-
ta adecuada al problema y se mantuvo en funcionamiento. 
Dijo que muchos de los secuestros ocurren cuando las 
tribus nómades se desplazan para buscar nuevos campos 
de pastoreo y entran en conflicto con tribus sedentarias. 
Recordó que los delitos de imposición de trabajo forzoso 
y rapto están sancionados por la ley incluso antes de la 
ratificación del Convenio. No obstante, una de las conse-
cuencias de la ineficacia de las normas jurídicas a este 
respeto es el predominio de las tradiciones y costumbres 
tribales que hacía que las víctimas prefieren no presentar-
se ante los tribunales. Esto no significa que aceptan los 
secuestros, sino que tienen sus propios métodos para so-
lucionar los problemas que se plantean. Añadió que las 
actividades del CEAWC recibieron la aprobación del 
Consejo de Derechos Humanos, la Asamblea General de 
las Naciones Unidas, el Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia (UNICEF) y la Sociedad para la Preven-
ción de la Crueldad contra los Niños, con sede en el Reino 
Unido. Observó que se habían resuelto 11.300 de los 
14.000 casos identificados de rapto de niños, como lo 
había reconocido la Comisión de Expertos. 

Afirmó que es no obstante lamentable que la Comisión 
de Expertos no haya tenido en cuenta la memoria detalla-
da presentada por el Gobierno en mayo de 2007, en la que 
se facilitó toda la información solicitada por la Comisión 
de Expertos, incluidas las respuestas a las observaciones 
de la Confederación Sindical Internacional (CSI) en octu-
bre de 2006. Indicó que la Oficina había enviado a su 
Gobierno una carta de acuse de recepción de la memoria y 
citó el número de referencia de esa comunicación 
(SM9/3A/99.7). Es comprensible que el informe de la 
Comisión de Expertos no hubiera tomado en cuenta la 
última memoria presentada en abril de 2008, pero el exa-
men sobre la situación hubiera sido mucho más válido si 
se hubiese tenido en cuenta la información facilitada por 
el Gobierno un año antes. La falta de información reciente 
significa que la Comisión de Expertos ha tenido que reite-
rar sus conclusiones y observaciones anteriores, por 
ejemplo, con referencia a la situación en Darfur. Recordó 
que la situación en Darfur se encuentra actualmente bajo 
examen del Consejo de Seguridad de la ONU y había sido 
objeto de profundas discusiones entre la Unión Africana y 
el Gobierno. Subrayó que la situación no tenía ninguna 
relación con las cuestiones relativas al Convenio. Ade-

más, en la resolución del Consejo de Seguridad mencio-
nada por la Comisión de Expertos no hay indicación al-
guna de que el Convenio esté sujeto a consideración. 

Recordó que el trabajo forzoso se remontaba a cientos 
de años y se refirió a los dos llamados formulados por la 
Comisión de Expertos. El primero fue que se adoptaran 
medidas urgentes para tratar los casos de secuestro restan-
tes. Recordó que el CEAWC alcanzó resultados conside-
rablemente satisfactorios al tratar casos de secuestro hasta 
finales de 2006, pero había cesado sus actividades en res-
puesta al llamamiento de la Comisión de Expertos para 
que los casos se traten mediante medidas jurídicas y no 
basándose en costumbres tribales. Con objeto de estable-
cer un procedimiento judicial, se designaron cuatro fisca-
les con jurisdicción en todas las regiones determinadas 
por el CEAWC, con el fin de que las víctimas tuviesen 
acceso más fácil a dichos procedimientos. Ahora bien, 
ninguna víctima recurrió al procedimiento judicial, de 
modo que en enero de 2008, fue necesario que el 
CEAWC reanudara sus actividades con los métodos apli-
cados con anterioridad. Desde principios de año hasta 
ahora, el CEAWC ha tratado más de 350 nuevos casos. A 
fin de garantizar que esos casos se tratarán de conformi-
dad con las normas internacionales, se acordó la colabo-
ración con interlocutores internacionales, especialmente el 
UNICEF. Por lo tanto, considera que el Gobierno cumple 
plenamente las obligaciones que le incumben en virtud 
del artículo 25 del Convenio, dado que se establecieron 
todos los procedimientos jurídicos. No obstante, es lógico 
que se optara por las medidas más eficaces, es decir, que 
el CEAWC prosiguiera sus esfuerzos para eliminar los 
secuestros y el trabajo forzoso resolviendo los casos res-
tantes. 

Por lo que respecta a la solicitud de la Comisión de Ex-
pertos para que se tomen las medidas necesarias a fin de 
garantizar que se inicien acciones judiciales contra los 
autores de secuestros y de imposición de trabajo forzoso y 
de poner término a todos los casos de violaciones de dere-
chos humanos, recordó que el Gobierno ha realizado es-
fuerzos sustanciales al respecto. Sin embargo, indicó que 
no deseaba entrar en detalles sobre una cuestión actual-
mente sujeta a examen por el Consejo de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas. Además, la Relatora 
Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los 
derechos humanos en el Sudán señaló la plena coopera-
ción del Gobierno durante su visita al país y en su examen 
sobre las medidas adoptadas, en particular las labores del 
CEAWC. A este respecto, el orador expresó la esperanza 
de que la información proporcionada por el Gobierno en 
sus memorias fuera suficiente para que el examen del 
caso llegara a su conclusión. 

Por último, reafirmó el compromiso efectivo de su Go-
bierno para examinar todos los casos restantes de secues-
tro y trabajo forzoso, como indicó en su comunicación de 
abril de 2007, y expresó su apreciación y respeto por los 
esfuerzos de la Comisión de Expertos a este respecto. Sin 
embargo, como no se han producido más casos de secues-
tro y trabajo forzoso en el país, esperó que la Comisión de 
la Conferencia pudiera aprovechar mejor su tiempo y re-
cursos en vez de continuar examinando el presente caso. 

Los miembros trabajadores observaron que el caso de 
Sudán se examina este año porque figura en la nota a pie 
de página para el Convenio núm. 29, pero sobre todo por-
que los secuestros de miles de mujeres y niños, y el traba-
jo forzoso de los mismos, persisten en todo el país. La 
Comisión, al igual que los demás organismos de las Na-
ciones Unidas, las organizaciones de trabajadores y las 
organizaciones no gubernamentales, ya condenaron en 
2005 estas prácticas extendidas de secuestro y trabajo 
forzoso. Tras indicar la gravedad de la situación en Darfur 
a finales de 2006, el Consejo de Seguridad de las Nacio-
nes Unidas, apoyándose en un informe de su Secretario 
General de las Naciones Unidas y del Presidente de la 
Comisión de la Unión Africana sobre la operación en 
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Darfur, expresó en 2007 su profunda preocupación por las 
violaciones de los derechos humanos y por la generaliza-
ción de la violencia sexual. Los miembros trabajadores se 
preguntaron por varios puntos, a saber, si han cesado los 
secuestros y el recurso al trabajo forzoso, si se ha liberado 
y prestado asistencia a las víctimas para regresar a su re-
gión de origen, y si se ha castigado a los culpables. 

Respecto de los secuestros, la Comisión de la Confe-
rencia acogió con agrado en 2005 la conclusión del 
Acuerdo de Paz y la adopción de una Constitución nacio-
nal provisional que prohíbe expresamente la esclavitud y 
el trabajo forzoso u obligatorio. El Gobierno también in-
dicó en 2006 que los secuestros habían cesado como con-
secuencia del Acuerdo de Paz. Ahora bien, los miembros 
trabajadores, tomando como ejemplo la situación en Dar-
fur, observan que la paz no es una condición suficiente 
para acabar con las violaciones de los derechos humanos. 
La situación es análoga a la que prevaleció en el sur de 
Sudán durante el período de la guerra civil (1983-2005). 
La Comisión Internacional de Investigación en Darfur 
para el Secretario General de las Naciones Unidas señaló 
en un informe de 2005 casos de secuestro y de esclavitud 
sexual en Darfur, que fueron confirmados por investiga-
ciones realizadas por Anti Slavery International en 2006-
2007. Las víctimas de estos actos son mujeres, pero tam-
bién hombres a quienes se obliga a trabajar, en particular 
en granjas aisladas situadas en las regiones que están bajo 
el control de la Janjaweed, al oeste y al sur de Darfur. La 
observación formulada por la Comisión en 2005, es decir, 
que no existen pruebas tangibles de que el trabajo forzoso 
se haya erradicado, sigue siendo válida. 

En lo que respecta a la situación de las víctimas, los 
miembros trabajadores recordaron la información propor-
cionada en 2006 por el Gobierno, según la cual el 
CEAWC ha resuelto 11.000 casos de secuestro de los 
14.000 notificados, y ha reintegrado a las víctimas en sus 
familias en 3.394 casos. Ahora bien, algunos organismos 
de las Naciones Unidas, como el UNICEF, se han cues-
tionado sobre la veracidad de estas cifras. Los miembros 
trabajadores se preguntaron igualmente por el modo en 
que ha evolucionado la situación desde 2006, y expresa-
ron su voluntad de recibir información al respecto. 

En lo que respecta a los culpables, los miembros traba-
jadores observaron que el Gobierno responde inequívo-
camente que éstos no han sido sancionados, explicando 
que no se les tradujo ante los tribunales a solicitud de las 
tribus interesadas, incluido el Comité de los Jefes Dinka, 
y en nombre de la reconciliación nacional. Si bien esta 
respuesta es franca y directa, plantea sin embargo pro-
blemas desde el punto de vista jurídico y humanitario. 
Recordando el artículo 25 del Convenio relativo a las san-
ciones penales en caso de recurso al trabajo forzoso, los 
miembros trabajadores pusieron en tela de juicio el valor 
de un acuerdo nacional que prevé una amnistía general en 
relación con las disposiciones de un convenio internacio-
nal. Los miembros trabajadores consideraron que las dis-
posiciones internacionales, especialmente en materia de 
imposición de sanciones, deberían prevalecer para impe-
dir la impunidad de los autores de los secuestros. La falta 
de acciones judiciales también contribuye sin duda alguna 
a la persistencia de estos actos durante la guerra civil, e 
incluso hoy en día, en Darfur. La falta de aplicación de las 
sanciones garantizaría la impunidad de los raptores y sin 
duda, la ausencia de procesamientos ha contribuido a la 
persistencia de los secuestros durante la guerra civil y más 
recientemente en Darfur, donde las milicias Janjaweed 
actuaron en colaboración con las fuerzas de seguridad 
gubernamentales, al igual que las milicias Muraleen al 
Sur del Sudán. Un proceso de transición realmente eficaz 
debería incluir diversas medidas como el establecimiento 
de comisiones encargadas de averiguar la verdad, la pro-
ducción de informes objetivos sobre los actos perpetrados, 
un trabajo sobre la responsabilización de los culpables, la 

reforma de las fuerzas de seguridad, y la indemnización 
de las víctimas. 

Los miembros trabajadores observaron que, con respec-
to a las diferentes cuestiones planteadas, el Gobierno no 
proporciona información actualizada o satisfactoria. El 
único modo de aportar elementos de respuesta será reali-
zar una evaluación independiente de la situación. 

Los miembros empleadores subrayaron que el trabajo 
forzoso es condenado universalmente y que los Conve-
nios núms. 29 y 105 son los Convenios de la OIT más 
ratificados. Señalaron que si uno se remite al Estudio ge-
neral de la Comisión de Expertos de 2007, se puede cons-
tatar que más de 60 Estados Miembros de la OIT están 
involucrados, de algún modo, en situaciones de violación 
de estos Convenios. Estos instrumentos tienen un especial 
valor como salvaguardia contra amenazas a las relaciones 
de trabajo libre y constituyen hitos importantes de las 
economías de libre mercado. Las violaciones del Conve-
nio adoptan diversas maneras, tales como la esclavitud y 
secuestros, la obligación de trabajar en obras públicas y el 
reclutamiento forzoso; además, la situación de los traba-
jadores domésticos en condiciones de servidumbre y el 
trabajo infantil. Existen otros factores a considerar: la 
extrema pobreza, la debilidad institucional, la desinfor-
mación y la falta de desarrollo por medio de la educación, 
elementos culturales y tradicionales. 

El caso de Sudán ha sido tratado en múltiples oportuni-
dades por la Comisión de Expertos y la Comisión de la 
Conferencia. Los miembros empleadores consideraron en 
su momento con interés la creación del CEAWC, que 
según el Gobierno continúa su labor, y se refirieron a la 
promulgación de la Constitución Nacional provisional y 
al artículo 162 del Código Penal que establece penas de 
prisión de hasta 10 años en los casos de secuestro. 

Reiteraron que la mayor parte de los problemas de 
cumplimiento tienen lugar en países en los cuales no exis-
ten economías de mercado, en donde la pobreza es un 
factor de peso en la sociedad o donde se aplican restric-
ciones importantes al funcionamiento de los mercados. 
Hay factores, como el cultural, que nunca podrán ser con-
siderados superiores a las normas internacionales del tra-
bajo. Indicaron que por la gravedad de los hechos alega-
dos, la dificultad para constatar con exactitud los datos 
comunicados por el Gobierno, y las dificultades de deter-
minar la situación con claridad, sería conveniente solicitar 
al Gobierno la máxima cooperación para este caso que 
consideran sumamente grave. 

El miembro trabajador de Sudán recordó que la Comi-
sión de Expertos ha venido examinando este caso desde 
1989, y que desde entonces han ocurrido acontecimientos 
importantes, en particular la firma de un amplio Acuerdo 
de Paz, en 2005. Recordó que el secuestro de mujeres y 
niños es una práctica que comenzó con la guerra civil, 
antes de la independencia y que es uno de los resultados 
del antiguo sistema colonial. Actualmente la guerra ha 
concluido en el sur del país, se ha formado un gobierno de 
unidad nacional y el proceso de reconciliación nacional 
está en curso. Los secuestros de mujeres y niños han ce-
sado por completo desde que se firmó el Acuerdo de Paz. 
Por otra parte, de los 14.000 niños secuestrados que se 
han identificado, cerca de un 80 por ciento han sido de-
vueltos a sus familias. Dijo que se debería colaborar con 
el Gobierno para ayudarlo a resolver los casos de los ni-
ños raptados que aún no han sido reintegrados a sus fami-
lias, reintegrar a las víctimas a la sociedad, procesar a los 
culpables y velar porque el problema no vuelva a presen-
tarse. Hizo un llamamiento para que se ofrezca apoyo y 
reconocimiento a su Gobierno en lugar de que prosiga el 
acoso. Aunque los miembros trabajadores pueden tener 
diferencias de opinión con el Gobierno, la Comisión de la 
Conferencia debe apoyar al Gobierno y la Oficina propor-
cionar asistencia técnica sobre las cuestiones planteadas 
por la Comisión de Expertos y los miembros trabajadores. 
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El miembro empleador de Sudán recordó que el caso 
había sido discutido en la Comisión de la Conferencia en 
varias ocasiones. Sin embargo, lamentó que no se haya 
tomado en cuenta en el informe de la Comisión de Exper-
tos la información suministrada por el Gobierno en mayo 
de 2007, lo que significa que el análisis de los hechos en 
el informe no está actualizado. También se plantea la 
cuestión acerca de cuál es el objetivo principal, si se trata 
de poner término a los secuestros o de perseguir a los per-
petradores. Aunque se han establecido los procedimientos 
judiciales necesarios y se han utilizado durante un cierto 
tiempo, se ha demostrado que no son tan efectivos como 
los procedimientos tradicionales, ya que la población no 
está dispuesta a recurrir a la justicia. Por consiguiente, la 
solución más eficaz es la acción tradicional a través de la 
continuación del trabajo de la CEAWC para la erradica-
ción de todos los casos de secuestro. Añadió que la cues-
tión de Darfur es un problema político y se refirió al caso 
específico del secuestro de niños de esa región por una 
Organización No Gubernamental (ONG) con sede en 
Francia. Manifestó que el secuestro ya no existe por cuan-
to se han hecho esfuerzos para introducir la democracia y 
erradicar dichas prácticas. Muchos de los niños secuestra-
dos han sido liberados por el Gobierno. Por consiguiente, 
hace un llamamiento a los empleadores para respaldar al 
Gobierno en su acción. 

La miembro gubernamental de Egipto observó que Su-
dán debe hacer frente a las difíciles circunstancias eco-
nómicas, entre ellas, debido al conflicto bélico que afecta 
al país, las autoridades han desplegado enormes esfuerzos 
para alcanzar la paz, mediante un enfoque que reconoce 
las diferencias culturales. La paz y la estabilidad son obje-
tivos que persiguen todos los países. La oradora prestó 
suma atención a lo manifestado durante el debate, así co-
mo a los últimos acontecimientos acaecidos en Sudán. 
Algunos hechos son de conocimiento público. Sin embar-
go, es importante que la Comisión de Expertos tenga en 
cuenta los informes más recientes presentados por el Go-
bierno de modo que en los debates se utilicen informacio-
nes actualizadas. Señaló que su Gobierno ha establecido 
el CEAWC encargado de tratar los casos de rapto, el cual 
ha resuelto 11.000 de los 14.000 casos identificados. No 
obstante, señala que la acción del CEAWC se interrumpió 
por algunos meses para dar efecto a las recomendaciones 
formuladas en el sentido de que deben adoptarse medidas 
legales para combatir el rapto y el trabajo forzoso. Cuan-
do el citado Comité reanudó sus actividades a comienzos 
de 2008 otras 350 víctimas pudieron ser liberadas. La 
lección que puede extraerse de esta experiencia es que la 
Comisión de Expertos debe tener plenamente en cuenta 
las circunstancias y los factores particulares de cada país, 
ya que la decisión de las autoridades nacionales relativas 
a la CEAWC resultó acertada y podría considerarse útil 
para conducir al cierre del caso. 

El miembro gubernamental de Kenya reiteró su firme 
condena a toda utilización del trabajo forzoso, una prácti-
ca inhumana, degradante e inaceptable en todo tipo de 
circunstancias. Es particularmente triste cuando afecta a 
mujeres y niños. Sin embargo, apreció que, a raíz de la 
preocupación generalizada sobre la situación en Sudán, se 
hubiera adoptado en 2005 una Constitucional Nacional 
provisional, que fue seguida de la firma de un amplio 
Acuerdo de Paz en Kenya. Destacó además la inclusión 
en la nueva Constitución de una Carta de Derechos que 
promueve los derechos humanos y las libertades funda-
mentales. En efecto, el representante gubernamental ma-
nifestó el claro compromiso de su Gobierno de trabajar 
para la superación de los problemas señalados por la Co-
misión de Expertos. 

Recordó que en el anterior examen de este caso por la 
Comisión de la Conferencia, se había instado al Gobierno 
a suspender las actividades del CEAWC basadas en un 
enfoque amistoso y tradicional y a adoptar procedimien-
tos legales. El representante gubernamental de Sudán in-

dicó que ello había sido realizado entre 2006 y 2007 y que 
se habían designado cuatro fiscales para tratar las denun-
cias de personas secuestradas y sus familias. Sin embargo, 
tales funcionarios no han recibido denuncias, dado que las 
personas afectadas prefieren utilizar el método tradicional 
del CEAWC. De acuerdo con la información proporcio-
nada por el representante gubernamental, el enfoque tra-
dicional ha dado resultados, a través del procesamiento de 
350 denuncias. Si bien el número en sí no es significativo, 
da muestras del progreso alcanzado. Se necesitan todavía 
mayores esfuerzos, incluyendo medidas legislativas y la 
aplicación de sanciones para los autores de trabajo forzo-
so y secuestros. Reconoció que el contexto nacional es 
único y que podrían utilizarse medios alternativos para 
obtener cambios positivos. Teniendo en cuenta los resul-
tados obtenidos, el método tradicional debería ser alenta-
do por la OIT, quien debería suministrar apoyo técnico 
para que el Gobierno pueda examinar en qué manera el 
enfoque legal puede combinarse con los medios tradicio-
nales para erradicar el trabajo forzoso. La Comisión de la 
Conferencia debería continuar alentando al Gobierno a 
adoptar las medidas que resulten más adecuadas. 

El miembro gubernamental de la República Arabe Siria 
señaló que había tomado debida nota de la información 
proporcionada por la Comisión de Expertos en relación 
con la violación del Convenio y de los comentarios for-
mulados por el representante gubernamental. Encomió los 
esfuerzos realizados por el Gobierno para promover el 
Acuerdo de Paz, firmado en Kenya en enero de 2005, y 
que ha sido de gran beneficio para todas las partes. En 
particular, expresó su agrado por la disminución prácti-
camente total de los casos de rapto desde la firma del 
Acuerdo y por la resolución de 11.000 de los 14.000 casos 
de rapto. Hizo referencia a las disposiciones legales adop-
tadas, incluida la instauración de tribunales para investi-
gar los casos de rapto y el procesamiento de los autores. 
Añadió que actualmente no existen pruebas de que las 
personas raptadas estuvieran sometidas al trabajo forzoso. 
En consecuencia, consideró que si los raptos no se come-
ten con objeto de imponer el trabajo forzoso no entran en 
el ámbito del Convenio y, por ende, deberían ser exami-
nados por los órganos pertinentes de las Naciones Unidas. 

La representante del Secretario General brindó aclara-
ciones en lo que respecta a las memorias que la Oficina ha 
recibido del Gobierno de Sudán. Observó que los regis-
tros de la Oficina muestran que el Gobierno de Sudán 
envió una memoria por fax de fecha 4 de septiembre de 
2006, que la Oficina recibió el 11 de octubre de 2006. La 
única otra memoria recibida por la Oficina es de fecha 27 
de abril de 2008, que la Oficina recibió el 30 de mayo de 
2008. Ambas memorias fueron preparadas por el Sr. El-
mufti, Presidente del CEAWC. Añadió que la Oficina no 
recibió ninguna memoria sobre el caso en 2007, aunque la 
memoria recibida en 2008 hace referencia a una memoria 
presentada en 2007. La Oficina sigue un proceso muy 
riguroso para el registro de las memorias recibidas, y los 
registros están disponibles para su inspección por la dele-
gación del Gobierno. Señaló asimismo que aparentemente 
ha habido un malentendido, ya que en ninguna parte de la 
observación de la Comisión de Expertos, en la cual la 
sección pertinente es el párrafo 8, se hace referencia a que 
el CEAWC haya puesto término a sus actividades. En 
efecto, la Comisión de Expertos toma nota de los progre-
sos realizados por el CEAWC. 

El representante gubernamental de Sudán agradeció a 
los miembros de la Comisión que intervinieron en el de-
bate. También agradeció a la Representante del Secretario 
General quien confirmó la recepción de las memorias 
enviadas por el Gobierno en 2006 y en 2008. Espera que 
la situación referente a la memoria que corresponde a 
2007 se aclare rápidamente. Respecto de la cuestión rela-
tiva a la asistencia técnica, su Gobierno estima que ésta se 
debe ofrecer al CEAWC, aunque teniendo en cuenta la 
situación especial del país y el enfoque adoptado por di-
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cho Comité, el cual, en lugar de recurrir a las fuerzas po-
liciales para hacer cumplir la ley, recurre a los mecanis-
mos que tradicionalmente han utilizado las tribus a estos 
efectos. Su Gobierno desea colaborar estrechamente con 
la Oficina para promover las acciones que resulten más 
eficaces para abordar los problemas identificados.  

Con respecto a la situación en Darfur, recordó que la 
cuestión está en manos del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas y que, fundamentalmente, no se trata de 
una cuestión relacionada con el trabajo. Recordó a este 
respecto que una ONG internacional raptó más de 
100 menores de 12 años sudaneses, los cuales fueron libe-
rados por el Gobierno. En lo que atañe a la interposición 
de acciones judiciales, en vista de la poca inclinación de 
la gente a recurrir a esos procedimientos, y considerando 
el reconocimiento internacional de que goza la labor que 
realiza el CEAWC, considera que lo más eficaz es atener-
se a los métodos tradicionales. Con referencia a los puntos 
planteados por los miembros trabajadores, se pregunta si 
sus fuentes de información, tales como la documentación 
sobre los raptos, es verdaderamente digna de confianza. 
Como respuesta a las preguntas planteadas por la Comi-
sión de Expertos, afirmó que desde la firma del Acuerdo 
de Paz no se conocen casos de trabajo forzoso en el país. 
La inmensa mayoría de las víctimas de rapto han sido 
devueltas a sus familias. Por otra parte, el Gobierno está 
firmemente decidido a procesar a los culpables de esos 
actos. La convicción del Gobierno, de que la abolición 
total del trabajo forzoso debe conseguirse, es inquebran-
table. No obstante, siguen pendientes ciertas cuestiones 
relativas a la determinación de los medios más eficaces 
para alcanzar dicho objetivo. Cambiar tradiciones tan 
profundamente arraigadas en la cultura de las tribus exige 
tiempo, varios años. Existe una manera tradicional de 
llegar a acuerdos y resolver conflictos. Por esta razón, los 
tribunales, fiscales y fuerzas de policía no son necesaria-
mente los medios más idóneos. En vista de la falta de 
resultados de los procedimientos legales, su Gobierno 
prefiere, en este momento, recurrir a los métodos tradi-
cionales que son más eficaces. Teniendo en cuenta los 
progresos realizados, espera que ésta sea la última vez que 
la Comisión examina el caso. 

Los miembros trabajadores señalaron que aún cuando 
han escuchado las explicaciones positivas proporcionadas 
por el representante gubernamental, considera que no son 
satisfactorias en la medida en que ellos disponen de in-
formaciones que discrepan totalmente con las del Gobier-
no. En efecto, no se brindan respuestas a las cuestiones 
relativas al término de la utilización del trabajo forzoso y 
a las sanciones impuestas a las personas reconocidas co-
mo culpables de haber utilizado el trabajo forzoso. Es de 
interés general, incluido el del Gobierno, que se aclare la 
situación en Sudán. De esta manera, la Comisión de Ex-
pertos no estará obligada a incluir en su observación una 
nota al pie de página. Los miembros trabajadores han 
solicitado a la OIT que proporcione asistencia técnica al 
CEAWC y a las autoridades sudanesas para responder a 
las cuestiones formuladas. En caso contrario, los miem-
bros trabajadores indicaron que el caso debe ser examina-
do nuevamente por la Comisión de Expertos e incluirse en 
la lista de casos individuales del próximo año. 

Los miembros empleadores reiteraron la importancia de 
los Convenios núms. 29 y 105. Ambos se refieren a las 
formas más intolerables de trabajo forzoso y constituyen 
los pilares fundamentales de las economías basadas en el 
libre mercado. Indicaron que según surge de las informa-
ciones de las que disponen, existen indicios de que en 
Sudán subsisten las violaciones de los derechos humanos 
y las formas tradicionales de trabajo forzoso como el li-
gado al secuestro, con las más modernas como la trata. 
También existen otros problemas como la pobreza, debi-
lidad institucional, elementos culturales y tradicionales. 
Sin embargo, no existen datos ciertos sobre la magnitud y 
alcances de las violaciones al Convenio. Manifestaron que 

se debía valorar la buena voluntad del Gobierno, expresa-
da en la creación y mantenimiento del CEAWC. Sin em-
bargo, consideran que el tiempo transcurrido sin solucio-
nes definitivas, muestran que la sola disposición del Go-
bierno no basta para solucionar el problema. En conse-
cuencia pidieron al Gobierno que acepte la asistencia téc-
nica de la OIT. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información oral proporcio-
nada por el representante gubernamental y de la pormeno-
rizada discusión que tuvo lugar a continuación. La Comisión 
tomó nota de que se trata de un caso de extrema gravedad 
que afecta a derechos humanos fundamentales, puesto que se 
refiere a prácticas de secuestro y de trabajo forzoso que 
afectan a miles de mujeres y niños en el contexto de guerra 
civil que prevalece en el país. Este caso ha sido discutido en 
esta Comisión en el transcurso de los últimos veinte años, y 
en numerosas ocasiones se ha incluido en un párrafo espe-
cial. La Comisión tomó nota de que, tal y como la Comisión 
de Expertos ha señalado repetidamente en sus informes, las 
situaciones referidas constituyen una grave violación del 
Convenio, ya que las víctimas son obligadas a realizar traba-
jos para los que no se han ofrecido voluntariamente y a 
hacerlo en condiciones de extrema dureza acompañadas con 
malos tratos. 

El representante gubernamental declaró que la Comisión 
de Expertos no había tomado en consideración la informa-
ción más reciente comunicada por el Gobierno a la OIT en 
abril de 2007. Según el representante gubernamental, los 
comentarios de la Comisión de Expertos contenían una re-
comendación para suspender las actividades del Comité 
para la Erradicación del Secuestro de Mujeres y Niños 
(CEAWC). 

La Comisión tomó nota de la declaración del representan-
te gubernamental relativa a que el Gobierno continua pro-
porcionando apoyo al CEAWC que había podido documen-
tar 14.000 casos de secuestro y que había logrado la reinte-
gración a sus familias de 6.000 personas. La Comisión tam-
bién tomó nota de las actuales actividades del CEAWC para 
resolver los casos pendientes de secuestro así como la decla-
ración del Gobierno en el sentido de que los secuestros habí-
an cesado completamente. 

La Comisión tomó nota de las medidas adoptadas por el 
Gobierno, así como de los progresos alcanzados por el 
CEAWC en cuanto a la liberación de personas secuestradas, 
y de los esfuerzos del Gobierno para mejorar la situación de 
los derechos humanos en el país. Sin embargo, la Comisión 
manifestó su opinión de que no había ninguna prueba feha-
ciente de que en la práctica el trabajo forzoso se hubiese 
erradicado completamente y mostró profunda preocupación 
por los informes relativos al regreso involuntario de ciertos 
secuestrados, algunos de los cuales han sido separados de sus 
familias y que incluyen casos de niños desplazados y no 
acompañados. La Comisión también tomó nota con inquie-
tud de que no se investiga la responsabilidad de los perpe-
tradores. La Comisión observó, una vez más, la convergen-
cia de las alegaciones y el amplio consenso entre los orga-
nismos de las Naciones Unidas, las organizaciones represen-
tativas de trabajadores y las organizaciones no gubernamen-
tales sobre la continua existencia y el alcance de las violacio-
nes de los derechos humanos y de la legislación humanitaria 
internacional en ciertas regiones del país. 

La Comisión estimó necesario adoptar las medidas efica-
ces y urgentes incluso mediante el CEAWC para erradicar 
completamente las prácticas señaladas por la Comisión de 
Expertos y poner fin a la impunidad mediante la aplicación 
de sanciones a los perpetradores, especialmente a los que no 
deseen cooperar. La Comisión expresó la firme esperanza de 
que el Gobierno, proporcionará información detallada a este 
respecto en su próxima memoria que presente a la Comisión 
de Expertos para su examen, indicando, en especial, si los 
casos de exacción de trabajo forzoso han cesado completa-
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mente, si las victimas se han reunido con sus familias y si los 
perpetradores han sido castigados. 

La Comisión instó al Gobierno a proseguir con determi-
nación en sus esfuerzos para garantizar la plena aplicación 
del Convenio, tanto en la legislación como en la práctica. 
Volvió a invitar al Gobierno a que acepte recibir asistencia 
técnica de la OIT y de otros donantes con miras a lograr ese 
objetivo, teniendo presente que sólo una verificación inde-
pendiente de la situación del país permitiría establecer si las 
prácticas de trabajo forzoso han sido erradicadas por com-
pleto. 

Convenio núm. 81: Inspección del trabajo, 1947  

SUECIA (ratificación: 1949) 
Un representante gubernamental acogió con agrado la 

oportunidad de discutir los progresos alcanzados en su 
país respecto de la implementación del Convenio núm. 81 
sobre la inspección del trabajo, uno de los convenios prio-
ritarios de la OIT. Su Gobierno considera que tanto el 
Convenio como un sistema de inspección del trabajo efi-
caz son esenciales para el éxito del Programa de Trabajo 
Decente. El progreso observado por la Comisión de Ex-
pertos se relaciona con ciertos desarrollos específicos en 
la organización y el funcionamiento del sistema de ins-
pección del trabajo. La Comisión de Expertos había to-
mado nota con satisfacción asimismo de que la formación 
interna impartida por la Autoridad del Medio Ambiente 
del Trabajo ha sido ampliada a nuevas categorías de fun-
cionarios que participan en el proceso de inspección del 
trabajo. 

Indicó que su Gobierno se ha fijado una serie de objeti-
vos como orientación para el sistema de inspección del 
trabajo. En primer lugar, es vital que el funcionamiento 
del sistema sea uniforme. En segundo lugar, las inspec-
ciones orientadas deberían centrarse en los establecimien-
tos que presentan el mayor riesgo para la seguridad. En 
ese sentido, la Autoridad del Medio Ambiente del Trabajo 
ha venido esforzándose para incrementar la estandariza-
ción de las actividades de inspección. Se han obtenido 
mejoras y la autoridad ha revisado su reglamento interno 
a fin de promover la uniformidad en la inspección. La 
prioridad principal que se otorga a la acción de preven-
ción en materia de seguridad e higiene se basa en inspec-
ciones conjuntas realizadas en seis sectores con importan-
tes problemas en el ambiente de trabajo. Más de una quin-
ta parte de las inspecciones han sido inspecciones de se-
guimiento realizadas en los lugares de trabajo. Observó 
que las actividades de inspección son complementadas 
con otras herramientas que incluyen reglamentos y avisos 
de inspección comprensibles, información de fácil acceso 
y cooperación e intercambio de experiencias entre los 
distintos sectores, los sindicatos y otras autoridades, que 
en su conjunto contribuyen a lograr un ambiente aceptable 
de seguridad e higiene en el trabajo. 

En su último informe anual, la Autoridad del Medio 
Ambiente del Trabajo subrayó que las acciones en materia 
de seguridad e higiene en el trabajo mejoraron de manera 
considerable en aquellos establecimientos en los que se 
realizaron inspecciones. La autoridad expresó una particu-
lar satisfacción ante las extensas inspecciones centradas 
en los crecientes problemas de amenazas y violencia en la 
sociedad. Entre los ejemplos de progreso cabe citar la 
decisión de abolir el uso de dinero en efectivo en el siste-
ma de transporte público en el área de Estocolmo, lo que 
ha eliminado los robos al personal concernido. Se han 
llevado a cabo análisis de riesgos en escuelas y se han 
adoptado programas para combatir las amenazas y la vio-
lencia. Asimismo, se ha reducido el número de empleados 
que trabaja solo cuando se ocupa de personas violentas. 
Se han adoptado medidas en el comercio minorista para 
aumentar la seguridad y limitar los riesgos de trastornos 
musculoesqueléticos. 

Destacó que la mejora en el sistema de inspección del 
trabajo es un proceso continuo y a largo plazo. Algunas 
de las medidas adoptadas recientemente incluyen una 
metodología para la supervisión más efectiva de las em-
presas ubicadas en distintas partes del país. Se ha desarro-
llado un sistema informático para facilitar la declaración 
de accidentes de trabajo u otros incidentes por parte de los 
empleadores. Asimismo, la creación de un método de 
identificación de los establecimientos susceptibles de pre-
sentar riesgos para la seguridad en el trabajo ha contribui-
do al uso eficaz de recursos y a la concentración de las 
acciones de inspección en los sectores en los que más se 
las necesita. La formación interna impartida por la Auto-
ridad del Medio Ambiente del Trabajo, que se limitaba 
hasta hace poco al personal que ejerce funciones de ins-
pección, incluye ahora una formación de base destinada a 
todos los funcionarios que participan en el procedimiento 
de las actividades de inspección. Estos últimos reciben 
además una formación complementaria específica adapta-
da a las exigencias de sus respectivas funciones. Su Go-
bierno concuerda con la Comisión de Expertos en que 
tales medidas contribuirán a alcanzar mejoras significati-
vas en el funcionamiento de la inspección del trabajo y 
esperó que las medidas adoptadas en su país inspirarán a 
otros para encontrar vías válidas destinadas a mejorar la 
aplicación del Convenio. 

Los miembros empleadores agradecieron al representante 
gubernamental por la información proporcionada. Esta es 
la primera vez que el caso de la aplicación de este Conve-
nio por Suecia se planteaba ante la Comisión y debería 
considerarse como un caso de progreso, que demuestra 
una mejora en la política nacional para el logro del pleno 
cumplimiento del Convenio.  

Recordaron que el Convenio núm. 81 es un convenio 
prioritario ratificado por 137 países. Reconocieron que la 
inspección del trabajo es una función esencial en la admi-
nistración del trabajo. Aunque el Convenio no tiene carác-
ter prescriptivo, facilita orientación a las autoridades pú-
blicas para institucionalizar la inspección del trabajo con 
miras a garantizar la protección de los trabajadores de 
manera efectiva y coordinada. Además, el Convenio pre-
coniza leyes y reglamentos adaptados a las cambiantes 
necesidades del mercado de trabajo. Establece principios 
relativos a las funciones y organización del sistema de 
inspección, así como criterios relativos a la contratación, 
condición jurídica y condiciones de empleo de los inspec-
tores del trabajo y de sus facultades y obligaciones.  

Los miembros empleadores recordaron que las funcio-
nes de los inspectores del trabajo son complejas y diver-
sas. Debían estar investidos de una autoridad importante 
para el cumplimiento de sus funciones. El artículo 7 del 
Convenio prevé que la contratación de los inspectores 
tendrá en cuenta sus aptitudes para el desempeño de sus 
funciones. El artículo 14 establece el requisito de notificar 
a la inspección del trabajo, los casos de accidentes y los 
casos de enfermedad profesional, según lo dispuesto en 
las leyes y reglamentos nacionales. 

Los miembros empleadores se refirieron con interés a la 
observación de la Comisión de Expertos relativa a la or-
ganización y funcionamiento del sistema de inspección 
del trabajo en Suecia, incluida la creación de una configu-
ración informática para la declaración de los accidentes 
del trabajo y otros incidentes. Además, el establecimiento 
de un método para la identificación de establecimientos 
susceptibles de presentar riesgos para la seguridad en el 
trabajo, que permitirá a la Autoridad del Medio Ambiente 
del Trabajo evaluar los registros de lugares de trabajo, va 
más allá de los requisitos del Convenio y los miembros 
empleadores reconocen que se trata de una medida positi-
va. Sin embargo, solicitaron aclaraciones sobre las conse-
cuencias que entraña dicho método y la confirmación de 
que no se introducirá una legislación sobre el mencionado 
método, que impondría cargas adicionales a los emplea-
dores. 
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Valoraron positivamente la mejora en la formación del 
personal de los servicios de la inspección del trabajo. La 
formación interna proporcionada por la Autoridad del 
Medio Ambiente del Trabajo, que anteriormente se limi-
taba al personal de inspección, se ha extendido y ahora 
incluye la formación básica para todos los concernidos 
con los procedimientos de supervisión. Después de recibir 
formación básica, los interesados siguen una formación 
complementaria según las competencias requeridas por 
sus funciones.  

Los miembros empleadores, en consecuencia, felicita-
ron al Gobierno por el logro de esta mejora sustancial en 
el funcionamiento de la inspección del trabajo y alentaron 
al Gobierno a seguir informando sobre las medidas adop-
tadas para garantizar la aplicación del Convenio en la 
legislación y la práctica. 

Los miembros trabajadores subrayaron que Suecia no es 
un país que esté con frecuencia en la lista de casos indivi-
duales de esta Comisión. Si figura este año es porque la 
Comisión de Expertos señala progresos en relación con la 
aplicación del Convenio, en especial en lo que se refiere a 
la elaboración de una base de datos informáticos, el esta-
blecimiento de un método de identificación de los esta-
blecimientos susceptibles de presentar altos riesgos y la 
formación de los agentes de la inspección del trabajo, 
cuyo acceso no está restringido a los inspectores sociales 
en sentido estricto, sino que incluye a todos los demás 
funcionarios que participan en el procedimiento de las 
actividades de inspección.  

Los miembros trabajadores señalaron que comparten 
sin reserva la opinión de la Comisión de Expertos en lo 
que se refiere a la importancia de invertir en la inspección 
del trabajo, en conformidad con lo previsto en el Conve-
nio. En efecto, la inspección del trabajo es un elemento 
clave para la aplicación de las normas sociales internacio-
nales. Ello requiere, especialmente, un número suficiente 
de inspectores del trabajo, inversión en la calidad de los 
colaboradores, tanto a través de las condiciones de contra-
tación como de la formación permanente, colaboración 
intensa con los interlocutores sociales y colaboración de 
expertos y de técnicos calificados. 

La inspección del trabajo reviste cada vez mayor impor-
tancia habida cuenta de la creciente complejidad de las 
tareas de los servicios de inspección en una economía y 
un mercado de trabajo globalizados, en los cuales las em-
presas y los intermediarios desarrollan mecanismos para 
eludir las reglas sociales. Esto es especialmente cierto 
cuando un país como Suecia se ve enfrentado a nuevas 
olas de inmigración y a nuevas prácticas de desplazamien-
to internacional de los trabajadores que implican riesgos 
de dumping social. Por estas razones, parece fundamental 
que los servicios de la inspección del trabajo sean capaces 
de desarrollar prácticas innovadoras, reforzando la cola-
boración entre los servicios, utilizando las oportunidades 
de las nuevas tecnologías de la información y comunica-
ción y desarrollando nuevos métodos de identificación de 
los lugares de trabajo de alto riesgo. 

En esta perspectiva, la observación de la Comisión de 
Expertos señala evoluciones interesantes para Suecia. Sin 
embargo, se necesitaría información más detallada, tanto 
sobre las mejoras como sobre la eficacia de los cambios 
que tuvieron lugar. Se plantea el problema de saber si la 
nueva base de datos ha mejorado realmente la notificación 
de los accidentes del trabajo por los inspectores y si el 
nuevo método de identificación de los establecimientos de 
alto riesgo ha permitido concentrar los esfuerzos. Ade-
más, las informaciones relativas a la ampliación de la 
formación son imprecisas y no permiten tener una apre-
ciación integral de lo que se presenta como una buena 
práctica. Es necesario velar por que los progresos realiza-
dos no sean contrarrestados negativamente por retrocesos 
en otros puntos. 

Los miembros trabajadores se congratulan del hecho de 
que el informe de la Comisión de Expertos contenga ob-

servaciones sobre países que no vacilan en invertir en sus 
servicios de inspección del trabajo, con especial atención 
en lo que se refiere al derecho social internacional. No 
obstante, el hecho de que los datos proporcionados no 
tengan suficiente consistencia y que hayan sido cuestio-
nados en parte, no permite examinar este caso como un 
verdadero caso de progreso que puede tomarse como 
ejemplo por los gobiernos e interlocutores sociales de 
otros Estados Miembros. 

La miembro trabajadora de Suecia expresó su satisfac-
ción por la inclusión de Suecia en la lista de casos de pro-
greso. Los asuntos relativos a salud y seguridad en el tra-
bajo son de vital importancia y una preocupación mayor 
para los sindicatos suecos, y todo progreso en el área es 
bienvenido. 

Sin embargo se refirió a algunos acontecimientos en el 
área de salud y seguridad en el trabajo que, en su opinión, 
son muy preocupantes. Para realizar economías, el Go-
bierno decidió reducir de manera importante los recursos 
asignados a la Autoridad del Medio Ambiente del Traba-
jo. Estos recortes presupuestarios podrían resultar en una 
situación en la cual el número de inspectores del trabajo 
podría no resultar suficiente para cumplir con los requisi-
tos de las disposiciones del Convenio. Durante mucho 
tiempo la OIT ha promovido que se necesita al menos un 
inspector por 10.000 trabajadores. Después de los recortes 
presupuestarios referidos, Suecia probablemente tenga un 
inspector por cada 13.000 trabajadores, es decir, 0,8 ins-
pectores cada 10.000 empleados. En los países nórdicos, 
el número de inspectores por cada 10.000 empleados es 
de 1,7 en Dinamarca y 1,8 en Noruega. Suecia quedaría 
así muy por debajo del número de inspectores promedio 
en Europa, con una reducción de aproximadamente 25 por 
ciento del número de inspectores y con la posibilidad de 
que cada empresa pueda recibir la visita de inspectores 
del trabajo de, como máximo, una vez cada 20 años. 

Además, en 2007 el Gobierno cerró el Instituto Nacio-
nal para la Vida Activa, cuyas áreas de investigación 
abarcan el entorno de trabajo. La explicación del Gobier-
no fue que estas investigaciones debían ser realizadas por 
las universidades. Lamentablemente, el resultado de este 
cierre ha sido que la investigación en el área de salud y 
seguridad en el trabajo ya no es coherente y sistemática. 
El cierre del Instituto también tuvo como resultado la des-
aparición de las asignaciones de fondos públicos para la 
formación de delegados sindicales locales encargados de 
las cuestiones de salud y seguridad. 

Al mismo tiempo, ha habido acontecimientos suma-
mente preocupantes con el aumento en años recientes del 
número de accidentes graves en el lugar de trabajo, con 
resultado de graves daños e incluso la muerte. En 2007, 
fueron 77 los trabajadores que murieron y en 2006 la cifra 
fue de 68. Seis de estos casos conciernen trabajadores 
migrantes temporales trabajando en Suecia. Las razones 
de este lamentable hecho deben aún ser esclarecidas. El 
aumento del número de accidentes en el lugar de trabajo 
debería alertar al Gobierno sobre la necesidad de reforzar 
la Autoridad del Medio Ambiente del Trabajo, en lugar de 
realizar economías en este sector. Instó al Gobierno a 
reconsiderar su política y a adoptar medidas adecuadas 
para hacer frente a estos acontecimientos negativos. 

El miembro empleador de Suecia observó que este caso 
de progreso se refería a tres cuestiones: la elaboración de 
una base de datos informática para que los empleadores 
puedan transmitir sus declaraciones de accidentes u otros 
incidentes a las autoridades; la identificación de los esta-
blecimientos susceptibles de presentar riesgos para la se-
guridad; y la formación interna del personal que ejerce 
funciones de inspección y de todos los demás funciona-
rios que participan en el procedimiento de las actividades 
de inspección. 

Con respecto a la primera cuestión, el miembro em-
pleador afirmó que la legislación de Suecia exige a los 
empleadores que informen a las autoridades competentes 
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de los accidentes ocurridos en el lugar de trabajo. El 
hecho de que los empleadores puedan descargar el formu-
lario del sitio web les ahorra tiempo y esfuerzo y hace 
más fácil la comunicación con las autoridades, un avance 
favorable que la organización de empleadores acoge con 
satisfacción. 

En relación con la segunda cuestión, el orador señaló 
que la legislación sueca exige a los empleadores que lle-
ven a cabo evaluaciones de los riesgos para la seguridad 
que se presentan en el lugar de trabajo. La legislación 
obliga también a que se realicen periódicamente inspec-
ciones en los lugares de trabajo. Estas inspecciones deben 
o, al menos, deberían hacerse conforme a las normas es-
tablecidas por las autoridades. El miembro trabajador 
consideró que era una medida positiva el hecho de que la 
autoridad competente identifique con anterioridad los 
establecimientos que presentan riesgos para la seguridad 
en el trabajo, siempre que esto no suponga cargas suple-
mentarias a los empleadores y dependiendo del modo de 
llevar a cabo esta identificación y de las conclusiones que 
se extraigan de sus resultados. 

Por lo que se refiere a la tercera cuestión, el miembro 
empleador señaló que la formación de base interna de 
todos los participantes en el procedimiento de inspección 
por parte de la Autoridad del Medio Ambiente del Traba-
jo era una medida positiva, pero que tal vez fuera necesa-
ria una formación suplementaria. Y añadió que era impor-
tante que el personal de la inspección del trabajo reúna los 
conocimientos técnicos necesarios para llevar a cabo una 
aplicación uniforme de la legislación nacional en materia 
de medio ambiente en el trabajo, en todos los sectores de 
la economía y en todas las empresas del país. 

Aunque estas medidas adoptadas por el Gobierno van 
más allá de los requisitos establecidos por el Convenio, 
son un ejemplo de cómo un Estado Miembro podría ges-
tionar los asuntos en materia de inspección del trabajo a 
nivel nacional. En respuesta a la declaración formulada 
por el miembro trabajador de Suecia, el miembro emplea-
dor declaró que la situación en Suecia no podía evaluarse 
simplemente en términos del número de inspectores, sino 
por la calidad de los inspectores y, en este sentido, añadió 
que es necesario que los inspectores sean bien formados. 

El representante gubernamental de Suecia agradeció a 
los participantes en el debate. Como respuesta a la solici-
tud de esclarecimiento planteada por los miembros em-
pleadores, indicó que no se contempla legislar respecto de 
la identificación de los establecimientos susceptibles de 
presentar riesgos para la seguridad. Con respecto a los 
puntos planteados por el miembro trabajador de Suecia, 
recordó que el debate se centra fundamentalmente en la 
evaluación positiva del caso hecha por la Comisión de 
Expertos. Se plantearon sin embargo varios otros puntos 
referentes a cuestiones que surgieron después del período 
cubierto por la memoria. Aunque el momento oportuno 
para discutirlos hubiera sido el momento en que esas 
cuestiones fueron examinadas por la Comisión de Exper-
tos, podía hacer varias observaciones preliminares. Como 
lo recordaron los miembros empleadores, la eficacia no se 
puede medir en términos numéricos. Por otra parte, las 
recomendaciones de la OIT relativas al número de inspec-
tores del trabajo disponibles se refieren a objetivos y no 
son legalmente vinculantes. Se debe tener en cuenta 
igualmente las circunstancias en que opera la inspección 
del trabajo. Se reconoce ampliamente que el sistema sue-
co de inspección del trabajo involucra a los interlocutores 
sociales, los cuales asumen sus obligaciones desde hace 
tiempo, como también lo hacen los delegados de seguri-
dad. Con respecto al cierre del Instituto Nacional para la 
Vida Activa, dijo que dirimir si la investigación en el 
campo de la seguridad y la salud en el trabajo deben 
hacerla las autoridades públicas o las universidades es una 
cuestión de opinión. El Gobierno estima que este tipo de 
estudios deben realizarlos las universidades y que éstas 
deben competir entre sí. En lo que atañe al incremento del 

número de accidentes del trabajo, indicó que la Autoridad 
del Medio Ambiente del Trabajo llevó a cabo un estudio 
en que se evaluarán las razones que explican esta tenden-
cia. Un informe intermediario será concluido en el mes de 
junio de 2008. 

Los miembros empleadores agradecieron al representante 
gubernamental las aclaraciones proporcionadas, e indica-
ron especialmente que no se han previsto planes para ela-
borar una legislación relativa al método de identificación 
de riesgos. En relación con las estadísticas mencionadas 
por la miembro trabajadora de Suecia, recordaron que la 
calidad no puede sustituirse por la cantidad y, a este res-
pecto, suscribieron los comentarios formulados sobre esta 
cuestión por el miembro empleador de Suecia y el repre-
sentante gubernamental. Señalaron además que las cifras 
indicadas por la OIT en relación con los inspectores de 
trabajo constituyen pautas y, por lo tanto, no tienen carác-
ter vinculante. Los miembros empleadores agregaron que 
no se ha determinado aún que el ligero aumento en el nú-
mero de accidentes de trabajo se vincula de alguna mane-
ra con la disminución del número de inspectores de traba-
jo. Por consiguiente, estimaron que el presente caso debe-
ría considerarse como un caso de progreso. 

Los miembros trabajadores indicaron que no ponen en 
duda que Suecia sea un país dotado de un modelo social 
moderno que puede servir de inspiración al mundo entero. 
No obstante, en lo que respecta a la aplicación del Conve-
nio sobre la inspección del trabajo, las informaciones con-
tenidas en la observación de la Comisión de Expertos no 
son lo suficientemente positivas como para que se pueda 
considerar como un caso de progreso. Con mayor razón 
cuando los trabajadores suecos han contradicho ciertos 
datos, refiriéndose a la disminución de la capacidad del 
servicio de inspección del trabajo y al desmantelamiento 
del Instituto Nacional para la Vida Activa, precisamente 
en momentos en que existe un aumento sustancial en el 
número de accidentes del trabajo. El Gobierno sueco debe 
seguir modernizando y mejorando el equipamiento de sus 
servicios de inspección del trabajo. Por otra parte, el Go-
bierno debe proporcionar informaciones adicionales sobre 
la evolución de la capacidad de sus servicios y sobre su 
colaboración con expertos competentes, teniendo en cuen-
ta la evolución del número de accidentes del trabajo. Por 
último, la Comisión de Expertos debe continuar dando 
seguimiento a la evolución de la aplicación de Convenio 
en el país. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la declaración del representan-
te gubernamental y de la discusión que tuvo lugar a conti-
nuación. La Comisión señaló que la Comisión de Expertos 
ha considerado como un caso de progreso las medidas adop-
tadas por el Gobierno a través de la Autoridad del Medio 
Ambiente del Trabajo con el objeto de mejorar el funciona-
miento de la inspección del trabajo. Estas medidas com-
prenden la creación de un sitio web que permite la declara-
ción en línea de accidentes del trabajo u otros incidentes; la 
definición de un método de identificación de los estableci-
mientos susceptibles de presentar riesgos para la seguridad 
en el trabajo que permite facilitar la evaluación a este res-
pecto, de todos los establecimientos registrados; así como las 
actividades de formación apropiadas para todo el personal 
que participa en el desarrollo del procedimiento de las acti-
vidades de inspección, especialmente con el objeto de garan-
tizar el respeto de los principios éticos y deontológicos. 

La Comisión felicitó al Gobierno por estas medidas. Sin 
embargo, le solicitó que proporcionara a la Comisión de 
Expertos en su próxima memoria informaciones detalladas 
que permitan apreciar su impacto, en especial en lo que se 
refiere al mejoramiento de la comunicación de los accidentes 
de trabajo; al mejoramiento de las condiciones de seguridad 
y salud en el trabajo en los establecimientos que presentan 
riesgos; así como en lo que se refiere a la calidad de la cola-
boración de las personas que han beneficiado de la forma-
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ción en materia de inspección del trabajo, impartida por la 
Autoridad del Medio Ambiente del Trabajo. 

UGANDA (ratificación: 1963) 
Un representante gubernamental reafirmó el compromi-

so de su Gobierno en el cumplimiento de sus obligaciones 
en virtud de la Constitución de la OIT. La Comisión de 
Expertos señaló un desmantelamiento del sistema de la 
inspección del trabajo, en razón de la descentralización de 
la administración del trabajo, mientras que el Convenio 
requiere que el Gobierno establezca un sistema de inspec-
ción del trabajo, a través de mecanismos legislativos, ad-
ministrativos y de políticas. El orador declaró que la des-
centralización de la inspección del trabajo puede afectar la 
letra y el espíritu del Convenio y expresó el compromiso 
de su Gobierno de proseguir la adopción de medidas para 
establecer un sistema de inspección del trabajo que esté 
de conformidad con el Convenio. 

Mientras tanto, en cumplimiento del artículo 40, 3), de 
la Constitución de la República de Uganda, el Gobierno 
promulgó la Ley núm. 9 sobre Seguridad y Salud en el 
Trabajo, de 2006, y la Ley núm. 6 sobre el Empleo, de 
2006. La primera garantiza el derecho a condiciones labo-
rales seguras y saludables y el establecimiento de comi-
siones de seguridad y salud en los lugares de trabajo, y la 
segunda prevé el nombramiento de funcionarios del traba-
jo en todos los distritos. Además, a pesar del principio de 
descentralización, en virtud de la Ley sobre los Gobiernos 
Locales, de 1997, el artículo 8 de la Ley sobre el Empleo 
dispone que la administración de la ley es responsabilidad 
de la Dirección del Trabajo; el Gobierno es de la opinión 
de que esta Dirección es una autoridad central dentro del 
significado del Convenio. Además, los artículos 10 y 11 
de la Ley sobre el Empleo facultan a los funcionarios del 
trabajo, en nombre del Gobierno central y bajo la supervi-
sión del mismo, entre otras cosas, a realizar inspecciones. 
En virtud del artículo 15 de la Ley sobre el Empleo, es un 
delito la obstrucción de la realización de esas funciones 
por parte de cualquier persona. Así, en el plano legislati-
vo, existe una protección suficiente dentro de los térmi-
nos, de la letra y del espíritu del Convenio. 

En los ámbitos de las políticas y de la administración, la 
aplicación total del Convenio es un proceso en curso em-
prendido por el Gobierno, junto con los interlocutores 
sociales. Puesto que se movilizan recursos para dar efecto 
a los requisitos del Convenio, se había alentado a los in-
terlocutores tripartitos a que se iniciara una campaña acti-
va de sensibilización, de concienciación y de formación 
de todos los grupos de interés, a efectos de garantizar que 
se concretaran plenamente los valores, los principios y los 
objetivos del Convenio. 

La delegación tripartita de Uganda ha solicitado asis-
tencia financiera y técnica en el área de la inspección del 
trabajo, en una reunión con el Director General de la OIT, 
durante la presente reunión de la Conferencia Internacio-
nal del Trabajo. El orador reiteró su solicitud, añadiendo 
que podría otorgarse, posiblemente con arreglo al Pro-
grama Nacional de Trabajo Decente por País. Añadió que, 
con miras al fortalecimiento de nuevas capacidades, el 
Gobierno considera seriamente el restablecimiento de un 
auténtico ministerio de trabajo, puesto que este ministerio 
es, por el momento, un simple departamento. El Gobierno 
se compromete a informar a la OIT de toda evolución al 
respecto. Como conclusión, el orador reiteró el compro-
miso de su Gobierno de dar cumplimiento a las disposi-
ciones del Convenio. 

Los miembros empleadores recordaron que este caso ya 
había sido examinado en 2001 y 2003 e hicieron hincapié 
en que el Convenio es un instrumento muy importante, al 
igual que la inspección del trabajo desempeña una función 
esencial en la administración laboral y constituye un ele-
mento fundamental en la aplicación de los convenios rati-
ficados de la OIT. Añadieron que el Convenio promueve 
leyes y normas que se adaptan a las necesidades cambian-

tes del mercado laboral y, aunque no es prescriptivo, esta-
blece una serie de principios relativos al funcionamiento y 
a la organización del sistema de inspección del trabajo, 
que son esenciales para garantizar la protección de los 
trabajadores de manera coordinada y efectiva. 

La Comisión de Expertos planteó dos cuestiones: la 
primera, hace referencia al desmantelamiento de la ins-
pección del trabajo, debido a la descentralización de las 
funciones de la administración laboral. Los miembros 
empleadores observaron con preocupación, a partir del 
informe de la Comisión de Expertos, que la noción de una 
autoridad central de inspección del trabajo había perdido 
todo significado, ya que la legislación concede al Ministro 
tan poca autoridad que no puede ejercer por falta de las 
infraestructuras y los recursos necesarios. El desmantela-
miento de la inspección del trabajo se había iniciado con 
la descentralización del sistema de inspección del trabajo 
en 1994 y en consecuencia, pasó a ser competencia de los 
distritos la creación o no de un sistema de inspección. 
Una misión de la OIT llevada a cabo en Uganda en mayo 
de 2005 había revelado que existe un total de 26 inspecto-
res del trabajo para 56 distritos. Sin embargo, el número 
de distritos había aumentado a 81, aunque el número de 
inspectores no hubiera crecido proporcionalmente: en la 
actualidad 30 inspectores cubren 81 distritos. Además, 
carecen de formación y todavía no hay ninguna autoridad 
central como se prevé en el artículo 4 del Convenio. El 
Gobierno había promulgado la legislación laboral en 2006 
que contemplaba la inspección del trabajo, de tal manera 
que ésta acabó yendo más allá de los requisitos del Con-
venio, pero no se llevó a la práctica. El país carece de la 
infraestructura necesaria para cumplir con la aplicación 
del Convenio. 

En cuanto a la segunda, la Comisión de Expertos se re-
firió a la creación de un sistema de inspección adaptable a 
las necesidades económicas y sociales. Los miembros 
empleadores observaron con preocupación la constante 
omisión del Gobierno de elaborar un informe anual sobre 
la labor de los servicios de inspección, en virtud del artí-
culo 20 del Convenio. Esto impide toda valoración de las 
necesidades, tanto a nivel nacional como regional, y ade-
más dificulta la identificación de las prioridades para ac-
tuar y la evaluación de los recursos necesarios. 

A modo de conclusión, los miembros empleadores 
aceptaron que el proceso de descentralización hubiese 
sido llevado a cabo con las mejores intenciones, a saber, 
acercar los servicios a la gente, y reconocieron que este 
proceso no podía cambiar radicalmente. Sin embargo, 
tuvo un impacto negativo en el sistema de inspección del 
trabajo, aunque este sistema es necesario para los inter-
eses de la protección social y la mejora de la productivi-
dad. Reconociendo que los resultados del sistema de ins-
pección del trabajo se vieron perjudicados por una situa-
ción económica desfavorable y la falta de infraestructuras, 
los miembros empleadores propusieron que se debería 
examinar de qué manera se puede garantizar que la com-
petencia de la inspección del trabajo sea compartida entre 
los órganos centrales de la administración laboral y las 
autoridades descentralizadas. Apoyaron a la Comisión de 
Expertos en la invitación al Gobierno a adoptar a la bre-
vedad las medidas necesarias para la creación y el funcio-
namiento de un sistema de inspección que esté de con-
formidad con los requisitos del Convenio. Esto incluye 
una mayor formación, la búsqueda de fondos necesarios y 
de asistencia técnica, el mantener informada a la OIT y el 
envío de copias de los textos legislativos, normativos y 
administrativos pertinentes. Por último, animaron al Go-
bierno a proporcionar la información solicitada en el for-
mulario de memoria del Convenio y a comunicar su me-
moria a las organizaciones de empleadores y de trabajado-
res más representativas. 

Los miembros trabajadores subrayaron de nuevo la im-
portancia determinante de la aplicación de este Convenio 
para contar con el número suficiente de inspectores de 
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trabajo que garantizara de manera eficaz el ejercicio de 
sus funciones, gozaran de las competencias y dispusieran 
de los medios adecuados para efectuar las visitas a los 
lugares de trabajo y, por último, pudieran beneficiarse de 
los programas de formación, gracias a las inversiones y a 
la asistencia de los expertos. Asimismo, este instrumento 
subraya la necesidad de que los servicios de inspección 
descansen en una autoridad central de control (artículo 4 
del Convenio) que debe publicar un informe anual de ins-
pección (artículo 20). 

La aplicación del Convenio en Uganda plantea enormes 
problemas, ya que no existe un verdadero ministerio de 
trabajo y la organización de la inspección del trabajo es 
competencia de los distritos, sin coordinación ni relación 
alguna con la autoridad central. La nueva legislación, 
adoptada en 2006, a la que hizo referencia el representan-
te gubernamental, obliga a cada distrito a contratar al me-
nos a un funcionario del trabajo. Sin embargo, a partir de 
las informaciones comunicadas a los miembros trabajado-
res, únicamente un tercio de los distritos ha procedido a 
realizar estas contrataciones. Además, en vista de las nu-
merosas funciones desempeñadas por este funcionario, es 
difícil afirmar que las medidas adoptadas por estos distri-
tos cumplan satisfactoriamente la aplicación del Conve-
nio. 

El Gobierno, consciente de la problemática y de las 
medidas de descentralización que no cumplen con el 
Convenio, se compromete ante esta Comisión a adoptar 
las medidas necesarias para crear un ministerio de trabajo 
permanente. Sin embargo, estas promesas fueron ya reali-
zadas en el curso de las reuniones de junio de 2001 y 
2003 de la Conferencia y, desde entonces, no se ha hecho 
nada por mejorar la situación. Es realmente deplorable 
que las conclusiones de esta Comisión quedaran sin res-
puesta. Los argumentos expuestos por el Gobierno, según 
los cuales la Constitución Nacional prevé una gran des-
centralización, no pueden hacerle olvidar que la ratifica-
ción de un convenio por parte de un país implica su apli-
cación por las autoridades centrales. Además, habida 
cuenta de la competencia de subrogación atribuida al po-
der central por la Constitución, este argumento sólo puede 
ser un pretexto. 

Debido a los efectos de la mundialización en Uganda, 
esta situación plantea también un problema a los países 
que compiten con este país para atraer las inversiones 
extranjeras y un riesgo de dumping social para los traba-
jadores. En este contexto, la última conferencia que re-
unió en Arusha a los Ministros de Trabajo de los cinco 
países del Africa Oriental, subrayó la necesidad de crear 
un ministerio de trabajo permanente en Uganda y una 
autoridad central de inspección del trabajo conforme a los 
requisitos del Convenio. Los miembros trabajadores insta-
ron al Gobierno a que adoptara las medidas necesarias 
para cumplir con la aplicación del Convenio y para que se 
comprometiera en el marco de un plan de acción que res-
petara los plazos establecidos para cada medida y cada 
etapa. 

El miembro trabajador de Uganda declaró que, si bien se 
les había dado a los trabajadores la oportunidad de dialo-
gar con el Gobierno — que había manifestado su com-
promiso de aplicar el Convenio —, éstos deseaban que el 
Gobierno acelerara el proceso de aplicación y previera el 
calendario correspondiente. Hacía mucho tiempo que se 
necesitaba establecer un ministerio de trabajo de pleno 
derecho, y es preciso insistir enfáticamente en la impor-
tancia que reviste dicho ministerio para asegurar la con-
formidad con las disposiciones del Convenio. Los demás 
países de la región del Africa Oriental cuentan con verda-
deros ministerios de trabajo. Centralizar la inspección de 
trabajo reviste máxima importancia. Aun reconociendo la 
dificultad que entraña facilitar el proceso de centraliza-
ción y crear los mecanismos necesarios para la aplicación 
del Convenio, el orador sostuvo que, para aplicar el Con-
venio, es preciso introducir mejoras en el marco actual. 

Mejorar la capacidad de los inspectores de trabajo exis-
tentes mediante una capacitación y una financiación adi-
cional, por ejemplo, sería de gran ayuda para mejorar las 
condiciones de trabajo. Además, el Gobierno debía con-
tratar inspectores de trabajo en los distritos que carecían 
de tales servicios, especialmente por no disponer dichos 
distritos de recursos suficientes para ello. Instó al Gobier-
no a introducir los cambios legislativos necesarios y con-
fió en poder informar el próximo año a la Comisión de la 
realización de progresos satisfactorios. 

El miembro gubernamental de Kenya señaló que el Go-
bierno de Uganda había reconocido la necesidad de esta-
blecer un sistema más sólido de administración del trabajo 
y de crear un ministerio de trabajo, a fin de cumplir con 
los requisitos del Convenio. Agradeció al Gobierno su 
espíritu de apertura y su interés en que su país avanzara 
hacia un mayor desarrollo socioeconómico. 

Señaló que la inspección del trabajo contribuye a pro-
mover las normas y los principios que sirven para salva-
guardar el bienestar de los trabajadores. En cambio, en las 
regiones que carecen de sistemas de inspección del traba-
jo, es más probable que se produzcan infracciones de las 
normas del trabajo. Por consiguiente, acogió con beneplá-
cito el deseo del Gobierno de establecer una inspección 
del trabajo eficaz. Indicó que Kenya, como país vecino de 
Uganda, con toda seguridad se vería afectada si este país 
no lograse garantizar la aplicación de las normas del tra-
bajo. Instó al Gobierno a actuar con prontitud, a fin de 
reforzar el sistema de inspección del trabajo y de estable-
cer un auténtico ministerio de trabajo. Asimismo, instó a 
la Oficina a que proporcionara la asistencia técnica que el 
Gobierno pudiera necesitar, a fin de que sus esfuerzos 
dieran frutos. 

El representante gubernamental de Uganda agradeció las 
intervenciones de los oradores. Señaló que, aunque existe 
la voluntad de efectuar las reformas necesarias, su país 
carece de las capacidades para llevarlas a cabo. Indicó que 
recientemente se habían producido cambios en el Gobier-
no en lo que respecta a las cuestiones políticas y también 
en la propia administración. Aunque no pudo dar fechas 
exactas, garantizó que se están realizando los procesos 
necesarios de reforma y que, en un período de más o me-
nos un año, se creará un verdadero ministerio de trabajo. 

Los miembros empleadores agradecieron al Gobierno 
su franqueza y buena voluntad, al aceptar la asistencia de 
la Oficina. Reconocieron que el proceso de descentraliza-
ción se está realizando con las mejores intenciones, a sa-
ber, acercar los servicios a la población, y señalaron que 
es poco probable que este proceso se invierta. Sin embar-
go, la descentralización ha afectado negativamente al sis-
tema de inspección del trabajo, que es necesario para ga-
rantizar la protección social y mejorar la productividad.  

Reconociendo que la labor de la inspección del trabajo 
se ha visto muy afectada por la situación económica des-
favorable y la falta de infraestructuras, se unieron a la 
Comisión de Expertos para pedir al Gobierno que adopte, 
a la mayor brevedad, todas las medidas necesarias para el 
establecimiento y buen funcionamiento de un sistema de 
inspección que esté de conformidad con los requisitos del 
Convenio. Estas incluyen una mejora en la creación de 
capacidades y de la formación, la búsqueda de la asisten-
cia técnica y de los fondos necesarios, y mantener infor-
mada a la OIT, transmitiendo copias de los textos legisla-
tivos y administrativos pertinentes. Concluyeron pidiendo 
al Gobierno que proporcionara la información solicitada 
en el formulario de memoria del Convenio y que enviara 
su memoria a los interlocutores sociales. 

Los miembros trabajadores lamentaron profundamente 
que el Gobierno no hubiese cumplido con los compromi-
sos adquiridos en el curso de las reuniones de junio de 
2001 y de 2003 de la Conferencia y tomaron nota del 
nuevo compromiso del Gobierno de poner su legislación y 
su práctica de conformidad con el Convenio, y en particu-
lar de crear un ministerio de trabajo permanente, de 
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acuerdo con la declaración de Arusha realizada por los 
Ministros de Trabajo de los países del Africa Oriental. Sin 
embargo, como los compromisos adquiridos son insufi-
cientes, solicitaron encarecidamente al Gobierno que ela-
borara un plan de acción concreto, que involucrara a las 
organizaciones representativas de los trabajadores y de los 
empleadores, y lamentaron que el Gobierno no pudiera 
confirmar a estas alturas un calendario preciso. Los 
miembros trabajadores invitaron asimismo al Gobierno a 
utilizar la asistencia técnica facilitada por la OIT, a través 
del proyecto destinado a reforzar la administración del 
trabajo y las relaciones laborales del Africa Oriental. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la declaración del representan-
te gubernamental y del debate que tuvo lugar a continua-
ción. Tomó nota asimismo del compromiso del Gobierno de 
adoptar medidas para instaurar un sistema de inspección 
que responda a las exigencias del Convenio. La Comisión 
destacó, en particular, el anuncio hecho por el representante 
gubernamental de la adopción en 2006 de la Ley núm. 9 
sobre Seguridad y Salud en el Trabajo, que prevé la creación 
de comités de seguridad y salud en los lugares de trabajo, así 
como de la Ley núm. 6 sobre el Empleo, en virtud de la cual 
se nombrará un funcionario de trabajo en cada distrito. Por 
otra parte, la Comisión tomó nota con preocupación acerca 
de lo señalado por el representante gubernamental relativo a 
la inexistencia de un Ministerio del Trabajo, cuyas funciones 
las asume un departamento embrionario, en el seno de un 
ministerio de competencias más amplias.  

La Comisión señaló con inquietud que este caso ya se dis-
cutió en 2001, en 2003 y en el curso de la presente reunión. 
Recordó que la Comisión de Expertos viene exhortando des-
de hace años al Gobierno a que adopte medidas destinadas a 
invertir el proceso de deterioro continuo del Servicio de ins-
pección del trabajo, deterioro que se ha agravado a partir de 
1995 cuando esta función se descentralizó en beneficio de los 
distritos. La Comisión recordó asimismo haber refrendado 
en sus conclusiones de 2001 y de 2003 las recomendaciones 
formuladas por la Comisión de Expertos respecto del esta-
blecimiento de un sistema de inspección que esté en confor-
midad con las exigencias del Convenio y se adapte a la evo-
lución económica y social. Insistió en particular en la necesi-
dad de colocar dicho sistema bajo el control de una autori-
dad central, de modo que se garantice una misma protección 
para todos los trabajadores de los establecimientos indus-
triales y comerciales en todo el territorio.  

La Comisión observó que como consecuencia de la ausen-
cia de informe anual sobre las actividades de inspección, 
según lo prescriben los artículos 20 y 21 del Convenio, los 
órganos de control de la OIT se ven impedidos de evaluar la 
aplicación de la legislación relativa a la inspección del traba-
jo en la práctica, o incluso de evaluar el volumen y la calidad 
de las actividades realizadas en virtud de las exigencias del 
instrumento. En consecuencia, la Comisión solicitó al Go-
bierno que adopte sin tardanza medidas para crear una ad-
ministración del trabajo eficaz y dotada del personal y de los 
recursos necesarios para su funcionamiento, condición in-
dispensable para el funcionamiento eficaz de un sistema de 
inspección. Tomando nota asimismo de la solicitud de asis-
tencia técnica específica, que le permita cumplir sus obliga-
ciones dimanantes de la ratificación del Convenio, en parti-
cular en el marco del Programa de Trabajo Decente, la Co-
misión pidió al Gobierno que emprenda todas las acciones 
necesarias a estos efectos. Por último, la Comisión pidió 
también al Gobierno que envíe a la Oficina informaciones 
relativas a los avances realizados, para su consideración por 
la Comisión de Expertos en su próxima reunión de noviem-
bre–diciembre de 2009. 

Convenio núm. 87: Libertad sindical y protección del derecho 
de sindicación, 1948  

BANGLADESH (ratificación: 1972) 
Un representante gubernamental reiteró que su Gobierno 

está firmemente comprometido con el cumplimiento de 
los diversos convenios de la OIT y con la promoción de 
las actividades sindicales y la libertad sindical en Bangla-
desh. Su Gobierno ha tomado nota con seriedad de todas 
las alegaciones sobre violación de los convenios de la 
OIT y ha examinado con sumo cuidado las alegaciones 
presentadas. Recordó a este respecto que su país ha ratifi-
cado un total de 33 convenios, entre ellos siete convenios 
fundamentales. 

Recordó que la Ley del Trabajo de 2006 se promulgó 
después de realizarse consultas con las partes interesadas 
que se prolongaron por espacio de 14 años. Dicha ley 
promueve la actividad sindical y, a este respecto, señaló 
que diversos sindicatos han realizado elecciones en los 
últimos meses y se ha autorizado el ejercicio del derecho 
de sindicación a los activistas sindicales. No obstante, 
algunas partes continúan estimando que la Ley del Traba-
jo de 2006 necesita mejoras.  

Señaló también que ha habido casos en los que personas 
ajenas al mundo del trabajo han intentado fomentar dis-
turbios y cometido desmanes en pequeñas empresas. Re-
cordó que al Gobierno le incumbe mantener el orden pú-
blico y afirmó que los órganos encargados de hacer cum-
plir la ley han actuado de conformidad con lo dispuesto en 
la legislación nacional y bajo la supervisión directa de los 
magistrados del poder judicial. No ha sido la intención del 
Gobierno acosar a los dirigentes sindicales ni impedirles 
que ejerzan legítimamente sus actividades sindicales. 
Subrayó que si bien la Confederación Sindical Internacio-
nal (CSI) se ha referido a algunos casos, se trata de casos 
aislados y no constituye un modelo habitual de violacio-
nes. A título preventivo, el Gobierno ha establecido un 
grupo de trabajo sobre bienestar laboral en el que partici-
pan representantes de los trabajadores y una comisión de 
gestión de crisis a la cabeza de la cual se encuentra un alto 
funcionario del Ministerio de Trabajo y Empleo.  

Respecto de las alegaciones contenidas en el Informe de 
la Comisión de Expertos, dijo que ninguna de las personas 
allí mencionadas seguía encarcelada y que todas habían 
obtenido la libertad bajo fianza. El Gobierno no sigue 
adelante con las diligencias judiciales en contra de ellos. 
Agregó que en el país existen más de 5.000 fábricas en las 
que trabajan 2,5 millones de personas, y que no es fácil 
mantener el orden público en todas las fábricas. El Go-
bierno está empeñado en garantizar el orden y el imperio 
de la ley en las fábricas con una prudencia extrema. No 
obstante, ciertas personas ajenas al mundo fabril se han 
aprovechado de la situación e incluso han buscado refugio 
en las oficinas de los sindicatos. En tales casos se pone 
sumo cuidado al hacer cumplir la ley. Por ejemplo, los 
250 trabajadores del sector del vestido detenidos en 2006 
han sido liberados y se han interrumpido los procedimien-
tos en su contra. 

En lo que atañe a las ZFE (ZFE) recordó que éstas se 
habían creado hace dos decenios con el propósito de pro-
mover la inversión extranjera directa en el país. En ellas 
existen más de 250 fábricas y sus propietarios se han 
comprometido a respetar la existencia de sindicatos que 
ejerzan plenamente sus derechos en 2010, de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley sobre Asociaciones de Traba-
jadores y Relaciones de Trabajo en las ZFE de 2004. A 
partir de noviembre de 2006 se crearon asociaciones de 
trabajadores en todas las fábricas que existen en las ZFE, 
las cuales velan por el bienestar de los trabajadores. Ac-
tualmente en las ZFE se cuenta con 177 comités de repre-
sentación y bienestar de los trabajadores. Los salarios y 
otros beneficios de que gozan esos trabajadores son signi-
ficativamente más elevados que en el resto del país y la 
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legislación nacional relativa a la actividad sindical en las 
ZFE se mejora constantemente. 

Se refirió asimismo a las actividades realizadas por el 
Gobierno para promover la libertad sindical y condiciones 
de trabajo decentes. Señaló que, en consulta con represen-
tantes de los trabajadores y algunas ONG se está dando el 
toque final a la política destinada a erradicar el trabajo 
infantil, con vistas a asegurar que no haya niños en los 
lugares de trabajo. Se han emprendido varios proyectos, 
entre ellos un proyecto de duración determinada de la 
OIT, que se encuentra en su segunda fase y cuyo objetivo 
es retirar 45.000 niños de trabajos peligrosos en ocho ciu-
dades importantes. Otro proyecto del Gobierno en el que 
participan múltiples actores prevé retirar a 30.000 niños 
de trabajos peligrosos, proporcionarles educación infor-
mal y formación profesional, y ofrecer a sus padres micro 
crédito para asegurarles medios de sustento. Con asisten-
cia de la OIT, se están elaborando directrices para los 
trabajadores del sector del desguace de barcos y se les 
provee formación sobre seguridad y salud en el trabajo. 
Se lleva también a cabo otro proyecto para educar a los 
trabajadores de las plantaciones de té para ayudarles a 
evitar la violencia social y prevenir las enfermedades de 
transmisión sexual. Agregó que las disposiciones relativas 
al salario mínimo se han anunciado en el sector del vesti-
do y en otros 35 sectores. Asimismo, en el 98 por ciento 
del sector del vestido se estaba pagando el salario míni-
mo. 

Respecto de la Comisión Consultiva Tripartita, com-
puesta de 60 miembros, indicó que es un órgano muy efi-
caz y que el Gobierno está empeñado en aumentar su re-
presentatividad. A ese respecto, se refirió a una reunión 
celebrada recientemente con los dirigentes sindicales en la 
que se decidió facilitar la realización de actividades sindi-
cales más intensas y aumentar la representatividad de 
dicha Comisión Consultiva mediante la cooptación nue-
vos miembros. 

Por último, señaló que el Gobierno está preparando la 
celebración de elecciones en diciembre de 2008 y flexibi-
lizando las medidas relativas a la actividad sindical. Se 
despliegan esfuerzos para promover la responsabilidad 
social de las empresas de modo que los empleadores se 
sientan obligados a apoyar el bienestar de los trabajadores 
y que sus condiciones de trabajo sean supervisadas por la 
inspección de fábricas y establecimientos. 

Los miembros empleadores recordaron que la Comisión 
ha venido tratando la cuestión de la libertad sindical en 
Bangladesh desde 1983. Las últimas discusiones tuvieron 
lugar en 1997 y 1999. El Estudio general de 1994 sobre el 
Convenio núm. 87 hizo hincapié en que la legislación de 
Bangladesh no estaba en conformidad con lo dispuesto en 
dicho Convenio. La Comisión ha venido solicitando reite-
radamente al Gobierno que ponga la legislación nacional 
en conformidad con las disposiciones del Convenio núm. 
87, tal como lo solicitó la Comisión de Expertos, y que 
remueva las restricciones a la libertad sindical, tanto en la 
legislación como en la práctica. 

El Gobierno se ha referido repetidamente a la labor le-
gislativa que realizan diversas comisiones legislativas, 
pero hasta la fecha sin resultados visibles. El primer pá-
rrafo de las observaciones de la Comisión de Expertos 
revela optimismo y esperanza frente al hecho de que, tras 
muchos años, se estén concretando algunas mejoras. Se 
promulgó la nueva Ley del Trabajo de 2006, que deroga 
la Ordenanza de Relaciones Laborales de 1969. La Comi-
sión de Expertos ha analizado la nueva ley detalladamente 
en lo que respecta a la libertad sindical. No obstante, los 
miembros empleadores expresaron que sólo pueden mani-
festar su profunda desilusión frente al resultado de ese 
análisis. Sobre la base del análisis en cuestión, tienen la 
impresión de que todas las disposiciones criticadas en 
años anteriores tanto por la Comisión de la Conferencia 
como por la Comisión de Expertos han quedado incorpo-
radas en la nueva Ley del Trabajo. Por ejemplo, se sigue 

denegando al personal directivo y a los trabajadores de la 
Administración Pública el derecho de constituir sindica-
tos, como también se les deniega ese derecho a muchos 
otros grupos de trabajadores como los trabajadores oca-
sionales. Ciertas medidas utilizadas por los sindicatos 
para conseguir afiliados se califican de «intimidantes», y 
por lo tanto se consideran inadmisibles. Para inscribir un 
sindicato en el registro se sigue exigiendo que el porcen-
taje de sus afiliados sea el 30 por ciento de todos los tra-
bajadores de una empresa. Queda prohibida la afiliación 
sindical múltiple y la violación de esta prohibición se san-
ciona con encarcelamiento. Respecto del punto relativo a 
la restricción del derecho de huelga, planteada por la Co-
misión de Expertos, los miembros empleadores se remiten 
a su postura habitual referente a este tema. Los miembros 
empleadores no pueden referirse al hecho de que la Comi-
sión de Expertos haya consagrado tanta atención a una 
cuestión que no está regulada por el Convenio núm. 87. 

Los miembros empleadores se refirieron solamente a 
algunos de los puntos planteados por la Comisión de Ex-
pertos. No obstante, se preguntan si el Gobierno los ha 
comprendido mal o si simplemente ha ignorado las solici-
tudes de la Comisión de la Conferencia y de la Comisión 
de Expertos, en el sentido de poner su legislación en con-
formidad con las disposiciones del Convenio. En el con-
texto de los comentarios del representante gubernamental, 
los miembros empleadores acogieron con agrado que el 
Gobierno acepte que el nuevo Código del Trabajo deba 
ser modificado nuevamente. 

Los miembros empleadores expresaron también su pre-
ocupación por los acontecimientos ocurridos en el país, 
tales como los arrestos múltiples de sindicalistas — en 
particular los arrestos de dirigentes sindicales en el marco 
de manifestaciones —, así como frente a las sanciones 
que les han sido impuestas. El Gobierno ha alegado que 
en el curso de las manifestaciones le incumbe mantener el 
orden público. Ello no justifica sin embargo las medidas 
adoptadas en contra de los sindicalistas, tal como las des-
cribe la Comisión de Expertos. Respecto de la aplicación 
del Convenio en la práctica, los miembros empleadores 
apoyaron lo expresado por la Comisión de Expertos en el 
sentido de que las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores solamente pueden ejercer sus derechos en un 
clima libre de amenazas, presiones o intimidación de 
cualquier tipo. En situaciones como las que se describen 
en la observación de la Comisión de Expertos, puede re-
sultar necesario contar con una estrategia que permita 
reducir la escalada allí descrita.  

La tercera cuestión a la que hace referencia la Comisión 
de Expertos es la de la libertad sindical para los trabajado-
res de las ZFE, que se rigen por una multiplicidad de re-
glamentos complejos los cuales, en parte, constituyen 
obstáculos insalvables para el establecimiento de sindica-
tos. La Comisión de Expertos y la Comisión de la Confe-
rencia han pedido repetidamente al Gobierno que también 
garantice la aplicación del Convenio en las ZFE. 

Por último, los miembros empleadores se refirieron a la 
cuestión del funcionario gubernamental encargado de 
inscribir al sindicato en el registro, que dispone de muy 
amplios poderes en lo que respecta al acceso y la supervi-
sión de los locales sindicales, punto que sigue sin esclare-
cerse. 

Los miembros empleadores instaron al Gobierno a que 
informe detalladamente si, además de los puntos ya plan-
teados en relación con la Ley del Trabajo, existen otras 
disposiciones en dicha ley que estén en conformidad con 
las disposiciones del Convenio. Si no es así, la nueva ley 
requeriría ser enmendada cuanto antes. Además, las dis-
posiciones relativas a la constitución de organizaciones de 
trabajadores en las ZFE debería ponerse en conformidad 
con el Convenio. En la práctica, la libertad sindical sólo 
puede desarrollarse y ejercerse en un clima libre de ame-
nazas. De persistir los obstáculos, el Gobierno debería — 
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26 años después de la ratificación del Convenio — solici-
tar a la Oficina que le proporcione asistencia técnica.  

Los miembros trabajadores recordaron que el caso de 
Bangladesh sobre la aplicación del Convenio núm. 98 ya 
fue examinado en 2006. En esa oportunidad, tanto los 
miembros empleadores como los trabajadores, así como 
un número importante de gobiernos, subrayaron la extre-
ma gravedad de ese caso. Por ese motivo, la Comisión 
formuló severas conclusiones sobre la importancia de 
asegurar una protección adecuada contra los actos de inje-
rencia y de garantizar el ejercicio del derecho de negocia-
ción colectiva libre y voluntaria en los sectores público y 
privado sin obstáculos legales, así como sobre las impor-
tantes dificultades existentes en relación con el ejercicio 
de los derechos sindicales en las ZFE. En esa oportuni-
dad, la Comisión decidió incluir sus conclusiones en un 
párrafo especial de su informe. 

Este año, el caso de Bangladesh se examina en relación 
con la aplicación del Convenio núm. 87, vinculado estre-
chamente al Convenio núm. 98. Los comentarios formu-
lados por la Comisión de Expertos sobre la aplicación del 
Convenio núm. 87 son desalentadores. En agosto de 2007, 
la CSI comunicó a la Oficina, entre otros, una serie de 
alegatos relativos a violaciones de las libertades civiles 
concernientes a: la muerte de un huelguista por la policía; 
la represión particularmente dura por parte del Batallón de 
Acción Rápida del Ejército; el arresto de huelguistas y 
manifestantes y, en particular dirigentes sindicales y el 
acoso policial contra el Centro Americano para la Solida-
ridad Laboral Internacional; los disparos contra el 
Sr. Mohammed Firoz Mia, presidente del Sindicato que 
representa a los trabajadores del Consejo de Teléfonos y 
Telégrafos. 

En su observación, la Comisión de Expertos recordó 
que la libertad sindical sólo puede ejercerse en un clima 
libre de violencia, de presión o de amenazas de todo tipo. 
En cierta medida, esas violencias conciernen las campa-
ñas sindicales para la defensa de los derechos de los traba-
jadores en las ZFE, en las que, la Ley sobre Asociaciones 
de Trabajadores y Relaciones de Trabajo de las ZFE, de 
2004, sigue vigente y contiene numerosas violaciones a 
los derechos fundamentales de los trabajadores. La prime-
ra violación se refiere a la prohibición de afiliarse a sindi-
catos en las ZFE, prohibición que debería haber sido abo-
lida a fines de 2006. No obstante, esta situación sigue sin 
modificaciones o, al menos, el Gobierno de Bangladesh 
no ha facilitado información alguna a este respecto. 

Es conveniente recordar que el Comité de Libertad Sin-
dical, sobre la base de una queja presentada por la Fede-
ración Internacional de Trabajadores del Textil, del Vesti-
do y Cuero (FITTVC), formuló conclusiones importantes 
sobre los derechos sindicales en las ZFE. En esa oportu-
nidad, el Comité de Libertad Sindical recordó que los 
trabajadores de las ZFE, a pesar de los argumentos eco-
nómicos que a menudo se alegan, deberían gozar sin nin-
guna distinción al igual que los demás trabajadores, de los 
derechos sindicales previstos en el convenio sobre la li-
bertad sindical. El Comité también estimó que la negativa 
de autorizar el derecho sindical de los trabajadores de esas 
zonas constituye una violación grave del principio de li-
bertad sindical y, en particular, del artículo 2 del Conve-
nio núm. 87 que garantiza a todos los trabajadores el de-
recho de constituir las organizaciones que estimen conve-
nientes y de afiliarse a las mismas. De ese modo, para 
confirmar el marco legal del Convenio, el Comité de Li-
bertad Sindical formuló 15 recomendaciones concretas. 

En su observación, la Comisión de Expertos constató 
asimismo la existencia de serias discrepancias entre la 
legislación nacional y el Convenio. Al igual que la Comi-
sión de Expertos, los miembros trabajadores observan que 
la nueva Ley del Trabajo, que sustituyó en 2006 a la or-
denanza de relaciones laborales, no aportó ninguna mejo-
ra. Por el contrario, en determinados aspectos, ha introdu-
cido nuevas restricciones: la exclusión de los empleados 

gerenciales y administrativos del derecho de constituir 
organizaciones sindicales; la exclusión de una serie de 
sectores; las restricciones a la afiliación a sindicatos y la 
participación en las elecciones sindicales únicamente a los 
trabajadores del establecimiento de que se trate; las san-
ciones previstas para determinados métodos de afiliación 
a los sindicatos; los criterios estrictos para la representati-
vidad; las disposiciones que deniegan el derecho a recau-
dar fondos a los sindicatos que no están registrados y va-
rias restricciones al derecho de huelga. Los miembros 
trabajadores compartieron la profunda preocupación ma-
nifestada por la Comisión de Expertos, así como la solici-
tud urgente para poner término a esta situación de graves 
violaciones a los derechos sindicales a la denegación de 
los derechos fundamentales de los trabajadores en las ZFE 
y fuera de esas zonas. 

Desde 1989, la Comisión de Expertos ha venido formu-
lando numerosos comentarios sobre la aplicación de los 
Convenios núms. 87 y 98 por Bangladesh y la Comisión 
de la Conferencia formuló conclusiones en varias oportu-
nidades llamando la atención en particular sobre los pro-
blemas de las ZFE. Durante el mismo período, el Comité 
de Libertad Sindical formuló varias recomendaciones. De 
ese modo, puede llegarse a la conclusión de que este es un 
caso de falta continua de aplicación de los convenios rela-
tivos a la libertad sindical. 

El motivo de que este caso figura en la lista es también 
la evolución de la situación en el terreno que puede califi-
carse de extremadamente grave. Los que pensaron que la 
situación iba a mejorar después del establecimiento del 
nuevo Gobierno provisional se equivocaron. Por el con-
trario, la situación se ha agravado. La realización de acti-
vidades sindicales es prácticamente imposible. Los loca-
les sindicales están cerrados. Las huelgas y manifestacio-
nes están prohibidas. Los dirigentes sindicales son objeto 
de arresto e intimidaciones mediante procedimientos judi-
ciales ante los tribunales penales, por lo general comple-
tamente injustificados. Se obliga a los activistas sindicales 
a renunciar y se los amenaza físicamente. Los nuevos 
sindicatos no tienen posibilidad de registrarse. Además, la 
prensa nacional informa que la policía realizó disparos 
sobre los trabajadores de la industria de la confección que 
realizaban manifestaciones para que se revalorizara su 
poder adquisitivo después del considerable aumento de 
los precios de los productos alimenticios básicos, una 
reivindicación que se justifica fácilmente cuando el sala-
rio mínimo no supera los 25 dólares de los Estados Uni-
dos por mes. Asimismo, debe señalarse que el Gobierno 
prohibió a los sindicatos celebrar el 1.º de mayo. 

En su observación, la Comisión de Expertos pidió que 
se adoptaran modificaciones sustanciales a la legislación 
para ponerla en conformidad con el Convenio núm. 87. 
No obstante, durante los últimos meses, los trabajadores 
se enfrentan a propuestas legislativas aún más restrictivas. 
Es evidente que el Gobierno de Bangladesh aprovecha la 
situación del estado de emergencia en la que el país se 
encuentra desde enero de 2007 para proceder a una grave 
supresión de los derechos sindicales. Esto no sólo plantea 
problemas desde el punto de vista social sino también 
económico, en particular para la industria de la confec-
ción. El empleo de 2,5 millones de trabajadores en esos 
sectores se ve gravemente amenazado debido a que son 
cada vez más numerosos los países y empresas occidenta-
les que exigen el respeto de los derechos fundamentales 
de los trabajadores. 

El miembro gubernamental de Pakistán tomó nota con 
satisfacción de las numerosas medidas adoptadas por el 
Gobierno de Bangladesh relacionadas con el cumplimien-
to del Convenio núm. 87. Es alentador que, en virtud de la 
Ley del Trabajo de 2006, se haya autorizado la realización 
de actividades laborales, lo cual promueve la actividad 
sindical. Otras varias medidas, entre otras, el estableci-
miento de la Comisión Tripartita Consultiva y las medi-
das adoptadas por el Ministerio responsable del sector del 
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desguace de buques, constituyen también una señal alen-
tadora. Expresó la esperanza de que el nuevo Gobierno, 
que asumirá después de las elecciones previstas en di-
ciembre de 2008, adopte medidas adicionales encamina-
das a eliminar las restricciones impuestas a la actividad 
sindical en las ZFE y a la afiliación sindical a diversos 
sindicatos. 

El miembro trabajador de Bangladesh dijo que, tras los 
enfrentamientos políticos en Bangladesh, el Presidente, 
actuando en virtud de la Constitución declaró el estado de 
emergencia y formó un Gobierno provisional que asumió 
sus funciones en enero de 2007. Como consecuencia de 
ello, se suspendieron todas las actividades políticas y sin-
dicales. Además, se suspendió la aplicación del Convenio 
núm. 87, dejando a los dirigentes sindicales en la imposi-
bilidad de ejercer el derecho a la libertad sindical. El Go-
bierno emprendió reformas para celebrar elecciones par-
lamentarias libres y justas, previstas para diciembre 
de 2008. La Comisión Tripartita Consultiva se formó a fin 
de entablar discusiones, negociaciones y tratar de resolver 
las cuestiones laborales, así como para determinar una 
estrategia destinada a restablecer la aplicación del Conve-
nio núm. 87. Se celebraron varias reuniones de alto nivel, 
pero a pesar de las intensas presiones ejercidas sobre el 
Gobierno, aún no se ha restablecido la libertad sindical. 

Entre tanto, como resultado del aumento desenfrenado 
de los precios, empeoró la situación de los trabajadores 
que ya recibían bajos salarios, los que vieron su poder 
adquisitivo afectado considerablemente; en consecuencia, 
los trabajadores y organizaciones del sector del vestido 
efectuaron manifestaciones para expresar sus legítimas 
reivindicaciones en defensa de sus salarios y medios de 
vida. Tras un período prolongado de agitación laboral, en 
2006 se firmó un memorándum tripartito de entendimien-
to con el anterior Gobierno, atendiendo las demandas de 
los trabajadores del sector del vestido. Si bien sus disposi-
ciones fueron aplicadas en algunos sectores de dicha in-
dustria, la precaria situación de muchas empresas ha obs-
taculizado su aplicación general. Si el Gobierno no pone 
nuevamente en vigor el Convenio núm. 87, la agitación 
social y las manifestaciones aumentarán pese al estado de 
emergencia actual. 

El aumento de precios sin precedentes ha afectado gra-
vemente a los trabajadores del país. El salario mínimo se 
ha fijado en 25 dólares de los Estados Unidos por mes, 
insuficiente incluso para una persona sin cargas de fami-
lia. En vista del aumento de precios, es necesario que el 
salario se aumente a 75 dólares estadounidenses mensua-
les. Los trabajadores también enfrentan problemas por la 
ausencia de derechos sindicales fundamentales que debili-
tan y obstaculizan severamente el ejercicio de los dere-
chos humanos y la aplicación del Convenio núm. 87. 

El Gobierno propuso la derogación de la Ley sobre los 
Partidos Políticos, una de cuyas disposiciones establece 
que todos los partidos políticos deben incluir una organi-
zación laboral. Esta medida provocó la politización de los 
sindicatos y el orador expresó su conformidad con esta 
propuesta del Gobierno. Su organización favorece con 
firmeza el establecimiento de un movimiento sindical 
ajeno a los partidos políticos, un objetivo que también 
persigue y promueve la OIT. 

En 2006, durante el último mandato del Gobierno ante-
rior, se promulgaron o modificaron numerosas leyes de 
trabajo en grave detrimento del movimiento sindical. En 
la actualidad es obligatorio que, inmediatamente después 
de haber recibido una solicitud para el registro de un sin-
dicato, la autoridad de registro debe facilitar al empleador 
una lista de los trabajadores que se hayan presentado co-
mo candidatos a ocupar cargos sindicales. Si bien pocos 
sindicatos solicitaron el registro en la práctica, los que lo 
hicieron se encontraron con que el empleador despidió a 
todos los candidatos propuestos a los que hizo agredir 
brutalmente por matones a sueldo. Otra disposición esta-
blece que si el Director de Trabajo no organiza la elección 

por cualquier motivo dentro del plazo previsto, el sindica-
to que actúe en ese momento como agente de negociación 
colectiva seguirá cumpliendo esas funciones durante un 
período ilimitado, una disposición que vulnera los dere-
chos democráticos de los trabajadores. 

El Gobierno provisional ha planteado algunas cuestio-
nes para la discusión por la Comisión Consultiva Triparti-
ta, entre las que cabe mencionar la exigencia de que exista 
un solo sindicato por establecimiento; la prohibición de 
establecer locales sindicales a más de 200 metros de la 
empresa concernida y la exigencia de que toda persona 
que se presente a una elección para ocupar un cargo sindi-
cal realice previamente una formación en una organiza-
ción sindical. Los dirigentes sindicales expresaron su 
fuerte oposición a esas propuestas en reuniones de la Co-
misión Consultiva Tripartita, y los representantes guber-
namentales manifestaron que dichas propuestas no se 
pondrían en práctica sin apoyo sindical. El miembro tra-
bajador expresó la esperanza de que el Gobierno manten-
ga esta promesa. 

En lo que respecta a las empresas multinacionales, re-
cordó que en el marco del sistema tripartito en vigor con 
anterioridad a la declaración del estado de emergencia, 
muchas empresas son renuentes a discutir sobre los regí-
menes contractuales laborales. Pese a la fuerte oposición 
de los sindicatos, muchas empresas emplean a trabajado-
res subcontratados, mientras que al mismo tiempo aplican 
un régimen de retiro «voluntario» de manera obligatoria. 
La libertad sindical ha desaparecido prácticamente en las 
ZFE, aunque como consecuencia de varias reuniones con 
la OIT y otras organizaciones, el Gobierno decidió even-
tualmente autorizar la formación de comisiones consulti-
vas en algunas industrias. Expresó la esperanza de que se 
restableciera plenamente la libertad sindical en las ZFE. 

Instó a la OIT y a la Comisión de Expertos a ejercer 
presión sobre el Gobierno y los empleadores para poner 
término a esta indignante situación, modificar la legisla-
ción contraria a los trabajadores y restablecer la aplica-
ción del Convenio núm. 87 en Bangladesh, para garanti-
zar un clima sindical democrático y saludable. 

Un observador representante de la Federación Interna-
cional de Trabajadores del Textil, Vestuario y Cuero 
(FITTVC) dijo que, en junio de 2006, la Comisión de la 
Conferencia solicitó al Gobierno de Bangladesh que eli-
minara los obstáculos para las actividades sindicales en 
las ZFE, impidiera la interferencia en los asuntos de los 
sindicatos y estableciera requisitos menos estrictos para el 
registro y reconocimiento de los sindicatos. De hecho, dos 
años más tarde, la libertad sindical ha sido suprimida, 
como consecuencia de la prohibición de la actividad sin-
dical en conformidad con la reglamentación de emergen-
cia impuesta en enero de 2007. Durante 17 meses, se ha 
impedido la organización de sindicatos, la reunión de sus 
afiliados e incluso mantener reuniones estatutarias para la 
renovación de los mandatos de sus dirigentes, y el Go-
bierno propone incluso requisitos más estrictos para el 
reconocimiento de los sindicatos. Como resultado directo, 
se ha intensificado la explotación de los trabajadores y, en 
ausencia de la representación de los trabajadores, se ha 
llegado prácticamente al borde de la anarquía al aumentar 
las tensiones debido al retraso frecuente en el pago de los 
salarios, el engaño en el pago de las horas extraordinarias, 
y las sistemáticas agresiones físicas de los trabajadores.  

Desde hace un año y medio, semanalmente se publican 
nuevas informaciones sobre disturbios provocados por la 
extrema explotación. Los periódicos de hoy informan 
acerca de los daños provocados por 50.000 trabajadores 
textiles a 50 fábricas debido a la muerte de un trabajador. 
En días anteriores ha habido informaciones sobre cientos 
de trabajadores textiles que participaron en disturbios 
callejeros y forzaron el cierre de 20 fábricas en razón de 
que reciben un salario inferior al salario mínimo y que son 
engañados en lo que se refiere a las horas extraordinarias. 
Este es el resultado obtenido de la represión de represen-
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tantes de los trabajadores, que quedaron sin dirigentes. 
Durante los 20 años de existencia de las ZFE los trabaja-
dores han carecido en gran medida, de representación. Se 
hicieron promesas reiteradas para garantizar la libertad 
sindical a los trabajadores de las ZFE, pero dichas prome-
sas no se han cumplido, y se encuentran más lejos que 
nunca de estar en condiciones de unirse y negociar libre-
mente. Como consecuencia de la supresión de los dere-
chos de los trabajadores, el salario mínimo legal es infe-
rior a 80 céntimos por día, o a 22 dólares de los Estados 
Unidos al mes, muy por debajo del nivel de «extrema 
pobreza» de las Naciones Unidas. Los trabajadores gastan 
ahora el 70 por ciento de sus salarios sólo en arroz.  

El propio Gobierno admitió que sólo el 51 por ciento de 
las empresas de la industria del vestido cumplen con las 
normas mínimas de salarios y las condiciones básicas de 
trabajo. Los inspectores del trabajo informaron sobre 
37.033 violaciones a la legislación laboral en 2006 
y 48.291 en 2007, pero los casos iniciados en contra de 
las empresas infractoras disminuyeron de 5.684 en 2006 a 
sólo 428 en 2007, y esto en un tiempo en que la industria 
del vestido está en pleno auge. La industria del vestido 
esperaba realizar exportaciones por un valor de 11.000 
millones de dólares en 2008, y una inversión interna en la 
ZFE superior a los 1.000 millones de dólares. 

El orador manifestó que comprendía las dificultades del 
Gobierno provisional para rescatar Bangladesh de su inac-
tividad política y la corrupción de las últimas décadas, 
pero estimó que los trabajadores no son responsables de 
esta situación y que ya han sido castigados mediante la 
vulneración de sus derechos, el empobrecimiento y los 
tratos inhumanos. Citó numerosos ejemplos de detención 
y malos tratos de sindicalistas y de abuso de los trabajado-
res, incluida la obligación de trabajar durante largas jor-
nadas, circunstancias que en algunos casos han tenido 
consecuencias fatales. 

No resulta sorprendente que el descontento entre los 
trabajadores se haya extendido. En efecto, en febrero, un 
secretario adjunto del Ministerio de Trabajo y Empleo 
admitió que «el maltrato los trabajadores y la mala ges-
tión de los problemas» eran una de las principales razones 
del descontento laboral. El jefe de inspecciones de las 
fábricas estuvo de acuerdo en que la agitación era una 
consecuencia natural del no pago de los salarios a los tra-
bajadores. Sin embargo, en lugar de promover relaciones 
laborales armoniosas a través del diálogo basado en la 
libertad sindical y el derecho de negociación, el Gobierno 
provisional actúa para limitar el ejercicio de los derechos 
de los trabajadores, tanto dentro como fuera de las ZFE.  

El Gobierno, actuando al parecer sujeto a las presiones 
de los inversores en las ZFE y de la industria nacional, 
propuso enmiendas al Código de Trabajo que prohíben el 
establecimiento de locales sindicales a menos de 200 me-
tros de las fábricas; impiden ocupar cargos sindicales a las 
personas que no hayan recibido formación por parte del 
Gobierno, eliminan la necesidad de la autorización del 
tribunal de trabajo para la cancelación del registro de un 
sindicato, y aumentan del 30 al 50 por ciento el porcentaje 
de afiliados necesarios para el reconocimiento de un sin-
dicato. Estas propuestas representan una clara violación 
del Convenio núm. 87 y de las conclusiones de la Comi-
sión de la Conferencia. 

No se debe permitir que los trabajadores del vestido en 
Bangladesh, que son principalmente mujeres, sean vícti-
mas de servidumbre. La OIT no debe permitir que Ban-
gladesh termine con la existencia de los sindicatos. El 
informe de la Comisión de la Conferencia debería incluir 
un párrafo especial sobre Bangladesh solicitando la plena 
aplicación del principio de la libertad sindical, en las ZFE, 
el abandono de las falsas acusaciones en contra de los 
dirigentes sindicales y los activistas; el cese de las cam-
pañas de hostigamiento en contra de la actividad sindical; 
y la plena aplicación de la legislación en todos los esta-
blecimientos fabriles. Además, la OIT debería investigar 

exhaustivamente, mediante una misión de alto nivel, la 
situación de los derechos laborales en Bangladesh con 
miras a ofrecer asistencia técnica para modificar la Ley 
del Trabajo. 

El representante gubernamental de Bangladesh agrade-
ció los comentarios efectuados por algunos oradores y 
manifestó su deseo de contestar algunas cuestiones evo-
cadas durante la discusión del caso. Como lo admitieron 
los dirigentes sindicales, fue necesario que el Gobierno 
provisional hiciera responsable a los partidos políticos por 
el papel que jugaron en la crisis política que afecta al país. 
En algunos casos, algunos dirigentes sindicales han estado 
implicados en dicha crisis y en consecuencia serán juzga-
dos por los delitos cometidos. Sin embargo, subrayó que 
se les aplica las reglas del debido proceso y que todo jui-
cio que se lleve a cabo, lo será por delitos cometidos y no 
por actividades sindicales. Agregó que el Gobierno provi-
sional ha iniciado discusiones con los partidos políticos y 
más recientemente con los sindicatos con el objetivo de 
ampliar el proceso de consulta. Recordó que se celebrarán 
elecciones en 2008 y que el nuevo gobierno electo sin 
duda derogará muchas de las disposiciones legales adop-
tadas en los últimos meses y que, entre otros, suspendie-
ron las disposiciones legales que dan efecto a los Conve-
nios núms. 87 y 98. Además, recordó que la Ley del Tra-
bajo de 2006, la cual fue adoptada como resultado de un 
proceso de consulta de 14 años, había sido ya objeto de un 
proceso de modificación para ponerla en conformidad con 
el Convenio. Además, con el objetivo de dar a las empre-
sas que invierten en las ZFE el tiempo necesario, según el 
acuerdo firmado con los empleadores, se podrán desarro-
llar plenamente actividades sindicales hacia 2010 en las 
mismas. Al respecto, observó que, a pesar de que los tra-
bajadores gozaban de mejores condiciones en las ZFE, 
también había descontento en las fábricas de las ZFE que 
pertenecen a empresas multinacionales. Esto es motivo de 
preocupación para los comités de gestión de crisis de alto 
nivel, que incluyen representantes de los trabajadores. 
También se debería tomar nota de que los inspectores 
cubren las empresas de las ZFE, que se han adoptado le-
gislaciones de trabajo y que se aplicarán en dichas zonas. 
Respecto de los salarios mínimos, se refirió a los esfuer-
zos para aplicar las disposiciones sobre salarios mínimos 
a otros sectores, incluyendo a los trabajadores del sector 
del té. En conclusión, expresó la esperanza de que Ban-
gladesh tenga un parlamento en 2009 que pueda adoptar 
las medidas necesarias para implementar los convenios de 
la OIT. 

Los miembros empleadores instaron al Gobierno a que 
realice esfuerzos para trasladar las disposiciones del Con-
venio a la legislación a la mayor brevedad. Pidieron tam-
bién al Gobierno que sin demora proporcione toda la in-
formación solicitada por la Comisión de Expertos. Los 
miembros empleadores reconocieron que el Gobierno 
había recurrido en el pasado a la asistencia técnica de la 
Oficina y solicitaron al representante gubernamental que 
precise si el Gobierno estaba dispuesto a solicitar su asis-
tencia con respecto a los problemas mencionados por la 
Comisión de Expertos en el presente caso.  

Los miembros trabajadores agradecieron al representan-
te gubernamental por su respuesta, así como a la Comi-
sión de Expertos por el muy detallado análisis sobre la 
aplicación del Convenio por parte de Bangladesh, tanto en 
lo que respecta a los derechos sindicales en las ZFE como 
a la Ley del Trabajo de 2006. La reacción del Gobierno 
provisional en cuanto a que todos los alegatos incumben 
al gobierno anterior era previsible. No obstante, puede 
constatarse que el nuevo gobierno no ha realizado ningún 
esfuerzo por mejorar la situación. Por el contrario, utiliza 
la situación de estado de emergencia para poner en peli-
gro, de manera grave, todos los derechos sindicales. 
Además, la legislación en trámite de elaboración restringe 
aún más la actividad sindical. 
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Se trata de un caso de falta grave, persistente y continuo 
de cumplimiento de los derechos fundamentales de los 
trabajadores, que se prolonga desde hace dos décadas, lo 
que provoca una situación social muy explosiva y pone en 
peligro una gran parte de la economía del país. Por todas 
estas razones, los miembros trabajadores apoyan en su 
totalidad las conclusiones de la Comisión de Expertos, en 
lo que se refiere a las ZFE y a la Ley del Trabajo de 2006. 
Además, se requiere de manera urgente recordar a los 
dirigentes políticos de Bangladesh que pongan fin a los 
continuos ataques a los derechos sindicales de los trabaja-
dores. Se preguntaron sobre la posibilidad de que se mo-
difique la situación después de la elección del nuevo go-
bierno en diciembre de 2008. En virtud de la experiencia 
pasada, existen dudas al respecto. 

En 2006, la Comisión decidió incluir el caso del incum-
plimiento del Convenio núm. 98 por parte de Bangladesh 
en un párrafo especial de su informe. En virtud del recha-
zo del ofrecimiento de la asistencia técnica de la Oficina, 
teniendo en cuenta el estrecho vínculo entre el Convenio 
núm. 87 y el Convenio núm. 98, los graves alegatos de 
incumplimiento del Convenio núm. 87 y el agravamiento 
de la situación desde 2006, los miembros trabajadores 
solicitaron al Gobierno que acepte una misión de asisten-
cia técnica de alto nivel. 

El representante gubernamental de Bangladesh insistió 
en que se estaba preparando un informe detallado sobre 
todas las cuestiones planteadas por la Comisión de Exper-
tos a fin de ser presentado a su debido tiempo. Con res-
pecto a la cuestión de la asistencia técnica, manifestó que 
sería más lógico que el Gobierno evaluara en qué sectores 
se necesita dicha asistencia antes de solicitarla. Además, 
no veía la necesidad de incluir el caso en un párrafo espe-
cial del informe de la Comisión. Asimismo, recordó que 
el país recibió algunas misiones técnicas hace unos años 
atrás y que se está llevando a cabo un proceso de consulta 
tripartita. Por consiguiente, consideró que es más adecua-
do esperar la investidura del nuevo parlamento en 2009. 
El Gobierno de Bangladesh, por ende, está preparado para 
aceptar la asistencia de la OIT, pero necesita determinar 
los sectores en los cuales es necesaria. Subrayó que su 
Gobierno no estaba rechazando dicha asistencia.  

Los miembros empleadores y trabajadores solicitaron a la 
luz de la respuesta del representante gubernamental, que 
se incluya el presente caso en un párrafo especial. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información proporcionada 
por el representante gubernamental y del debate que tuvo 
lugar a continuación. 

La Comisión observó que los comentarios de la Comisión 
de Expertos se refieren a serias violaciones del Convenio, 
tanto en la legislación como en la práctica, las cuales inclu-
yen alegatos sobre el allanamiento de las oficinas de la Fede-
ración Independiente del Sindicato de Trabajadores del Ves-
tido de Bangladesh (BIGUF) y el arresto de algunos de sus 
dirigentes; el arresto y el acoso policial de otros sindicalistas 
en el sector del vestido; el arresto de cientos de mujeres sin-
dicalistas en 2004, cuyo caso se encuentra aún pendiente 
ante los tribunales; obstáculos a la creación de sindicatos de 
trabajadores y de asociaciones en las ZFE. Además, lamentó 
observar que muchas de las discrepancias entre la Ley del 
Trabajo de Bangladesh, de 2006, y las disposiciones del Con-
venio señaladas por la Comisión de Expertos se refieren a 
cuestiones sobre las que la Comisión de Expertos ha venido 
desde hace tiempo solicitando la apropiada acción legislati-
va. 

La Comisión tomó nota de la declaración del Gobierno de 
que la Ley del Trabajo de 2006 fue adoptada luego de un 
proceso de consulta con los interlocutores sociales durante 
muchos años. Tomó nota además de las informaciones del 
Gobierno según las cuales se está llevando a cabo un proceso 
de revisión de la Ley del Trabajo, en el marco de la Comi-

sión Tripartita Consultiva, para poner sus disposiciones en 
conformidad con el Convenio en relación con toda laguna 
legislativa subsistente. En cuanto a los alegatos sobre arres-
tos y detenciones tomó nota de la declaración del Gobierno 
de que ninguna de las personas mencionadas permanecen 
detenidas y de que no se ha dado curso a los procesos rela-
cionados con los cargos que se les habían imputado. La Co-
misión observó que en respuesta a su pedido de asistencia 
técnica, el Gobierno declaró que llevará a cabo una evalua-
ción respecto a su necesidad, solicitándola de ser necesaria. 

Al tiempo que expresó su preocupación sobre el aparente 
aumento de la violencia en el país, la Comisión subrayó que 
la libertad sindical sólo puede ejercerse en un clima libre de 
violencias, presiones, o cualquier tipo de amenaza en contra 
de los dirigentes sindicales y de los miembros de los sindica-
tos. La Comisión pidió al Gobierno que proporcione infor-
mación detallada sobre los graves alegatos relativos al arres-
to, acoso, y detención de los sindicalistas y dirigentes sindica-
les, y lo instó a que dé las instrucciones adecuadas a los ór-
ganos encargados de hacer cumplir la ley, para asegurar que 
ninguna persona pueda ser arrestada, detenida o lesionada 
por haber llevado a cabo actividades sindicales legítimas. 

Además, la Comisión instó al Gobierno a que tome medi-
das para enmendar la Ley del Trabajo de Bangladesh y la 
Ley sobre Asociaciones de Trabajadores y Relaciones de 
Trabajo de las ZFE, para ponerlas en plena conformidad 
con las disposiciones de este Convenio fundamental, como lo 
solicitó la Comisión de Expertos. La Comisión subrayó a este 
respecto las serias restricciones imperantes en lo que se re-
fiere al ejercicio de los derechos sindicales en las ZFE y las 
restricciones al derecho de sindicalización de una serie de 
categorías de trabajadores en virtud de la Ley del Trabajo. 
La Comisión solicitó al Gobierno que garantice plenamente 
a todos los trabajadores, incluidos los trabajadores ocasiona-
les y los subcontratados, la protección prevista en el Conve-
nio. La Comisión expresó la esperanza de que en un futuro 
muy próximo se adopten las medidas concretas necesarias a 
este respecto y confió en que todas las medidas adicionales 
tendrán como consecuencia una mejora y no el deterioro en 
la situación de los derechos humanos en el país. La Comisión 
pidió al Gobierno que envíe una memoria detallada sobre 
todas las cuestiones mencionadas anteriormente, para su 
examen en la próxima reunión de la Comisión de Expertos.  

La Comisión decidió incluir sus conclusiones en un párra-
fo especial de su informe. 

BELARÚS (ratificación: 1956) 
El Gobierno comunicó por escrito la siguiente informa-

ción sobre las medidas adoptadas para aplicar las recomen-
daciones de la Comisión de Encuesta. 

Desde el año 2005, a raíz del plan que elaboró el Go-
bierno para cumplir las recomendaciones formuladas por 
la Comisión de Encuesta, se adoptaron una serie de medi-
das concretas que llevaron a la aplicación exhaustiva de 
determinadas recomendaciones y a la consecución de un 
progreso significativo de otras. Entre estas medidas, cabe 
destacar las siguientes: 
— la supresión de la Comisión Nacional de Registro y 

la transferencia al Ministerio de Justicia de la res-
ponsabilidad de inscripción de los sindicatos en el 
registro; 

— el registro de cuatro organizaciones de base del Sin-
dicato de Trabajadores de la Radio y la Electrónica 
en Minsk, Brest, Borisov y Grodno (no se ha regis-
trado ningún caso de disolución de sindicatos desde 
la creación de la Comisión de Encuesta); 

— la admisión como miembro del Consejo Nacional de 
Asuntos Sociales y Laborales (NCLSI) de la organi-
zación sindical representativa del segundo mayor 
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sindicato de Belarús: el Congreso de Sindicatos De-
mocráticos (CDTU); 

— la publicación de las recomendaciones de la Comi-
sión de Encuesta en el periódico de mayor tirada del 
país; 

— la restitución del controlador aéreo, Oleg Dolbic, en 
su antiguo puesto de trabajo; 

— la difusión por parte del Ministerio de Trabajo y Pro-
tección Social de una circular en todas las empresas 
prohibiendo la injerencia de los empleadores en los 
asuntos sindicales, una labor que ha seguido desem-
peñando el Consejo Nacional de Asuntos Laborales 
y Sociales (NCLSI); 

— la creación de un consejo de expertos para la mejora de 
la legislación en el ámbito social y laboral, un órgano 
que pueda granjearse la confianza de todos los interlo-
cutores sociales; 

— la organización junto con la OIT, siguiendo las re-
comendaciones de la Comisión de Encuesta, de un 
seminario dirigido a jueces y fiscales, en enero de 
2007; 

— el acuerdo con la OIT de organizar en Minsk, el 18 
de junio de 2008, un seminario conjunto sobre pro-
tección de los trabajadores contra la discriminación 
sindical. 

Cooperación del Gobierno de Belarús con la OIT  
y los interlocutores sociales en la elaboración  
de la nueva ley sobre sindicatos 

El Gobierno informó a la OIT de que las mejoras de la le-
gislación nacional relativa al establecimiento y la inscrip-
ción en el registro de los sindicatos se llevarán a cabo me-
diante enmiendas a la ley sobre los sindicatos, que ha sido 
revisada a fondo con el fin de armonizar sus disposiciones a 
las condiciones actuales de los sindicatos en el país y de 
crear un marco jurídico que sirva de base para impulsar el 
avance del pluralismo sindical en el país. Para este proceso, 
que se ha desarrollado en estrecha colaboración con la OIT, 
se celebraron reuniones de consulta los días 19-20 de octu-
bre de 2006 (Ginebra), 15-17 de enero de 2007 (Minsk), 8-9 
y 14-15 de febrero de 2007 (Ginebra), 14-15 de mayo de 
2007 (Ginebra), 20-23 de junio de 2007 (Minsk). Las con-
sultas con los interlocutores sociales se realizaron dentro del 
marco del Consejo para la mejora de la legislación en el 
ámbito social y laboral, en el cual participan representantes 
de los más importantes interlocutores nacionales en el diá-
logo social: el Gobierno, la Federación de Sindicatos de 
Belarús (FPB), el Congreso de Sindicatos Democráticos 
(CDTU), la Asociación Nacional de Empresas Industriales, 
la Unión de Empleadores y Empresarios de Belarús. En 
2007, se celebraron cuatro de las reuniones del Consejo con 
el fin de debatir sobre el proyecto de la ley de sindicatos. 

Mejoras decisivas en el proyecto de ley sobre los sindi-
catos 

Se han simplificado sustancialmente las condiciones pa-
ra el establecimiento de un sindicato. En la ley se prevé 
que, en lo sucesivo, una organización sindical podrá ser 
creada en cualquier empresa del país por tres personas, y 
ya no se requerirá un domicilio legal sino que será sufi-
ciente con indicar un domicilio de contacto o para la co-
rrespondencia. Por tanto, el proyecto de ley ha resuelto 
dos de las principales objeciones de la Comisión de En-
cuesta: la del domicilio legal y la del requisito de que, 
para crear un sindicato, los afiliados representen al menos 
el 10 por ciento de los trabajadores de la empresa. Ade-
más, el proyecto ha simplificado las condiciones para la 
constitución de organizaciones sindicales conformadas 
por trabajadores que provienen de diferentes empresas, de 

forma que, de ahora en adelante, para la creación de este 
tipo de sindicatos se exigirá un mínimo de 30 trabajado-
res, un requisito que está en sintonía con las conclusiones 
de los órganos de control de la OIT. El proyecto ha libe-
rado a los sindicatos de tener que pagar un impuesto esta-
tal por su inscripción en el registro. 

Las principales divergencias hacen referencia a las dis-
posiciones del proyecto de ley que tratan de la capacidad 
de representación de los sindicatos, que el Gobierno trató 
de armonizar con las normas de la OIT. El número de 
afiliados de un sindicato es el criterio básico que se ha 
elegido para determinar su capacidad de representación. 
Todos los sindicatos, con independencia de su capacidad 
de representación, son titulares de los derechos y garantí-
as necesarias para que desarrollen normalmente sus acti-
vidades de protección de los intereses de los trabajadores. 
Todos los sindicatos tienen el derecho de aprobar sus es-
tatutos sin injerencias; de elegir y gestionar a sus órganos 
de dirección; de recaudar sus cotizaciones; de crear fede-
raciones con otras organizaciones o sumarse a ellas; de 
recibir y difundir información relativa a sus actividades 
estatutarias; tomar parte en las negociaciones sobre los 
contratos laborales entre empleadores y trabajadores; am-
parar los derechos laborales de sus miembros y defender-
los ante los tribunales; y de organizar huelgas y manifes-
taciones. Los derechos adicionales que se atribuyen a las 
organizaciones reconocidas como representativas son 
bastante limitados. Entre ellos, cabe mencionar el derecho 
a tomar parte en las negociaciones colectivas y a partici-
par en la formulación de las políticas nacionales en mate-
ria de empleo; y el derecho a controlar públicamente el 
cumplimiento de la legislación laboral. 

Continuación del diálogo social para llegar  
a un acuerdo entre todas las partes interesadas 

La nueva versión del proyecto de ley sobre sindicatos 
fue leída en otoño de 2007, y estaba previsto que el Go-
bierno la hubiera remitido al Parlamento para su aproba-
ción. La mayoría de las partes interesadas que toman parte 
en el diálogo social en el país prestaron su apoyo a la ley, 
pero el CDTU se opuso a las disposiciones principales del 
proyecto. En el curso de las consultas que se celebraron 
en Ginebra, en mayo de 2007, y en Minsk, en junio de 
2007, la OIT formuló una serie de comentarios en los que 
recomendaba al Gobierno no remitir el proyecto de ley al 
Parlamento sin contar con el apoyo de uno de los interlo-
cutores en el diálogo social, es decir, el CDTU. El Go-
bierno, siguiendo esta recomendación de la OIT, suspen-
dió el debate en el Parlamento sobre el proyecto y, el 
1.º de noviembre de 2007, en el curso de la reunión del 
Consejo Nacional sobre Asuntos Sociales y Laborales, 
informó a las partes interesadas que continuaran nego-
ciando el proyecto de ley. El Consejo de Administración 
de la OIT, en su reunión de noviembre, acogió de buen 
grado la decisión del Gobierno de tratar de que todas las 
partes interesadas llegaran a un acuerdo. La Comisión de 
Expertos valoró positivamente esta medida del Gobierno, 
y ha incluido a Belarús entre los casos de interés relativos 
a la aplicación de los Convenios núms. 87 y 98 (Informe 
III, Parte IA, página 19). 

En marzo de 2008, el Consejo de Administración seña-
ló, entre otros puntos, la necesidad de que se comunicara 
a la Conferencia el resultado de este diálogo tripartito. En 
aplicación de esta decisión, el Gobierno ha celebrado con-
sultas con los interlocutores sociales con el fin de llegar a 
un consenso sobre las principales mejoras introducidas en 
el proyecto de ley. Sin embargo, no ha sido fácil, y el 
acuerdo no se ha podido concretar en 2007, ya que las 
partes involucradas mantenían distintos puntos de vista 
sobre algunas disposiciones de la futura ley sobre sindica-
tos. Con el fin de resolver esta situación, el Gobierno pro-
puso un enfoque completamente nuevo en el que fuera el 
Consejo de Expertos para la mejora de la legislación en el 
ámbito social y laboral el órgano sobre el que recayera la 
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responsabilidad de llevar a buen puerto las conversacio-
nes. En las reuniones que el Consejo de Expertos celebró 
en abril de 2008, en vez de debatir sobre las disposiciones 
del proyecto de ley sobre las que había discrepancias, los 
miembros se concentraron en elaborar una posición bási-
ca, en la que se reflejaran las opiniones de todas las partes 
representadas y sirviera de punto de partida para futuros 
trabajos. Esta posición consistía básicamente en que todos 
los interlocutores en el diálogo social aceptaran que los 
futuros trabajos sobre la mejora de la legislación nacional 
deberían partir de las disposiciones de los Convenios 
núms. 87 y 98 de la OIT. El Consejo de Expertos ha deci-
dido unánimemente someter este asunto a la considera-
ción de la principal autoridad de Belarús en materia de 
diálogo social: el Consejo Nacional sobre Asuntos Socia-
les y Laborales. En su reunión de 16 de abril de 2008, el 
Consejo Nacional apoyó plenamente la posición elabora-
da por el Consejo de Expertos y se adhirió al principio de 
cumplimiento íntegro de los Convenios núms. 87 y 98 de 
la OIT, como base para los futuros trabajos sobre la nueva 
ley sobre sindicatos. 

La decisión del Consejo Nacional ha propiciado en 
principio una nueva situación: por primera vez desde la 
creación de la Comisión de Encuesta, el Gobierno y todos 
los interlocutores sociales han alcanzado un principio 
básico de acuerdo sobre una de las cuestiones más impor-
tantes. Esta posición común sobre el principio básico de 
acuerdo plasmado en la decisión del Consejo Nacional de 
16 de abril de 2008 ayudará al Gobierno y a los interlocu-
tores sociales a ir progresivamente acercando los puntos 
de vista de todas las partes involucradas en el diálogo 
social sobre las disposiciones concretas de la nueva legis-
lación. 

Además un representante gubernamental de Belarús in-
dicó ante la Comisión que, siguiendo el plan elaborado en 
2005 para aplicar las recomendaciones de la Comisión de 
Encuesta, su Gobierno adoptó una serie de medidas espe-
cíficas para aplicar plenamente algunas recomendaciones 
y progresar de manera significativa en la aplicación de 
otras. Entre estas medidas, cabe destacar principalmente 
las siguientes: la supresión de la Comisión Nacional de 
Registro y la transferencia al Ministerio de Justicia de la 
responsabilidad de inscripción de los sindicatos en el re-
gistro; la admisión como miembro del Consejo Nacional 
de Asuntos Sociales y Laborales (NCLSI) de la organiza-
ción sindical representativa del segundo mayor sindicato 
de Belarús: el Congreso de Sindicatos Democráticos 
(CDTU); la publicación de las recomendaciones de la 
Comisión de Encuesta en el periódico de mayor difusión 
del país; la reintegración del controlador aéreo, Oleg Dol-
bic, en su antiguo puesto de trabajo; la emisión por parte 
del Ministerio de Trabajo y Protección Social de una cir-
cular en todas las empresas prohibiendo la injerencia de 
los empleadores en los asuntos sindicales, una labor que 
ha seguido desempeñando el NCLSI; la creación de un 
consejo de expertos para la mejora de la legislación en el 
ámbito social y laboral, un órgano que puede contar con 
la confianza de todos los interlocutores sociales; la orga-
nización junto con la OIT, siguiendo las recomendaciones 
de la Comisión de Encuesta, de un seminario dirigido a 
jueces y fiscales, en enero de 2007; el acuerdo con la OIT 
de organizar en Minsk, el 18 de junio de 2008, un semina-
rio conjunto sobre protección de los trabajadores contra la 
discriminación sindical. 

Siguiendo con las orientaciones de la Conferencia y del 
Consejo de Administración de la OIT, se tomaron medi-
das para fomentar el diálogo social y establecer relaciones 
constructivas entre los interlocutores sociales, medidas 
que han resultado en una mayor estabilidad. El antago-
nismo que existía anteriormente entre la FPB y el CDTU 
ha dado lugar al diálogo. Se espera que ambos interlocu-
tores colaboren en la redacción de un acuerdo general 
para 2009-2010. Por otra parte, el NCLSI y el Consejo de 
Expertos para la mejora de la legislación en el ámbito 

laboral y social han desempeñado una función positiva en 
este proceso, y la FPB y el CDTU asisten a las reuniones 
periódicas que se están convocando. Todas las partes inte-
resadas han encontrado su lugar en el diálogo social, y, 
por lo que se refiere a las organizaciones de trabajadores y 
empleadores, Belarús disfruta actualmente del pluralismo. 

Uno de los principales problemas que se presentará en 
un futuro próximo es la elaboración de un nuevo proyecto 
de ley sobre los sindicatos. Para mejorar la legislación 
sobre la creación y registro de sindicatos, se está refor-
mando y revisando en profundidad la actual ley sobre 
sindicatos. Mediante dicha ley se pretende reflejar la nue-
va situación en el país y crear los fundamentos jurídicos 
para un desarrollo más dinámico del pluralismo sindical. 
A lo largo de este proceso, se han realizado tres consultas 
consecutivas con la OIT en 2007, así como otras rondas 
de consultas con los interlocutores sociales en las cuatro 
reuniones que celebró el Consejo de Expertos en 2007, 
donde se dieron cita el Gobierno, la FPB y el CDTU, la 
Asociación Nacional de Empresas Industriales, y la Unión 
de Empleadores y Empresarios de Belarús. Una misión de 
la OIT visitó Belarús en junio de 2007 y participó en una 
de las reuniones del mencionado Consejo. 

El nuevo proyecto de ley sobre los sindicatos ha simpli-
ficado considerablemente las condiciones para la creación 
de un sindicato. En lo sucesivo, se podrá crear una orga-
nización sindical en cualquier empresa del país por tres 
personas, y ya no se requerirá un domicilio legal, sino que 
bastará con indicar un domicilio de contacto o correspon-
dencia. Con ello, se resuelven dos de las principales obje-
ciones planteadas por la Comisión de Encuesta: la del 
domicilio legal y la del requisito de que, para crear un 
sindicato, los afiliados representen al menos el 10 por 
ciento de los trabajadores de la empresa. Además, el pro-
yecto ha simplificado las condiciones para la constitución 
de organizaciones sindicales conformadas por trabajado-
res que provienen de diferentes empresas, de forma que, 
en lo sucesivo, para la creación de este tipo de sindicatos 
se exigirá un mínimo de 30 trabajadores, un requisito que 
está en conformidad con las conclusiones de los órganos 
de control de la OIT. Según el proyecto, los sindicatos ya 
no tendrán que pagar un impuesto estatal por su inscrip-
ción en el registro. 

Los principales puntos de conflicto hacen referencia a 
las disposiciones del proyecto de ley que tratan de la re-
presentatividad de los sindicatos, que el Gobierno había 
tratado de armonizar con las normas de la OIT. El número 
de afiliados de un sindicato es el criterio básico que se ha 
elegido para determinar su representatividad. En virtud 
del nuevo proyecto de ley, todos los sindicatos, con inde-
pendencia de su representatividad, serán titulares de los 
derechos y garantías necesarias para que desarrollen nor-
malmente sus actividades de protección de los intereses 
de los trabajadores. Se debe destacar que la mayoría de 
los interlocutores sociales habían apoyado el proyecto, 
pero que se había encontrado con la oposición del CDTU 
a sus principales disposiciones, y la OIT formuló también 
algunas observaciones al respecto. 

El proyecto de ley, elaborado en otoño de 2007, debería 
haberse sometido al Parlamento para su aprobación en 
aquella oportunidad, pero la OIT recomendó al Gobierno 
que se abstuviera de hacerlo, ya que el proyecto de ley no 
gozaba del apoyo del CDTU, uno de los participantes en 
el diálogo social. El Gobierno, teniendo en cuenta esta 
recomendación de la OIT, aplazó la remisión del proyecto 
de ley al Parlamento e informó a los interlocutores socia-
les de que se proseguirían los trabajos de elaboración del 
proyecto en una reunión del NCLSI que tendría lugar en 
noviembre de 2007. El Consejo de Administración de la 
OIT, en su reunión de noviembre de 2007, acogió con 
satisfacción esta decisión del Gobierno de tratar de incluir 
a todas las partes en un acuerdo conjunto y lo alentó a 
proseguir en ese rumbo. La Comisión de Expertos valoró 
positivamente esta medida del Gobierno, incluyendo a 
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Belarús en la lista de casos de interés en relación con la 
aplicación de los Convenios núms. 87 y 98. 

En marzo de 2008, el Consejo de Administración seña-
ló, entre otros puntos, la necesidad de que se comunicara 
a la Conferencia el resultado de este diálogo tripartito. En 
aplicación de esta decisión, el Gobierno ha celebrado con-
sultas con los interlocutores sociales para llegar a un con-
senso sobre las principales mejoras introducidas en el 
proyecto de ley. Sin embargo, debido a que las partes 
interesadas mantenían distintos puntos de vista sobre al-
gunas disposiciones de la futura ley sobre sindicatos, el 
acuerdo no se pudo concretar en 2007. Para resolver esta 
situación, el Gobierno propuso un enfoque completamen-
te nuevo, en el que fuera el Consejo de Expertos el órgano 
sobre el que recayera la responsabilidad de culminar con 
las consultas. En las reuniones que el Consejo de Expertos 
celebró en abril de 2008, en vez de debatir sobre las dis-
posiciones del proyecto de ley sobre las que había discre-
pancias, sus miembros se concentraron en elaborar una 
posición básica, en la que se reflejaran las opiniones de 
todas las partes representadas y sirviera de punto de parti-
da para futuros trabajos, de modo que todos los interlocu-
tores en el diálogo social aceptaran que los futuros traba-
jos sobre la mejora de la legislación nacional deberían 
partir de las disposiciones de los Convenios núms. 87 y 
98. El Consejo de Expertos decidió unánimemente some-
ter este asunto a la consideración de la principal autoridad 
de Belarús en materia de diálogo social: el Consejo Na-
cional sobre Asuntos Sociales y Laborales. En su reunión 
de abril de 2008, el Consejo Nacional se adhirió plena-
mente a la posición del Consejo de Expertos y al principio 
de cumplimiento íntegro de los Convenios núms. 87 y 98, 
como base para los futuros trabajos sobre la nueva ley 
sobre sindicatos, de conformidad con el Convenio sobre 
la consulta tripartita (normas internacionales del trabajo), 
1976 (núm. 144). 

Dicha decisión del NCLSI ha propiciado, en principio, 
una nueva situación: por primera vez desde la creación de 
la Comisión de Encuesta, el Gobierno y todos los interlo-
cutores sociales han alcanzado un principio básico de 
acuerdo sobre una de las cuestiones más importantes. Esto 
permitirá que los trabajos legislativos avancen progresi-
vamente, involucrando a todas las partes en un acuerdo 
sobre las disposiciones concretas del futuro proyecto de 
ley. El Gobierno seguirá cooperando activamente con la 
OIT, por ejemplo, en el seminario conjunto que tendrá 
lugar el 18 de junio de 2008, en el que participarán todas 
las organizaciones de trabajadores y empleadores, la Con-
federación Internacional de Sindicatos (CSI) y la Organi-
zación Internacional de Empleadores. Además, se estudia 
la posibilidad de celebrar en Minsk, a finales de 2008, un 
seminario tripartito sobre la implementación de las reco-
mendaciones de la Comisión de Encuesta. Se trata de me-
didas positivas y que hacen albergar la esperanza de que, 
en el futuro, se producirían nuevos progresos y acuerdos. 

Las medidas adoptadas en Belarús para fortalecer las 
relaciones entre los interlocutores sociales constituían una 
base imprescindible para la implementación exhaustiva de 
las recomendaciones de la Comisión de Encuesta. Las 
conclusiones de la Comisión de la Conferencia, así como 
el apoyo de la OIT, son decisivas para que el Gobierno, 
junto con las organizaciones de trabajadores y empleado-
res, siga consolidando el diálogo social en el país. Por 
último, todas las partes en el proceso deberían ser capaces 
de entender que la vía elegida gozaba de la aprobación de 
la OIT, y que la OIT estaba dispuesta a brindar la coope-
ración necesaria para llevarla a buen término. 

Los miembros empleadores indicaron que el caso se ha 
examinado durante más de 15 años, incluso por una Co-
misión de Encuesta. En comparación con 2005 y 2006, el 
compromiso del Gobierno en cuanto al caso parece haber 
cambiado sensiblemente. El Gobierno había expresado 
anteriormente que las recomendaciones de la Comisión de 
Encuesta debían adaptarse a las condiciones nacionales, 

mientras que ahora indica que no escatimará esfuerzos 
para aplicarlas plenamente y sin reservas. Este cambio se 
acoge con agrado.  

En 2007, el Gobierno consideró su cooperación con la 
OIT en términos de seminarios y asistencia técnica que se 
tradujeron en un nuevo proyecto de ley encaminado a dar 
curso a las recomendaciones de la Comisión de Encuesta. 
No obstante, como se señala en la observación de la Co-
misión de Expertos, el contenido del proyecto de ley sigue 
planteando problemas, en particular las cuestiones si-
guientes: el establecimiento, a nivel de empresa, de sindi-
catos sin personalidad jurídica; la exigencia de un domici-
lio legal; la vinculación entre representatividad y derechos 
sindicales; el número excesivo de requisitos del procedi-
miento de registro; el poder de las autoridades de registro 
para obtener información sobre las actividades estatutarias 
de los sindicatos, y la exigencia de que los afiliados repre-
senten al menos el 10 por ciento de los trabajadores en el 
ámbito de la empresa. Los miembros empleadores consi-
deran que el requisito del 10 por ciento no es excesiva-
mente elevado.  

El Gobierno ha tomado medidas constructivas. Como 
consecuencia, parece haber un consenso tripartito acerca 
de que el nuevo proyecto de ley deberá conducir a la ple-
na aplicación del Convenio. Los miembros empleadores 
preferirían que, en esta fase, el Gobierno estuviera más 
cerca de cumplir las recomendaciones de la Comisión de 
Encuesta. En 2007, los miembros empleadores plantearon 
varias cuestiones que son igualmente pertinentes este año. 
En primer lugar, señalaron que el Gobierno debía reparar 
los daños ocasionados en los últimos años a las organiza-
ciones de empleadores y de trabajadores. El enfoque del 
consenso tripartito adoptado por el Gobierno contribuye 
considerablemente a que se cumpla esta recomendación. 
En segundo lugar, los miembros empleadores indicaron 
que, aun con las mejores intenciones, puede haber una 
laguna entre un nuevo proyecto de legislación y las dispo-
siciones del Convenio. Incluso el hecho de haber logrado 
un consenso tripartito no significa necesariamente que se 
cumplan las exigencias del Convenio, y el consenso es 
una indicación que no es concluyente. En tercer lugar, la 
OIT y la Comisión de Expertos deben examinar el modo 
en que el nuevo proyecto de ley cumple las disposiciones 
del Convenio. En cuarto lugar, el Consejo Nacional de 
Asuntos Sociales y Laborales, y el Consejo de Expertos 
para la mejora de la legislación en el ámbito social y labo-
ral deben adaptarse al proyecto de ley sindical, porque ya 
ha expirado el plazo desde que la Comisión de Encuesta 
formulara sus recomendaciones. El nuevo texto debe in-
cluirse entonces en la memoria del Gobierno que se pre-
sente a la Comisión de Expertos para su examen en la 
próxima reunión. La Comisión de la Conferencia tendrá 
una base concreta para determinar si este caso está avan-
zando de un modo positivo.  

Los miembros trabajadores recordaron que es la séptima 
vez que el caso se trata en esta Comisión; que la decisión 
de establecer la Comisión de Encuesta en noviembre de 
2003 correspondía a uno de los procedimientos más gra-
ves que la OIT puede poner en marcha; que dicha Comi-
sión de Encuesta ha formulado 12 recomendaciones cla-
ras, que deberían servir de base para la evaluación de los 
progresos logrados hasta el momento. En 2007, la Comi-
sión de la Conferencia, al tiempo que tomó nota de algu-
nos progresos, manifestó su preocupación respecto al pro-
yecto de ley sobre los sindicatos y recomendó al Gobierno 
que prosiguiera con sus consultas a los interlocutores so-
ciales para armonizar su legislación con las disposiciones 
del Convenio núm. 87. 

A solicitud de la Comisión de la Conferencia, la OIT 
realizó una misión de asistencia técnica en Belarús en 
junio de 2007 y se han celebrado varias reuniones de con-
sulta en Ginebra y Minsk entre la OIT y el Gobierno. Sin 
embargo, con respecto a las recomendaciones formuladas 
por la Comisión de Encuesta no se ha verificado ninguna 
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evolución significativa, especialmente en relación con el 
artículo 2 del Convenio núm. 87. Si bien es cierto que se 
ha disuelto la Comisión Nacional de Registro de los Sin-
dicatos, no se ha demostrado aún que se hayan suprimido 
realmente todos los obstáculos para la inscripción de los 
sindicatos en el registro. La Comisión de Expertos ha 
señalado, además, que siguen existiendo trabas para la 
inscripción de las organizaciones sindicales de base. Los 
miembros trabajadores señalaron que esperaban precisio-
nes concretas sobre la situación de las organizaciones 
sindicales en relación con el registro. 

El proyecto de ley sobre los sindicatos elaborado con la 
ayuda de la OIT y concertado con los interlocutores socia-
les, contiene ambigüedades con respecto a la condición 
jurídica de los sindicatos, una posible estrategia para en-
cubrir el mantenimiento de la necesidad de una autoriza-
ción previa para la inscripción, lo que vulneraría el artícu-
lo 2 del Convenio núm. 87. No parecía convincente el 
hecho de haber reemplazado la noción de «domicilio le-
gal» por la de «domicilio de contacto o para la correspon-
dencia»; y que este proyecto de ley no deroga totalmente 
la regla que obliga a un sindicato a que sus afiliados re-
presenten al menos el 10 por ciento de los trabajadores de 
la empresa para poder inscribirse en el registro. 

Los miembros trabajadores apoyaron sin reservas la su-
presión, solicitada por la Comisión de Expertos, de todas 
las formalidades de inscripción en el registro que no sean 
conformes con el Convenio núm. 87. Los miembros traba-
jadores lamentan que ciertos indicios de apertura por parte 
del Gobierno en relación con los sindicatos independien-
tes sean inmediatamente después contradichos por otras 
medidas que constituyen un auténtico acoso administrati-
vo, como es el aumento arbitrario del alquiler de los loca-
les ocupados por organizaciones sindicales independien-
tes. 

Los miembros trabajadores se refirieron a que, tal como 
ha señalado la Comisión de Expertos, el artículo 41 de ley 
sobre los sindicatos autoriza a la administración a infor-
marse sobre las actividades de los sindicatos, en contra-
dicción con el artículo 3 del Convenio núm. 87. Igual-
mente, las medidas que se han adoptado para modificar el 
artículo 388 del Código del Trabajo, que prohíbe a los 
huelguistas aceptar ayudas financieras procedentes del 
extranjero, así como el artículo 24, relativo a la asistencia 
que las organizaciones internacionales de empleadores o 
trabajadores pueden recabar como apoyo financiero, con-
travienen frontalmente el derecho de las organizaciones 
sindicales y de las organizaciones de empleadores a que 
se beneficien de una ayuda por parte de las organizacio-
nes internacionales que trabajan en la defensa de sus in-
tereses. 

En el informe de la Comisión de Expertos se destaca 
claramente que los proyectos de reforma emprendidos por 
el Gobierno aún están lejos de garantizar plenamente el 
respeto de la libertad sindical. Los miembros trabajadores 
se felicitaron de las declaraciones del Gobierno sobre el 
trato igualitario que se dispensará en el futuro a los sindi-
catos independientes, y alentaron decididamente al Go-
bierno a seguir las recomendaciones de la Comisión de 
Encuesta y las conclusiones de la Comisión de Expertos, 
así como a modificar el proyecto de ley sobre los sindica-
tos en el sentido propuesto.  

Un miembro trabajador de Belarús indicó que los sindi-
catos independientes siguen enfrentándose con las mismas 
dificultades encontradas en el pasado, a pesar de las re-
comendaciones de la Comisión de Encuesta. La denega-
ción del registro de una organización sindical indepen-
diente sigue siendo muy corriente. En abril de 2008, un 
decreto presidencial multiplicó por 10 el monto de los 
alquileres de los locales ocupados por los sindicatos inde-
pendientes. Para las ceremonias del 1.º de Mayo, la FPB 
logró organizar sus manifestaciones en los lugares más 
prestigiosos de la capital mientras que el CDTU y el Sin-
dicato de Trabajadores del Sector de la Radio y la Elec-

trónica ni siquiera pudieron organizarlas en un parque de 
la ciudad. Durante los últimos siete meses, los locales del 
CDTU han sido objeto de dos inspecciones policiales, 
seguidas del arresto de militantes y del secuestro de mate-
rial. No han terminado los procedimientos administrativos 
y legales contra los despidos antisindicales. El Consejo de 
Expertos para la mejora del derecho social y del trabajo 
aún no se estableció. Sin entrar en mayores detalles, pue-
de decirse que sobre un total de 12 recomendaciones de la 
Comisión de Encuesta, únicamente dos han sido aplicadas 
pero sólo de manera parcial. Es conveniente por lo tanto 
mostrarse firme frente al Gobierno y obligarlo a proceder 
de manera más constructiva. 

Otro miembro trabajador de Belarús indicó que la FPB 
representa los intereses de más de 4 millones de trabaja-
dores en el país. Sostuvo que se ha instaurado un diálogo 
constructivo con el Gobierno, tal como lo demuestra la 
participación activa de la FSB en las actividades del Con-
sejo Nacional de Cuestiones Sociales y de Trabajo y el 
Consejo de Expertos para la mejora de la legislación so-
cial y del trabajo. La FPB actúa a favor del respeto de las 
normas de la OIT en el país y del pluralismo sindical. El 
hecho de que la Comisión de la Conferencia examine este 
caso por séptima vez demuestra que si bien los problemas 
subsisten, las transformaciones emprendidas en el país no 
han sido evaluadas en el momento oportuno. Por ende, es 
indispensable que la OIT apoye los avances alcanzados 
mediante un diálogo más activo y mayor asistencia técni-
ca. Invitó a la Comisión de la Conferencia a tener en 
cuenta, en sus conclusiones, la necesidad de preservar la 
dinámica que se ha instaurado, consolidar los progresos 
logrados, y no hacer figurar este caso en un párrafo espe-
cial de su informe. 

El miembro empleador de Belarús indicó que se han pro-
ducido notables cambios estructurales durante al año ante-
rior en relación con el desarrollo de la coparticipación y la 
cooperación entre el Gobierno y las organizaciones de 
trabajadores y de empleadores. Se han alcanzado progre-
sos concretos para aplicar las recomendaciones de la Co-
misión de Encuesta. Se celebran regularmente consultas 
tripartitas con la participación de todos los sindicatos para 
mejorar el diálogo social y la aplicación de los convenios 
colectivos. Se aprecian también cambios positivos con 
respecto a la legislación que regula y facilita el desarrollo 
de actividades económicas y la creación de condiciones 
favorables para las inversiones. Se espera que estas leyes 
ayuden al país a alcanzar un elevado nivel de desarrollo 
económico y un ambiente social estable. A este respecto, 
se espera también que se restaure el acceso al Sistema 
Generalizado de Preferencias, cuyo retiro ha tenido un 
impacto negativo ante todo sobre los trabajadores. Si bien 
es posible que deban todavía aplicarse otras solicitudes de 
la OIT, no hay motivos para considerar que las restriccio-
nes puedan crear tensión social o frenar el desarrollo di-
námico. Los empleadores de Belarús están dispuestos a 
continuar la cooperación con todas las organizaciones que 
tengan una visión objetiva de las tendencias progresistas 
reales y positivas que prevalecen en el país. Los emplea-
dores también desean poder contar con la asistencia técni-
ca de la OIT. La Comisión debería realizar una correcta 
evaluación de la política económica del país y de todos 
los cambios positivos introducidos de conformidad con 
las recomendaciones de la OIT y formular conclusiones 
equilibradas y justas.  

El miembro trabajador de la Federación de Rusia instó al 
Gobierno a tomar todas las medidas necesarias para im-
plementar en forma plena todas las recomendaciones de la 
Comisión de Encuesta. Aunque lentamente, la situación 
ha comenzado a cambiar en la dirección correcta. Las 
autoridades entendieron que el diálogo constructivo es 
preferible a la confrontación y que es más fácil reparar las 
violaciones que tratar de negar su existencia. Si bien se 
adoptaron una serie de medidas, continúan al mismo 
tiempo las violaciones y la presión sobre los sindicatos, 
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incluyendo el aumento del alquiler de las sedes de algu-
nos de los sindicatos. Se felicitó de que el proyecto de la 
ley sindical no haya sido remitido al Parlamento y que el 
Gobierno haya acordado celebrar dos seminarios sobre 
discriminación antisindical con la participación de todos 
los sindicatos. Además, invitó al Gobierno a demostrar su 
buena voluntad y reafirmar su adhesión a los principios de 
la OIT. 

El miembro gubernamental de Eslovenia habló en nom-
bre de los miembros gubernamentales de la Unión Euro-
pea (UE). Los Gobiernos de Albania, Bosnia y Herzego-
vina, Croacia, la ex República Yugoslava de Macedonia, 
Islandia, Montenegro, Noruega, Serbia, Turquía y Ucrania 
se adhirieron a la declaración de la UE. La UE hace suyas 
las conclusiones de la última reunión del Consejo de Ad-
ministración de marzo de 2008, en la que ya se lamentó 
profundamente la falta de progreso, desde noviembre de 
2007, en la aplicación de las recomendaciones de la Co-
misión de Encuesta, y se instó al Gobierno a asegurar que 
las organizaciones de empleadores y de trabajadores pue-
dan llevar a cabo sus actividades con absoluta libertad. La 
UE sigue profundamente preocupada por la situación en 
Belarús sobre el cumplimiento de los Convenios núms. 87 
y 98. Deplora que el Gobierno no haya podido proporcio-
nar en reiteradas ocasiones a la Comisión de Expertos la 
información solicitada, por lo que pide al Gobierno que 
mejore la cooperación con la Comisión a este respecto. Se 
refirió a la conclusión de la Comisión de Expertos según 
la cual «en Belarús sigue sin garantizarse el pleno respeto 
de la libertad sindical y la aplicación de las disposiciones 
del Convenio núm. 87». La UE considera particularmente 
pertinente el registro sin restricciones de todas las organi-
zaciones de trabajadores. La UE lanza un llamamiento al 
Gobierno para que garantice la libertad sindical y el res-
peto del derecho de todos los trabajadores a constituir las 
organizaciones que estimen convenientes y a afiliarse a 
estas organizaciones, de conformidad con el Convenio. La 
UE seguirá vigilando de cerca la situación en Belarús. 
Pide una vez más al Gobierno que cumpla sin demora su 
compromiso, señalado en repetidas ocasiones, de aplicar 
plenamente las recomendaciones de la Comisión de En-
cuesta. La UE alienta firmemente al Gobierno a proseguir 
un diálogo estrecho y transparente con los interlocutores 
sociales y la OIT. La UE toma nota de la información 
reciente proporcionada por el Gobierno. La UE sigue dis-
puesta a prestar asistencia si el Gobierno la solicita, con el 
objetivo de aplicar las recomendaciones incluyendo aque-
llas recomendaciones que se refieren a las organizaciones 
sindicales libres.  

El miembro gubernamental de la Federación de Rusia re-
cordó que en 2007 la Comisión de la Conferencia tomó 
nota del progreso realizado por el Gobierno de Belarús en 
la aplicación de las recomendaciones formuladas por la 
Comisión de Encuesta. El Consejo de Administración, en 
su reunión de marzo de 2008, tomó nota también del diá-
logo constructivo con los interlocutores sociales que había 
tenido lugar en Belarús. Con respecto a las medidas adop-
tadas por el Gobierno para aplicar las recomendaciones de 
la Comisión de Encuesta, destacó los siguientes puntos: la 
Comisión Nacional de Registro fue suprimida y la respon-
sabilidad de la inscripción de los sindicatos en el registro 
fue transferida al Ministerio de Justicia; dos representan-
tes del CDTU fueron nombrados miembros del Consejo 
Nacional sobre Asuntos Sociales y Laborales; el Consejo 
se convirtió en el órgano competente para conocer las 
quejas por injerencias en asuntos sindicales; el Ministerio 
de Justicia supervisó la aplicación de las decisiones del 
NCLSI; varias organizaciones sindicales fueron inscritas 
en el registro; el Gobierno prosiguió su redacción del pro-
yecto de ley sobre sindicatos en consulta con los interlo-
cutores sociales y teniendo en cuenta las recomendaciones 
formuladas por la OIT; el NCLSI adoptó, el 16 de abril de 
2008, la decisión de que las actividades futuras destinadas 
a introducir mejoras en la legislación nacional se basen en 

las disposiciones de los Convenios núms. 87, 98 y 144. 
Por último, el miembro gubernamental reafirmó la volun-
tad de su Gobierno de cooperar con la OIT para lograr el 
cumplimiento de los Convenios núms. 87 y 98, y añadió 
que ello demuestra que el Gobierno está haciendo progre-
sos en este sentido dentro del espíritu de buena fe que 
preside su cooperación con la OIT. 

La miembro gubernamental de los Estados Unidos expre-
só su continua preocupación por la situación de la libertad 
sindical en Belarús y se felicitó por los numerosos esfuer-
zos de la OIT para colaborar de buena fe con el Gobierno 
de Belarús para implementar las recomendaciones de la 
Comisión de Encuesta. Además, se refirió a la informa-
ción comunicada por el Gobierno de Belarús a la Comi-
sión. A pesar de la evolución positiva, su Gobierno tiene 
la impresión de que Belarús está aún lejos de garantizar el 
respeto de la libertad sindical. Esto constituye, de hecho, 
el aspecto central de la observación de la Comisión de 
Expertos. La Comisión de Expertos debería poder exami-
nar si los últimos avances realizados en Belarús represen-
tan progresos genuinos para aplicar el Convenio. Recordó 
que el derecho a la libertad sindical debe ser plenamente 
respetado en Belarús y deben eliminarse todas las barreras 
legislativas y prácticas para permitir a todos los trabajado-
res el derecho a la libertad sindical y a expresar sus pun-
tos de vista, sin amenazas de injerencia o represalias.  

El miembro gubernamental de la República Bolivariana 
de Venezuela destacó los aspectos positivos del caso y las 
medidas tomadas por el Gobierno de Belarús para reforzar 
el diálogo con los interlocutores sociales. Se había esta-
blecido un órgano tripartito — el Consejo Nacional de 
Asuntos Laborales y Sociales — y un Consejo de Exper-
tos, el Consejo para la mejora de la legislación en el ámbi-
to social y laboral. El Consejo de Administración de la 
OIT también había reconocido avances y el Gobierno se 
disponía a aplicar progresivamente las recomendaciones 
de la Comisión de Encuesta, sobre la base del diálogo 
tripartito. Además, el Gobierno reconoce la necesidad de 
enmendar la legislación, y cuenta con la cooperación de 
los interlocutores sociales nacionales y la participación de 
la OIT. La Comisión de Expertos había mencionado entre 
los casos de interés a los relativos a la aplicación de los 
Convenios núms. 87 y 98 por parte de Belarús. La Comi-
sión de la Conferencia también debe valorar el diálogo 
constructivo y resaltar la cooperación de los interlocutores 
sociales y de la OIT. 

El miembro gubernamental del Canadá expresó la pre-
ocupación de su Gobierno ante el hecho porque el Go-
bierno de Belarús continúa desconociendo los llamamien-
tos internacionales para que se respeten los derechos 
humanos y los principios democráticos, incluyendo los 
derechos de los trabajadores a constituir las organizacio-
nes que estimen conveniente, y afiliarse a las mismas. Se 
insta al Gobierno de Belarús a reconocer y respetar los 
derechos humanos y políticos de sus ciudadanos para que 
puedan realizar actividades pacíficas y democráticas, in-
cluyendo aquellas garantizadas por el Convenio núm. 87 
ratificado, y a cumplir las recomendaciones de la Comi-
sión de Encuesta y las solicitudes de la Comisión de Ex-
pertos. Su Gobierno está dispuesto, junto con los otros 
Miembros de la OIT, a alentar la reforma que debe reali-
zar el Gobierno de Belarús. 

El miembro gubernamental de la India observó los es-
fuerzos tangibles realizados por el Gobierno de Belarús al 
introducir una nueva ley sindical en estrecha cooperación 
con los interlocutores sociales. Alentó el diálogo y la co-
operación entre los Estados Miembros de la OIT para 
solucionar las cuestiones pendientes. Las medidas toma-
das por el Gobierno de Belarús para comprometerse con 
los interlocutores sociales y para aplicar las recomenda-
ciones de la Comisión de Encuesta son extremadamente 
positivas. En vista del significativo progreso realizado en 
la aplicación práctica de las mencionadas recomendacio-
nes y en la puesta en práctica de los mecanismos de se-
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guimiento, se subrayó que ese caso no debería ser tratado 
como un caso individual.  

La miembro gubernamental de Egipto declaró que el 
Gobierno de Belarús ha adoptado numerosas medidas 
para aplicar las recomendaciones de la Comisión de En-
cuesta. Su Gobierno también toma nota de los esfuerzos 
desplegados para mejorar la legislación y la cooperación 
con la OIT. En vista de los progresos realizados, insta a la 
Comisión a seguir prestando apoyo al Gobierno. 

La miembro gubernamental de Cuba indicó que las ex-
plicaciones presentadas por el representante gubernamen-
tal confirman que se cumplen las recomendaciones de la 
Comisión de Encuesta. Se toma nota de que en virtud del 
nuevo decreto núm. 605 se han registrado cuatro de los 
seis sindicatos afiliados al Sindicato de Radio y Electróni-
ca. También hubo un proceso de consultas mediante el 
cual se elaboró un proyecto de ley sindical con la partici-
pación de los interlocutores sociales y la asistencia de la 
OIT. Se destaca el apoyo de la misión de la OIT que par-
ticipó en el proceso de consultas para modificar el proyec-
to de ley para asegurar su conformidad con los Convenios 
núms. 87 y 98. Teniendo en cuenta que en la precedente 
reunión, la Comisión de Expertos había tomado nota de 
los progresos hechos en relación con algunas de las reco-
mendaciones de la Comisión de Encuesta, correspondía 
ahora actuar con imparcialidad y dejando de lado inter-
eses políticos, y tomar nota asimismo de los nuevos pro-
gresos alcanzados a partir del diálogo con los interlocuto-
res sociales, de sus efectos positivos y de las medidas 
adoptadas por el Gobierno de Belarús para cumplir con 
las recomendaciones de la Comisión de Encuesta y con la 
observación de la Comisión de Expertos. 

La miembro gubernamental de China señaló que, desde 
la última reunión de la Conferencia, el Gobierno ha reali-
zado nuevos progresos a través de la cooperación con la 
OIT y del diálogo constructivo con los interlocutores so-
ciales en relación con la aplicación de las recomendacio-
nes de la Comisión de Encuesta y las observaciones de la 
Comisión de Expertos; estos progresos incluyen la elabo-
ración de la nueva ley sindical y el establecimiento de 
mecanismos tripartitos. La Comisión debería reconocer 
estos progresos realizados en cooperación con los interlo-
cutores sociales, y expresó su confianza en que el Gobier-
no y la OIT sigan colaborando para asegurar la futura 
implementación de los Convenios núm. 87 y 98. 

El representante gubernamental de Belarús señaló que el 
Gobierno tomará en cuenta este importante debate. Se han 
realizado grandes progresos en la aplicación de las reco-
mendaciones de la Comisión de Encuesta, y el Gobierno 
continúa su cooperación y diálogo con la OIT. En mayo 
de 2008, representantes gubernamentales, expertos de la 
OIT, y grupos de empleadores y de trabajadores celebra-
ron una serie de consultas en Ginebra. Un seminario sobre 
discriminación antisindical tendrá lugar el 18 de junio de 
2008, que contará con la participación de altos funciona-
rios del más alto nivel y expertos de la OIT, representan-
tes de la CSI, jueces, fiscales, representantes de los Minis-
terios pertinentes, representantes de la FPB, de la CDTU, 
y de organizaciones de empleadores. 

Todos los sindicatos de Belarús, independientemente de 
la estructura a la que pertenecen, pueden defender los 
intereses de sus miembros y concluir convenios colecti-
vos. Seis de los ocho trabajadores mencionados en el in-
forme de la Comisión de Encuesta están trabajando ac-
tualmente, mientras que dos de ellos prefirieron permane-
cer en el sector informal. Las ocho personas referidas no 
fueron despedidas, pero sus contratos no se renovaron. La 
mera existencia del sistema de contratos a tiempo deter-
minado en Belarús no puede criticarse, ya que dicho sis-
tema existe en muchos otros países. La discriminación 
antisindical está prohibida en la legislación y si se produ-
cen violaciones, la Fiscalía y la Inspección del Trabajo 
tienen la obligación de examinar dichos casos. 

Con relación al proyecto de ley sobre los sindicatos, es 
importante señalar que todas las partes interesadas han 
adoptado finalmente una posición común y que el princi-
pio de plena conformidad con los Convenios núms. 87 y 
98 ha sido aprobado como base para el futuro trabajo so-
bre la nueva legislación. Por lo tanto, los esfuerzos des-
plegados por el Gobierno de Belarús para lograr la aplica-
ción de las recomendaciones de la Comisión de Encuesta 
deberían evaluarse positivamente.  

Los miembros empleadores indicaron que después de un 
largo debate en la Comisión, parece llegarse a la conclu-
sión de que se han realizado grandes progresos con res-
pecto a este caso individual, pero que aún queda mucho 
por hacer. Nadie, en particular el Gobierno, debería sub-
estimar la labor que aún debe realizarse. La Comisión 
confía en que se consiga el pleno respeto de la libertad 
sindical en el país.  

Los miembros trabajadores señalaron que apoyan el 
conjunto de las recomendaciones formuladas por la Co-
misión de Expertos en su observación que contiene un 
análisis preciso y argumentado, así como observaciones 
claras sobre la legislación actual y la contribución de las 
reformas previstas respecto al Convenio núm. 87. Los 
miembros trabajadores lamentaron que las recomendacio-
nes de la Comisión de Encuesta establecida en 2003 toda-
vía no se hayan aplicado de forma concreta, particular-
mente en lo que se refiere al reconocimiento del derecho 
de las organizaciones de los trabajadores a ser registradas 
y a realizar sus actividades sin injerencia. Los miembros 
trabajadores instaron al Gobierno a trabajar en consulta 
con todos los interlocutores sociales, y en particular con 
los sindicatos, para poner en práctica las recomendaciones 
de la Comisión de Encuesta y asegurar que esta labor se 
realice en un clima exento de toda violencia o amenaza 
contra las organizaciones de trabajadores. 

Los miembros trabajadores celebraron que el proyecto 
de ley sindical sea objeto de consulta con los interlocuto-
res sociales, en lugar de haber sido impuesto. Esta inicia-
tiva del Gobierno está más de conformidad con el Conve-
nio núm. 87. A pesar de que consideran que la situación 
es alentadora y que se han observado signos positivos, los 
miembros trabajadores señalaron que permanecerán vigi-
lantes y pidieron al Gobierno que informe periódicamente 
al Consejo de Administración sobre los progresos realiza-
dos tanto en la legislación como en la práctica con respec-
to a la aplicación del Convenio núm. 87. Los miembros 
trabajadores insistieron en que la situación sigue siendo 
grave y en que el Gobierno no debería considerar que ya 
ha cumplido con sus obligaciones en virtud del Convenio 
núm. 87. Corresponde también al Consejo de Administra-
ción evaluar los esfuerzos realizados por el Gobierno a 
este respecto. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información escrita y oral 
proporcionada por el representante gubernamental, Minis-
tro de Trabajo de Belarús, y del debate que tuvo lugar a 
continuación.  

La Comisión tomó nota de la detallada información pro-
porcionada por el Gobierno sobre las medidas tomadas para 
aplicar las recomendaciones de la Comisión de Encuesta 
desde la publicación del informe de la Comisión en 2004 y 
sobre las medidas recientes para promover el diálogo social 
en el país. 

La Comisión tomó nota de las declaraciones del represen-
tante gubernamental según las cuales se ha suspendido la 
presentación al Parlamento del proyecto de ley sindical y el 
Gobierno sigue trabajando activamente sobre dicho proyec-
to en consulta con los interlocutores sociales. La Comisión 
tomó nota también de la declaración del Gobierno de que en 
su reunión de abril de 2008, el Consejo Nacional de Asuntos 
Laborales y Sociales expresó su apoyo al principio de dar 
pleno cumplimiento a los Convenios núms. 87 y 98 como 
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fundamento para las labores futuras sobre la nueva legisla-
ción sobre los sindicatos que se examinará en julio del co-
rriente año en el Consejo para la Mejora de la Legislación. 

En vista de las recomendaciones de la Comisión de Exper-
tos según las cuales no debería adoptarse el proyecto de ley 
en su forma actual, la Comisión expresó su aprecio por el 
hecho de que el Gobierno no siga adelante con el proyecto de 
ley. 

No obstante, la Comisión tomó nota con profunda preocu-
pación de que se han presentado nuevos alegatos de acoso y 
presión ejercida sobre los sindicatos independientes, inclui-
dos despidos y aumentos arbitrarios en el alquiler de los 
locales utilizados por las organizaciones sindicales indepen-
dientes, y la continua denegación del registro. 

La Comisión lamentó tomar nota nuevamente de que aún 
no se han aplicado las principales recomendaciones de la 
Comisión de Encuesta. Si bien algunas de las recomendacio-
nes han sido tenidas en cuenta, como ha sido indicado ante-
riormente por la presente Comisión, las medidas adoptadas 
no se dirigen al aspecto central de las cuestiones señaladas 
claramente por la Comisión de Encuesta en su informe. En 
particular, no se han tomado medidas específicas para tratar 
satisfactoriamente la cuestión relativa al derecho de los sin-
dicatos a ser registrados, sin autorización previa, y a llevar a 
cabo sus actividades sin injerencia ni acoso. 

En vista del declarado compromiso del Gobierno al diálo-
go social, la Comisión lo alentó firmemente a trabajar estre-
chamente con los interlocutores sociales para encontrar so-
luciones aceptables que resulten en la aplicación efectiva de 
las recomendaciones de la Comisión de Encuesta. La Comi-
sión subrayó que esa cooperación debería llevarse a cabo en 
un marco exento de presiones o acoso contra los sindicatos y 
sus afiliados y en el que se respeten escrupulosamente sus 
derechos fundamentales. 

La Comisión acogió con agrado la declaración del Gobier-
no según la cual está organizando un seminario sobre dis-
criminación antisindical con la participación de representan-
tes de la OIT que se realizará inmediatamente después de la 
Conferencia y que en otoño de 2008 se organizará un semi-
nario tripartito ampliado sobre la aplicación de las reco-
mendaciones de la Comisión de Encuesta. 

La Comisión esperó firmemente que el Consejo de Admi-
nistración podrá observar una evolución positiva a este res-
pecto en su reunión de noviembre de 2008. Pidió al Gobierno 
que envíe información acerca de todo progreso de orden 
legislativo, así como estadísticas completas relacionadas con 
el registro de sindicatos y sobre las quejas de discriminación 
antisindical, para su examen por parte de la Comisión de 
Expertos en su próxima reunión. 

BULGARIA (ratificación: 1959) 
Un representante gubernamental recordó que Bulgaria es 

Miembro de la Organización desde 1920 y ha ratificado 
hasta la fecha 80 convenios de la OIT, incluidos los ocho 
convenios fundamentales y tres convenios prioritarios. Su 
Gobierno comparte plenamente los valores y la misión de 
la OIT, y está convencido de que los derechos humanos 
en los ámbitos social y económico son indisociables de 
los derechos humanos fundamentales. Sus principales 
prioridades incluyen mejorar la aplicación de las normas 
internacionales del trabajo, asegurar el acceso efectivo a 
los derechos sociales, y fortalecer su aplicación y obser-
vancia. 

Los últimos diez años se han caracterizado por la estre-
cha cooperación entre la Oficina Internacional del Trabajo 
y el Gobierno de Bulgaria. Su Gobierno recibió asistencia 
inestimable en el proceso que culminó con su adhesión a 
la Unión Europea, en la reforma de su legislación del tra-
bajo, en el desarrollo de las capacidades y en el fortaleci-
miento del cumplimiento de los derechos sociales y eco-
nómicos. Este caso brinda otra oportunidad de mejorar el 
cumplimiento de las obligaciones internacionales por su 

país y puede ser positivo para sensibilizar a todos los ac-
tores responsables de introducir las normas internaciona-
les del trabajo en su país y velar por su aplicación efecti-
va. 

Las observaciones de la Comisión de Expertos hacen 
referencia en general al derecho de huelga, que suele con-
siderarse el instrumento de presión más eficaz de que dis-
ponen los trabajadores para satisfacer sus intereses. Inclu-
so en un contexto globalizado, las acciones colectivas 
reflejan fielmente los sistemas nacionales de relaciones 
laborales y los factores socioeconómicos, que suelen va-
riar de un país a otro. El derecho de huelga está garantiza-
do por la Constitución, que prevé el derecho de los em-
pleadores y los trabajadores a convocar una huelga para 
proteger sus intereses colectivos económicos y sociales. 
Existen varias leyes que reglamentan el procedimiento y 
el alcance del derecho de huelga, en particular la Ley rela-
tiva a la Solución de Conflictos Laborales Colectivos, que 
prevé diferentes tipos de huelga, como la huelga simbóli-
ca, la huelga de advertencia, la huelga efectiva y la acción 
solidaria. De conformidad con la legislación nacional, la 
decisión de iniciar una huelga debe ser tomada por mayo-
ría simple (el 50 por ciento más uno) de los trabajadores 
de la empresa o unidad interesadas. Esta decisión tan im-
portante debe ser tomada de un modo responsable por la 
mayoría de los trabajadores, lo que está en consonancia 
con el principio de un gobierno democrático. Sin embar-
go, su Gobierno es consciente de las solicitudes presenta-
das por los sindicatos, y de las observaciones formuladas 
por la Comisión de Expertos sobre la necesidad de exa-
minar esta disposición. En consecuencia, se decidió em-
prender la iniciativa de hallar una solución apropiada y, a 
este respecto, solicitar la asistencia técnica de la Oficina a 
los efectos de mejorar el sistema de resolución de conflic-
tos laborales colectivos. Dando curso a esta solicitud, una 
alta funcionaria del Departamento de Normas Internacio-
nales visitó el país hace unos años para una misión de 
asesoramiento. En su informe sobre la misión, propuso un 
texto concreto para enmendar la disposición en cuestión 
que sigue siendo examinado por los interlocutores socia-
les. 

Dado que el sistema nacional de relaciones laborales se 
basa en el principio de las consultas tripartitas, su Gobier-
no se compromete a alentar la continuación de dichas 
consultas para consensuar una decisión que responda a las 
recomendaciones de la Comisión, teniendo en cuenta al 
mismo tiempo las condiciones socioeconómicas naciona-
les, las posiciones de diferentes agentes y las obligaciones 
dimanantes de los instrumentos jurídicos internacionales 
de carácter vinculante.  

Con respecto a la obligación de notificar la duración de 
una huelga, no se considera que la disposición jurídica 
pertinente plantee problemas prácticos. Esto no significa 
que una huelga deba durar sólo unos días, puesto que, de 
hecho, puede declararse una huelga ilimitada o hasta que 
se hayan satisfecho todas las solicitudes. Este texto sólo 
prevé la posibilidad de incrementar gradualmente la pre-
sión, aumentando de un modo progresivo la duración de 
la huelga, hasta que se declare ilimitada. Pero no existe la 
obligación de seguir este modelo, ya que puede anunciar-
se desde el principio que una huelga es ilimitada. 

En su observación, la Comisión de Expertos pide al 
Gobierno que enmiende el artículo 51 de la Ley sobre 
Transportes Ferroviarios, que prevé que, cuando se lleva a 
cabo una huelga, los empleadores y los trabajadores de-
ben proporcionar a la población servicios de transporte 
satisfactorios que no sean inferiores al 50 por ciento del 
volumen de servicios de transporte disponibles antes de la 
huelga. La Comisión de Expertos estima que el requisito 
del 50 por ciento para el servicio mínimo es excesivo, y 
señala que, dado que el establecimiento de un servicio 
mínimo restringe uno de los medios esenciales de que 
disponen los trabajadores para ejercer presión, las organi-
zaciones de los trabajadores deberían poder participar en 
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la definición de dicho servicio, junto con los empleadores 
y las autoridades públicas. A la luz de estas observacio-
nes, su Gobierno emprendió un debate interno con exper-
tos sobre la posible enmienda de este texto. Dado que 
existe una voluntad clara para resolver la cuestión, expre-
só su confianza en que puedan realizarse progresos en un 
futuro cercano. 

Otra observación formulada por la Comisión de Exper-
tos hace referencia a los trabajadores de los sectores de la 
energía, las comunicaciones y la salud, a quienes se de-
niega su derecho de huelga. A este respecto, se complació 
en anunciar que, desde 2006, esta disposición ya no está 
en vigor, lo que significa que estos trabajadores disfrutan 
en la actualidad de su derecho de huelga. De conformidad 
con la nueva reglamentación, se exige a los trabajadores 
afectados que aseguren las condiciones para el buen fun-
cionamiento de las actividades respectivas. Estas condi-
ciones deberían especificarse en un acuerdo por escrito, 
concluido al menos tres días antes de iniciarse la huelga. 
En caso de no alcanzarse dicho acuerdo, cada parte podría 
presentar el caso al Instituto Nacional de Mediación y 
Arbitraje, para determinar el servicio mínimo exigido. En 
la próxima memoria que el Gobierno presente a la Comi-
sión sobre el cumplimiento del Convenio núm. 87 se pro-
porcionará información detallada al respecto, para que la 
Comisión de Expertos pueda evaluar el nuevo sistema.  

La última observación de la Comisión de Expertos hace 
referencia a las restricciones del ejercicio del derecho de 
huelga por los funcionarios: el derecho a iniciar una huel-
ga simbólica no está en total conformidad con los requisi-
tos del Convenio núm. 87. A este respecto, recordó que la 
noción de administración pública varía de un país a otro. 
Por ejemplo, hay casos en que los funcionarios son todas 
aquellas personas que trabajan en el sector público, como 
funcionarios gubernamentales, médicos, docentes, policí-
as y funcionarios judiciales, lo que no es el caso de su 
país. En concreto, los trabajadores que representan el sec-
tor público son más de 500.000, mientras que el número 
de funcionarios gira en torno a 88.000 personas. Por lo 
tanto, la noción de administración pública sólo se limita a 
aquellas personas que colaboran en un organismo estatal 
en el desempeño de sus funciones. Como consecuencia, si 
se concede a dichas personas el derecho de huelga, esto 
puede implicar el cese de la gobernanza estatal habitual, 
tener importantes consecuencias sociales negativas y su-
poner una posible vulneración de los derechos humanos 
individuales. Por estos motivos, su Gobierno considera 
que, en las circunstancias actuales y debido a la particular 
naturaleza de las funciones que desempeñan los funciona-
rios, dicha restricción es razonable, proporcional y nece-
saria para la protección del interés público, la seguridad 
nacional, la salud pública y la moralidad. Sin embargo, en 
pleno respeto de las normas internacionales del trabajo y 
como una prueba más de su compromiso con los valores 
fundamentales de la Organización, su Gobierno está dis-
puesto a reabrir el debate sobre el derecho de huelga de 
los funcionarios públicos, para encontrar una solución 
aceptable. A este respeto, el Gobierno acogerá con agrado 
la asistencia técnica de la Oficina para analizar diferentes 
sistemas y formular propuestas concretas apropiadas para 
la situación específica del país. 

Los miembros empleadores apreciaron la actitud positiva 
del representante gubernamental. Este caso es inusual por 
el hecho de que las observaciones de la Comisión de Ex-
pertos tratan exclusivamente de varios aspectos del dere-
cho de huelga. Como tal, brinda una oportunidad para 
aportar más claridad a las opiniones de los miembros em-
pleadores en relación con el derecho de huelga y el Con-
venio núm. 87. 

El derecho de huelga no está expresamente previsto en 
el Convenio núm. 87. La historia de la negociación de 
dicho instrumento es inequívocamente clara al referir que 
el Convenio se circunscribe únicamente a la libertad sin-
dical y no al derecho de huelga. En uno de los informes 

preparatorios (Conferencia Internacional del Trabajo, 31.ª 
reunión, 1948, Informe VII, página 91) la Oficina conclu-
yó que varios Gobiernos han subrayado, al parecer con 
razón, que en el convenio propuesto no se trata más que 
de libertad sindical y no del derecho de huelga, y que en 
esas circunstancias era preferible no incluir una disposi-
ción sobre dicho punto en el convenio propuesto sobre la 
libertad sindical. Tanto en la preparación como en la 
adopción del Convenio se respondió por la negativa a la 
pregunta de si la libertad sindical creó las bases para la 
regulación del derecho de huelga. La libertad sindical 
según el Convenio núm. 87 contiene un derecho de huelga 
en forma general, pero el Convenio núm. 87 no propor-
ciona las bases para un derecho de huelga en sí mismo. 
Consecuentemente, los gobiernos tienen suficiente mar-
gen para determinar el alcance y los límites del derecho 
de huelga sobre la base de las condiciones y circunstan-
cias nacionales.  

Estos antecedentes son esenciales al considerar los pun-
tos 2, 3 y 4 de la observación. El punto 2 de la observa-
ción guarda relación con la opinión del Gobierno de que 
los trabajadores y empleadores deben proveer a la pobla-
ción con no menos del 50 por ciento del volumen de 
transporte que se brinda antes de una huelga. Esta fue una 
decisión adecuada que le correspondía al Gobierno. En 
vista del hecho de que el tripartismo es la piedra angular 
de la OIT, el Convenio núm. 87 es algo inusual en el sen-
tido de que no contiene una disposición expresa que re-
quiera consultas con los sindicatos y con las organizacio-
nes de empleadores para elaborar la legislación y regla-
mentos para aplicar el Convenio. Sin embargo, por el 
hecho de ser miembro de la OIT, y en virtual de la Decla-
ración de Filadelfia y la Declaración relativa a los princi-
pios y derechos fundamentales en el trabajo, el Gobierno 
está obligado a celebrar consultas con los interlocutores 
sociales sobre todo proyecto de legislación para dar efecto 
al Convenio núm. 87. Respecto al punto 3 de la observa-
ción sobre las garantías compensatorias para los trabaja-
dores en los sectores de la energía, comunicaciones y los 
servicios de salud, los miembros empleadores señalaron 
que el Gobierno retiró la prohibición de huelgas en estos 
sectores. Lo anterior se encuentra dentro de las competen-
cias del Gobierno y en concordancia con el derecho de 
huelga considerado en forma general. Con relación al 
punto 4 sobre la prohibición total del derecho de huelga, 
la Comisión de Expertos señaló la voluntad del Gobierno 
de considerar posibles cambios legislativos. 

Finalmente, en relación con el punto 1 de la observa-
ción de la Comisión de Expertos con respecto al derecho 
de los sindicatos y las organizaciones de trabajadores de 
organizar sus actividades libremente sin la interferencia 
de las autoridades públicas, los miembros empleadores 
opinan que el artículo 3 del Convenio núm. 87 claramente 
dispone dicho derecho pero es obvio que las consecuen-
cias de las huelgas no son meramente internas. Aun cuan-
do una huelga fuese normalmente dirigida contra un em-
pleador, en el mundo globalizado los efectos inevitables e 
imprevisibles de una huelga tienen cada vez más el pro-
pósito de hacerse sentir en terceras partes y en la pobla-
ción. Las huelgas políticas y de solidaridad, importan en 
ciertos ámbitos no relacionados con la disputa. En otras 
palabras, el artículo 3 se aplica únicamente cuando se 
trata de un asunto interno. El porcentaje exigido para au-
torizar una huelga es un asunto interno de gobernabilidad 
del sindicato y se protege en el artículo 3. Por otra parte, 
la especificación de la duración de la huelga es un asunto 
que concierne al Estado por el impacto que tiene la dura-
ción de la huelga. En conclusión, los miembros empleado-
res ratifican que los límites del derecho de huelga no se 
hallan regidos o regulados por el Convenio núm. 87. 

Los miembros trabajadores observaron que se habían 
realizado progresos importantes en algunos de los puntos 
problemáticos planteados por la Comisión de Expertos. 
Acogieron con satisfacción la supresión de la interdicción 
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de la huelga en los sectores de la energía, las comunica-
ciones y la salud, cumpliendo con las disposiciones del 
Convenio núm. 87. Asimismo, se felicitaron de que el 
Gobierno haya asumido el compromiso de revisar la Ley 
sobre la Función Pública para ponerla en conformidad con 
el contenido del Convenio núm. 87, y expresaron su vo-
luntad de que dicha revisión se haga dentro del marco de 
un diálogo con los interlocutores sociales. 

En este sentido, los miembros trabajadores observaron 
que persisten dos problemas que la Comisión de Expertos 
ya ha señalado. El primero se refiere a la falta de progreso 
en las enmiendas al artículo 11 de la Ley relativa a la So-
lución de Conflictos Laborales Colectivos, cuya revisión 
ha sido solicitada por la Comisión en repetidas ocasiones, 
y que también fue objeto, en 2006, de un examen por par-
te del Consejo de Europa y del Comité Europeo de Dere-
chos Sociales interpretando la Carta Social Europea. Los 
miembros trabajadores suscribieron plenamente la solici-
tud de la Comisión de Expertos de revisar el artículo 11 
para flexibilizar los requisitos que deben cumplirse para 
convocar una huelga, tanto en lo que respecta al número 
mínimo de miembros que apoyan la convocatoria como a 
la obligación de notificar con antelación la duración de la 
misma, ya que esta última condición podría provocar una 
situación de inseguridad jurídica grave para los trabajado-
res en el caso de que la huelga supere el plazo anunciado, 
problema que también ha sido señalado por el Consejo de 
Europa y el Comité Europeo de Derechos Sociales. 

Los miembros trabajadores plantearon asimismo la 
cuestión del derecho de huelga de los trabajadores del 
sector del transporte ferroviario, que, según los términos 
de los principios planteados por la Comisión de Expertos 
y el Comité de Libertad Sindical, no debería considerarse 
un servicio esencial en el sentido estricto del término. Si 
bien es cierto que se ha anunciado una revisión de la Ley 
sobre los Transportes Ferroviarios, la Comisión de Exper-
tos ha observado que en las propuestas de enmiendas a la 
ley se sigue restringiendo notablemente el ejercicio del 
derecho de huelga. Los miembros trabajadores expresaron 
su preocupación por los obstáculos que se imponen al 
ejercicio de este derecho en algunos países europeos me-
diante el establecimiento de un servicio mínimo que daba 
lugar a que éste careciera totalmente de sentido. 

Precisamente en relación con el derecho de huelga, los 
miembros trabajadores expresaron su voluntad de plantear 
un problema que había surgido recientemente en Bulgaria, 
donde, tras la realización de una huelga de gran alcance 
en la enseñanza pública, en septiembre y octubre de 2007, 
una asociación de padres decidió interponer un recurso 
ante la Comisión para la protección contra la discrimina-
ción contra los dirigentes sindicales, a saber, Sr. Yanka 
Takeva, presidente del Sindicato de Docentes de la Con-
federación de Sindicatos Independientes de Bulgaria 
(CITUB), y Sr. Krum Krumo, presidente del sector de la 
educación. Amparándose en una argumentación no poco 
singular, los demandantes reivindicaron que, a causa de la 
huelga, se había producido una discriminación de los 
alumnos de la enseñanza pública frente a los alumnos de 
las escuelas privadas. Los miembros trabajadores subra-
yaron que si las autoridades públicas restringen los dere-
chos sindicales con el pretexto de aplicar la legislación en 
materia de discriminación, se tratará de una nueva estra-
tegia para atentar contra las disposiciones del Convenio 
núm. 87. 

El miembro trabajador de Bulgaria, en nombre de la 
CITUB y de la Confederación del Trabajo «Podkrepa», 
apoyó la intervención de los miembros trabajadores. En 
cuanto a la revisión del artículo 11, párrafos 2 y 3, de la 
Ley relativa a la Solución de Conflictos Laborales Colec-
tivos, indicó que las enmiendas son objeto de discusiones 
entre el Gobierno y las organizaciones de empleadores y 
de trabajadores desde hace varios años. El proceso se ha 
demorado mucho más de lo normal por falta de voluntad 
política, lo que se une al hecho de que los empleadores 

exigen obtener una contrapartida a cambio de su consen-
timiento.  

En cuanto a la solicitud presentada por la Comisión de 
Expertos al Gobierno para que enmiende el artículo 51 de 
la Ley de 2000 sobre los Transportes Ferroviarios, la re-
ciente declaración del Ministerio de Transporte sobre este 
tema no refleja la realidad, en la medida en que la CITUB 
y la Confederación del Trabajo «Podkrepa» solicitan esta 
revisión desde hace varios años sin haber obtenido res-
puesta del Gobierno. 

En cuanto a la derogación de la prohibición de huelga 
en los sectores de la energía, las comunicaciones y la sa-
lud en el marco de la enmienda de la Ley relativa a la 
Solución de Conflictos Laborales Colectivos, expresó su 
agradecimiento a la OIT por los esfuerzos realizados des-
de hace varios años sobre este tema que han conducido a 
este resultado. En lo que respecta a la restricción del ejer-
cicio del derecho de huelga de los funcionarios, las dos 
confederaciones sindicales consideran que el artículo 47 
de la Ley sobre los Funcionarios, establecen una discri-
minación en perjuicio de los funcionarios que no ejercen 
autoridad en nombre del Estado, y expresan el deseo de 
que éste sea derogado con el apoyo de la OIT.  

Además, en cuanto a la huelga de los docentes y al re-
curso presentado ante la Comisión nacional para la pro-
tección contra la discriminación, se trata de una de las 
huelgas más importantes llevada a cabo en Bulgaria, que 
contó con la participación del 80 por ciento del personal 
del sistema educativo. En ningún momento se cuestionó 
que esta acción fuera ilícita. Sin embargo, al término de la 
huelga, las autoridades, haciéndose pasar por una asocia-
ción de padres, presentaron una denuncia ante la Comi-
sión para la protección contra la discriminación alegando 
que los alumnos del sector público habían sido objeto de 
discriminación con respecto a los del sector privado. Aho-
ra bien, lo que es extraño es que dicha Comisión aceptara 
la denuncia a pesar de los argumentos de los sindicatos de 
que no se había presentado ninguna prueba concreta para 
demostrar la presunta discriminación. Se trata en realidad 
de una operación de intimidación contra el personal edu-
cativo y de una lectura parcial de las normas nacionales 
vigentes. Es probable que este caso se lleve ante la Corte 
Suprema Administrativa. Eventualmente, contribuirá a 
demostrar que el Gobierno trata de obstaculizar el ejerci-
cio del derecho de huelga y la libertad de los trabajadores 
de ejercer este derecho, reconocido constitucionalmente, 
para defender sus intereses. 

El miembro trabajador de Francia denunció los cuestio-
namientos al derecho de huelga a través de procesos insi-
diosos, tales como la exacerbación y la explotación del 
descontento y de los trastornos causados por la huelga. Es 
característico de cualquier huelga que sea perturbadora y 
costosa. Pero la huelga es también costosa para los traba-
jadores. Como se recuerda en el Estudio General sobre la 
libertad sindical y negociación colectiva, de 1994, bajo 
ninguna circunstancia, la noción de servicios esenciales o 
servicios mínimos debe tener por objeto ni por efecto me-
noscabar la eficacia de los medios de presión que están al 
alcance de los trabajadores. Para los trabajadores, la huel-
ga sigue siendo el último recurso ante el fracaso de la 
negociación colectiva. La huelga de maestros en Bulgaria 
en otoño de 2007 demostró que a menudo hay varias se-
manas de conflicto costoso y perturbador antes que un 
gobierno reconozca el fracaso de su política, como lo hizo 
finalmente, y acepte encontrar una solución mediante la 
negociación. Por último, se recordó que el derecho de 
huelga es un corolario indisociable del derecho de sindi-
cación protegido por el Convenio núm. 87. 

El representante gubernamental de Bulgaria agradeció a 
los oradores sus declaraciones. Reiteró la intención de su 
Gobierno de rectificar la situación, en particular en cuanto 
a la modificación del artículo 11, 2) y 3) de la Ley relativa 
a la Solución de Conflictos Laborales Colectivos, y re-
afirmó el compromiso de su Gobierno de buscar solucio-
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nes apropiadas mediante el diálogo tripartito. En cuanto al 
derecho de huelga en el sector del transporte ferroviario, 
reconoció que no se realizaron consultas, sino que se ini-
ciaron discusiones internas. Se pretende presentar nuevas 
propuestas al Parlamento una vez que concluyan las con-
sultas tripartitas. En cuanto a las restricciones existentes 
al derecho de huelga de los funcionarios públicos, expresó 
la esperanza de que se encuentre una solución satisfacto-
ria sin demora con ayuda de la OIT. Finalmente, en cuan-
to a la huelga reciente del personal docente, observó que 
existe un procedimiento pendiente ante la Comisión para 
la protección contra la discriminación, por lo que no se 
pueden extraer conclusiones en esta fase. 

Los miembros empleadores se felicitaron por la declara-
ción del Gobierno según la cual está dispuesto a rectificar 
la situación sobre la base de consultas tripartitas. En estas 
circunstancias, expresaron la esperanza de que se adopta-
rán medidas y de que se podrán observar progresos en 
futuras reuniones. 

Los miembros trabajadores declararon que, sin pretender 
abrir el debate sobre la competencia de la presente Comi-
sión sobre las cuestiones relativas al derecho de huelga, 
siempre consideraron que el derecho de huelga es un ele-
mento clave de la libertad sindical, protegida por el Con-
venio núm. 87. Teniendo en cuenta lo anterior, solicitaron 
que se enmiende la Ley sobre la Solución de los Conflic-
tos Laborales Colectivos, tal como recomienda la Comi-
sión de Expertos, de conformidad con el Convenio núm. 
87. En Bulgaria, como en todas partes, los ferrocarriles no 
son un servicio esencial y los trabajadores de dicho sector 
tienen el derecho de recurrir a la huelga. Una nueva obli-
gación de mantenimiento de un servicio mínimo daría 
lugar a que el derecho de huelga pierda todo su sentido en 
el sector. Además, los miembros trabajadores desean que 
la Comisión de Expertos siga con suma atención una peli-
grosa tendencia que pretende poner en duda tanto el dere-
cho a la acción reivindicativa directa, como el derecho a 
la huelga, a través de acciones judiciales que presentan los 
efectos de la huelga como discriminatorios. El triunfo de 
esa estrategia puede llevar a negar toda acción reivindica-
tiva. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las declaraciones del represen-
tante gubernamental y del debate que tuvo lugar a continua-
ción. La Comisión recordó que la Comisión de Expertos se 
había referido a ciertos puntos relativos al derecho de las 
organizaciones de trabajadores de realizar libremente sus 
actividades sin injerencia del Gobierno. 

La Comisión tomó nota de las declaraciones del Gobierno 
según las cuales estaba comprometido con las consultas tri-
partitas en curso a efectos de encontrar una solución acor-
dada conjuntamente para responder a los comentarios for-
mulados por la Comisión de Expertos, teniendo en cuenta las 
condiciones sociales y económicas nacionales. Además, el 
Gobierno anunció modificaciones legislativas que otorgarían 
el derecho de huelga a ciertas categorías de trabajadores a 
los que previamente se les había restringido. 

La Comisión tomó nota con interés de la declaración del 
Gobierno según la cual algunas cuestiones planteadas por la 
Comisión de Expertos han sido resueltas y otras están siendo 
tratadas a través de consultas con los interlocutores sociales. 
La Comisión se felicitó por la declaración del Gobierno se-
gún la cual asociará plenamente a las organizaciones de tra-
bajadores y de empleadores concernidas en toda discusión 
relacionada con estas cuestiones. La Comisión expresó la 
esperanza de que el Gobierno tomará todas las medidas ne-
cesarias para poner la legislación en conformidad con el 
Convenio y que facilitará informaciones completas sobre 
toda evolución relevante así como los textos legislativos per-
tinentes cuando transmita la próxima memoria debida para 
examen de la Comisión de Expertos. 

COLOMBIA (ratificación: 1976) 
Un representante gubernamental declaró que había veni-

do desde Colombia con el ánimo de compartir con los 
empresarios, los trabajadores, los representantes de los 
Gobiernos y los funcionarios de la OIT, el espacio que 
brinda la Comisión de Normas de la Conferencia para 
discutir un caso que, como el de Colombia, es sin ninguna 
duda, un caso en progreso. 

Hablar de un caso en progreso exige que realicemos un 
análisis objetivo que permita buscar mecanismos para 
avanzar en el tema que a todos nos debe interesar y unir: 
el mejoramiento de las condiciones laborales en Colom-
bia. Este ejercicio exige recordar y confrontar el pasado, 
mirar y analizar el presente, y poder proyectar los esfuer-
zos que en el futuro se deben seguir realizando con el 
ánimo de mejorar la situación. 

El representante gubernamental centró su intervención 
en la seguridad, la impunidad, los estándares laborales y 
un punto especial que es el de la presencia y el acompa-
ñamiento de la OIT. Son temas analizados desde la pers-
pectiva del Acuerdo Tripartito, evaluado recientemente 
por la Misión de Alto Nivel que hace seis meses visitó el 
país. 

Recordó que cada uno de los avances logrados en el 
marco del acuerdo debe entenderse como un triunfo de la 
concertación. También es bueno recordar que cada avance 
es una derrota para aquellos que lo único que quieren es 
radicalizar el problema. Declaró que su Gobierno y la OIT 
creen en el diálogo, entienden el acuerdo y el espacio que 
éste representa, como un mecanismo que permite identifi-
car diferencias y construir soluciones, construir democra-
cia y construir desarrollo. Consideró que el tripartismo es 
una alternativa real y concreta por la que hay que apostar. 

En relación con la seguridad, indicó que en Colombia 
no se puede decir que haya existido o que exista una polí-
tica focalizada y dirigida a exterminar el movimiento sin-
dical colombiano. Lo que había era un problema generali-
zado de violencia al que se ha hecho frente en el marco 
del programa de seguridad democrática. El año pasado, 
cinco años después de implementar el programa, las 
32.000 muertes violentas del año 2002 bajaron a 17.198, y 
los 196 asesinatos de personas vinculadas al movimiento 
sindical, se redujeron a 26, lo que representa una dismi-
nución del 86 por ciento. Este número, reiteró, sigue sien-
do muy alto, con la inmensa preocupación de que en los 
primeros meses de este año, se ha elevado el número de 
muertes en comparación con los mismos meses del año 
pasado. 

El orador se refirió al programa de protección. En el 
año 2000, dos años antes de iniciarse el presente gobier-
no, la totalidad del programa de protección en el país te-
nía un presupuesto de 1,7 millones de dólares para sindi-
calistas, periodistas, líderes sociales y políticos. En 2007, 
el programa contó con 34 millones de dólares, de los cua-
les aproximadamente el 30 por ciento, cerca de 11 millo-
nes de dólares, se dedicaron al programa de protección de 
los sindicalistas. 

El segundo tema que abordó, objetivo prioritario del 
Acuerdo Tripartito, es la lucha contra la impunidad y los 
avances que en este tema se han dado. Recordó que la 
Fiscalía General de la Nación creó una unidad especial 
dedicada, única y exclusivamente, a investigar los críme-
nes perpetrados contra alguna de las personas vinculadas 
con el movimiento sindical. Esta unidad, que inicialmente 
fue transitoria, se convirtió el año pasado en una unidad 
permanente dentro de la Fiscalía. Esta unidad especial, se 
vio reforzada el año pasado, cuando en esta misma asam-
blea de la OIT, se identificó como una necesidad impor-
tante la promoción de la creación de algunos juzgados 
especiales de descongestión, dedicados única y exclusi-
vamente a juzgar los delitos mencionados. Como resulta-
do de lo anterior, los magistrados crearon tres juzgados 
especiales de descongestión, que han permitido acelerar 
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los resultados frente a la impunidad, como son: 44 senten-
cias condenatorias en 2007 y 11, en 2008, para un total de 
103 sentencias durante este gobierno. Esta cifra, que para 
muchos será pequeña, debe ser contrastada con las 2 sen-
tencias pronunciadas en los cinco años comprendidos 
entre 1996 y 2001, mientras que el último año y medio, se 
han pronunciado 55 sentencias; 177 personas han sido 
condenadas, de las cuales 117 están en la cárcel; y, de 
acuerdo con los jueces, rama independiente del poder 
público colombiano, 20 de las 105 sentencias acumuladas 
están relacionadas con la actividad sindical. 

Ahora bien, los esfuerzos referidos a la seguridad y a la 
lucha contra la impunidad, se han visto reforzados recien-
temente con las recompensas que permiten identificar y 
capturar a los autores intelectuales y materiales de todos 
los crímenes en los que están involucrados personas vin-
culadas con el movimiento sindical. Estas recompensas a 
lo largo del presente año han dado importantes resultados 
para la captura de cinco presuntos responsables. Además, 
el Gobierno radicó un proyecto de ley en el Congreso de 
la República para endurecer las penas a los asesinos de 
miembros del movimiento sindical. 

En relación con los estándares laborales, mencionó que 
la semana pasada el Congreso de la República, por inicia-
tiva del Gobierno, había aprobado un proyecto de ley que 
trasladaba a la justicia laboral la declaratoria de ilegalidad 
de los paros en el país. Este mismo proyecto de ley, men-
ciona que la convocatoria a los tribunales de arbitramento 
debe ser realizada de común acuerdo por las partes. 

El otro proyecto, que debe estar próximo a su aproba-
ción por el Congreso, tiene que ver con las cooperativas 
de trabajo asociado. Sólo algunas de estas cooperativas 
vienen abusando, ante la falta de claridad en alguna de las 
normas legales, del sistema cooperativo. Este proyecto de 
ley, desarrollado conjuntamente con las asociaciones de 
cooperativas, fue presentado por iniciativa del Gobierno. 
Consideró que bajo ningún punto de vista se debe conde-
nar el cooperativismo como alternativa de desarrollo. 

Además, el Gobierno se ha comprometido ante el Con-
greso de la República a presentar, en el transcurso de los 
próximos seis meses, un proyecto de ley sobre los servi-
cios públicos esenciales. 

Recordó que, con posterioridad al Acuerdo Tripartito, el 
país también había aprobado una ley que incorpora la 
oralidad dentro del sistema laboral. Estas medidas, que ya 
se están implementando, permitirán acelerar los procesos 
para establecer y compensar derechos laborales, y agiliza-
rán los procedimientos judiciales. En 2008, se inició la 
construcción de más de 100 nuevos juzgados laborales en 
el país. 

Por último, señaló la decisión del Gobierno de fortale-
cer la unidad de inspección y vigilancia, encargada de 
hacer cumplir la legislación laboral. Esta medida es de 
gran importancia, puesto que la tasa anual de desempleo 
ha descendido del 20 por ciento en 2002 al 11 por ciento 
en 2007. La mayoría de estos trabajadores recibe los be-
neficios de la expansión de la protección de la seguridad 
social en salud, pensiones y riesgos profesionales en Co-
lombia. Por citar un ejemplo, en 2002 el 55 por ciento de 
los colombianos estaban cubiertos por el seguro de salud; 
hoy, cerca del 90 por ciento de los colombianos tienen el 
seguro de salud y la meta es la universalización para 
2010. Por lo tanto, en el transcurso de los tres próximos 
años, se incrementará la planta de inspección en 207 fun-
cionarios, con un crecimiento cercano al 30 por ciento. 

Refiriéndose a la presencia de la OIT en Colombia, re-
cordó que, desde noviembre de 2006, la OIT tiene una 
oficina en Colombia. A través de esta oficina, el Gobier-
no, con recursos propios, ha asegurado más de 4 millones 
de dólares para la implementación de proyectos de coope-
ración técnica en trabajo decente, que fueron concertados 
de forma tripartita. 

El acompañamiento de la oficina de la OIT en Lima, 
Perú, al igual que la comunicación permanente y fluida 

que existe con la oficina central, han permitido que la OIT 
haya desempeñado un papel decisivo para facilitar los 
procesos constructivos de resolución de problemas, al 
igual que han ayudado a conseguir aliados nacionales e 
internacionales en la implementación de los proyectos en 
el ámbito nacional. 

La Misión de Alto Nivel, que visitó Colombia en nom-
bre del Director de la OIT, Sr. Juan Somavia, y bajo la 
orientación del Sr. Kari Tapiola y su equipo, permitió 
sentar las líneas de base para promover la identificación 
de una agenda tripartita, que ha comenzado a trabajarse en 
el seno de la Comisión de Concertación de Política Sala-
rial y Laboral. Temas como el trabajo decente, la justicia 
laboral y el ejercicio de la libertad sindical, forman parte 
de la agenda tripartita. El representante gubernamental 
reiteró la voluntad de su Gobierno de avanzar. 

Los miembros trabajadores señalaron que este procedi-
miento de examen especial no constituye un precedente. 
Asimismo, indicaron que cabe examinar más detenida-
mente ciertos temas abordados en la Comisión de Exper-
tos en lo que respecta al Acuerdo Tripartito de 2006. En 
primer lugar, en relación con la militarización de la socie-
dad, comentaron que siguen produciéndose actos de vio-
lencia contra militantes y dirigentes sindicales. Entre 1986 
y abril de 2008, 2.669 sindicalistas han sido asesinados, 
es decir, uno cada tres días. Este año, ya han sido asesina-
das 26 personas, entre las que figuran siete miembros del 
personal docente y entre ellos, una mujer embarazada. 
Estos sindicalistas han sido asesinados debido a sus acti-
vidades sindicales. En la mayor parte de los casos, los 
autores de estas muertes han sido grupos paramilitares 
que consideran que el movimiento sindical tiene relación 
con las guerrillas o con los movimientos de extrema iz-
quierda. El Gobierno ha realizado esfuerzos para proteger 
a los sindicalistas, pero no ha logrado que el número de 
asesinatos se reduzca de manera significativa. Según la 
Comisión de Expertos el número de personas protegidas 
también ha disminuido. Por consiguiente, cabe preguntar-
se cuándo se podrán ejercer las actividades sindicales con 
seguridad, sin necesidad de utilizar escolta ni vehículo 
blindado. De otra parte, los asesinatos de sindicalistas 
permanecen en un 96,8 por ciento impunes. Aunque re-
cientemente se han realizado muchas investigaciones, la 
Comisión de Expertos considera que sólo una cantidad 
ínfima de ellas ha conducido a entablar acciones judicia-
les o a la imposición de condenas. 

En lo que concierne a los obstáculos a las actividades 
sindicales, éstos no sólo se derivan del clima de violencia, 
sino también de la legislación y de las prácticas contrarias 
al Convenio. A este respecto, la Comisión de Expertos se 
refiere a: i) la utilización de diversas modalidades de tra-
bajo contractual, como las llamadas cooperativas de traba-
jo asociado, los contratos de prestación de servicios y los 
contratos civiles o comerciales, que, al disfrazar la rela-
ción laboral, privan a los trabajadores de todos sus dere-
chos sindicales. Sin embargo, la Comisión recordó que 
cuando estos trabajadores realizan tareas subordinadas en 
el marco de las actividades de la entidad, deben ser consi-
derados como asalariados y disfrutar de derechos sindica-
les; ii) la negativa arbitraria a inscribir nuevas organiza-
ciones, nuevos estatutos o los cambios en la junta directi-
va de las organizaciones. Aunque el Gobierno ha comuni-
cado la entrada en vigor, en 2007, de una nueva resolu-
ción, la Comisión de Expertos considera que las autorida-
des administrativas todavía tienen poderes excesivos y 
discrecionales que son contrarios al artículo 2 del Conve-
nio, y iii) a que las federaciones, confederaciones y los 
funcionarios no pueden ir a la huelga en una serie de ser-
vicios que no son considerados esenciales, lo cual va uni-
do a la posibilidad de despedir a los dirigentes sindicales 
que hayan participado en huelgas consideradas ilegales y 
a la posibilidad que tiene el Ministerio de Trabajo de so-
meter los conflictos al arbitraje. A este respecto, el Go-
bierno ha adoptado una nueva ley que regula el derecho 
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de huelga. Esta ley sólo tiene en cuenta una de las nueve 
recomendaciones de la OIT y permite al Presidente de la 
República poner fin a una huelga. Finalmente, resulta 
imposible realizar negociaciones colectivas, ya que, por 
una parte, los sindicatos de funcionarios no pueden pre-
sentar listas de reivindicaciones, ni firmar convenios co-
lectivos de trabajo — prohibición que incluye a los fun-
cionarios que no trabajan en la administración del Estado 
— y, por otra parte, en el sector privado los acuerdos co-
lectivos se utilizan para debilitar la posición de las orga-
nizaciones sindicales y limitar su capacidad de firmar 
convenios colectivos.  

Los miembros trabajadores concluyeron diciendo que 
Colombia continúa violando de forma clara y flagrante el 
Convenio núm. 87. El Acuerdo Tripartito, firmado en 
2006, todavía no ha dado frutos. Se han utilizado muchos 
medios para proteger a los sindicalistas, pero los proce-
dimientos judiciales y las condenas de los asesinos de 
sindicalistas siguen siendo claramente insuficientes. En lo 
que respecta a los derechos fundamentales, todavía no hay 
progresos significativos. En la práctica, debería fortale-
cerse el diálogo social y potenciarse las negociaciones 
colectivas en los sectores público y privado. Ello indicaría 
que se están realizando progresos. Los miembros trabaja-
dores observaron que la representación permanente de la 
OIT y los programas de cooperación técnica han iniciado 
sus actividades recientemente. La presión internacional ha 
resultado beneficiosa, pero los resultados obtenidos si-
guen siendo insuficientes. Por último, señalaron que esta 
presión debería incrementarse y que esta discusión persi-
gue ese objetivo. 

Los miembros empleadores agradecieron al Ministro de 
Protección Social de Colombia por su presencia volunta-
ria y por fuera de la lista de casos individuales subrayaron 
su agradecimiento por la buena voluntad manifestada por 
parte de su Gobierno ante esta Comisión. Al recordar la 
larga historia de la supervisión por parte de esta Comisión 
con respecto a la aplicación de las normas sobre libertad 
sindical en Colombia, los miembros empleadores obser-
varon que, durante los últimos cinco años, habían aconte-
cido muchos hechos positivos aunque el Gobierno reco-
noce que todavía queda mucho por hacer. En febrero de 
2000, se envió a Colombia una misión de contactos direc-
tos. En 2001 el Consejo de Administración nombró a un 
representante especial del Director General que presentó 
tres informes ante el Consejo de Administración en un 
año. En 2003, el Consejo de Administración autorizó un 
programa muy costoso de cooperación técnica financiado 
por la OIT, que duró hasta 2006. En la Conferencia de 
junio de 2005, Colombia acordó aceptar una visita tripar-
tita de alto nivel compuesta por el Presidente del Comité 
de Libertad Sindical y dos Vicepresidentes de la Comi-
sión de Aplicación de Normas. La visita tripartita de alto 
nivel tuvo pleno acceso y transparencia durante sus reu-
niones, incluso con el Presidente de Colombia. El 1.º de 
junio de 2006, un histórico Acuerdo Tripartito por el De-
recho de Asociación y la Democracia fue firmado durante 
la Conferencia Internacional del Trabajo para reforzar la 
defensa de los derechos fundamentales de los trabajado-
res, de sus organizaciones y de sus dirigentes sindicales, 
especialmente en lo que concierne al respeto de la vida 
humana, la libertad sindical, de asociación y de expresión, 
la negociación colectiva, la libre empresa para los em-
pleadores, así como la promoción del trabajo decente. A 
fin de facilitar la puesta en práctica de dicho Acuerdo, la 
Oficina estableció una Representación Permanente en 
Colombia y se estableció un programa de cooperación 
técnica de 5.000.000 de dólares financiado por el Gobier-
no de Colombia. Durante la reunión de 2007 de la Confe-
rencia Internacional del Trabajo, se decidió crear una mi-
sión de alto nivel para identificar las nuevas necesidades, 
a efectos de garantizar la efectiva aplicación del Acuerdo 
y del Programa de Cooperación Técnica en Colombia. La 
Misión de Alto Nivel que se envió a Bogotá del 25 al 28 

de noviembre de 2007 preparó un informe muy positivo 
que no encontró oposición en el Consejo de Administra-
ción. 

Las principales cuestiones planteadas por la Comisión 
de Expertos en este caso hacen referencia a la situación de 
violencia e impunidad y a ciertas cuestiones jurídicas y 
legislativas con un fondo de varias décadas de continua 
guerra civil. Desde 2001, el nivel de violencia contra los 
sindicalistas ha disminuido sustancialmente, así como el 
porcentaje total de homicidios. Cabe señalar que el blanco 
no eran sólo sindicalistas sino también profesores, jueces 
y otras personalidades importantes de la sociedad. Sin 
embargo, debemos preocuparnos por el aumento de la 
violencia contra los sindicatos en 2008. La Comisión de 
Expertos tomó nota de que el presupuesto destinado a la 
protección había aumentado más de una cuarta parte, 
siendo el movimiento sindical el único beneficiario y que 
las centrales sindicales de Colombia reconocen los es-
fuerzos cada vez mayores del Fiscal General por garanti-
zar las acciones judiciales y las condenas. El Gobierno 
como medida urgente debería continuar con sus esfuerzos 
de asegurar el trabajo sistemático de los fiscales y jueces. 
Los miembros empleadores abrigaron la esperanza de que 
estas medidas conllevarán mejoras para hacer frente a la 
situación de impunidad. 

En cuanto a las cuestiones jurídicas planteadas por la 
Comisión de Expertos, cabe resaltar el uso inadecuado de 
las cooperativas, una cuestión de la que ya se ha ocupado 
la visita tripartita de alto nivel realizada a Colombia en 
2005. Tal y como señaló la Comisión de Expertos, los 
trabajadores en dichas circunstancias deben ser tratados 
como asalariados a tiempo fijo con los mismos términos y 
condiciones de empleo y disponer de los requisitos nece-
sarios para afiliarse a sindicatos. Los miembros emplea-
dores tomaron nota del decreto propuesto en 2007, cuyo 
objetivo es garantizar una uniformidad sobre esta cuestión 
tal y como mencionó el Gobierno, y solicitaron su pro-
mulgación de manera rápida. 

En lo que respecta a los comentarios realizados por la 
Comisión de Expertos sobre los obstáculos encontrados 
durante el registro de los sindicatos y sus actividades, 
cabe entender que dado el actual clima de agitación el 
Gobierno quiera garantizar que las funciones de los sindi-
catos se limiten a las actividades sindicales habituales; sin 
embargo, el artículo 2 del Convenio núm. 87 exige clara-
mente que las organizaciones de trabajadores y empleado-
res puedan constituirse sin autorización previa. Además, 
teniendo en cuenta que el Convenio núm. 87 no prevé 
expresamente el derecho a la huelga, se debería tomar 
nota de la legislación que se está examinando y que per-
mitirá a las partes crear su propio proceso de resolución 
de conflictos en lugar del procedimiento actual obligato-
rio de arbitraje. Además, se deben asignar más recursos a 
los tribunales de justicia y del trabajo así como al fortale-
cimiento de los servicios de inspección del trabajo. Por 
último, se deben adoptar medidas activas para resolver las 
otras cuestiones planteadas por la Comisión de Expertos. 
Los miembros empleadores concluyeron agradeciendo al 
Gobierno por su comparecencia voluntaria y abrigaron la 
esperanza de que el Gobierno continuará con sus esfuer-
zos por mejorar la situación tal y como lo viene haciendo 
en el pasado. 

El miembro gubernamental de Eslovenia, haciendo uso 
de la palabra en nombre de los Gobiernos de los Estados 
Miembros de la Unión Europea, y de los de Albania, Ar-
menia, Bosnia y Herzegovina, Croacia, Islandia, la ex 
República Yugoslava de Macedonia, Moldova, Noruega y 
Turquía, dio la bienvenida al Ministro de Protección So-
cial de Colombia y expresó su pleno apoyo y reconoci-
miento a la OIT y a su oficina permanente en Colombia 
por la ayuda que prestan al país en sus esfuerzos por ga-
rantizar el respeto de los Convenios núms. 87 y 98 a tra-
vés del Programa de Cooperación Técnica para Colombia. 
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Aunque deben reconocerse los esfuerzos que realiza el 
Gobierno para mejorar la situación, el nivel de violencia 
todavía es demasiado elevado y el asesinato de sindicalis-
tas resulta muy preocupante. Sin embargo, la voluntad de 
los interlocutores sociales de cooperar para establecer 
mecanismos para una implementación eficaz del Acuerdo 
Tripartito por el Derecho de Asociación y la Democracia 
en Colombia resulta esperanzadora. 

También deberían acogerse con beneplácito las medidas 
adoptadas hasta ahora por el Gobierno de Colombia para 
luchar contra la impunidad. Sin embargo, debe hacerse 
hincapié una vez más en la recomendación de la Misión 
de Alto Nivel, ya que deben examinarse todos los casos 
de violencia contra sindicalistas y evitar nuevos retrasos. 
Por consiguiente, instó encarecidamente al Gobierno a 
acelerar la lucha contra la elevada tasa de impunidad.  

Señaló que debería apoyarse el Programa de Protección 
de los Sindicalistas y también instar al Gobierno a garan-
tizar que todos los sindicalistas que lo pidan puedan dis-
frutar de medidas adecuadas de protección que les infun-
dan confianza. Por último, invitó al Gobierno a adoptar 
las medidas necesarias para emendar las disposiciones 
legislativas, tales como el Código del Trabajo, a fin de 
ponerlas de conformidad con las disposiciones de los 
Convenios núms. 87 y 98. El orador pidió que el Gobier-
no continúe cooperando con la OIT, en particular, solici-
tando la asistencia técnica de la Oficina.  

Para concluir, dijo que el sistema de control de la OIT, 
que es único en el mundo, debería recibir apoyo y que el 
procedimiento utilizado este año no debería considerarse 
como un precedente para la labor futura de la Comisión. 

Un miembro trabajador de Colombia declaró que, cuan-
do el 1.º de junio de 2006, el Gobierno, los trabajadores y 
los empleadores de su país firmaron el Acuerdo Tripartito 
por la Libertad de Asociación y la Democracia, el movi-
miento sindical tenía la convicción de que, a instancias de 
ese nuevo instrumento, se pudiera construir un camino 
orientado a poner fin al clima de violencia y de ausencia 
de libertad sindical que reina desde hace más de un cuarto 
de siglo. Desafortunadamente, el clima de violencia anti-
sindical se mantiene, con graves repercusiones, no sólo 
para el sindicalismo, sino también para todo el espectro 
democrático y el estado social de derecho en el que se 
sustenta el ordenamiento constitucional de Colombia. 

No se puede desconocer que, como fruto del Acuerdo 
Tripartito, se constituyó una unidad especial de la Fiscalía 
para luchar contra la impunidad (que es la mejor aliada de 
quienes asesinan a sindicalistas), que permitió que se fue-
ran obteniendo algunos resultados, a pesar del largo ca-
mino que queda por recorrer. Al mismo tiempo, cabe ex-
presar con suma preocupación que, en lo que va de este 
año 2008, la cifra de 26 sindicalistas fallecidos en cinco 
meses, es demasiado alta para tan escaso lapso de tiempo. 
Es por ello que solicitan al Gobierno la adopción de me-
didas que pongan freno a tal genocidio. 

Hay que tener en cuenta, con carácter de urgencia, que 
una contribución determinante para desalentar las agre-
siones al sindicalismo está dada por la eliminación de las 
conductas antisindicales por parte del Gobierno y de los 
empleadores, creándose unas condiciones que conduzcan 
a que la clase trabajadora se pueda organizar libremente 
sin temor a la pérdida de vidas o de empleo. Tampoco hay 
que olvidar que en muchos países el sindicalismo ha ve-
nido desempeñando un papel determinante en la lucha 
contra regímenes dictatoriales y que el retorno a la demo-
cracia se debió al sacrificio, a la entrega y al altruismo de 
miles de compañeros que, desde las filas de los sindicatos, 
no dudaron en ofrendar hasta su propia vida para que la 
democracia tuviera su espacio. 

Si bien el orador hizo un llamamiento al Gobierno y a 
los empleadores de Colombia hacia una apuesta por la 
libertad, la paz y la democracia, con una reafirmación de 
lo que representa la OIT como escenario fundamental y 
punto de encuentro, señaló que también ha de tenerse en 

cuenta que los conflictos se solucionan en la medida en 
que haya en el país una voluntad política de los distintos 
actores. La mejor manera de desalentar a los enemigos del 
sindicalismo es propiciando un verdadero clima de liber-
tad sindical y un acceso a la negociación colectiva e impi-
diendo que los contratos basura sean el común denomina-
dor en la contratación de trabajadores. 

La mayor preocupación del movimiento sindical radica 
no sólo en el temor a perder la vida, sino más bien en la 
incertidumbre que ha traído consigo la desaparición del 
trabajo decente, un asunto que en la actualidad constituye 
una orientación de la OIT y que forma parte del ideario de 
los trabajadores. Desafortunadamente, hoy se sufre el 
fenómeno de deslaborización en las relaciones capital-
trabajo y el común denominador es que se trate de rela-
ciones de trabajo entabladas a través de terceros, mediante 
la detestable modalidad del sistema de contratistas, em-
presas temporales, contratación civil, órdenes de presta-
ción de servicios, contratos de cortísima duración y últi-
mamente el flagelo que significa el sistema de cooperati-
vas de trabajo asociado, que representan la peor de las 
agresiones al sindicalismo, puesto que quienes son contra-
tados bajo esta modalidad, no tienen ninguna posibilidad 
de sindicalizarse y mucho menos de acceder a la negocia-
ción colectiva. Por consiguiente, el orador agregó que no 
le parece correcto que el Gobierno haya incluido en la 
delegación de Colombia a la Conferencia a voceros de 
esas cooperativas, dado que éstas no pueden representar a 
los trabajadores y, mucho menos, al sindicalismo. 

De persistir este clima de violencia, de conductas anti-
sindicales y de ausencia de libertad sindical, el futuro no 
se presenta nada promisorio. Es por ello que el orador 
propuso al Gobierno y a los empresarios de su país que se 
dé vía libre al Acuerdo Tripartito, puesto que sólo así se 
sentarán las bases de un nuevo país. Solicitó asimismo a 
la comunidad internacional todo su apoyo para que los 
Convenios y las recomendaciones de la OIT no sean letra 
muerta. 

Por último, al resaltar que una democracia sin sindica-
tos es una caricatura de democracia, el orador manifestó 
que las bajas tasas de sindicalización, la disminución del 
número de trabajadores cubiertos por la negociación co-
lectiva, la muerte de sindicalistas, la negativa del Ministe-
rio de reconocer a las nuevas organizaciones, el aumento 
de la informalidad, el empobrecimiento de los campesi-
nos, el trabajo de más de dos millones de niños, el despla-
zamiento forzado, el desempleo y la exclusión social, 
constituyen el detonante de una bomba social que aún se 
está a tiempo de contener. 

La miembro gubernamental de los Estados Unidos agra-
deció al Gobierno de Colombia su presentación. La situa-
ción de los derechos de los trabajadores y de los derechos 
humanos en Colombia es una cuestión que viene de lejos, 
y algunas veces ha sido una grave preocupación para esta 
Comisión y los distintos órganos de control de la OIT. La 
discusión brinda una oportunidad para evaluar el com-
promiso en curso del Gobierno por el Acuerdo Tripartito 
por el Derecho de Asociación y la Democracia, y los im-
portantes logros que se han realizado hasta ahora en la 
aplicación de este Acuerdo. El Gobierno de Colombia, 
gracias en gran parte a su cooperación con la OIT, ha de-
mostrado que puede cambiar completamente la larga his-
toria de violencia e inestabilidad del país y modernizar, 
así como fortalecer su sistema jurídico. Sus esfuerzos 
incluyen la protección de individuos que corren un alto 
riesgo, y concretamente los sindicalistas; la investigación 
y la persecución de los responsables de esta violencia; el 
fortalecimiento del Poder Judicial; y la armonización de la 
legislación con las normas de la OIT. Existe un claro en-
foque para que las instituciones del Gobierno estén al 
alcance de los colombianos, con el objetivo de que Co-
lombia construya con paso seguro una democracia cada 
vez más estable, pacífica, global y próspera. Los logros 
del Gobierno hasta la fecha han sido reconocidos y acogi-
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dos con beneplácito, tanto por la Comisión de Expertos 
como por la Misión de Alto Nivel. La oradora manifestó 
su confianza en que estos esfuerzos continuarán desple-
gándose. 

A pesar de los impresionantes logros, se debe reconocer 
que todavía queda mucho por hacer para enfrentarse a 
esta situación tan difícil. Todos desean una Colombia 
segura y pacífica. Para conseguirlo, el Gobierno debe 
seguir trabajando con sus interlocutores tripartitos y la 
OIT para abordar todas las cuestiones que la Comisión de 
Expertos ha subrayado en sus observaciones. Estas inclu-
yen medidas encaminadas a socavar la violencia y la im-
punidad, y a cumplir con un número de cuestiones jurídi-
cas y prácticas relacionadas con los derechos y las activi-
dades de los sindicatos. Tal y como ha observado la Mi-
sión de Alto Nivel, un diálogo continuo y abierto, así co-
mo la supervisión a través de la Comisión Nacional sobre 
Salarios y Políticas de Empleo de Colombia, brindan los 
medios idóneos para tratar, de manera operativa, la amplia 
agenda del Acuerdo Tripartito, además de establecer un 
vínculo de confianza cada vez mayor entre las partes. La 
Secretaría de Estado de los Estados Unidos observó re-
cientemente que la historia de Colombia es un buen ejem-
plo de lo que un gobierno debe hacer. La oradora expresó 
su confianza en que el Gobierno de Colombia continuará 
beneficiándose plenamente de la asistencia técnica de la 
OIT para seguir haciendo las cosas bien hechas. Instó a 
todos los interlocutores del Acuerdo Tripartito a que per-
manecieran incólumes ante sus compromisos, a pesar de 
que sus puntos de vista pudieran divergir alguna vez. Co-
lombia ha dado grandes pasos y, gracias a este compromi-
so, la comunidad internacional podrá contemplar logros 
más importantes en un futuro muy cercano. 

Otro miembro trabajador de Colombia declaró que las 
organizaciones sindicales, los empresarios y el Gobierno 
de Colombia habían firmado un Acuerdo Tripartito Por el 
Derecho de Asociación y la Democracia». Su desarrollo 
aún no ha tenido resultados prácticos en la mejora de las 
libertades y de los derechos fundamentales del trabajo. 
Sólo puede mostrar la instalación de una representación 
permanente, el inicio de unos programas de cooperación y 
unos resultados incipientes de la Fiscalía y del Poder Ju-
dicial en el esclarecimiento de hechos de violencia contra 
los sindicalistas y en la comparecencia de los criminales 
ante la justicia. 

Las centrales sindicales presentaron una agenda para 
hacer viable el cumplimiento del conjunto de las reco-
mendaciones de los órganos de control de la OIT para que 
el país armonice su legislación y su práctica con las nor-
mas internacionales del trabajo. Sin embargo, la falta de 
voluntad de los empresarios y del Gobierno, impidieron el 
desarrollo de esta agenda y el cumplimiento del Acuerdo. 

La Misión de Alto Nivel de noviembre de 2007, reiteró 
que para que «cualquier acuerdo tripartito funcione de 
manera eficaz, es necesario que todas las partes en el 
mismo mantengan su compromiso con respecto a su apli-
cación, por muy diferentes que sean sus puntos de vista 
sobre temas específicos». Esto implica que las partes re-
conozcan que la base de las discusiones debe ser las nor-
mas internacionales del trabajo y las recomendaciones de 
los órganos de control. Es de destacar el informe de la 
Misión, que insiste en «la importancia de un diálogo cons-
tante y una supervisión permanente de la aplicación del 
Acuerdo Tripartito», para organizar e impulsar un diálogo 
social útil y efectivo. 

La OIT no puede permitir el incumplimiento de los 
compromisos, puesto que en Colombia sigue predomi-
nando un déficit de trabajo decente, limitaciones a las 
libertades sindicales, asesinatos, impunidad y la ausencia 
de un diálogo social eficaz. Además, menos de una terce-
ra parte de los trabajadores cuenta con algún grado de 
protección social y laboral, y tan sólo cinco de cada cien 
trabajadores están afiliados a sindicatos. En los últimos 
cinco años, el Ministerio de la Protección Social denegó 

el registro sindical a 236 nuevas organizaciones sindicales 
y sólo uno de cada 100 trabajadores estaba cubierto por 
un convenio colectivo. El Gobierno ilegalizó la mitad de 
los ceses de actividades, vulnerándose, así, el derecho de 
huelga. 

Destacó que, en lo que va de año, 26 sindicalistas fue-
ron asesinados y cuatro desaparecidos forzadamente, lo 
que significa un aumento del 71,4 por ciento respecto del 
mismo período de 2007. En los últimos 22 años, fueron 
2669 los sindicalistas asesinados y 193 los sindicalistas 
desaparecidos, habiendo sancionado el Estado a los res-
ponsables materiales sólo en 86 casos. 

Señaló a la atención de la Comisión que la actitud de 
los empresarios y del Gobierno desconoce y lesiona los 
mecanismos que se fueron construyendo, erosionándose 
la naturaleza tripartita y dialogante de sus métodos de 
trabajo. Es por ello que cuando se solicita al Gobierno y a 
los empresarios explicaciones en cuanto a sus plantea-
mientos, se está promoviendo el diálogo y el intercambio 
de opiniones. 

El orador solicitó a la Comisión de la Conferencia la 
adopción de unas conclusiones y de un párrafo especial 
que insten al Gobierno y a los empresarios a poner en 
práctica, de forma inmediata, las recomendaciones de los 
órganos de control de la OIT, para adecuar la legislación 
y la práctica a los Convenios núms. 87 y 98 en materia de 
derechos y libertades sindicales. 

Al poner de relieve que en Colombia el sindicalismo es-
tá herido de muerte y que su vida depende de la solidari-
dad internacional y del acompañamiento que desde la OIT 
se le brinde, el orador instó a que se impidiera el aniqui-
lamiento del movimiento sindical colombiano, propug-
nando el cese de la violencia contra los sindicatos y el 
cumplimiento de los convenios de la OIT. 

El miembro gubernamental del Canadá declaró que su 
Gobierno había estado siguiendo con mucho interés la 
implementación del Acuerdo Tripartito firmado en 2006. 
Encomió a la Oficina y al Gobierno de Colombia por el 
compromiso de alto nivel que han logrado con miras a 
hacer avanzar el Acuerdo. Señaló que el proceso de im-
plementación de este Acuerdo es delicado y difícil. Asi-
mismo, indicó que el proceso tiene que llevarse a cabo de 
forma urgente, debido a que los sindicalistas y los defen-
sores de los derechos humanos siguen recibiendo amena-
zas y algunas veces son asesinados. Señaló que el punto 
señalado por la Misión de Alto Nivel de la OIT respecto a 
que el Acuerdo está en manos del Gobierno, los trabaja-
dores y los empleadores de Colombia, es de gran impor-
tancia; la OIT desempeña una función relevante, pero, al 
final, son las partes las que tienen que garantizar el éxito 
del Acuerdo. 

Su Gobierno acogió con beneplácito que, en 2006, Co-
lombia crease una unidad especial de la Fiscalía General 
encargada de investigar los actos violentos contra sindica-
listas e iniciar procedimientos al respecto. Instó al Go-
bierno a incrementar sus esfuerzos para acabar con estos 
actos de violencia. Concluyó diciendo que su Gobierno se 
compromete a apoyar a Colombia en el fortalecimiento de 
su legislación del trabajo, para ayudar a los trabajadores y 
promover un diálogo abierto entre los interlocutores so-
ciales.  

Otro miembro trabajador de Colombia manifestó que la 
negación de las libertades sindicales está motivada por 
una cultura y una política antisindicales de los empleado-
res y del Gobierno, que violentan el derecho de sindicali-
zación con contratos civiles, seudocooperativas de trabajo 
asociado, tercerización, órdenes de trabajo y contratos de 
prestación de servicios (que son una fórmula fraudulenta 
de trabajo), de uso mayoritario en las entidades públicas y 
que no sólo precarizan el trabajo, sino que también niegan 
el derecho de asociación sindical y la negociación colecti-
va. 

La resolución núm. 0626, de 22 de febrero de 2008, del 
Ministerio de Protección Social, no sólo obstaculiza el 
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registro de nuevos sindicatos, sino que deja libre al crite-
rio de funcionarios de tercer nivel las decisiones en mate-
ria de registro sindical, con implicaciones negativas y sin 
una adecuación a las recomendaciones del Comité de Li-
bertad Sindical. 

No es nada estimulante para los sindicatos que la nego-
ciación se encuentre en un estado crítico, por los pocos 
convenios colectivos que se suscriben en el país y por la 
baja cobertura de beneficiados. Además, las prácticas de 
los empleadores públicos y privados, tienen su origen en 
la modalidad de «pactos colectivos», que es un sistema de 
adhesión individual que imponen los empleadores a los 
trabajadores, cuando se organiza un nuevo sindicato, para 
reducir su capacidad de negociación. 

El Gobierno sigue interviniendo el ejercicio del derecho 
de huelga y la nueva reglamentación no lo garantiza ple-
namente. El único cambio introducido por la nueva ley es 
que la ilegalidad debe ser calificada por el juez de primera 
instancia y que se cuenta con un recurso de apelación. Sin 
embargo, continúa la prohibición de que federaciones y 
confederaciones ejerzan el derecho de huelga, permane-
ciendo las demás restricciones advertidas por los órganos 
de control de la OIT. 

La violencia antisindical continúa, habiéndose contabi-
lizado en los primeros cinco meses de 2008 al menos 26 
asesinatos de sindicalistas y la desaparición de seis. De-
nunció la práctica del Gobierno de calificar el móvil de 
los asesinatos antes de iniciar la respectiva investigación, 
porque ello induce a sentencias erradas. Transcurridos dos 
años de la firma del Acuerdo Tripartito, éste no se ha 
cumplido; sólo se advierte un incipiente inicio en el terre-
no de las investigaciones de la Fiscalía. La impunidad 
continúa en el 98 por ciento de los casos y no se identifica 
a los autores intelectuales. 

Manteniendo el sindicalismo colombiano su vocación 
de diálogo social con una permanente demanda de que 
éste sea eficaz, útil y con equidad, y a efectos de impulsar 
este diálogo, la Comisión de la Conferencia debe adoptar 
un párrafo especial. 

Por último, el orador señaló que el Acuerdo Tripartito 
debe ir más allá, dada la crisis social que se vive en Co-
lombia y con tal objetivo, debe reforzarse la representa-
ción permanente de la OIT en Bogotá, para así construir 
la conclusión de un pacto social que regule empleos de-
centes con contratación directa entre trabajadores y em-
pleadores, y que elimine la intermediación y todas las 
formas que disfrazan la relación de trabajo, todo lo cual 
deberá generar el libre ejercicio de la sindicalización. 

La miembro trabajadora de Australia, que hizo uso de la 
palabra en nombre de los sindicatos australianos y de la 
región de Asia-Pacífico, tomó nota de que las inquietudes 
manifestadas respecto del nivel de violencia en Colombia 
— que fundamentalmente incide en la vida de los trabaja-
dores y de los sindicalistas —, también eran aplicables a 
países de su propia región, como Filipinas y Camboya, 
entre otros. 

En Colombia, las relaciones laborales y el derecho del 
trabajo se caracterizan por un estado de pertinaz incum-
plimiento, especialmente en lo referente a las disposicio-
nes que atañen a la negociación colectiva, de las que están 
excluidos los trabajadores del sector público, los trabaja-
dores de la economía informal, aquellos que tienen un 
empleo precario y los trabajadores considerados «inde-
pendientes». De hecho, la mayoría de los trabajadores 
sencillamente no están comprendidos en las disposiciones 
relativas a la negociación colectiva. Aparte de la violencia 
y de la intimidación generalizadas, el Gobierno y los em-
pleadores son partícipes, de otras maneras, en la creación 
de un entorno en el que se niegan o se socavan gravemen-
te los derechos de los trabajadores. En esencia, el proble-
ma está relacionado con el desequilibrio de poder entre el 
empleador y el trabajador individual, y sólo puede solu-
cionarse mediante una libertad sindical efectiva, una au-

téntica negociación colectiva y un sistema maduro de 
relaciones laborales. 

Durante los últimos diez años, Australia ha sido testigo 
del intento de su anterior Gobierno de socavar la función 
de los sindicatos y de vaciar de contenido las disposicio-
nes relativas a la negociación colectiva, tanto en la legis-
lación como en el discurso público. El anterior Gobierno 
también había utilizado un lenguaje peyorativo para dar a 
entender que los líderes sindicales no eran representati-
vos, actuaban en interés propio o incluso eran «anti-
australianos». Los sindicatos y los trabajadores habían 
sufrido un duro revés en este ambiente en el que cada vez 
se hacía más difícil hacer valer los derechos en el lugar de 
trabajo y emprender acciones colectivas, incluidas las 
negociaciones con los empleadores y la gestión de los 
conflictos laborales. Esta situación, sin embargo, no era 
nada en comparación con lo que viene sucediendo en Co-
lombia en los últimos años, en los que la atribución de la 
etiqueta de «terroristas» a los sindicalistas contribuyó 
directamente a crear un ambiente de amenazas y violen-
cia. En Australia, los sindicalistas nunca temieron por su 
vida como consecuencia de las palabras con las que pu-
diera referirse a ellos el Gobierno; ni tampoco los em-
pleadores razonables se sintieron atemorizados al tratar 
con ellos. 

El Gobierno de Colombia aplica políticas antisindicales 
y contrarias a los trabajadores con el fin de materializar su 
idea de lo que es una economía liberalizada, proempresa-
rial y promultinacional. La situación en Colombia no sólo 
entraña el flagrante asesinato de sindicalistas, sino tam-
bién la muerte del sindicalismo en sí mismo. Es preciso 
realizar esfuerzos importantes para crear una cultura de 
negociación, contrarrestar la cultura del conflicto y la 
violencia, y establecer auténticas relaciones sociales que 
gobiernen los lugares de trabajo y se reflejen en la legisla-
ción. Todo ello contribuiría al establecimiento de la paz y 
la solución de los conflictos. 

La oradora afirmó que en la aplicación de la negocia-
ción colectiva persistían problemas graves, un aspecto de 
los cuales era la falta de disposiciones legislativas y de 
promoción. Además, hay barreras legislativas y prácticas 
que impiden la mera existencia de los sindicatos y sus 
posibilidades de desempeñar sus actividades con libertad. 
En la práctica, esto es evidentemente una estrategia de los 
empleadores ya sea para impedir la creación de sindicatos 
nuevos o bien para debilitar los que ya existen. Muchos 
trabajadores han perdido sus derechos laborales y la co-
bertura sindical no llega al 5 por ciento. La mitad de los 
trabajadores sindicados pertenece al sector público y, 
nuevamente, a la mitad de ellos se les niega el derecho a 
la negociación colectiva, por lo que ésta tiene uno de los 
índices más bajos de todo el mundo: sólo el uno por cien-
to de los trabajadores de Colombia puede recurrir a la 
negociación colectiva. 

Según las federaciones sindicales colombianas, el nú-
mero de trabajadores amparados por convenios de nego-
ciación colectiva se está reduciendo. En 2007 se negocia-
ron 463 convenios colectivos, uno más que en 2006. Los 
contratos sindicales representan apenas el uno por ciento 
de los trabajadores: 177.000 de una población total de 18 
millones de trabajadores. Al mismo tiempo, sin embargo, 
el número de trabajadores cubiertos por «pactos colecti-
vos» aumentó el 184 por ciento. Los «pactos colectivos» 
con trabajadores no sindicados se utilizan para debilitar la 
posición de los sindicatos. Estos acuerdos, que la empresa 
impone a los trabajadores por conducto de mediadores 
nombrados por ella misma, en la práctica son un instru-
mento para presionar a los trabajadores a que renuncien a 
su afiliación sindical, o al menos para debilitar la eficacia 
de los verdaderos sindicatos. La oradora destacó que el 
año anterior uno de sus colegas había visitado una empre-
sa de cultivo de flores que utilizaba «pactos colectivos». 
Durante las conversaciones que mantuvo en presencia del 
empleador con dos trabajadores, éstos fueron incapaces de 



 

19 Parte II/48 

indicar en sus respuestas las condiciones de trabajo que 
supuestamente habían negociado. La oradora añadió que 
en muchos lugares de trabajo los empleadores fomentaban 
una actitud antisindical y simplemente se negaban a tratar 
con los sindicatos, y afirmó que tenía la impresión de que 
en cierto modo en Colombia la relación laboral se había 
«deslaborizado». Es preciso poner fin a los «pactos» o 
acuerdos colectivos que los empleadores imponen como 
alternativa a los convenios colectivos. 

En 2006, en el sector público sólo hubo 11 negociacio-
nes colectivas: 7 relacionadas con los trabajadores muni-
cipales y 2 con empleados de departamentos. Según las 
estadísticas del ministerio, sólo el 2,74 por ciento de las 
municipalidades había entablado una negociación colecti-
va, lo que demuestra su marginalidad en el sector público. 
Otro problema, añadió, era la ausencia de un sistema fia-
ble para recopilar las estadísticas laborales. En lo que 
respecta a la negociación colectiva, faltan datos fidedig-
nos sobre el número de convenios colectivos, el tipo de 
convenio, el tipo de empresa, la índole del sindicato y la 
duración del convenio. A consecuencia de la poca priori-
dad que se concede a la administración del trabajo, los 
sistemas administrativos y de recopilación de datos son 
muy precarios. Es preciso fortalecerlos, dado que es difí-
cil construir un sistema sólido de relaciones laborales si 
no se presta atención a las realidades existentes y no se 
dispone de medios para medir los cambios o los avances, 
aun cuando exista la voluntad de facilitar mejoras. 

Es necesario garantizar el derecho a la negociación co-
lectiva en toda la administración pública y acabar con las 
«cooperativas de trabajo asociado», que esencialmente 
proveen fuerza laboral desprotegida bajo contratos de 
servicios. Estas cooperativas niegan a los trabajadores sus 
derechos laborales y su derecho de sindicación. La liber-
tad de sindicación de todos los trabajadores, tanto del 
sector público como del sector privado, constituye la base 
de cualquier sistema maduro y eficaz de relaciones labo-
rales; el Gobierno tiene la responsabilidad de dar aplica-
ción al Convenio núm. 87 y de crear el marco legislativo 
y político para desarrollar verdaderas relaciones laborales. 
La oradora agradeció la comparecencia del Gobierno ante 
la Comisión. Exhortó a éste a esforzarse al máximo para 
asegurar el respeto de la libertad sindical, e imploró tanto 
al Gobierno como a los empleadores que colaboren con 
espíritu constructivo con los sindicatos independientes y 
democráticos de Colombia. 

El miembro trabajador de Swazilandia observó que, así 
como cada moneda tiene cara y cruz, el Gobierno también 
tiene dos caras. Por una parte, el buen gobierno que pro-
mueve un diálogo social amplio e incondicional. Por otro 
lado, un gobierno malo que se ceba del abuso de poder, 
del totalitarismo, de la autosuficiencia, de la arrogancia y 
del egocentrismo. Este último está normalmente marcado 
por la intolerancia, la violencia e impunidad que penali-
zan a la víctima y protege a los autores. 

Recordó al Gobierno que había ratificado voluntaria-
mente el Convenio sobre la consulta tripartita (normas 
internacionales del trabajo), 1976 (núm. 144), por lo que 
estaba obligado a cumplir con sus disposiciones en la ley 
y en la práctica. El diálogo social reúne a todas las partes 
interesadas, incluidos los interlocutores sociales triparti-
tos, a comprometerse colectivamente en la formulación de 
la política económica y social nacional para lograr la paz, 
la justicia y el progreso social. Lamentó que el Gobierno 
no haya cumplido con la aplicación del Convenio núm. 
144 y, lo que es peor, haya socavado el Acuerdo Triparti-
to del que era parte — incluso después de los numerosos 
recordatorios realizados por las distintas organizaciones 
del trabajo. Recordó que el objetivo de realizar consultas 
en virtud del Convenio núm. 144 no es simplemente la 
difusión de información a los interlocutores sociales. Más 
bien, las consultas implican un diálogo encaminado a 
considerar las contribuciones de las otras partes interesa-
das, y su resultado debe reflejar debidamente las aporta-

ciones de los interlocutores sociales. Si la comunicación 
se produce sólo del Gobierno a los interlocutores sociales, 
ésta no constituirá un verdadero diálogo sino más bien un 
monólogo. La falta de diálogo trae solamente problemas 
y, de hecho, no resulta sorprendente que en Colombia 
impere la intolerancia y la violencia.  

Instó al Gobierno a que fuera un ejemplo en la promul-
gación del diálogo social. Si el diálogo social no se respe-
ta a nivel nacional — como queda reflejado en la indife-
rencia del Gobierno por cumplir con el Convenio núm. 
144 y el Acuerdo Tripartito del que es parte —, será imposi-
ble tener un convenio colectivo de trabajo a nivel de empre-
sa. 

Afirmó que el Gobierno sigue sin cumplir de manera 
clara y crónica con los convenios que ha ratificado. Ade-
más, ha tratado las preocupaciones de los interlocutores 
sociales con intolerancia y total indiferencia. Recordó 
que, de acuerdo con la jurisprudencia del Comité de Li-
bertad Sindical, la libertad sindical sólo puede llevarse a 
cabo si los derechos humanos fundamentales, y en parti-
cular aquellos relacionados con la vida del ser humano y 
con la seguridad de la persona, son plenamente respetados 
y garantizados. Concluyó instando a que las conclusiones 
del presente caso sean incluidas en un párrafo especial. 

El miembro trabajador de Argentina manifestó que el 
caso Colombia es uno de los capítulos más desgraciados y 
lamentables de la OIT. El aniquilamiento del movimiento 
sindical obedece a un plan sistemático represivo dirigido 
contra los trabajadores en su conjunto; con el miedo, las 
amenazas y el terror se pretende terminar con los dere-
chos de este grupo social. Cabe preguntarse por el papel 
del Estado para garantizar las libertades públicas, tenien-
do en cuenta que éstas, según los órganos de control de la 
OIT, son precondición necesaria para la vigencia de la 
libertad sindical. 

El Comité de Libertad Sindical sostiene que los casos 
conocidos en relación con Colombia se refieren no sólo a 
amenazas, secuestros o asesinatos, sino también a despi-
dos masivos antisindicales, injerencias indebidas en la 
autonomía de los sindicatos, declaración de ilegalidad de 
huelgas e incumplimiento de convenios colectivos, in-
cluida la negativa a negociar colectivamente. La respon-
sabilidad exclusiva de esta crítica situación recae sobre el 
Gobierno y los empresarios colombianos, que no acatan 
ni ponen en práctica las recomendaciones del Comité de 
Libertad Sindical para velar por la efectiva aplicación de 
los Convenios. Hay que actuar con premura para evitar 
que la situación se extienda a otros países de América 
Latina, donde soplan nuevos vientos, y hay gobiernos 
comprometidos con la erradicación del hambre, la pobre-
za y la desocupación.  

El paulatino deterioro de la libertad sindical y la nego-
ciación colectiva en Colombia ha reducido al mínimo los 
índices de sindicalización y de negociación, lo que ha 
llevado al Comité de Libertad Sindical a indicar en su 
informe que el ejercicio de las libertades sindicales está 
casi totalmente bloqueado. La Central Sindical de Traba-
jadores de las Américas y la Coordinadora de Centrales 
Sindicales del Cono Sur apoyan incondicionalmente la 
lucha de los trabajadores y las organizaciones sindicales 
del país. Aquellos que hoy están siendo juzgados y son 
culpables deben ser condenados. La OIT debe seguir con 
sus tareas para poner en práctica, sin hipocresías, los de-
rechos fundamentales y las normas y principios que las 
sustentan y que llevarán paz, democracia y justicia social 
a Colombia. 

La miembro trabajadora de Francia retomó la cuestión 
del Acuerdo Tripartito por el Derecho de Asociación y la 
Democracia en Colombia, que, cuando se firmó, el 1.º de 
junio de 2006, generó grandes esperanzas de conseguir 
una verdadera mejora de la situación de los sindicalistas 
en Colombia y un auténtico compromiso de las autorida-
des. Actualmente, la esperanza se ha convertido en decep-
ción y frustración, ya que, debido a su implementación 
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carente de eficacia, el Acuerdo no ha producido los efec-
tos previstos. La lista de atropellos contra las libertades 
fundamentales, el derecho a la vida y el derecho de huelga 
sigue siendo demasiado larga y la ingerencia en las acti-
vidades de los sindicatos sigue siendo demasiado frecuen-
te. La implementación del Acuerdo Tripartito que se basa 
en los Convenios núms. 87 y 98, sólo puede concebirse si 
se respetan y promueven estos dos instrumentos. Sin em-
bargo, los 26 asesinatos de sindicalistas que se han produ-
cido desde el inicio de este año, demuestran que las medi-
das adoptadas por el Gobierno para proteger a los sindica-
listas y luchar contra la impunidad resultan ampliamente 
insuficientes y hasta irrisorias. Señaló que se han produ-
cido 26 muertes que deberían haberse evitado. 

El Acuerdo en cuestión, no es sólo una declaración uni-
lateral, sino el fruto de un compromiso entre los trabaja-
dores, los empleadores y el Gobierno. Por consiguiente, 
tiene que implementarse de forma concertada, tripartita y 
de buena fe en el marco de un diálogo social auténtico, 
que presupone la posibilidad de constituir organizaciones 
sindicales libres e independientes que puedan presentar 
sus reivindicaciones y establecer relaciones de fuerza, 
utilizando, por ejemplo, la huelga, para defender los dere-
chos de los trabajadores, sin sufrir ingerencias, ni temer 
por su seguridad. La existencia de estas organizaciones es 
una garantía de cohesión y paz social, y no debe depender 
de la voluntad de un gobierno. Un sindicalismo libre, cu-
yos derechos y prerrogativas se respeten, contribuye al 
reforzamiento de la democracia, la transparencia y el es-
tado de derecho. 

Los mandantes de la OIT, cuya presencia en Bogotá re-
presenta un elemento fundamental del Acuerdo Tripartito, 
son responsables de garantizar la supresión de este texto, 
participando activamente y de buena fe en el diálogo in-
dispensable para que no se convierta en letra muerta, ni 
pierda su sentido. La oradora concluyó señalando que los 
representantes de los trabajadores habían expresado cla-
ramente su deseo de colaborar en este proceso. 

El miembro trabajador de Brasil expresó su solidaridad 
con el movimiento sindical colombiano. Si en una socie-
dad democrática, es natural que el capital y el trabajo en-
tren en conflicto, lo que no es natural es que esta lucha 
provoque muertos. Numerosos gobiernos no entienden la 
índole de este conflicto y la visión que algunos represen-
tantes gubernamentales ofrecieron de la situación de Co-
lombia es preocupante. Por ejemplo, la intervención de la 
miembro gubernamental de los Estados Unidos no demos-
tró ninguna preocupación por las muertes. Parecería que 
el Gobierno de los Estados Unidos cree que Colombia es 
un paraíso y que no está ocurriendo nada malo allí. Sobre 
todo, se debe admitir la existencia del problema. No es 
útil negarlo. En Colombia, algunos recurren a la violencia 
y asesinan a sindicalistas para demostrar que la democra-
cia puede funcionar sin sindicatos; que afiliarse a un sin-
dicato no es la solución para los problemas de los trabaja-
dores; y que los trabajadores perderán todas las batallas 
contra los empleadores y el Gobierno. Ahora bien, la de-
mocracia no se limita a la elección del Presidente de la 
República a través del sufragio universal. En una demo-
cracia, el derecho a la vida, el derecho a sindicarse y el 
diálogo social son fundamentales. Sin embargo, en Co-
lombia no existe el diálogo social. Creíamos que había 
algunos avances en relación con la democracia en Améri-
ca Latina, pero no en Colombia, en donde los asesinatos 
son un ataque a la democracia. Al fin de cuentas, el respe-
to del derecho a la vida y la existencia de instituciones 
fuertes son una condición previa para una democracia 
eficaz. Es necesario reforzar el diálogo en América Lati-
na. En Brasil, por ejemplo, el diálogo social se ha desarro-
llado por medio de foros tripartitos. Este se debe restable-
cer y reforzar la democracia y las organizaciones sindica-
les para poner fin a los asesinatos. Si se quiere conseguir 
este objetivo, es indispensable que los autores de estos 
asesinatos sean buscados, llevados ante la justicia y con-

denados. Se debe dar ejemplo, demostrar que el clima ha 
cambiado y dejar de hacer creer que los sindicalistas están 
vinculados con la guerrilla para desacreditarlos, propor-
cionando, así, argumentos a los paramilitares. ¡Pongamos 
fin a los asesinatos! ¡Démosle valor a la vida! 

La miembro gubernamental de México observó que la 
Comisión de Expertos señala en su informe que la situa-
ción general sigue siendo difícil. No obstante, también 
reconoció que ha habido avances, como, por ejemplo, en 
lo concerniente a garantizar la protección de los dirigentes 
y afiliados y de las sedes sindicales; el presupuesto con-
sagrado al programa de protección creado en 1997 se ha 
ido incrementando y el Gobierno se ha esforzado en llevar 
adelante las investigaciones relativas a las violaciones de 
los derechos humanos de los sindicalistas. El Gobierno 
colombiano ha reafirmado su compromiso en relación con 
el Acuerdo Tripartito, cuya finalidad es promover el tra-
bajo decente y reforzar la defensa de los derechos funda-
mentales de los trabajadores, de las organizaciones y de 
los dirigentes sindicales en lo relativo al respeto de la vida 
humana, la libertad sindical, la libertad de asociación y de 
expresión, la negociación colectiva y la libertad de em-
presa.  

El resultado de la Misión de Alto Nivel realizada en 
noviembre de 2007 no consta en el informe de la Comi-
sión de Expertos porque se presentó con posterioridad a la 
reunión de la misma. Sin embargo, en su informe, el Di-
rector General menciona la satisfacción de la Misión por 
el compromiso del Gobierno y de las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores sobre la aplicación del 
Acuerdo y en la asignación de 4,7 millones de dólares 
estadounidenses por parte del Gobierno de Colombia para 
el logro de los objetivos del mismo; también hace refe-
rencia a propuestas legislativas en materia laboral presen-
tadas recientemente en el Congreso. 

Para finalizar, la oradora señaló que el Gobierno de 
México reconoce los esfuerzos que está haciendo el Go-
bierno de Colombia y que, como muestran los informes 
mencionados, si bien es cierto que todavía hay tareas pen-
dientes, no es menos cierto que también hay voluntad 
política, resultados concretos y una gran disposición para 
continuar trabajando conjuntamente con la OIT. 

El miembro trabajador del Reino Unido señaló que, a pe-
sar de lamentar los 2.669 asesinatos de colegas sindicalis-
tas, el contexto de esta discusión no puede limitarse a la 
cuestión de la violencia. Los órganos de control de la OIT 
han demostrado que, aunque no existiese violencia en 
Colombia, el Gobierno de este país seguiría siendo el más 
antisindical y proempleador de América Latina. La vio-
lencia debatida no repercute en el hecho de que el Go-
bierno no ponga de conformidad con el Convenio la legis-
lación que limita el registro sindical y la negociación co-
lectiva, o su promoción de los pactos colectivos. La vio-
lencia se ha convertido en una cortina de humo para el 
programa neoliberal del Gobierno y su desprecio por el 
diálogo social. Pero el Estado es también directa e indi-
rectamente cómplice de violencia antisindical. 

Recordó que el 6 de febrero y el 6 de marzo de 2008 se 
realizaron protestas, en Colombia y en todo el mundo, 
para pedir el fin de la violencia de todo tipo (de los para-
militares, las FARC o del Estado), y la inmediata libera-
ción de todos los rehenes. Carlos Rodríguez, Miguel Mo-
rantes, y otros colegas de la delegación de la Central Uni-
taria de Trabajadores (CUT), la Confederación de Traba-
jadores de Colombia (CTC) y la Confederación General 
del Trabajo (CGT) participaron en las protestas de Lon-
dres, en las que también se pidió que el Reino Unido deja-
ra de prestar ayuda militar y el fortalecimiento de la ayuda 
humanitaria. Hizo hincapié en que la necesidad de cam-
biar el apoyo militar por apoyo al mandato de la OIT, así 
como al diálogo social y al desarrollo equitativo es toda-
vía más urgente debido a que cada vez son más los políti-
cos relacionados con el Presidente Uribe que están siendo 
investigados por sus vínculos con los paramilitares, que 
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son los que en general practican la violencia antisindical. 
Indicó que más de 60 políticos están siendo investigados, 
incluidos el primo del Presidente, importantes figuras del 
servicio de seguridad, cuatro gobernadores provinciales, y 
numerosos diputados y senadores. De éstos, la mitad está 
en prisión y siete han sido condenados. Además, el para-
militar Salvatore Mancuso indicó la participación del vi-
cepresidente, de un ex ministro de defensa y tres genera-
les del ejército, entre otros. Añadió que la masacre de 
Jamundí puso de manifiesto la complicidad del ejército 
con los paramilitares narcotraficantes. En este caso, los 
soldados del Batallón de Alta Montaña asesinaron a los 
miembros del cuerpo de élite antinarcóticos de la policía, 
que había sido formado por estadounidenses, cuando iban 
a detener a un grupo de traficantes de drogas; estos escán-
dalos parapolíticos refuerzan el convencimiento de que 
los militares tendrían que dejar de apoyar al régimen. 

Estuvo totalmente de acuerdo con el Gobierno del Re-
ino Unido respecto a que el hecho de que ciertas personas 
pertenecientes al Gobierno colombiano desprestigien a 
sindicalistas realizando anuncios públicos en los que se 
les acusa de ser terroristas, constituye un incumplimiento 
flagrante del Convenio. Señaló que estas declaraciones 
son una invitación a que los paramilitares pongan en su 
punto de mira a los acusados. Algunos de los 
26 sindicalistas asesinados este año — entre los que se 
cuentan siete maestros sindicalistas —, lo fueron como 
consecuencia de la manifestación por la paz que tuvo lu-
gar el 6 de febrero, después de la cual José Obdulio Gavi-
ria, asistente del Presidente Uribe, señaló que las protestas 
previstas para marzo habían sido convocadas por las 
FARC. La falsedad de esta aseveración se puso de mani-
fiesto por el hecho de que en las manifestaciones, que 
fueron apoyadas por los sindicatos, el Partido Liberal y el 
Polo Democrático, se condenó toda la violencia y se pidió 
la liberación de los rehenes en poder de las FARC. Otros 
ejemplos de parapolítica son los escándalos producidos en 
la Universidad de Córdoba y la Operación Dragón, en 
Cali. Ambos hechos han sido examinados por el Comité 
de Libertad Sindical, y el orador instó a todos los miem-
bros de la Comisión a que examinaran esas conclusiones 
y el escándalo que se reveló, a fin de decidir cómo reac-
cionar ante las reclamaciones indebidamente optimistas 
del Gobierno. 

El orador indicó que los modestos progresos realizados 
para acabar con la aún enorme impunidad son especial-
mente el resultado de la presión internacional y también 
de la labor de la Comisión. Aunque los progresos son 
escasos y consisten en muchos casos en la condena de 
ciertos acusados en ausencia, pero nunca de los verdade-
ros autores intelectuales de los delitos, ponen de relieve la 
necesidad de un fortalecimiento y de una mayor indepen-
dencia del poder judicial. Señaló que se debe continuar 
ejerciendo presión y seguir examinando regularmente este 
caso. Declaró que unas relaciones laborales maduras ba-
sadas en leyes que estén de conformidad con las normas 
de la OIT, no sólo son positivas en sí mismas, sino que 
también demuestran que las diferencias de intereses pue-
den resolverse a través de negociaciones pacíficas. Solici-
tó que en las conclusiones de este caso, se incluyera la 
reiteración de la solicitud de que el Gobierno deje de des-
prestigiar públicamente a los sindicalistas, así como de un 
compromiso para reforzar el apoyo de la Oficina de la 
OIT en Bogotá al diálogo social, las relaciones laborales 
maduras y la lucha contra la impunidad. 

El miembro trabajador de España declaró que, además 
de los niveles intolerables de violencia antisindical alcan-
zados en Colombia, el país padece otros problemas que 
dificultan e impiden el ejercicio de la libertad sindical; 
entre ellos, el problema del registro sindical, que limita la 
actividad sindical, y de la degradación de la relación de 
trabajo a causa del uso abusivo de las cooperativas de 
trabajo asociado y otras formas precarias de trabajo. 

La autoridad administrativa tiene poderes discrecionales 
para denegar el registro sindical si estima que la organiza-
ción puede dedicarse a actividades que sobrepasan el 
marco de las actividades sindicales normales; el Ministe-
rio de Protección Social también puede denegarlo, como 
ocurrió recientemente con el Sindicato Nacional del 
Transporte, por ausencia de un vínculo laboral de los tra-
bajadores con la rama de actividad económica de la orga-
nización. Las organizaciones sindicales deberían tener 
autonomía suficiente para poder organizarse a su mejor 
conveniencia y sin necesidad de autorización previa. 

A pesar de que la Comisión de Expertos lleva ya mu-
chos años señalando el abuso por parte de Colombia de 
varias figuras contractuales para eludir la legislación labo-
ral e impedir el derecho de sindicalización y de negocia-
ción colectiva, se siguen utilizando las cooperativas para 
encubrir la relación de trabajo. Es un claro fraude a la ley 
que las condiciones laborales de los socios cooperativistas 
sean peores que las de las empresas a las que prestan ser-
vicios. Algunas empresas despiden a sus trabajadores para 
después promocionar con ellos una cooperativa de trabajo 
asociado. El Gobierno tampoco aplica el criterio del Co-
mité de Libertad Sindical en relación con el artículo 2 del 
Convenio núm. 87, según el cual tanto los trabajadores 
dependientes como los autónomos tienen derecho a crear 
sindicatos y a afiliarse a los mismos. Una relación laboral 
que niega los derechos fundamentales de los trabajadores 
es una versión actualizada de la servidumbre secular. 

El orador propuso, por todo lo expuesto, la adopción de 
un párrafo especial, instando al Gobierno de Colombia a 
adecuar su legislación a los Convenios núms. 87 y 98. 

El miembro empleador de Colombia señaló que si bien 
en 1998, cuando se solicitó la designación de una Comi-
sión de Encuesta para examinar la aplicación del Conve-
nio en Colombia, se podía haber admitido que Colombia 
no era un país viable, hoy en día no se puede negar que 
Colombia es un país distinto, en el que existe la participa-
ción de los interlocutores sociales y en el que el sistema 
judicial funciona.  

Subrayó que en 2006, al firmarse el Acuerdo Tripartito 
existía la convicción de que Colombia podía cambiar y ha 
cambiado. El orador señaló que las mejoras producidas se 
pueden observar en el informe de la Misión de Alto Nivel 
que visitó el país en noviembre de 2007 y llamó la aten-
ción en particular sobre los párrafos 6, 7, 8, 14 y 23 del 
mismo. En efecto, el Acuerdo Tripartito ha dado frutos 
evidentes, que se pueden percibir en el Programa de Co-
operación Técnica que se lleva a cabo en el país. Dicho 
programa tiene cuatro vertientes, una de las cuales es el 
diálogo social. 

Otros avances considerables son la reunión periódica 
llevada a cabo entre los trabajadores, los empleadores y el 
Gobierno en el marco de la Comisión Nacional de Con-
certación de Políticas laborales y salariales y el programa 
desarrollado con los jueces y fiscales.  

Todo esto demuestra que el Acuerdo Tripartito es di-
námico, y que tiene aún mayores posibilidades de desa-
rrollo y acción. Subrayó la participación activa de la Ofi-
cina del Representante especial de la OIT en las activida-
des mencionadas.  

En lo que respecta al avance en la lucha contra la impu-
nidad subrayó que con fondos europeos se lleva a cabo un 
programa mediante el cual la Fiscalía General de la Na-
ción, junto con las centrales sindicales, trabajan en con-
junto para poder determinar cuáles son las víctimas sindi-
cales de la violencia. El orador puso de relieve que las 
actuales estadísticas suministradas por la Fiscalía General 
de la Nación permiten asegurar la transparencia de las 
investigaciones y de los resultados que éstas presentan.  

Señaló en particular que de las 105 sentencias pronun-
ciadas por las autoridades judiciales, en virtud de las cua-
les hay actualmente 177 condenados, según las estadísti-
cas mencionadas, se ha comprobado que en 20 casos, el 
motivo detrás de los actos violentos era la violencia anti-
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sindical; un caso se debió a un accidente; un a las activi-
dades políticas de la víctima, uno al narcotráfico, cinco a 
factores diversos, 14 por hurto; en uno se responsabilizó a 
los escuadrones urbanos, en dos, los motivos fueron la 
colaboración de las víctimas con los paramilitares, en 27 
por la colaboración con la guerrilla, en uno por sus nexos 
militares, en nueve por motivos personales, en 14 por 
motivos que no pudieron ser dilucidados y en dos por 
violencia de las FARC. Por otra parte, si bien admitió un 
aumento reciente de la violencia, estimó que la justicia 
responde y que las instituciones del Estado funcionan. 

En este sentido, afirmó que en virtud de la política de 
seguridad democrática se han iniciado acciones contra la 
guerrilla y contra los paramilitares. Catorce jefes parami-
litares que se acogieron a la Ley de Justicia y Paz, fueron 
extraditados a los Estados Unidos por no cumplir con las 
disposiciones previstas en la mencionada ley. Además, 
recientemente se han efectuado golpes certeros a la gue-
rrilla, lo que les permite aumentar el desarrollo de sus 
actividades como empleadores.  

El orador puso de relieve la amplia participación de la 
oposición en la actividad política colombiana. En este 
sentido, varias gobernaciones y departamentos están a 
cargo de representantes de la oposición y de miembros del 
movimiento sindical. Estos también cuentan con bancas 
en el Congreso. 

El miembro empleador describió a continuación los 
considerables avances realizados por la economía colom-
biana en los últimos años. El aumento al doble del PIB del 
ingreso per cápita, la triplicación de las exportaciones e 
importaciones y la reducción de la inflación y del déficit 
fiscal. También se refirió a los avances en materia legisla-
tiva y reiteró el compromiso de los empleadores para au-
nar esfuerzos tendientes a modificar la legislación y po-
nerla en conformidad con las disposiciones del Convenio. 

En relación con los procesos judiciales iniciados a nu-
merosos miembros del Congreso acusados de posibles 
vínculos con los paramilitares, añadió que también se 
iniciaron recientemente investigaciones relativas al posi-
ble vínculo de algunos miembros con las Fuerzas Arma-
das Revolucionarias de Colombia. Esto demuestra que la 
justicia se está fortaleciendo, que ya no se acepta la utili-
zación de la política como un medio de aplicar los objeti-
vos de los grupos armados. Además, se han adoptado me-
didas para fortalecer a las fuerzas armadas, las cuales tie-
nen presencia en todos los pueblos del país. 

En respuesta a los comentarios formulados por el 
miembro trabajador de Australia, señaló que el sector 
empresarial organizado realizó una reciente encuesta de-
ntro de un grupo de empresas afiliadas con ventas que 
representan el 20 por ciento del PIB, y cuyo resultado 
muestra que el 21,6 por ciento de dichas empresas tienen 
sindicatos de empresas y el 29,3 por ciento cuentan con 
sindicatos de industria. Esto está por encima del promedio 
nacional y de otros países.  

En cuanto a la cuestión del registro sindical, señaló que 
después de la adopción de la ley núm. 584 sobre el tema, 
la Corte Constitucional emitió una sentencia que permitió 
la existencia de más de un sindicato por empresa. Ello dio 
lugar a abusos, ya que muchos sindicalistas eran miem-
bros de varios sindicatos con el fin de obtener el fuero 
sindical y así tener estabilidad laboral. No se trata enton-
ces de mala voluntad del Gobierno o de los empresarios, 
sino de poner fin a una práctica abusiva.  

En materia de contratación, señaló que las cuestiones 
planteadas son similares a las existentes en el resto del 
mundo. También en el seno de la OIT se ha estado discu-
tiendo respecto de las diversas formas de contratación y 
de las diversas formas de utilización de empleo disfrazado 
u oculto. Pero subrayó que la contratación directa e inde-
finida no es en la actualidad la única vía existente.  

Concluyó señalando que de acuerdo con la información 
presentada, Colombia ha dado avances y mejoras concre-
tas para ser consideradas como un caso de progreso. 

El miembro trabajador de los Estados Unidos dio las gra-
cias al Gobierno colombiano por haberse presentado ante 
la Comisión y declaró que no existe ninguna razón legíti-
ma que justifique que en la reunión del último año se ve-
tase el caso. Este obstruccionismo socava la razón de ser 
de la Comisión de la Conferencia. En su opinión, el veto 
ha sido aprovechado por el Gobierno de Colombia y los 
defensores del Acuerdo de Promoción Comercial entre 
Colombia y los Estados Unidos, que han afirmado que 
Colombia ya no es objeto del escrutinio de la OIT, debido 
a su cumplimiento de las normas internacionales del tra-
bajo fundamentales. Señaló que, si en la presente reunión 
se produce una distorsión similar ésta se denunciará y 
corregirá públicamente. 

Indicó que una noción convencional que promueven el 
Gobierno y los defensores del Tratado de Libre Comercio 
entre Colombia y Estados Unidos es que los recursos fi-
nancieros empleados para combatir la violencia antisindi-
cal y la impunidad han producido resultados y han condu-
cido a un descenso de los asesinatos entre 2006 y 2007. 
Incluso, aunque a título argumentativo se acepte esta 
perspectiva artificial, puede llegarse a la conclusión de 
que no es necesario asesinar a sindicalistas para destruir el 
movimiento sindical colombiano, porque el sindicalismo 
ya ha sido objeto de represión. Teniendo en cuenta los 
trágicos acontecimientos que se han producido en lo que 
va de 2008, el orador rechazó esta perspectiva. Tal como 
admitió el Gobierno, en 2008 ya han sido asesinados 26 
activistas sindicales, lo que representa un 71 por ciento de 
aumento respecto al mismo período de 2007. Indicó que 
incluso un movimiento sindical que ha sido objeto de re-
presión representa una gran amenaza para las poderosas 
fuerzas antisindicales. 

Tal como se señaló en el informe de la Comisión de 
Expertos y tal como declaró el Gobierno, se han gastado 
millones de dólares en medidas especiales de protección, 
para la subunidad especial de la Fiscalía General y tres 
jueces especiales cuyo mandato se limita a seis meses, tal 
como lo descubrió para su mala sorpresa el Juez Sánchez. 
Señaló que, sin embargo, ningún programa especial de 
protección no tendrá jamás éxito, a menos que se ponga 
término a la impunidad que hoy cobija a más del 97 por 
ciento de todos los asesinatos cometidos desde 1986, pues 
los autores intelectuales y materiales de la violencia anti-
sindical se encuentran libres y se reorganizan, incluso si 
se acepta que detrás de la Ley de Justicia y Paz hay las 
mejores intenciones originales. Por otra parte, las declara-
ciones de las más altas esferas del Gobierno colombiano 
sólo alimentan la bestia de la impunidad, como por ejem-
plo la del Vicepresidente Santos, estigmatizando como 
guerrilleros los tres sindicalistas asesinados en 2004 por el 
Ejército colombiano. 

El orador indicó que el Gobierno había hecho hincapié 
en las 80 condenas que se habían pronunciado desde 
2001, pero cabe señalar que existe un retraso en el exa-
men de los más de 2.200 casos de asesinatos de sindicalis-
tas producidos desde 1991. Asimismo, las condenas pro-
nunciadas hasta ahora, sólo conciernen a 59 casos, y sólo 
22, a los más de 400 asesinatos de activistas sindicales 
que se han producido desde que la actual administración 
entró en funciones. De estas 22, 18 se encuentran aún en 
los juzgados pendientes de apelación o anulación. De los 
187 casos prioritarios acordados por el Gobierno y el mo-
vimiento sindical en 2006, menos de 10 han desembocado 
en condenas completas y definitivas. A este paso, serían 
necesarios 36 años para superar la impunidad en lo que 
respecta a estos casos. Según la Fiscalía General, el 45 
por ciento de las personas condenadas no estaban ni si-
quiera detenidas. Por último, señaló que, aunque se in-
vierta mucho dinero para el personal de la Fiscalía y los 
guardaespaldas, los asesinatos continuarán si no existe la 
voluntad política y la capacidad judicial de erradicar la 
impunidad. 
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El representante gubernamental de Colombia indicó 
que su Gobierno había aceptado voluntariamente este 
ejercicio, con el objetivo de encontrar mecanismos que 
ayudaran a mejorar la situación, y considera que las inter-
venciones que tienen por objeto condenar o absolver, per-
turban un proceso constructivo. Declaró que las muertes 
significan un dolor para todos y que, a pesar de los avan-
ces significativos, debía seguirse trabajando contra la im-
punidad. El orador señaló que su Gobierno cuenta con el 
apoyo del 86 por ciento de la población y se refirió al 
hecho de que cada mes y medio el Presidente de la Repú-
blica se reúne con los trabajadores y empleadores y con 
los representantes de la OIT en el país para analizar los 
planteamientos de la OIT. El representante gubernamental 
preguntó cuántos de los representantes de los trabajadores 
aquí presentes tienen la oportunidad de reunirse con el 
Presidente de su país cada mes y medio. Insistió en que el 
sistema judicial funciona, prueba de ello la autonomía de 
la justicia en el caso de los congresistas que han sido de-
tenidos. Se refirió a la necesidad de mantener los esfuer-
zos que se han hecho en el ámbito legislativo con persis-
tencia y voluntad y afirmó que sin optimismo ni fatalismo 
su Gobierno mantenía la decisión de continuar mejorando 
la situación. 

El representante gubernamental, en respuesta a la inter-
vención del miembro trabajador de los Estados Unidos, 
rechazó la afirmación según la cual se reprime al sindica-
lismo colombiano. Aceptar tal afirmación es, en su opi-
nión, desconocer el esfuerzo que vienen desarrollando en 
Colombia líderes sindicales comprometidos como Carlos 
Rodríguez, Apecides Alvis y Julio Roberto Gómez. El 
representante gubernamental dijo que juntos han recorrido 
el país y han participado en negociaciones a pesar de las 
diferencias ideológicas. Citó un boletín de la CUT (Cen-
tral Unitaria de Trabajadores) que llevaba por título: «Se 
empieza a resquebrajar la impunidad». Se preguntó si la 
misma vehemencia se había manifestado en el pasado 
cuando eran ministros de trabajo algunos sindicalistas y le 
parece que plantear la confrontación es ignorar que la 
impunidad se ha venido acumulando desde los años 
ochenta. En relación con el Tratado de Libre Comercio, 
precisó que el mismo había sido un tema de campaña 
electoral del Gobierno y que la población había votado 
por él. Considera que no deben descartarse las alternativas 
que permitan al sindicalismo revitalizarse en el marco de 
una economía globalizada y que las diferencias ideológi-
cas son incluso deseables frente a algunas cuestiones co-
mo, por ejemplo, la del Tratado de Libre Comercio. Por 
último, señaló que su Gobierno había cursado una invita-
ción a la Federación Americana del Trabajo-Congreso de 
Organizaciones Industriales (AFL-CIO) para participar en 
la Comisión nacional de concertación. 

Los miembros empleadores señalaron que el Gobierno de 
Colombia se había presentado voluntariamente ante la 
Comisión. Indicaron que no examinaban un caso, sino que 
estaban dialogando y que la opinión generalizada era que 
un párrafo especial sería inapropiado. Los Miembros Em-
pleadores utilizan un enfoque basado en los principios 
para abordar las observaciones de la Comisión de Exper-
tos sobre el Convenio núm. 87 en lo que respecta a Co-
lombia. Durante 25 años de discusiones en la Comisión de 
la Conferencia, se han conseguido pocos progresos, pero, 
desde 2005, se han logrado importantes avances gracias a 
la creación de la Oficina de la OIT en Bogotá, la reduc-
ción de la violencia, un aumento de la financiación para la 
protección de los sindicalistas, el Poder Judicial, los Tri-
bunales y la Inspección del Trabajo. El diálogo continuo 
es un reflejo de estos progresos. 

El panorama muestra resultados dispares. Se han reali-
zado progresos en circunstancias difíciles, pero, al mismo 
tiempo, y tal como reconoció el Gobierno, queda mucho 
por hacer. Se ha logrado un consenso respecto a que el 
Acuerdo Tripartito de 2006 tiene que ser plenamente im-
plementado. Asimismo, se ha alcanzado un consenso res-

pecto a que se tienen que abordar con más determinación 
las cuestiones de la impunidad, las cooperativas y otras 
cuestiones relacionadas con la legislación del trabajo. 
Señalaron que el Gobierno ha indicado que se producirán 
más acontecimientos positivos. Para concluir, señaló que 
la presencia del Gobierno en la sala ha mejorado el enten-
dimiento con la Comisión y la comunidad global y ha 
servido para aclarar las medidas necesarias para seguir 
avanzando. 

Los miembros trabajadores concluyeron subrayando que 
todos los elementos tratados en las intervenciones realiza-
das por los diferentes miembros trabajadores son válidos. 
Por otro lado, dos clarificaciones deben realizarse a las 
declaraciones del representante gubernamental. Ante to-
do, los miembros trabajadores no han indicado en cuatro o 
cinco ocasiones que se habían realizado progresos, sino 
que han reconocido que se lograron progresos modestos 
en el funcionamiento de los tribunales. Por otra parte, en 
lo que respecta a la discusión del Tratado de Libre Co-
mercio, el Gobierno colombiano invitó al Movimiento 
Sindical Internacional y no a la AFL-CIO. 

Los miembros trabajadores insistieron en que esta Co-
misión solicite al Gobierno explicaciones sobre las razo-
nes por las que incumple de manera persistente los Con-
venios núms. 87 y 98 en el derecho y en la práctica; invi-
te, en un párrafo especial de su informe, al Gobierno a 
aplicar inmediatamente las recomendaciones formuladas 
por los órganos de control; modifique la legislación para 
que el derecho a la huelga se reconozca y garantice a to-
dos los trabajadores, para poner fin a las interferencias y a 
la injerencia en las actividades de los sindicatos, y reco-
nocer y garantizar los derechos de sindicación y negocia-
ción a todos los trabajadores, sea cual sea su sector de 
actividad (privado o público) o su tipo de contrato; en 
cuanto a la impunidad, no debe escatimar esfuerzos a tra-
vés del Ministerio de Justicia y del Poder Judicial, y auto-
rizar a los expertos internacionales para que se aseguren 
de que las investigaciones realizadas tengan como objeti-
vo identificar a los autores de estos crímenes, a los res-
ponsables y al papel eventual de las Instituciones del Es-
tado.  

El Consejo de Administración deberá adoptar las medi-
das necesarias para reforzar la Oficina de Representación 
Permanente en Colombia, con la presencia de expertos en 
las cuestiones relativas al Acuerdo Tripartito, con el obje-
tivo de fomentar un diálogo social eficaz y útil para apli-
car las recomendaciones de los órganos de control y para 
reconocer y garantizar los derechos y las libertades fun-
damentales de los trabajadores. También deberá adoptar 
las medidas necesarias para garantizar el seguimiento de 
las recomendaciones del Comité de Libertad Sindical. 

Por último, la Comisión de Expertos deberá solicitar al 
Gobierno que cumpla con los plazos establecidos de envío 
de memorias y presentarlas tal y como exige el Consejo 
de Administración. Durante el examen de la aplicación 
del Convenio, la Comisión de Expertos deberá tener en 
cuenta las observaciones que las organizaciones sindicales 
colombianas envían sistemáticamente. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información oral suminis-
trada por el representante gubernamental y de la discusión 
que tuvo lugar a continuación. La Comisión recordó las ac-
ciones emprendidas por el Gobierno y los interlocutores 
sociales tendientes a lograr una mayor aplicación del Con-
venio desde la última ocasión en la que había examinado la 
aplicación del mismo, en 2005. En particular, la Comisión 
recordó la visita de una Visita Tripartita de Alto Nivel al 
país en octubre de 2005 por invitación del Gobierno y sus 
recomendaciones; el Acuerdo colombiano Tripartito para el 
Derecho de Asociación y la Democracia de junio de 2006; el 
establecimiento de una Oficina de Representación de la OIT 
en Colombia, y la Misión de Alto Nivel de la OIT de noviem-
bre de 2007 y su informe. La Comisión consideró que tales 
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iniciativas representan pasos importantes iniciales para 
mantener en el centro del diálogo y el debate nacionales las 
cuestiones relacionadas con la aplicación de este Convenio. 
Confió firmemente que se tomarán nuevas e importantes 
medidas, en el marco del respeto del Acuerdo Tripartito, 
para lograr una rápida y plena aplicación de las disposicio-
nes de este Convenio fundamental. 

La Comisión tomó nota de que los comentarios de la Co-
misión de Expertos se refieren a continuos actos de violencia 
contra sindicalistas y a una situación de impunidad persis-
tente; no obstante, se han observado esfuerzos significativos 
por parte del Gobierno para reforzar el programa de pro-
tección especial. La Comisión de Expertos también toma 
nota de los esfuerzos realizados por la Fiscalía General para 
asegurar los progresos en la investigación de graves viola-
ciones de los derechos humanos perpetradas en contra de 
sindicalistas, así como la designación de tres jueces espe-
cialmente dedicados a examinar casos de violencia contra 
sindicalistas. La Comisión tomó nota de las declaraciones del 
Gobierno relacionadas con el aumento significativo de los 
fondos presupuestados para la protección de sindicalistas y 
la continua disminución de muertes violentas en el país, in-
cluidas las de sindicalistas. 

Al tiempo que tomó debida nota de estas informaciones, la 
Comisión expresó su preocupación en relación con el aumen-
to de actos de violencia contra sindicalistas durante la pri-
mera mitad del año 2008. En vista de los compromisos antes 
mencionados asumidos por el Gobierno, la Comisión lo instó 
a que adopte nuevas acciones para reforzar las medidas de 
protección disponibles y garantizar una mayor eficacia y 
rapidez de las investigaciones de asesinatos de sindicalistas y 
la identificación de todos sus instigadores. Tales medidas 
deberán incluir un aumento de los recursos necesarios para 
combatir la impunidad, incluido el nombramiento de jueces 
adicionales especialmente dedicados a resolver los casos de 
violencia contra sindicalistas. Todas estas medidas son ele-
mentos esenciales para asegurar que el movimiento sindical 
pueda finalmente desarrollarse y afirmarse en un clima libre 
de violencia. 

Con respecto a las cuestiones pendientes de aplicación 
práctica y legislativa, la Comisión observó que la Comisión 
de Expertos, al tiempo que toma nota con interés de algunas 
medidas adoptadas por el Gobierno para poner su legisla-
ción en conformidad con el Convenio, considera que otras 
varias cuestiones todavía necesitan ser resueltas. La Comi-
sión tomó nota de las declaraciones del Gobierno según las 
cuales el diálogo continúa a efectos de adoptar una legisla-
ción relacionada con los servicios públicos esenciales y con 
las cooperativas, y que se han adoptado medidas importan-
tes para reforzar la inspección del trabajo.  

La Comisión observó que las cuestiones relativas a las di-
vergencias legislativas con las disposiciones del Convenio 
han sido objeto de comentarios por parte de la Comisión de 
Expertos durante numerosos años y que los esfuerzos reali-
zados hasta el momento no han dado frutos. Confió en que el 
Gobierno continuará solicitando la asistencia de la Oficina 
para tratar todas las dificultades pendientes y que se adop-
tarán las medidas necesarias en un futuro muy cercano para 
asegurar la plena y efectiva aplicación del Convenio en la 
legislación y en la práctica. En particular, la Comisión espe-
ró firmemente que se adoptarán sin demora disposiciones 
legislativas para asegurar que los contratos de servicio o de 
otro tipo y las cooperativas u otras medidas no sean utiliza-
dos como medio para menoscabar los derechos sindicales y 
la negociación colectiva. Solicitó también al Gobierno que 
asegure que todos los trabajadores, incluidos aquellos del 
sector público, puedan formar las organizaciones que esti-
men convenientes, sin autorización previa, y afiliarse a las 
mismas de conformidad con el Convenio. A este respecto la 
Comisión solicitó al Gobierno que no utilice discrecional-
mente su autoridad para denegar el registro sindical. 

La Comisión subrayó una vez más la importancia del diá-
logo social amplio y significativo para alcanzar una solución 

sostenible para estas graves cuestiones. La Comisión consi-
deró que el fortalecimiento de la representación de la OIT en 
Colombia es necesario para facilitar una efectiva implemen-
tación del Acuerdo Tripartito. La Comisión pidió al Gobier-
no que envíe una memoria detallada, en consulta con los 
interlocutores sociales, sobre todas las cuestiones menciona-
das para que sea examinada en la próxima reunión de la 
Comisión de Expertos. 

EGIPTO (ratificación: 1957) 
La representante gubernamental consideró que, de una 

manera general, las críticas formuladas hacia el sistema 
sindical egipcio resultan de una cierta ignorancia de la 
situación sindical en el país. Declaró que el Gobierno está 
comprometido con el respeto a los convenios internacio-
nales del trabajo. Egipto ha ratificado 61 convenios inter-
nacionales del trabajo. Cuando el Gobierno puso en mar-
cha la reforma del Código del Trabajo, fue al tiempo para 
considerar las críticas de la Comisión de Expertos y para 
que la legislación tuviese en cuenta los cambios en la 
economía mundial. Este proceso, que duró diez años, in-
cluyó en gran medida a los interlocutores sociales. Las 
nuevas disposiciones prevén así que en materia de media-
ción, el mediador será siempre designado por los trabaja-
dores y los empleadores, y que el arbitraje no sea utiliza-
do sino en caso de fracaso de la mediación. Con la nueva 
legislación, las huelgas pacíficas son perfectamente lega-
les; los interlocutores sociales participan activamente en 
el diálogo social, el cual incluye formas innovadoras co-
mo talleres y seminarios. El buen funcionamiento del diá-
logo social se ilustra con el hecho de que en 2007, se fir-
maron más de 80 convenios colectivos. La libertad de 
reivindicación de los trabajadores se puso de manifiesto 
con las numerosas manifestaciones (huelgas, tomas del 
lugar de trabajo) que tuvieron lugar en las empresas. Co-
mo regla general, los reclamos se resolvieron pacífica-
mente en la mesa de negociaciones. Un proyecto concer-
niente al diálogo social se halla actualmente en curso con 
la asistencia técnica de la OIT. 

En respuesta a las críticas de la Comisión de Expertos 
con relación a las supuestas injerencias del Gobierno en 
los asuntos sindicales, la representante gubernamental 
declaró que las elecciones se desarrollaron conforme con 
las reglas establecidas por los sindicatos en sus asambleas 
generales, reglas que serán comunicadas a la Comisión de 
Expertos; que todas las candidaturas fueron registradas 
bajo supervisión legal; y que en el marco de ese ciclo de 
elecciones, más de 18.000 trabajadores fueron elegidos en 
las instancias representativas de las empresas y estableci-
mientos del país. De este número, más de 8.000 son jóve-
nes sindicalistas y, en particular, más de 1.000 son jóve-
nes mujeres sindicalistas. Además, se han creado 23 nue-
vas organizaciones sindicales. El Consejo Central de la 
Confederación de Sindicatos también ha llevado a cabo 
sus elecciones generales, renovando de esta manera el 70 
por ciento de sus organizaciones. Naturalmente, un proce-
so de tal amplitud, que movilizó a más de 4 millones de 
trabajadores, generó rivalidad e incidentes que necesita-
ron de la intervención de las fuerzas del orden, pero estas 
intervenciones no pueden presentarse como una injerencia 
del Gobierno en los asuntos sindicales. El principio de la 
unidad sindical refleja la solidaridad de los trabajadores, y 
el pluralismo sindical no pueden conducir más que a una 
fragmentación del movimiento sindical y, como resultado, 
a la sujeción del movimiento sindical al mundo político. 
La existencia de una sola y única organización sindical 
refleja la unidad de los objetivos de la clase obrera. Cuan-
do existe una pluralidad de sindicatos, se producen auto-
máticamente divisiones que debilitan al sindicalismo. El 
sistema de sindicato único permite al movimiento sindical 
funcionar democráticamente. Con las transformaciones 
económicas, el movimiento sindical también sufrirá mu-
taciones. Concretamente, existen en Egipto 23 organiza-
ciones sindicales generales que elaboran sus reglas de 
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funcionamiento a nivel regional, antes de adoptarlas en 
asamblea general. 

Con respecto a las alegaciones según las cuales miem-
bros dirigentes de sindicatos fueron cesados en sus fun-
ciones como consecuencia de su participación en tomas, 
sobre la base de las disposiciones del artículo 70 del Có-
digo del Trabajo, el orador indicó que el artículo en cues-
tión no prevé en modo alguno tales sanciones. En lo que 
concierne al artículo 14 del Código del Trabajo, que im-
pone a los adherentes de un sindicato obtener el acuerdo 
previo de la Confederación General de Sindicatos para 
poder declarar una huelga, esta regla, cuya validez no fue 
puesta en tela de juicio, proviene de que la huelga es un 
instrumento particularmente poderoso y es legítimo que la 
Confederación controle su uso por parte de los sindicatos. 
El nuevo Código del Trabajo reglamenta el recurso a la 
huelga y otras formas de acción reivindicativas en un sen-
tido que preserva los intereses de la población. El artículo 
194 del nuevo Código del Trabajo prohíbe la huelga en 
los servicios públicos esenciales, en los que tendría un 
impacto directo sobre la seguridad. En dichos servicios, si 
un conflicto no puede solucionarse por vía de la negocia-
ción, éste debe ser resuelto por vía del arbitraje. Cuando 
los trabajadores y empleadores no aceptan las recomenda-
ciones del mediador, ellos son libres de recurrir al arbitra-
je. El control ejercido por la Confederación General de 
Sindicatos sobre la gestión financiera de los sindicatos 
obedece a reglas técnicas, que son dictadas por un deseo 
de brindar transparencia a la contabilidad de esas organi-
zaciones. 

Los miembros trabajadores señalaron que la Ministra del 
Trabajo, como antiguo miembro de las organizaciones de 
trabajadores y participante en el Consejo de Administra-
ción, sabe mejor que nadie que la libertad de sindicación 
no admite una concesión parcial, selectiva o bajo el con-
trol del Estado. Desde hace varios años, la Comisión de 
Expertos formula comentarios sobre las discrepancias 
entre las disposiciones del Convenio y la legislación na-
cional. La legislación egipcia pone muchas trabas al dere-
cho de constituir libremente organizaciones sindicales o 
de afiliarse a ellas. En la ley se prevé un único sistema 
sindical bajo el control de una única organización de tra-
bajadores; un número mínimo de 50 trabajadores afiliados 
de la misma empresa; la autorización de los sindicatos 
para operar únicamente si son miembros de una de las 23 
federaciones de trabajadores afiliadas a la única confede-
ración reconocida legalmente: la Confederación General 
de Sindicatos; y la posibilidad de despedir, sin necesidad 
de justificar la decisión, a aquellos trabajadores que ope-
ren al margen de la Confederación. Pese a que la unidad 
sindical es una opción importante, no se le debería impo-
ner por medio de una legislación monopolística, sino de-
jar que las organizaciones sindicales la establezcan de 
manera autónoma. 

De acuerdo con el artículo 3 del Convenio, cada organi-
zación de trabajadores debería ser capaz de elegir a su 
propio representante con total libertad. El 17 de mayo de 
2006, las fuerzas de seguridad impidieron a los ingenieros 
que se presentaran a la Asamblea General del Sindicato 
de Ingenieros, votar en las elecciones sindicales. Se han 
denunciado otras injerencias similares como el intento del 
Gobierno de controlar a los candidatos en las elecciones 
sindicales, impidiéndoles en algunos casos que se presen-
ten a las mismas. La Comisión de Expertos tuvo que sub-
rayar una vez más que deberían ser las propias organiza-
ciones interesadas las que definieran sus propios proce-
dimientos de nominación y elección a los órganos de re-
presentación sindicales, sin injerencias de las autoridades 
ni del sindicato único que establece la ley. 

Los miembros trabajadores expresaron su deseo de 
mostrar un ejemplo de los problemas de libertad sindical 
que se presentaban en Egipto. En 2007, varias oficinas 
locales del Centro de Servicios para los Sindicatos y los 
Trabajadores (CTUWS) fueron cerradas por orden admi-

nistrativa. El CTUWS es una organización social inde-
pendiente que se ocupa de ayudar a los trabajadores a 
defender sus derechos, supervisar las elecciones sindica-
les, ofrecer apoyo jurídico y pedir la supresión de las ba-
rreras administrativas al derecho a presentarse como can-
didato a las elecciones a representante sindical. En abril 
de 2007, ejecutando una orden de cierre administrativo, 
las fuerzas de seguridad cercaron e irrumpieron por la 
fuerza la sede del CTUWS en El Cairo. El 12 de octubre, 
un tribunal egipcio sentenció al coordinador general del 
CTUWS y a su abogado a un año de prisión, lo que vulne-
ra el derecho de expresión de ambos, consagrado por la 
Constitución de Egipto. Finalmente, el 30 de marzo de 
2008, el Tribunal Administrativo decidió revocar la deci-
sión del Gobierno de prohibir al CTUWS que reanude sus 
actividades. 

La legislación vigente no permite la independencia fi-
nanciera de los sindicatos y establece que sea la Confede-
ración General de Sindicatos la que ejerza el control sobre 
la gestión financiera de los sindicatos. Los sindicatos de 
base deben pagar un cierto porcentaje de sus ingresos a 
las organizaciones de nivel superior. Los miembros traba-
jadores recuerdan que, si bien es cierto que no es perjudi-
cial que los ingresos procedentes de las cuotas de los tra-
bajadores se distribuyan entre toda la estructura de un 
sindicato, esta decisión debería ser tomada por los órga-
nos directivos de los sindicatos y no imponerse por ley. 
Según el artículo 3 del Convenio, las organizaciones de 
trabajadores tienen el derecho a organizar su administra-
ción y su gestión financiera sin injerencia de las autorida-
des públicas, lo que significa que disfrutan también de la 
autonomía para afiliarse autónomamente. 

En cuanto al derecho a la huelga, la Comisión de Exper-
tos instó al Gobierno a modificar el artículo 192 del Códi-
go del Trabajo, en virtud del cual toda convocatoria de 
huelga debería recibir previamente la aprobación del co-
mité ejecutivo del sindicato. La Comisión de Expertos 
hizo hincapié en su momento en que las restricciones al 
derecho de huelga deberían limitarse a los funcionarios 
públicos que ejerzan su autoridad en nombre del Estado, o 
a los servicios esenciales en el sentido estricto del térmi-
no. El artículo 192 establece también que en dicha convo-
catoria debe especificarse la duración de la misma, res-
tricción que la Comisión de Expertos había previamente 
indicado que vulnera el derecho de los sindicatos a orga-
nizar sus actividades con independencia y autonomía. 
Además, los miembros trabajadores señalaron que el pá-
rrafo 9 del artículo 69 del nuevo Código del Trabajo, en 
virtud del cual es posible despedir a los trabajadores que 
participen en una huelga por infringir el artículo 194, es 
contrario a las disposiciones del Convenio y que, en este 
sentido, únicamente podrá sancionarse a un trabajador 
cuando las prohibiciones alegadas estén de acuerdo con el 
Convenio, razón por la cual no cabe sancionar a los traba-
jadores que participan en una huelga legítima aduciendo 
que no han especificado la duración de la misma. 

Los miembros trabajadores llamaron la atención de la 
Comisión sobre las huelgas en la mayor fábrica textil del 
Estado, en Mahalla al Korba, y su rechazo a la decisión 
del Fiscal General de procesar a varios trabajadores. La 
Confederación Sindical Internacional (CSI) y el Comité 
Ejecutivo de la Confederación Internacional de Sindicatos 
Arabes (ICATU) apoyaron sus reivindicaciones y exigie-
ron que se pusiera freno a una acción represiva contra los 
trabajadores y que se respetasen sus derechos. Gracias a la 
negociación entre el Presidente de la Confederación Ge-
neral de Sindicatos, el Presidente de la Unión General de 
Trabajadores de la Industria Textil y del Vestido, y el 
Presidente de las Industrias Textiles y la empresa, la pro-
testa desembocó finalmente en un acuerdo positivo. Hace 
relativamente poco tuvo lugar en la ciudad industrial de 
Mahalla al Korba una violenta intervención de la policía 
en la que ésta disparó sus armas contra unos manifestan-
tes que protestaban contra los bajos salarios y los precios 
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elevados de los productos básicos. El Ministerio del Inter-
ior emitió una declaración pidiendo a los ciudadanos que 
se abstuvieran de participar en dichos incidentes y, en la 
fábrica Mirs de tejidos e hilados, se desconvocó la huelga 
después de que las fuerzas de seguridad cercaran e irrum-
pieran en el recinto de la misma. 

Los miembros trabajadores lamentaron que el Gobierno 
de Egipto no haya realizado las modificaciones legislati-
vas que la Comisión de Expertos le lleva solicitando des-
de hace años. Por ese motivo, instaron al Gobierno a mo-
dificar la legislación laboral de modo que pueda superarse 
la institucionalización del sistema de sindicato único, en 
virtud de la cual se excluye la posibilidad de formar dis-
tintas federaciones sindicales independientes de la Confe-
deración General de Sindicatos. El Gobierno debería tam-
bién adoptar las medidas necesarias para enmendar el 
Código del Trabajo a fin de garantizar: que la legislación 
nacional no interfiera en el derecho de sindicación ni en la 
definición de los procedimientos electorales; que no se 
imponga obligación jurídica alguna a las organizaciones 
de trabajadores de especificar la duración de una huelga; 
y que no se sancione a los trabajadores que participan en 
huelgas legítimas, aduciendo que en la convocatoria no se 
especifica la duración de la misma. El Gobierno debería, 
además, adoptar cuanto antes medidas para garantizar que 
las categorías de trabajadores excluidas del Código del 
Trabajo gozan del derecho a la huelga. 

Por último, los miembros trabajadores apoyaron tam-
bién las solicitudes de la Comisión de Expertos para que 
se modifique con carácter de urgencia la legislación rela-
tiva a los siguientes puntos: la destitución del comité eje-
cutivo del sindicato que ha provocado el cese de los servi-
cios públicos o comunitarios; el requisito de aprobación 
previa por parte de la Confederación para la convocatoria 
de huelga; y las sanciones por infracción del artículo 69 
(9) del nuevo Código del Trabajo. Asimismo, los miem-
bros trabajadores pidieron al Gobierno que cumpla con las 
disposiciones del Convenio y las recomendaciones formu-
ladas por la Comisión de Expertos, en particular en lo que 
se refiere a la independencia de las organizaciones sindi-
cales, al derecho de los trabajadores a afiliarse al sindicato 
que prefieran, a la eliminación de las injerencias en las 
elecciones sindicales en la gestión financiera de sus asun-
tos y cualquier otra forma de injerencia; y al derecho de 
huelga. A los efectos de introducir enmiendas en la legis-
lación nacional, los miembros trabajadores consideraron 
que se debería recurrir a la asistencia técnica de la OIT. 

Los miembros empleadores señalaron que la observación 
de la Comisión de Expertos, no obstante su brevedad, 
plantea cuestiones importantes. La ley núm. 35, en su 
forma enmendada, parece crear problemas. El Convenio 
exige el respeto del pluralismo sindical. Sin embargo, en 
varias disposiciones de la ley se impone la institucionali-
zación de un sindicato único, lo que constituye una viola-
ción del artículo 2 del Convenio. La ley también tiene 
efectos negativos en la capacidad de los sindicatos de 
nivel superior para establecer sus procesos electorales, lo 
que constituye una violación del artículo 3 del Convenio. 
Del mismo modo, el Gobierno interfiere en la indepen-
dencia financiera de los sindicatos. En consecuencia, se 
pide al Gobierno que introduzca cambios legislativos para 
abordar estas cuestiones. 

Con respecto al derecho de huelga, los miembros em-
pleadores reconocen la existencia de un derecho general 
de huelga, pero el Estado tiene la discreción de regularlo 
con arreglo a sus necesidades y condiciones. Sin embargo, 
durante una huelga, los derechos humanos y las libertades 
civiles de las personas involucradas deben respetarse. 
Para concluir, los miembros empleadores de Egipto solici-
taron al Gobierno que presente una memoria detallada 
sobre las cuestiones planteadas y expresaron también que 
es preciso que la OIT preste asistencia técnica. 

El miembro empleador de Egipto declaró que, como re-
sidente de la ciudad de Mahalla, había sido testigo de las 

recientes huelgas, y puede informar que las fuerzas de 
seguridad sólo habían intervenido una vez que fueron 
atacadas con piedras y cócteles molotov por los huelguis-
tas que habían quemado escuelas y otros lugares públicos, 
causando daños considerables. Los empleadores egipcios 
creen en los derechos humanos, la democracia y la liber-
tad de expresión, pero estos derechos deben ejercitarse en 
un marco de respeto a la legislación nacional y al orden 
público. Las leyes y normas no pueden ser iguales en to-
das partes, sino que deben tener en cuenta las especifici-
dades culturales. 

En cuanto a la cuestión de las elecciones, señaló que en 
calidad de representante de la Cámara de Industria y Co-
mercio de Egipto, no había sido nunca testigo de que el 
Gobierno se inmiscuyera en las elecciones. Habiendo 
dicho esto, la fuerte competencia entre los sindicatos 
había llevado recientemente a poner en duda la legitimi-
dad de las elecciones en algunos casos. Asimismo obser-
vó que el número de huelgas había aumentado últimamen-
te y esto es algo a lo que la sociedad egipcia no está acos-
tumbrada. Como consecuencia de las huelgas, una serie 
de compañías han celebrado acuerdos con los sindicatos y 
han pagado los salarios a los trabajadores acordados du-
rante las negociaciones. Todos los trabajadores tienen 
derecho a la huelga, pero las huelgas no deben utilizarse 
como un medio para intimidar, saquear y quemar. Con-
cluyó haciendo hincapié en que las organizaciones de 
empleadores de Egipto creen firmemente en el diálogo 
social y mantienen consultas constantes con el Gobierno y 
los trabajadores, dando una gran importancia a sus inter-
locutores, que desempeñan un papel específico en este 
proceso. 

El miembro trabajador de Egipto indicó que había pedi-
do la palabra para responder a ciertos comentarios rela-
cionados con la dignidad del movimiento sindical egipcio, 
que existe desde hace al menos 100 años. Las últimas 
elecciones sindicales se celebraron siguiendo los proce-
dimientos aplicables, en una atmósfera democrática y sin 
injerencias del Gobierno. En las elecciones se ha produci-
do un recambio de entre el 40 y el 60 por ciento de los 
dirigentes sindicales. Señaló que por sí solo esto ya signi-
fica una respuesta clara a los que acusan a los sindicatos 
de monopolizar la acción sindical. En su opinión, no pue-
de existir monopolio cuando el movimiento sindical se 
renueva cada cinco años a través de unas elecciones que 
se realizan con arreglo al Convenio. Las organizaciones 
de trabajadores y de empleadores de Egipto vienen disfru-
tando de pluralismo y democracia para defender los inter-
eses de sus miembros desde los años veinte. Los mismos 
trabajadores se dieron cuenta de que sus intereses sólo 
podían defenderse de forma eficaz siendo solidarios y su 
voluntad a este respecto se reflejó en sus estatutos sindi-
cales. Además, cualquier cambio en el statu quo tiene que 
proceder del movimiento sindical del país, y tener en 
cuenta las características culturales nacionales. Señaló 
que en Egipto no existen limitaciones para afiliarse a un 
sindicato de cualquier sector o para renunciar a dicha afi-
liación. La función de la Confederación General de Sindi-
catos en lo que respecta a los estatutos sindicales consiste 
en redactar un estatuto modelo que pueda servir a los di-
versos sindicatos a la hora de redactar sus propios estatu-
tos. Dichos estatutos difieren entre las 23 organizaciones 
sindicales existentes y dependen de sus circunstancias 
específicas. Los miembros trabajadores reconocieron en 
su intervención la función desempeñada por la Federación 
de Trabajadores de la Industria Textil y el Presidente de la 
Confederación General de Sindicatos en la solución de la 
huelga que tuvo lugar en la ciudad de El Mahalla. Indicó 
que esto demuestra el buen funcionamiento de las relacio-
nes tripartitas y la cooperación en Egipto. 

Por último, el orador indicó que el coordinador general 
del CTUWS nunca había sido sindicalista y que había 
establecido un centro para proporcionar servicios a los 
trabajadores, que en forma alguna podía considerarse un 



 

19 Parte II/56 

sindicato. Se trataba de una simple iniciativa individual, 
que podría considerarse como un establecimiento comer-
cial. Expresó su sorpresa por el hecho de que este foro 
internacional se hubiera tomado la molestia de referirse a 
esa cuestión. 

El miembro gubernamental de Qatar señaló que había 
escuchado con atención al representante gubernamental, 
que proporcionó informaciones pormenorizadas y abrigó 
la esperanza de que la Comisión examinara y sacara el 
máximo provecho de estas informaciones. 

El miembro gubernamental de Marruecos subrayó la im-
portancia de que los trabajadores gozaran plenamente de 
sus derechos sindicales, no sólo por el interés de los mis-
mos, sino también por el de los interlocutores sociales. El 
Convenio, que es el punto de referencia de los trabajado-
res en lo que respecta a sus derechos, podría tener asi-
mismo importantes consecuencias en el desarrollo eco-
nómico y social de los Estados. Sin embargo, es necesario 
que los cambios se produzcan dentro de la sociedad. La 
representante gubernamental de Egipto se refirió a los 
esfuerzos realizados en el país para adaptarse a las cir-
cunstancias económicas a nivel mundial. El Gobierno 
sigue trabajando sin cesar para garantizar de manera ade-
cuada el desarrollo social y la resolución de los conflictos 
laborales. El Código del Trabajo de 2003 fue adoptado 
para regularizar este proceso y se realizaron grandes es-
fuerzos para desarrollar una concienciación en materia de 
diálogo social y mejorar las relaciones laborales. Dichos 
esfuerzos están empezando a dar sus frutos y esto es muy 
importante para un desarrollo futuro de las relaciones 
profesionales. No cabe duda de que todas estas medidas 
conducirán a un clima más positivo y a la superación de 
los obstáculos entre la legislación nacional y el Convenio. 
Se debe elogiar el esfuerzo del Gobierno por el hecho de 
que éste desempeña un papel muy importante en el proce-
so de paz de Oriente Medio y juega un papel predominan-
te en la labor de la Organización Arabe del Trabajo. Con-
cluyó señalando que la Comisión deberá examinar la in-
formación proporcionada y tomar en consideración las 
opiniones manifestadas por el Gobierno. 

El miembro gubernamental de Túnez señaló que la legis-
lación egipcia, y especialmente el Código del Trabajo de 
2003, está en conformidad con las normas internacionales 
del trabajo y que su aplicación depende del desarrollo del 
tripartismo y del diálogo social. Además, a través de la 
elaboración, en 2006, de las bases y principios del diálogo 
social como fundamento de la justicia social y de la orga-
nización de ciclos de formación destinados a los interlo-
cutores sociales, se han conseguido resultados esperanza-
dores. Cabe señalar la importancia de que dicho diálogo 
sea eficaz y se lleve a cabo de forma serena. Dijo que el 
Gobierno está abierto al diálogo y que hay que apoyar sus 
esfuerzos en la aplicación del Convenio. 

El miembro gubernamental de Sudán indicó que su Go-
bierno da una importancia especial a la cooperación con 
la Comisión de la Conferencia. La representante guber-
namental ha demostrado que la acción del Gobierno es 
compatible con los comentarios de la Comisión de Exper-
tos. El Gobierno desea aceptar y beneficiarse de la asis-
tencia técnica de la OIT. Ha realizado grandes esfuerzos 
por lograr un acuerdo y resolver así los conflictos labora-
les. Egipto, un país de gran riqueza histórica y civiliza-
ciones, debe enfrentarse a nuevas experiencias y necesita 
tiempo para elegir el modelo que mejor se adapte a su 
situación actual. Este cambio debe ser gradual para que 
los interlocutores sociales puedan recoger sus frutos. 
Concluyó señalando que el país no debería estar incluido 
en la lista de casos. 

El miembro gubernamental de Belarús acogió con agrado 
las intenciones del Gobierno de poner la legislación de 
conformidad con el Convenio en el marco del diálogo 
social. La intención del Gobierno de crear un clima de 
confianza y seguridad con los interlocutores sociales me-
diante el diálogo social, se ha puesto de manifiesto con la 

organización de seminarios sobre un amplio abanico de 
cuestiones, incluidas las reformas económicas y la mejora 
de las condiciones laborales. Observó que la evolución 
dinámica del número de mujeres sindicalistas es el resul-
tado de los esfuerzos del Gobierno por promover la igual-
dad de género. Es importante seguir dialogando con el 
Gobierno. 

El miembro gubernamental de los Emiratos Arabes Uni-
dos apoyó la declaración realizada por el miembro guber-
namental de Qatar. Las cuestiones planteadas por la Co-
misión de Expertos no conciernen a violaciones funda-
mentales del Convenio y pueden ser examinadas mediante 
la cooperación técnica entre la OIT y el Gobierno. Elogió 
al Gobierno que estuviese abierto a los comentarios for-
mulados por la Comisión de Expertos y dispuesto a co-
operar con la OIT. Expresó su confianza de que el Go-
bierno adoptará las medidas necesarias para la aplicación 
de todos los artículos del Convenio en diálogo con los 
interlocutores sociales. 

El miembro gubernamental de la Jamahiriya Arabe Libia 
indicó que su Gobierno tenía el mayor respeto por los 
comentarios de la Comisión de Expertos. La representante 
gubernamental de Egipto ha dado amplias explicaciones e 
informaciones en respuesta a los comentarios de la Comi-
sión de Expertos y también ha comunicado información 
detallada sobre los disturbios que habían tenido lugar en 
la ciudad de Mahalla, que pusieron de manifiesto que se 
garantizaba en Egipto el derecho de huelga. Las huelgas 
deben tener lugar de conformidad con la ley. El asunto se 
ha abordado de manera democrática y legal, a través de 
una decisión de un poder judicial independiente. Debería 
tomarse en consideración la información comunicada 
cuando se extrajeran las conclusiones de este caso. 

La presencia de la Ministra del Trabajo de Egipto en 
persona refleja el valor que tiene para ese país la aplica-
ción de los convenios de la OIT. La Ministra mencionó en 
su declaración las disposiciones del Código del Trabajo 
relacionadas con el sistema de la unicidad sindical y sus 
aspectos benéficos para los trabajadores. Asimismo, indi-
có que se han realizado huelgas a diferentes niveles y 
explicó al mismo tiempo las condiciones que incitan a las 
huelgas. Expuso igualmente las modalidades de elección 
de los miembros de los comités ejecutivos de los sindica-
tos, que se llevan a cabo bajo control judicial, y que toda 
injerencia en la misma está prohibida. Los nuevos diri-
gentes han sido elegidos y son por la mayor parte mujeres 
(40 por ciento), las cuales llegaron en algunos casos a 
alcanzar incluso el 70 por ciento. Las fuerzas del orden 
únicamente entran en los locales electorales con el fin de 
hacer respetar el orden. Su misión es garantizar la seguri-
dad, pero no intervienen jamás en las elecciones sindica-
les. La Ministra explicó claramente las diferentes etapas 
de la negociación y la manera como se resuelven los con-
flictos laborales, incluso a través de la conciliación y el 
arbitraje. El orador sugirió finalmente que estas informa-
ciones deberían ser tenidas en cuenta por la Comisión al 
momento de redactar las conclusiones. 

La miembro gubernamental de Cuba apreció los esfuer-
zos del Gobierno de Egipto por recurrir al diálogo social 
tripartito para buscar alternativas convenientes que permi-
tan afrontar los desafíos económicos y sociales de la glo-
balización. Destacó que el Gobierno también propicia el 
diálogo entre empleadores y trabajadores, y organiza cur-
sos orientados a mejorar la preparación de ambas partes 
con miras a emprender reformas económicas que benefi-
cien a los trabajadores y aseguren el respeto de sus dere-
chos fundamentales. La oradora confió en que la Comi-
sión tomaría buena nota de las explicaciones comunicadas 
por el Gobierno egipcio. 

La miembro gubernamental de China declaró que había 
tomado nota de la declaración del Gobierno, en particular 
respecto de la legislación adoptada para dar efecto al 
Convenio y de las medidas adoptadas para promover el 
diálogo social. La OIT debería seguir colaborando con el 
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Gobierno para garantizar el pleno cumplimiento del Con-
venio. 

El miembro gubernamental de la Federación de Rusia de-
claró que el Gobierno estaba adoptando medidas especia-
les para cumplir con sus obligaciones internacionales en 
materia de derechos de los trabajadores. La solución a los 
problemas planteados por la Comisión de Expertos radica 
en las negociaciones tripartitas a nivel nacional y en la 
cooperación entre la OIT y el Gobierno. Instó a todas las 
partes interesadas a proseguir con el diálogo y, a la OIT, a 
proporcionar, si fuese necesario, la asistencia técnica per-
tinente. 

La representante gubernamental de Egipto expresó su 
agradecimiento a todos los que habían hecho uso de la 
palabra durante esa importante discusión. Aseguró a la 
Comisión que, habiendo sido ella misma sindicalista, no 
toleraría ninguna violación de los derechos sindicales en 
su país y procuraría solucionar todas las divergencias 
existentes entre la legislación nacional y los convenios 
internacionales. Dijo que quería responder a todos los 
comentarios realizados por los miembros empleadores y 
trabajadores, que aparentemente habían sido preparados 
antes de escuchar la declaración del Gobierno. Expresó la 
esperanza de que los miembros trabajadores reexaminasen 
su postura. Indicó que en Egipto no existen limitaciones 
estrictas al derecho de los trabajadores a afiliarse a un 
sindicato o a renunciar a dicha afiliación. Son los estatu-
tos básicos de los sindicatos los que determinan las reglas 
y los procedimientos de afiliación de los trabajadores ac-
tivos. La Ley de Sindicatos garantiza la plena libertad de 
los trabajadores de afiliarse o de no afiliarse a cualquier 
sindicato. Por consiguiente no existen limitaciones. 

En lo que respecta a la cuestión de la unicidad sindical, 
apoyó la opinión de que esta unidad debería surgir de la 
misma organización sindical y no tener que decidirse en 
virtud de la ley o por decisión administrativa. El estatuto 
básico de las organizaciones sindicales ha sido decidido 
por los trabajadores mismos, que han elegido una estruc-
tura sindical piramidal basada en la unidad, tal como se 
contempla en la actual Ley de Sindicatos. Señaló que, a 
medida que el país se desarrolle puede que las cosas cam-
bien y que se mantenga el diálogo tripartito sobre esta 
cuestión. 

En relación con los procedimientos que rigen la nomi-
nación y la elección de dirigentes sindicales, que, según la 
Comisión de Expertos, deberían ser establecidos por los 
sindicatos y no por la autoridad pública, por el órgano 
directivo de una central única o la ley, la oradora hizo 
hincapié en que el Gobierno no participa en la elección de 
los representantes sindicales, que se celebra con total li-
bertad. La cuestión planteada por la Comisión de Exper-
tos se solucionó en una reunión de la Asamblea General 
de la Confederación General de Sindicatos, que tuvo lugar 
el 18 de octubre de 2006. La oradora prometió enviar a la 
Comisión de Expertos una copia de las actas de la reu-
nión, junto con una copia del reglamento tipo del estatuto 
básico de las organizaciones sindicales. Señaló que se 
trata de otra prueba de la buena voluntad de su Gobierno. 

En relación al grupo que representa a los ingenieros, 
aclaró que se trata de una organización profesional y no 
de un sindicato. Esta organización se ha establecido con el 
único objetivo de defender los intereses específicos de sus 
miembros. Añadió que no se ha negado la entrada en la 
sala de reunión a ningún miembro de la organización, ya 
que sólo se impide la entrada a los que no son miembros 
de la misma. La presencia de fuerzas policiales en el exte-
rior del edificio sólo tenía como objetivo garantizar y pro-
teger la seguridad de las personas y bienes, y estas fuerzas 
no tenían previsto entrar en la sala de reuniones. 

En lo que respecta a la clausura del Centro de Servicios 
Sindicales y de sus delegaciones en El Mahalla, Nagaa 
Hamadi y Helwan, informó a la Comisión que el centro 
no se había clausurado debido a sus actividades sindica-
les, sino por su violación de las condiciones para la con-

cesión de licencias a las organizaciones no gubernamenta-
les, de conformidad con las disposiciones de la Ley sobre 
Organizaciones No Gubernamentales, núm. 84, de 2002. 
Añadió que se había dictado una sentencia judicial orde-
nando que se anulase la clausura. Actualmente, los repre-
sentantes del CTUWS y el Ministerio de Solidaridad So-
cial están dialogando a fin de corregir su estatuto, con 
arreglo a la Ley de Organizaciones No Gubernamentales. 

En relación a las huelgas de El Mahalla, señaló que és-
tas se habían llevado a cabo el 6 de abril de 2008 en la 
ciudad Mahalla al Korba y no en la fábrica. Por motivos 
que no tenían ninguna relación con la promoción de los 
intereses profesionales, algunas personas cometieron ac-
tos de vandalismo. Más de 27.000 trabajadores de la fá-
brica de El Mahalla no participaron en la huelga porque 
habían entablado negociaciones con la dirección bajo los 
auspicios del Ministerio. A las personas que fueron a la 
huelga se les pagó la totalidad de su salario, incluso du-
rante el período de la huelga, aunque el Código del Traba-
jo establece la deducción de los salarios durante los pe-
ríodos de huelga. Los salarios se pagaron porque el Go-
bierno tiene la potestad discrecional de decidir sobre esta 
cuestión y respeta los derechos de los trabajadores. Hizo 
hincapié en que los acontecimientos que se produjeron en 
abril en El Mahalla habían tenido por objetivo perjudicar 
a la ciudad, no tratándose para nada de una huelga convo-
cada por los trabajadores. 

Concluyó señalando la importancia de las consultas y la 
colaboración con los interlocutores sociales, a través del 
Consejo Consultivo Laboral que se había establecido en 
virtud del Código del Trabajo. Aseguró a la Comisión de 
la Conferencia que los comentarios de la Comisión de 
Expertos se someterán al Consejo Consultivo Laboral, a 
fin de adoptar las medidas necesarias para revisar el Có-
digo del Trabajo y la Ley de Sindicatos y ponerlos de 
conformidad con las disposiciones del Convenio. 

Los miembros trabajadores agradecieron a la Ministra 
de Trabajo la información que había proporcionado. Seña-
laron que hace 51 años que Egipto había ratificado el 
Convenio núm. 87. Señalaron que, teniendo en cuenta los 
años transcurridos desde entonces, ya era hora de que el 
Gobierno pusiese su legislación de conformidad con los 
requisitos del Convenio. En lo que respecta a los repre-
sentantes de varios gobiernos que habían hecho uso de la 
palabra en apoyo del Gobierno de Egipto, señalaron que 
muchas de esas naciones tampoco cumplen los principios 
de la libertad sindical, ni respetan los derechos de los tra-
bajadores. De hecho, en esta Comisión se debatirán casos 
relacionados con la aplicación del Convenio núm. 87 por 
parte de algunos de esos gobiernos. Tomaron nota de los 
comentarios del Gobierno y señalaron que la Ministra de 
Trabajo había sido colega suyo en el Grupo de los Traba-
jadores. Por consiguiente, esperan que el Gobierno cum-
pla con sus compromisos respecto de la Comisión de bue-
na fe y con rapidez. 

Recordando los comentarios de la Ministra sobre la li-
bertad de afiliarse a sindicatos, indicaron que el quid de la 
cuestión radica en afiliarse a sindicatos y no al sindicato, 
a saber, el único sindicato contemplado por la ley. Hasta 
que los trabajadores disfruten de libertad de afiliarse a 
otras organizaciones, la legislación seguirá sin estar de 
conformidad con el Convenio núm. 87. La situación de 
monopolio sindical también conduce a que se niegue a los 
trabajadores el derecho a llevar a cabo elecciones sindica-
les de la manera que estimen conveniente. Haciendo hin-
capié en que el monopolio sindical no ha sido elegido 
libremente por los trabajadores, sino que se ha impuesto a 
través de la ley, pidieron al Gobierno que introdujera los 
cambios legislativos necesarios, de conformidad con los 
comentarios de la Comisión de Expertos. 

En lo que respecta a los comentarios del Gobierno sobre 
la importancia del diálogo social, recalcaron que es 
igualmente necesario promover la negociación colectiva y 
las sanas relaciones profesionales, y que esto, a su vez, 
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requiere un marco legislativo adecuado. Recordaron que, 
cuando existen unas sanas relaciones profesionales, el 
conflicto adquiere la forma de acciones laborales y huel-
gas. El derecho de huelga tiene que ser garantizado a los 
trabajadores egipcios y, por consiguiente, será necesario 
eliminar las limitaciones al derecho a la huelga que con-
tiene el artículo 192 del Código del Trabajo, así como la 
imposición del arbitraje obligatorio en servicios que no 
son esenciales en el sentido estricto del término. 

Indicaron que el Centro de Servicios para Sindicatos y 
Trabajadores (CTUWS) es reconocido por respetadas 
organizaciones internacionales, entre las que se incluyen 
la CSI y la Federación Internacional de Derechos Huma-
nos. Si se suprimiese el monopolio sindical, el CTUWS 
podría convertirse en un verdadero sindicato y dejar de 
ser una organización de la sociedad civil. 

En relación con la huelga en Mahalla al Korba, recorda-
ron que muchas ONG, entre las que se incluyen Amnistía 
Internacional y la CSI, habían recibido información de 
testigos presenciales respecto de que la policía de distur-
bios había disparado fuego real. Hicieron hincapié en que, 
aunque una huelga derive en violencia, esto no tiene que 
llevar a las autoridades a reaccionar con igual o mayor 
violencia. 

Aceptaron la propuesta del Gobierno de convocar una 
reunión tripartita sobre las cuestiones debatidas y reitera-
ron la firme esperanza de que muy pronto se realicen en-
miendas legislativas, especialmente en lo que respecta a la 
situación de monopolio sindical, al control por parte de 
organizaciones de más alto nivel de los procedimientos de 
elección sindical, al control por parte de la Confederación 
General de Sindicatos de la gestión financiera de los sin-
dicatos y al derecho a la huelga. 

Los miembros empleadores agradecieron a la Ministra 
su exhaustiva respuesta. Subrayaron que el Convenio 
núm. 87 es un convenio fundamental y una piedra angular 
de la OIT. La conformidad con este convenio, por tanto, 
no es un proceso evolutivo; no puede haber concesiones 
ni términos medios en cuanto a asegurar el respeto de sus 
disposiciones. El diálogo social y el tripartismo son la 
segunda piedra angular de la OIT. No obstante, la exis-
tencia de diálogo y consenso no exime del cumplimiento 
de las disposiciones del Convenio. Recordaron que el 
presente caso está relacionado con dos aspectos funda-
mentales del Convenio. El primero, relacionado con el 
sindicato único, era incoherente con el requisito de que se 
permita que existan y prosperen múltiples sindicatos. El 
segundo aspecto está relacionado con el derecho de los 
sindicatos a establecer sus propias normas y forma de 
gobierno, sin injerencia del Gobierno. 

Sostuvieron que los países que habían ratificado el 
Convenio núm. 87, deben cumplir plenamente con las 
obligaciones que del mismo se derivan. A este fin, se ne-
cesitaba asistencia técnica en forma de una misión de la 
OIT. Solicitaron al Gobierno que indicase si estaba prepa-
rado para aceptar dicha misión y le recordaron que tam-
bién estaba obligado a preparar una memoria en la que se 
proporcionaran respuestas completas a las alegaciones de 
la CSI y a las observaciones de la Comisión de Expertos.  

La representante gubernamental de Egipto señaló que, 
aunque su Gobierno estaba dispuesto a cooperar plena-
mente y agradecía la asistencia brindada, éste tiene una 
agenda muy apretada, por lo que no puede prometer que 
la legislación se examine rápidamente. No es seguro que 
las enmiendas a la legislación se presenten antes de que 
finalice el actual período de sesiones del Parlamento, por 
lo que no puede prometer que las enmiendas se promul-
guen el próximo año; se necesita más tiempo para revisar 
la legislación y preparar los cambios necesarios.  
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la declaración formulada por la 
representante gubernamental y de la discusión que tuvo 
lugar a continuación. 

La Comisión observó que los comentarios de la Comisión 
de Expertos se refieren a serios alegatos de injerencia del 
Gobierno y a violentas intervenciones por parte de las fuer-
zas de seguridad contra afiliados sindicales durante eleccio-
nes sindicales, así como también a algunas discrepancias 
entre la legislación del trabajo y las disposiciones del Conve-
nio, en particular en lo que respecta a la institucionalización, 
por diferentes medios, de un sistema de sindicato único. 

La Comisión tomó nota de la declaración del Gobierno se-
gún la cual las enmiendas realizadas al Código de Trabajo 
han sido el resultado de un diálogo social intenso. Además, la 
Comisión tomó nota de que se está elaborando, con la asis-
tencia de la OIT, un proyecto de ley sobre diálogo social. La 
representante gubernamental afirmó que no hubo injerencia 
en las elecciones sindicales, las que se llevaron a cabo según 
lo dispuesto en los estatutos sindicales, excepto cuando fue 
necesario asegurar una solución pacífica de conflictos inter-
nos. Sin embargo, la representante gubernamental aseguró a 
la Comisión que todos los comentarios formulados por la 
Comisión de Expertos serán tenidos seriamente en cuenta en 
el marco del comité tripartito consultivo nacional. 

La Comisión tomó nota con profunda preocupación de al-
gunos elementos de la respuesta de la representante guber-
namental que parecen mostrar una falta de compromiso con 
los principios fundamentales consagrados en el Convenio, en 
particular con respecto al más básico derecho de formar las 
organizaciones que estimen convenientes y afiliarse a las 
mismas, incluso fuera de la estructura sindical existente. 
Lamentó que no se haya producido ningún progreso sobre 
estas cuestiones fundamentales desde que se ratificó el Con-
venio hace más de cincuenta años. También expresó su pre-
ocupación por las referencias hechas por varios oradores 
sobre las graves violaciones del Convenio que siguen tenien-
do lugar. A este respecto, la Comisión recordó que las liber-
tades civiles básicas y los derechos fundamentales deben ser 
respetados durante la realización de la huelga. La Comisión 
pidió al Gobierno que dé plena aplicación a la sentencia del 
Tribunal Administrativo de Egipto de manera que el Centro 
de Servicios para los Sindicatos y los Trabajadores pueda 
funcionar libremente. La Comisión alentó al Gobierno a que 
continúe por el importante camino de reforma democrática 
que se ha comenzado en el país.  

La Comisión instó al Gobierno a que tome medidas tangi-
bles en un futuro muy próximo para que pueda asegurarse a 
todos los trabajadores el pleno disfrute de su derecho fun-
damental a organizarse y en particular que garantice la in-
dependencia de las organizaciones sindicales, así como la 
eliminación de toda forma de injerencia en las organizacio-
nes de trabajadores. La Comisión invitó al Gobierno a que 
acepte una misión de asistencia técnica de la OIT y se felicitó 
por su buena disposición a este respecto. Pidió al Gobierno 
que en la próxima memoria que deba presentar, envíe in-
formación detallada a la Comisión de Expertos sobre las 
medidas tomadas para poner la legislación y la práctica en 
conformidad con el Convenio, así como información detalla-
da en respuesta a los alegatos de ataques violentos contra 
sindicalistas y actos de injerencia en asuntos internos de los 
sindicatos. 

La representante gubernamental de Egipto reiteró el 
compromiso de su Gobierno en la aplicación de las nor-
mas. En lo que se refiere a la asistencia de la OIT men-
cionada en las conclusiones, manifestó que actualmente se 
está proporcionando a su país la asistencia de la OIT en lo 
relativo al diálogo social, y que no hay necesidad de una 
mayor asistencia sobre la cuestión en discusión. Lo que sí 
se necesita es asistencia para la formación de los sindica-
listas y empleadores. La oradora expresó la esperanza de 
que Egipto continúe cumpliendo siempre con sus obliga-
ciones en relación con los convenios de la OIT. 
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GUATEMALA (ratificación: 1952) 
Un representante gubernamental declaró que sigue sien-

do pertinente el objetivo de alcanzar el pleno respeto de 
las libertades sindicales como pilar fundamental para el 
desarrollo y el fortalecimiento de las negociaciones colec-
tivas, que había determinado que su país ratificara, en 
1952, el Convenio núm. 87, renovando su compromiso 
con el mismo. El tema laboral está incluido en las políti-
cas del Gobierno con planteamientos concretos, como la 
necesidad de modernizar la legislación laboral para armo-
nizarla con las disposiciones de los Convenios de la OIT 
ratificados por su país, el establecimiento de mecanismos 
más ágiles y el fortalecimiento de la clase obrera y empre-
sarial, especialmente en el marco actual de participación 
del país en un mundo globalizado. 

Es obligación del Estado desarrollar un campo fértil pa-
ra que los guatemaltecos accedan a empleos dignos, que 
les provean los recursos suficientes para la satisfacción de 
sus necesidades básicas y la mejora de su nivel de vida, en 
un ambiente en el que se respeten sus derechos y en el que 
gocen de la protección de un sistema de seguridad social 
eficiente. La constitución política de la República con-
templa una serie de derechos y de garantías individuales 
para los trabajadores y establece que éstas sólo pueden ser 
mejoradas y nunca disminuidas. El mejoramiento de di-
chas garantías se logra mediante la negociación colectiva. 
Confiere, además, una supremacía a los convenios y a los 
tratados internacionales en materia de derechos humanos, 
entre los que se encuentran el derecho al trabajo y la liber-
tad de asociación.  

El orador informó que en el mes de abril del presente 
año se había llevado a cabo la visita de la Misión de Alto 
Nivel recomendada en las conclusiones de esta Comisión 
en 2007, con resultados alentadores, y que concluyó con 
la firma de un acuerdo en el marco de la Comisión tripar-
tita nacional. También informó que, dentro de la Fiscalía 
General de la Nación existe la Fiscalía Especial de Delitos 
contra Periodistas y Sindicalistas, que se encarga de dar 
seguimiento a los casos de que se trate. Cabe resaltar que 
no existe ninguna política institucional de violencia en 
contra de sindicalistas ni de ningún otro grupo social, 
habiendo asumido el Gobierno su responsabilidad de apo-
yar la investigación de dichos casos, con todos los recur-
sos de que dispone. 

Los derechos sindicales, al igual que los derechos de 
cualquier ciudadano, sólo pueden ejercerse en un clima de 
paz y de tranquilidad, sin que sus actos estén sujetos a 
ningún tipo de violencia, especialmente por el ejercicio de 
un derecho legítimo como es el derecho de asociación, ya 
sea de carácter laboral o de cualquier otra naturaleza. En 
el informe de la Comisión de Expertos se menciona el 
caso específico del secretario general del sindicato de la 
empresa portuaria Quetzal y cabe señalar que, hasta el 
momento, las investigaciones realizadas no han dado in-
dicios de que haya sido un asesinato como consecuencia 
de una actividad sindical. La investigación sigue abierta 
para determinar el verdadero motivo de tal asesinato y 
sancionar a los responsables. 

En cuanto al artículo 215 literal c), del Código del Tra-
bajo, que establece la necesidad de contar con la mitad 
más uno de los trabajadores de la actividad de que se trate 
para constituir sindicatos de industria, y que se menciona 
en el informe de la Comisión de Expertos, cabe señalar 
que ya existen proyectos de reforma a dicho Código, en el 
sentido indicado por la Comisión de Expertos. 

En relación con el retraso o la negativa a la inscripción 
de sindicatos, la legislación no permite tal negativa a nin-
gún sindicato, salvo que no cumpla con algún requisito 
que contempla la ley interna. Cuando se detecta una falta 
de requisitos formales, se subsana la omisión dando opor-
tunidad a los solicitantes para que cumplan con esos re-
quisitos. Se trabaja asimismo en la reforma y en la mo-
dernización de la legislación laboral, manteniéndose los 

conceptos y principios que deben fortalecerse en las rela-
ciones obrero-patronales. 

Con la finalidad de agilizar los procesos judiciales, se 
han creado nueve juzgados de primera instancia, que se 
agregan a los ya existentes, y se trabaja para que se esta-
blezcan en las áreas en las que existe más población labo-
ral, por ejemplo, en los Departamentos de Izabal, Alta 
Verapaz, Santa Rosa, Suchitepéquez y El Petén. También 
se han creado, en esos Departamentos cuatro tribunales de 
segunda instancia, con ánimo de facilitar el acceso a la 
justicia. Se trabaja, además, en una iniciativa de ley para 
modificar la Ley de Amparo, Exhibición Personal y Cons-
titucionalidad, proyecto que ha avanzado considerable-
mente y que está pendiente de la opinión que emita la 
Corte de Constitucionalidad. 

En lo que respecta al proyecto de ley de servicio civil, 
éste fue retirado de su discusión en el pleno del Congreso, 
tomándose en consideración las objeciones formuladas en 
su día por los órganos de control regular. En la actualidad, 
se contempla la elaboración de un nuevo proyecto, con el 
acompañamiento y el apoyo técnico y financiero de la 
OIT para que sea armonizado con las disposiciones del 
Convenio. 

En lo que atañe al sector de la maquila, se incrementó el 
personal de la Inspección General del Trabajo, con la fi-
nalidad de dar atención exclusiva a este sector. En su 
oportunidad, el Gobierno había planteado a la Oficina 
Subregional de la OIT que se abordara el tema de la liber-
tad sindical y de la negociación colectiva en la industria 
de la maquila, dentro de la asistencia técnica y financiera 
solicitada por el Gobierno, a efectos de realizar mensual-
mente un seminario tripartito sobre libertad sindical y 
negociación colectiva en la industria de la maquila. El 
orador declaró que hace propicia la ocasión para reiterar 
tal solicitud a tales efectos.  

En relación con la Comisión tripartita nacional, mani-
festó que ya está constituida, habiéndose iniciado el diá-
logo para la búsqueda de la solución de los problemas 
planteados por los sectores laboral y patronal y los acuer-
dos para las reformas jurídicas. A tal efecto, se creó una 
Subcomisión específica, que celebra una sesión cada 15 
días en la sede del Ministerio de Trabajo y Previsión So-
cial. 

Con el acuerdo suscrito en una de las reuniones de la 
Comisión tripartita nacional entre empleadores, trabajado-
res y el Gobierno, con motivo de la visita de la Misión de 
Alto Nivel en abril del año en curso, se evidencia la buena 
fe y la decisión política del Gobierno de buscar soluciones 
a través del fortalecimiento del diálogo social y de los 
acuerdos logrados por consenso. 

Con respecto a las estadísticas laborales, el Gobierno 
trabaja en una reestructuración y modernización del Mi-
nisterio de Trabajo y Previsión Social, que incluye el for-
talecimiento de áreas como la Dirección de Estadísticas 
Laborales. Se han priorizado las siguientes tareas: encues-
tas y estadísticas sobre todos los aspectos y temas labora-
les, un programa de estudio permanente sobre mercados 
laborales y áreas técnicas de soporte (economía, estadísti-
ca, sociología, etc.), destinado al aprendizaje y a la inves-
tigación de los temas laborales. 

Por último, mencionó la firma del Pacto Colectivo de 
Condiciones de Trabajo con una de las organizaciones 
más fuertes del país, la Asamblea Nacional del Magiste-
rio, que aglutina a aproximadamente 14 sindicatos de la 
enseñanza; la firma del Pacto Colectivo de Condiciones 
de Trabajo con el Sindicato de Empleados del Ministerio 
de Trabajo y Previsión Social; y la autorización de varios 
sindicatos que solventaron las formalidades para su cons-
titución, entre ellos, el Sindicato de Investigadores del 
Ministerio Público, los empleados de maquilas y los sin-
dicatos de empleados del agro. Por todo ello, vuelve a 
solicitar el apoyo técnico y financiero necesario para se-
guir mejorando el sistema de aplicación de los convenios 
de la OIT. El Texto del Acuerdo es el siguiente: 
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Acuerdo en el marco de la Comisión Tripartita Nacional 
En la ciudad de Guatemala, el Gobierno de Guatemala, 

representado por el Ministerio de Trabajo y Previsión, los 
representantes del Movimiento Sindical y el Comité Coor-
dinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industria-
les y Financieras (CACIF), reunidos en el marco de la Co-
misión Tripartita, con motivo de la Misión de Alto Nivel de 
la OIT (21 a 24 de abril de 2008), acuerdan abocarse al tra-
tamiento de los siguientes temas con miras a la elaboración 
de proyectos de reformas o de lineamientos en la perspecti-
va de asegurar una mejor aplicación de los Convenios 
núms. 87 y 98 de la OIT: 

1) Evaluación de las acciones institucionales, incluidas 
las más recientes, en particular las medidas especia-
les de protección para prevenir actos de violencia 
contra sindicalistas amenazados. Asimismo, evalua-
ción de las medidas en curso (aumentos presupues-
tarios y del número de investigadores) para garanti-
zar la realización de una investigación eficaz con 
suficientes medios que permita el esclarecimiento 
de los delitos de que hayan sido víctimas los sindi-
calistas y la identificación de los responsables. 

2) Examen de las disfunciones del actual sistema de 
relaciones laborales (demoras excesivas y abusos 
procesales, falta de aplicación efectiva de la ley y 
de las sentencias, etc.) y, en particular, de los meca-
nismos de protección del derecho de negociación 
colectiva y de los derechos de las organizaciones de 
trabajadores y de empleadores y de sus afiliados 
consagrados en los Convenios núms. 87 y 98, a la 
luz de consideraciones técnicas y de los comenta-
rios de índole sustantiva o procesal de la Comisión 
de Expertos en Aplicación de Convenios y Reco-
mendaciones de la OIT. 

Teniendo en cuenta que los problemas señalados perdu-
ran desde hace muchos años, las partes se comprometen a 
examinar estos temas con celeridad, a través de reuniones 
mensuales, con el objeto de elaborar informes de avance. 

Considerando que los órganos de control han puesto én-
fasis en los problemas señalados, las partes se comprometen 
a trabajar intensamente de manera consensuada, con miras a 
proyectos de reformas o de lineamientos, e informar a la 
Comisión de Expertos antes de su próxima reunión en no-
viembre de 2008, quedando entendido que los informes de 
avance tendrían que ser presentados cada dos meses a la 
Oficina Internacional del Trabajo. 

La Misión de Alto Nivel se compromete a gestionar una 
asistencia técnica adecuada en relación con estos temas. 

Los miembros empleadores expresaron su agradecimien-
to por el hecho de que el Gobierno continúe teniendo una 
actitud positiva. Recordaron que, desde 1991, la aplica-
ción por Guatemala de los Convenios núms. 87 y 98, 
había sido debatida por la Comisión todos los años, y que 
lo mismo había ocurrido frecuentemente durante los años 
ochenta. Una revisión de los comentarios de la Comisión 
de Expertos de ese período permite darse cuenta de que se 
había producido una aplicación firme y constante de am-
bos Convenios. La lista de las cuestiones planteadas por la 
Comisión de Expertos se está reduciendo, lo cual es digno 
de acogerse favorablemente. 

Señalaron que el nuevo Gobierno había entrado en fun-
ciones el 14 de enero y que, tal como indicara el represen-
tante gubernamental, en abril de 2008 se firmó un acuerdo 
tripartito como resultado de la Misión de Alto Nivel de la 
OIT. A través de este acuerdo, el Gobierno y los interlo-
cutores sociales se comprometen a trabajar conjuntamente 
cada mes, con miras a redactar textos legislativos y direc-
trices. A este respecto, reiteraron la necesidad de que la 
Comisión establecida por el acuerdo tome plenamente en 
consideración los comentarios realizados por la Comisión 
de Expertos. 

Señalaron que el reciente aumento del número de muer-
tes y asesinatos de sindicalistas es realmente lamentable. 
Tomando nota del comentario del Gobierno de que refor-
zará la Fiscalía General de la República para abordar este 
problema, expresaron la esperanza de que el Gobierno lo 
haga a la mayor brevedad. Asimismo, esperan que adopte 
otras medidas para proteger a los sindicalistas. Indicaron 
que uno de los principios centrales del Convenio núm. 87 
consiste en que la libertad sindical sólo puede ejercerse en 
una atmósfera libre de violencia e intimidación. 

Estuvieron de acuerdo con la Comisión de Expertos en 
que el requisito de la mitad más uno de los votos de los 
trabajadores de una determinada profesión para poder 
constituir un sindicato, resulta demasiado elevado. Asi-
mismo, el requisito de que una persona tiene que ser de 
origen guatemalteco para poder presentarse a las eleccio-
nes de dirigentes sindicales, no está de conformidad con 
el Convenio. En lo que respecta a las huelgas, pusieron de 
relieve que deben tenerse en cuenta las diferentes circuns-
tancias, condiciones y niveles de desarrollo de los países. 
No existe una regla única a este respecto, ya que lo que 
puede considerarse un servicio esencial en un país puede 
que no lo sea en otro país. 

Los miembros trabajadores señalaron que Guatemala se 
encuentra de nuevo en la lista de casos individuales, debi-
do a las violaciones regulares de los derechos fundamen-
tales de los trabajadores, especialmente la libertad sindical 
y el derecho de negociación. Estas violaciones llegan in-
cluso a adoptar la forma de asesinatos de dirigentes y mi-
litantes sindicales. Guatemala es uno de los países más 
peligrosos para los sindicalistas y la impunidad y la co-
rrupción son habituales. La entrada en funciones del nue-
vo Gobierno ha hecho renacer un rayo de esperanza. A 
finales de enero de 2008, durante la Conferencia Interna-
cional contra la Impunidad, el nuevo Presidente de la Re-
pública declaró que iba a hacer todo lo posible para erra-
dicar la violencia que sufren los sindicalistas y acabar con 
la impunidad endémica. Lamentablemente, desde enton-
ces la situación ha seguido deteriorándose. 

El año pasado, los miembros trabajadores ya habían 
condenado la violencia contra los sindicalistas. Pero cabe 
señalar que la lista de víctimas ha seguido aumentando y 
que prácticamente no se hace nada para identificar y san-
cionar a los culpables de que esto sea así. Las quejas pre-
sentadas por los sindicatos son declaradas improcedentes 
o sin actuación judicial y aquellos que las presentan son 
víctimas de amenazas y actos de intimidación. A este res-
pecto, indicaron que el representante gubernamental se 
había comprometido a reforzar a las autoridades judicia-
les. La situación ha empeorado y continúa viviéndose un 
clima de violencia y de impunidad que resulta inacepta-
ble. Prueba de ello, son la serie de ataques perpetrados en 
la sede de la Central General de Trabajadores de Guate-
mala (CGTG), en el domicilio del dirigente de la Confe-
deración de Unidad Sindical de Guatemala (CUSG) y en 
otros lugares, y los asesinatos cometidos, entre los que 
cabe señalar el de Carlos Enrique Cruz Hernández, 
miembro del Sindicato de Trabajadores Bananeros. Asi-
mismo, cabe indicar que se producen muchos arrestos de 
sindicalistas. En este contexto, sería útil conocer cuáles 
son las primeras constataciones de la misión de la OIT 
que visitó el país en abril de 2008. 

En lo que respecta al hecho de que la legislación no esté 
en conformidad con el Convenio, quisieron indicar que 
esta legislación restrictiva impide la organización de 
huelgas legales. El Gobierno no ha dado respuesta alguna 
a la solicitud de la Comisión de Expertos de preparación 
de una reforma profunda de la legislación en este ámbito. 
Las restricciones a la libertad sindical y al derecho de 
negociación colectiva siguen siendo habituales en las 250 
maquilas, en las que no existen siete sindicatos como in-
dica el representante gubernamental, sino sólo tres. El 
hecho de que la inspección del trabajo carezca de personal 
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y de los medios necesarios, no contribuye a mejorar la 
situación. 

En relación con la legislación aplicable a la función pú-
blica, que es contraria al Convenio, señalaron que no se 
había hecho nada para modificarla y que, en la práctica, 
algunos sindicalistas habían sido despedidos siendo ejem-
plo de ello los despidos en el Banco de Crédito Nacional 
y en el Ministerio Público. La Comisión de Expertos indi-
có que en la Comisión Tripartita Nacional el diálogo no es 
eficaz y que, al parecer, el Gobierno no tiene la voluntad 
política necesaria para que lo sea, y utiliza, como pretexto 
para ganar tiempo, una falta de consenso entre los traba-
jadores y los empleadores. De esta forma, no se toma nin-
guna decisión para modificar la legislación. 

Por último, indicaron que el nuevo Gobierno y la Con-
ferencia Internacional contra la Impunidad habían hecho 
renacer la esperanza, pero que, a menos que la misión 
efectuada por la Oficina en 2008 haya realizado constata-
ciones diferentes, la información de la que se dispone 
actualmente demuestra que las normas fundamentales del 
trabajo continúan incumpliéndose. Las promesas y las 
declaraciones no tienen ninguna validez, pues la realidad 
muestra que el clima es cada vez más violento y siguen 
produciéndose violaciones sistemáticas de los derechos de 
los sindicalistas. 

El miembro trabajador de Guatemala declaró que, al 
analizar las observaciones de la Comisión de Expertos, se 
comprueba que, desde 1999, los diferentes Gobiernos de 
Guatemala han demostrado sistemáticamente su indife-
rencia ante el esfuerzo tripartito de superar el grave pro-
blema del incumplimiento del Convenio. Ni siquiera con 
la discusión continua de este caso, en nueve oportunida-
des ante esta Comisión, ni con las misiones técnicas de 
contactos directos de la OIT, los gobiernos y los emplea-
dores habían frenado el incesante asesinato de dirigentes 
sindicales. Está claro que la situación de su país ha em-
peorado, habiendo sido asesinadas las siguientes perso-
nas: Marcotulio Ramírez Portela y Carlos Enrique Cruz 
Hernández, en las fincas bananeras del departamento de 
Izabal; Sergio Miguel García, Miguel Angel Ramírez 
Enríquez, en la finca Olga María, además de muchos 
otros sindicalistas asesinados en años anteriores. Se vive 
un clima de violencia, intimidación y amenazas. Se han 
producido despidos ilegales por constituir sindicatos, por 
ejemplo: el de los trabajadores del sindicato de la distri-
buidora Petén; el de los trabajadores del Sindicato del Sur 
Occidente del País y de la empresa Instalcobra, subcontra-
tada por la empresa DEOCSA, ambas empresas de la 
transnacional española Unión FENOSA. En este último 
caso, fueron 32 los afiliados sindicales despedidos. Se 
produjeron retenciones ilegales de salarios durante seis 
meses, en el caso de los trabajadores del Crédito Hipote-
cario Nacional. Hubo también 18 notificaciones de cance-
lación de contratos de trabajo. Todo esto a lo único que ha 
contribuido es a la implantación de una cultura del terror 
y a la imposibilidad de poder tener un trabajo decente. 

La vergonzosa incapacidad institucional del Ministerio 
Público y de los tribunales de justicia para dar con los 
responsables de estos crímenes ha determinado un con-
sentimiento de la impunidad. Si bien es cierto que en el 
Ministerio Público se había creado una fiscalía para inves-
tigar los delitos contra periodistas y sindicalistas, también 
es cierto que nunca la fortalecieron, sino que quedó debi-
litada, pasando a ser una simple fiscalía, sin mayor estruc-
tura y sin mayor capacidad en el ámbito nacional. 

La causa principal del incumplimiento de las disposi-
ciones laborales, radica en la ausencia de un eficaz meca-
nismo de aplicación de la ley. Hay que reformar la legis-
lación para eliminar todos los obstáculos que impiden el 
ejercicio de la libertad sindical, y la Inspección General 
del Trabajo, el Ministerio Público y los tribunales de tra-
bajo deben actuar oportunamente. También es necesario 
hacer eficientes y efectivos los controles internos y exter-

nos de los funcionarios públicos, como el sistema del ré-
gimen disciplinario de los jueces. 

El orador manifestó que se restringe la posibilidad de 
constitución de sindicatos de industria, puesto que, para 
tal efecto, se exige la mitad más uno de los trabajadores 
de la actividad de que se trate, lo cual es una trampa, por 
la dificultad, por no decir la imposibilidad, que entraña 
saber cuál es el cien por ciento de los trabajadores de una 
determinada actividad. Tampoco lo saben el gobierno ni 
los empleadores. 

En cuanto a la huelga, el artículo 241 del Código de 
Trabajo, exige que la huelga sea declarada por la mayoría 
de los trabajadores y no por la mayoría de los votantes. 
Ante esta imposibilidad, algunos sindicatos han intentado 
realizar huelgas de hecho, y de forma inmediata se orde-
naba a la policía su rápida disolución por la fuerza o el 
Gobierno se inventaba una fórmula para disolver la huel-
ga, como sucediera recientemente con los trabajadores del 
transporte, donde, en vez de privilegiar el diálogo el Go-
bierno, impuso el estado de prevención, con la conse-
cuencia de 49 trabajadores encarcelados y un trabajador 
asesinado. También se impiden las huelgas de solidaridad. 

En relación con las maquilas, señaló que es casi impo-
sible el desarrollo de sindicatos en esta rama, puesto que 
existe un clima agudo de discriminación y de violencia 
sindical, con una serie de medidas sutiles y unas acciones 
descaradas dirigidas a impedir cualquier posibilidad de 
sindicalización. Por todo lo antedicho, el orador solicitó 
que se incluyera este caso en un párrafo especial. 

El miembro gubernamental del Perú, hablando en nom-
bre del Grupo de Estados de Latinoamérica y el Caribe 
(GRULAC), señaló que, como resultado de las conclusio-
nes de esta Comisión, adoptadas en 2007, durante la 96.ª 
Conferencia Internacional del Trabajo, Guatemala había 
aceptado la visita de una Misión de Alto Nivel, realizada 
del 21 al 24 de abril de 2008, y que ese país sigue dando 
muestras de apertura y de colaboración con los órganos de 
control de la OIT. También señaló que, como consecuen-
cia de tal Misión, había sido posible la suscripción de un 
Acuerdo entre los mandantes, en el que se priorizaron 
algunos temas, con miras a la elaboración de proyectos de 
reformas o de lineamientos, encaminados a la mejor apli-
cación de los Convenios núms. 87 y 98 de la OIT. 

Solicitó a la Comisión y a la Oficina que se diera una 
respuesta positiva a la solicitud de asistencia técnica for-
mulada por el Gobierno de Guatemala, con el fin de apo-
yar sus esfuerzos dirigidos al logro de la plena aplicación 
de los derechos sindicales en ese país. 

El miembro trabajador de Colombia afirmó que, a causa 
de las prácticas antisindicales, en Guatemala prácticamen-
te no existe libertad sindical. Según informaciones de las 
propias organizaciones, el porcentaje de trabajadores afi-
liados a algún sindicato no llega siquiera al 1 por ciento. 
La Comisión de Expertos lleva alrededor de veinte años 
insistiendo en la urgente necesidad de proteger los dere-
chos de la clase trabajadora, incluido el derecho a la vida, 
porque la muerte de sindicalistas en ese país viene siendo 
una constante. Dijo que también era preocupante, y reque-
riría una investigación a fondo, la tendencia a la feminiza-
ción de los asesinatos; según información disponible, en 
los últimos ocho años, se habría asesinado a más de 3.000 
mujeres. 

El orador mostró preocupación porque, no obstante las 
reiteradas promesas de respetar y acatar las recomenda-
ciones de la Comisión de Expertos, la realidad demostra-
ba que las restricciones al ejercicio de la libertad sindical 
persistían, tanto para el sector público como para el priva-
do, y cercenaban cualquier posibilidad de negociación 
colectiva. Recordó al Gobierno que la mera existencia de 
una instancia tripartita no basta para que exista concerta-
ción; antes bien, las partes deben tener la firme determi-
nación de dar cumplimiento a las normas internacionales 
del trabajo. Instó al Gobierno a adoptar medidas para pro-
teger la vida de los sindicalistas, a intensificar la lucha 
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contra la impunidad y a poner fin a las acciones antisindi-
cales, para evitar que las malas prácticas continúen exten-
diéndose a través de la región. Por último, solicitó que se 
incluyera este caso en un párrafo especial. 

El miembro trabajador de los Estados Unidos explicó que 
dos meses antes había asistido a un honesto discurso que 
el recién electo presidente de Guatemala, Alvaro Colom, 
había pronunciado en Washington, D.F., en la Universi-
dad George Washington. El Presidente había hecho hin-
capié en la necesidad vital de derechos laborales y justicia 
social en Guatemala, y había lamentado la destrucción del 
movimiento sindical guatemalteco a lo largo de varios 
decenios de violencia. El orador afirmó que, aunque las 
palabras de bienvenida del Presidente parecían sinceras, 
sólo con buenas intenciones no se conseguiría revertir las 
violaciones muy graves de los derechos de libertad sindi-
cal y de negociación colectiva en Guatemala, que venían 
siendo examinadas por la Comisión durante la mayor par-
te de los diez últimos años, y que no habían hecho sino 
empeorar.  

La Administración Bush y los partidarios del Tratado 
de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica 
y la República Dominicana (TLCCA-RD), que había 
entrado en vigor hacía dos años, aseguraron a la Federa-
ción Americana del Trabajo-Congreso de Organizacio-
nes Industriales (AFL-CIO) que el pacto comercial me-
joraría la situación de los derechos laborales en la re-
gión, particularmente en Guatemala, porque la incorpo-
ración de un capítulo relativo al trabajo estimularía el 
buen comportamiento. Pero la entrada en vigor del pacto 
comercial no había mejorado el grado de cumplimiento 
de las leyes vigentes en el país, relativas a la libertad 
sindical y la negociación colectiva, tal y como estaba 
íntegramente documentado en la queja conjunta presen-
tada por el movimiento obrero guatemalteco y la AFL-
CIO, el 23 de abril de 2008, referente a los capítulos 16 
y 20 del TLCCA-RD.  

Además, en el marco de los mecanismos de solución de 
conflictos laborales previstos en el acuerdo comercial, el 
único criterio de examen verdaderamente eficaz es el 
cumplimiento por las partes de sus propias leyes de traba-
jo, con independencia de sus deficiencias, con arreglo a 
las disposiciones de los Convenios núms. 87 y 98. 

Como queda patente en el informe de la Comisión de 
Expertos de 2008 y en la presente sesión, la legislación de 
Guatemala sigue contraviniendo de manera flagrante el 
Convenio. El artículo 379 del Código continúa previendo 
la responsabilidad de los trabajadores de los daños y per-
juicios que puedan resultar de una huelga, lo cual tiene 
fatídicos efectos para el ejercicio de los derechos del 
Convenio. La ley sigue facultando a la policía nacional 
para romper las huelgas. 

Desde la entrada en vigor del LCCA-RD, la violencia 
antisindical y la impunidad no han hecho sino empeorar. 
El orador citó los casos siguientes sucedidos a partir de 
2006: un delegado de los trabajadores del Sindicato de 
Trabajadores Bananeros de Izabal (SITRABI) recibió tres 
disparos el 26 de noviembre de 2006, tras una visita a los 
miembros del sindicato de la plantación de Chickasaw; 
Pedro Zamora, Secretario General de los Trabajadores del 
Puerto de Quetzal, fue brutalmente asesinado en presencia 
de sus hijos el 15 de enero de 2007, con indicios de algu-
na participación de la administración del Gobierno ante-
rior, y otros líderes del mismo sindicato continúan reci-
biendo amenazas de muerte; Walter Anibal Ixaquic Men-
doza y Norma Sente de Ixaquic, dirigentes del Frente Na-
cional de Vendedores de Guatemala, fueron tiroteados y 
asesinados en el centro de la ciudad de Guatemala el 6 de 
febrero de 2007, cuando intentaban solucionar un conflic-
to laboral relacionado con la seguridad de los vendedores 
callejeros; el Secretario Cultural del SITRABI, Mario 
Tulio Ramírez, fue asesinado en septiembre de 2007; el 
22 de enero de 2008, Rosalio René González Villatero, 
Secretario General de los Trabajadores Agrícolas Inde-

pendientes de San Benito, fue asesinado inmediatamente 
después de presentar una demanda en la fiscalía local en 
relación con un conflicto laboral; el 2 de febrero, Sandra 
Isabel Ramírez, hija del Secretario General del Sindicato 
de Trabajadores Bananeros del Sur (SINTRABANSUR), 
cuyos afiliados producen para Chiquita, fue secuestrada y 
violada por cuatro enmascarados que la interrogaron so-
bre la actividad sindical de su padre; el 29 de febrero de 
2008, el hijo y el sobrino de José Alberto Vicente Chávez, 
líder de los trabajadores de embotellado del Sindicato de 
Trabajadores de la Industria del Café y Bebidas Coca-
Cola (SITINCA) en Retalheu, fueron brutalmente asesi-
nados en una parada de autobús mientras esperaban el 
regreso de su padre y de su tío de la ciudad, a donde, iró-
nicamente, había ido a presentar una demanda en relación 
con su propia seguridad personal; el 1.º de marzo de 2008, 
fue tiroteada la casa del Secretario General de la CUSG, 
miembro de la Confederación Sindical Internacional 
(CSI), y el 2 de marzo fue asesinado Miguel Angel Ramí-
rez Enríquez, Secretario General del SINTRABANSUR.  

El orador afirmó que en el informe de la Comisión de 
Expertos, sin embargo, se mencionaba un irrisorio balan-
ce de dos condenas por violencia antisindical y un total de 
17 sindicalistas incluidos en un programa de protección. 
La impunidad de los autores intelectuales y materiales de 
la violencia antisindical en Guatemala ha alcanzado pro-
porciones de crisis. Instó a que se incluyera un párrafo 
especial en el caso, porque las falsas promesas de mejorar 
los derechos de los trabajadores por medio de acuerdos 
comerciales y otros ardides de esa clase no podían tolerar-
se más. 

La miembro trabajadora de Noruega recordó que la Co-
misión llevaba examinando desde hacía muchos años las 
graves violaciones de los Convenios núms. 87 y 98 en 
Guatemala; no obstante, la situación no hace más que 
empeorar. En Guatemala, el sistema judicial es casi inefi-
caz. Además, sólo el 1 y el 2 por ciento de los trabajado-
res están afiliados a un sindicato y muy pocas quejas fue-
ron enviadas por los trabajadores al Ministerio, por miedo 
a ser acosados, a perder sus trabajos, y a ser amenazados e 
incluso asesinados. 

Describió el caso de la organización sindical 
SINTRABANSUR de la plantación bananera Olga María. 
El sindicato fue creado en julio de 2007 para negociar un 
convenio colectivo y el salario mínimo legal. Cuando los 
líderes sindicales proporcionaron a la oficina local del 
Ministerio de Trabajo y Previsión Social una lista con los 
nombres de los miembros, tal y como exige la ley, los 
nombres fueron filtrados inmediatamente al empleador, 
que contrató a agentes privados de seguridad para amena-
zar y acosar a los trabajadores, tanto en el lugar de trabajo 
como en sus hogares. En noviembre de 2007, el emplea-
dor amenazó con cerrar la plantación si los trabajadores 
seguían afiliados al sindicato. Si dimitían, recibirían 400 
euros. Las protestas de los dirigentes sindicales a las auto-
ridades locales y a los inspectores de trabajo no sirvieron 
de nada. El Secretario General del sindicato se negó a 
darse por vencido, por lo que fue secuestrado y torturado, 
antes de aceptar firmar su renuncia. En 2 febrero de 2008, 
su hija fue interrogada por cuatro hombres, violada y tira-
da a la ribera del río. Uno de los fundadores sindicales, 
Miguel Angel Ramírez, fue asesinado en su propia casa 
ese mismo mes. Danilo Méndez fue más tarde amenazado 
por hombres armados y enmascarados que rodearon su 
casa. 

En mayo de 2008, los trabajadores del transporte orga-
nizaron protestas pacíficas contra un decreto que les obli-
gaba a conducir por la noche cuando se podían producir 
más ataques y asesinatos. Su petición de diálogo con el 
Presidente fue denegada si no cesaban sus protestas. Un 
nuevo decreto fue promulgado, suprimiéndose los contra-
tos de los conductores, limitándose el derecho a la huelga 
y prohibiéndose las huelgas que, de todas maneras, no 
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estaban aprobadas. Los conductores fueron dispersados 
por unidades especiales de la policía. 

Estos no son casos aislados. Cuatro delegados sindica-
les fueron asesinados durante 2008 y los autores gozan 
seguramente de impunidad, ya que los tribunales y la po-
licía carecen de recursos y de voluntad para llevar a los 
culpables ante la justicia. 

Solicitaron al Gobierno que garantizara el cumplimien-
to de la aplicación de los convenios de la OIT que ya 
había ratificado. 

El representante gubernamental de Guatemala reconoció 
la existencia de problemas en el país y afirmó que el nue-
vo Gobierno es consciente de los mismos. Refiriéndose al 
tema del transporte, indicó que en Guatemala se considera 
un servicio esencial y está sujeto a un régimen especial, y 
desmintió que se hubiese recurrido a la fuerza en el caso 
de la manifestación que había bloqueado durante tres días 
todos los accesos del país — la solución se había logrado 
mediante el diálogo. En relación con la muerte de sindica-
listas, observó que en los poco más de cuatro meses trans-
curridos desde la asunción de su Gobierno no se había 
producido ninguna. En cuanto a las maquilas, puntualizó 
que la labor del Gobierno no es crear sindicatos sino ins-
cribirlos y que, contrariamente a lo que había declarado 
otro orador, y tal como pudo comprobar la Misión en su 
visita, hay siete sindicatos inscritos.  

El orador hizo un llamamiento a la reflexión y declaró 
que la violencia que asola el país no está institucionaliza-
da, que se respetan los derechos individuales y colectivos 
y se está progresando en cuanto al diálogo social. Reiteró 
la necesidad de apoyo técnico y financiero para materiali-
zar la intención del Gobierno de modernizar la legislación 
laboral, de conformidad con las normas y recomendacio-
nes internacionales, para mejorar las condiciones de vida 
de todos los guatemaltecos. 

Los miembros empleadores señalaron la necesidad de 
adoptar una nueva estrategia. El Gobierno empezó lenta-
mente hace algunos años a cumplir con su obligación de 
aplicación de los Convenios núms. 87 y 98 en la ley y en 
la práctica, y el reciente Acuerdo Tripartito, redactado 
bajo los auspicios de la Misión de Alto Nivel de la OIT, 
estableció un calendario de trabajo riguroso de reformas y 
directrices para poner de conformidad la legislación de 
Guatemala con el Convenio. Estas reformas deberán ser 
examinadas y comentadas por los expertos. 

Sin embargo, indicaron que la causa subyacente es la 
violencia en el país. Sin un enfoque centrado en la protec-
ción de la sociedad y los sindicatos, ningún programa de 
Gobierno podrá hacer frente a la violencia, en particular 
con respecto a la protección de los sindicatos. 

La solución no está en la discusión anual llevada a cabo 
por la Comisión. Lo que se necesita es un compromiso 
constante con la OIT que se centre en la violencia y en el 
trabajo con el Gobierno y con otros gobiernos para crear 
un programa de buena fe orientado a proteger a los sindi-
catos con un sistema adecuado encargado del cumpli-
miento de la ley, la investigación y la inspección del tra-
bajo. Además, gracias a la Comisión Tripartita y al cons-
tante compromiso con la OIT, la reforma y las directrices 
podrán llevarse a cabo. La OIT, el Gobierno y los países 
vecinos de Guatemala deben realizar sus esfuerzos para 
hacer frente de manera exhaustiva al problema de la vio-
lencia y al incumplimiento de la aplicación de los Conve-
nios núms. 87 y 98. 

Los miembros trabajadores señalaron que, una vez ter-
minada la discusión, deseaban formular conclusiones ri-
gurosas. El Gobierno debe adoptar todas las medidas ne-
cesarias para que el compromiso del Presidente de la Re-
pública sea respetado y para que se ponga fin al clima de 
violencia y de impunidad. Para poner fin a los asesinatos 
y a los actos de intimidación en contra del movimiento 
sindical, el Gobierno debe garantizar que se entablen ac-
ciones judiciales y que se condene a los autores y a los 
responsables de estos crímenes. Resulta necesario cam-

biar de estrategia y proponer la adopción de un programa 
especial contra la violencia y la instalación de una oficina 
de la OIT en el país para garantizar un seguimiento cons-
tante de la situación y de la aplicación del Convenio. En 
la medida en que, como demostrara la Comisión de Ex-
pertos, el marco legislativo incumple de manera flagrante 
con el Convenio, el Gobierno debe preparar con los inter-
locutores sociales un nuevo marco legislativo que garanti-
ce el cumplimiento de las normas fundamentales del tra-
bajo en los sectores público y privado, así como los dere-
chos sindicales de los trabajadores de las maquilas. Habi-
da cuenta de la falta de logros alcanzados, de la poca vo-
luntad del Gobierno por hacer que las cosas evolucionen, 
de la degradación de la situación y de los numerosos actos 
de violencia, los miembros trabajadores propusieron in-
cluir este caso en un párrafo especial del informe de la 
Comisión. 
Conclusiones  

La Comisión tomó nota de las declaraciones del represen-
tante gubernamental y del debate que tuvo lugar a continua-
ción, así como de los casos examinados por el Comité de Li-
bertad Sindical. La Comisión tomó nota con preocupación 
de que los problemas pendientes persisten desde hace mu-
chos años y se refieren a graves actos de violencia contra 
sindicalistas y a disposiciones legislativas o prácticas que 
restringen el ejercicio de los derechos sindicales. La Comi-
sión tomó nota con grave preocupación de los actos de vio-
lencia y de intimidación contra sindicalistas contenidos en 
los comentarios de la Confederación Sindical Internacional.  

La Comisión tomó nota que visitó el país recientemente 
una Misión de Alto Nivel que se invitó al Gobierno a aceptar 
el pasado año cuando se discutió la aplicación del Convenio 
núm. 98. La Comisión tomó nota con interés de que durante 
esa misión, el Gobierno y los interlocutores sociales firmaron 
un acuerdo tripartito que incluye un plan de acción para 
superar las cuestiones pendientes en relación con los Conve-
nios núms. 87 y 98 y la asistencia técnica de la OIT. 

La Comisión tomó nota de la buena voluntad expresada 
por el Gobierno y de la información sobre diferentes proyec-
tos de ley tendientes a una mejor aplicación del Convenio, y 
sobre la creación de nuevos juzgados laborales y de una sec-
ción especial de maquilas en la inspección de trabajo. Señaló 
que el Ministerio Público había aumentado el número de 
investigadores de delitos contra sindicalistas con las corres-
pondientes asignaciones presupuestarias. Se ha retirado el 
proyecto de ley de servicio civil criticado por la Comisión de 
Expertos y se elaborará un nuevo proyecto en plena confor-
midad con el Convenio. 

La Comisión esperó que la Comisión de Expertos exami-
nara el informe de la misión de Alto Nivel y que facilitara a 
la presente Comisión las informaciones más importantes 
sobre la aplicación del Convenio. La Comisión esperó tam-
bién que, rápidamente, a la luz de las conclusiones de la mi-
sión, el Gobierno, en consulta con las organizaciones de tra-
bajadores y de empleadores y con la asistencia técnica de la 
OIT, tomará las medidas necesarias para realizar los cam-
bios requeridos en la legislación y en la práctica para super-
ar los problemas pendientes de violencia y de legislación 
laboral que incluyen también la situación de las empresas 
maquiladoras en las zonas francas de exportación. 

La Comisión deploró profundamente las recientes muertes 
y amenazas de muerte contra sindicalistas, recordó una vez 
más al Gobierno la necesidad urgente de adoptar medidas 
adicionales para poner término a la violencia contra sindica-
listas y para que garantice la seguridad de todos los que han 
sido víctimas de amenazas. La Comisión subrayó la necesi-
dad de acabar con la imperante situación de impunidad y 
conseguir que los autores materiales e intelectuales de los 
delitos sean sancionados y recordó que los derechos sindica-
les sólo pueden desarrollarse en un clima exento de violen-
cia. 
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La Comisión consideró que los problemas persistentes en 
este caso requieren un continuo compromiso con la OIT 
focalizado en la violencia en el país, incluida la posibilidad 
de contar con una Oficina de la OIT. El Gobierno debería 
también trabajar con los Gobiernos de los países vecinos 
para establecer un programa de protección sindical de bue-
na fe, con una adecuada aplicación de la ley, y un sistema de 
investigación e inspección del trabajo. 

La Comisión tomó nota de que el Gobierno solicitó el apo-
yo técnico de la Oficina y expresó la esperanza de que con 
esta asistencia en un futuro muy próximo estará en condi-
ciones de constatar progresos significativos en la legislación 
y la práctica.  

La Comisión pidió al Gobierno una acción muy rápida y 
que envíe una memoria completa para la próxima Comisión 
de Expertos. 

La Comisión invitó al Gobierno a que acepte la visita de 
una misión integrada por los portavoces del grupo emplea-
dor y trabajador de esta Comisión para asistir al Gobierno 
en la búsqueda de soluciones sostenibles a todas las cuestio-
nes mencionadas. 

El representante gubernamental de Guatemala acogió con 
agrado las conclusiones de la Comisión y aceptó la invitación a 
que una misión tripartita visite el país. Expresó la esperanza de 
que la misión tripartita aportará propuestas concretas para en-
contrar soluciones a los problemas existentes. Señaló que espe-
raba que con la asistencia de la OIT el año próximo el Gobierno 
podrá informar sobre avances positivos. 

GUINEA ECUATORIAL (ratificación: 2001) 
La Representante del Secretario General informó a la 

Comisión que la delegación de Guinea Ecuatorial no 
había sido acreditada ante la Conferencia y se refirió a los 
métodos de trabajo de la Comisión.  

La Presidenta de la Comisión dijo que la negativa de un 
gobierno a participar en los trabajos de la Comisión cons-
tituye un obstáculo significativo para la consecución de 
los objetivos principales de la Organización Internacional 
del Trabajo. En el caso de los gobiernos que no están pre-
sentes en la Conferencia, la Comisión no examina el caso 
en cuanto al fondo, pero llama la atención en su informe 
sobre las cuestiones puestas de relieve. En todo caso, se 
da una importancia especial a las medidas adoptadas para 
reanudar el diálogo.  

Los miembros trabajadores recordaron que Guinea 
Ecuatorial no se ha acreditado para la presente reunión de 
la Conferencia. El Gobierno de Guinea Ecuatorial figura 
en la lista de casos individuales debido a dos notas a pie 
de página que figuran en el informe de la Comisión de 
Expertos respecto a los Convenios núms. 87 y 98. El Go-
bierno ha justificado la falta de leyes que den cumpli-
miento a las disposiciones de estos Convenios con el pre-
texto de que el país carece de tradición sindical, una lagu-
na jurídica que ha imposibilitado cualquier tipo de nego-
ciación colectiva. Los miembros trabajadores señalaron 
que la falta de diálogo entre la Comisión de Expertos y el 
Gobierno ya se ha puesto en evidencia en otros convenios, 
en particular, los relativos a la gente de mar. No es la pri-
mera vez que el Gobierno pone objeciones a explicar las 
dificultades de aplicación de muchos otros convenios. 
Esta actitud negativa del Gobierno ha sido denunciada en 
numerosas ocasiones a lo largo de los años por parte de la 
Confederación Sindical Internacional (CSI), porque relega 
el sindicalismo a la clandestinidad e impide el reconoci-
miento oficial de numerosas organizaciones que lo solici-
tan: la Unión Sindical de Trabajadores de Guinea Ecuato-
rial, el Sindicato Independiente de Servicios, la Asocia-
ción Sindical de Docentes y la Organización de los Traba-
jadores del Campo. Esta situación pone también de relie-
ve la voluntad manifiesta de los trabajadores de compro-
meterse en un diálogo social que les permitiría alcanzar la 
negociación de convenios colectivos. Los miembros tra-

bajadores recordaron a los gobiernos que tienen dificulta-
des para aplicar los convenios ratificados que podrían 
solicitar la asistencia técnica de la OIT, ya que, para enta-
blar una negociación colectiva, es necesario tener la capa-
cidad efectiva de dialogar. Los miembros trabajadores 
expresaron su deseo de que la OIT ofrezca su asistencia al 
Gobierno de Guinea Ecuatorial en relación con la libertad 
sindical. 

Los miembros empleadores llamaron la atención sobre la 
referencia a Guinea Ecuatorial en las observaciones gene-
rales que figuran en el informe de la Comisión de Exper-
tos de 2008 según las cuales se mantenían contactos entre 
el Gobierno y la Oficina a través de la asistencia técnica. 
Expresaron la esperanza de que dichos contactos den fru-
tos de manera que la Comisión pueda discutir el caso en 
la próxima reunión. 

La miembro trabajadora de España, en nombre de la 
Unión General de Trabajadores (UGT) y de Comisiones 
Obreras (CC.OO.), lamentó la ausencia de diálogo con el 
Gobierno de Guinea Ecuatorial. Desea señalar, asimismo, 
que el manifiesto desinterés del Gobierno de Guinea 
Ecuatorial por asistir a esta Conferencia anual, puede ser 
utilizado por éste como un instrumento para evitar some-
terse al control y crítica de esta Comisión. Dada la falta de 
libertades fundamentales en Guinea Ecuatorial, las orga-
nizaciones sindicales españoles dejan constancia de su 
solidaridad y preocupación por las condiciones deplora-
bles que imperan en el país. 

JAPÓN (ratificación: 1965) 
El Gobierno comunicó por escrito una descripción en 

forma de organigrama del sistema, compuesto de «facili-
tadores de enlace», de la comisión del personal de extin-
ción de incendios y el jefe de brigada. Los facilitadores de 
enlace, figura introducida recientemente, presentan las 
opiniones del personal a la comisión y proporcionan ex-
plicaciones complementarias a las opiniones presentadas. 
Las opiniones pueden referirse a los salarios, horas de 
trabajo, condiciones de trabajo, bienestar, vestimenta de 
protección y equipamiento del personal. La comisión está 
compuesta por un presidente y generalmente ocho miem-
bros designados por el jefe de brigada, la mitad de los 
cuales son designados a propuesta del personal. El jefe de 
brigada es informado del resultado de las discusiones en 
la comisión, debiendo esforzarse en cada caso de prestar 
suma atención a los resultados del debate. Un nuevo pro-
ceso garantiza que los resultados de las discusiones de la 
comisión sean comunicados a su vez al personal y a los 
facilitadores de enlace, que podrán formular comentarios 
sobre el procedimiento y las opiniones de la comisión. 

Un representante gubernamental del Japón indicó ante 
la Comisión la postura de su Gobierno con respecto a las 
observaciones de la Comisión de Expertos sobre la apli-
cación del Convenio. El Gobierno elaboró un proyecto de 
ley que definía los principios fundamentales y la política 
básica de la reforma de la administración pública, a partir 
de las deliberaciones con los sindicatos y las organizacio-
nes de trabajadores, presentado al Parlamento el 4 de abril 
de 2008. El proyecto de ley había sido aprobado por la 
Cámara de Representantes, con enmiendas, el 29 de mayo 
de 2008, y actualmente se examinaba en la Cámara de 
Diputados. 

En cuanto a los derechos laborales básicos de los fun-
cionarios públicos, el proyecto de ley prevé que el Go-
bierno presente un panorama general de la reforma, in-
cluidos los costos y los beneficios, en caso de ampliarse 
las categorías de funcionarios públicos que tengan dere-
cho a concluir convenios colectivos, y que adopte medi-
das para establecer un sistema de relaciones de trabajado-
res y empleadores que sea comprendido por todos, trans-
parente y autónomo. Este fue el resultado de las enmien-
das parciales al proyecto de ley original, basado en el in-
forme de la Comisión Especial de Examen, cuyos miem-
bros tenían conocimiento de la experiencia con sindicatos 
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y con las organizaciones de trabajadores pertinentes, y en 
el informe del Grupo Consultivo para la Reforma amplia 
del sistema de la función pública, que estaba integrado 
por intelectuales y un representante sindical. El Gobierno 
hará un examen detallado tras la adopción del proyecto de 
ley y seguirá redoblando esfuerzos para promover la re-
forma del sistema de la administración pública, incluido 
un examen del derecho a concluir convenios colectivos, 
basándose en el postulado de que la coordinación y el 
intercambio sincero de opiniones es un factor necesario. 
El orador indicó que el Gobierno agradecería que la OIT 
reconociera su política básica mientras espera que con-
cluyan las consultas nacionales. 

En lo concerniente al derecho del personal de extinción 
de incendios a constituir sindicatos, recordó que el Japón 
había ratificado el Convenio en 1965, en base a las con-
clusiones del Comité de Libertad Sindical, que indicó en 
dos ocasiones que esta cuestión no planteaba problemas 
para la aplicación de dicho convenio en cuanto a los ser-
vicios de extinción de incendios, asimilando estos servi-
cios a las fuerzas policiales. Mientras tanto, el informe de 
la Comisión Especial de Examen había proporcionado 
argumentos a la discusión sobre si debería o no otorgarse 
el derecho de sindicación al personal de extinción de in-
cendios. En 1996, estableció el Sistema de comisiones del 
personal de extinción de incendios para garantizar la par-
ticipación de dicho personal en las decisiones sobre las 
condiciones laborales y para proteger sus derechos. El 
sistema se basa en la Ley de Organización de la Extinción 
de Incendios y en el acuerdo entre el Gobierno y todos los 
Sindicatos de Trabajadores de Prefecturas y Municipios 
de Japón (JICHIRO). 

Asimismo, el orador señaló que el Gobierno siguió in-
troduciendo mejoras en el sistema. En 2006, el Comité de 
Libertad Sindical acogió con beneplácito la introducción, 
en 2005, del sistema de facilitadores de enlace. El Go-
bierno reconocía la importancia del Comité del Personal 
de Extinción de Incendios, que había contribuido de ma-
nera sustancial a mejorar las condiciones laborales, y es-
taba decidido a facilitar la continuidad de su funciona-
miento. Respecto al sistema mejorado, el orador pidió a 
los presentes que consultaran las cifras contenidas en el 
documento D.11 adjunto por el Gobierno. 

Los miembros trabajadores indicaron que este caso se 
refiere al reconocimiento de los derechos fundamentales 
de los sindicatos en el sector público del Japón. La Comi-
sión de Expertos reitera desde hace muchos años los 
mismos comentarios sobre el sistema que prevalece en la 
función pública japonesa y, principalmente, la necesidad 
de reconocer el derecho de sindicación a los trabajadores 
del sector público como al personal de la lucha contra 
incendios. El Gobierno les niega este derecho alegando 
que ejercen funciones equivalentes a las de la policía y, 
por consiguiente, quedan excluidos de la aplicación del 
Convenio núm. 87. Pese a que hace diez años se creó un 
sistema de comités del personal de extinción de incendios 
y de «facilitadores de enlace» que, se ocupan de mantener 
informado al personal, tras realizarse una serie de encues-
tas al respecto, se ha demostrado que la labor que desem-
peñan estos comités es limitada. Además, la Comisión de 
Expertos recuerda desde hace treinta y cinco años que el 
personal de servicios de extinción de incendios no puede 
ser excluido del Convenio núm. 87. 

Los miembros trabajadores recordaron que la Comisión 
de Expertos formuló una segunda crítica relativa a la 
prohibición general de convocar huelgas en la administra-
ción pública japonesa dado que no se conforma con lo 
reiterado desde hace más de treinta años en el sentido de 
que tanto los trabajadores asalariados del sector público 
como los del sector privado, con excepción de los funcio-
narios que ejercen funciones de autoridad en nombre del 
Estado o de los empleados en los servicios esenciales en 
el sentido estricto del término, deben poder ejercer el de-
recho de huelga. No obstante, estos últimos deberían be-

neficiarse de garantías compensatorias adecuadas que les 
permitan defender sus intereses, especialmente de proce-
dimientos de conciliación adecuados. 

Los miembros trabajadores plantearon otra cuestión re-
lativa a las lagunas del sistema de relaciones profesionales 
del Japón, a saber, la capacidad muy limitada que tienen 
los funcionarios para entablar negociaciones colectivas, 
especialmente en materia de fijación de salarios. 

Los miembros trabajadores subrayaron la pasividad del 
Gobierno respecto a todos los puntos mencionados, una 
pasividad que remonta a varias decenas de años, ya que la 
primera conclusión en la que se establecía que el sistema 
japonés de relaciones profesionales no estaba en confor-
midad con las disposiciones del Convenio núm. 87 se 
formula en el informe Dreyer, de agosto de 1965. Ade-
más, tanto el Comité de Libertad Sindical como la Comi-
sión han examinado esta cuestión en varias ocasiones sin 
que se haya observado progreso alguno. 

Los miembros trabajadores que, a fines de 2005, se mo-
dificó el enfoque del Gobierno respecto a esta cuestión al 
adoptarse una política fundamental de reforma adminis-
trativa en la que se incluía una revisión de las relaciones 
profesionales y de los derechos fundamentales del trabajo 
en el sector público. El proyecto de ley, que se debate 
actualmente en el Parlamento, fue modificado tras las 
presiones de los sindicatos y los partidos políticos. Este 
proyecto de ley por el que se establece el derecho de ne-
gociación colectiva constituye un avance, pero sigue sien-
do insuficiente en la medida en que no se trata ni el dere-
cho de sindicación del personal de la lucha contra incen-
dios ni el reconocimiento del derecho de huelga de los 
funcionarios públicos. 

Los miembros trabajadores observaron que un país des-
arrollado como Japón no puede, de manera razonable, 
alegar obstáculos de orden económico, social o político 
para no dar pleno cumplimiento al Convenio. 

Los miembros empleadores recordaron que este caso se 
refiere a tres elementos en relación con el Convenio: la 
denegación del derecho de sindicación del personal de 
lucha contra incendios; la prohibición del derecho a la 
huelga de los funcionarios públicos; y la reforma de la 
función pública. Cuando este caso se trató en 2001 se 
refirió solamente a las dos primeras cuestiones. El infor-
me de la Comisión de Expertos de 2006 puso en evidencia 
progresos en algunos temas. 

Este caso difiere respecto a muchos casos tratados ante 
la Comisión porque se relaciona con trabajadores del sec-
tor público. Esta Comisión se ocupó de casos relativos a 
empleados públicos en el pasado, tales como los casos de 
Camboya, Etiopía y Turquía en 2007. Hay tres aspectos 
en que los empleados públicos se diferencian de los del 
sector privado: el empleador no puede ser declarado en 
quiebra ni, bajo ninguna circunstancia, abandonar invo-
luntariamente la actividad; en muchos casos, a los funcio-
narios públicos se les prohíbe la huelga, pero esto difiere 
mucho de un país a otro. 

Los miembros empleadores recordaron que hay excep-
ciones especiales en el Convenio para algunos funciona-
rios públicos, previstas en el artículo 9. Además, el Con-
venio establece una disposición respecto a la exclusión de 
las fuerzas armadas y la policía por razones fundadas. La 
interpretación de la Comisión de Expertos es más restric-
tiva que la realizada por el Gobierno del Japón, que puede 
basarse en las circunstancias históricas de la ratificación 
del Convenio y la concepción tradicional del personal de 
lucha contra incendios en Japón. Sin embargo, los miem-
bros empleadores no comparten la posición del Gobierno. 

En 2001, los miembros empleadores señalaron que no 
se había alcanzado la plena libertad sindical. Se recono-
ció, sin embargo, que el Gobierno había tomado medidas 
para remediar la situación. 

El derecho fundamental de sindicación sin injerencia 
del Gobierno no puede verse comprometido en Japón. En 
consecuencia, los miembros empleadores se felicitan que 



 

19 Parte II/66 

el Gobierno haya informado a la Comisión sobre nuevas y 
positivas iniciativas en materia legislativa. 

Además, los miembros empleadores subrayaron que du-
rante las discusiones para adoptar el Convenio, se debatió 
largamente sobre la cuestión de si debía incluirse un pá-
rrafo sobre el derecho de huelga. Se decidió que el Con-
venio no incluiría tal disposición y fue adoptado y ratifi-
cado en ese sentido. Los miembros empleadores son 
conscientes de que la Comisión de Expertos trató durante 
muchos años de modificar el sentido de la decisión origi-
nal de manera que el derecho de huelga pudiera derivarse. 
Los miembros empleadores consideran que ésta no es una 
interpretación correcta. 

En opinión de los miembros empleadores, la cuestión 
de si los funcionarios públicos tienen derecho a la huelga 
debe determinarse a nivel nacional. No tienen problemas 
con la decisión de la Corte Suprema del Japón que con-
firmó la constitucionalidad de la prohibición de realizar 
huelgas por parte de los funcionarios públicos. El derecho 
de huelga de los funcionarios públicos no puede ser regu-
lado por esta Comisión.  

Los miembros empleadores señalaron que en todo el 
mundo los gobiernos y los empleadores públicos han rees-
tructurado la función pública. Se trata de una manera de 
mejorar la función pública y hacerla más eficaz. Pero no 
puede decirse que estos intentos hayan sido precisamente 
una violación del Convenio. El proceso de reforma ten-
diente a poner el sector público en conformidad con el 
Convenio tuvo un papel esencial. En 2001, esta Comisión 
urgió al Gobierno a que realice esfuerzos para alentar el 
diálogo social con los sindicatos pertinentes. El proceso 
de reforma de la función pública que tuvo lugar desde 
entonces incluyó a representantes de los sindicatos. Sólo 
porque los sindicatos que participan en las discusiones de 
esta Comisión no hayan estado involucrados no significa 
que otros sindicatos no hayan participado de la reforma. 
Los miembros empleadores consideraron que es favorable 
para todas las partes, incluyendo la sociedad japonesa 
tomada en su conjunto, incluir a los sindicatos en el pro-
ceso de reforma. Un diálogo social genuino en el sector 
público es un medio bien establecido para apoyar tales 
reformas. 

Los miembros empleadores señalaron que la nueva re-
forma en Japón aparentemente trata sobre la creación de 
un nuevo sistema de negociación para el personal de lu-
cha contra incendios y solicitaron al Gobierno que proce-
dan en tal sentido. Al mismo tiempo que el Gobierno ci-
mienta un nuevo sistema de negociación, debe continuar 
la reforma de manera tal que exista, en términos legales, 
el derecho de sindicación del personal de lucha contra 
incendios sin injerencia de las autoridades. 

El miembro trabajador del Japón reiteró que los dere-
chos laborales fundamentales de los trabajadores del sec-
tor público están severamente restringidos en su país, lo 
que constituye una violación del Convenio. Lo anterior ha 
sido repetidamente señalado por el Comité de Libertad 
Sindical, por la Comisión de Expertos, y por la Comisión 
de Investigación y Conciliación en materia de Libertad 
Sindical, en 1965. El Gobierno ha ignorando constante-
mente las recomendaciones que le fueron formuladas sin 
tomar medidas correctivas.  

En virtud del sistema establecido para inscribir a las or-
ganizaciones de trabajadores en el registro de sindicatos, a 
los trabajadores del sector público no se les reconoce el 
derecho a afiliarse a un sindicato que no pertenezca al 
Ministerio o a la unidad administrativa en que trabajan. 
La legislación prohíbe al personal de extinción de incen-
dios y al personal penitenciario constituir sindicatos, una 
restricción importante del derecho de sindicación. El Go-
bierno reitera que se desplegarán esfuerzos para mejorar 
las condiciones de trabajo del personal de extinción de 
incendios a través del buen funcionamiento de la Comi-
sión del Personal de Extinción de Incendios. Si bien dicha 
Comisión podría considerarse una forma de consulta entre 

dirección y trabajadores, no equivale a reconocer el dere-
cho de sindicación de estos trabajadores. De todos los 
países que integran la OCDE, el Japón es el único que no 
reconoce a estos trabajadores el derecho de sindicación.  

También ha habido otro caso de prácticas desleales, esta 
vez en el caso del personal docente, el cual se declaró en 
huelga en enero de 2008. Las recomendaciones formula-
das por la Comisión del Personal referentes al aumento de 
sus remuneraciones, que pretendía compensar la restric-
ción del ejercicio de sus derechos fundamentales en el 
curso de los últimos nueve años, no se concretaron debido 
a la crítica situación de las finanzas públicas. Luego de 
que el sindicato aceptara una reducción de las remunera-
ciones del orden del 10 por ciento por un período acorda-
do de dos años, el Gobierno rompió unilateralmente la 
promesa hecha al sindicato e impuso otra reducción sala-
rial por un período de cuatro años, a partir de 2008. 
Cuando el Sindicato de Docentes de Hokkaido se declaró 
en huelga por una hora en signo de protesta, se adoptaron 
de inmediato medidas disciplinarias en virtud de la ley 
local que rige la administración pública, en contra de to-
dos los que participaron en la huelga (más de 10.000 pro-
fesores). El caso en cuestión muestra claramente la falta 
de recursos necesarios para compensar la reducción sala-
rial unilateral impuesta a los trabajadores de la adminis-
tración pública, así como el deficiente funcionamiento del 
mecanismo compensatorio dado que, por motivos presu-
puestarios, las entidades locales autónomas ignoraron el 
funcionamiento de la Comisión del Personal.  

En vista de que en los planes gubernamentales de re-
forma de la administración pública se mantiene la restric-
ción de los derechos laborales fundamentales, en febrero 
de 2002, su organización, junto con la Confederación 
Internacional de Organizaciones Sindicales Libres 
(CIOSL), actualmente Confederación Sindical Internacio-
nal (CSI), y otras organizaciones internacionales presenta-
ron una queja ante el Comité de Libertad Sindical contra 
el Gobierno del Japón por el no reconocimiento del dere-
cho de sindicación a los trabajadores de la administración 
pública, de conformidad con los Convenios núms. 87 y 98 
(caso núm. 2177). El Comité de Libertad Sindical formuló 
recomendaciones encaminadas a subsanar esta situación 
en tres ocasiones — noviembre de 2002, junio de 2003 y 
marzo de 2006.  

En 2006, el Gobierno estableció una Comisión Especial 
de Examen y permitió la participación de los representan-
tes sindicales. En octubre de 2007, dicha Comisión pre-
sentó su informe, en el cual se concluía que el sistema 
existente debía modificarse de modo que los trabajadores 
y la dirección pudieran determinar de manera autónoma 
las condiciones de trabajo, y que debía reconocerse el 
derecho de concluir convenios colectivos a determinadas 
categorías de personal administrativo no operativo. Aun-
que estas conclusiones parecen insuficientes a la luz de lo 
dispuesto en el Convenio núm. 87, su organización de los 
trabajadores considera que tal vez constituyan un primer 
paso hacia la reforma, y pide que sean aplicadas.  

No obstante, el Gobierno sometió al Parlamento un 
proyecto de ley que desnaturaliza por completo la conclu-
sión adoptada por la Comisión Especial de Examen. El 
proyecto de ley sobre la reforma de la administración pú-
blica prevé que el Gobierno examine con mayor deteni-
miento la cuestión de los derechos fundamentales de los 
trabajadores de la administración pública, para dejar mar-
gen a que se mantenga la situación actual. Las solicitudes 
de enmienda del proyecto de ley, formuladas por las or-
ganizaciones de trabajadores y los partidos de la oposi-
ción se aceptaron con reticencia. La frase «examinar con 
mayor detenimiento» se sustituyó por la frase «adoptar 
medidas para la creación de un sistema autónomo de rela-
ciones entre la dirección y los trabajadores». Es evidente 
que las reiteradas recomendaciones formuladas por los 
mecanismos de control de la OIT ejercieron presión sobre 
el Gobierno. El proyecto de ley enmendado fue examina-
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do por la Cámara Baja el 28 de mayo y ahora está siendo 
examinado en la Cámara Alta. La orientación del proyec-
to de ley enmendado constituye un pequeño paso adelan-
te, pero positivo. El Ministro responsable declaró en el 
Parlamento que en un plazo de tres años se presentaría 
otro proyecto de reforma que prevé el establecimiento de 
un sistema autónomo de relaciones laborales. Tras su 
aprobación parlamentaria, el Gobierno deberá designar 
sin demora un órgano competente encargado de dar forma 
a dicho sistema. Su organización insta al Gobierno a que 
se comprometa a establecer sin dilación un sistema autó-
nomo de relaciones laborales basado en el principio de la 
libertad sindical y a designar un órgano competente que 
cuente con representación sindical y actúe de buena fe. 

El representante gubernamental del Japón declaró que la 
reforma de la administración pública es una cuestión im-
portante, que debería examinarse sin demora habida cuen-
ta del gran interés público en el empleo en la administra-
ción pública. El proyecto de ley que prevé la reforma de 
la administración pública, basado en el examen del dere-
cho a concertar convenios colectivos, y en los informes 
del Comité Especial de Examen y del Grupo Consultivo, 
que hacen referencia a la experiencia de los miembros en 
el ámbito de los sindicatos y organizaciones de trabajado-
res pertinentes. La reforma de la administración pública 
está en curso con los interlocutores sociales interesados. 
Tras intensos debates celebrados en el Parlamento, se 
introdujeron enmiendas parciales al proyecto de ley. Co-
mo consecuencia de las enmiendas, el proyecto de ley 
establece que el Gobierno del Japón deberá presentar a la 
población un panorama general y completo de la reforma, 
incluidos los costos y beneficios en caso de ampliarse el 
número de empleados de la administración pública que 
tienen derecho a concertar convenios colectivos y tomar 
medidas para que el sistema de relaciones entre emplea-
dores y trabajadores transparente y autónomo sea com-
prendido por toda la población. El Gobierno del Japón, en 
colaboración con los interlocutores sociales, decidirá so-
bre las medidas legislativas necesarias aproximadamente 
unos tres años después de promulgarse la ley, sobre la 
base de intercambios de opiniones y consultado con todas 
las partes interesadas. El diálogo social será fundamental 
en todas las fases para conseguir una reforma satisfactoria 
de la administración pública. 

En relación con el derecho de sindicación del personal 
de extinción de incendios, el Gobierno del Japón estable-
ció la Comisión del Personal de Extinción de Incendios, 
basada en el acuerdo concluido con el Sindicato de Traba-
jadores Prefectorales y Municipales del Japón (JICHIRO), 
sindicato que agrupa a los trabajadores locales de la ad-
ministración pública. Asimismo, mediante el estableci-
miento, en 2005, de un sistema de «facilitadores de enla-
ce», el porcentaje de opiniones presentadas por medio del 
facilitador de enlace pasó de 52,9 por ciento en 2005 a 
78,6 por ciento en 2007. Asimismo, el porcentaje de sedes 
y cuarteles que comunicaron al personal y a los facilitado-
res de enlace los resultados y explicaron los motivos de 
las deliberaciones, pasó de 48,4 por ciento en 2005 a 73,9 
por ciento en 2007. 

El representante gubernamental puso de relieve que su 
Gobierno, constantemente comprometido a seguir mejo-
rando el buen funcionamiento del sistema del personal de 
extinción de incendios, está decidido a mejorar mediante 
el intercambio de opiniones con los sindicatos de trabaja-
dores las condiciones de trabajo de dicho personal.  

Los miembros trabajadores recordaron que la cuestión 
del respeto de los derechos fundamentales de los trabaja-
dores en el sector público del Japón se plantea desde 
1965, y se examinó en el seno de los órganos de control 
de la OIT en numerosas ocasiones. El Gobierno ha pre-
sentado finalmente un proyecto de ley de reforma de la 
función pública que se discute actualmente en el Parla-
mento. Los miembros trabajadores consideran que el pro-
yecto debe adoptarse puesto que permitiría reconocer el 

derecho de negociación colectiva a los funcionarios e 
instituir un sistema autónomo de relaciones profesionales 
en el sector público. Sin embargo, dicho proyecto de ley 
debe ser completado de urgencia por disposiciones que 
prevean el reconocimiento del derecho de huelga a los 
funcionarios y el derecho de organización de los bombe-
ros. Los miembros trabajadores solicitaron al Gobierno 
iniciar inmediatamente las discusiones con los sindicatos 
sobre las reformas suplementarias y desean que la OIT 
proporcione a este respecto la asistencia técnica necesaria. 
Los funcionarios japoneses no deberían esperar décadas 
para que se concrete la puesta en práctica de las recomen-
daciones de la Comisión de Expertos y del Comité de 
Libertad Sindical.  

Los miembros empleadores expresaron su aprecio por los 
esfuerzos del Gobierno para tratar la cuestión de la refor-
ma de la función pública mediante el intercambio de opi-
niones con los sindicatos interesados. Se complacen del 
progreso para adoptar un proyecto de ley que modifica la 
Ley de la Función Pública basado en discusiones con los 
sindicatos. Es necesario que las partes involucradas discu-
tan además sobre el problema de los derechos laborales de 
los funcionarios públicos. 

Los miembros empleadores solicitaron al Gobierno que 
se distinga entre el proceso de establecer un nuevo siste-
ma de negociación para el personal de lucha contra incen-
dios del reconocimiento de su libertad sindical. A este 
respecto, los miembros empleadores exhortaron al reco-
nocimiento de facto del sindicato de lucha contra incen-
dios por parte del Gobierno, para completar las consultas 
y negociaciones. Se solicitó también al Gobierno que con-
tinúe como la reforma de modo que se reconozca el dere-
cho de sindicación del personal de lucha contra incendios. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de las informaciones escritas y 
orales del representante gubernamental y de la discusión 
que tuvo lugar a continuación. 

La Comisión observó que los comentarios de la Comisión 
de Expertos se referían al derecho de sindicación del perso-
nal de lucha contra incendios y a los derechos de las organi-
zaciones de funcionarios públicos. 

La Comisión tomó nota de la declaración del Gobierno se-
gún la cual el proyecto de reforma del servicio civil se en-
cuentra actualmente ante la Dieta, sobre la base de las reco-
mendaciones del Comité Especial de Examen. El Gobierno 
declaró su compromiso con un diálogo franco y pleno con los 
interlocutores sociales concernidos en el tema de los dere-
chos fundamentales de los funcionarios públicos. En lo que 
respecta al personal de extinción de incendios, el Gobierno 
recordó las medidas especiales tomadas en acuerdo con los 
sindicatos de trabajadores municipales para instituir el sis-
tema de comités de personal de extinción de incendios y la 
reciente inclusión de facilitadores de enlace. 

La Comisión apreció las medidas adoptadas por el Go-
bierno en los últimos años para asegurar consultas plenas y 
significativas con los interlocutores sociales concernidos por 
la cuestión del reconocimiento de los derechos fundamenta-
les en el trabajo de los empleados públicos en el contexto de 
la reforma del servicio civil. La Comisión alentó al Gobierno 
a que mantuviera este enfoque favorable a un diálogo social 
pleno y abierto a efectos de la elaboración de nuevos textos 
necesarios para garantizar la plena aplicación del Convenio 
en la legislación y en la práctica. A este respecto la Comisión 
recordó la necesidad de asegurar los derechos consagrados 
en el Convenio núm. 87 a los funcionarios públicos y de ga-
rantizar el derecho de sindicación del personal de la lucha 
contra incendios sin injerencia de las autoridades públicas. 
La Comisión alentó al Gobierno a que entre tanto que pro-
cediera al reconocimiento de facto de la organización de 
bomberos para que pueda participar en las consultas y ne-
gociaciones pertinentes. La Comisión confió en que el Go-
bierno estaría en un futuro próximo en condiciones de facili-
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tar informaciones detalladas a la Comisión de Expertos so-
bre medidas tangibles destinadas a garantizar el pleno res-
peto del Convenio para todos los trabajadores. 

ZIMBABWE (ratificación: 2003) 
La Presidenta de la Comisión invitó a los representantes 

gubernamentales a intervenir en la discusión. Tras com-
probar la ausencia de la delegación de Zimbabwe, que sin 
embargo había sido debidamente acreditada y registrada 
ante la Conferencia, se refirió a los métodos de trabajo de 
la Comisión. La negativa de un gobierno a participar en 
los trabajos de la Comisión constituye un obstáculo signi-
ficativo para la consecución de los objetivos principales 
de la Organización Internacional del Trabajo. Por esta 
razón, la Comisión puede examinar las cuestiones de fon-
do de aquellos casos relativos a gobiernos que se han re-
gistrado y presentado a la Conferencia, pero que han de-
cidido no presentarse ante la Comisión. El debate que 
tiene lugar en dichos casos se refleja en la parte pertinente 
del Informe, tanto la relativa a los casos individuales co-
mo en la sección relativa a la participación en los trabajos 
de la Comisión. 

Los miembros trabajadores indicaron que el Gobierno 
de Zimbabwe ha emprendido actividades sistemáticas y 
malintencionadas que infringen las disposiciones del 
Convenio, incluidos arrestos, detenciones, actos de bruta-
lidad y acoso de los dirigentes y activistas sindicales y de 
los defensores de los derechos humanos. Zimbabwe, du-
rante el mismo Gobierno, fue en su día una democracia y 
el granero de la región sudafricana, al contar con una mo-
neda fuerte, pero desde entonces se ha ido degenerando 
hasta convertirse en un Estado despótico que ha permitido 
que su economía caiga en el abismo a través de una mala 
gobernanza.  

La flagrante indiferencia que muestra el Gobierno por 
el pueblo de Zimbabwe se manifiesta en su denegación 
discrecional de las libertades civiles a través de la utiliza-
ción constante de la Ley del Código Penal de 2006 (Codi-
ficación y Reforma) y de la Ley de Seguridad y Orden 
Público (POSA) para reglamentar las actividades sindica-
les. Los miembros trabajadores señalaron que, lamenta-
blemente, el Sr. Wellington Chibebe fue arrestado por 
segunda vez, junto con el Sr. Lovemore Matombo, Presi-
dente del Congreso de Sindicatos de Zimbabwe (ZCTU). 
Ambos permanecieron detenidos en establecimientos de 
preventivos durante 12 días y ahora han sido puestos en 
libertad bajo fianza. La solicitud del representante subre-
gional de la OIT para visitarlos fue denegada. Tanto los 
miembros del ZCTU como cualquier trabajador son víc-
timas de tortura, arrestos, victimización y desplazamiento 
forzoso. En las zonas rurales, muchos docentes son trata-
dos injustamente y golpeados de forma brutal delante de 
sus alumnos. En el proceso, 67 maestros tuvieron que ser 
hospitalizados, y se arrestó al Sr. Raymond Mazongwe, al 
que ulteriormente se puso en libertad. 

Se le recordó al Gobierno la Resolución sobre los dere-
chos sindicales, adoptada por la Conferencia en 1970, en 
la que se indica que la ausencia de libertades civiles tal 
como se definen en la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos vacía totalmente de contenido el concepto 
de derechos sindicales. Asimismo, el Comité de Libertad 
Sindical declaró que los derechos de las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores sólo pueden ejercerse en 
un clima libre de violencia, presión o amenazas contra los 
dirigentes y miembros de dichas organizaciones, y que 
compete a los gobiernos asegurar el respeto de dicho 
principio. 

El Gobierno de Zimbabwe boicotea deliberadamente la 
labor de esta Comisión y menosprecia de año en año sus 
opiniones en materia de derechos sindicales y libertades 
civiles. Por lo tanto, los miembros trabajadores pidieron a 
la Comisión que inste enérgicamente al Gobierno a: dejar 
de utilizar la POSA para realizar actos de injerencia en 
asuntos sindicales; derogar la Ley del Código Penal que 

penaliza las actividades sindicales; derogar la regla que 
exige la autorización previa de las actividades sindicales; 
acabar con el hostigamiento y las detenciones de los sin-
dicalistas y los ciudadanos, y la violencia y los actos bru-
tales dirigidos contra aquéllos; retirar todos los procedi-
mientos contra los dirigentes sindicales; indemnizar a 
todas las víctimas de tortura; permitir a los ciudadanos 
desplazados regresar pacíficamente a sus hogares; reins-
taurar el diálogo social, y aplicar el Convenio tanto en la 
legislación como en la práctica. Por último, los miembros 
trabajadores pidieron que la OIT lleve a cabo una misión 
en el país, e instaron a la Comisión a que las conclusiones 
figuren en un párrafo especial. 

Los miembros empleadores declararon que el Gobierno 
de Zimbabwe sigue promulgando leyes que paralizan la 
libertad sindical, en particular la POSA, e interponiendo 
acciones penales contra los dirigentes sindicales que par-
ticipan en manifestaciones públicas. El Gobierno también 
rechazó una misión de asistencia técnica de alto nivel de 
la OIT. Sin embargo, al ratificar el Convenio, el Gobierno 
de Zimbabwe contrajo la obligación internacional de ar-
monizar la legislación y la práctica de su país con el Con-
venio. Esto incluye la protección de las libertades civiles.  

Este es el segundo año en que el Gobierno de Zimbab-
we no comparece ante la Comisión, lo que es de lamentar, 
si bien participó en la discusión de la Comisión este año. 
De conformidad con los métodos de trabajo de la Comi-
sión, tal como se han revisado en la presente reunión, el 
examen de este caso individual se incluirá, por lo tanto, en 
la Parte II del Informe de la Comisión, y también deberá 
mencionarse en un párrafo especial por el incumplimiento 
sistemático del Convenio.  

Este caso hace referencia a violaciones flagrantes de los 
componentes más elementales de la libertad de asocia-
ción. Existen pruebas de asaltos, arrestos y tortura de los 
dirigentes sindicales, y de violencia policial contra los 
mismos. Las libertades civiles son inexistentes, incluida la 
libertad de expresión, movimiento, asociación y reunión, 
así como la libertad y la seguridad de las personas. Se 
trata de un país que niega los derechos humanos, incluido 
el pilar más importante de la OIT, a saber, la libertad de 
asociación.  

El miembro empleador de Sudáfrica indicó que los 
hechos acaecidos en Zimbabwe son una tragedia. Las 
atrocidades y el sufrimiento humano son indescriptibles. 
Se niegan los derechos a los trabajadores y se los persigue 
por reclamar justicia. La situación afecta también a los 
empleadores. La negativa del Gobierno a presentarse ante 
la Comisión pone de manifiesto su falta de respeto por la 
OIT y sus principios fundamentales. Dadas las continuas 
violaciones del Convenio por parte del Gobierno, es hora 
de que no sólo los ciudadanos de Zimbabwe, sino también 
los africanos en general y los dirigentes internacionales, 
realicen una introspección para utilizar todos los medios 
adecuados a fin de evitar nuevos sufrimientos. Millones 
de trabajadores han abandonado el país y numerosas fami-
lias están siendo divididas.  

El miembro trabajador de Zimbabwe declaró que la ne-
gativa del Gobierno a respetar las anteriores conclusiones 
formuladas por la Comisión de la Conferencia había pues-
to en peligro la observancia del Convenio núm. 87, uno de 
los pilares fundamentales para evaluar y comprobar la 
salud de una democracia. Lo que la Comisión se proponía 
esta vez era dilucidar si Zimbabwe había cumplido y apli-
cado el Convenio desde la reunión anterior de la Comi-
sión en 2007, una pregunta a la que desgraciadamente 
había que responder por la negativa. 

En 2007, la Comisión discutió sobre la necesidad de 
llevar a cabo una reforma de la legislación laboral que 
permita a los funcionarios integrarse en los principales 
sindicatos del sector, autorizándolos a negociar sus condi-
ciones de trabajo por medio de un Consejo Nacional del 
Empleo. Tomó nota con profunda preocupación de las 
tergiversaciones del Gobierno sobre las distorsiones de las 
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relaciones profesionales criticadas por la Comisión de 
Expertos. Por sorprendente que parezca, tras haber armo-
nizado la Ley sobre la Función Pública (PSA) con la Ley 
del Trabajo en 2002, el Gobierno había vuelto a aplicar en 
2005 la legislación anterior, sin consultar previamente a 
sus interlocutores correspondientes y, lo que es más gra-
ve, había prohibido a los funcionarios de prisiones y los 
policías constituir sus propios sindicatos. 

Recordó además, que la Ley del Trabajo no guarda con-
formidad ni siquiera con las normas internacionales del 
trabajo más elementales. El capítulo 28, artículo 2, párra-
fo 1, sólo incluye referencia a las normas internacionales 
del trabajo, y los tribunales se niegan a aplicarlas porque 
los Convenios pertinentes no se han incorporado en la 
legislación nacional. Esta es la esencia del problema que 
deben afrontar los sindicatos en su lucha cotidiana para 
proteger a sus afiliados.  

El Congreso de Sindicatos de Zimbabwe (ZCTU) había 
sufrido la brutalidad de las prácticas represivas del Go-
bierno. El Gobierno de Zimbabwe se niega a aprender de 
sus errores y omisiones cometidos en el pasado. El 13 de 
septiembre de 2006, la policía acometió brutalmente co-
ntra un grupo de trabajadores entre los que se contaban 
algunos dirigentes del ZCTU, congregados para sensibili-
zar a las autoridades sobre los inaceptables niveles de 
pobreza y la necesidad de la población de acceder a de 
medicamentos antirretrovirales. No hay palabras para 
describir las torturas que tuvieron que soportar estos tra-
bajadores por el mero hecho de ejercer su libertad de ex-
presión, sin mencionar los arrestos y detenciones de los 
que son víctimas a diario. 

El 8 de mayo de 2008, después de los actos conmemo-
rativos por el Día de los Trabajadores, organizados por el 
ZCTU, la policía irrumpió en los domicilios de sus diri-
gentes, entre ellos el del orador y los arrestó, bajo la acu-
sación de «difundir falsedades que atentaban contra la 
seguridad del Estado». Si bien posteriormente fueron 
puestos en libertad bajo fianza a condición de que no 
hicieran declaraciones políticas al respecto, no se les acla-
ró qué entendían las autoridades por «declaraciones polí-
ticas» cuando se trataba de cuestiones de carácter laboral 
en el ámbito nacional. Asimismo, durante las elecciones 
de 2008, los trabajadores afiliados al ZCTU, especialmen-
te los funcionarios públicos y profesores, fueron también 
víctimas de la violencia por parte de la policía porque se 
los considera creadores de opinión en sus respectivas co-
munidades. Sin embargo, los órganos de control de la OIT 
habían solicitado al Gobierno que respetara los derechos 
de los trabajadores en un entorno libre y democrático. 

Si bien se recurría raramente en la actualidad a la 
POSA, se la había reemplazado por la Ley del Código 
Penal de 2006 (Codificación y Reforma). Esta ley se apli-
ca para coartar el derecho de los dirigentes del ZCTU y de 
sus afiliados a expresar libremente sus opiniones sobre la 
política social y económica del Gobierno. El orador tiene 
que afrontar un proceso por aplicación de dicha ley el 23 
de junio de 2008.  

El miembro gubernamental de Eslovenia, intervino en 
nombre de los miembros gubernamentales de Los Estados 
Miembros de la Unión Europea; de los países candidatos 
Turquía, Croacia y la ex República Yugoslava de Mace-
donia; de los países balcánicos del Proceso de estabiliza-
ción y asociación (PEA), de los potenciales candidatos 
Albania, Bosnia y Herzegovina, Montenegro; de los paí-
ses miembros de la AELC, Noruega y Suiza, así como de 
Ucrania, República de Moldova y Armenia. 

El orador lamentó profundamente que el Gobierno de 
Zimbabwe se haya negado de nuevo a participar en el 
debate de la Comisión de la Conferencia, e instó al Go-
bierno a reanudar de inmediato el diálogo con la OIT, así 
como a aceptar la misión de alto nivel de asistencia técni-
ca de la OIT en los términos solicitados por la Comisión 
en 2006. El permanente deterioro de la situación de los 
derechos de los sindicatos en Zimbabwe sigue siendo 

sumamente alarmante — comparte las constantes preocu-
paciones de la Comisión de Expertos respecto a la POSA. 
El Gobierno debe adoptar todas las medidas necesarias 
para garantizar que la POSA no se utiliza como medio 
para infringir los derechos de los trabajadores y de sus 
organizaciones. 

Además, tomó nota con gran preocupación de la exis-
tencia de actos de discriminación antisindical y de inje-
rencias en las actividades políticas de miembros de los 
sindicatos bajo el pretexto de acusarlos de actividades 
delictivas o contrarias a la Ley del Código Penal, y expre-
só su adhesión a las conclusiones correspondientes del 
Comité de Libertad Sindical. Instó al Gobierno a retirar 
los cargos relacionados con actividades sindicales y a 
abstenerse de practicar arrestos y detenciones de dirigen-
tes sindicales o afiliados por esos motivos. En este senti-
do, solicitó al Gobierno que proporcione información 
completa y detallada sobre la situación del Sr. Matombo y 
el Sr. Chibebe. 

Asimismo, hizo hincapié en la interrelación entre las li-
bertades civiles y los derechos de libertad sindical, porque 
el desarrollo de un auténtico movimiento sindical, libre e 
independiente solamente es posible si existe un clima de 
respeto a los derechos humanos fundamentales. Por últi-
mo, señaló que el pueblo de Zimbabwe tiene el derecho 
de ejercer su libertad de expresión sin acoso, intimidación 
o violencia y de vivir bajo la protección del Estado de 
derecho. En consecuencia, instó al Gobierno a que restau-
re el respeto escrupuloso por el Estado de derecho y a que 
adopte de inmediato medidas para poner fin a las constan-
tes violaciones de los derechos humanos. 

El miembro trabajador de Bostwana declaró que los ac-
tos de violencia en Zimbabwe también están dirigidos 
contra maestros, estudiantes y comunidades educativas. 
La Asociación de Maestros de Zimbabwe (ZIMTA) y el 
Sindicato Progresista de Maestros de Zimbabwe (PTUZ) 
es testigo de numerosos actos de violencia tales como 
asesinatos, torturas y otras formas de maltratos contra 
maestros en las zonas rurales. 

En el contexto de las elecciones nacionales de 2008, los 
maestros fueron acusados de ejercer influencia sobre el 
voto utilizando su calidad de modelos en sus comunida-
des. En algunas zonas, se obligó a los maestros a abando-
nar sus escuelas o se los transfirió a otras, mientras que 
otros fueron objeto de amenazas. Según los alegatos, la 
mayoría de los actos de violencia fueron cometidos por 
veteranos de guerra o jóvenes armados. Algunos maestros 
fueron arrestados o secuestrados por agentes de la Orga-
nización Central de Inteligencia. Asimismo, se impidió 
votar a miles de maestros en la primera vuelta ya que fue-
ron deliberadamente enviados fuera de sus distritos como 
agentes electorales. Esto constituyó una violación del 
derecho constitucional de los maestros a elegir sus diri-
gentes políticos.  

El PTUZ informó que al menos 250 escuelas en 23 dis-
tritos de todo el país fueron afectadas por alguna forma de 
violencia entre el 3 y el 9 de mayo de 2008. En algunos 
casos, los maestros fueron golpeados delante de sus 
alumnos y miembros de la comunidad. Sesenta y siete 
maestros fueron hospitalizados en Harare, Kotwa, Karoi, 
Rusape, Bonda, Howard, Guruve, Marondera y otros lu-
gares. Ciento treinta y nueve maestros tuvieron que huir 
dejando sus escuelas mientras que 213 fueron objeto de 
saqueos en sus casas. Numerosos maestros tuvieron que 
huir a países vecinos y no pueden regresar, lo que agrava 
la fuga de cerebros en el sector de la educación.  

El 15 de mayo de 2008, el Sr. Raymond Majongwe, Se-
cretario General del PTUZ, fue nuevamente arrestado por 
la policía durante un breve período en el edificio de la 
Corte Suprema de Zimbabwe en el que se encontraba con 
motivo de asistir a una audiencia sobre dirigentes sindica-
les. Su arresto se produjo luego de que el PTUZ publicó 
manifiestos en los cuales deploraban el hecho de que al-
gunos maestros hubieran sido golpeados y hostigados en 
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su lugar de trabajo. El Sr. Raymond Majongwe ha sido 
regularmente hostigado y detenido por reclamar para me-
jorar la situación catastrófica del sistema educativo. El 6 
de octubre de 2007, la policía intervino de manera brutal 
para dispersar los festejos del Día Mundial del Maestro; 
arrestó a Majongwe y lo interrogó durante horas. Con 
anterioridad, su pasaporte había sido confiscado a fin de 
impedirle abandonar el país para participar de una reunión 
sindical internacional. Se deben condenar los actos de 
violencia cometidos por el Gobierno contra los maestros y 
los sindicalistas. Instó a las autoridades de Zimbabwe 
para que respeten los derechos humanos y los derechos 
sindicales. Solicitó también a la Internacional de Servicios 
Públicos, a Educación Internacional y a la OIT que envíen 
una misión especial a Zimbabwe. 

La miembro gubernamental de los Estados Unidos indicó 
que su Gobierno lamentó profundamente que la Comisión 
examine este caso tan grave sin la participación del Go-
bierno de Zimbabwe. Su Gobierno está profundamente 
conmocionado por el abuso sistemático y generalizado de 
los derechos de los trabajadores y de los derechos huma-
nos en Zimbabwe. El inequívoco récord batido por el Go-
bierno de Zimbabwe en materia de derechos sindicales, 
confirmado tanto por la Comisión de Expertos como por 
el Comité de Libertad Sindical, incluye obstrucción, aco-
so, encarcelamiento y represalias, es una masiva flagrante 
y desafiante violación del Convenio núm. 87, libremente 
ratificado por Zimbabwe. Los recientes acontecimientos 
demuestran que el respeto del estado de derecho sigue 
deteriorándose en Zimbabwe. 

A pesar de que el ofrecimiento de asistencia por parte 
de la OIT no constituye una sanción, sino más bien una 
ayuda que puede tener efectos positivos, el Gobierno la-
mentable y persistentemente se niega a aceptar una misión 
de alto nivel de la OIT para abordar las continuas viola-
ciones del Convenio núm. 87. Acepte o no la misión de 
alto nivel, el Gobierno de Zimbabwe tiene una inmutable 
obligación internacional de aplicar las disposiciones del 
Convenio núm. 87 en la legislación y en la práctica y, de 
informar a la OIT sobre sus acciones en este sentido. El 
orador expresó la esperanza de que el Gobierno reconsi-
dere su actitud hacia el sistema de control de la OIT e 
hizo hincapié en que al menos debería adoptar las medi-
das urgentes necesarias para asegurar a todos los ciudada-
nos el disfrute de sus derechos laborales y humanos fun-
damentales. 

El miembro trabajador del Reino Unido indicó que el 13 
de septiembre de 2006, el ZCTU organizó una manifesta-
ción contra el elevado costo de vida y los altos impuestos, 
y para reclamar medicamentos antiretrovirales para las 
personas afectadas por el HIV. Se comunicó previamente 
con la policía, tal como lo prevé la POSA quien autorizó 
la manifestación. Inmediatamente después del comienzo 
de la misma, la policía rodeó a los manifestantes y les 
ordenó que se sentaran en la calle. Los dirigentes del 
ZCTU, incluyendo el presidente Matombo, el secretario 
general Chibebe y la vicepresidenta Lucia Matibenga fue-
ron llevados a la comisaría de Matapi. Después de haber 
sido objeto de actos de violencia graves y prolongados 
por parte de agentes de la policía, fueron imputados en 
virtud de la POSA por haber hecho una manifestación 
ilegal destinada a derrocar el Gobierno constitucional-
mente electo. 

Los dirigentes del ZCTU sufrieron numerosas heridas 
incluso fracturas y laceraciones, durante el incidente pero 
se les negó asistencia médica y el acceso a un abogado 
durante dos días. El 15 de septiembre, fueron llevados a 
un hospital. Sin embargo, Wellington Chibebe fue el úni-
co en ser asistido y sólo después de haber intervenido los 
abogados del ZCTU y un miembro de la ONG Médicos 
por los Derechos Humanos. A pesar de haber sufrido va-
rias heridas graves, sólo fue operado cuatro días después. 
Su proceso fue realizado en secreto en el hospital. Sus 
otros colegas, incluyendo a Lovemore Matombo, Lucia 

Matibenga, Denis Chiwara, James Gumbi y George Nki-
wane quedaron en sus celdas, sin recibir asistencia médi-
ca. Al día siguiente fueron presentados ante un tribunal y 
puestos en libertad bajo fianza. El tribunal decidió que los 
golpes recibidos en sus celdas debían ser objeto de una 
investigación y los culpables, sancionados. Sin embargo, 
dado que la investigación estuvo a cargo de la policía, a 
pesar de que han transcurrido casi dos años desde estos 
terribles acontecimientos, aún no se han presentado car-
gos contra los agentes que cometieron los actos de tortura 
ni contra los superiores que ordenaron realizarlos. 

El miembro trabajador de los Estados Unidos señaló que 
este caso atestigua la lucha del ZCTU contra la injusticia 
social y la tiranía del Gobierno. El Gobierno reprimió las 
manifestaciones pacíficas del ZCTU en septiembre de 
2006. Las atroces detenciones, palizas y heridas inflingi-
das a los líderes y miembros del ZCTU en aquel tiempo 
son bien conocidas. El Presidente de Zimbabwe aparen-
temente pensó que podía encubrir la verdad al impedir la 
entrada en Zimbabwe de una delegación de la Coalición 
de Sindicalistas Negros, una organización miembro de la 
Federación Estadounidense del Trabajo y Congreso de 
Organizaciones Industriales (AFL-CIO). La AFL-CIO 
había comenzado ya a distribuir información sobre la re-
presión de la manifestación del ZCTU. 

El Gobierno no puede ocultar la verdad cuando se trata 
de violaciones del Convenio en la legislación. Por ejem-
plo, la reforma de la Ley del Trabajo de 2005 denegó a 
los empleados del servicio público el derecho a constituir 
sindicatos y afiliarse a ellos, el derecho de negociación 
colectiva y el derecho de huelga. Las organizaciones sin-
dicales auténticas se ven socavadas por el reconocimiento 
legal de los llamados comités de trabajadores. Además, la 
ley introduce impedimentos a la huelga al requerir el 50 
por ciento de los votos; un período compulsivo de nego-
ciación; el preaviso obligatorio de dos semanas; y el refe-
rimiento unilateral al arbitraje obligatorio. Los empleado-
res tienen el derecho consagrado legalmente de reempla-
zar permanentemente a los huelguistas y los huelguistas 
son responsables a título personal por las pérdidas eco-
nómicas. La definición del Gobierno de los servicios 
esenciales no está de conformidad con la jurisprudencia 
de la OIT y las huelgas ilegales pueden derivar en una 
condena de cinco años de prisión. Dadas estas flagrantes 
violaciones del Convenio, se urge a la Comisión a que 
incluya un párrafo especial en su informe sobre este caso. 

La miembro trabajadora de Sudáfrica mencionó ejem-
plos de violaciones de los derechos sindicales y de acoso 
a los dirigentes de organizaciones sindicales en Zimbab-
we. El 28 de febrero de 2008, el Secretario General del 
ZCTU solicitó autorización para celebrar una reunión de 
conmemoración del día de la mujer el 8 de marzo. El Go-
bierno no autorizó la reunión y el ZCTU llevó el asunto a 
los tribunales, que fallaron en favor del sindicato. 

Con ocasión del Día de los Trabajadores de este año, el 
ZCTU solicitó permiso para celebrarlo en 34 sedes distin-
tas, cinco de las cuales fueron denegadas. En algunos ca-
sos, no se justificó con claridad los motivos para no con-
ceder los permisos, y, en otros, los permisos no fueron 
recibidos hasta el mismo día del evento. El ZCTU tuvo 
que cancelar estos actos de conmemoración a pesar de 
que algunos trabajadores ya se habían reunido y de que la 
convocatoria ya había supuesto considerables gastos. 

El acoso y victimización de los dirigentes del ZCTU re-
crudeció el 6 de mayo, cuando la policía irrumpió en los 
domicilios del Secretario General del ZCTU y del Presi-
dente. Los dos dirigentes fueron arrestados, interrogados 
durante más de seis horas y acusados de incitar con false-
dades a los trabajadores a sublevarse en contra del Go-
bierno ya que habrían dicho, que algunas personas habían 
sido asesinadas durante los violentos disturbios en curso. 
Además, con el pretexto de que ambos dirigentes eran 
peligrosos, en un principio no se les concedió el derecho a 
pagar una fianza para quedar en libertad y, si bien poste-
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riormente se les impuso una fianza, fue con la inaceptable 
condición de que no hablaran en ninguna asamblea políti-
ca. Este caso será tratado en los tribunales el 23 de junio 
de 2008, y la sentencia podría establecer una multa de 
nivel 14, cumplir una pena de reclusión de veinte años, o 
ambas cosas. La violencia era cotidiana en Zimbabwe: se 
golpea a los padres delante de sus propios hijos, y la gente 
huye en busca de refugio a los países vecinos. Expresó su 
malestar por el modo en el que las autoridades de Zim-
babwe están tratando a los sindicalistas y solicitó que se 
retiren los cargos presentados contra los dos dirigentes del 
ZCTU. 

La miembro gubernamental de Cuba expresó que sus in-
tervenciones estaban destinadas a alentar a los gobiernos a 
que cumplan con sus obligaciones tanto de presentación 
de memorias como de cooperación con los órganos de 
control. En este caso, la situación es confusa y se desco-
nocen los motivos de la ausencia del Gobierno. En conse-
cuencia, se deberían redoblar los esfuerzos para establecer 
contactos con el Gobierno de Zimbabwe. La rebeldía de-
mostrada puede ser el resultado de la insatisfacción del 
Gobierno por el resultado de los trabajos de esta Comi-
sión. Su delegación no comparte decisiones que apliquen 
medidas o sanciones en contra de ningún gobierno sin 
haberse agotado los contactos y la asistencia técnica nece-
sarios. 

El miembro gubernamental del Canadá, hablando igual-
mente en representación de los miembros gubernamenta-
les de Australia y Nueva Zelandia, expresó su profunda 
preocupación por las graves violaciones del derecho de la 
libertad sindical en Zimbabwe, esencial para la existencia 
de cualquier sociedad democrática. Compartió el punto de 
vista de la Comisión de que un movimiento sindical ver-
daderamente libre e independiente sólo puede desarrollar-
se en un clima de respeto por los derechos fundamentales. 
Indicó que la crisis de gobernabilidad en Zimbabwe radi-
ca fundamentalmente en el fracaso de crear dicho clima. 

Con posterioridad a las elecciones generales del 29 de 
marzo de 2008, dirigentes sindicales fueron víctimas de 
acosos y encarcelamiento. Entre éstos se encuentran el 
presidente y el Secretario General del ZCTU, el Sr. Lo-
vemore Matombo y el Sr. Wellington Chibebe, y el Secre-
tario General de la Unión Progresista de Maestros, el Sr. 
Raymond Majongwe. Los sindicalistas sufren graves vio-
laciones a sus derechos al ser sometidos a violencia, ase-
sinatos, intimidación y acosos políticamente motivados. 
Para superar la actual crisis económica y política, el Go-
bierno debe asegurar que los actores sociales y políticos 
tengan espacio para defender los derechos de los trabaja-
dores a fin de que puedan desempeñar un papel construc-
tivo en la solución de la crisis. 

La POSA, a pesar de las enmiendas realizadas, fue uti-
lizada para infringir los derechos de los sindicatos. Se 
urge al Gobierno a que asegure que los sindicatos puedan 
desarrollar sus actividades y ejercer los derechos garanti-
zados por el Convenio; que restablezca el pleno respeto 
del imperio de la ley, y que ponga fin a las violaciones de 
los derechos humanos. Los Gobiernos del Canadá, Aus-
tralia y Nueva Zelandia apoyan la labor de la Comisión de 
Expertos, especialmente sus esfuerzos para solicitar más 
información, y la propuesta de que Zimbabwe reciba una 
misión de asistencia técnica de alto nivel. 

Los miembros trabajadores lamentaron que, si bien el 
Gobierno de Zimbabwe preconiza la impunidad, los traba-
jadores piden el diálogo; si bien el Gobierno propaga la 
violencia, los trabajadores piden la paz; si bien el Gobier-
no propugna la injusticia, los trabajadores piden la justi-
cia, y si bien el Gobierno perpetúa la fuerza bruta, los 
trabajadores abogan por la fuerza de la verdad. Las prue-
bas de violencia tras las elecciones generales de 2008 se 
difunden también en Internet.  

El Gobierno de Cuba apoyó sanciones contra el apart-
heid en Sudáfrica, pero su posición actual con respecto a 
Zimbabwe parecerá hipócrita. El Gobierno de Zimbabwe 

está confiscando en la actualidad los documentos de iden-
tificación de las personas, para que no puedan obtener 
raciones alimentarias o votar. También decidió prohibir a 
las ONG que proporcionen alimentos. Estas medidas des-
esperadas e inhumanas deben desalentarse. 

Los miembros trabajadores propusieron que la Comi-
sión de la Conferencia adopte ciertas medidas. En primer 
lugar, la Comisión debería contemplar la posibilidad de 
enviar una misión tripartita de alto nivel, integrada por 
miembros del Consejo de Administración, para indagar y 
ayudar al Gobierno a encontrar soluciones a los proble-
mas actuales. En segundo lugar, la Comisión debería pe-
dir a todos los gobiernos que tienen una presencia diplo-
mática en Zimbabwe que sigan de cerca el juicio del Sr. 
Chibebe y el Sr. Matombo, que empezará el 23 de junio 
de 2008. Los miembros trabajadores también piden al 
Gobierno de Zimbabwe que adopte varias medidas. El 
diálogo social debe restablecerse. La Ley del Código Pe-
nal (codificación y reforma) debe derogarse. Todos los 
cargos presentados contra los sindicalistas deben retirarse. 
Debe asegurarse que la POSA no se use contra los sindi-
catos. La persecución, el hostigamiento, las detenciones o 
los arrestos de los sindicalistas o ciudadanos deben aca-
bar. Se debe indemnizar a las víctimas de tortura. Se debe 
proporcionar una nueva residencia a todos aquellos que 
han sido desplazados de sus hogares. 

Los miembros empleadores se adhirieron a la declaración 
de los miembros trabajadores y a sus recomendaciones. 
La presente discusión es un momento ignominioso para el 
país. El hecho de que el Gobierno de Zimbabwe no esté 
presente le hace perder toda su legitimidad y autoridad 
moral. El Gobierno debería haber aceptado la misión de 
alto nivel y la asistencia técnica de la OIT para aplicar el 
Convenio núm. 87, haber garantizado la libertad de expre-
sión, las libertades políticas y la seguridad de las perso-
nas, además del derecho de libertad sindical y las liberta-
des civiles básicas, pero no lo hará. Los miembros em-
pleadores recordaron que el artículo 26 de la Constitución 
de la OIT establece un procedimiento de queja para casos 
de incumplimientos más graves de los convenios. Los 
miembros empleadores, instaron a los otros 147 Estados 
Miembros de la OIT que han ratificado el Convenio núm. 
87 a que presenten una queja contra el Gobierno de Zim-
babwe, y a que el Consejo de Administración apruebe la 
Comisión de Encuesta prevista en el mencionado proce-
dimiento. 

La miembro gubernamental de Cuba puntualizó que la 
actitud de su Gobierno en relación con el apartheid dista 
mucho de poder ser calificada de «hipócrita». Lejos de 
haberse limitado a formular simples declaraciones, recor-
dó que por luchar contra el apartheid, se había sacrificado 
sangre cubana. Su Gobierno reitera la posición de princi-
pio de que no comparte decisiones que apliquen medidas 
o sanciones en contra de ningún gobierno sin haberse ago-
tado los contactos y la asistencia técnica necesarios. 
Conclusiones 

La Comisión lamentó profundamente la continua actitud 
obstruccionista demostrada por el Gobierno a través de su 
rechazo a presentarse ante ella durante dos años consecuti-
vos obstaculizando de esa manera el trabajo de los órganos 
de control de la OIT de examinar la aplicación de convenios 
ratificados de manera voluntaria. La Comisión recordó que 
el desdén demostrado por el Gobierno hacia esta Comisión y 
la gravedad de las violaciones observadas llevaron a esta 
Comisión a mencionar este caso en un párrafo especial de su 
informe y a hacer un llamamiento al Gobierno para que 
aceptara una misión de asistencia técnica de alto nivel. 

La Comisión lamentó asimismo que el Gobierno haya re-
chazado la invitación de recibir a una misión de asistencia 
técnica de alto nivel. La Comisión lamentó profundamente 
observar que los comentarios de la Comisión de Expertos se 
refieren a serios alegatos de violaciones de las libertades 
civiles fundamentales, incluidos el arresto y la detención 



 

19 Parte II/72 

prácticamente sistemática de dirigentes sindicales tras su 
participación en manifestaciones públicas. A este respecto, la 
Comisión lamentó igualmente el continuo recurso del Go-
bierno a la Ley de Seguridad y Orden Públicos (POSA) y 
últimamente a la Ley del Código Penal (codificación y re-
forma) de 2006, para arrestar y detener sindicalistas a raíz 
del ejercicio de actividades sindicales, a pesar de sus llama-
dos al Gobierno para que cese en ese tipo de acción. La Co-
misión también tomó nota de que el Comité de Libertad 
Sindical continúa examinando numerosas quejas en relación 
con estas graves cuestiones. 

La Comisión tomó nota con profunda preocupación de la 
amplia información presentada en relación con la oleada de 
violaciones a los derechos sindicales y los derechos humanos 
en el país así como de las continuas amenazas a la integridad 
física de los sindicalistas. En particular, deploró los recientes 
arrestos del Sr. Lovemore Matombo y del Sr.Wellington 
Chibebe y la violencia masiva contra los maestros así como 
los serios alegatos de arrestos y ataques violentos después de 
la manifestación de 2006. 

La Comisión subrayó que los derechos sindicales sólo 
pueden ejercerse en un clima libre de violencia, presiones o 
amenazas de cualquier tipo. Asimismo, estos derechos están 
estrechamente vinculados al pleno respeto de las libertades 
civiles fundamentales, incluida la libertad de expresión, la 
seguridad de la persona, la libertad de movimiento y la liber-
tad de reunión. Recordó que para poder desempeñar su 
papel de interlocutores sociales legítimos es fundamental que 
las organizaciones de trabajadores y de empleadores puedan 
expresar sus opiniones sobre cuestiones políticas en sentido 
amplio así como dar públicamente sus puntos de vista sobre 
la política económica y social del Gobierno. Por lo tanto, la 
Comisión instó al Gobierno a que asegure todos estos dere-
chos civiles fundamentales, derogue la ley del Código Penal y 
que cese el uso abusivo de la POSA. Hizo un llamamiento al 
Gobierno para que ponga fin de inmediato a los arrestos, 
detenciones, amenazas y hostigamiento de dirigentes y afi-
liados sindicales, levante todos los cargos que se les hayan 
imputado y se asegure de que sean apropiadamente compen-
sados. La Comisión dirigió un llamamiento a todos los go-
biernos con misiones en el país para que asistan a los juicios 
de los Sres. Matombo y Chibebe y que den un estrecho se-
guimiento a toda evolución en relación con sus casos.  

La Comisión instó al Gobierno a que coopere plenamente 
en el futuro con los órganos de control de la OIT, de con-
formidad con las obligaciones internacionales que asumió 
voluntariamente en virtud de su pertenencia a la Organiza-
ción.  

La Comisión instó firmemente al Gobierno a que asegure 
a todos los trabajadores y empleadores el pleno respeto de 
las libertades civiles enunciadas en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, sin el cual la libertad sindical y los 
derechos sindicales se ven vaciados de todo contenido. Instó 
al Gobierno a que acepte una misión especial de investiga-
ción tripartita de alto nivel en relación con este caso de fla-
grante falta de respeto de los más básicos derechos sindica-
les. Instó a los otros Gobiernos que ratificaron este Convenio 
a que consideren seriamente la presentación de una queja, 
artículo 26, y que el Consejo de Administración apruebe una 
Comisión de Encuesta. 

La Comisión decidió incluir sus conclusiones en un párra-
fo especial de su informe. Decidió también mencionar este 
caso entre los casos de falta continua de aplicación del Con-
venio. 

Los miembros trabajadores pusieron de relieve la excep-
cional intervención de los miembros empleadores sobre 
este caso y expresaron su agradecimiento a este respecto. 

Convenio núm. 98: Derecho de sindicación y de negociación 
colectiva, 1949  

GEORGIA (ratificación: 1993) 
El Gobierno ha comunicado la siguiente información 

escrita, refiriéndose específicamente a la observación de 
la Comisión de Expertos. 

La legislación de Georgia prohíbe claramente todo tipo 
de discriminación, incluidos los despidos antisindicales, y 
protege contra las violaciones de esos derechos. Por con-
siguiente, el Gobierno de Georgia, no ve ninguna necesi-
dad en este punto de dar inicio a las enmiendas del Códi-
go del Trabajo. La legislación de Georgia da cumplimien-
to a los requisitos del Convenio, puesto que prohíbe la 
discriminación basada en motivos de afiliación: 
1) Constitución de Georgia. De conformidad con el 

artículo 14 de la Constitución, «Todos son libres, al 
nacer e iguales ante la ley, con independencia de ra-
za, color, idioma, sexo, religión, opinión política y 
otro tipo de opiniones, ascendencia nacional, perte-
nencia étnica y social, origen, propiedad y título, lu-
gar de residencia». El artículo 26 de la Constitución 
reglamenta que «todos tendrán el derecho de consti-
tuir asociaciones públicas y de afiliarse a las mismas, 
incluidos los sindicatos». 

2) Ley de Georgia sobre los sindicatos. De conformi-
dad con el artículo 11, «no se admitirá discrimina-
ción alguna contra un empleado por parte de un em-
pleador en razón de la afiliación o no afiliación a un 
sindicato». 

3) Código del Trabajo de Georgia. De conformidad con 
el artículo 2 párrafo 3, «se prohíbe, en las relaciones 
de empleo, cualquier tipo de discriminación por ra-
zones de raza, color, categoría étnica y social, nacio-
nalidad, origen, propiedad y situación, residencia, 
edad, género, orientación sexual, capacidad limitada, 
afiliación a un sindicato religioso o a cualquier otro 
sindicato, situación familiar, opiniones políticas o de 
otro orden». Con arreglo al Código, «en el curso de 
las relaciones de empleo, las partes deberían adherir-
se a los derechos humanos básicos y a las libertades 
básicas, como define la legislación de Georgia» (ar-
tículo 2, párrafo 6). 

4) Código Penal de Georgia. De conformidad con el 
artículo 142, «la violación de la igualdad de derechos 
humanos por motivos de raza, color de piel, idioma, 
sexo, actitud hacia la religión, confesión, opinión po-
lítica o de otro tipo, pertenencia nacional, étnica y 
social o por motivos de afiliación a cualquier asocia-
ción, origen, lugar de residencia y situación material, 
que viole sus derechos humanos, será castigada con 
una sanción o con un trabajo correccional por un pe-
ríodo de hasta un año o con reclusión de hasta dos 
años». De este modo, el despido de los empleados 
por su afiliación a sindicatos, está sujeto al Código 
penal de Georgia. Si un empleador discrimina el de-
recho del empleado a afiliarse a un sindicato, el em-
pleador tendrá una responsabilidad penal. 

5) En los últimos años, no se ha sometido a los orga-
nismos gubernamentales pertinentes ninguna aplica-
ción relativa a la restricción de los derechos de los 
afiliados sindicales. El nuevo Código del Trabajo 
prohíbe la discriminación antisindical. 

Debería señalarse que el comentario de la Comisión de 
Expertos relativo al artículo 142 del Código Penal está 
condicionado por un error de traducción. En efecto, «aso-
ciación pública» debería entenderse como cualquier tipo 
de asociación, incluida la asociación civil. El nuevo Códi-
go del Trabajo trazó la línea central de los requisitos para 
el establecimiento de asociaciones. La legislación vigente 
permite la creación de cualquier tipo de organización o de 
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afiliación a una asociación, incluidos los sindicatos. Co-
mo ocurría con el Código del Trabajo de la URSS, existía 
una situación de monopolio sindical y los trabajadores no 
tenían otra alternativa que afiliarse a un sindicato (artículo 
2, párrafo 3, d)). En virtud de la legislación de Georgia, 
los procedimientos de establecimiento de una asociación 
son simples. Sólo ha de pagarse una tarifa de inscripción 
en el registro de 26 euros. No existe un requisito mínimo 
en cuanto al número de personas necesario para que pue-
dan constituir una asociación. Georgia se caracteriza por 
tener uno de los números más elevados de asociaciones en 
la región. Al mismo tiempo, la legislación de Georgia no 
limita en absoluto las actividades de las asociaciones. 

La legislación de Georgia que regula los convenios co-
lectivos está de plena conformidad con el convenio perti-
nente y se considera que no hay necesidad de enmendar la 
legislación. 
1) La Comisión había tomado nota de que, de confor-

midad con el artículo 13 del Código del Trabajo, el 
empleador (de manera unilateral) está autorizado a 
introducir normas operativas internas (estatutos labo-
rales internos). El Gobierno establece que: 

 La legislación de Georgia estipula claramente 
las condiciones mínimas de trabajo que dan 
cumplimiento a los convenios de la OIT y que 
no pueden ser objeto de cambios. 

 Se prohíbe empeorar las condiciones de trabajo 
mínimas previstas en el Código del Trabajo. 

 El empleador tendrá en cuenta las condiciones 
laborales mínimas previstas en el Código del 
Trabajo, en caso de que se elaboren normas 
operativas (estatutos laborales internos). De no 
ser así, se vulnerará el Código del Trabajo y se-
rá sancionado por la ley. 

 En el caso en el que las condiciones laborales 
estén reguladas por un convenio de trabajo (ya 
sea individual o colectivo), el convenio de tra-
bajo prevalece sobre las normas operativas in-
ternas. La preferencia de normas operativas (es-
tatutos laborales internos) se da sólo en el caso 
en el que las condiciones de trabajo no estén re-
guladas por un convenio de trabajo (ya sea indi-
vidual, ya sea colectivo), aún en este caso, las 
condiciones laborales definidas por el emplea-
dor, deberán dar pleno cumplimiento a las exi-
gencias del Código del Trabajo. 

2) La Comisión considera que los artículos 13 y 41-43, 
leídos conjuntamente, están en contradicción con la 
noción de convenio colectivo en el sentido del Con-
venio núm. 98, es decir, acuerdos que regulan los 
términos y las condiciones de empleo negociadas en-
tre los empleadores o sus organizaciones y las orga-
nizaciones de trabajadores. La Comisión tomó nota 
de que la legislación parece poner en la misma situa-
ción a los convenios colectivos concluidos con las 
organizaciones sindicales y a los acuerdos entre un 
empleador y los trabajadores no sindicalizados. El 
Gobierno establece que: 

 La observación no está formulada con claridad. 
Por consiguiente, es difícil entender su esencia. 
No está claro con base en qué consideración los 
artículos relacionados con los convenios colec-
tivos se comparan con el artículo 13 (normas 
operativas internas), puesto que las condiciones 
laborales están reguladas por el artículo 13 del 
Código del Trabajo sólo en caso de que no estén 
previstos en los convenios de trabajo (tanto in-
dividuales como colectivos). 

 El Convenio núm. 98 no estipula que el conve-
nio colectivo deba prevalecer sobre el contrato 
individual. 

 Según el comentario de la Comisión, pareciera 
que los trabajadores no sindicalizados y los tra-
bajadores sindicalizados tuvieran que estar en 
condiciones desiguales. A nuestro entender, el 
caso de los últimos significa discriminación de 
los trabajadores no sindicalizados. Por el contra-
rio, la legislación de Georgia prohíbe todo tipo 
de discriminación y protege por igual, tanto los 
derechos de los trabajadores no sindicalizados, 
como de los trabajadores sindicalizados. 

3) La Comisión tomó nota de que el Gobierno reconoce 
la necesidad de mejorar la legislación, puesto que 
Georgia no tiene una tradición de convenio colectivo 
y no se concluyen en la práctica demasiados conve-
nios colectivos. El Gobierno establece que en este 
caso, parece que la observación de la Comisión de 
Expertos requiere más de lo que prevé el convenio 
pertinente. El Convenio no regula en qué medida los 
convenios colectivos deberían utilizarse en la prácti-
ca y, por tanto, no se justifica la referencia de que 
«no se concluyen en la práctica demasiados conve-
nios colectivos». Al mismo tiempo, el Convenio 
núm. 98 no establece ninguna superioridad de con-
venios colectivos respecto de los individuales. 

4) La Comisión consideró que las disposiciones del 
nuevo Código del Trabajo, no promueven la nego-
ciación colectiva, como exige el artículo 4 del Con-
venio. El Gobierno establece que: 

 «Promoción del convenio colectivo», en virtud 
del artículo 4 del Convenio núm. 98, no signifi-
ca «promoción» en un nivel legislativo, a través 
de la enmienda de la legislación. 

 El Código del Trabajo no limita ninguna forma 
de promoción de convenios colectivos. Además, 
todo el Capítulo III del Código del Trabajo, se 
dedica a los convenios colectivos. Regula ple-
namente las normas y las condiciones de la con-
clusión de convenios colectivos y define su 
esencia (artículo 41). Prevé que se cuente con 
un representante al concluir, cambiar o poner 
término a un convenio colectivo, o a los efectos 
de la protección de los derechos de los emplea-
dos (artículo 42) y describe las normas de ter-
minación de las relaciones de trabajo y la anula-
ción de contratos. 

 La ley sobre los sindicatos estipula que las nor-
mas laborales, los sistemas de remuneración la-
boral, las formas de las prestaciones, las tarifas 
y los horarios, pueden definirse con la partici-
pación de empleadores, asociaciones de em-
pleadores (sindicatos, asociaciones) y los sindi-
catos pertinentes. Esto, como consecuencia de 
convenios establecidos de mutuo acuerdo, se re-
fleja en los convenios (acuerdos) colectivos (ta-
rifas) (artículo 10, párrafo 5). 

 La ley sobre los sindicatos contiene las normas 
y las condiciones de un convenio colectivo. El 
artículo 12, párrafo 2, obliga al empleador a en-
tablar negociaciones con los sindicatos, en res-
puesta a la iniciativa del último, sobre el trabajo 
y las condiciones sociales y económicas de los 
empleados. Los sindicatos tienen el derecho de 
participar en conflictos colectivos del trabajo, 
así como en conflictos laborales individuales. 

 Ley sobre los sindicatos. En virtud del artículo 
12, párrafo 1, «los representantes autorizados de 
un sindicato, asociación (federación) de sindica-
tos, organización sindical de base, en nombre de 
un convenio colectivo de trabajo, celebrarán ne-
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gociaciones con los representantes autorizados 
de un empleador, asociación (sindicato, federa-
ción) de empleadores, órganos de autoridad eje-
cutiva y órganos de autogobierno locales, con-
cluirán convenios y contratos colectivos, y con-
trolarán su aplicación de conformidad con el 
procedimiento previsto en esos convenios (con-
tratos)». 

 Ley sobre los sindicatos. En virtud del artículo 
12, párrafo 2, los empleadores, asociaciones 
(sindicatos, federaciones) de empleadores y los 
órganos de autoridad ejecutiva, deberían cele-
brar negociaciones con organizaciones sindica-
les de base, con sindicatos, con asociaciones 
(federaciones) de sindicatos sobre asuntos labo-
rales y socioeconómicos, siempre que las orga-
nizaciones sindicales primarias, los sindicatos y 
las asociaciones (federaciones) de sindicatos 
presentaran tal iniciativa, y en caso de alcanzar 
un acuerdo para concluir convenios (contratos) 
colectivos. 

Debería destacarse que, según el Código del Trabajo, el 
derecho de negociación colectiva pertenece no sólo a los 
sindicatos, que sindicalizan únicamente al 12 por ciento 
de la fuerza del trabajo, sino también a otros sindicatos o 
grupos de empleados. Esta reglamentación sitúa a los tra-
bajadores organizados en varios sindicatos, en igualdad de 
condiciones, con lo que se excluye su discriminación ba-
sada en motivos de afiliación sindical. 

En la memoria de 2007, que el Gobierno de Georgia 
enviara a la OIT, se había mencionado que en el Gobierno 
de Georgia se discute sobre la especificación de la formu-
lación de la 8.ª parte del 5.º párrafo. La discusión condujo 
a la conclusión de que la legislación laboral de Georgia no 
requiere enmienda alguna, puesto que: la legislación de 
Georgia regula adecuadamente todos los aspectos de las 
relaciones laborales; la legislación de Georgia da pleno 
cumplimiento a los requisitos de los convenios ratificados 
de la OIT. 

Además, una representante gubernamental de Georgia 
declaró ante la Comisión que hacía más de dos años, en la 
primavera de 2006, el Parlamento de Georgia había adop-
tado un nuevo Código del Trabajo que había sustituido al 
que había sido adoptado en 1973, es decir, en la época 
soviética. Señaló que los motivos para adoptar una nueva 
legislación del trabajo, han sido dos: por una parte, para 
introducir normas laborales que estén de conformidad con 
los convenios de la OIT ratificados por Georgia, y, por 
otra parte, para estimular un aumento del empleo, tenien-
do en cuenta las condiciones nacionales, y reducir el em-
pleo informal, y, de esta forma, hacer frente a los más 
graves desafíos que plantea el desarrollo económico y 
social de Georgia. El nuevo Código del Trabajo sustituye 
el tipo de relaciones laborales de la era soviética, relati-
vamente rígido, por normas más flexibles y modernas, 
proporciona una protección adecuada y en pie de igualdad 
a los derechos de los empleadores y de los trabajadores y 
responde mejor a las necesidades de la sociedad y del 
mercado del trabajo del país. 

Las observaciones realizadas por la Comisión de Exper-
tos sobre la conformidad de la legislación laboral de 
Georgia con el Convenio, están siendo cuidadosamente 
revisadas por el Gobierno y se debaten en un proceso con-
sultivo con las organizaciones de trabajadores y emplea-
dores. Después de la publicación de esas observaciones, el 
Gobierno mantuvo con la OIT consultas intensivas sobre 
esta cuestión. Como resultado de una iniciativa conjunta 
de la OIT y del Gobierno georgiano, se decidió realizar, 
por primera vez, una evaluación independiente e impar-
cial de la legislación del trabajo. Antes de presentar sus 
puntos de vista a la OIT sobre los objetivos y resultados 
esperados de la evaluación, se han realizado consultas 
tripartitas con las organizaciones de empleadores y de 

trabajadores. Se decidió conjuntamente que la evaluación 
se centrase en dos objetivos principales, a saber: i) la eva-
luación de la conformidad de la legislación del trabajo 
con los convenios de la OIT que Georgia ha ratificado; y 
ii) el examen del impacto del nuevo Código del Trabajo 
en el mercado laboral y las relaciones laborales. El estu-
dio es financiado por el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) y realizado por expertos inde-
pendientes. A fin de obtener los máximos beneficios de 
los resultados de la evaluación, ésta será seguida de un 
proceso de consultas inclusivo, transparente y abierto, con 
la OIT y todas las otras partes interesadas, tanto naciona-
les como internacionales. Se acordó conjuntamente que el 
estudio debería finalizarse en otoño de 2008. 

En relación con la observación realizada con la Comi-
sión de Expertos, la oradora presentó verbalmente las 
informaciones escritas suministradas por su Gobierno. 

La oradora concluyó señalando que, tal como se indica 
en la información presentada a la Comisión, la legislación 
laboral de Georgia está de conformidad con el Convenio. 
Además, según la evaluación preliminar del impacto eco-
nómico del nuevo Código del Trabajo, la nueva legisla-
ción estimula la creación de empleo y contribuye al au-
mento de los salarios medios. Además, cabe señalar que 
las normas laborales flexibles contribuyen a la reducción 
del empleo informal y al aumento de la base gravable, y, 
por lo tanto, al incremento de los ingresos públicos que 
provienen de los impuestos sobre la renta. A pesar de esos 
resultados preliminares, el Gobierno mantiene su com-
promiso de realizar una evaluación independiente del im-
pacto del Código del Trabajo sobre el mercado laboral. 
Asimismo, quiere examinar la conformidad del Código 
con los convenios pertinentes de la OIT. El Gobierno es-
pera con interés poder cooperar con la OIT y, con todas 
las partes interesadas en esta cuestión, y entablar un pro-
ceso de debate abierto, inclusivo y transparente tan pronto 
como se haya finalizado la evaluación. 

Los miembros empleadores manifestaron que las obser-
vaciones de la Comisión de Expertos giraban en torno a 
dos puntos. Por un lado, una supuesta escasa protección 
contra los actos de discriminación sindical e injerencia y, 
por otro, con la supuesta regulación insuficiente de la 
negociación colectiva. 

En relación con la protección contra la discriminación 
antisindical, son cuatro los supuestos incumplimientos del 
Convenio núm. 98. El hecho de que no se exija al em-
pleador «que justifique su decisión de no contratar a un 
solicitante de empleo», constituye «un obstáculo insalva-
ble». La inexistencia de disposiciones expresas que deta-
llen exhaustivamente el alcance de todos los aspectos que 
abarca el principio de no discriminación, no tiene por qué 
ir en detrimento de la garantía efectiva de este principio. 
La no discriminación en la contratación, se puede garanti-
zar por muchas vías. Los procesos de selección y de con-
tratación son a veces informales y en otras ocasiones im-
plican a un gran número de personas candidatas. Consti-
tuiría un exceso absoluto por parte del regulador y una 
excesiva carga para las empresas, exigir que en cada una 
de las fases de selección o de preselección, el empleador 
justifique por escrito su decisión de no contratar a una 
persona. Las razones de tal decisión pueden ser múltiples 
y vinculadas con sus aptitudes, competencias, experien-
cias, idoneidad, capacidad, e incluso pueden intervenir 
elementos psicológicos vinculados con una falta de sinto-
nía con el futuro empleador, que no siempre pueden ser 
detallados. Ello no quiere decir que existan razones oscu-
ras basadas en una discriminación injustificable. El hecho 
de que se exija una motivación formal para la no contrata-
ción, no garantizaría la inexistencia de una discrimina-
ción. Lo importante es que en la práctica no se produzca 
esa discriminación y no existe ninguna observación de la 
Comisión de Expertos en este sentido. 

En cuanto al despido con indemnización, pero sin justi-
ficación, éste es, para la Comisión de Expertos, una fuente 
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de discriminación. La no exigencia de las razones o cau-
sas del despido no puede servir para amparar una discri-
minación injustificada. Sin embargo, la inexistencia de 
una disposición expresa en el Código del Trabajo que 
prohíba expresamente la realización de despidos en razón 
de la actividad sindical, no equivale necesariamente a una 
falta de protección. Puede existir otra base jurídica, la 
Constitución, o una prohibición general de discriminación 
antisindical que resulte suficiente para garantizar ese de-
recho. Lo importante es que en la práctica esa discrimina-
ción no se produzca y no existe ninguna indicación del 
Comité de Expertos en este sentido. 

Otro tanto puede afirmarse respecto de la falta de una 
disposición expresa en el Código Penal que prohíba la 
discriminación basada en la afiliación sindical. En Geor-
gia, las sanciones económicas por infracción de la legisla-
ción que protege a los trabajadores, pueden ser cuantiosas 
(hasta 200 veces la cuantía de la remuneración). Para la 
Comisión de Expertos es insuficiente que el Código Penal 
no se refiera expresamente a las organizaciones sindicales 
cuando tipifica conductas antijurídicas basadas en la afi-
liación a una asociación pública. Pero lo importante es 
saber si en este concepto de asociación pública tienen 
cabida asociaciones sindicales y si se han producido casos 
claros de impunidad por falta de cobertura jurídica. La 
regulación contra la no ingerencia puede adquirir diversas 
formas y los procedimientos de apelación pueden ser los 
que se prevean para actuar contra la injerencia indebida 
respecto de otras organizaciones y no sólo de las organi-
zaciones sindicales.  

En cuanto a la negociación colectiva, la Comisión de 
Expertos tiene sus dudas respecto a determinados artícu-
los del Código del Trabajo. Por una parte, el hecho de que 
los acuerdos con los trabajadores no sindicados son equi-
parables a los acuerdos con los trabajadores sindicados. 
Por otra parte, el alcance de la Ley sobre los Sindicatos y 
la Protección de la Negociación Colectiva, en vista de la 
derogación de otra norma anterior, en el período comunis-
ta, que regulaba las convenciones y los acuerdos.  

El Convenio no impone ningún modelo específico de 
negociación colectiva. Puede ser centralizada o descentra-
lizada, con una fuerte presencia sectorial o una fuerte im-
plantación del nivel de empresa, puede estar reglamentada 
detalladamente por la regulación o prevista de manera 
más informal. Pero lo importante es que sea un modelo 
adaptable a las necesidades derivadas de la evolución de 
las relaciones laborales, y que respete los principios y las 
exigencias del Convenio, a saber, que proteja el pleno 
desarrollo y uso voluntario de los procedimientos de ne-
gociación colectiva y los convenios colectivos. Los em-
pleadores consideran que la sindicación o no del trabaja-
dor no es relevante, sino el hecho de que se reconozca y 
proteja debidamente el valor de las negociaciones volun-
tarias y de los acuerdos pactados colectivamente.  

Cuestión diferente es el supuesto vacío jurídico que se 
puede haber producido en Georgia, según la Comisión de 
Expertos, como consecuencia de la desaparición de la Ley 
de Convenciones y Acuerdos Colectivos, a pesar de la 
permanencia de la ley que regula la actividad de las orga-
nizaciones sindicales. Procede por ello que el Gobierno 
informe al respecto. 

El hecho de que el país carezca de una tradición de 
convenios colectivos no es, tampoco de por sí, un hecho 
que revele un incumplimiento del Convenio, dado que 
este elemento debe ser analizado junto a otros para dispo-
ner de una visión más completa. Ello puede derivar del 
aún incipiente desarrollo de pactos y convenios colectivos 
entre organizaciones empresariales y sindicales libres y 
autónomas. Por último, manifestaron que el Convenio no 
impone ningún modelo específico de negociación colecti-
va, por lo que no pueden compartir las afirmaciones que 
consideran que el nuevo modelo de negociación en Geor-
gia contraviene las disposiciones del Convenio. 

Los miembros trabajadores recordaron que el caso de 
Georgia todavía no había sido objeto de debate en esta 
Comisión, pero que los casos que se habían sometido al 
Comité de Libertad Sindical, en general, habían permitido 
observar que el Gobierno había sido poco colaborador. La 
situación que ha denunciado la Confederación Sindical 
Internacional (CSI) concierne a la adopción, sin consultas 
previas, del Código del Trabajo, y a la falta de suficiente 
protección contra los actos de discriminación e injerencia 
antisindicales. Asimismo, concierne a la ineficacia en la 
forma de regular las cuestiones relacionadas con las nego-
ciaciones colectivas.  

El Convenio establece el principio de la protección de 
los trabajadores y de las organizaciones sindicales frente a 
los actos de discriminación y de injerencia que afectan a 
la libertad sindical. Además, prevé la adopción de medi-
das, a fin de estimular y promover el desarrollo de la ne-
gociación colectiva, con miras a regular las condiciones 
de empleo. Junto con el Convenio núm. 87 sobre la liber-
tad sindical y la protección del derecho de sindicación, 
1948, este instrumento forma la estructura de un diálogo 
social eficaz organizado a fin de lograr el progreso social 
y superar las preocupaciones puramente económicas y las 
relacionadas con la desregularización. 

La Comisión de Expertos opinó que el contenido de 
ciertas disposiciones de la Ley sobre los Sindicatos y del 
nuevo Código del Trabajo, aunque prohíbe formalmente 
la discriminación antisindical, no permite garantizar en la 
práctica la protección necesaria en el momento de la con-
tratación y del despido. Por consiguiente, los empleadores 
no tienen que motivar su decisión de no contratar a una 
persona candidata a un empleo, lo cual sitúa a esa persona 
en una situación muy difícil, ya que sobre ella recae la 
necesidad de probar que la decisión se ha tomado por 
motivos relacionados con sus actividades sindicales. No 
existe ninguna disposición que prohíba claramente despe-
dir a un trabajador por haber participado en actividades 
sindicales. Por lo tanto, no se garantiza la aplicación de la 
protección que establece el Convenio. 

Además, no queda claro si se pueden aplicar sanciones 
lo suficientemente disuasorias en caso de discriminación 
sindical o si existen formas de recurrir que sean accesibles 
a los trabajadores víctimas de tales actos, y, en caso de 
que se puedan aplicar o existan, no se sabe cuál será la 
forma de aplicarlas o utilizarlas. Resulta evidente que las 
sanciones cuyo método de aplicación es complejo, no son 
de ninguna utilidad y vacían a los derechos garantizados 
de su sustancia. Esto lo confirman los acontecimientos 
que recientemente se han producido en el puerto marítimo 
de Poti, donde en octubre de 2006, cinco representantes 
sindicales fueron despedidos por haber participado en 
acciones de protesta. De conformidad con el Código del 
Trabajo, el empleador no motivó este despido y tampoco 
fue condenado por los tribunales. Asimismo, nueve traba-
jadores de la empresa textil BTM que ejercían actividades 
sindicales fueron despedidos sin recibir explicación algu-
na inmediatamente después de haber sido elegidos en 
marzo de 2008. De esta forma, más de 30 sindicalistas 
fueron despedidos durante los últimos seis meses por 
haber hecho uso de su derecho de afiliarse a organizacio-
nes sindicales o haber participado en negociaciones colec-
tivas. 

Además, la Comisión de Expertos señala de nuevo que 
en lo que concierne a los actos de injerencia de los em-
pleadores en las actividades sindicales, no se han estable-
cido medidas jurídicas que pudieran poner de manifiesto 
la voluntad real de respetar este Convenio. Asimismo, 
lamenta tomar nota de que, según la legislación vigente, 
las condiciones de trabajo dependen únicamente de la 
voluntad unilateral del empleador. La Ley también con-
tiene una serie de disposiciones que contradicen totalmen-
te la clara definición de convenio colectivo de trabajo que 
establece el Convenio.  
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La existencia en la Ley sobre los Sindicatos de una dis-
posición general sobre el derecho de los sindicatos a la 
negociación colectiva, la derogación de la Ley de Con-
venciones y Acuerdos Colectivos y la forma en la que el 
Código del Trabajo rige estas convenciones permiten ver 
muy claramente que el nuevo Código del Trabajo está en 
flagrante contradicción con el Convenio. Aunque se haya 
modificado el Código del Trabajo, en la práctica no se 
incita a los empleadores a aplicar las disposiciones jurídi-
cas favorables a los trabajadores, a los derechos sindicales 
y al derecho a la negociación colectiva. Queda muy claro 
que, debido a sus lagunas e imprecisiones, el Código del 
Trabajo se utiliza para dificultar o imposibilitar la realiza-
ción de actividades sindicales y, por consiguiente, la ne-
gociación colectiva en las empresas. El Código, reforma-
do en 2006, ha conducido a desregular el mercado de tra-
bajo. La pobreza había aumentado entre 2005 y 2006, 
mientras que en 2004 había disminuido. La tasa de des-
empleo es del 13,6 por ciento y el nivel de protección 
social es inapropiado. Para concluir, señaló que la dimen-
sión económica prevalece sobre la mejora de la situación 
y los derechos de los trabajadores, y que el Gobierno de-
bería adoptar las medidas necesarias para promover la 
negociación colectiva con arreglo al Convenio. 

El miembro gubernamental de Eslovenia, que hizo uso de 
la palabra en nombre de los Gobiernos de los Estados 
Miembros de la Unión Europea, tomó nota de las obser-
vaciones que figuran en el informe de la Comisión de 
Expertos acerca de varias cuestiones relativas a la aplica-
ción de los artículos 1, 2, 3 y 4 del Convenio núm. 98 en 
Georgia. Si bien reconoció que el informe hacía referen-
cia a la falta de conformidad del nuevo Código del Traba-
jo con el artículo 4, relativo a la promoción de la negocia-
ción colectiva, indicó que en el informe también se refle-
jaba la indicación del Gobierno, en el sentido de que el 
Ministerio de Trabajo, Salud y Asuntos Sociales había 
preparado proyectos de enmienda a dicho Código para 
ponerlo en mayor conformidad con las normas interna-
cionales del trabajo. El orador también tomó nota de las 
informaciones escritas comunicadas por el Gobierno. Para 
terminar, invitó al Gobierno a cooperar plenamente con la 
OIT – cuestión que consideró perentoria –, así como a 
adoptar las medidas necesarias para poner la legislación y 
la práctica en conformidad con el Convenio. 

Una observadora representante de la Internacional de la 
Educación declaró que el Gobierno de Georgia se mostra-
ba en general reticente a entablar negociaciones colecti-
vas. La Comisión de Expertos había subrayado que el 
nuevo Código del Trabajo aprobado en 2006 no promovía 
la negociación colectiva, y había indicado asimismo que 
Georgia carecía de tradición en la materia.  

En 2006, el Sindicato Libre de Educadores y Científicos 
Docentes de Georgia (ESFTUG) entabló un procedimien-
to legal para garantizar disposiciones que establecieran un 
sistema institucionalizado de negociación colectiva en el 
sector de la educación. En febrero de 2008, el sindicato 
ganó el caso y el Tribunal de Apelaciones instruyó al Mi-
nisterio de Educación para que entablase una negociación 
colectiva valedera con los sindicatos de enseñanza. En un 
primer momento, el Ministerio de Educación presentó 
ante el Tribunal Supremo una apelación contra la victoria 
del sindicato, pero posteriormente la retiró. Ninguna ne-
gociación colectiva se ha realizado hasta hoy. Sin embar-
go, el 13 de mayo de 2008, el sindicato recibió una carta 
del Ministerio de Educación en la que éste indicaba que 
estaba preparado para discutir un memorando de enten-
dimiento; sin embargo, no se recibió ninguna otra indica-
ción concreta desde entonces en relación con quien, y 
cuándo se discutiría el memorando, ni tampoco en rela-
ción con su contenido. 

La oradora declaró que en la actualidad Georgia está 
embarcada en el llamado «proceso de optimización esco-
lar», que se inició en 2007, y que está dirigido a cerrar las 
escuelas de las zonas rurales y a descentralizar la educa-

ción. El proceso de optimización escolar prevé una pro-
funda reforma, incluso en las esferas de la política y en el 
plan de estudios, y en líneas generales, se considera un 
ejercicio de reducción de costos. Esta descentralización 
afecta de manera radical a la relación de empleo de los 
docentes, que ahora son empleados por el director de la 
escuela en la que trabajan. Los directores de escuela, por 
su parte, son elegidos por los consejos escolares, los que, 
a su vez, fueron creados por el proceso de descentraliza-
ción y están integrados por representantes de los padres, 
los alumnos y los docentes. El Ministerio de Educación 
aprueba la elección de los directores de escuela y se re-
serva la potestad de despedirlos. Ahora los docentes sus-
criben contratos de trabajo individuales con los directores 
de escuela, quienes tienen el derecho de contratarlos y de 
despedirlos. Además, la Ley General de Educación de 
2005 exige que todos los docentes, con independencia de 
su experiencia y calificaciones, aprueben un examen na-
cional que acredite su aptitud para la enseñanza. La ora-
dora subrayó que, en el contexto de esta reforma tan am-
plia que hay en marcha, la función del diálogo social co-
bra vital importancia. 

En enero de 2008, se registró un nuevo sindicato docen-
te: el Sindicato Profesional de la Educación (PES). Los 
fundadores de esta organización son directores de escuela, 
instructores pertenecientes a los centros de capacitación 
docente controlados por el Gobierno y un alto funcionario 
del Ministerio de Educación; ocurre, además, que el Go-
bierno no sólo promueve el PES, sino que en verdad lo 
favorece, para desventaja de los demás sindicatos de en-
señanza existentes. Dos semanas después de que se creara 
el PES, todos los directores de escuela y presidentes de 
los consejos de las escuelas públicas del distrito de Bolni-
si, fueron invitados a asistir a una reunión de presentación 
de la nueva organización. Se invitó a los directores de 
escuela a animar a sus empleados a abandonar su afilia-
ción sindical actual y asociarse al PES, que ofrecía un 
descuento del 50 por ciento sobre el importe de los cursos 
de capacitación para obtener el certificado de aptitud para 
la enseñanza. Dichos cursos, que no son obligatorios, son 
vivamente recomendados. 

El 15 de febrero de 2008, el sitio web del Ministerio de 
Educación de la República Autónoma de Adjara anunció 
que el PES comenzaría a impartir cursos de capacitación 
gratuitos para sus miembros. El sitio web del ministerio 
incluía una versión descargable del formulario de solici-
tud de admisión como miembro del PES, y el Ministro, 
que había sido nombrado entonces Viceministro de Edu-
cación de Georgia — uno de los tres que hay en el país —
, también se había dirigido por carta a todos los centros de 
recursos docentes para solicitarles que presentasen el 
nuevo sindicato a todos los docentes. La oradora añadió 
que el Ministerio de Educación de Georgia había asimis-
mo enviado una carta al PES en la que expresaba su be-
neplácito por la iniciativa que había llevado a la creación 
de un sindicato de enseñanza moderno y lo invitaba a 
exponer su punto de vista sobre la aplicación del plan de 
reformas de la educación que había en curso. La oradora 
destacó que, invitar a un sindicato nuevo a exponer su 
opinión sobre las condiciones de trabajo de los docentes, 
ignorando a la vez al ESFTUG — el cual, con sus más de 
100.000 miembros, es la organización sindical docente 
más representativa — constituía un favoritismo y, por 
tanto, una clara violación del Convenio núm. 98. Además, 
las acciones del Gobierno estaban orientadas a situar a 
una organización de trabajadores bajo el control de los 
empleadores (los directores de escuela) y, por consiguien-
te, constituía una injerencia, otra violación del Convenio 
núm. 98.  

La oradora reiteró su honda preocupación por la altera-
ción de la relación de empleo de los docentes, la exigen-
cia del nuevo certificado, los contratos de corta duración, 
la ausencia de negociación colectiva y, no menos impor-
tante, la creación de una nueva organización que a todas 
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luces contaba con el favor del Ministerio de Educación, y 
se preguntó si todos esos acontecimientos, considerados 
en su conjunto, no constituían claramente actos antisindi-
cales ni discriminatorios. 

La representante gubernamental de Georgia declaró que 
la alegación de que el Gobierno de su país no hacía frente 
a los problemas sociales y económicos es infundada. Dijo 
que ha comenzado a aplicarse una serie de medidas para 
mitigar la pobreza; además, un tercio del gasto público 
total del año anterior se había destinado a cuestiones so-
ciales, incluso en los ámbitos de la protección social y de 
la atención de salud. La cantidad asignada pone claramen-
te de manifiesto el compromiso del Gobierno con las 
cuestiones sociales y la mitigación de la pobreza. Subrayó 
que, no obstante, el Gobierno de Georgia persistirá en sus 
esfuerzos para hacer más flexible el mercado de trabajo. 
Afirmó que la rígida reglamentación del mercado de tra-
bajo durante la era soviética había exacerbado el proble-
ma del empleo informal y que la modernización de dicha 
reglamentación flexibilizaría las relaciones laborales y 
animaría a los empleadores a formalizar las relaciones con 
sus empleados mediante contratos. 

En relación con las declaraciones de los miembros tra-
bajadores sobre los cinco representantes sindicales que 
habían sido despedidos en el puerto de Poti, sostuvo que 
los despidos no habían guardado relación alguna con sus 
actividades sindicales, sino con su desempeño laboral. 
Además, el empleador en cuestión había redactado una 
carta en la que señalaba su preocupación por la manera de 
proceder del sindicato al que estaban afiliados esos traba-
jadores; también señalaba que los trabajadores del puerto 
se veían obligados a afiliarse al sindicato, que les era ex-
tremadamente difícil renunciar a la afiliación y que las 
cuotas sindicales se recaudaban de forma ilegal. 

Respecto de la intervención de la observadora de la In-
ternacional de la Educación, la oradora hizo hincapié en 
que la responsabilidad de la administración de las escue-
las en muchos países recae en las autoridades regionales y 
eso no representa, en sí mismo, problema alguno. Por lo 
tanto, la descentralización del sistema escolar que está 
teniendo lugar en Georgia es totalmente adecuada y, ade-
más, no incumple ninguno de los artículos de la Constitu-
ción del país. En su opinión, las escuelas deben estar lo 
más cerca posible de sus alumnos. El proceso de optimi-
zación de las escuelas conlleva un amplio conjunto de 
reformas e incluirá una nueva ley de educación superior. 
Esta se elaborará con arreglo a las normas internacionales 
del trabajo y, gracias a la mayor armonización con el plan 
de estudios de la UE, modernizará el sistema escolar de 
Georgia e incitará a los docentes a mejorar sus califica-
ciones.  

En lo que respecta al PES, declaró que el Gobierno da-
ba la bienvenida y la oportunidad de dialogar a toda nueva 
organización que le informara de su creación. Afirmó que, 
tal como se había señalado anteriormente, Georgia carece 
de tradición de negociación colectiva. Esto es consecuen-
cia del sistema anterior, que se caracterizaba por un mo-
nopolio del sindicato único al que todos los trabajadores 
tenían que estar afiliados. Sin embargo, las reformas a que 
había dado lugar el nuevo Código del Trabajo, eliminaron 
las restricciones a la negociación a fin de permitir que los 
convenios colectivos pudiesen celebrarse entre un em-
pleador y un mínimo de dos trabajadores. También se ha 
otorgado a los acuerdos individuales entre un empleador y 
un trabajador el mismo estatus de los convenios colecti-
vos. Esta reforma es especialmente importante si se tiene 
en cuenta que sólo el 12 por ciento de la población activa 
está sindicada, y el Gobierno no quiere discriminar a las 
personas que hayan decidido no afiliarse a ningún sindica-
to. La función que debe desempeñar el Gobierno, como se 
recoge en el nuevo Código del Trabajo, consiste en garan-
tizar que se respeten por igual los derechos de las perso-
nas y de las organizaciones; a este respecto, hizo hincapié 
en que el Gobierno no pretende crear artificialmente una 

tradición de negociación colectiva que no existe. Conclu-
yó reiterando que ni el nuevo Código del Trabajo, ni la 
Ley sobre los Sindicatos contienen disposiciones que li-
miten el derecho de negociación colectiva. 

Los miembros empleadores señalaron que la no exigen-
cia de una motivación formal de las decisiones de no con-
tratación, así como el establecimiento de un sistema de 
ruptura del contrato sin alegación de causa, no constitu-
yen, de por sí, incumplimientos del Convenio. Del mismo 
modo, este Convenio no preestablece ningún modelo es-
pecífico de negociación colectiva, por lo que no se pueden 
compartir las afirmaciones que consideran que el nuevo 
modelo de negociación en Georgia contraviene las dispo-
siciones del Convenio.  

No obstante, consideran muy positivo el intenso diálogo 
mantenido con la Comisión de Expertos, así como las 
discusiones mantenidas en esta Comisión. Pueden haber 
ayudado a aclarar, en mayor medida, hasta qué punto está 
dando el Gobierno cumplimiento en la práctica a las dis-
posiciones del Convenio. Animaron al Gobierno a seguir 
informando al respecto a la Comisión de Expertos. 

Los miembros trabajadores tomaron nota de las infor-
maciones proporcionadas por la representante guberna-
mental de Georgia pero no podrán manifestar su satisfac-
ción hasta que no cesen los casos de violación de los de-
rechos de los trabajadores y de las actividades sindicales. 
Para poner fin a los sufrimientos de los trabajadores re-
cordados en el seno de esta Comisión, ésta debe redactar 
unas conclusiones particularmente severas. 

Al tomar nota de que el Gobierno considera que la revi-
sión del Código del Trabajo no es necesaria, los miembros 
trabajadores le han solicitado encarecidamente que cum-
pla con las peticiones y proposiciones formuladas por la 
Comisión de Expertos, y para que se comprometa a revi-
sar el Código del Trabajo, a fin de ponerlo de conformi-
dad con la letra y el espíritu del Convenio núm. 98. Los 
expertos no se han salido en ningún momento de sus 
competencias en el examen de la situación. Por consi-
guiente, la revisión debe abordar los derechos individua-
les de los trabajadores y las condiciones que permitan una 
negociación colectiva efectiva para los trabajadores, por 
una parte, mediante el respeto de sus derechos; para los 
empleadores, por otra parte, porque es necesario un diálo-
go social efectivo para el buen funcionamiento de las em-
presas; y para el Gobierno, por último, porque un diálogo 
social que funciona es, entre otras cosas, una garantía de 
paz social. 

Las organizaciones de trabajadores y de empleadores 
deberán participar en la reforma del Código, respetando el 
tripartismo consagrado en el Convenio sobre la consulta 
tripartita (normas internacionales del trabajo), 1976 (núm. 
144). Se deberá crear una mesa redonda tripartita para que 
las proposiciones en contra formuladas por las organiza-
ciones sindicales puedan ser examinadas en el marco de la 
evaluación común que se llevará a cabo tras la consulta 
realizada por los expertos del PNUD en Georgia. 

Los miembros trabajadores recordaron que la asistencia 
técnica de la OIT puede ayudar al Gobierno a realizar 
dicho trabajo, a la vez legislativo y centrado en el tripar-
tismo, y señaló que esta asistencia permitirá al Gobierno 
de Georgia adoptar las medidas necesarias para la realiza-
ción de la negociación colectiva. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la declaración de la represen-
tante gubernamental y de la discusión que tuvo lugar a con-
tinuación, así como de las informaciones escritas comunica-
das. 

La Comisión observó que según la Comisión de Expertos 
las disposiciones del Código del Trabajo adoptado reciente-
mente no aseguran la plena aplicación del Convenio, en par-
ticular en lo relativo la necesidad de una protección adecua-
da contra los actos de discriminación antisindical y a la ne-
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cesidad de promover de manera significativa la negociación 
colectiva. 

La Comisión constató las diferencias de opinión entre el 
Gobierno, los trabajadores y los empleadores en relación con 
las cuestiones planteadas. 

La Comisión tomó nota de la declaración del Gobierno so-
bre las disposiciones de carácter constitucional y legal ten-
dientes a garantizar la efectiva protección de los derechos 
sindicales, inclusive las contenidas en el Código del Trabajo 
recientemente adoptado. La Comisión tomó nota también de 
las informaciones facilitadas relativas al próximo estudio 
financiado por el PNUD sobre el impacto del Código del 
Trabajo en el mercado de trabajo y en las relaciones labora-
les en Georgia. La Comisión observó también que el Gobier-
no había expresado la intención de realizar consultas plenas 
con los interlocutores sociales a este respecto. 

La Comisión acogió favorablemente la declaración del 
Gobierno, según la cual estaba cooperando con la OIT para 
examinar seriamente todos estos asuntos y tomó nota con 
interés de las medidas tomadas para estudiar el impacto 
completo de Código del Trabajo. 

La Comisión consideró que una mesa redonda tripartita 
para tratar estas cuestiones en el contexto de un diálogo so-
cial amplio y del proceso de consultas en curso, junto con la 
asistencia técnica de la OIT podrían facilitar nuevos progre-
sos a nivel de la legislación y de la práctica en lo que respecta 
a la promoción de la negociación colectiva y la protección del 
derecho de sindicación. 

La Comisión pidió al Gobierno que facilite informaciones 
completas y las aclaraciones necesarias en relación con los 
asuntos anteriores cuando corresponda comunicar la próxi-
ma memoria debida a la Comisión de Expertos. 

IRAQ (ratificación: 1962) 
Un miembro gubernamental indicó que su intervención 

se centraría en tres temas. Las observaciones realizadas 
por la Confederación Sindical Internacional (CSI) en 
2006 sobre las violaciones de la libertad sindical y la ne-
gociación colectiva; los graves casos de violencia y otras 
violaciones de la libertad sindical y las observaciones de 
la Comisión de Expertos sobre el nuevo proyecto de Có-
digo del Trabajo que no se ha adoptado todavía. 

Durante tres décadas, Iraq ha padecido condiciones 
opresivas, guerras, sanciones económicas y un aislamien-
to del resto del mundo. En la actualidad, está atravesando 
por circunstancias excepcionales, al margen de la volun-
tad y el deseo de su país, que han causado importantes 
pérdidas en todos los niveles, en particular a la clase tra-
bajadora y a las organizaciones sindicales, así como a 
otros sectores de la población. En este contexto, recordó 
la pérdida de un miembro de la delegación iraquí, víctima 
de este clima de violencia, y que debería haber asistido a 
la Conferencia de la OIT. 

Se refirió a la ley núm. 52 de 1987 sobre las organiza-
ciones sindicales, que había establecido el monopolio de 
la Confederación de Sindicatos de Trabajadores Iraquíes, 
que excluía a cualquier otro sindicato o federación y que 
privaba al sector público y a los departamentos guberna-
mentales de la aplicación de los Convenios núms. 87 y 98 
sobre libertad sindical. Esta ley sólo entró en vigor en la 
forma. En abril de 2003, la situación cambió, ya que la 
clase trabajadora había creado varios sindicatos y federa-
ciones con diferentes políticas, programas y afiliaciones. 
Hoy en día, dichos sindicatos incluidos los sindicatos de 
los campos de petróleo del sur, ejercen sus derechos natu-
rales con toda libertad, a pesar de la falta de un marco 
jurídico. 

Subrayó que la crisis entre el sindicato y el Ministerio 
del Petróleo no es una crisis sindical, ni tampoco una cri-
sis de las relaciones profesionales. Se trata de una grave 
amenaza a la riqueza petrolífera de Iraq, que representa el 
95 por ciento del total del PIB, la fuente de ingresos de 28 

millones de ciudadanos iraquíes, además esta riqueza se 
ve amenazada por la piratería y el robo y los impedimen-
tos a la exportación del crudo iraquí para los grupos polí-
ticos y profesionales armados. En este contexto, el Minis-
terio del Petróleo había adoptado medidas severas para 
proteger el crudo y a la sociedad iraquí de la pobreza y el 
hambre. 

Refiriéndose a la carta núm. 1487 del Ministerio con 
fecha 20 de septiembre de 2007, dirigida al secretario 
general de la Confederación Sindical Internacional, ex-
presó el deseo del Gobierno iraquí de señalar a la CSI la 
importancia del crudo, que es el pan de cada ciudadano 
iraquí. Subrayó que el Ministerio de Trabajo es favorable 
a todos los medios pacíficos empleados para garantizar 
los derechos de los trabajadores y de los sindicalistas, 
pero se opone a cualquier daño que pueda atentar contra 
los intereses nacionales, al igual que contra el movimiento 
sindical, conocido por sus sacrificios y su larga lucha por 
la protección de la riqueza de Iraq. 

El terrorismo internacional y las consecuencias de la 
ocupación durante los últimos cinco años, causantes de la 
muerte de muchas vidas inocentes, constituyen el segundo 
tema mencionado, que indica que el terrorismo es despia-
dado, ya que no distingue entre un sindicalista, un em-
pleador, un profesor de universidad o un niño. 

El tercer tema está relacionado con las observaciones de 
la Comisión de Expertos sobre el proyecto de Código del 
Trabajo que todavía no ha sido adoptado. El orador sub-
rayó que el proyecto de Código del Trabajo es el fruto del 
diálogo social y fue aprobado por el Gobierno y los inter-
locutores sociales, recogiendo así las ambiciones de los 
interlocutores tripartitos. Hizo hincapié en que el proyecto 
de Código del Trabajo fue elogiado en el Informe de la 
Comisión de Expertos porque el Ministerio de Trabajo 
iraquí lo había examinado a la luz de leyes modelo de los 
países árabes, con miras a garantizar la conformidad con 
las normas internacionales del trabajo. 

A continuación, citó varios artículos del proyecto del 
Código del Trabajo, tales como los artículos 39, 41, a) y 
139, a) que prevén que un trabajador despedido tiene de-
recho a presentar un recurso contra su despido ante la 
Comisión o ante los tribunales laborales, dentro de un 
período de 30 días; la obligación del empleador de notifi-
car al trabajador la terminación de un contrato o de pagar-
le una indemnización dentro de un plazo de 30 días; y la 
disolución de un sindicato por decisión de su junta direc-
tiva de acuerdo con las disposiciones del estatuto sindical 
y en caso de que un sindicato ya no cumpla con el objeti-
vo para el que se había creado se tomará una decisión 
judicial. 

El Gobierno tiene la intención de invalidar la decisión 
núm. 150 de 1987, ya que los trabajadores y las organiza-
ciones sindicales gozaban de numerosas garantías en caso 
de privatización o de insolvencia de los empleadores. 

El orador solicitó la revisión por parte de la Comisión 
de Expertos del artículo 6 del proyecto de Código, ya que 
los funcionarios gozan de normas especiales que regulan 
su contratación, promoción, salarios mensuales y pensio-
nes de vejez. La discriminación en el trabajo no existe ni 
tampoco están privados de protección de las disposiciones 
del Convenio. 

Con respecto a la petición de la Comisión de Expertos 
sobre los trabajadores del servicio público y pensionados, 
solicitó a la Comisión que revise el artículo 3, 2) del nue-
vo proyecto de Código que no se aplica a los trabajadores 
cubiertos por las disposiciones de la Ley sobre la Función 
Pública y la Ley Consolidada sobre la Jubilación Pública, 
a los miembros de las fuerzas armadas y a las familias de 
los empleadores. 

El artículo 5 del proyecto de Código del Trabajo esta-
blece la libertad sindical y la protección del derecho de 
sindicación (Convenio núm. 87); el derecho de sindica-
ción y de negociación colectiva (Convenio núm. 98); la 
eliminación de todas las formas de trabajo forzoso y tra-
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bajo infantil; la eliminación de la discriminación en el 
lugar de trabajo, la garantía de salarios equitativos y el 
diálogo social. El artículo mencionado anteriormente es 
un ejemplo concreto de la observación de Iraq de los prin-
cipios y derechos fundamentales en el trabajo y una invi-
tación a la aplicación del trabajo decente. 

Los miembros trabajadores explicaron los motivos por 
los que habían decidido situar a Iraq en la lista de casos 
individuales. Admitieron que la situación de guerra civil y 
las circunstancias políticas sumamente complicadas difi-
cultan el trabajo del Gobierno. Sin embargo, existen mo-
tivos importantes relacionados con la justicia social que 
están a favor de la elección de este caso. De hecho, la 
población es la primera víctima de esta situación y los 
sindicalistas tienen que hacer frente a numerosos peligros. 
Al igual que los trabajadores del sector petrolero y de la 
enseñanza y los funcionarios públicos, son considerados 
como objetivo por las bandas armadas y los grupos terro-
ristas. La discusión de este caso en la Comisión se inscri-
be totalmente en el mandato de la OIT, que proporciona 
orientaciones e instrumentos para restablecer la justicia 
social en las situaciones de crisis. El objetivo es ayudar al 
Gobierno iraquí a reiniciar un verdadero diálogo social, a 
través de una negociación colectiva que tenga en cuenta 
las circunstancias y necesidades específicas de la pobla-
ción, y, de esta forma, contribuir a restaurar el empleo, 
reestructurar la seguridad social y restituir la dignidad a 
los trabajadores. El Gobierno ha aceptado la asistencia 
técnica de la Oficina en el marco de la preparación del 
nuevo Código del Trabajo. Sin embargo, siguen planteán-
dose problemas en lo que respecta a la aplicación del 
Convenio núm. 98, y especialmente de sus artículos 1, 3, 
4 y 6. 

En relación con la discriminación antisindical, señaló 
que, aunque el artículo 41 del proyecto de Código del 
Trabajo contempla la protección de los sindicalistas, una 
sola disposición no es suficiente. Habría que prever la 
forma en la que un demandante puede presentar las prue-
bas que demuestran que ha sido objeto de discriminación, 
proporcionarle un plazo suficiente para reunir los docu-
mentos y, de forma general, facilitarle el acceso gratuito a 
un sistema judicial imparcial. Asimismo, las disposicio-
nes relativas a los fundadores y presidentes de los sindica-
tos, no prevén la posibilidad de que se les proteja contra 
los actos de discriminación durante la duración de su rela-
ción laboral. Estas disposiciones dejan sin protección a 
los miembros de los sindicatos y a los antiguos dirigentes 
sindicales. 

El proyecto de Código del Trabajo parece regular de 
forma positiva la cuestión de la representación de los 
miembros de los sindicatos, a la hora de defender sus in-
tereses colectivos y las cuestiones relacionadas con los 
diferentes niveles de negociación colectiva. Por consi-
guiente, el enfoque adoptado es demasiado restrictivo en 
lo que respecta a la disposición del Código que prevé que 
un sindicato necesita el apoyo del 50 por ciento de los 
miembros de una unidad de negociación para que se le 
reconozca como interlocutor. Por último, debe examinarse 
la cuestión de la protección de los funcionarios y de los 
empleados del sector público que no trabajan en la admi-
nistración del Estado, debido a que el proyecto de Código 
excluye a los «funcionarios y jubilados de la administra-
ción pública». 

Hay que reconocer que el Gobierno ha realizado esfuer-
zos, pero éstos son insuficientes para dar plena aplicación 
al Convenio núm. 98 y para garantizar la lucha contra la 
discriminación antisindical. Concluyó señalando que el 
Gobierno debe adoptar a la mayor brevedad las medidas 
necesarias para solucionar los problemas señalados con 
gran precisión por la Comisión de Expertos. 

Los miembros empleadores reconocieron el papel del 
Gobierno con respecto a la negociación colectiva así co-
mo el clima de violencia que reina en el país, que afecta a 
la mayoría de las personas, en particular los trabajadores y 

los empleadores. Sin embargo, la ratificación de los con-
venios de la OIT, como el Convenio núm. 98, permitirá la 
construcción de un futuro más estable en Iraq. La OIT ha 
brindado su asistencia con respecto al Código del Trabajo, 
pero todavía quedan áreas por mejorar. La negociación 
colectiva en la función pública debe ponerse de conformi-
dad con el Convenio, en particular en el ámbito de la le-
gislación sobre la discriminación antisindical. Sin embar-
go, el Grupo de los Empleadores discrepó en que todos 
los sindicatos deberían negociar colectivamente, ya que 
esto podría conducir a una proliferación de sindicatos en 
el país y a una situación insostenible. 

Los miembros empleadores acordaron, sin embargo, 
que es necesario invitar a todos los actores importantes a 
la mesa de la negociación colectiva. Tanto los empleado-
res como los trabajadores vienen ofreciendo su asistencia 
y ésta es una oportunidad que se debe aprovechar. Por 
último, instaron al Gobierno a hacer uso de la asistencia 
técnica ofrecida por la OIT. 

El miembro trabajador de Iraq se refirió al sufrimiento 
de los trabajadores y de las organizaciones sindicales de 
Iraq a causa de las leyes y decisiones del Gobierno que 
son contrarias al derecho de sindicación y a los demás 
derechos sindicales establecidos en los instrumentos de la 
OIT. Asimismo, señaló las continuas violaciones llevadas 
a cabo por las fuerzas de ocupación y los peligros a los 
que, en general, tienen que hacer frente los ciudadanos y 
los sindicatos iraquíes, debido, en particular, en un con-
texto de cinco años de terrorismo. 

A partir de 2003, año de la ocupación de Iraq, los traba-
jadores han intentado establecer sindicatos fuertes e inde-
pendientes, lo cual ha conducido a la creación de varias 
federaciones sindicales. Durante más de dos años, estas 
federaciones han funcionado de manera independiente, 
basándose en la fe que tienen los trabajadores en el plura-
lismo y en la democracia. El 20 de septiembre de 2005, 
las tres federaciones sindicales más importantes se fusio-
naron para formar la Federación General de Trabajadores 
Iraquíes. Esta Federación continúa unificando la voz de 
los trabajadores iraquíes y procura protegerlos de las trá-
gicas circunstancias predominantes, como el desempleo, 
el trabajo infantil y la enfermedad. Hizo hincapié en que 
su Federación mantiene su compromiso con el movimien-
to sindical libre de toda discriminación y de la injerencia 
gubernamental. 

Lamentablemente, y a pesar de los cambios que se han 
producido durante los últimos cinco años, la legislación 
injusta impuesta por el régimen anterior sigue vigente. La 
Ley sobre el Trabajo y la Seguridad Social, de 1987, y la 
Ley sobre Organización Sindical, núm. 52, del mismo 
año, siguen en vigor, y todavía no se ha adoptado el nue-
vo código del trabajo, a pesar de los esfuerzos realizados 
por su Federación y el Ministerio de Trabajo, a través de 
comités conjuntos, para elaborarlo. La ley núm. 150, de 
1987, que el orador calificó de infame, sigue en vigor, 
privando a los funcionarios públicos del derecho de sindi-
cación. 

Recordó que desde abril de 2003 y la elección del Go-
bierno iraquí, la Federación General de Trabajadores Ira-
quíes sintió un gran optimismo, debido a que pensó que se 
podrían modificar las leyes injustas, a través de la presión 
ejercida por los trabajadores y los interlocutores sociales. 
Expresó su sorpresa por la adopción por el Consejo de 
Ministros de la decisión núm. 8750, de 2005, que consi-
deró injusta. En virtud de esta decisión sin precedentes, el 
Consejo de Ministros incautó los fondos y propiedades de 
todos los sindicatos. A partir de entonces, y aunque la 
Federación continuó su trabajo, toda la labor sindical per-
dió su eficacia. En abril de 2007, las fuerza estadouniden-
ses atacaron las instalaciones de la Federación General de 
Trabajadores Iraquíes, destruyendo todos los muebles y 
propiedades, e incautando los ordenadores y los equipos 
sin justificación. Señaló a la atención de los asistentes a la 
reunión la cuestión del terrorismo y de sus repercusiones 
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en las actividades sindicales. Asimismo, comentó que 
varios líderes sindicales habían sido víctimas de ese terro-
rismo. 

Por último, el orador declaró que su Federación está en 
contra de la privatización de la riqueza petrolera de Iraq y 
de los importantes sectores de servicios, y solicitó la soli-
daridad y la ayuda de la comunidad internacional para los 
sindicatos y los trabajadores iraquíes, a fin de que puedan 
sobreponerse a esta funesta situación. 

El miembro trabajador del Reino Unido, a cuya declara-
ción se adhirieron la Federación Americana del Traba-
jo-Congreso de Organizaciones Industriales (AFL-CIO), 
las federaciones sindicales internacionales, la Federación 
Internacional de los Sindicatos de los Trabajadores de la 
Química, la Energía, Minas e Industria Diversas (ICEM), 
la Internacional de Servicios Públicos (ISP) y la Interna-
cional de la Educación, declaró que el futuro del Iraq de-
pende de la solidez, la libertad y la independencia de las 
organizaciones sindicales. Sin embargo, las fuerzas de 
ocupación continúan asaltando sus oficinas y confiscando 
sus bienes, los insurgentes siguen asesinando a los líderes 
sindicales y el Gobierno sigue manteniendo leyes que 
restringen las actividades sindicales, interfiriendo en los 
asuntos internos y en las finanzas de los sindicatos y aco-
sando a sus líderes. 

El orador mencionó cinco factores de gran preocupa-
ción. En primer término, la ley núm. 150 de 1987, que 
prohíbe las organizaciones sindicales en el sector público 
(que representa el 80 por ciento de la fuerza de trabajo 
iraquí incluido el sector petrolero). En segundo término, 
la decisión núm. 8750, que faculta al Gobierno para inter-
venir las organizaciones sindicales a voluntad y que se ha 
utilizado para inmovilizar sus cuentas bancarias. Esta ley 
debe ser abolida. En tercer término, la legislación laboral 
que es conforme a las normas de la OIT, que ya lleva va-
rios años examinándose, pero que todavía no se había 
aprobado, como se prometiera que se haría. En cuarto 
término, el Gobierno aún no ha liberado los fondos inmo-
vilizados que estaban destinados a las elecciones internas 
de la Federación General de Trabajadores Iraquíes 
(GFIW), e insiste en que los candidatos deben ser ciuda-
danos iraquíes y en que, en flagrante violación del Con-
venio núm. 98, deben contar con el respaldo de su em-
pleador. En quinto término, el Gobierno también insiste 
en que sólo participen los sindicatos del sector privado, lo 
cual provocará forzosamente la reestructuración de los 
sindicatos que cuentan con trabajadores, tanto del sector 
privado como del sector público, e impedirá que la in-
mensa mayoría de miembros de la GFIW den su opinión 
respecto de la dirección de su organización. 

El orador informó del traslado de ocho líderes de la Fe-
deración Iraquí de Sindicatos del Petróleo, afiliada a la 
ICEM, que serán alejados de su trabajo y sus hogares para 
situarlos en los campos petrolíferos del sur, destinando 
una parte a Bagdad donde impera la violencia, obstaculi-
zando de esta manera las actividades del sindicato y po-
niendo deliberadamente los líderes en peligro. Estas ale-
gaciones no conciernen el Kurdistán iraquí. 

Instó al Gobierno a explicar sus contradicciones entre lo 
dicho y lo hecho, dado que los sindicatos independientes 
reúnen los trabajadores y apoyan la emancipación de las 
mujeres más allá de las fronteras sociales. El Gobierno 
debe cesar la represión antisindical, introducir una legis-
lación laboral que promueva el diálogo social, la libertad 
sindical y la negociación colectiva. El orador solicitó fi-
nalmente al Gobierno que actúe sin demora para poner la 
legislación y la práctica de conformidad con el Convenio. 

El miembro empleador de Iraq declaró que la decisión 
num. 8750 de 8 de agosto de 2005, adoptada por el Go-
bierno de Iraq, y por la que se confiscaron los fondos de 
los interlocutores sociales, no estaba justificada y fue con-
siderada inconstitucional, debido a que se trataba de una 
ingerencia no democrática en los asuntos de las organiza-

ciones, y no estaba de conformidad con las normas inter-
nacionales del trabajo. 

La decisión tuvo un impacto negativo en la capacidad 
de los empleadores de proporcionar servicios a sus miem-
bros y en su participación en muchas reuniones internas y 
externas, limitando sus posibilidades de formular políticas 
y programas a fin de reforzar sus capacidades. 

Señaló que entiende perfectamente las preocupaciones 
que acucian al Gobierno y sus esfuerzos para hacer frente 
al terrorismo y a todos los casos de violencia que afectan 
al país y a la población desde la ocupación. Asimismo, 
hizo hincapié en los grandes desafíos que se plantean en 
el ámbito económico y social. 

Las preocupaciones antes mencionadas pueden estar en 
la base de la adopción de la decisión núm. 8750 o ser la 
causa de los retrasos en la adopción de medidas firmes 
para abordar las cuestiones pendientes. Reiteró el com-
promiso de los empleadores en lo que respecta a la conti-
nuación del diálogo con el Gobierno, representado por el 
Ministerio de Trabajo y por el Ministro, a fin de anular la 
decisión antes señalada, e indicó que son muchos los 
miembros activos del Gobierno que están a favor de esa 
anulación. 

Expresó su esperanza de que el Gobierno nacional anu-
le dicha decisión como gesto de buena voluntad hacia el 
sector privado y sus representantes, a fin de permitirles 
participar eficazmente en la reconstrucción y en el desa-
rrollo de país, y en la creación de puestos de trabajo que 
permitan reducir el desempleo y potenciar la paz social. 

Concluyó solicitando a la OIT y a la Oficina Regional 
de la OIT para los países árabes, que se encuentra en Bei-
rut, que ayudaran a los interlocutores sociales a mejorar 
sus capacidades y promover el diálogo social, con miras a 
que se anulara la decisión antes mencionada. Asimismo, 
les solicitó que ayudaran a Iraq a hacer frente a los desa-
fíos y presiones que se le planteaban en este momento tan 
crítico de su historia. 

El representante gubernamental de Iraq acogió con 
beneplácito las opiniones manifestadas por los miembros 
empleadores y expresó su aprecio por la comprensión de 
la compleja situación imperante en Iraq. Reafirmó el 
compromiso de su Gobierno de dar efecto a las disposi-
ciones del Convenio núm. 98, que el país ratificó en 1962. 
Manifestó asimismo su gratitud a los miembros trabajado-
res por el apoyo prestado a los trabajadores iraquíes y a su 
movimiento sindical y dijo que se tendrán en cuenta las 
observaciones de orden técnico sobre el nuevo proyecto 
de Código del Trabajo. Indicó que los acontecimientos a 
los cuales se hizo referencia en el curso del debate refle-
jan la situación general en el país y afectan a la sociedad 
en su conjunto. Agradeció también las opiniones manifes-
tadas por el miembro trabajador de Iraq, las cuales coinci-
den con las opiniones expresadas por el Ministro de Tra-
bajo y Asuntos Sociales. Añadió que el Ministerio procu-
ra por todos los medios remover todos los obstáculos que 
se presenten a los interlocutores sociales. 

Informó a la Comisión de la Conferencia sobre la co-
rrespondencia intercambiada entre el Ministerio del Tra-
bajo y los órganos oficiales superiores, encaminada a re-
vocar la injusta ley núm. 150, de 1987, así como la deci-
sión Diwani núm. 8750 de 8 de agosto de 2005. El movi-
miento sindical iraquí creó una comisión profesional, pre-
paratoria y objetiva, encargada de supervisar las eleccio-
nes con arreglo a la reglamentación vigente, y se observan 
progresos en la preparación del mecanismo necesario a la 
realización de elecciones, de modo que se garantice la 
instauración de la democracia. 

Añadió que la óptica a la que hicieron alusión los 
miembros empleadores correspondía plenamente a las 
expectativas del Ministerio del Trabajo y manifestó su 
aprecio a los miembros empleadores por sus comentarios 
relativos a la cooperación entre el Ministerio y los interlo-
cutores sociales. Hizo un llamamiento a la OIT y a su 
Oficina regional de Beirut para que desplieguen esfuerzos 
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destinados a fortalecer las capacidades de las organiza-
ciones de empleadores y de trabajadores, mediante la pro-
visión de material y asistencia técnica. Reiteró su com-
promiso con el ejercicio de los derechos sindicales y de 
negociación colectiva e hizo hincapié en la importancia 
que reviste el diálogo social como medio de garantizar 
efectivamente la democracia y realizar progresos. Su Go-
bierno está decidido a alcanzar estos objetivos para sobre-
ponerse a la realidad actual y asegurar la prosperidad de 
los empleadores y de los trabajadores iraquíes. 

Los miembros trabajadores indicaron que el debate 
entablado muestra que el Gobierno iraquí se esfuerza por 
cumplir las obligaciones dimanantes del Convenio núm. 
98. No obstante, es evidente que estos esfuerzos resultan 
insuficientes. En efecto, la lectura del proyecto de Código 
del Trabajo no demuestra que actualmente se estén com-
batiendo y eliminando efectivamente los actos de discri-
minación en contra de los sindicatos. Las observaciones 
formuladas por la Comisión de Expertos son muy precisas 
a este respecto y están muy bien fundamentadas. En con-
secuencia, le corresponde al Gobierno adoptar sin tardan-
za, medidas que garanticen una verdadera libertad sindi-
cal, entre otras medidas, mediante la abolición de la legis-
lación que la restringe.  

En 2007, la Oficina ofreció asistencia técnica para ela-
borar el Código del Trabajo. Pero ello fue insuficiente. No 
obstante, no es adecuado criticar por ello al Gobierno, en 
la medida en que debe hacer frente a una situación cuyo 
control escapa completamente de sus manos.  

Los miembros trabajadores propusieron el envío por la 
Oficina de una nueva misión de asistencia técnica para 
que el Gobierno pueda atender adecuadamente las solici-
tudes que le ha formulado la Comisión de Expertos e in-
tegrar en la legislación nacional las soluciones propuestas. 

Insistieron asimismo en que la actitud positiva del Go-
bierno iraquí les inspira confianza y que en ningún mo-
mento supusieron una mala voluntad de su parte. Sería 
otra su actitud si los resultados de una encuesta ulterior 
realizada por la CSI, o si los resultados del control reali-
zado por alguna otra instancia responsable de la aplica-
ción de normas demostraran que su actitud merece menos 
crédito. 

Los miembros empleadores tomaron nota con preocu-
pación de algunas de las alegaciones de los miembros 
trabajadores. Hicieron hincapié, no obstante, en que el 
Gobierno debe considerar que existe consenso entre los 
miembros empleadores y los miembros trabajadores, res-
pecto de que los antiguos decretos deben ser derogados y 
que es necesario adoptar un nuevo Código del Trabajo 
que tenga en cuenta las observaciones de la Comisión de 
Expertos. Reiteraron que el actual clima inaceptable que 
reina desaparecería si se establecieran bases sólidas. Estos 
últimos no sólo incluyen una nueva legislación sino tam-
bién un fortalecimiento del diálogo social. La OIT podría 
desempeñar un papel muy importante a este respecto. Los 
miembros empleadores apoyan la propuesta de los miem-
bros trabajadores de que es necesario considerar una futu-
ra participación de la Oficina. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información proporcionada 
por el representante del Gobierno y del posterior debate. 

La Comisión observó que los comentarios de la Comisión 
de Expertos se referían a graves alegatos de violencia anti-
sindical, la falta de medidas legislativas suficientes para la 
aplicación del Convenio y la emisión de directivas en el sec-
tor petrolífero que atentan contra las garantías previstas en 
el Convenio. 

La Comisión tomó nota de la declaración del Gobierno en 
relación con el proceso de reconstrucción en curso y del cli-
ma de violencia en el país. Tomó nota, además, de que el 
proyecto de Código del Trabajo, elaborado con la asistencia 
técnica de la OIT se encuentra actualmente ante el Consejo 

de la Shura, y de la declaración del Gobierno de que los co-
mentarios de la Comisión de Expertos serán tenidos en con-
sideración, antes de proceder a su adopción. El Gobierno 
añadió que, pese a la actual falta de un marco legislativo 
adecuado que regule el derecho de sindicación, los sindicatos 
pudieron llevar a cabo sus actividades sin injerencias. La 
Comisión tomó nota, además, de la declaración del Gobierno 
relativa al conflicto de los trabajadores en el sector petrolífe-
ro. 

Asimismo, la Comisión tomó nota de la declaración for-
mulada por el delegado de los trabajadores de Iraq respecto 
a las dificultades que afrontaban los trabajadores para cons-
tituirse como sindicatos y las injerencias a las que se habían 
visto sometidos en sus actividades las organizaciones, inclui-
do el congelamiento de fondos sindicales. La Comisión ob-
servó que las organizaciones de empleadores de Iraq plan-
teaban preocupaciones similares. 

Observando que el proyecto de Código del Trabajo fue 
elaborado hace algún tiempo con la asistencia técnica de la 
OIT, la Comisión expresó su firme esperanza de que dicho 
proyecto será modificado de acuerdo con los términos solici-
tados por la Comisión de Expertos, en plena consulta con 
todos los interlocutores sociales, y que será adoptado sin 
demora. Mientras tanto, la Comisión pidió al Gobierno que 
garantice que las leyes y la práctica del régimen anterior han 
dejado de aplicarse. La Comisión consideró que la aplicación 
de este Convenio y los importantes esfuerzos para llegar a 
un diálogo social amplio y significativo constituían piedras 
angulares fundamentales del proceso de reconstrucción que 
está en marcha en el país. Confió en que el Gobierno estará 
pronto en posición de garantizar que todos los trabajadores, 
incluidos los funcionarios públicos que no participan en la 
administración del Estado, gocen plenamente de la protec-
ción efectiva de las disposiciones del Convenio. 

Apreciando la solicitud de asistencia técnica de la OIT 
formulada por el Gobierno, la Comisión instó al Gobierno a 
que acepte una misión de asistencia técnica de la OIT en un 
futuro próximo. 

Los miembros trabajadores manifestaron que habrían de-
seado que en las conclusiones se mencionara la cuestión de la 
destrucción de los locales sindicales. 

Convenio núm. 105: Abolición del trabajo forzoso, 1957 

INDONESIA (ratificación: 1999) 
Una representante gubernamental declaró que el Go-

bierno de su país había acogido favorablemente las obser-
vaciones de la Comisión de Expertos sobre la aplicación 
del Convenio núm. 105, si bien algunas de las cuestiones 
planteadas en las mismas no guardaban relación con la 
aplicación del Convenio. 

Desde que en 1999 ratificara el Convenio, Indonesia 
había hecho constantes progresos en la aplicación del 
mismo. Había enmendado su legislación para prohibir la 
utilización de cualquier forma de trabajo forzoso u obliga-
torio, y había promulgado la ley núm. 26, de 1999, para 
revocar la Ley núm. 11 de 1963 sobre la Abolición de las 
Actividades Subversivas o de Rebeldía. A pesar de la 
existencia de programas de rehabilitación para los reclu-
sos, el Decreto presidencial núm. 32 de 1999, relativo a 
los requisitos y arreglos para el pleno ejercicio de los de-
rechos de los reclusos, aseguraba que dichos programas se 
desarrollaran de conformidad con el Convenio. 

Desde 1945, año de su independencia, Indonesia ha 
respetado y defendido los derechos humanos, incluida la 
libertad de los ciudadanos de obtener empleos decentes, 
sobre la base de los principios de Pancasila, que es la filo-
sofía nacional. Además, el artículo 28, apartado d), de la 
Constitución establece que todos los ciudadanos tienen 
derecho a trabajar y a percibir una remuneración en sus 
relaciones de empleo. Como miembro de las Naciones 
Unidas, Indonesia también está obligada a defender los 
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principios consagrados en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos; esos compromisos se habían reforza-
do y reafirmado mediante la promulgación en 1999 de la 
Ley núm. 39 sobre Derechos Humanos. Además, la Ley 
núm. 13, de 2004, sobre la Mano de Obra, la Ley núm. 21 
del año 2000 sobre los Sindicatos y la Ley núm. 4, de 
2004, sobre Solución de Conflictos Laborales, en su con-
junto trasladan al contexto nacional los principios conte-
nidos en los Convenios fundamentales de la OIT.  

En lo relativo a la ley núm. 27 de 1999, sobre la modi-
ficación del Código Penal respecto de los delitos contra la 
seguridad del Estado la oradora sostuvo que esa ley, que 
había sido elaborada por miembros del Parlamento y 
aprobada por consenso nacional, seguía siendo válida. 
Respecto a la ley núm. 9 sobre la libertad de expresión en 
público, las sanciones previstas por su contravención se 
estipulaban en los artículos 15, 16 y 17 de la misma. Sub-
rayó que la ley núm. 9 se aprobó en 1998, época en que 
los derechos humanos habían pasado a ocupar un lugar 
prominente en la sociedad indonesia; por tanto, la ley 
núm. 9 estaba orientada a garantizar plenamente el dere-
cho a la libertad de opinión pública, pero también aspira-
ba a equilibrar ese derecho con la necesidad de orden, paz 
y respeto a los demás. Se haría llegar a la Comisión una 
copia de la ley núm. 9, de 1998. 

La oradora informó a la Comisión de que se estaba tra-
bajando en un proyecto de revisión del Código Penal. El 
código actual era una herencia de la época colonial y la 
revisión reflejaría debidamente los nuevos adelantos de la 
sociedad de Indonesia, incluido el respeto de los derechos 
humanos fundamentales.  

Reiteró que la ley núm. 11, de 1963, ya no estaba en vi-
gor, puesto que había sido revocada por la ley núm. 26, de 
1999, de la cual también se haría llegar una copia. Refi-
riéndose a las observaciones formuladas por la Comisión 
de Expertos en relación con la Ley núm. 13, de 2003, 
sobre la Mano de Obra, en concreto sobre los artículos 
139 y 185, aclaró que el artículo 139 no prevé ninguna 
sanción penal, y mucho menos reclusión, para quienes 
participen en huelgas. Además, en 2005 el Gobierno tomó 
medidas para revisar la ley núm. 13, de 2003, pero dicha 
revisión no obtuvo el respaldo necesario de los interlocu-
tores sociales y consiguientemente se había archivado. En 
cambio, se había creado un equipo independiente com-
puesto por profesores e investigadores de cinco prominen-
tes universidades del país para revisar los diversos regla-
mentos existentes en materia de mano de obra y recursos 
humanos. Al igual que todos los asuntos relativos a la 
política en materia de mano de obra, la revisión de la ley 
núm. 13, de 2003, se debatiría en el órgano tripartito. Para 
terminar, subrayó el compromiso del Gobierno de su país 
de dar aplicación a todos los convenios ratificados, in-
cluido el Convenio núm. 105.  

Los miembros empleadores agradecieron al Gobierno la 
información que había proporcionado. Señalaron que In-
donesia está haciendo grandes progresos como joven de-
mocracia, y que resulta apropiado alentar los esfuerzos 
del Gobierno a fin de aplicar las normas internacionales 
del trabajo, especialmente, si se tiene en cuenta la gran 
variedad geográfica, política, étnica y cultural que carac-
teriza a esta nación. Indicaron que este caso concierne 
básicamente a cuestiones legislativas relacionadas con dos 
aspectos del Convenio, a saber: la prohibición del uso del 
trabajo forzoso como castigo por expresar opiniones 
opuestas al sistema político, social o económico estable-
cido, y la prohibición de la imposición de trabajo forzoso 
por la participación en huelgas. Asimismo, existe un ele-
mento importante relacionado con la libertad de expre-
sión. 

Acogieron con beneplácito la memoria actualizada so-
bre la aplicación del Convenio que había transmitido el 
Gobierno, pero señalaron que, según la observación de la 
Comisión de Expertos, la memoria carece de información 
suficiente para poder evaluar los progresos que se están 

realizando en relación con las cuestiones por ella plantea-
das. 

Pueden señalarse dos ejemplos de progreso. El primero, 
está relacionado con las enmiendas al Código Penal. Sin 
embargo, a este respecto señalaron que no resulta sufi-
ciente que el Gobierno señale simplemente que la reforma 
del Código Penal está en curso. Pidieron al Gobierno que 
indicara de forma más precisa cuál es la sustancia de las 
reformas, y, en particular, si abordan directamente las 
cuestiones planteadas en la observación de la Comisión de 
Expertos. 

El segundo ejemplo, está relacionado con dos senten-
cias del Tribunal Constitucional mencionadas en la obser-
vación de la Comisión de Expertos. En una de estas sen-
tencias, pronunciada en 2006, se consideró inapropiado 
mantener en el Código Penal los artículos que establecen 
sanciones por insultos deliberados contra el Presidente o 
el Vicepresidente. En la otra, pronunciada en 2007, se 
consideró que los artículos 154 y 155 del Código Penal, 
que establecen penas de prisión que conllevan trabajo 
obligatorio por expresar públicamente hostilidad contra el 
Gobierno, son inconstitucionales. Aunque tomaron nota 
de estos progresos, lamentaron que la Comisión de Exper-
tos se haya visto obligada a obtener estas sentencias a 
través de Internet. Además, considerando que en su inter-
vención el Gobierno no ha abordado esta cuestión, le pi-
dieron que indicara si estas sentencias se tendrán en cuen-
ta en la reforma en curso del Código Penal. 

Recordaron que, a fin de evaluar la aplicación del Con-
venio, los órganos de supervisión de la OIT habían des-
arrollado una jurisprudencia que distingue entre actos de 
violencia contra el Estado, por una parte, y simples expre-
siones de opinión, por otra parte. Según la Comisión de 
Expertos, el Convenio sólo protege las expresiones de 
opinión. De igual manera, la sentencia de 2007 del Tribu-
nal Constitucional sostuvo que para sancionarse de una 
forma que esté de conformidad con el Convenio, los actos 
subversivos tienen que ser algo más que una simple críti-
ca y generar hostilidad hacia el Gobierno. Por consiguien-
te, las perspectivas de ambos órganos convergen, y es el 
Gobierno el que tiene que indicar si el Código Penal se 
enmendará de conformidad con las sentencias del Tribu-
nal Constitucional y los comentarios de la Comisión de 
Expertos. 

Estimaron que es necesario seguir trabajando a nivel 
nacional para encontrar soluciones a las cuestiones plan-
teadas en los comentarios de la Comisión de Expertos 
sobre la necesidad de enmendar la Ley sobre la Mano de 
Obra, núm. 13, de 2003. Al tomar nota de la indicación 
del Gobierno de que la propuesta para enmendar la Ley 
sobre la Mano de Obra no ha recibido suficiente apoyo de 
los interlocutores sociales, señalaron que la obligación de 
cumplir plenamente con los requisitos del Convenio ga-
rantiza que el Gobierno y los interlocutores sociales exa-
minen nuevamente las enmiendas de la Ley sobre la Ma-
no de Obra, de conformidad con los comentarios de la 
Comisión de Expertos. 

Los miembros trabajadores señalaron que el Convenio 
tiene por objetivo erradicar las prácticas que permiten 
imponer un trabajo como medida disciplinaria, como for-
ma de sancionar la expresión de opiniones políticas o la 
manifestación de ideas contrarias al orden político, social 
o económico establecido o como castigo por haber parti-
cipado en una huelga. Por consiguiente, este Convenio 
está relacionado con dos pilares fundamentales de la de-
mocracia, a saber, la libertad de expresión y la libertad 
sindical, en relación con el derecho de huelga. La Comi-
sión examina por primera vez la aplicación de este Con-
venio en Indonesia debido a que, a pesar de las solicitudes 
reiteradas de la Comisión de Expertos, el Gobierno toda-
vía no había adaptado su marco legislativo al Convenio, 
lo cual posibilita que los sindicalistas y opositores políti-
cos sean víctimas de trabajo forzoso. A través de esta le-
gislación restrictiva, el Gobierno pretende neutralizar to-
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das las tentativas de disidencia y de oposición política, ya 
que las actividades realizadas con estos objetivos pueden 
ser sancionadas con penas de prisión que incluyan la im-
posición de trabajo penitenciario. 

La derogación de la Ley núm. 11, de 1963, sobre la 
Eliminación de las Actividades Subversivas constituye un 
avance importante. Ahora el Gobierno debe garantizar 
que las personas que se han visto perjudicadas por la apli-
cación de esta Ley sean indemnizadas. 

Los miembros trabajadores citaron una serie de disposi-
ciones de la legislación que son contrarias al Convenio: 
las disposiciones de la Ley núm. 27, de 1999, sobre la 
Revisión del Código Penal respecto de los delitos contra 
la seguridad del Estado; las disposiciones de la ley núm. 
9, de 1988, que prevén limitaciones a la expresión de 
ideas en público, cuyo incumplimiento puede ser sancio-
nado con penas de prisión; los artículos 154 y 155 del 
Código Penal, que sancionan con penas de prisión la ex-
presión pública de la hostilidad, el odio o el desprecio 
hacia el Gobierno. Sin embargo, estas disposiciones, que 
fueron utilizadas para encarcelar al dirigente sindical Sar-
ta Bin Sarim, en 2007, fueron declaradas inconstituciona-
les por el Tribunal Constitucional. El Gobierno debe revi-
sar todas estas disposiciones a la mayor brevedad. 

Además, los miembros trabajadores se refirieron a las 
disposiciones que permiten imponer un trabajo forzoso, 
en forma de penas de prisión que incluyen trabajo obliga-
torio a las personas que no respetan las disposiciones de la 
Ley sobre Mano de Obra núm. 13, de 2003, que limita el 
ejercicio del derecho de huelga. Esta ley prevé, por una 
parte, limitaciones al ejercicio del derecho de huelga que 
son contrarias al Convenio núm. 87 y a la jurisprudencia 
desarrollada por los órganos de control en relación con los 
servicios mínimos y con los servicios esenciales y, por 
otra parte, sanciones penales claramente desproporciona-
das. La Comisión de Expertos ha establecido, justifica-
damente, un vínculo con los comentarios formulados so-
bre la aplicación del Convenio núm. 87. Estos comenta-
rios ilustran las dificultades que se plantean al ejercicio de 
la libertad sindical en el país. 

Los miembros trabajadores indicaron que es importante 
hacer hincapié en otra disposición legislativa que resulta 
preocupante, a saber, el artículo 335 del Código Penal, 
que prevé sanciones en caso de «conducta desagradable». 
Este artículo ha sido utilizado contra seis trabajadores que 
querían participar, durante las horas de trabajo, en las 
celebraciones del 1.º de mayo. 

Para concluir, manifestaron que no se trata sólo de un 
problema de la legislación, sino también de un problema 
preocupante en lo que respecta al control de la aplicación 
de esta legislación, teniendo en cuenta la corrupción exis-
tente en la policía y en el sistema judicial. La mejor legis-
lación en materia de protección de los derechos sindicales 
no puede ser eficaz si el Gobierno no lucha contra la co-
rrupción. 

El miembro trabajador de Indonesia declaró que, aunque 
acoge con beneplácito la decisión del Tribunal Constitu-
cional de Indonesia de suprimir los artículos 155 y 157 
del Código Penal, así como el proceso para redactar un 
nuevo código penal para sustituir al Código existente, que 
data de la época en que el país era colonia holandesa, la-
menta informar a la Comisión de que existe otro artículo 
en el Código Penal que a menudo se utiliza contra los 
sindicalistas y que atenta gravemente contra la libertad de 
expresión. Se trata del artículo 335, que estipula que una 
persona puede ser condenada a una pena de prisión de un 
máximo de un año por ser «desagradable» a otra persona. 

Señaló el ejemplo de Sarta Bin Sarim, un dirigente del 
sindicato KUI SBSI de la Tambun Kusuma Company 
Tangerang, de Java Occidental. Junto con otros seis traba-
jadores, Sarta bin Sarim fue condenado a una pena de 
prisión de seis meses por expresar opiniones acerca de los 
derechos laborales durante las celebraciones del 1.º de 
mayo de 2007. La administración de la empresa utilizó el 

artículo 335 que convierte en delito la «conducta desagra-
dable» para denunciar a este dirigente y a los otros seis 
trabajadores a la policía. Todos estuvieron seis meses en 
prisión. 

En relación con los servicios esenciales, señaló a la 
atención de la Comisión el caso de los trabajadores del 
aeropuerto PT Angkasa Pura, de Yakarta. Algunos traba-
jadores fueron despedidos y otros suspendidos de empleo 
como consecuencia de las acusaciones de que en mayo de 
2008 habían participado en una huelga en una empresa 
que «sirve los intereses públicos». Los criterios para de-
terminar los servicios esenciales están contemplados en la 
Ley sobre la Mano de Obra núm. 13, de 2003, y como no 
corresponden a los criterios de servicios esenciales, des-
arrollados en virtud de los Convenios núms. 87 y 98, la 
administración despidió al Sr. Arif Islam, presidente del 
sindicato de Angkasa Pura y suspendió a siete miembros 
del mismo sindicato durante tres meses. El caso se en-
cuentra en los tribunales y los trabajadores pueden ser 
sentenciados a penas de prisión de un máximo de cuatro 
años. 

El orador concluyó pidiendo al Gobierno que: se de-
vuelva su estatus jurídico al Sr. Bin Sarim; se garantice el 
cese inmediato de las violaciones de los derechos labora-
les de los trabajadores del aeropuerto y se les reincorpore 
a sus puestos de trabajo; se proporcione una mediación 
para evitar que el caso se lleve a los tribunales, y se tomen 
las medidas adecuadas para enmendar el artículo 139 de 
la Ley sobre la Mano de Obra núm. 13, de 2003, a fin de 
poner la noción de servicios esenciales en conformidad 
con los Convenios núms. 87 y 98. Asimismo, pidió al 
Gobierno que acelere el proceso de elaboración de un 
nuevo Código Penal en el que no se tipifiquen como deli-
to las actividades de los sindicatos y que no se utilice co-
ntra los activistas y otros defensores de los derechos civi-
les. 

El miembro gubernamental de Filipinas señaló que su 
Gobierno estaba orgulloso de apoyar a Indonesia, no sólo 
como miembro de la ASEAN, sino también como país 
que había experimentado también la transición pacífica de 
un autoritarismo militar a un gobierno democrático. Indo-
nesia es ahora uno de los partidarios más acérrimos de los 
principios democráticos, los derechos humanos y el impe-
rio de la ley en la región de la ASEAN. 

Sin embargo, la transición de un gobierno autoritario a 
uno democrático no ocurrió de la noche a la mañana, sino 
que fue imprescindible un enfoque constante y gradual, 
así como el ánimo y el apoyo de la comunidad internacio-
nal. Indonesia, no obstante, había avanzado con valor en 
su empeño por garantizar el respeto de los principios de-
mocráticos, los derechos humanos y el imperio de la ley. 
En este sentido, observó en particular la creación del Tri-
bunal Constitucional y de la Comisión Nacional de Dere-
chos Humanos. Con respecto a esta última, Indonesia fue 
uno de los únicos cuatro países de la región que había 
creado un órgano independiente para promover y proteger 
los derechos humanos. Indonesia había también preparado 
un plan de acción nacional en materia de derechos huma-
nos, que se encontraba ahora en su segunda fase, y había 
cooperado con los distintos órganos internacionales para 
su aplicación. 

A la luz de lo mencionado anteriormente, expresó su 
confianza de que Indonesia podrá tratar de manera ade-
cuada las preocupaciones relativas a los derechos huma-
nos, incluidos los derechos laborales, mediante procedi-
mientos previstos entro del marco jurídico nacional. 

El miembro gubernamental de Cuba tomó nota de que el 
Gobierno indonesio alienta el dialogo social tripartito para 
implementar el Convenio. Las conclusiones sobre este 
caso deberán privilegiar la cooperación técnica y el dialo-
go abierto y respetuoso. Deberían también tener la apro-
bación del Gobierno.  

La representante gubernamental de Indonesia agradeció 
los aportes de los oradores. Reiteró que algunos de los 



 

19 Parte II/84 

asuntos que se habían planteado en la discusión del pre-
sente caso no estaban relacionados con la aplicación del 
Convenio núm. 105 y que el proceso de reforma democrá-
tica y legal estaba en curso. 

Respondiendo a la alusión hecha al Sr. Bin Sarim, seña-
ló que el asunto estaba siendo examinado por el Comité 
de Libertad Sindical en el contexto del caso núm. 2585. El 
Gobierno había proporcionado al Comité amplia informa-
ción sobre la cuestión, y la oradora expresó su preocupa-
ción por el hecho de que la presente discusión de cuestio-
nes referentes al Sr. Bin Sarim perjudicase el examen que 
posteriormente haría el Comité sobre la cuestión. Indicó, 
no obstante, que el Sr. Bin Sarim había sido liberado en 
octubre de 2007. 

Refiriéndose al conflicto laboral de PT Angkasa Pura, 
indicó que en marzo de 2008 se había iniciado un proce-
dimiento de mediación relacionado con los trabajadores 
despedidos; era de esperar que el intenso diálogo permi-
tiera dar una solución satisfactoria al conflicto. Reiteró 
que Indonesia había estado inmersa en los últimos diez 
años en un proceso de transformación democrática y se 
encontraba completamente volcada en la defensa de los 
derechos humanos. 

Los miembros empleadores tomaron nota de los progre-
sos comunicados por el Gobierno y de las decisiones to-
madas por el Tribunal Constitucional. Además, observa-
ron el clima político y en materia de derechos humanos 
que había mejorado durante los últimos diez años, y los 
extraordinarios progresos realizados para pasar de un go-
bierno militar a uno democrático. 

Solicitaron al Gobierno que incluyera la información 
que había proporcionado a la Comisión en su memoria 
presentada a la Comisión de Expertos, tal y como se soli-
citó anteriormente. Agradecieron la reforma en curso del 
Código Penal y animaron al Gobierno a proporcionar más 
detalles sobre la situación actual de su enmienda. En lo 
que respecta a la Ley sobre Mano de Obra, de 2003, al 
tiempo que observaron que el Gobierno había solicitado el 
asesoramiento de los expertos nacionales para su revisión, 
animaron al Gobierno a recurrir también a la asistencia 
técnica de la Oficina para poner la legislación de confor-
midad con el Convenio. 

Los miembros trabajadores pidieron al Gobierno que 
adoptara las medidas necesarias para poner la legislación 
y la práctica nacionales en conformidad con el Convenio, 
suprimiendo algunas restricciones a la libertad de expre-
sión y al ejercicio del derecho de huelga, en estrecha co-
laboración con los interlocutores sociales. Las modifica-
ciones realizadas a la legislación para promover la liber-
tad sindical deberán plasmarse en un enfoque global, se-
gún el cual los procedimientos administrativos y policia-
les deberán ser examinados y reformados. Además de las 
disposiciones mencionadas por la Comisión de Expertos, 
el artículo 335 del Código Penal que incrimina las «con-
ductas desagradables» deberá también ser modificado, 
puesto que se utiliza para restringir la libertad de expre-
sión y el derecho de huelga. Por otra parte, el Gobierno 
deberá tomar las medidas necesarias para indemnizar a las 
personas que hayan padecido perjuicios con motivo de la 
aplicación de las disposiciones de la legislación que se 
oponen a los principios de la OIT. El Gobierno deberá 
aceptar la asistencia de la Oficina y comunicar todas las 
informaciones necesarias para que la Comisión de Exper-
tos pueda verificar si la legislación está de conformidad 
con el Convenio. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información verbal propor-
cionada por la representante gubernamental y de la discu-
sión que tuvo lugar a continuación. La Comisión tomó nota 
de la información proporcionada por la representante gu-
bernamental referente a la situación laboral en Indonesia y a 
las diversas medidas adoptadas por el Gobierno para dar 
cumplimiento a todos los instrumentos internacionales de 

derechos humanos, incluidos los convenios de la OIT. El 
Gobierno manifestó que estaba plenamente comprometido 
con el respeto de los derechos humanos, incluidos todos los 
derechos y libertades de los ciudadanos en relación con el 
trabajo decente, de conformidad con los principios de Pan-
casila — la filosofía nacional. La Comisión tomó nota de la 
información facilitada por el Gobierno sobre diversas medi-
das adoptadas con miras a poner la legislación en conformi-
dad con el Convenio y, en particular, referente a la adopción 
de la ley núm. 26 de 1999, que derogó la Ley núm. 11 de 
1963 sobre la Abolición de Actividades Subversivas, así co-
mo de la aprobación de las nuevas leyes relativas a la mano 
de obra, los sindicatos y la solución de conflictos laborales. 
La Comisión también tomó nota de la información de que se 
estaba elaborando un proyecto de revisión del Código Penal, 
y había prometido transmitir a la OIT todos los textos solici-
tados por la Comisión de Expertos. En cuanto a la enmienda 
de la Ley sobre Mano de Obra (núm. 13 de 2003), que con-
tiene disposiciones relativas a sanciones desproporcionadas 
que conllevan trabajo obligatorio por haber participado en 
huelgas, el Gobierno informó a la Comisión de las medidas 
adoptadas para revisar la ley, que comprenden el estableci-
miento de un equipo independiente para revisar diversas 
disposiciones relativas a la mano de obra y declaró que, tras 
el debate en el órgano tripartito, la revisión podría hacerse 
con un enfoque global. 

La Comisión tomó igualmente nota de que el Gobierno de-
claró que la cuestión planteada durante la discusión en la 
Comisión relacionada con penas de reclusión impuestas a 
sindicalistas por haber participado en huelgas se estaba dis-
cutiendo en el Comité de Libertad Sindical (caso núm. 2585). 
El Gobierno manifestó que, a su parecer, discutir este asunto 
en esta Comisión podría prejuzgar las conclusiones del Co-
mité de Libertad Sindical. 

La Comisión lamentó tomar nota de que el Gobierno en 
sus memorias había transmitido muy poca información a la 
OIT sobre las cuestiones planteadas por la Comisión de Ex-
pertos. Estas estaban relacionadas particularmente con las 
medidas tomadas por el Gobierno para eliminar las discre-
pancias entre la legislación nacional y el Convenio en las 
esferas señaladas por la Comisión de Expertos, a saber, las 
restricciones legales al derecho de huelga, así como a la ex-
presión de ciertas opiniones políticas e ideológicas por cual-
quier medio o durante reuniones y manifestaciones públicas. 
La Comisión tomó nota de la conclusión de la Comisión de 
Expertos de que tales restricciones están comprendidas en el 
ámbito del Convenio puesto que, en caso de incumplimiento, 
se imponen penas de prisión que incluyen trabajo peniten-
ciario obligatorio. La Comisión lamentó tomar nota de la 
información de que recientemente esas restricciones han 
llevado a la imposición de diversas condenas a penas de pri-
sión, que conllevan trabajo obligatorio, por la expresión 
pacífica de opiniones políticas y la participación en huelgas, 
en virtud del artículo 335 del Código Penal («conducta des-
agradable»). La Comisión instó firmemente al Gobierno a 
responder y a informar al respecto. La Comisión observó 
que las cuestiones relativas a las penas impuestas por parti-
cipar en huelgas están estrechamente relacionadas con la 
aplicación en Indonesia del Convenio sobre la libertad sindi-
cal y la protección del derecho de sindicación, 1948 
(núm. 87). 

La Comisión lamentó tomar nota de la declaración del 
Gobierno de que la Ley núm. 27 de 1999 sobre la Revisión 
del Código Penal y la Ley núm. 9 de 1998 sobre la Libertad 
de Expresión en Público, que establecen sanciones penales 
comprendidas en el ámbito de aplicación del Convenio, se 
habían adoptado mediante consenso y acuerdo nacionales, 
debiendo ser respetadas por todos los ciudadanos y, en con-
secuencia, seguir considerándose pertinentes y válidas en el 
contexto reciente.  

La Comisión tomó nota con interés de que el Tribunal 
Constitucional, en una decisión reciente, había considerado 
que ciertas disposiciones del Código Penal son contrarias a 
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la Constitución, en tanto y en cuanto limitan la libertad de 
expresión y la libertad de información, bajo penas de reclu-
sión que entrañan trabajo obligatorio. La Comisión reco-
mendó que el texto del proyecto del nuevo Código Penal 
excluya esa clase de disposiciones. 

La Comisión instó al Gobierno a adoptar a la mayor bre-
vedad todas las medidas necesarias para poner la legislación 
y la práctica de conformidad con el Convenio, de manera 
que no puedan imponerse sanciones que conlleven trabajo 
obligatorio por la expresión de opiniones políticas o ideológi-
cas o por la participación en huelgas pacíficas. Además, soli-
citó al Gobierno que adoptase medidas urgentes para en-
mendar todas las disposiciones penales que la Comisión de 
Expertos ha identificado como contrarias a las disposiciones 
del Convenio, incluso el artículo 335 del Código Penal, y 
para eliminar las sanciones penales por la participación en 
huelgas, que son desproporcionadas y no están en conformi-
dad con los principios de la libertad sindical. La Comisión 
instó al Gobierno a acelerar la elaboración del nuevo Código 
Penal y lo exhortó a presentar información detallada sobre 
los progresos efectuados con miras a poner la legislación en 
conformidad con las exigencias del Convenio. También invi-
tó al Gobierno a considerar la posibilidad de aceptar recibir 
asistencia técnica de la OIT. 

Convenio núm. 111: Discriminación (empleo y ocupación), 
1958  

REPÚBLICA CHECA (ratificación: 1993) 
Una representante gubernamental celebró la oportunidad 

de dar a conocer las opiniones de su Gobierno sobre la 
aplicación del Convenio núm. 111. La observación de la 
Comisión de Expertos se centra en tres aspectos relacio-
nados con el Convenio, a saber, el proyecto de ley contra 
la discriminación, las estadísticas de la población romaní 
y la Ley sobre la Selección Política. 

En lo que respecta al proyecto de ley contra la discrimi-
nación, dicho proyecto se presentó al Parlamento a los 
efectos de armonizarlo con la legislación de la Unión Eu-
ropea y, en la actualidad, está en la última fase del proce-
so legislativo. Este proyecto de ley prohíbe la discrimina-
ción por motivos de raza, etnicidad u origen étnico, sexo, 
orientación sexual, edad, discapacidad, religión, confesión 
o visión del mundo. Si bien la terminología refleja la le-
gislación pertinente en la Unión Europea, no corresponde 
exactamente a la empleada en el artículo 1 del Convenio. 
No obstante, el proyecto de ley está de conformidad con 
el Convenio. Las razones especificadas en el Convenio, 
que no se enumeran explícitamente, se incluyen implíci-
tamente en el proyecto de ley. La discriminación por mo-
tivo del color de la piel está contemplada en la prohibi-
ción de la discriminación por motivos de raza u origen 
étnico, y la discriminación basada en la opinión política 
entra en el concepto más amplio de «visión del mundo». 
El proyecto de ley también contiene disposiciones sobre 
la protección jurídica de las personas discriminadas y, 
como medio para reforzar su posición, se confía la tarea 
de la supervisión al Defensor del Pueblo, que en la actua-
lidad no tiene facultades sobre las relaciones entre parti-
culares. Por lo tanto, el Gobierno cree que se asegura un 
alto nivel de protección contra la discriminación en mate-
ria de empleo y ocupación por todos los motivos enume-
rados en el Convenio, y que esta protección se reforzará 
más aún con el establecimiento de un nuevo mecanismo 
de supervisión. 

Con respecto a la información estadística solicitada por 
la Comisión de Expertos sobre los solicitantes de empleo 
y los trabajadores romaníes, las leyes en la República 
Checa están cimentadas en una sólida base cívica, por lo 
que no se establecen diferencias basadas en la raza o el 
origen étnico. Las disposiciones constitucionales estipulan 
que el origen étnico no debe ser determinado objetiva-
mente por las autoridades públicas. Las estrictas leyes 

sobre la protección de la intimidad y los datos personales 
impiden que los organismos públicos recopilen informa-
ción que no sea necesaria para desempeñar su mandato. 
Dado que la raza o el origen étnico no cumplen ningún 
papel en la legislación del trabajo de la República Checa, 
la legislación no confiere al Gobierno el derecho a recopi-
lar datos al respecto. Sin embargo, esto no significa que el 
Gobierno no esté atendiendo las apremiantes necesidades 
de la comunidad romaní. Las actividades del Gobierno 
están orientadas a los grupos de trabajadores más vulne-
rables, con independencia de su raza. Dado que varios 
factores agravantes que provocan el desempleo y la exclu-
sión social a largo plazo se observan a menudo en las mi-
norías romaníes, como la falta de calificaciones, una edu-
cación inacabada, una mala salud, una experiencia laboral 
muy limitada, etc., dichas minorías figuran entre los gru-
pos objetivo que reciben asistencia considerable.  

El Ministerio del Trabajo y Asuntos Sociales encomen-
dó en 2006 un estudio sobre las localidades romaníes so-
cialmente excluidas en la República Checa, con el objeti-
vo de realizar un estudio de las zonas y de identificar las 
capacidades de absorción de actores clave en la región. 
Los resultados del estudio se utilizaron para mejorar la 
prestación de asistencia, y su orientación específica, en el 
mercado de trabajo y en los municipios afectados. Asi-
mismo, en un estudio conjunto realizado con el Banco 
Mundial se analizan los obstáculos que surgen cuando se 
emplea a romaníes en la República Checa, para formular 
una estrategia de empleo. Esto se traducirá en una serie de 
recomendaciones sobre políticas de empleo, sociales y 
educativas, que habrán de aplicarse mediante proyectos 
auspiciados por un organismo gubernamental reciente-
mente establecido encargado de velar por la inclusión 
social de las comunidades romaníes. El organismo inició 
su labor en febrero con el propósito de erradicar la exclu-
sión social en localidades romaníes en peligro a través de 
estrategias locales y de la prestación de asistencia. Se 
propone conseguir cambios duraderos que mejoren la 
situación de las comunidades romaníes, siendo el pleno 
empleo y productivo uno de los instrumentos clave para 
alcanzar dicho objetivo. Las actividades de este organis-
mo se evaluarán permanentemente para elaborar directi-
vas comunes para hacer frente al problema. 

Las iniciativas gubernamentales también incluyen acti-
vidades de concienciación pública y de sensibilización 
sobre la discriminación y la igualdad de trato de los traba-
jadores pertenecientes a minorías étnicas. La etiqueta 
«empleador que atiende las necesidades de las etnias» se 
concede a los empleadores cuya política de recursos 
humanos, directivas y medidas internas se aprueban tras 
examinarse atentamente, y sobre la base de entrevistas 
confidenciales realizadas a trabajadores determinados. El 
objetivo de estas etiquetas es apoyar a dichos empleadores 
y llamar la atención sobre la discriminación que prevalece 
en el mercado de trabajo. Los estudios y proyectos men-
cionados son sólo algunos ejemplos de las diversas medi-
das adoptadas por el Gobierno para encontrar soluciones 
al problema multidimensional del desempleo de los ro-
maníes en la República Checa. En la memoria que se de-
berá presentar este año a la Comisión de Expertos se in-
cluirá más información sobre los programas lanzados a 
nivel educativo, profesional, de calificaciones y de sensi-
bilización. 

Con respecto a la Ley sobre la Selección Política de 
1991, en esta ley se estipulan las condiciones específicas 
que deben cumplirse para acceder a determinados cargos 
en la administración pública cuyo mandato es aplicar la 
política del Gobierno, incluidas las fuerzas policiales y las 
fuerzas armadas. El Gobierno no comparte la opinión de 
que la ley equivale a una discriminación basada en una 
opinión política, y sea contraria a lo estipulado en el Con-
venio. Las condiciones de acceso al empleo no se basan 
en la opinión política de las personas, sino en su falta de 
participación en grupos influyentes específicos en el ré-
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gimen comunista establecido durante el período 1948-
1989. La Ley sobre la Selección Política tiene por objeto 
proteger la democracia contra aquellos que participaron 
activamente en el sistema antidemocrático opresivo y que 
contribuyeron voluntariamente a mantener el régimen 
comunista, hostigando a la oposición política y luchando 
contra la libertad de opinión y de conciencia. El estable-
cimiento y la consolidación de instituciones democráticas 
requieren una administración civil que respete el estado 
de derecho, y sea neutra y fiel a la idea de la democracia. 
Es improbable que defiendan los principios democráticos 
las personas que contribuyeron activamente a que éstos se 
violaran a gran escala.  

El hecho de que la Ley sobre la Selección Política se 
centre exclusivamente en este grupo particular lo confir-
ma su silencio con respecto a los afiliados al Partido Co-
munista, y su plazo para cumplir las condiciones específi-
cas, que se estableció en el 17 de noviembre de 1989, 
fecha de la Revolución de Terciopelo y el inicio de la 
democratización. Otro aspecto importante es la no aplica-
ción de la ley a los cargos en el sistema político actual. El 
Gobierno está convencido de que todo Estado democráti-
co puede y debería adoptar legítimamente medidas para 
proteger y promover los ideales de la democracia, dentro 
de los límites de sus obligaciones constitucionales e inter-
nacionales. Las condiciones reflejan requisitos inherentes 
y universalmente reconocidos para ocupar cargos de res-
ponsabilidad en la administración pública. A este respec-
to, la Ley sobre la Selección Política no infringe lo dis-
puesto en el Convenio. 

Los miembros empleadores reafirmaron la importancia 
del Convenio núm. 111 y recordaron que el presente caso 
había sido examinado por la Comisión en muchas ocasio-
nes, entre otras, en 1990, 1992, 1996, 1998, 2000, 2002 y 
2005. Entre las cuestiones planteadas se incluían la dis-
criminación por motivos de opinión política, la discrimi-
nación contra los romaníes, la discriminación contra la 
mujer y otras formas de discriminación. Al recordar los 
debates anteriores en el seno de la Comisión, se podía ver 
que en muchas ocasiones se habían expresado buenas 
intenciones, pero que había muy pocas pruebas de que se 
hubiesen alcanzado progresos tangibles. 

Los miembros empleadores señalaron que, si bien se 
han llevado a cabo diversas modificaciones legislativas, 
aún existe la impresión de que, en ciertos niveles, no hay 
interés por lograr la igualdad. Manifestaron su satisfac-
ción por la aprobación del nuevo Código del Trabajo (ley 
núm. 262/2006), que establece requisitos en cuanto a la 
igualdad de trato para los trabajadores en materia de con-
diciones de trabajo. Señalaron que, en lo referente a la 
discriminación, el Código del Trabajo remite a las defini-
ciones de las diversas formas de discriminación conteni-
das en la futura ley contra la discriminación. Sin embargo, 
la Comisión de Expertos señaló que el nuevo Código del 
Trabajo, interpretado conjuntamente con el texto de la 
futura ley contra la discriminación, parece restringir la 
protección contra la discriminación en el empleo y la 
ocupación que ya existía en el antiguo Código del Traba-
jo. Por lo tanto, los miembros empleadores deseaban invi-
tar al Gobierno a que vele por que la legislación aplicable 
proporcione una protección adecuada contra la discrimi-
nación, en conformidad con las disposiciones del Conve-
nio. Al examinar la nueva Ley contra la Discriminación, 
habían tomado nota de lo que parecía ser la falta de parti-
cipación del Estado en la aplicación de las medidas pre-
vistas para asegurar la protección contra la discrimina-
ción. Los miembros empleadores hicieron hincapié en que 
un factor importante de la lucha contra la discriminación 
consiste en garantizar la eficacia de los mecanismos de 
apelación y de revisión. Esta cuestión no se había aborda-
do adecuadamente hasta ahora. 

Los miembros empleadores señalaron que el caso era 
difícil de evaluar debido a la falta de información sobre 
los progresos realizados. Algunas de las estadísticas que 

se habían dado a conocer no eran alentadoras, especial-
mente en cuanto a la igualdad de la mujer y a la integra-
ción de los romaníes en la economía formal. Por lo tanto, 
apoyaban plenamente la petición formulada por la Comi-
sión de Expertos para que se presentara más información 
sobre las medidas adoptadas para ayudar a las víctimas y 
sobre el número de casos de discriminación tramitados. 

Con referencia a la Ley núm. 451 de 1991 (la Ley sobre 
la Selección Política), que establece medidas discrimina-
torias sobre la base de la opinión política, consideraban 
que el mantenimiento de dicha ley demuestra una falta de 
voluntad para la erradicación de todas las formas de dis-
criminación. El Gobierno había indicado su voluntad de 
adoptar medidas para recurrir contra esa ley o para modi-
ficarla, e incluso había informado de que su vigencia ten-
dría fin en 2000. La cuestión se había presentado final-
mente al Parlamento en 2003; entonces, el proyecto de 
derogación de la ley fue rechazado. Ello no cambia el 
hecho esencial de que es necesario derogar o enmendar la 
ley para lograr que la situación guarde conformidad con 
las disposiciones del Convenio. 

Por lo que se refiere a los romaníes, los miembros em-
pleadores señalaron que los recientes análisis confirmaron 
que las personas de ese origen eran objeto de exclusión 
social en todo el país. El Gobierno había indicado que 
tenía previsto crear un nuevo organismo para luchar co-
ntra la exclusión social y para preparar un amplio pro-
grama tendiente a la integración de los romaníes. Sin em-
bargo, se planteaba la cuestión del por qué esas medidas 
se están debatiendo tan sólo ahora, dado que este asunto 
se ha planteado hace ya casi dos décadas. Los miembros 
empleadores reafirmaron la necesidad de recopilar datos 
sobre esta cuestión y manifestaron su extrañeza por el 
hecho de que, en virtud de la legislación sobre la recopi-
lación de datos, se considere que la compilación de in-
formación sobre el origen étnico o racial es un tema deli-
cado. Se debería modificar la legislación pertinente, de 
manera que sea posible recopilar datos de manera más 
eficaz. Los miembros empleadores añadieron que la edu-
cación y la creación de un clima de confianza entre los 
romaníes y el resto de la sociedad son fundamentales. Los 
proyectos y las iniciativas adoptadas no parecen estar 
abriendo nuevas vías de solución. Es necesario disponer 
de mucha más información para demostrar el éxito de 
esas medidas, sobre todo porque algunos de los ejemplos 
citados no son alentadores. 

En conclusión, los miembros empleadores hicieron hin-
capié en que hacen falta a la vez la voluntad intelectual de 
adoptar las medidas adecuadas y el compromiso indispen-
sable para llevarlas a la práctica. En la actualidad, resulta 
difícil determinar qué efecto práctico están teniendo las 
medidas adoptadas. 

Los miembros trabajadores recordaron que este caso se 
refiere a diversos aspectos de la discriminación, a saber, 
la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en 
el empleo y, asimismo, a la discriminación basada en mo-
tivos de raza y la ascendencia nacional que concierne di-
rectamente a la cuestión de la integración de la población 
romaní. 

Debe señalarse, en primer lugar, que en la República 
Checa está en curso una revisión de la legislación sobre 
igualdad de trato, hasta la fecha ningún texto ha recibido 
la aprobación del Poder Ejecutivo. Observando que la 
Comisión de Expertos parece considerar que el proyecto 
del Ejecutivo es más restrictivo que el texto del Código 
del Trabajo actual, los miembros trabajadores alentaron al 
Gobierno a retornar a la legislación que garantice la ma-
yor protección posible a los trabajadores. Deben exami-
narse y rectificarse las diversas formas de discriminación 
prohibidas teniendo en cuenta las directivas europeas en 
la materia y que son aplicables a la República Checa des-
de su adhesión a la Unión Europea. La normativa europea 
en materia de igualdad y protección contra la discrimina-
ción se apoya en los mismos fundamentos que los del 
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Convenio núm. 111 de la OIT. Las directivas menciona-
das tienen por objeto hacer más efectivo el principio de 
prohibición de la discriminación y reforzar la protección 
de las víctimas de la discriminación, incluso después de la 
cesación en el empleo. Además, prevén medidas de pro-
tección contra todo trato desfavorable y el resarcimiento, 
normas que facilitan la carga de la prueba, y el estableci-
miento de organismos por parte de los Estados Miembros, 
encargados de promover, analizar y vigilar el cumpli-
miento del principio de igualdad de trato, así como del 
seguimiento de la legislación y prestar asistencia a las 
víctimas de la discriminación. En el cumplimiento de esas 
directivas, el Gobierno responderá satisfactoriamente a 
los comentarios de la Comisión de Expertos. Los miem-
bros trabajadores insisten que esa labor sea realizada en 
colaboración con los interlocutores sociales, que también 
deberían colaborar en el procedimiento de vigilancia del 
principio de igualdad de trato.  

El segundo punto concierne a la situación de los roma-
níes en el empleo y en la ocupación. Los resultados de la 
encuesta llevada a cabo en 2006 por el Gobierno demues-
tran la existencia de la exclusión social de los romaníes en 
la República Checa. Por consiguiente, la cuestión priorita-
ria consiste en la adopción de medidas para facilitar el 
acceso a los miembros de esta comunidad a la educación 
y la formación profesional. La tasa de desempleo es rela-
tivamente baja en el país y, en este contexto, el acceso de 
los romaníes al empleo tiene una significación muy espe-
cial. Es importante realizar una compilación de datos so-
bre la situación de los romaníes en materia de acceso a la 
formación profesional, el acceso al empleo y a las diferen-
tes profesiones, así como sus condiciones de empleo, en 
su caso. Resultaría de utilidad contar con estadísticas so-
bre el desempleo, desglosadas con inclusión de los roma-
níes, determinar los sectores de actividad en que están 
concentrados, así como el tipo de contrato que se les ofre-
ce. Los miembros trabajadores rechazan el argumento 
relativo a la protección a la vida privada esgrimido para 
eludir este pedido de compilación de datos. La mayoría de 
los países preocupados de gestionar científicamente los 
datos y los gastos de seguridad social tienen capacidad 
para gestionar datos sensibles a través de medios informá-
ticos, garantizando simultáneamente el respeto a la vida 
privada. Por otra parte, los indicadores utilizados en vir-
tud de la Estrategia Europea del Empleo o en el ámbito 
del método de coordinación reforzada de las políticas de 
protección social y lucha contra la pobreza exigen la 
puesta en práctica de medios estadísticos para cuantificar 
los esfuerzos de los Estados Miembros. Las objeciones 
del Gobierno no tienen asidero. Por último, miembros 
trabajadores observan que, según la Comisión de Exper-
tos, sigue sin resolverse la cuestión de la Ley sobre la 
Selección Política, relativa a la discriminación fundada en 
la opinión política. Los miembros trabajadores esperan 
que las disposiciones de la nueva ley estarán en confor-
midad con el Convenio núm. 111. 

El miembro trabajador de la República Checa compartió 
la opinión de la Comisión de Expertos en el sentido de 
que el nuevo Código del Trabajo en forma conjunta con la 
futura ley contra la discriminación podrían restringir en 
forma considerable la protección contra la discriminación 
en el empleo y la ocupación existente en el Código del 
Trabajo anterior. En conformidad con la nueva ley, la 
discriminación directa e indirecta basada en la situación 
familiar o marital, responsabilidades familiares, convic-
ciones políticas o de otro tipo, afiliación a partidos o mo-
vimientos políticos o actividades en partidos o movimien-
tos políticos, y en organizaciones sindicales o de emplea-
dores, no estarán protegidas en forma explícita por la ley. 
La nueva ley tampoco prevé la participación del Estado 
en la protección de las víctimas de discriminación a través 
de la Oficina del Ombudsperson, que es la única institu-
ción disponible para defender tales derechos. El Estado 
sólo proporcionará opiniones, pero no prestará una ayuda 

real a las personas víctimas de la discriminación para 
formular quejas y obtener una reparación. El único medio 
efectivo para obtener justicia será mediante los tribunales 
sin participación alguna de las autoridades estatales. Esto 
es poco satisfactorio y las autoridades estatales pertinen-
tes necesitan tener la posibilidad de disponer de más fa-
cultades incluyendo en lo relativo a la imposición de san-
ciones. 

Recordó que la discriminación sobre la base de opinio-
nes políticas ha existido en la República Checa desde 
1991 bajo la forma de la Ley sobre la Selección Política, 
que establece algunos requisitos políticos para ocupar una 
serie de empleos y ocupaciones, especialmente en la ad-
ministración pública. A pesar de los repetidos llamados 
para que se derogue o enmiende la ley, que fue adoptada 
originalmente como una medida temporal, no ocurrió 
nada y, después del rechazo del Parlamento a una pro-
puesta de derogación de la ley en 2003, la legislación que 
viola las disposiciones del Convenio se ha mantenido 
vigente. Casi 20 años después de la revolución que resta-
bleció la democracia en el país, es tiempo de eliminar la 
Ley, y no solamente de modificar o derogar algunas de 
sus disposiciones. 

El miembro trabajador del Reino Unido recordó que uno 
de los principales objetivos de la actual reestructuración 
paneuropea de la Marcha Mundial contra el Trabajo In-
fantil era fomentar una educación de calidad e incluyente. 
Por ello, la persistente discriminación contra los ocho 
millones de ciudadanos romaníes y sus hijos en Europa 
sigue siendo una importante causa de preocupación y 
constituye una clara violación de los principios estableci-
dos en los convenios fundamentales de la OIT. Precisó 
que el Consejo de Europa ha observado que, a pesar de la 
adopción de algunos programas públicos destinados a 
fomentar la integración, la población romaní en la Repú-
blica Checa y otros países de la región sigue expuesta al 
riesgo de la exclusión social. A comienzos de 2007, el 
Gobierno de la República Checa ha proclamado su com-
promiso de respetar las libertades, los derechos humanos 
y los derechos de las minorías. Ahora bien, ese compro-
miso se ha puesto a prueba con respecto a dos violaciones 
de derechos que se arrastran desde hace mucho tiempo, a 
saber, la esterilización forzosa de las mujeres romaníes y 
la segregación de sus hijos en escuelas especiales. Si bien 
las autoridades checas han reconocido el horror de la este-
rilización forzosa, aunque sin haber dado todavía una res-
puesta adecuada, sigue pendiente la cuestión de la asis-
tencia a la escuela de los niños romaníes. En una senten-
cia pronunciada en noviembre de 2007, el Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos dictaminó que la República 
Checa ha discriminado a los niños romaníes al disponer 
que, basándose en los resultados de pruebas discriminato-
rias, éstos debían asistir habitualmente a escuelas especia-
les para niños con dificultades de aprendizaje, por lo que, 
de hecho, se impide que estos niños pudieran seguir el 
plan de estudios normal en escuelas integradas. Los niños 
romaníes representan la mayoría de los alumnos que asis-
ten a las escuelas especiales. 

El orador hizo hincapié en que la igualdad de oportuni-
dades en la educación era un aspecto esencial de la igual-
dad en materia de empleo y de ocupación. De hecho, hay 
un vínculo indisociable entre la discriminación de que son 
objeto los niños por motivo de su origen étnico y las opor-
tunidades que más tarde tendrán para obtener un trabajo 
decente. A pesar de que en 2005 se ha promulgado una 
nueva legislación sobre educación, todavía no se había 
logrado acabar con la segregación en el sistema educativo 
de la República Checa. Manifestó su esperanza en que, 
sin demora, se dé cumplimiento a la sentencia vinculante 
pronunciada por el Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos. Ello supone que se establezca un clima de confianza 
mutua entre los padres, los niños y las comunidades ro-
maníes, por una parte, y las autoridades escolares, en co-
operación con los sindicatos de maestros, por la otra. La 
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igualdad en los ámbitos del empleo y la ocupación no se 
logrará mientras los niños romaníes no tengan el derecho 
a recibir una educación sin discriminación, en las mismas 
aulas que frecuentan los niños de la mayoría étnica checa. 
En la actualidad, los romaníes constituyen una de las mi-
norías más numerosas y más pobres de Europa. El hecho 
de que esta minoría incluya a los sobrevivientes del inten-
to de genocidio perpetrado entre 1939 y 1945 refuerza la 
obligación moral de garantizar que los ciudadanos roma-
níes y sus hijos disfruten de plena igualdad ante la ley y 
las prácticas en materia de educación, empleo y ocupa-
ción. Por lo que respecta a la Ley sobre Selección Políti-
ca, señaló que entre los que ocuparon altos cargos en el 
régimen anterior se encontraban miembros del Partido 
Comunista u otros que fueron víctimas de las purgas de 
Slanski en la década de 1950 y en la represión de la rebe-
lión de la Primavera de Praga en 1968. Deseaba saber si 
esas personas estaban expuestas a ser víctimas de la Ley 
sobre Selección Política. 

El miembro gubernamental de Eslovaquia señaló la in-
formación útil proporcionada por el representante guber-
namental sobre la aplicación del Convenio núm. 111 en la 
práctica respecto a la legislación antidiscriminatoria. El 
proyecto de ley contra la discriminación que ha sido pre-
sentada al Parlamento junto con el Código del Trabajo 
cumple con las exigencias del Convenio núm. 111. Ade-
más se ha proporcionado información detallada sobre las 
medidas específicas adoptadas y los resultados obtenidos 
en lo que se refiere a la promoción de la igualdad de acce-
so de los hombres y mujeres romaníes al empleo, incluido 
el empleo por cuenta propia y el empleo en la administra-
ción pública. Respecto a los datos relativos a la situación 
de los romaníes en el empleo y ocupación, observó que 
dichos datos no eran compilados de una forma que pueda 
ser considerada como una forma de discriminación. Di-
chas personas se encuentran en una situación de desventa-
ja con respecto al acceso al mercado de trabajo en Eslo-
vaquia y se contienen medidas específicas en la Ley sobre 
el Empleo de Servicios. El representante gubernamental 
describió varios programas y proyectos de asistencia a los 
romaníes para mejorar su acceso al mercado de trabajo, 
todas ellas compatibles con las disposiciones del Conve-
nio núm. 111.  

En relación con la Ley sobre la Selección Política, ma-
nifestó que comprende las razones indicadas por el repre-
sentante gubernamental de la República Checa en este 
aspecto, pero señaló que la correspondiente ley había sido 
abrogada en la República de Eslovaquia.  

La representante gubernamental de la República Checa 
agradeció a los miembros empleador y trabajador por sus 
comentarios, de los que tomó nota cuidadosamente. Indi-
có que su Gobierno proporcionará la información necesa-
ria en su memoria debida en agosto de 2008, y que se 
referirá a algunas de las cuestiones planteadas. La Ley 
contra la Discriminación y el Código del Trabajo, consi-
derados conjuntamente, abarcan todos los motivos de 
discriminación que contempla el Convenio núm. 111. El 
Gobierno asegurará que el sistema legal proporcione un 
nivel adecuado de protección contra la discriminación en 
el empleo y la ocupación, en particular en lo referente al 
funcionamiento de la Oficina del Mediador. Añadió que 
la cuestión de la población romaní es compleja. Aunque la 
atención se ha centrado en ella por un largo tiempo, sólo 
recientemente se ha avanzado hasta llegar a crearse un 
organismo. No obstante, hizo hincapié en que las medidas 
adoptadas últimamente son el resultado de adelantos ante-
riores. A fines del decenio de 1990 se elaboró un plan de 
acción a este respecto. Admitió que las medidas adopta-
das en años anteriores no dieron los resultados esperados. 
Un estudio emprendido en 2006, que ha enfocado la si-
tuación de los romaníes en diversos ámbitos, ha demos-
trado la verdadera naturaleza del problema. A este respec-
to agregó que el Gobierno no busca ocultar los resultados 
del estudio. Es necesario y es posible encontrar una solu-

ción a este complejo problema, empezando por la educa-
ción, y se debe orientar a los profesores acerca del mejor 
modo de relacionarse con niños romaníes. Las actitudes 
enraizadas no pueden modificarse de la noche a la maña-
na. Por último, en lo que atañe a la Ley sobre la Selección 
Política, tomó nota de los comentarios formulados e in-
formará, a ese respecto, sobre la evolución del asunto. 

Los miembros empleadores manifestaron entusiasmo por 
la respuesta del representante gubernamental. Hicieron 
hincapié en que es necesario adoptar una ley contra la 
discriminación y asegurarse de que dicha ley esté en con-
formidad con las disposiciones del Convenio. Las medi-
das adoptadas para abordar la situación de la población 
romaní parecen alentadoras. No obstante, estiman que es 
necesario mejorar la compilación de datos sobre la mate-
ria.  

En cambio, manifestaron su decepción frente a la in-
formación relativa a la Ley sobre la Selección Política, 
señalando que todas las personas que han hecho uso de la 
palabra reconocen que no está en conformidad con el 
Convenio y que en Eslovaquia fue rechazada una ley si-
milar. Como ha transcurrido ya demasiado tiempo instan 
al Gobierno a que reconsidere la situación y adopte las 
medidas necesarias para poner la legislación y la práctica 
de conformidad con las disposiciones del Convenio sobre 
este particular.  

Los miembros trabajadores agradecieron a la represen-
tante gubernamental por las informaciones proporciona-
das. En lo que se refiere a la cuestión de la igualdad de 
oportunidades entre los hombres y mujeres en el empleo, 
debe instarse al Gobierno para que revise el reciente pro-
yecto de ley que prohíbe la discriminación de modo que 
integre las disposiciones del artículo 1, 4) del Código del 
Trabajo anterior, el cual contenía una enumeración de las 
formas de discriminación prohibidas más protectora. De-
be alentarse al Gobierno para que aplique integralmente 
las directivas europeas en materia de discriminación, co-
mo se lo impone el hecho de ser miembro de la Unión 
Europea.  

Aun cuando se encuentra en curso un estudio sobre la 
situación de los romaníes en el país, el Gobierno debe 
tomar todas las medidas posibles para reunir informacio-
nes y estadísticas que permitan establecer un cuadro pre-
ciso de la situación de los romaníes en lo relativo al em-
pleo, en especial en lo que se refiere a su acceso a la edu-
cación de base, formación profesional, empleo, prestacio-
nes por desempleo y sobre las políticas sociales encarga-
das de luchar contra la exclusión social y la pobreza. El 
Gobierno debe también hacer llegar una memoria sobre 
estos puntos a la Comisión de Expertos. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la declaración del representan-
te gubernamental y de la discusión que tuvo lugar a conti-
nuación. La Comisión tomó nota de que el Gobierno señaló 
que un proyecto de ley contra la discriminación se encuentra 
pendiente de aprobación en el Parlamento. El Gobierno 
igualmente facilitó información sobre una serie de progra-
mas e instituciones que se ocupan de la situación de grupos 
excluidos y socialmente vulnerables, incluidos los romaníes. 
En este contexto, el Gobierno señaló que actualmente no hay 
fundamentos legales para la compilación de información con 
respecto al origen étnico. Con respecto a la Ley núm. 451, de 
1991 (Ley sobre la Selección Política), el Gobierno señaló 
que esta Ley tuvo el propósito legítimo de proteger el Estado 
democrático excluyendo que ciertas personas ocupen posi-
ciones de alta jerarquía en la administración pública, sobre 
la base de su participación en grupos de poder durante el 
régimen comunista de 1948 a 1989. 

La Comisión observó que la Comisión de Expertos expre-
só su preocupación de que el nuevo Código del Trabajo (Ley 
núm. 262/2006), si bien de manera general prohíbe todas las 
formas de discriminación en las relaciones de trabajo, no 
contiene una definición de lo que constituye discriminación, 
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de conformidad con el Convenio, lo cual restringiría consi-
derablemente la protección contra la discriminación, que se 
encontraba disponible con la legislación anterior. La Comi-
sión tomó nota de los esfuerzos realizados para la promulga-
ción de una nueva ley contra la discriminación que propor-
cione protección contra la discriminación en el trabajo y 
urgió al Gobierno a que se asegure de que la nueva legisla-
ción aborde todos los aspectos que figuran en el artículo 1, 
1), a) del Convenio, a saber, raza, sexo, color, religión, prefe-
rencia política, origen social y nacional; así como el efectivo 
cumplimiento y supervisión de los mecanismos establecidos. 
La Comisión expresó su preocupación porque el Código del 
Trabajo de 2006 no prevé la protección contra la discrimi-
nación prevista en la legislación anterior, basada en diversos 
aspectos, entre los que se incluyen responsabilidades fami-
liares, situación familiar o estado civil, afiliación o activida-
des en partidos políticos o sindicatos y organizaciones de 
empleadores. La Comisión urgió al Gobierno a realizar con-
sultas con los representantes de las organizaciones de traba-
jadores y empleadores, así como con otras organizaciones 
pertinentes, con relación a estos aspectos adicionales, como 
se halla previsto en el artículo 1, 1), b) del Convenio, con 
miras a mantener el nivel de protección anterior. La Comi-
sión requirió al Gobierno que adoptara la nueva legislación 
sin más demoras y en plena conformidad con el Convenio. 

La Comisión tomó nota de la información proporcionada 
por el Gobierno sobre las medidas adoptadas para promover 
la inclusión social y económica de la población romaní, par-
ticularmente la reciente creación de la Agencia para comba-
tir la exclusión social en las comunidades romaníes. Al tiem-
po que agradeció todos los esfuerzos realizados por el Go-
bierno, la Comisión subrayó que es esencial que las medidas 
adoptadas conduzcan a mejoras objetivamente verificables 
en la práctica en lo que respecta a la situación de los roma-
níes. A este respecto, la Comisión urgió al Gobierno a tomar 
medidas para desarrollar la mejora de los medios para eva-
luar y supervisar la situación de la población romaní en el 
empleo, ocupación y desocupación, en particular mediante la 
compilación y análisis de información adecuada. La Comi-
sión solicitó al Gobierno que adopte nuevas medidas para 
promover y asegurar el acceso de los romaníes a la educa-
ción, formación profesional, empleo y ocupación. 

Respecto a la Ley sobre la Selección Política, la Comisión 
observó que tanto el Consejo de Administración, en dos in-
formes aprobados en 1992 y 1995 en relación con las recla-
maciones en virtud del artículo 24 de la Constitución de la 
OIT, relativa a la aplicación del Convenio por Checoslova-
quia y la República Checa, respectivamente, así como la 
Comisión de Expertos a lo largo de muchos años, hicieron un 
llamamiento al Gobierno para modificar o derogar ciertas 
disposiciones de la Ley sobre la Selección Política, que cons-
tituyen una discriminación sobre la base de opiniones políti-
cas, lo cual es contrario al Convenio. La Comisión toma nota 
de las explicaciones del Gobierno en cuanto al propósito 
original de la Ley en el contexto de la creación de un Estado 
democrático. Sin embargo, lamentó que planes previos para 
derogar la Ley no hayan sido cumplidos y que el Gobierno 
haya reafirmado que la Ley no contraviene el Convenio. La 
Comisión instó firmemente al Gobierno a poner su legisla-
ción de conformidad con el Convenio sin más demoras, de 
acuerdo con sus obligaciones, teniendo en cuenta las conclu-
siones y recomendaciones pertinentes del Consejo de Admi-
nistración y las observaciones de la Comisión de Expertos. 

La Comisión solicitó al Gobierno que proporcione infor-
mación en su memoria prevista para el año 2008 con arreglo 
a su obligación establecida en el artículo 22 de la Constitu-
ción de la OIT sobre las medidas adoptadas par enmendar o 
derogar la Ley sobre la Selección Política, así como informa-
ción sobre la aplicación práctica de la misma, luego de casi 
20 años de la Revolución de Terciopelo de 1989. La Comi-
sión solicitó además al Gobierno que comunique en su me-
moria información sobre los asuntos abordados por esta 
Comisión y la Comisión de Expertos con relación a la legis-

lación contra la discriminación y las medidas tomadas para 
abordar la exclusión y la discriminación contra la población 
romaní, incluidos los resultados obtenidos con dichas accio-
nes y la información compilada. 

REPÚBLICA DOMINICANA (ratificación: 1964) 
Un representante gubernamental agradeció la oportuni-

dad de poder profundizar y clarificar ciertos puntos sobre 
la aplicación del Convenio núm. 111 por su país. Señaló 
que trataría de marcar un hito en el camino que transita la 
República Dominicana para tratar de dejar atrás errores y 
cualquier deficiencia en materia legislativa y abrirse a un 
futuro institucional acorde a las mejores prácticas interna-
cionales en la materia. 

La República Dominicana ha realizado ingentes esfuer-
zos para cumplir de manera celosa y transparente con las 
obligaciones establecidas en el Convenio y tiene la firme 
voluntad de desterrar toda violación inadvertida o invo-
luntaria de los compromisos asumidos con la OIT. Prueba 
de esto es que las observaciones críticas que constan en el 
informe de la Comisión de Expertos no proceden ni en-
cuentran sustento en el sector sindical nacional. 

Respecto de los alegatos presentados por la Confedera-
ción Sindical Internacional (CSI) en relación con la de-
tención y deportación por la policía nacional y/o ejército 
dominicano por motivo de color, expresó que éstos no 
tienen facultades para repatriar ciudadanos de otras na-
cionalidades en virtud de la legislación migratoria (ley 
núm. 285 de 15 de agosto de 2004). Es una atribución de 
la Dirección General de Migración y sus inspectores. Si la 
policía o el ejército lo hicieran sería ilegal y sancionable. 
Indicó que los alegatos hacen referencia también a la repa-
triación de 2.000 personas de nacionalidad haitiana, e in-
cluso de dominicanos confundidos con haitianos, por el 
color de la piel. Explicó que su país está compuesto en un 
80 por ciento por negros o mestizos y que esto se refleja en 
todos los poderes del Estado y en todos los estratos de la 
sociedad, por lo que sería imposible una repatriación, aún 
equívoca, simplemente basada en el color de la piel. Expli-
có que todo ciudadano dominicano a partir de los 16 años 
obtiene un documento de identidad y que si por casualidad 
se lo detuviera por el color de la piel, bastaría que presente 
su documento para identificarse. En consecuencia, conside-
ró que la denuncia carece de veracidad y que quedaba des-
cartada tanto en el derecho como en los hechos. 

Explicó que, como país libre y soberano, tiene una ley 
migratoria que en los artículos 6 y 12 dispone que los 
extranjeros ilegales serán excluidos del territorio nacional 
y que esa situación sería ilegal cuando no pudieran probar 
su situación migratoria. También indicó que el Código del 
Trabajo de 1992, redactado con el concurso de la OIT, 
prohíbe la discriminación por diversos motivos entre los 
que están todos los motivos cubiertos por el convenio. 

En el terreno práctico, informó que la Secretaría de Es-
tado del Trabajo en los últimos cinco años ha realizado 
actividades a fin de capacitar los efectivos del sistema 
nacional de inspección sobre la discriminación. En 2007 
se impartieron 13 talleres y en lo que va de 2008 ya se 
han realizado seis con la participación de empleadores y 
de trabajadores. Esta medida tiene como objeto no sólo la 
promoción de las disposiciones del Convenio, sino tam-
bién la sensibilización de la población de todos los secto-
res sociales. Se refirió en particular a las campañas de 
promoción, divulgación y cumplimiento de la normativa 
laboral en las zonas agrícolas, realizadas por los inspecto-
res del trabajo. La Secretaría de Estado del Trabajo invir-
tió una gran suma en la ejecución de dicho programa. 

Además, indicó que la Secretaría de Estado del Trabajo, 
en coordinación con la Dirección General de Migraciones 
y la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores, adoptó 
las siguientes medidas en relación con el Convenio núm. 
111 y los comentarios de la Comisión de Expertos: 1) la 
depuración de los posibles retornados migrantes, a fin de 
determinar su identidad y situación migratoria; 2) la 
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prohibición estricta del retorno de los nacionales haitianos 
indocumentados los fines de semana, los días feriados y 
durante la noche; 3) el mejoramiento de los buses para el 
retorno de los ciudadanos haitianos indocumentados; 4) el 
no retorno a su país de origen a los nacionales haitianos 
indocumentados que tienen salarios o demandas laborales 
pendientes; 5) no se retornan menores de edad si no están 
acompañados por sus padres y pertenencias; 6) se garanti-
za alimentación durante el proceso de depuración y se les 
entrega moneda haitiana para su traslado; 7) se garantiza 
que durante el recorrido de retorno, los migrantes en si-
tuación ilegal tengan acompañamiento médico y paramé-
dico; 8) se está concluyendo el reglamento para la aplica-
ción de la nueva ley general de migración y el posterior 
establecimiento de un plan nacional para regular la condi-
ción de los extranjeros, y 9) por decisión de la Corte Su-
prema, fue eliminada la fianza en materia laboral, que 
previamente debía depositar todo extranjero en los tribu-
nales. 

En cuanto a la promoción y garantía de aplicación del 
Convenio sin discriminación por motivo de sexo, indicó 
que la Secretaría de Estado del Trabajo creó la oficina 
encargada de trazar las políticas de género en materia 
laboral. Asimismo, con fondos del proyecto «cumple y 
gana», se han realizado seminarios y cursos sobre la nor-
mativa nacional e internacional en materia de género y 
trabajo. Se diseñó una campaña de divulgación y promo-
ción sobre el tema y la Oficina de Género, dirigida por 
una Subsecretaria de Estado del Trabajo, sometió al Con-
sejo Consultivo del Trabajo un proyecto de modificación 
del Código del Trabajo para mejorar la legislación laboral 
en el tema de los exámenes médicos previos al empleo y 
durante el empleo. 

Las eventuales denuncias o situaciones que puedan con-
siderarse discriminatorias por cuestiones de género son 
canalizadas por el Departamento Nacional de Inspección 
del Trabajo. Cuatro representantes locales del trabajo con 
rango de inspectoras del trabajo recibieron un diplomado 
superior sobre género y discriminación. En lo relativo al 
acoso sexual, indicó que no se habían presentado casos 
considerables sobre acoso sexual, pero que se estaba mo-
dificando el Código del Trabajo para que el acoso sexual 
sea sancionado penalmente y que la sanción se considere 
como muy grave. En materia de igualdad entre hombres y 
mujeres, la Secretaría impartió 15 talleres sobre los Con-
venios núms. 100 y 111 en 2007. 

Respecto de los trabajadores y trabajadoras que viven 
con VIH, indicó que en su país la práctica de realizar prue-
bas de VIH es voluntaria y que la legislación dominicana 
prohíbe la realización de pruebas de VIH como condición 
para obtener o permanecer en un puesto de trabajo o em-
pleo. Esta prohibición rige no sólo en las zonas francas de 
exportación y en la industria del turismo, sino en todas las 
empresas registradas en la Secretaría de Estado de Trabajo. 
Dicha Secretaría tiene en todo el territorio de su país 38 
representaciones locales de trabajo y 199 inspectores. En 
2007 la inspección del trabajo realizó 79.484 visitas y en 
lo que va de 2008 realizó 34.852 visitas y no se han regis-
trado denuncias por discriminación por razón de VIH. En 
la sede principal de la Secretaría se creó la Unidad Técni-
co Laboral de atención integral (VIH/SIDA), la cual tiene 
por objeto recibir denuncias por este motivo y no ha reci-
bido ninguna. Esa Unidad trabaja de manera conjunta con 
el Departamento de Higiene y Seguridad de la misma 
Secretaría, la cual realiza un monitoreo constante a través 
de los Comités de Higiene y Seguridad en las empresas 
registradas. En 2007 se crearon unos 1.364 Comités de 
Higiene y Seguridad en las empresas de manera tripartita. 
Durante 2007 y lo que va de 2008 el Departamento de 
Higiene y Seguridad ha realizado 32 talleres en los luga-
res donde existe la mayor concentración de zonas francas 
de exportación y ha participado la Oficina Subregional de 
la OIT. También se efectuaron talleres denominados 
«VIH/SIDA y relaciones de trabajo» dirigidos a sensibili-

zar y capacitar a funcionarios de mandos altos y medios 
de la Secretaría en lo relativo a derechos sexuales y re-
productivos, estigma y discriminación, VIH y SIDA en 
concordancia con la ley 55-93 sobre SIDA. Su artículo 12 
establece que la Secretaría de Estado del Trabajo, en 
coordinación con las centrales sindicales, llevarán adelan-
te tareas de información sobre prevención y transmisión 
entre empleados y empleadores en todas las empresas 
públicas y privadas. 

Concluyó afirmando que en la República Dominicana 
se realizan esfuerzos tangibles para poner la legislación en 
conformidad con las normas de la OIT, basándose en el 
diálogo social y el tripartismo, piedra angular en el forta-
lecimiento de la democracia y el respeto de los valores 
humanos. 

Los miembros empleadores agradecieron al representante 
gubernamental la información proporcionada. Recordaron 
que el Convenio núm. 111 es un convenio promocional, 
que requiere que los países ratificantes adopten y apliquen 
plenamente políticas que permitan hacer frente a las di-
versas formas de discriminación, con miras a su elimina-
ción. De acuerdo con la observación formulada por la 
Comisión de Expertos, desde muchos puntos de vista, este 
caso se encuentra en la misma situación que cuando se 
discutió por última vez, en 2004. 

La primera cuestión planteada por la Comisión de Ex-
pertos se refiere a la discriminación por motivos de color, 
raza y ascendencia nacional, y en particular a la detención 
y deportación de los nacionales de Haití por la policía, el 
ejército o los funcionarios de inmigración. La última vez 
en que se había debatido este caso, pidió al Gobierno que 
investigue las denuncias en este sentido. Sin embargo, el 
Gobierno aún no ha proporcionado información sobre este 
punto, si bien el representante gubernamental se ha referi-
do a las campañas de sensibilización y a las medidas 
adoptadas por los servicios de inspección del trabajo. 

La observación de la Comisión de Expertos remite al 
informe del experto independiente de las Naciones Unidas 
sobre la situación de los derechos humanos en Haití, se-
gún el cual las deportaciones representan una violación 
por parte del Gobierno de la legislación sobre inmigración 
(ley núm. 95 y reglamento núm. 275) y del acuerdo a que 
llegaron los Gobiernos de la República Dominicana y 
Haití en 1999. Los miembros empleadores señalaron que 
el Gobierno había ofrecido una cierta cantidad de infor-
mación en respuesta a la petición de la Comisión de Ex-
pertos para que se le enviaran datos sobre la prevención y 
eliminación de la discriminación en este sentido. 

La segunda cuestión planteada por la Comisión de Ex-
pertos se refería a la discriminación por razón de sexo, 
que adopta sobre todo la forma de pruebas obligatorias de 
embarazo y del acoso sexual. La Comisión de Expertos 
pidió al Gobierno que tome medidas proactivas para tipi-
ficar en el derecho penal los actos de acoso sexual y 
prohibir las pruebas de embarazo como condición para el 
empleo. El representante gubernamental indicó que los 
actos de acoso sexual serán tipificados como delito, pero 
al parecer no se refirió a las pruebas de embarazo obliga-
torias. 

La tercera cuestión planteada por la Comisión de Ex-
pertos se refiere a las pruebas de detección del VIH como 
condición para el empleo. El representante gubernamental 
había hecho referencia a una serie de medidas a este res-
pecto, incluida la inspección del trabajo. 

Los miembros empleadores indicaron que el caso es in-
usual ya que tiene que ver con la política de migración 
entre dos países vecinos, uno de los cuales se cuenta entre 
los más pobres del mundo. Ello quiere decir que existe la 
posibilidad de que un país saque ventajas indebidas de los 
ciudadanos de otro país. Se ha pedido al Gobierno que 
vele por la aplicación efectiva del Convenio, mediante la 
eliminación de la discriminación en todas sus formas. Por 
todo ello, el caso está intrínsecamente relacionado con la 
migración, tanto legal como ilegal, entre los dos países 
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que ocupan la misma isla, y la prevención de la discrimi-
nación tendrá como consecuencia la protección de los 
derechos de las personas afectadas. Aunque se han regis-
trado algunas mejoras, el Gobierno tendrá que permanecer 
vigilante en vista de las dificultades propias de esta situa-
ción. 

Los miembros trabajadores recordaron que el presente 
caso trata de la cuestión de la discriminación fundada en el 
color de la piel, la raza y la ascendencia nacional, la relativa 
a los haitianos, y la cuestión de las pruebas de detección del 
VIH y los casos de embarazo.  

Subrayan que más allá de la cuestión relativa a la armoni-
zación de la legislación nacional con los principios del Con-
venio núm. 111, es necesario sobre todo invitar al Gobierno 
a que lleve a cabo actividades de sensibilización y de infor-
mación sobre el contenido del mencionado convenio, por-
que de lo contrario ese instrumento seguirá siendo letra 
muerta.  

En el informe periódico de las Naciones Unidas presen-
tado ante el Comité para la Eliminación de la Discrimina-
ción Racial, se indica que la población del país asciende a 
8,2 millones de habitantes, el 80 por ciento de los cuales 
son de raza negra y el 20 por ciento restante mestizos. Se 
encuentra en el país aproximadamente un millón de traba-
jadores haitianos sin tener necesariamente un estatuto 
legal y no se inscribe a sus hijos nacidos durante su estan-
cia, un hecho que agrava las consecuencias nefastas vin-
culadas a la clandestinidad. Los haitianos ocupan diversos 
empleos en los sectores de la construcción, de la agricul-
tura, el servicio doméstico y en el sector informal. En 
principio, todos los trabajadores, nacionales o extranjeros, 
gozan de los mismos derechos en cuanto al acceso a la 
salud, educación, atención médica de la maternidad e in-
tegración al mercado de trabajo. Al parecer, el Gobierno 
realiza esfuerzos para cumplir los compromisos asumidos. 
En efecto, se ha creado la Oficina de igualdad de género, 
que recibe las quejas presentadas por discriminación por 
motivos de sexo y está encargada de la protección de los 
derechos de la mujer en el lugar de trabajo. Por lo que 
respecta a la protección de la maternidad, se ha llevado a 
cabo una campaña de sensibilización acerca de la prohibi-
ción de realizar pruebas de embarazo como condición de 
acceso al empleo. A través de un comunicado oficial se ha 
informado sobre la prohibición de imponer pruebas de 
detección del VIH/SIDA antes de contratar a un trabaja-
dor, y se estableció un servicio de asistencia jurídica gra-
tuita para los trabajadores que estimen ser víctimas de 
discriminación en el lugar de trabajo, debido a su seropo-
sitividad. Sin embargo, la promulgación de una legisla-
ción no es suficiente, ya que, como lo indica la Comisión 
de Expertos la ley se aplica a los ciudadanos dominicanos 
y en numerosos casos, los trabajadores haitianos no se 
consideran ciudadanos sino como residentes ilegales.  

Las dificultades reales son más bien de orden práctico. Se 
relacionan con la posibilidad de que los trabajadores vícti-
mas de comportamientos discriminatorios sepan que pue-
den presentar denuncias, osen presentarlas y tengan pleno 
acceso a los procedimientos judiciales. La aplicación de la 
ley es al parecer, muy diferente según el tamaño de la em-
presa, del sector de actividad y de la presencia sindical en 
la empresa. Para poner término a las violaciones del Con-
venio núm. 111, los miembros trabajadores propusieron las 
medidas siguientes: proporcionar información sobre las 
leyes vigentes en materia de discriminación y del carácter 
inaceptable de su violación, no solamente a los trabajadores 
sino a toda la sociedad; suministrar esta información lo más 
rápidamente posible a los niños y adolescentes y garantizar 
que la información sea accesible; la información deberá 
implicar a los docentes, los empleadores, los trabajadores y 
los funcionarios, así como a los inspectores del trabajo y a 
los magistrados; establecer oficinas de información accesi-
bles a los trabajadores, donde se los reciba con absoluta 
confidencialidad; ayudar a los trabajadores víctimas de 
discriminación a presentar denuncias a través de esas ofici-

nas; adoptar medidas de orden legislativo en beneficio de 
los trabajadores para facilitarles la carga de la prueba res-
pecto de comportamientos discriminatorios de los que son 
víctimas y para protegerlos contra los riesgos de despidos 
que se consideren medidas de represalia. Este conjunto de 
medidas debería ponerse en práctica con la asistencia técni-
ca de la OIT. 

El miembro trabajador de la República Dominicana con-
sideró muy importante que los actores sociales y el Go-
bierno den inicio a una gran campaña a nivel nacional en 
favor del Convenio núm. 111 de la OIT. Rechazó y la-
mentó que se viole este importante Convenio. 

En cuanto a las violaciones a la ley sobre VIH/SIDA, el 
acoso sexual y a la prueba de embarazo para obtener un 
trabajo, por lo general éstas ocurren en empresas donde 
no existen organizaciones sindicales. Los trabajadores no 
hacen denuncias en muchas ocasiones por temor y por 
desconocimiento de sus derechos. Señaló que es una pre-
ocupación permanente del Consejo Consultivo de Traba-
jo, la aplicación plena de este Convenio, así como del 
Convenio núm. 87 y demás convenios y recomendaciones 
de la OIT. 

Respecto de actividades de sensibilización sobre el con-
tenido del convenio, indicó que en febrero de este año se 
acordó la implementación de un importante programa con 
el Consejo Presidencial del SIDA y el Banco Mundial, 
donde fueron abordados los temas del VIH/SIDA, acoso 
sexual y las pruebas del embarazo. 

En cuanto a la situación de los trabajadores haitianos, 
indicó que la Confederación Autónoma Sindical Clasista 
(CASC) desde hace más de tres décadas trabaja con la 
organización de trabajadores haitianos en la República 
Dominicana, en colaboración con la Confederación de 
Trabajadores Haitianos (CTH). El Movimiento Sociocul-
tural de Trabajadores Haitianos (Moschta) y la organiza-
ción «El Buen Pastor», son filiales de la CASC, lo que 
prueba de manera contundente el compromiso de su sin-
dicato en la organización y defensa de los derechos de los 
trabajadores inmigrantes haitianos en la República Domi-
nicana. 

Indicó que su organización es consciente de la proble-
mática de los trabajadores migrantes haitianos y que cada 
día hay más trabajadores haitianos en situación ilegal, que 
buscan trabajo, salud, educación, etc. Son miles los que 
trabajan en el sector de la construcción, la economía in-
formal, en las labores agrícolas y en otros sectores, que no 
reciben en muchas ocasiones los salarios adecuados, ni 
gozan de las prerrogativas de la ley, por no estar en situa-
ción regular. Expresó que su país necesita encontrar solu-
ciones a este gran problema de la inmigración ilegal y 
seguir haciendo los esfuerzos necesarios para aplicar la 
ley y evitar todo tipo de discriminación e injusticia. Indicó 
que realizan grandes esfuerzos en tareas de formación, 
principalmente con sus afiliados haitianos y dominicanos, 
y con la población en general, para lograr una mayor sen-
sibilización e integración social. 

Solicitó a la OIT, a los Estados y a las organizaciones 
de trabajadores y empleadores, y en particular a la CSI-
CSA (Organización Regional Para las Américas), que 
proporcionen urgentemente cooperación para llegar a una 
solución a corto, mediano y largo plazo, a la situación del 
pueblo de Haití, el país más pobre de las Américas. Sub-
rayó que no se debía dejar sola a la República Dominica-
na en este gran desafío, teniendo en cuenta que también es 
un país donde más del 50 por ciento de la población está 
en el umbral de la pobreza. 

La miembro gubernamental de Cuba señaló que había 
estudiado con atención la observación de la Comisión de 
Expertos y agradeció al representante gubernamental las 
informaciones presentadas. Manifestó que la observación 
de la Comisión de Expertos está basada en comentarios de 
la CSI que no han sido objeto de comprobaciones ni de 
respuestas del Gobierno a la Comisión de Expertos. La 
oradora agradeció al Gobierno por las informaciones pre-
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sentadas sobre los esfuerzos que despliega para poner en 
práctica los principios del Convenio. En esta situación 
parecería más apropiado, a los efectos de poder evaluar 
sobre la base de datos confiables, que el Gobierno envíe 
la memorias correspondientes al Convenio núm. 111, para 
que sean examinadas por la Comisión de Expertos. 

En cuanto a la situación de los trabajadores haitianos, 
supuestamente deportados a su país, recordó que Haití es 
uno de los países más pobres del planeta y más necesita-
dos de la ayuda internacional, y es urgente que esa ayuda 
llegue a ese país. Por otro lado, también es necesario re-
conocer que la República Dominicana es un país en desa-
rrollo que no escapa a las dificultades económicas y so-
ciales que se agudizan con los efectos más negativos de la 
globalización. Insistió en que se trata de un caso suma-
mente complejo y que la Comisión no cuenta con todos 
los elementos necesarios para hacer una evaluación equi-
librada, por lo que procedería solicitar mayor información 
al Gobierno para que la situación sea evaluada por la Co-
misión de Expertos. 

El representante gubernamental de la República Domini-
cana indicó, en relación con el tema de las deportaciones, 
que es necesario aclarar que el Convenio núm. 111 no se 
refiere a temas migratorios. No existe una política del 
Estado para discriminar a los trabajadores migrantes. Las 
autoridades competentes toman medidas para aplicar las 
sanciones previstas en la legislación ante denuncias sobre 
violaciones del Convenio. La República Dominicana en-
frenta una fuerte presión migratoria, en particular de parte 
de trabajadores de Haití, y en ese contexto se han tomado 
medidas respetuosas de los derechos humanos y de las 
reglas de repatriaciones recíprocas. Afirmó que las repa-
triaciones que se han producido están relacionadas con 
situaciones de trabajadores migrantes en situación irregu-
lar en el país y no por motivos de discriminación racial o 
de nacionalidad.  

En cuanto a la cuestión del acoso sexual, informó que 
son muy pocos los casos que se denuncian ante la autori-
dad judicial. Esto puede ser consecuencia del temor de las 
personas afectadas a sufrir represalias o presiones indebi-
das. El Gobierno realiza esfuerzos sistemáticos para erra-
dicar esa percepción. Sin embargo, cada vez que un atro-
pello de este tipo se denuncia, las autoridades tratan de 
investigar el caso y darle una solución definitiva y trans-
parente. No obstante, es indudable que en medio de una 
población de más de 9 millones de personas puede haber 
quienes acosen sexualmente y no faltan los inescrupulo-
sos y abusadores que se aprovechan de la vulnerabilidad 
de un inmigrante. Subrayó que es importante aclarar que 
el Estado no permite la impunidad de estos hechos.  

En lo que respecta a las pruebas de VIH, indicó que se 
procederá de inmediato, no ya a revisar la normativa que 
se sigue en el país, pues esa normativa está fijada de 
acuerdo a las mejores prácticas del ONUSIDA, institución 
que viene asesorando en ese punto, sino a velar gracias al 
organismo gubernamental denominado Consejo Presiden-
cial para el Sida (COPRESIDA), y toda una red de ONG 
especialistas en salud y en SIDA en particular, que lo se-
cundan, para que dicha normativa se cumpla en todos los 
casos. Por ello agradeció los comentarios y aseguró que 
entre ONUSIDA y las instituciones gubernamentales y 
sociales se seguirá velando por el más irrestricto respeto 
de los derechos de todos y de todas a la salud y a la confi-
dencialidad. 

En lo relativo a los comentarios y las afirmaciones 
hechas en torno al Informe del Relator Especial, indicó 
que la mejor prueba de buena voluntad y de deseo de su-
peración, de progreso y de mejora de la sociedad domini-
cana y su Gobierno en el campo de los derechos humanos, 
es que fue el Gobierno el que invitó al Relator Especial de 
las Naciones Unidas sobre las formas contemporáneas de 
racismo, discriminación racial, xenofobia y formas co-
nexas de intolerancia y a la Experta Independiente en 
cuestiones de las minorías a que realizaran la visita al 

país. No se tenía en aquel momento, ni ahora nada que 
ocultar. El informe fue conocido y comentado en Ginebra 
la última semana de marzo. Pero debe tenerse en cuenta 
que escasas semanas más tarde, a mediados de mayo, se 
celebraron elecciones presidenciales en el país, motivo 
por el cual es en junio que el Gobierno, en consulta con 
los sectores sociales, laborales y empleadores del país, 
analiza los detalles del informe para decidir las estrategias 
y los programas que serán emprendidos en función de las 
recomendaciones y los consejos contenidos en el informe. 
Señaló que, por esa razón, no se puede adelantar durante 
el día de hoy a informar de aquello que precisamente en 
estos días está siendo analizado. Aseguró por último que 
el Informe del Relator Especial no incluye ningún punto, 
ni ninguna observación, ni ninguna denuncia que concier-
na de manera específica algún punto de derecho o asunto 
laboral. 

Los miembros empleadores agradecieron al representante 
gubernamental por la información adicional proporciona-
da. Observaron que la cuestión de la discriminación es 
una de las más difíciles en toda sociedad. Se requiere una 
variedad de estrategias, que incluyen la sensibilización, 
un sistema de denuncias y servicios eficaces de inspec-
ción del trabajo. Recordó que el Convenio núm. 111 es un 
instrumento promocional que crea una obligación conti-
nua para adoptar las medidas para la eliminación de la 
discriminación. En el caso presente, la tarea se ha compli-
cado debido a la implicación de la migración. En vista de 
la articulación entre migración y discriminación en el 
presente caso, la asistencia técnica de la OIT sería valiosa. 

Los miembros trabajadores indicaron que se han adop-
tado las medidas relativas a la eliminación de la discrimi-
nación en el empleo, en conformidad a lo dispuesto en el 
Convenio núm. 111. Sin embargo, es inaceptable que és-
tas no hayan sido aplicadas en forma efectiva. Las obser-
vaciones de la Confederación Sindical Internacional (CSI) 
y de la AFL-CIO se basan en comprobaciones y en ele-
mentos objetivos, lo que ha sido reconocido por la Comi-
sión de Expertos. En la presentación introductiva del caso, 
los miembros trabajadores propusieron sugerencias con-
cretas y simples que podrían inspirar, no sólo al Gobierno, 
sino también a los empleadores y trabajadores para que 
puedan trabajar conjuntamente para un cambio en las 
mentalidades. Además, el hecho de que se presenten muy 
pocas quejas no es en sí mismo significativo pues, de 
hecho, es necesario que los trabajadores puedan atreverse 
a presentar quejas. Finalmente, los miembros trabajadores 
señalaron que la asistencia técnica de la OIT sería muy 
útil para ayudar al desarrollo de las capacidades de todos 
los interlocutores en el terreno. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la declaración del representan-
te gubernamental y de la discusión que tuvo lugar a conti-
nuación. La Comisión observó que en este caso se trató sobre 
la discriminación en la práctica contra trabajadores migran-
tes haitianos y trabajadores de piel oscura de la República 
Dominicana, sobre la base de la raza, color y ascendencia 
nacional; la protección de las mujeres contra la discrimina-
ción y el acoso sexual; así como denuncias relativas a prue-
bas involuntarias de detección de VIH. 

La Comisión tomó nota de la información facilitada por el 
Gobierno en relación con las actividades llevadas a cabo, 
incluidos seminarios de formación, para sensibilizar a los 
trabajadores, empleadores e inspectores del trabajo sobre la 
legislación contra la discriminación y las iniciativas legislati-
vas para penalizar el acoso sexual. Tomó nota de la informa-
ción sobre la creación de instituciones para hacer frente a los 
problemas de discriminación, tales como la Oficina para la 
Igualdad de Género y la Unidad Técnica de VIH en el marco 
del Servicio de Inspección del Trabajo. El Gobierno indicó 
que las pruebas involuntarias de VIH están prohibidas en 
todas las empresas. Manifestó que se realizaron inspecciones 
regulares y que ningún caso concerniente a discriminación 
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fue denunciado. Con respecto a la deportación de trabajado-
res migrantes haitianos a la que hizo referencia la observa-
ción de la Comisión de Expertos, el Gobierno indicó que las 
mismas fueron practicadas de acuerdo a las existentes políti-
cas migratorias del Estado y que las mismas no se basaron 
en la raza, color o ascendencia nacional de los trabajadores 
en cuestión. 

La Comisión acogió con satisfacción las actividades de 
formación y de sensibilización realizadas por el Gobierno. 
Sin embargo, la Comisión expresó su preocupación porque 
las inspecciones del trabajo realizadas aparentemente no 
identificaron casos de discriminación en el empleo y ocupa-
ción. La Comisión observó que esta situación plantea cues-
tiones sobre la eficacia de la legislación existente y los meca-
nismos de denuncia para encarar tal discriminación. La 
Comisión consecuentemente solicitó al Gobierno que tome 
medidas adicionales en estrecha colaboración y coordinación 
con las organizaciones de trabajadores y empleadores para 
reforzar la protección contra la discriminación en el empleo 
y la ocupación, tanto en la legislación como en la práctica. 
La Comisión consideró particularmente importante asegu-
rar que los mecanismos de denuncias sean efectivos y accesi-
bles a todos los trabajadores, en particular para los hombres 
y mujeres que trabajan en empresas donde no existen sindi-
catos. Instó al Gobierno que garantice a los trabajadores 
protección contra las represalias por presentar estas denun-
cias, así como el libre acceso a la justicia. 

La Comisión solicitó al Gobierno hacer frente a la articu-
lación entre inmigración y discriminación. A este respecto, 
requirió al Gobierno que asegure que las políticas y la legis-
lación sobre inmigración, así como su implementación, no 
resulten discriminación basada en la raza, color o ascenden-
cia nacional, lo cual es contrario al Convenio. La Comisión 
observó que todos los trabajadores migrantes, incluidos 
aquellos en situación irregular, deben estar protegidos co-
ntra la discriminación en el empleo y la ocupación. En este 
contexto, la Comisión tomó nota del anuncio realizado por el 
Gobierno sobre la creación de un comité tripartito para dar 
seguimiento a las recomendaciones hechas por el Relator 
Especial de las Naciones Unidas sobre las formas contempo-
ráneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas 
conexas de intolerancia y la Experta independiente en cues-
tiones de minorías luego de su visita realizada al país en oc-
tubre de 2007. La Comisión expresó la esperanza de que el 
Gobierno se encuentre próximamente en posición de infor-
mar sobre las medidas adoptadas para dar seguimiento a 
dichas recomendaciones.  

La Comisión lamentó que la última memoria del Gobierno 
según el artículo 22 de la Constitución de la OIT no facilita-
ra información completa en respuesta a las observaciones de 
la Comisión de Expertos, incluyendo información sobre las 
medidas adoptadas para investigar las denuncias sobre dis-
criminación. Consecuentemente, instó al Gobierno a propor-
cionar respuestas completas a la Comisión de Expertos en su 
memoria de 2008, así como información sobre todas las cues-
tiones planteadas por esta Comisión. La Comisión alentó al 
Gobierno a que solicite asistencia técnica a la OIT con miras 
a reforzar la aplicación del Convenio en la legislación y en la 
práctica. 

REPÚBLICA ISLÁMICA DEL IRÁN (ratificación: 1964) 
Un representante gubernamental indicó que la legisla-

ción y regulaciones existentes, como el artículo 101 del 
Cuarto Plan Quinquenal de Desarrollo Económico, Social 
y Cultural estableció los fundamentos para cumplir con 
las aspiraciones del Convenio. El Gobierno se comprome-
tió a proporcionar a mediano plazo una evaluación de las 
medidas adoptadas para armonizar la largamente contro-
vertida legislación y la práctica con los convenios de la 
OIT. Una memoria más detallada que contenga hechos y 
cifras desglosados por género, y minorías étnicas y reli-
giosas cuando sea pertinente, será presentada a la Comi-
sión de Expertos. El Gobierno está supervisando atenta-

mente su desarrollo para asegurar el debido cumplimiento 
de su compromiso hacia el final del año 2010. 

La Carta de Derechos de Ciudadanía prevista en el Plan 
de desarrollo fue aprobada por el Parlamento en 2007 y se 
solicitó al Gobierno que aplique plenamente con sus dis-
posiciones. En una decisión reciente tomada por la máxi-
ma autoridad del Poder Judicial, muchos jueces fueron 
inhabilitados y destituidos por considerar que ignoraron y 
violaron derechos de la ciudadanía, incluyendo los dere-
chos de las mujeres y de las minorías. 

Con respecto a la aplicación del artículo 101 del Cuarto 
Plan elaborado por los interlocutores sociales en el marco 
del Plan nacional para el desarrollo de un trabajo decente 
(PNTD) en mayo de 2005, el Gobierno, los interlocutores 
sociales y otros interesados celebraron reuniones regula-
res para sondear y supervisar su debida implementación 
destinada a asegurar a todos los ciudadanos iraníes, sin 
discriminación, el acceso al trabajo y a la vida decente. 
Según el PNTD, para 2007, se identificaron 54 indicado-
res operacionales de trabajo decente, divididos en cuatro 
categorías principales. El párrafo a) del artículo 101 del 
Plan de desarrollo se centra en los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo, incluyendo libertad sindical, 
protección de derechos laborales, buenas relaciones labo-
rales, derecho de sindicación y negociación colectiva, 
igualdad de remuneración para hombres y mujeres por un 
trabajo de igual valor, eliminación de las peores formas de 
trabajo infantil, salario decente y, por último pero no me-
nos importante, la no discriminación en el empleo y la 
ocupación. 

El artículo 38 del Código del Trabajo prevé que para 
igual trabajo realizado en iguales condiciones de trabajo, 
los trabajadores, independientemente de su sexo, deben 
recibir igual remuneración. Además, se prohíbe toda dis-
criminación en la fijación de los salarios basada en la 
edad, raza, origen étnico o creencias sociales y religiosas. 
Un total de 141.968 inspecciones periódicas y 234.225 
inspecciones sin previo aviso fueron realizadas para ase-
gurar el debido cumplimiento de la legislación entre mar-
zo de 2006 y marzo de 2007. Ninguna discriminación 
sobre la base del salario fue advertida.  

El Viceministro de Relaciones Laborales es responsable 
de la supervisión de una circular presidencial pidiendo 
garantías para el igual acceso de las mujeres y minorías 
religiosas a oportunidades de trabajo. Una de las metas 
más importantes del artículo 101 para asegurar la exten-
sión indiscriminada e igualitaria de la protección social a 
todos fue asegurar el acceso igualitario de las mujeres a 
las oportunidades de empleo mediante programas de for-
talecimiento de los derechos de la mujer. Se crearon dos 
fondos estatales para proveer subvenciones financieras a 
las mujeres empresarias y a las mujeres que son jefas del 
hogar. 

El Gobierno celebró cinco diferentes seminarios a nivel 
provincial en los últimos dos años, para mejorar la sensi-
bilización, el acceso y el cumplimiento de los derechos de 
igualdad y no discriminación de las mujeres, y estableció 
políticas orientadas a conciliar equilibradamente las res-
ponsabilidades laborales y familiares. El Gobierno está 
determinado a celebrar seminarios similares en todo el 
país. Las mujeres están actualmente irrumpiendo en nue-
vas y no tradicionales esferas y una mayor cooperación 
técnica de la OIT en los programas de fortalecimiento de 
las mujeres podría además servir de catalizador en el pro-
ceso de la integración de la mujer en un mercado laboral 
más diversificado. Lamentablemente, la asistencia técnica 
fue suspendida recientemente por la OIT sobre la base de 
denuncias de los interlocutores sociales. 

El representante gubernamental señaló que seguidamen-
te a la presentación oficial de un proyecto de ley para de-
rogar el artículo 1117 del Código Civil, tanto el Parlamen-
to como el Poder Judicial reconocieron que dada la exis-
tencia del artículo 18 de la Ley de Protección Familiar, 
que reemplaza al artículo 1117, esta última disposición 
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quedó automáticamente derogada en virtud de la ley na-
cional y los tribunales no están autorizados, bajo ninguna 
circunstancia, a recibir ese tipo de denuncias. 

Consciente de la necesidad de una ley exhaustiva sobre 
la prohibición de cualquier forma de discriminación en el 
empleo y en la educación, como también se ha previsto en 
diferentes artículos de la Constitución de la República 
Islámica del Irán, el Gobierno respondió positivamente a 
las observaciones de la Comisión de Expertos y presentó 
un proyecto de ley concerniente al acceso a la educación, 
empleo y formación profesional, de todos los iraníes, in-
dependientemente de su sexo, color, credo, raza, lengua, 
religión, origen étnico y social. El proyecto legislativo 
prohíbe todas las formas de discriminación con relación al 
acceso gratuito a la formación institucionalizada, en dife-
rentes niveles; el acceso a la formación técnica y profe-
sional; y el acceso a oportunidades de empleo y ocupa-
ción, así como el establecimiento de condiciones de traba-
jo. El proyecto legislativo define la discriminación como 
cualquier forma injustificada de distinción, exclusión, 
limitación, preferencia o privilegio que pueda afectar ne-
gativamente o anular la igualdad de oportunidades o el 
tratamiento en el empleo, ocupación, educación, o forma-
ción profesional de cualquier ciudadano iraní. A diferen-
cia de las disposiciones de la Constitución o del Código 
del Trabajo, cuya infracción o violación no da lugar a la 
aplicación de penalidades o sanciones, el proyecto legisla-
tivo prevé, de acuerdo con su artículo 2, severas penalida-
des y sanciones para sus responsables. Mientras que el 
proyecto legislativo espera la aprobación final del Conse-
jo de Ministros, el Gobierno desearía recibir en el futuro 
los comentarios de la Comisión de Expertos y del Depar-
tamento de Normas Internacionales del Trabajo. 

El Gobierno, en colaboración con los interlocutores so-
ciales, lanzó un plan global para la seguridad social, el 
cual, entre otras cosas, se aboca a la cuestión de normas 
de seguridad social que favorecen al marido por sobre las 
esposas en términos de pensiones y prestaciones por hijos 
a cargo. El Gobierno niega la existencia de cualquier me-
dida o práctica administrativa que restrinja el empleo de 
esposas de funcionarios gubernamentales. El Gobierno 
niega además las informaciones infundadas suministradas 
a la misión de asistencia técnica de 2007 de la OIT sobre 
la existencia de obstáculos legales para que las mujeres 
mayores de 30 años puedan ser contratadas. El artículo 
14, a) de la Ley de Empleo Estatal establece los límites de 
la edad de admisión al trabajo entre un mínimo de 18 y un 
máximo de 40 años. El Gobierno también señaló que el 
período de edad máxima puede ser extendido excepcio-
nalmente en cinco años en los casos de reintegración a la 
función pública. El Gobierno comunicará a la Oficina las 
estadísticas detalladas sobre la cantidad de mujeres y 
hombres empleados en el sector público y privado, cate-
goría y rango de empleo, como fuera prometido, en su 
próxima memoria. 

Con relación al decreto núm. 55080, de 1979, que mo-
difica el estatuto de las jueces mujeres que pasaron del 
ámbito judicial al administrativo, el representante guber-
namental indicó que se presentó un proyecto de ley al 
Parlamento en 2007 relativo a las calificaciones requeri-
das para los jueces, independientemente de su sexo. Esto 
demuestra el modo en que las mujeres rompen con los 
roles estereotipados y las nuevas oportunidades que sur-
gen para ellas en el Poder Judicial. Una vez que este pro-
yecto de ley sea aprobado, el decreto núm. 55080 quedará 
automáticamente derogado. Un total de 459 mujeres fue-
ron hasta el momento designadas en diferentes cargos 
dentro de la administración de justicia, incluso en cargos 
de asistente fiscal, juez de instrucción, asesor del Tribunal 
de Apelaciones, juez de familia, juez de tutela y de meno-
res, juez del Tribunal Administrativo y juez del Departa-
mento Especial de Supervisión Judicial. Las mujeres ocu-
pan cargos de juez de investigación y juez de instrucción. 
Algunas fueron designadas directores de la administración 

judicial en las provincias. Otras fueron designadas en fun-
ciones administrativas y de supervisión. Dos jueces muje-
res fueron designadas en el Tribunal de Apelación. Todas 
estas mujeres jueces dictaminaron en casos muy críticos y 
controvertidos junto con sus colegas masculinos. En la 
provincia de Teherán, hay 112 jueces de instrucción mu-
jeres. Todos los años se admite en las facultades de dere-
cho a mujeres que solicitaron su inscripción y, una vez 
finalizado el curso de formación judicial, se las nombra en 
diferentes cargos en la administración de justicia. Ochenta 
y ocho mujeres participaron de seminarios de formación 
para jueces. 

En relación a la situación de las minorías étnicas, el 
Gobierno enfatizó que la cultura iraní es el resultado de la 
integración y de la interacción de intereses y creencias 
comunes, costumbres y tradiciones y, por último pero no 
por ello menos importante, de un origen histórico común 
de diferentes minorías étnicas que residen desde hace 
mucho tiempo en Irán. Las últimas estadísticas nacionales 
respecto a las provincias donde residen tradicionalmente 
las minorías étnicas reveló que en la provincia turca-kurda 
de Azerbaiján Occidental, 83,7 por ciento de los gerentes 
pertenecen a alguna de estas minorías. En Kermanshah, 
donde existen diferentes minorías kurdas, 86,7 por ciento 
de los gerentes son kurdos. En Kurdistán, 78,8 por ciento 
de los gerentes proceden de diferentes minorías kurdas. 
En Sistan y Baluchistan, donde las dos minorías étnicas 
de los beluchi y sistani, con dos religiones diferentes, co-
existen pacíficamente desde hace miles de años; 65,6 por 
ciento de los cargos dirigentes están distribuidos entre 
estos nativos. En la provincia de Ilam, 84,3 por ciento de 
los gerentes corresponden a los nativos de la región. El 
Gobierno considera haber hecho buena labor para promo-
cionar el acceso sin discriminación de las minorías étnicas 
a los niveles más altos de las posiciones dirigentes. Ade-
más, muchos de los funcionarios de alto rango del Go-
bierno, tanto a nivel nacional como internacional, perte-
necen a las minorías étnicas. 

Respecto a los bahaí y a la preocupación expresada con 
relación al acceso de los mismos a la educación y a la 
formación profesional, el Gobierno señaló que una nueva 
circular fue recientemente expedida por el presidente de la 
organización de formación técnica y profesional enfati-
zando el acceso libre a la formación profesional para to-
dos los iraníes. Esta nueva circular está en concordancia 
con la nueva política del Gobierno para la protección de 
los derechos de todos los nacionales de la República Is-
lámica del Irán, independientemente de sus creencias, 
color y credo, religión y sexo. El Gobierno se comprome-
tió a proveer iguales oportunidades de acceso al trabajo y 
a la educación a todos los nacionales de la República Is-
lámica del Irán. Esto fue ilustrado en los informes del 
Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la intole-
rancia religiosa, quien, tras su misión a la República Islá-
mica del Irán en 1995, destacó que el no reconocimiento 
de una minoría religiosa en la República Islámica del Irán 
no entraña el no reconocimiento de sus derechos o la exis-
tencia de discriminación contra los mismos. El Relator 
Especial además señaló que los bahaí gozaban de todos 
los derechos de los ciudadanos, incluyendo entre otras 
actividades culturales, la libertad de practicar sus rituales; 
de promocionar sus creencias dentro de su secta; y de 
proporcionar educación superior a sus jóvenes. El informe 
indica además que los derechos de los bahaí a una educa-
ción superior no se han vulnerado en el sentido de que 
pueda ser interpretado como una violación de un derecho 
fundamental. La conclusión del Relator Especial ha sido 
que los bahaí tienen la posibilidad de participar activa-
mente en la vida cultural de la sociedad iraní. Una expli-
cación más detallada sobre la situación de los bahaí será 
remitida a la Comisión de Expertos con la próxima me-
moria del Gobierno. 

Reiterando su determinación de cooperar con la Comi-
sión y con la OIT de tratar las preocupaciones de la Co-
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misión de Expertos con respecto al empleo y a la discri-
minación, el Gobierno espera una mayor cooperación para 
armonizar la legislación nacional y la práctica para poner-
las en consonancia con la Constitución y las normas de la 
OIT para el año 2010. 

Los miembros empleadores agradecieron al representante 
del Gobierno su presentación. Con respecto a la cuestión 
de la igualdad de oportunidades y de trato de hombres y 
mujeres, señalaron que es decepcionante comprobar la 
escasa participación de las mujeres en el mercado de tra-
bajo y la elevada tasa de desempleo en este sector de la 
población. El reducido número de mujeres en puestos de 
responsabilidad es inaceptable, así como también el ar-
gumento del Gobierno de que la participación de las mu-
jeres en puestos de trabajo de baja calificación es el resul-
tado de un cúmulo de factores histórico-culturales, reli-
giosos y económicos. Por el contrario, el elevado porcen-
taje de mujeres universitarias indica su deseo de formar 
parte del mercado de trabajo y de participar plenamente 
en la vida social del país. Se dijeron también decepciona-
dos porque, como ha indicado la misión de asistencia téc-
nica de la OIT, no se haya facilitado a la Comisión de 
Expertos la información estadística que sobre esta materia 
existía en el país. 

Los miembros empleadores tomaron nota de que, en la 
práctica, el código de indumentaria de carácter obligatorio 
para las mujeres y la imposición de sanciones de confor-
midad con la ley de infracciones administrativas repercu-
ten negativamente en las oportunidades de empleo para 
las mujeres en el sector público. Esta oposición al papel 
que tienen las mujeres en el país se hace evidente también 
en el decreto núm. 55080, de 1979, sobre el estatuto de las 
mujeres jueces. Pese a que el Gobierno elaboró una nueva 
ley para facilitar el acceso de la mujer a la judicatura y, en 
el debate, se refirió a que, en la actualidad las mujeres 
ocupan una serie de puestos judiciales, aunque sigue sin 
estar claro si las mujeres jueces gozan de la misma autori-
dad en sus puestos que sus homólogos masculinos. Aun 
cuando los miembros empleadores toman nota de las indi-
caciones del representante gubernamental en su declara-
ción relativa al artículo 1117 del Código Civil, considera-
ron que de ella no podían deducirse explicaciones conclu-
yentes. Además, instan al Gobierno a que comunique in-
formación completa sobre los obstáculos legales y prácti-
cos que impiden la contratación de las mujeres de más de 
30 años y sobre las medidas que se han tomado para 
prohibir la discriminación por razones de edad. 

Por lo que se refiere a la discriminación por razones re-
ligiosas, los miembros empleadores tomaron nota de que 
la situación de la minoría bahaí no había mejorado y pi-
den al Gobierno que adopte medidas para promover el 
respeto y la tolerancia hacia los bahaí. Asimismo, instaron 
al Gobierno a que comunique a la Comisión información 
exhaustiva sobre la situación del empleo de las minorías 
étnicas, especialmente en el sector público. 

Los miembros empleadores tomaron nota del firme 
compromiso expresado por el Gobierno de entablar un 
diálogo constructivo con los interlocutores sociales. Sin 
embargo, se manifiestaron preocupados ante la crisis por 
la que atraviesa la libertad sindical en el país ya que, sin 
garantías para la libertad sindical, es imposible llegar a un 
diálogo social significativo. 

En conclusión, los miembros empleadores expresaron 
su profunda preocupación sobre los problemas de discri-
minación que siguen existiendo en la República Islámica 
del Irán, e instaron al Gobierno a rechazar sin demoras 
aquellas leyes y prácticas que no se ajusten a las disposi-
ciones del Convenio. 

Los miembros trabajadores recordaron que este año se 
conmemora el quincuagésimo aniversario del Convenio 
núm. 111, que se fundamenta en la Declaración de Fila-
delfia, según la cual todos los seres humanos, sin distin-
ción de raza, credo o sexo, tienen derecho a perseguir su 
bienestar material y su desarrollo espiritual en condicio-

nes de libertad y dignidad, de seguridad económica y en 
igualdad de oportunidades. El Convenio núm. 111 trata de 
la discriminación en materia de empleo y de ocupación, 
cuyo incumplimiento constituye también una violación de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos. La 
lucha contra la discriminación incumbe actualmente a 
todas las sociedades modernas y democráticas, y estos 
textos fundamentales desempeñan un papel fundamental 
en los progresos realizados hasta la fecha. 

Los miembros trabajadores recordaron que el Convenio 
núm. 111 prohíbe cualquier distinción basada en motivos 
de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascenden-
cia nacional u origen social que tenga por efecto anular o 
alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el em-
pleo y la ocupación, inclusive el acceso a la formación 
profesional, la admisión en el empleo y en diversas ocu-
paciones, como también a las condiciones de trabajo. To-
do Miembro que ratifique el Convenio se compromete a 
formular y llevar a cabo una política nacional que pro-
mueva, por métodos adecuados a las condiciones y a la 
práctica nacionales, la igualdad de oportunidades y de 
trato en materia de empleo y ocupación. El Convenio 
núm. 111, ampliamente ratificado por 166 Estados Miem-
bros, versa sobre el respeto a los demás, que consiste en 
aceptarlos con todas sus características y todas sus dife-
rencias. 

Los miembros trabajadores recordaron que la aplicación 
del Convenio núm. 111 por la República Islámica del Irán 
ha sido objeto de comentarios por parte de la Comisión de 
Expertos en 14 ocasiones, entre 1990 y 2008. Asimismo, 
la Comisión de la Conferencia ya examinó este caso indi-
vidual en 1999, 2000, 2001, 2003 y 2006. La República 
Islámica del Irán se ha beneficiado periódicamente de la 
asistencia técnica de la OIT. A partir de 2004, el Gobierno 
se comprometió a adoptar una estrategia nacional para 
promover el empleo de las mujeres, su independencia e 
igualdad, a través de un plan de desarrollo socioeconómi-
co y cultural para 2005-2010. El Gobierno se comprome-
tió en 2006 a proporcionar un informe de evaluación a 
mitad del período de este plan, así como de las medidas 
encaminadas a armonizar la legislación y la práctica con 
el Convenio para 2010 a más tardar. Los miembros traba-
jadores señalaron que, si bien el Gobierno todavía pudo 
beneficiarse en 2006 de la indulgencia de la Comisión en 
relación con la aplicación de este programa, actualmente 
es de lamentar que no se hayan realizado progresos.  

Los miembros trabajadores pusieron de relieve varios 
aspectos señalados por la Comisión de Expertos, a saber: 
a) que no parece haberse difundido de forma adecuada el 
plan de desarrollo socioeconómico y cultural, en algunas 
de cuyas disposiciones se subraya la importancia de los 
derechos humanos (artículos 100 y 101) y el papel que 
desempeña el poder judicial en la lucha contra la discri-
minación (artículo 139); b) que el Gobierno mencionó una 
Carta de Derechos de la Mujer sin proporcionar una copia 
de la misma y sin precisar el vínculo entre dicha carta y el 
plan de desarrollo socioeconómico y cultural, y c) que la 
información proporcionada sobre las medidas adoptadas 
se remonta a 2006 y ya fue examinada por la Comisión de 
Expertos. 

Los miembros trabajadores lamentaron la falta de in-
formación actualizada sobre el porcentaje de hombres y 
mujeres que reciben formación técnica y profesional en 
las instituciones privadas en las que las mujeres son ma-
yoritarias, e indicaron que, según fuentes recientes, el 
acceso de las mujeres jóvenes a las universidades y escue-
las superiores se limita de un modo subrepticio, para im-
pedir la participación de las mujeres en la vida social. La 
tasa de analfabetismo entre las mujeres sigue siendo dos 
veces superior a la registrada entre los hombres. La parti-
cipación de las mujeres en el mercado de trabajo sigue 
siendo escasa, y las mujeres, incluso aquellas que tienen 
espíritu empresarial, tienen pocas probabilidades de acce-
der al mismo. Por último, el Gobierno no proporciona 
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estadísticas, en caso de que éstas existan, del número de 
mujeres que ocupan cargos directivos y que tienen em-
pleos tradicionalmente desempeñados por hombres. 

Los miembros trabajadores declararon que estaban en 
conocimiento de una petición contra la discriminación 
firmada por un millón de mujeres, y expresaron su pre-
ocupación por la justificación proporcionada por el Go-
bierno sobre la baja tasa de participación de las mujeres 
en el mercado de trabajo. Vincular exclusivamente el tra-
bajo de las mujeres con la cuestión de las responsabilida-
des familiares sólo conducía a reforzar los estereotipos 
arraigados en la sociedad iraní, según los cuales la familia 
incumbe fundamentalmente a la mujer. Subrayando que 
cuando una mujer decide hacer una pausa en su carrera 
profesional por motivos familiares, pierde su empleo. 
Asimismo, los miembros trabajadores lamentan que el 
Gobierno no haya tomado ninguna medida para prevenir o 
prohibir la discriminación en las ofertas de empleo y la 
práctica del acoso sexual. Asimismo, la imposición de un 
código de vestimenta obligatorio para las mujeres tiene 
consecuencias directas en el empleo de las mujeres no 
musulmanas, y menoscaba sus libertades públicas. No 
obstante, el Gobierno es consciente de las disposiciones 
legislativas discriminatorias que se deben modificar o 
derogar, como, por ejemplo, las disposiciones del Código 
Civil que permiten que un marido impida a su mujer ac-
ceder al empleo. Por último, tratándose de la condición de 
las mujeres, los miembros trabajadores hicieron referencia 
a la resolución adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en marzo de 2008, en la que se subraya 
una vez más la lamentable situación de las mujeres, que 
son objeto de discriminación constante tanto en la legisla-
ción como en la práctica. 

Los miembros trabajadores expresaron su preocupación 
porque en la observación de la Comisión de Expertos se 
menciona una vez más la discriminación de que son obje-
to las minorías religiosas y étnicas a las que se excluye de 
determinados empleos por supuestas razones de seguridad 
nacional. A este respecto, los miembros trabajadores indi-
caron que se dispone de informaciones escritas que datan 
de 2007-2008, que demuestran claramente que la discri-
minación contra los miembros de la comunidad bahaí se 
refieren a su acceso a la universidad, a determinados em-
pleos, al derecho a recibir una pensión y al acoso moral de 
que son objeto en la administración pública. Estas infor-
maciones surgen en un momento en el que ya deberían 
haberse registrado progresos, de conformidad con los 
compromisos tomados por el Gobierno ante la Comisión 
de la Conferencia en 2006.  

Los miembros trabajadores, observando que las reco-
mendaciones de la Comisión de Expertos no han recibido 
una respuesta seria por parte del Gobierno, lamentan que 
el Gobierno no haya proporcionado oportunamente in-
formación sobre las medidas adoptadas a las que acaba de 
hacer referencia. La conformidad de estas medidas con las 
normas de la OIT debe seguir verificándose, y los miem-
bros trabajadores se reservan el derecho de pedir que el 
caso figure en un párrafo especial del informe de la Comi-
sión. 

La miembro trabajadora de los Países Bajos se refirió a 
tres áreas específicas de discriminación legislativa contra 
las mujeres, destacadas en las conclusiones de 2006 de 
esta Comisión. Respecto a la primera, concretamente el 
artículo 1117 del Código Civil, bajo el cual el esposo 
puede iniciar acciones ante los tribunales que impidan que 
su mujer ocupe un trabajo o profesión, el Gobierno se 
comprometió a revisar el Código Civil. Desafortunada-
mente, esta disposición no fue enmendada y, aún cuando 
no fue utilizada en la práctica, su sola existencia tiene un 
efecto intimidatorio en las mujeres. En segundo lugar, el 
decreto núm. 55080 limitó la responsabilidad de las muje-
res jueces a instancias de orden administrativo o consulti-
vo, denegándoles autoridad para pronunciar sentencia. 
Esto representa un severo insulto a la capacidad intelec-

tual y de toma de decisión de las mujeres. Es lamentable 
que el Gobierno sea incapaz de presentar pruebas de las 
medidas adoptadas para eliminar estas restricciones. En 
tercer lugar, las restricciones en la legislación y en la 
práctica para el acceso al empleo de mujeres mayores de 
30 años, o incluso de 35 años, limita severamente el papel 
de la mujer en el mercado laboral durante más de la mitad 
de su vida laboral. Se deplora que el Gobierno haya ex-
presado sólo intenciones y que no presente pruebas de las 
medidas tomadas para remediar esta situación. 

Si como pretende el representante gubernamental, la 
discriminación de la mujer en el mercado laboral es sim-
plemente el resultado de factores culturales e históricos, 
esto no exime la responsabilidad del Gobierno de enmen-
dar la legislación pertinente y de aplicarla y hacerla cum-
plir enérgicamente. Las mujeres iraníes que tratan de rei-
vindicar los derechos de las mujeres en su vida privada, 
laboral y social, enfrentan una creciente represión. Más de 
100 mujeres fueron apresadas, interrogadas y sentencia-
das en los últimos dos años. Los periódicos, revistas y los 
programas de radio y televisión que promueven los dere-
chos de la mujer fueron clausurados, incluyendo la impor-
tante publicación Zanan. Las mujeres que reunieron un 
millón de firmas para la Campaña por la Igualdad se en-
frentaron a acosos y arrestos. 

La restricción de las libertades civiles y la represión de 
sindicatos independientes dificulta obtener información 
veraz sobre el papel de las mujeres en la educación y en el 
mercado laboral. Al no existir la libertad sindical, las tra-
bajadoras no pueden sindicalizarse libremente, ser repre-
sentadas o defender sus intereses con independencia. Al 
mismo tiempo que se aprecian los esfuerzos del Gobierno 
por proporcionar a la mujer un mayor acceso a la educa-
ción, no se compilaron datos exactos de cómo muchas 
mujeres obtuvieron un empleo luego de finalizar su edu-
cación, en qué sectores, en qué niveles, por cuánto tiempo 
fueron empleadas, cuántas de ellas fueron recontratadas 
luego de dar a luz o de criar a sus hijos. Es fundamental 
que el Gobierno compile y ponga a disposición en forma 
desglosada esta información esencial. Las oportunidades 
de empleo para las mujeres todavía son inferiores a las de 
los hombres y, de acuerdo a la observación de la Comi-
sión de Expertos, la participación de las mujeres fue de 
12,2 por ciento en 2003 y se incrementó al 13,8 por ciento 
en 2006. El Gobierno tiene que reconocer que esta tasa es 
extremadamente baja y adoptar medidas correctivas. Las 
mujeres son además las primeras en ser despedidas cuan-
do se reestructuran empresas y, en caso de salarios impa-
gos, disponen de pocos recursos para reclamar los atrasos. 

Se han prometido servicios de salud, para el cuidado de 
los niños y el derecho a otros servicios sociales para faci-
litar la participación de la mujer en la fuerza laboral, pero 
la mayoría de las trabajadoras no pueden acceder a dichos 
beneficios. La naturaleza del empleo en Irán se desplaza 
hacia la informalidad. Cada vez más mujeres son contra-
tadas con contratos o trabajos temporales, con lo que no 
pueden obtener prestaciones que otorga la legislación 
incluida la de la protección por maternidad. Así como la 
ley iraní no exige a las empresas que emplean menos de 
20 personas a respetar la protección reguladora, y la ma-
yoría de los trabajadores en dichas empresas son mujeres, 
las mujeres enfrentan enormes obstáculos que las discri-
minan en el mercado laboral. Es esencial que el Gobierno 
elabore instrumentos para hacer que lo prometido se en-
cuentre al alcance de las mujeres empleadas en el sector 
informal y que provea información detallada sobre este 
asunto a la Comisión de Expertos. La enorme diferencia 
en los salarios que se ofrecen a las mujeres que hacen el 
mismo trabajo que los hombres (a veces la mitad) es un 
tema que necesita ser examinado. El Gobierno debe pro-
veer información completa sobre la cuestión de igualdad 
de remuneración y sobre las medidas previstas a este res-
pecto. 
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En conclusión, después que la Comisión en 2006 instó 
al Gobierno a que tome medidas tendientes a la elimina-
ción de la discriminación de la mujer en el mercado labo-
ral, no se lograron avances ni con respecto a la enmienda 
de disposiciones específicas que han sido objeto de discu-
sión por años, ni con respecto a las barreras económicas y 
sociales que dificultan la participación de la mujer en el 
mercado laboral. Se insta nuevamente al Gobierno a tratar 
esta seria violación del Convenio. 

El miembro trabajador de Indonesia recordó que uno de 
los aspectos más atroces del caso, cuando lo trató por 
primera vez la Comisión de Expertos, fue la ejecución de 
200 ciudadanos bahaí en un contexto de gran intolerancia 
respecto de las minorías religiosas. La Asamblea General 
de las Naciones Unidas expresó también su preocupación 
en su resolución de 20 de marzo de 2008 sobre la situa-
ción de los derechos humanos en Irán. La resolución in-
cluyó una referencia específica a los ataques que sufren 
los bahaí por parte de los medios de comunicación del 
Estado así como también los testimonios cada vez mayo-
res de los esfuerzos del Estado para identificar y controlar 
a los bahaí. Se dispone de informaciones y pruebas pro-
venientes de varias entidades gubernamentales. Una co-
municación oficial de las Fuerzas Públicas de Inteligencia 
y Seguridad de fecha 9 de abril de 2007 tenía como obje-
tivo reprimir las actividades económicas de los bahaí al 
negar licencias. Otra comunicación del Ministerio de 
Bienestar y Seguridad Social — redactada con el mem-
brete de la Oficina de Pensiones del Estado — de fecha 8 
de agosto de 2007 declara categóricamente que no hay 
legislación vigente que permita que los bahaí reciban pen-
siones. Otra comunicación del Ministerio de Ciencias, 
Investigación y Tecnología enumera 81 universidades de 
la República Islámica del Irán que habían expulsado y 
negado el acceso a los bahaí. Las medidas discriminato-
rias respecto de la entera comunidad bahaí y de cada uno 
de sus individuos son recurrentes y penetrantes — se per-
petúan y promueven desde los niveles más altos del Esta-
do. No es suficiente con adoptar planes, programas o pro-
yectos legislativos — lo que se necesita es una acción 
urgente y eficaz para que se cumplan, en 2010, las prome-
sas que hizo el Gobierno en 2006. 

El representante gubernamental de la República Islámica 
del Irán agradeció a los miembros de la Comisión sus 
contribuciones y reiteró que se proporcionará información 
estadística detallada sobre la situación de las mujeres en 
el mercado de trabajo. El alto porcentaje de mujeres que 
asisten a la universidad y el elevado número de mujeres 
que se cuentan entre los profesores universitarios mues-
tran que el Gobierno está comprometido a mejorar la si-
tuación de las mujeres, si bien quedan muchos problemas 
por resolver. Hay un malentendido jurídico con respecto a 
la situación del artículo 1117 del Código Civil. En el sis-
tema jurídico iraní, la disposición se considera que ya ha 
sido revocada. Con respecto al acceso al empleo de las 
minorías étnicas, el representante gubernamental reiteró 
que lo que interesa son las calificaciones, no el origen 
étnico. En 2007, la misión de asistencia técnica de la OIT 
tuvo la oportunidad de conocer a un miembro de la comu-
nidad bahaí que es un hombre de negocios de éxito en el 
sector de la alta tecnología. Muchas de las circulares men-
cionadas sobre la comunidad bahaí son invenciones, y 
otras se han revocado. 

El Gobierno está esforzándose por promover el espíritu 
empresarial de la mujer y sus derechos sociales. Asimis-
mo, muchas organizaciones no gubernamentales toman 
parte activa en este ámbito. El Gobierno niega que existan 
obstáculos legales que impidan emplear a las mujeres de 
más de 30 años, pero examinará esta cuestión. Aumentar 
el alfabetismo y facilitar el libre acceso a la educación 
para todos, hombres y mujeres, son cuestiones priorita-
rias. La legislación actual sobre la seguridad social, que 
considera al hombre el sostén de la familia, está en con-
sonancia con la cultura del país. No hay acoso sexual y las 

inspecciones del trabajo no han señalado que exista dis-
criminación salarial por motivos de sexo. 

El representante gubernamental señaló que en los últi-
mos años han tenido lugar algunas misiones de la OIT, 
pero que su país no ha recibido toda la asistencia que ne-
cesita. Es inaceptable que se deniegue la asistencia técni-
ca para cuestiones tan importantes como la seguridad y la 
salud. Se han tomado algunas iniciativas legislativas, pero 
se necesita tiempo para poder ponerlas en práctica. El 
Gobierno también está comprometido a proseguir con el 
diálogo social. Se proporcionarán informaciones más de-
talladas a la Comisión de Expertos. 

Los miembros empleadores observaron que los esfuerzos 
para promover la igualdad y la no discriminación en el 
empleo y la ocupación han sido demasiado lentos. El Go-
bierno no ha suministrado información sobre los efectos 
prácticos de las medidas adoptadas. Sin embargo, es claro 
que la participación de las mujeres en el mundo del traba-
jo sigue siendo muy escasa y que el desempleo femenino 
duplica al de los hombres. La ausencia de mujeres en los 
puestos de alto nivel es inaceptable y el código de vesti-
menta obligatorio constituye una barrera para el empleo 
de las mujeres en el sector público. El Gobierno debe de-
mostrar que se han realizado progresos en la práctica con 
respecto a la igualdad de las mujeres en el empleo. Para 
ello, debe suministrar información estadística detallada 
sobre la situación de hombres y mujeres en los sectores 
público y privado, desglosada por el nivel de empleo, para 
permitir una evaluación del alcance del problema y de los 
progresos realizados. Se insta asimismo al Gobierno a 
suministrar información en la que indique en qué medida 
la formación profesional se traduce en oportunidades de 
empleo para la mujer. Los miembros empleadores solici-
taron también al Gobierno que demostrara los progresos 
realizados en cuanto a la aplicación del Convenio en la 
legislación, incluida la derogación de reglamentos discri-
minatorios en materia de seguridad social y disposiciones 
que restringen el acceso al empleo en base a la edad. El 
Gobierno debe también asegurar que no existen obstácu-
los legales en la igualdad de hombres y mujeres en todas 
las funciones del poder judicial. Por último, los miembros 
empleadores manifestaron su profunda preocupación por 
la represión de la libertad sindical y de diálogo social sig-
nificativo sobre las cuestiones cubiertas por el Convenio. 

Los miembros trabajadores recordaron que la elimina-
ción de todas las formas de discriminación en el empleo y 
la ocupación es una cuestión que se plantea en todas las 
sociedades modernas y democráticas. La Comisión no 
puede sino preocuparse por el número de observaciones 
formuladas por la Comisión de Expertos al examinar el 
caso de la República Islámica del Irán. La Comisión pidió 
al Gobierno en 2006 que comunicara a la Comisión de 
Expertos, en un informe escrito, los puntos que no habían 
sido abordados por el representante gubernamental en el 
curso del debate, así como los progresos logrados para 
armonizar la legislación con las disposiciones del Conve-
nio. A este respecto, la Comisión había solicitado encare-
cidamente al Gobierno que derogara los textos legales que 
restringían el empleo de las mujeres, especialmente los 
relativos al papel de las mujeres jueces, el código de la 
indumentaria obligatoria de las mujeres, la potestad del 
marido para impedir el acceso de su mujer a un puesto de 
trabajo, y el régimen de la seguridad social aplicable a la 
mujer. La Comisión se había mostrado preocupada tam-
bién por los actos de discriminación cometidos contra los 
miembros de minorías religiosas y étnicas, especialmente 
contra la comunidad bahaí. Los miembros trabajadores 
recordaron que, a raíz de ello, el Gobierno se comprome-
tió a armonizar para 2010 su legislación con el Convenio 
núm. 111 y a presentar una memoria sobre la aplicación 
de una estrategia nacional para fomentar el empleo de las 
mujeres, su autonomía y la igualdad de oportunidades con 
los hombres mediante un plan de desarrollo socioeconó-
mico y cultural para 2005-2010. Los miembros trabajado-
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res lamentaron que el Gobierno se limite a formular gran-
des declaraciones de principios, y manifestaron su decep-
ción por la falta de información actualizada sobre la efi-
cacia de las medidas que supuestamente se habían adop-
tado. Y añadieron que ninguna de las recomendaciones 
formuladas por la Comisión de Expertos, especialmente 
aquellas que se refieren a las medidas legislativas necesa-
rias, ha merecido hasta el momento una respuesta seria 
por parte del Gobierno. Los miembros trabajadores con-
fiaron en 2006 que el Gobierno cumpliría con sus com-
promisos. Sin embargo, al no observarse el más mínimo 
progreso en esta materia y la imposibilidad de verificar 
las informaciones presentadas por el representante guber-
namental durante la discusión, los miembros trabajadores 
solicitaron que el caso figure en un párrafo especial del 
informe de la Comisión. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la declaración del representan-
te del Gobierno y del debate que siguió a continuación. La 
Comisión tomó nota asimismo de la declaración del Gobier-
no en el sentido de que se contaba con un claro marco legis-
lativo y político no discriminatorio y que se habían elabora-
do proyectos de ley y circulares sobre aspectos específicos 
relativos a la no discriminación. También señaló que no se 
habían encontrado casos de discriminación salarial en co-
ntra de las mujeres en el curso de las 375.000 inspecciones 
que se llevaron a cabo el último año. También tomó nota de 
la declaración del Gobierno en el sentido de que presentaría, 
en su próxima memoria ante la Comisión de Expertos, un 
amplio abanico de estadísticas minuciosas y un informe de-
tallado sobre la situación de los Baha’i.  

La Comisión tomó nota de que el caso se había sido exa-
minado en varias ocasiones y, más recientemente, en junio 
de 2006, ocasión en la cual solicitó al Gobierno que, en su 
siguiente memoria a la Comisión de Expertos proporcione 
una evaluación, a medio plazo, sobre las medidas adoptadas 
para armonizar su correspondiente legislación y práctica 
con las disposiciones del Convenio, a más tardar antes de 
2010. La Comisión observó además que la Comisión de Ex-
pertos, tras haber examinado su evaluación a medio plazo y 
los resultados de la misión de asistencia técnica que tuvo 
lugar en octubre de 2007, siguió planteando un amplio aba-
nico de preocupaciones, especialmente en relación con leyes, 
reglamentos y prácticas discriminatorios; la falta de acceso a 
los mecanismos de reclamación relativos a la discriminación 
y la ausencia de un diálogo social significativo sobre estos 
asuntos. La Comisión manifestó su decepción ante la falta de 
un auténtico progreso en los asuntos planteados por la Co-
misión en 2006. 

Con respecto a la discriminación en contra de la mujer, la 
Comisión expresó su preocupación frente a la escasa partici-
pación de la mujer en el mercado de trabajo, en particular, 
su acceso restringido a los cargos de nivel superior, como 
también la elevada tasa de desempleo entre las mujeres. La 
Comisión tomó nota de los permanentes esfuerzos desplega-
dos por el Gobierno para promover el acceso de la mujer a 
la educación superior y tomó nota de que el Gobierno reco-
noce que aún queda mucho camino por recorrer en la prác-
tica, para remover las barreras que dificultan el empleo fe-
menino. La Comisión tomó nota de que el Gobierno señaló 
que se ha presentado a la consideración del Consejo de Mi-
nistros un proyecto de ley no discriminatorio en materia de 
educación, formación profesional y empleo, y que otro pro-
yecto de ley, relativo al estatuto de las mujeres jueces, se ha 
presentado a la consideración del Parlamento. No obstante, 
la Comisión siguió preocupada por el hecho de que a lo largo 
de los años, los proyectos de ley, los planes y las propuestas 
se han ido postergando y no se han observado los frutos es-
perados. La Comisión tomó igualmente conocimiento de lo 
señalado por el Gobierno referente a la instrucción dada a 
los jueces de que no apliquen el artículo 1117 del Código 
Civil. Le preocupaba el hecho de que si no se deroga expre-

samente esta disposición, ésta continuará teniendo efectos 
negativos sobre las oportunidades de empleo femenino. 

La Comisión lamentó profundamente que, pese a las de-
claraciones del Gobierno ante esta Comisión, en las que ma-
nifestó un claro compromiso para derogar las leyes y los 
reglamentos que violen el Convenio, el progreso ha sido len-
to e insuficiente. En consecuencia, insta con firmeza al Go-
bierno a que derogue o enmiende, sin demora, todas las leyes 
y reglamentos que restringen el empleo de la mujer, incluido 
el papel de las mujeres jueces, el código obligatorio sobre 
indumentaria femenina, el derecho del marido a objetar que 
su cónyuge ejerza una profesión o desempeñe un trabajo y la 
aplicación discriminatoria de la legislación relativa a la se-
guridad social. La Comisión también instó al Gobierno a que 
adopte medidas para levantar esas barreras, tanto en la le-
gislación como en la práctica, que impiden la contratación 
de las mujeres si han sobrepasado una determinada edad, ya 
sea 30 o 40 años, y que aborde efectivamente la eliminación 
de otras prácticas discriminatorias en contra de la mujer, 
incluida la prohibición de publicar anuncios de empleo que 
contengan elementos discriminatorios. 

Con respecto a las leyes y las políticas no discriminatorias 
existentes, la Comisión exhortó al Gobierno a que garantice 
una amplia difusión de las mismas y de su cumplimiento. 
Dado el aumento del empleo con contrato temporal y en 
régimen de subcontratación, la Comisión instó al Gobierno a 
que garantice que todos los derechos y las prestaciones se 
encuentren también disponibles en la práctica para estas 
mujeres trabajadoras. Instó asimismo al Gobierno a que 
proporcione a la Comisión de Expertos las estadísticas deta-
lladas que se le han venido pidiendo repetidamente, a fin de 
que se pueda hacer una evaluación cuidadosa de la situación 
de la mujer frente a la formación profesional y el empleo. 

En lo que atañe a la discriminación religiosa y de las mi-
norías étnicas, la Comisión lamenta que la situación no haya 
mejorado desde 2006 y solicita que se adopten mediadas 
concretas a este respecto. Tomando nota en particular de la 
grave situación que afecta a los Baha’i, la Comisión insta 
firmemente al Gobierno a que adopte medidas contundentes 
para combatir la discriminación y los estereotipos, mediante 
una promoción activa del respeto y la tolerancia por los 
Baha’is. Exhorta también al Gobierno a que garantice que 
todas las circulares u otras comunicaciones gubernamentales 
de carácter discriminatorio en contra de las minorías reli-
giosas se retiren sin demora y que se adopten medidas para 
que las autoridades, en todos los niveles, y el público en ge-
neral, tengan claro que no se tolerará la discriminación, en 
particular, la de los Baha’i. 

La Comisión expresó su honda preocupación por el hecho 
de que, dado el contexto actual de represión de la libertad 
sindical en el país, no haya sido posible entablar un diálogo 
social significativo sobre estas cuestiones, a escala nacional. 

La Comisión instó al Gobierno a adoptar medidas urgen-
tes sobre todos los asuntos pendientes, con miras a cumplir 
sus promesas de 2006, de poner la legislación y la práctica 
pertinentes, de conformidad con las disposiciones del Con-
venio, antes del año 2010. La Comisión solicitó al Gobierno 
que proporcione información detallada y completa a la Co-
misión de Expertos en su reunión de 2008, en la que dé res-
puesta a todos los asuntos pendientes planteados tanto por 
esta Comisión como por la Comisión de Expertos. 

Los miembros trabajadores estimaron que sobre la base de 
la información proporcionada por el Gobierno no hay pruebas 
de que se haya verificado un auténtico progreso en la elimina-
ción de la discriminación en contra de la mujer y de las mino-
rías religiosas. Esta ausencia de progreso es grave y justifica-
ría, para este caso, un párrafo especial. No obstante, en vista 
de que el debate giró en torno a una memoria que sólo abarca 
la mitad del período previsto, los miembros trabajadores están 
dispuestos a dar al Gobierno la oportunidad de incrementar sus 
esfuerzos a fin de que en 2010 haya eliminado todo vestigio de 
discriminación de su legislación, y de abordar con seriedad las 
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prácticas discriminatorias que obstaculizan la participación de 
la mujer y de las minorías religiosas en la educación y el mer-
cado de trabajo. 

Los miembros empleadores señalaron que la discusión del 
caso había dado al Gobierno la oportunidad de realizar una eva-
luación a mitad de período de los progresos realizados para po-
ner la legislación y la práctica en conformidad con el Convenio, 
lo que debía completar, a más tardar en 2010. Por lo tanto, los 
miembros empleadores lamentaron profundamente la falta de 
progresos desde la discusión del presente caso en 2006. Expre-
saron su profunda preocupación porque, debido al contexto ac-
tual de represión de la libertad sindical en el país, no hubiese 
podido entablar un diálogo constructivo en el plano nacional. En 
consecuencia, instaron al Gobierno a tomar medidas sobre todas 
las cuestiones pendientes a fin dar cumplimiento a su compro-
miso de 2006, según el cual pondrían en conformidad la legisla-
ción y la práctica con el Convenio para 2010. Instaron al Go-
bierno a que proporcione información completa y detallada a la 
Comisión de Expertos en su reunión de 2008 en respuesta a 
todas las cuestiones planteadas por la Comisión de la Conferen-
cia y la Comisión de Expertos. De no realizarse esos progresos, 
los miembros empleadores apoyarán la inclusión de una referen-
cia a este caso en un párrafo especial en la próxima discusión 
que se celebre respecto del mismo. 

Convenio núm. 138: Edad mínima, 1973  

ZAMBIA (ratificación: 1976) 
Un representante gubernamental informó que se ha pro-

ducido una notable disminución en el número de niños 
que no asisten a la escuela. En 2006, se registró un pro-
medio de sólo 11,2 por ciento de niños de entre 7 y 
18 años que no asisten a la escuela, según los Boletines de 
Estadísticas de Educación de 2006. Los Boletines de 2007 
muestran que el número de escuelas que ofrecen forma-
ción para los grados 1 a 7 aumentaron de 4.021 en 2006 a 
4.269 en 2007, mientras que las que ofrecen formación 
para los grados 1 a 9 aumentaron de 2.221 a 2.498 durante 
el mismo período. De manera similar, el número neto de 
inscripciones para los grados 1 a 9 aumentó en forma sos-
tenida entre 2003 y 2007. Estas mejoras fueron atribuidas 
a la continua política del Gobierno destinada a alentar a 
los proveedores privados de educación registrados en el 
Ministerio de Educación desde 2007 y al aumento de las 
varias formas de instituciones educativas establecidas 
desde el jardín de infantes hasta colegios privados de edu-
cación profesional y universidades. El Gobierno ha adop-
tado asimismo otras medidas positivas tales como la in-
troducción de educación gratuita y la aceptación de la 
readmisión a la escuela de mujeres adolescentes embara-
zadas después de haber dado a luz. Además, el Gobierno 
ha adoptado una política para elevar las escuelas prima-
rias a la categoría de escuelas básicas para asegurar que 
los niños tengan acceso a la educación de base hasta el 
noveno grado. 

El Gobierno reafirmó su compromiso en la lucha contra 
el trabajo infantil a pesar de las numerosas dificultades 
encontradas, tales como el crecimiento desenfrenado de 
este fenómeno en el sector informal. Zambia, como mu-
chos otros países en desarrollo, se enfrenta a los desafíos 
del crecimiento y el desarrollo junto con la rápida expan-
sión de la economía informal como una fuente alternativa 
de subsistencia para la gran mayoría de los pobres. A pe-
sar de estos desafíos, el Gobierno ha adoptado numerosas 
medidas en colaboración con el Programa IPEC y se han 
venido realizando progresos para reducir la elevada inci-
dencia del trabajo infantil en las actividades de la econo-
mía informal más predominantes, tales como la agricultu-
ra y las canteras. 

En 2001, Zambia ratificó el Convenio sobre las peores 
formas de trabajo infantil, 1999 (núm. 182) para reforzar 
el cumplimiento del Convenio núm. 138. Se ha adoptado 
un enfoque multidimensional en la lucha contra el trabajo 

infantil, prestando especial atención a la economía infor-
mal. A este respecto, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, el Ministerio de Servicios Sociales y Desarrollo de 
la Comunidad, el Ministerio de la Educación, del Deporte, 
de la Juventud y del Desarrollo del Niño, y el Ministerio 
del Interior están realizando esfuerzos concertados en el 
marco del Programa de Duración Determinada apoyado 
por la OIT. Bajo el auspicio del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social se ha creado un Comité Nacional Direc-
tivo y se han venido utilizando los comités de distrito 
sobre trabajo infantil para facilitar la creación de comités 
comunales sobre trabajo infantil y establecer una instancia 
que permita intervenir en las bases de la sociedad. La 
composición de estos comités se basa en la naturaleza, la 
magnitud y la complejidad del flagelo del trabajo infantil 
en una localidad determinada.  

El Gobierno se empeña también con el Programa IPEC 
en evitar que los niños huérfanos a causa del SIDA sean 
inducidos al trabajo infantil. Este proyecto, junto con el 
Programa de Duración Determinada, ha llevado a un au-
mento significativo en el número de niños retirados y les 
ha impedido volver al trabajo infantil a través del sumi-
nistro de servicios educativos y oportunidades de forma-
ción. Entre septiembre de 2007 y marzo de 2008, se evitó 
que un total de 1.407 niños realizaran trabajo infantil 
mientras que 1.091 fueron retirados y rehabilitados. 

El Gobierno ha creado un Comité Interministerial sobre 
Trata de Seres Humanos para hacer posible una interven-
ción especializada sobre el tema mediante sus agencias 
especializadas encargadas del cumplimiento de la ley. Se 
ha reforzado la investigación activa de los criminales in-
volucrados en la trata de niños. El Gabinete ha aprobado 
un proyecto de ley contra la trata de seres humanos que se 
encuentra actualmente ante el Parlamento. Asimismo, la 
Política Nacional sobre Trata de Seres Humanos se en-
cuentra en la fase final del proceso de redacción.  

Por último, el Gobierno reconoce que el problema del 
trabajo infantil requiere mayor atención habida cuenta del 
grado de desarrollo del país; reconoce asimismo los bene-
ficios de la asistencia suministrada por la OIT. El Proyec-
to de Fortalecimiento de las Capacidades ha incrementado 
la capacidad del Gobierno, los empleadores, los trabaja-
dores, las ONG locales y las comunidades afectadas para 
enfrentar las cuestiones relativas al trabajo infantil. El 
sector de la agricultura comercial del proyecto Africa 
también ha contribuido a reducir el trabajo infantil. El 
Gobierno acogerá con agrado nuevas acciones de asisten-
cia de la OIT para combatir el trabajo infantil. 

Los miembros trabajadores se mostraron complacidos 
con la información adicional facilitada por el representan-
te gubernamental. Tomando nota del «Paradigma triangu-
lar» de la marcha global contra el trabajo infantil (educa-
ción, eliminación del trabajo infantil y trabajo decente) 
recordaron que en el informe de la Comisión de Expertos 
se consideraron cuatro elementos esenciales: la necesidad 
de una educación básica obligatoria y gratuita hasta la 
edad mínima para la incorporación al empleo; la lucha 
contra la preponderancia del trabajo infantil en la agricul-
tura y en áreas de la economía informal; la necesidad de 
estadísticas precisas; y la efectividad de los programas 
apoyados por IPEC. Añadieron que el hecho de que Zam-
bia deba comparecer ante esta Comisión no implica de 
manera alguna que se nieguen los esfuerzos que ha des-
plegado en colaboración con el IPEC para enfrentar sus 
obligaciones. El informe señala, no obstante que deben 
realizarse aún más grandes esfuerzos, antes de que el de-
recho y la práctica estén en conformidad con el Convenio. 
Zambia todavía no cuenta con un sistema obligatorio, 
gratuito y formal de educación pública y, consecuente-
mente, no está en condiciones de eliminar el trabajo infan-
til. La educación primaria fue declarada gratuita, pero más 
allá de algunas becas para niños en situación más vulne-
rable, costos ocultos como uniformes y libros sirven de 
barrera para impedir la asistencia a clases de niños proce-
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dentes de familias pobres, quienes son los más suscepti-
bles de convertirse en niños trabajadores. Aunque el pre-
supuesto del Estado para educación se incrementó, la con-
tratación de los tan necesitados nuevos maestros todavía 
se encuentra por debajo de los parámetros regionales. A 
pesar de la considerable financiación por parte de donan-
tes, sigue habiendo una acuciante necesidad de más aulas 
y equipos.  

En la ponencia sobre política educativa de 2006, la 
Unión de Profesores de Zambia (ZNUT) encontró que las 
disparidades entre niños y niñas con relación a los niveles 
de matriculación y de asistencia hasta terminar la ense-
ñanza primaria son causa de preocupación. A pesar de las 
políticas del Gobierno destinadas a incrementar el nivel 
de matriculación de las niñas, las tasas de finalización 
escolar muestran que las niñas están más afectadas que 
los niños. La ZNUT reconoció el papel fundamental que 
le cabe al Gobierno para establecer un sistema educativo 
completo y apropiado y busca colaborar con las autorida-
des para mejorar el sistema educativo. Los miembros tra-
bajadores esperan que el Gobierno acepte la oferta de la 
ZNUT.  

En marzo de 2007, la Oficina del Gabinete solicitó al 
Ministerio del Trabajo y Seguridad Social que ajuste las 
políticas nacionales de trabajo infantil para establecer una 
mejor coordinación con el Ministerio de la Juventud, del 
Deporte y del Desarrollo Infantil, responsable general de 
la política nacional infantil. Consecuentemente, un borra-
dor de política de empleo infantil fue nuevamente remiti-
do a la Oficina del Gabinete. En la lucha contra el trabajo 
infantil, la falta de dotación de profesores y de medios a 
las escuelas, así como a los organismos encargados de 
velar por el cumplimiento del Convenio ha cumplido 
también un papel decisivo. El Banco Mundial definió el 
sistema educativo de Zambia como «de bajo costo y de 
baja calidad». Este sistema comprende nueve años de 
educación básica seguida de tres años de educación se-
cundaria. Solamente un tercio de los alumnos que termina 
el primer nivel de enseñanza pasa al nivel de enseñanza 
secundaria público, y nadie se ocupa de aquellos que no 
entran o que no pueden permitirse un colegio privado. 

Cada año, salen de las escuelas de magisterio de Zam-
bia unos 8.000 profesores. Sin embargo, el Gobierno ha 
contratado únicamente a 4.000 nuevos profesores de en-
señanza secundaria, de forma que no se incremente dema-
siado el gasto salarial en el sector público. En consecuen-
cia, lo que falta no es la capacidad de formación de los 
profesores, sino más bien los medios financieros para 
emplear a nuevos profesores cualificados. La tragedia es 
que, de acuerdo con las estadísticas del Ministerio, en 
2006 había 3.347 profesores no cualificados enseñando en 
las escuelas de Zambia y, al mismo tiempo, 6.000 profe-
sores mejor formados, pero sin empleo. 

Esta situación es provocada, en parte, por las condicio-
nes económicas impuestas por el Banco Mundial (BM) y 
el Fondo Monetario Internacional (FMI), que atenta co-
ntra la coherencia política. Los datos recogidos en la 
Campaña Mundial por la Educación corroboraron que los 
puestos vacantes no se habían cubierto porque, de acuerdo 
con el FMI, el Gobierno no podía permitirse contratar a 
los profesores cuya formación había subvencionado. La 
ZNUT confirmó que la acentuada escasez de profesorado 
se debía en gran medida a lo desproporcionadamente ba-
jos que son los salarios, a las desfavorables condiciones 
de trabajo y a una política imprevisible de repartición del 
personal impuesta por las condiciones del Banco Mundial 
y el FMI, las cuales pusieron un límite máximo a los nive-
les salariales permitidos en el sector público. 

Los miembros trabajadores expresaron sin embargo su 
deseo de destacar algunos elementos positivos: el Minis-
terio de Educación, aunque lentamente, había empezado a 
contratar a más profesores; la supresión de las tasas esco-
lares había provocado un fuerte incremento de la matricu-
lación de niñas y niños en las escuelas de enseñanza pri-

maria; el aumento de las cifras generales de matriculación 
y la reducción entre 1995 y 2005 del número de niños que 
dejaban la escuela, de 760.000 a 228.000. Sin embargo, 
los niños desfavorecidos seguían teniendo dos o tres veces 
menos posibilidades de ir a la escuela que los demás ni-
ños. 

Asimismo, la recopilación de datos y el cumplimiento 
de la legislación siguen siendo inadecuados, y las cifras 
proporcionadas en el informe de la Comisión de Expertos 
requieren una aclaración. No se ha realizado ninguna en-
cuesta desde 1999, año en que trabajaban medio millón de 
niños, no sólo en la economía informal (incluido el servi-
cio doméstico), sino también en las explotaciones agríco-
las intensivas. Los miembros trabajadores esperan con 
impaciencia la finalización de la encuesta nacional sobre 
el empleo, y celebrarían recibir más información sobre la 
incidencia sectorial y geográfica del trabajo infantil, y 
sobre las medidas adoptadas en dichos sectores. La ins-
pección del trabajo debería ser reforzada y además el Go-
bierno debería hacer referencia a las recomendaciones de 
la Reunión Regional Tripartita de Expertos celebrada en 
Harare en 2001, sobre el papel que desempeña la inspec-
ción del trabajo en la lucha contra el trabajo infantil. 

En los seis últimos meses, Zambia ha realizado progre-
sos en los sectores de la educación, la salud, la minería y 
los derechos humanos. La revisión anual conjunta del 
Ministerio de Educación ha confirmado la asignación de 
un mayor presupuesto para alcanzar los siguientes objeti-
vos: aumentar la tasa de escolarización de los niños y 
extender la concesión de becas a huérfanos y a niños vul-
nerables (especialmente las niñas) para finales de 2008, y 
mejorar la calidad de la educación mediante la construc-
ción de 1.500 aulas, la contratación de 5.000 docentes 
más, el mantenimiento de los docentes en las zonas rura-
les, sustituyendo al mismo tiempo y constantemente a 
aquellos que se marchan, y el incremento del número de 
docentes que reciben formación en el empleo. 

Las negociaciones entre el Gobierno y las empresas mi-
neras están en curso, lo que es de esperar que se traduzca 
en el incremento de los ingresos gubernamentales para 
financiar inversiones sociales y de otro tipo. 

Los miembros trabajadores expresaron la esperanza de 
que, durante la revisión de la constitución, los intereses y 
derechos de los niños, incluido el derecho a la educación 
y a no trabajar, se especificarán claramente de conformi-
dad con las normas internacionales, en particular los Con-
venios núms. 138 y 182. Es necesario establecer un Pro-
grama Nacional de Acción coherente para combatir el 
trabajo infantil, que refleje las complementariedades entre 
ambos convenios. La inspección del trabajo debe ser con-
ciente de su papel en relación con la infancia y fortalecer-
se considerablemente.  

Como conclusión, el Gobierno de Zambia está demos-
trando voluntad política, pero está actuando con excesiva 
lentitud. Si bien el Gobierno ha de ser claro con respecto a 
sus obligaciones y cumplirlas con firmeza, la comunidad 
internacional debe apoyar sus esfuerzos. Los miembros 
trabajadores confiaron que en la siguiente memoria que se 
someta a la Comisión de Expertos se puedan dar a cono-
cer progresos considerables con respecto al cumplimiento 
del Convenio. 

Los miembros empleadores subrayaron que, de acuerdo 
con los datos suministrados por el Programa IPEC, en 
Zambia, en 1999, el 11,3 por ciento de niños y el 10,3 por 
ciento de niñas entre 5 y 14 años estaban implicados de 
alguna manera en alguna actividad laboral; el 7 por ciento 
de los cuales no tenía actividades escolares. 

En lo referente a la escolaridad obligatoria, se han reali-
zado progresos según lo ha señalado la Comisión de Ex-
pertos. La educación primaria es ahora gratuita y existe un 
compromiso para extender la gratuidad hasta el grado 12. 
Además, se está implantando un programa básico de in-
versión en el subsector de la educación. Sin embargo, el 
Gobierno no ha proporcionado información que permita 
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evaluar claramente los progresos obtenidos, en particular 
en lo referente a las tasas de abandono prematuro del sis-
tema educativo, especialmente en el medio rural donde se 
detecta el mayor número de casos de trabajo infantil.  

Los miembros empleadores afirmaron ser conscientes 
de las dificultades afrontadas por Zambia en materia eco-
nómica y de la necesidad de cooperación para avanzar en 
el desarrollo y erradicar la pobreza, punto de partida in-
dispensable para combatir el trabajo infantil. Sin embar-
go, la mejora del sistema educativo debe ser una priori-
dad. Zambia ha experimentado recientemente una impor-
tante mejora en su situación económica que ha permitido 
un crecimiento del 5 y 6 por ciento de su PIB. Se observa 
además un mejoramiento de la situación política. Estos 
avances deberían ser aprovechados para reforzar todavía 
más la escolaridad obligatoria, en el marco de una estrate-
gia más amplia para combatir el trabajo infantil. En estas 
circunstancias, instaron al Gobierno a realizar todavía 
mayores esfuerzos para obtener y proporcionar estadísticas 
sobre niños no escolarizados, la asistencia y las tasas de 
deserción escolar. También instaron al Gobierno a que en-
víe información sobre las medidas adoptadas, la asistencia 
y las tasas de deserción escolar, incluyendo a través de la 
cooperación internacional para lograr un incremento de la 
escolaridad obligatoria, por lo menos hasta el grado 12. 

Los miembros empleadores observaron que el Progra-
ma IPEC ha dado ciertos resultados a través de la identifi-
cación y prevención de determinados casos de trabajo 
infantil. Sin embargo, tales avances siguen siendo limita-
dos. El problema principal reside en el alto porcentaje de 
niños que trabajan en la economía informal, en especial 
en el sector agrícola, donde se observan los más altos por-
centajes de trabajo infantil (alrededor de 90 por ciento del 
total del trabajo infantil en el país). 

En Zambia, como en otros países africanos, el problema 
del trabajo infantil se ve agravado por el flagelo del 
SIDA. En efecto, de acuerdo con datos del Programa 
OIT/IPEC, en Zambia, un país con 11.800.000 habitantes, 
son más de 630.000 los niños huérfanos, un alto porcenta-
je de los cuales ha perdido a sus padres por causa del 
SIDA. 

De manera general, apreciaron la iniciativa del Gobier-
no relativa a la creación de comités distritales sobre traba-
jo infantil los que, al parecer, actuarán con eficacia para 
resolver los problemas existentes. 

El miembro trabajador de Zambia declaró que, entre 
1970 y 1990, su país había afrontado un período de crisis 
económica y que ello había motivado la creación de un 
plan de relanzamiento económico. Siguiendo las directri-
ces del Banco Mundial y del FMI, el Gobierno privatizó 
empresas públicas, una medida que provocó una pérdida 
masiva de puestos de trabajo. Los padres que habían per-
dido su empleo no pudieron permitirse escolarizar a sus 
hijos, y el Gobierno se vio obligado a congelar los sala-
rios de los funcionarios, haciendo imposible la contrata-
ción de nuevos profesores. Estos problemas plantean 
cuestiones de cohesión política. La reducción del trabajo 
infantil mediante el aumento de las oportunidades educa-
tivas no era posible con las políticas del Banco Mundial y 
del FMI, que no autorizan un gasto público suficiente para 
hacer frente a la contratación del número de profesores 
necesarios. Por esta misma razón, es difícil disponer de 
inspectores del trabajo especializados para supervisar el 
cumplimiento de la legislación en materia de trabajo in-
fantil. Por todo ello, se urge al Banco Mundial y al FMI a 
que garanticen que las condiciones económicas impuestas 
al país no estén en contradicción con el Convenio, sino 
que por el contrario lo refuercen. 

La miembro gubernamental de Zimbabwe felicitó al Go-
bierno de Zambia por los esfuerzos realizados para tratar 
el problema del trabajo infantil en su sociedad y en su 
economía. Zambia es uno de los pocos países subsaharia-
nos que ha adoptado medidas firmes para reducir el traba-
jo infantil en el contexto de la creciente pobreza en Afri-

ca. Muy pocos países están en condiciones de hacer un 
estudio sobre el trabajo infantil como el realizado por 
Zambia. Asimismo, los programas para retirar a niños del 
trabajo infantil y colocarlos en escuelas resultan ejempla-
res. La Comisión debería felicitar al Gobierno de Zambia 
por su firme determinación para tratar la cuestión del tra-
bajo infantil e intentar eliminarlo. 

El representante gubernamental de Zambia reiteró que 
el trabajo infantil es un problema de desarrollo y su elimi-
nación requiere coherencia de las políticas. El país expe-
rimenta una tendencia económica favorable desde 2002, 
pero los cambios sólo podrán lograrse con el tiempo. En 
2005 se llevó a cabo una encuesta nacional de empleo y 
en la actualidad hay otra encuesta en curso, que también 
incluye un módulo sobre el trabajo infantil. El Gobierno 
se beneficia del apoyo de la OIT para asegurar que los 
datos se establecen sobre la base de una metodología ra-
zonable, y está comprometido a seguir mejorando al res-
pecto. Tras la asistencia técnica recibida de la OIT en 
2003 en relación con la inspección del trabajo, el trabajo 
infantil está contemplado específicamente, en la actuali-
dad en el formulario de inspección. El Gobierno acoge 
con agrado comentarios y sugerencias de los sindicatos y 
espera con interés fomentar el diálogo social sobre la eli-
minación del trabajo infantil. El orador concluyó decla-
rando que el régimen económico de las empresas mineras 
del que se había tratado en la discusión, ya había sido 
establecido.  

Los miembros trabajadores acogieron con satisfacción la 
fructífera discusión sobre la aplicación del Convenio por 
parte de Zambia. Se puso de relieve la disposición del 
Gobierno para participar en un diálogo social sobre el 
trabajo infantil, así como la comunicación de información 
adicional sobre la inspección del trabajo y el régimen fi-
nanciero para las empresas mineras. Con muchos desafíos 
por delante, incluidos aquéllos relacionados a la economía 
informal, Zambia debería continuar confiando en enfo-
ques innovadores. 

Los miembros empleadores pusieron de relieve el deber 
ético de la comunidad internacional de expresar su solida-
ridad y brindar su ayuda a aquellos Estados que más difi-
cultades tienen para tomar medidas eficaces para combatir 
el trabajo infantil. Se debe poner especial énfasis en aten-
der situaciones tan preocupantes como las que existen al 
haber un alto porcentaje de niños huérfanos como conse-
cuencia de que sus padres sufren de la pandemia del 
VIH/SIDA. Los esfuerzos deben contar con la coopera-
ción internacional y recibir la más decidida prioridad a 
nivel nacional. 

Los miembros empleadores valoran los esfuerzos del 
Gobierno para ejecutar programas y diseñar proyectos e 
iniciativas destinadas a erradicar las situaciones de pobre-
za generalizada. Agregaron que el Gobierno había tomado 
las iniciativas adecuadas en el ámbito educativo y para el 
mejoramiento de las estadísticas, en particular, mediante 
las acciones emprendidas a nivel de los distritos. 

Los miembros empleadores coinciden con los miem-
bros trabajadores en cuanto a la importancia que le cabe al 
mejoramiento del sistema educativo para combatir el tra-
bajo infantil. Se debe urgir al Gobierno a que continúe 
con un intenso diálogo con la Comisión de Expertos de 
manera que se pueda seguir realizando un seguimiento 
cercano de los avances realizados. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información oral presentada 
por el representante gubernamental y de la discusión que 
tuvo lugar a continuación. La Comisión observó que el in-
forme de la Comisión de Expertos se refiere a los comenta-
rios de la Confederación Sindical Internacional en relación 
con la ausencia de escolaridad obligatoria para los niños, así 
como sobre la gran cantidad de niños por debajo de la edad 
mínima que trabajaban en la economía informal. 
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La Comisión tomó nota de la detallada información sumi-
nistrada por el Gobierno subrayando las leyes y las políticas 
puestas en práctica para brindar educación primaria gratui-
ta, así como los programas de acción que habían sido inicia-
dos en colaboración con la OIT/IPEC para retirarlos del 
trabajo. La Comisión también tomó nota de que el Gobierno 
de Zambia expresó su deseo de continuar sus esfuerzos en 
cooperación con los interlocutores sociales para erradicar el 
trabajo infantil con la asistencia y cooperación técnica de la 
OIT. 

La Comisión acogió con beneplácito el compromiso del 
Gobierno para aplicar el Convenio a través de diversas me-
didas, inclusive la facilitación de educación global y de opor-
tunidades apropiadas de formación, la construcción de más 
aulas en las escuelas, la contratación de más personal docen-
te calificado en las zonas rurales y el establecimiento de co-
mités de trabajo infantil a nivel de distrito. Teniendo en 
cuenta que la educación gratuita y obligatoria es uno de los 
medios más efectivos de combatir y prevenir el trabajo in-
fantil, la Comisión instó al Gobierno a garantizar que la 
legislación que fije la edad a partir de la cual la escolaridad 
deja de ser obligatoria, será adoptada en un futuro próximo. 
A este respecto, recordó al Gobierno que convendría que la 
edad de escolarización obligatoria correspondiera a la edad 
mínima de 15 años para el empleo o el trabajo especificada 
por Zambia cuando ratificara el Convenio. Alentó enérgi-
camente al Gobierno a proseguir sus esfuerzos para propor-
cionar educación gratuita y obligatoria para todos los niños. 
Asimismo, la Comisión tomó nota del desafío que planteaba 
la pandemia del VIH/SIDA, en particular con respecto a los 
niños huérfanos y a niños con padres seropositivos. También 
puso de relieve las necesidades particulares de las niñas y de 
otros niños vulnerables. 

La Comisión señaló asimismo que estaban adoptándose 
una serie de medidas para hacer frente a la situación de nu-
merosos niños por debajo de la edad mínima que trabajan 
cada vez más en el sector informal, con frecuencia en traba-
jos peligrosos. La Comisión reconoció la importancia que 
reviste la coherencia de las políticas y alentó la cooperación 
internacional para promover la erradicación de la pobreza, 
el desarrollo sostenible y equitativo y la eliminación del tra-
bajo infantil. No obstante, la Comisión alentó firmemente al 
Gobierno a mejorar la situación, en particular adoptando las 
medidas necesarias para seguir fortaleciendo la capacidad 
de la inspección del trabajo y para promover la labor de los 
comités de trabajo infantil a nivel de distrito.  

La Comisión también invitó al Gobierno a enviar infor-
mación exhaustiva en su próxima memoria cuando ésta deba 
presentarse, sobre el modo en que el Convenio es aplicado en 
la práctica, incluyendo en particular datos estadísticos más 
fiables sobre el número de niños que trabajan en la econo-
mía informal, así como sus edades, su sexo y los sectores de 
actividad, y extractos de los informes de los servicios de ins-
pección en cuanto al número y a la naturaleza de las viola-
ciones constatadas y a las sanciones aplicadas. La Comisión 
alentó a la Oficina a seguir prestando asistencia técnica al 
Gobierno y a los interlocutores sociales a apoyar sus esfuer-
zos. 

Convenio núm. 162: Asbesto, 1986  

CROACIA (ratificación: 1991) 
Una representante gubernamental, recordando que ésta es 

la tercera ocasión en que la Comisión de la Conferencia 
discute la aplicación del Convenio núm. 162 por Croacia, 
dijo que su Gobierno ha adoptado numerosas medidas 
para dar pleno cumplimento al Convenio y respetar las 
normas de la Unión Europea, incluyendo entre otras, la 
adopción de varios textos legislativos.  

La ley sobre control obligatorio de la salud de los traba-
jadores expuestos al asbesto en el desempeño de sus fun-
ciones profesionales, que entró en vigor el 7 de agosto de 

2007, define lo que se considera exposición de los traba-
jadores al asbesto y regula los métodos previstos para el 
control de la salud de dichos trabajadores, el procedimien-
to de diagnóstico de las enfermedades profesionales rela-
cionadas con el asbesto, y los órganos encargados de efec-
tuar el diagnóstico de las enfermedades de origen supues-
tamente profesional causadas por el asbesto. La ley prevé 
la vigilancia de la salud de los trabajadores que han estado 
expuestos al asbesto durante el desempeño de su trabajo y 
la de aquellos trabajadores que padecen enfermedades 
profesionales causadas por el asbesto; prevé asimismo 
que el diagnóstico de las enfermedades supuestamente 
profesionales se lleven a cabo por especialistas en medi-
cina del trabajo. La vigilancia de la salud conlleva la rea-
lización de exámenes preventivos, por lo menos cada tres 
años, durante un período de 40 años después de que el 
trabajador ha cesado su exposición al asbesto, indepen-
dientemente de si se le ha diagnosticado o no una enfer-
medad profesional.  

En virtud de la ley, no solamente los trabajadores que 
actualmente están expuestos al asbesto caen dentro de su 
ámbito de aplicación sino también los trabajadores jubila-
dos o las personas desempleadas que en sus lugares de 
trabajo previos estuvieron expuestas a ese riesgo. Estas 
tres categorías de trabajadores se incluyen en el programa 
de vigilancia de la salud. El Instituto Croata de Seguros, 
Seguridad y Salud en el Trabajo (CIOSH) se encarga de 
realizar el diagnóstico y el reconocimiento de las enfer-
medades profesionales ocasionadas por el asbesto; del 
funcionamiento del sistema de seguros en caso de enfer-
medad profesional; de adoptar medidas preventivas, y del 
ejercicio de los derechos en caso de un diagnóstico positi-
vo. El Instituto Croata de Medicina del Trabajo (CIOM) 
lleva un registro de los trabajadores que sufren de enfer-
medades profesionales causadas por el asbesto, en el que 
se utilizan los códigos de la lista europea de enfermedades 
profesionales y los criterios de diagnóstico que figuran en 
la décima clasificación internacional de enfermedades 
profesionales y problemas de salud conexos, registro que 
se lleva desde 2000 y se actualiza constantemente. 

Para abordar la cuestión del derecho a obtener una in-
demnización pecuniaria se promulgó una ley que rige los 
derechos a compensación de los trabajadores a los que se 
les ha diagnosticado y reconocido una enfermedad profe-
sional causada por el asbesto, y que entró en vigor el 7 de 
agosto de 2007. Esta ley prevé el procedimiento para pre-
sentar reclamaciones, el procedimiento y el órgano com-
petente para decidir sobre las reclamaciones, y la asigna-
ción de fondos para indemnizar a los trabajadores que 
sufren de enfermedades profesionales causadas por el 
asbesto. En virtud de esta ley, en fecha 23 de agosto de 
2007, el Gobierno estableció una comisión encargada de 
tratar las reclamaciones de indemnizaciones. Dicha comi-
sión se compone de representantes de los Ministerios de 
Economía, Salud, Finanzas y Justicia, un representante 
del CIOM, un representante del CIOSH, un representante 
de las asociaciones de trabajadores afectados por enfer-
medades profesionales causadas por el asbesto, y dos re-
presentantes sindicales. El CIOSH proporciona apoyo 
administrativo y técnico. Hasta fines de mayo de 2008, la 
comisión recibió 710 peticiones de indemnización; con 
fecha 1.º de enero de 2008 se han reconocido 221 casos 
por personal médico, y hasta junio de 2008 las indemni-
zaciones pagadas a 9 querellantes totalizan más de un 
millón de kunas. La resolución de muchos casos ha demo-
rado por falta de información. Para elaborar los textos 
legales mencionados se consultó a representantes de las 
asociaciones de trabajadores afectados por asbestosis y al 
CIOM, y a estos efectos se organizaron dos reuniones 
conjuntas. 

Una tercera ley, que regula los requisitos necesarios pa-
ra que los trabajadores expuestos al asbesto en el lugar de 
trabajo obtengan una pensión de vejez, entró en vigor el 7 
de agosto de 2007. Esta les concede a estos trabajadores 
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unas condiciones más favorables, sobre la base del régi-
men de solidaridad entre las generaciones. Se supone que 
las enfermedades profesionales vinculadas con el asbesto 
se deben a una exposición directa o indirecta a éste, por-
que se ha desempeñado un trabajo para un empleador, sea 
éste una persona natural o una persona jurídica que dispo-
ne de una sede principal en la República de Croacia y que 
utiliza asbesto en su producción. Hacia fines de mayo de 
2008 se han presentado y resuelto 32 reclamaciones. De 
las 103 personas afectadas en la fábrica Salonit-Vranjic, 
en virtud de la ley se consideró que 81 tienen derecho a 
recibir una pensión, aunque todavía no han presentado 
reclamaciones.  

En el ámbito de la protección del medio ambiente se ha 
elaborado un plan de gestión de desechos para el período 
2007-2015, así como una ley relativa al transporte de sus-
tancias peligrosas y un decreto sobre los métodos y pro-
cedimientos de gestión de los desechos que contienen 
asbesto, todos los cuales están en vigor. También se ha 
adoptado un decreto sobre la protección de los trabajado-
res de los riesgos relacionados con la exposición al asbes-
to. 

El 26 de septiembre de 2007 se completó la remoción y 
el saneamiento de los desechos que contienen asbesto y 
cemento en la fábrica Salonit-Vranjic. Esta tarea se llevó 
a cabo conforme a reglas y reglamentos profesionales 
relativos a la manera de manipular los desechos que con-
tienen asbesto y cemento, conforme a las reglas e instruc-
ciones emitidas por el ministerio competente. En numero-
sas ocasiones la labor se efectuó de noche para evitar las 
temperaturas elevadas de las horas del día. El transporte 
se llevó a cabo con arreglo a los reglamentos que rigen el 
transporte de sustancias peligrosas. Los productos que 
contienen asbesto y que permanecen en la zona de la fá-
brica no constituyen desechos peligrosos porque ese as-
besto está incorporado en el cemento. Otros procedimien-
tos para tratar estos productos se contemplan en el pro-
grama de rehabilitación destinado a limpiar la zona de la 
fábrica y se llevarán a cabo conforme lo prescribe la ley. 
Recientemente se firmó un acuerdo con el Instituto Croata 
de Protección del Medio Ambiente, referente a la segunda 
fase del proyecto.  

El Gobierno ha estado particularmente activo elaboran-
do una solución integral para los problemas relacionados 
con el asbesto en todo el territorio nacional. Ha adoptado 
asimismo todas las medidas legislativas e institucionales 
necesarias, y las leyes adoptadas proporcionan una base 
jurídica completa que ampara el ejercicio de los derechos 
de los trabajadores expuestos al asbesto por motivos de 
trabajo. Todas esas medidas legislativas se han elaborado 
en consulta con los sindicatos y los empleadores a través 
del Consejo Económico y Social y todas estas acciones 
reflejan la preocupación del Gobierno por todos los traba-
jadores afectados. Todas las instituciones responsables se 
han movilizado para cumplir los compromisos contraídos 
con la Misión de Contactos Directos de Alto Nivel de la 
OIT porque el Gobierno de Croacia está decidido a cum-
plir con las obligaciones contraídas en virtud de la legis-
lación adoptada. A tales efectos se han asignado recursos 
en el presupuesto nacional. Por último, expresó su aprecio 
por al apoyo prestado por la OIT y por sus constructivas 
propuestas. 

Los miembros empleadores agradecieron a la represen-
tante gubernamental por la detallada información propor-
cionada, que en parte incluye nuevos datos. Recordaron 
que el Convenio núm. 162 es un instrumento muy amplio 
y técnico, cuyo objetivo principal es garantizar la seguri-
dad y la salud de los trabajadores expuestos profesional-
mente al asbesto o que lo estuvieron en el pasado. La re-
presentante gubernamental facilitó información sobre 
algunas medidas adoptadas con anterioridad a la publica-
ción del informe de la Comisión de Expertos. Hubiera 
sido útil haber contado con esa información antes de la 
presente discusión. Recordaron que el caso se había dis-

cutido por la Comisión de la Conferencia regularmente 
desde 2003. En seguimiento de la última discusión en 
2006, el Gobierno aceptó la propuesta de que invitase a 
una Misión de Contactos Directos de Alto Nivel, que en-
contró una gran disposición para cooperar. Se realizaron 
progresos en la situación, y la misión informó que todos 
los sitios que elaboran productos conteniendo asbesto 
fueron cerrados o declarados en quiebra. 

Los miembros empleadores recordaron que, en particu-
lar, persisten dos problemas relativos a los artículos 19 y 
21 del Convenio, a saber: la eliminación de los residuos 
de asbesto sin riesgo para la salud de los trabajadores ex-
puestos o para la salud de la población que vive a proxi-
midad de la fábrica; y la disposición concerniente a las 
garantías relativas a los ingresos de los trabajadores inca-
pacitados para trabajar debido a los efectos de la exposi-
ción al asbesto sobre su salud, incluidos los trabajadores 
enfermos como consecuencia de su exposición a esa sus-
tancia. 

El informe de la Misión de Contactos Directos de Alto 
Nivel indica que se han adoptado varias medidas iniciales 
de importancia. Se elaboraron nuevas leyes, la mayoría de 
las cuales ya entró en vigor, y regulan, en particular, la 
indemnización de los trabajadores afectados, incluido el 
pago de pensiones, así como la regulación de la manipu-
lación de los residuos de asbesto. La Comisión de Exper-
tos observó que al parecer, aún no está resuelta la cuestión 
de la disponibilidad de los fondos para el pago de las in-
demnizaciones y pensiones a los trabajadores expuestos 
profesionalmente al asbesto o afectados en su salud. En 
consecuencia, consideran que la declaración de la repre-
sentante gubernamental debe ser recibida favorablemente 
ya que se ha incluido en el régimen de enfermedades pro-
fesionales tanto a los que han cesado de trabajar como a 
los jubilados afectados por la exposición profesional al 
asbesto. Si bien la ley promulgada en 2007 a estos efectos 
parece ser adecuada, los Miembros Empleadores pidieron 
al Gobierno que facilite a la Comisión de Expertos infor-
mación detallada sobre esta cuestión, incluida la relativa a 
las indemnizaciones que ya se han pagado. 

La Misión de Contactos Directos de Alto Nivel también 
señaló la falta de estadísticas fiables sobre el número de 
trabajadores afectados por enfermedades provocadas por 
el asbesto. En particular, y en vista de que muchos de los 
trabajadores afectados estuvieron empleados en las fábri-
cas durante más de 25 años y en la actualidad tienen más 
de 50 años, es urgente dar efecto a las conclusiones de la 
Misión de Contactos Directos de Alto Nivel. Por lo tanto, 
los Miembros Empleadores instaron al Gobierno a que en 
un futuro muy próximo dé efecto a las medidas adoptadas 
y mantenga informada a la Oficina de los progresos reali-
zados. Además, solicitaron a la Oficina que siga prestando 
asistencia para que pueda proseguir la colaboración que 
ha demostrado tanta eficacia. 

Los miembros trabajadores recordaron que la falta de 
aplicación en Croacia del Convenio núm. 162 sobre as-
besto ya ha sido objeto de discusiones en 2003 y en 2006. 
En la Conferencia de 2006, la Comisión expresó su pro-
funda preocupación por ese problema, especialmente en la 
fábrica de Salonit-Vranjic. Teniendo en cuenta el tiempo 
transcurrido y la gravedad de la situación, la Comisión 
había propuesto que se llevara a cabo una misión de con-
tactos directos de alto nivel, para verificar la situación in 
situ y evaluar los progresos realizados. Además, invitó al 
Gobierno a entablar consultas con los interlocutores so-
ciales sobre esa cuestión y que presentara una memoria 
detallada a la Comisión de Expertos. 

Aunque el Convenio núm. 162 figura en la lista de los 
convenios denominados técnicos, su falta de aplicación 
tiene consecuencias sumamente graves para los trabajado-
res afectados, sus familias, y las familias que residen a 
proximidad de esas fábricas. El asbesto es un producto 
químico extremadamente peligroso y sus efectos nocivos 
han sido estudiados por distintas organizaciones, incluida 
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la Organización Mundial de la Salud (OMS). Las perso-
nas contaminadas se asfixian progresivamente durante 
años, mientras se encaminan hacia una muerte atroz, lenta 
y dolorosa. 

Los miembros trabajadores recuerdan que el Gobierno 
aceptó la Misión de Contactos Directos de Alto Nivel. Se 
felicitaron por la total cooperación del Gobierno y su es-
trecha colaboración con los interlocutores sociales. La 
misión fue informada acerca de varias medidas legislati-
vas y administrativas en preparación, cuya impresionante 
lista figura en el informe de la Comisión de Expertos. 
Indicó, sin embargo, que deseaban observar progresos 
tangibles, especialmente en cuanto a la solución de las 
cuestiones económicas para los trabajadores de Salonit-
Vranjic. En varias oportunidades, la misión pidió que se 
tomaran medidas con carácter prioritario y recomendó 
que se aceleraran los procedimientos legislativos y admi-
nistrativos, incluidos los procedimientos judiciales. Otro 
importante elemento es el deseo expresado por la misión 
en el sentido de que la política para erradicar el asbesto se 
base en un plan integral de seguridad y salud y en una 
política nacional global, de conformidad con el Convenio 
sobre el marco promocional para la seguridad y salud en 
el trabajo, 2006 (núm. 187), de la OIT. 

Los miembros trabajadores deploraron que la Comisión 
de Expertos haya tenido que llegar a la conclusión de que 
no estaba en condiciones de verificar si las intenciones 
manifestadas se tradujeron en medidas concretas, ni si se 
respetaron las recomendaciones anteriores, y que estuvie-
se obligada a invitar al Gobierno, en una nota de pie de 
página, a que transmita información completa en oportu-
nidad de la Conferencia. Sin embargo, tanto sobre la base 
de las respuestas del Gobierno como sobre la base de las 
experiencias de los sindicatos nacionales, reconocen que 
existe un progreso no desdeñable. Reconocen también que 
los responsables políticos desean tratar la cuestión con 
carácter prioritario. El enfoque fragmentario adoptado 
hasta la fecha no es deseable. Los trabajadores deben ser 
parte esencial de un plan nacional de acción integrado. 

Este enfoque integrado debería ofrecer soluciones para 
los trabajadores que siguen trabajando y no tienen dere-
cho a la jubilación; garantizar el seguimiento médico pe-
riódico de los trabajadores; asegurar la formación y relo-
calización de los trabajadores; prever indemnizaciones 
para los trabajadores que padecen enfermedades causadas 
por el asbesto y debería basarse en un sistema de segui-
miento de los trabajadores y la población expuestos al 
asbesto. Ese enfoque integrado es necesario, no sólo debi-
do a la ratificación del Convenio núm. 162, sino también 
porque la adhesión a la Unión Europea requiere adaptar la 
legislación y la práctica al acervo comunitario y en parti-
cular a las Directivas europeas relativas a la protección de 
los trabajadores contra los riesgos vinculados a la exposi-
ción al asbesto. Por consiguiente, es de suma urgencia 
adoptar medidas necesarias de prevención en la fábrica de 
Salonit-Vranjic. Por una parte, existe un pasivo ecológico 
considerable debido a los desechos que contienen asbesto 
acumulados en ese sitio y, además, es urgente eliminar el 
asbesto y sanear el sitio a fin de evitar nuevas víctimas. 
Por otra parte, los miembros trabajadores lamentan que el 
informe de la misión y las recomendaciones estén dema-
siado centrados en ese sitio preciso. Es esencial que se 
rindan cuentas sobre el conjunto de sectores y lugares 
expuestos. 

Indicaron que si bien otros países enfrentan problemas 
similares, no se puede negar la amplitud del problema en 
Croacia. Aunque sea lamentable que se hayan perdido 
tantos años en este problema, los miembros trabajadores 
se felicitaron por el hecho de que, como consecuencia de 
la presión constante de las organizaciones sindicales y del 
respaldo de la Comisión de Expertos y de la Misión, se 
observan progresos y en la actualidad se reconoce que los 
desafíos, que siguen siendo numerosos, tienen carácter 
prioritario. 

La miembro trabajadora de Croacia reconoció que las 
medidas iniciales adoptadas y los progresos alcanzados 
demuestran la voluntad del Gobierno de dar prioridad a 
este asunto urgente. Sin embargo, hizo hincapié en que, 
contrariamente a las propuestas formuladas por los sindi-
catos y la Misión de Contactos Directos, las medidas le-
gislativas adoptadas no constituyen una solución global a 
la situación. Se adoptaron varias medidas, en lugar de un 
único marco jurídico integrado, lo que complicará su apli-
cación y la situación de los trabajadores afectados. El 
Gobierno debe garantizar la transparencia y el tripartismo 
y dar cumplimiento a estas medidas en la práctica lo más 
rápido posible. El Gobierno debe además contemplar so-
luciones para los trabajadores que siguen trabajando y no 
tienen derecho a pensión, garantizar exámenes médicos 
adecuados dentro de plazos apropiados, garantizar activi-
dades de formación y reafectación en empleos adecuados, 
y proporcionar una indemnización a las personas que pa-
decen enfermedades provocadas por la exposición al as-
besto. En otras palabras, es necesario adoptar una estrate-
gia integrada para garantizar a esos trabajadores un nivel 
de vida decente como parte del plan de acción nacional 
para los sectores afectados. 

Expresó que los sindicatos de su país consideran su-
mamente preocupante el hecho de que el conjunto de me-
didas legislativas adoptadas no incluya disposiciones rela-
tivas a la cuestión más importante, a saber, el procedi-
miento para la gestión de los residuos que contengan as-
besto. Es muy inquietante que 1.700 toneladas de residuos 
de asbesto sigan estando en las inmediaciones de la fábri-
ca, lo que plantea una amenaza para los trabajadores y la 
comunidad. El contrato para el programa de consolida-
ción, que abarca la fábrica Salonit Vranjic, ha sido adju-
dicado a una empresa que no cumplía con los requisitos 
pertinentes. La eliminación de los residuos se llevó a cabo 
de forma irregular en circunstancias muy extrañas. Las 
operaciones habían tenido lugar en medio de la noche por 
una empresa con equipo inadecuado y que no había de-
mostrado poseer una licencia válida para trabajar con as-
besto. Ello es una clara violación de lo dispuesto en el 
convenio, que exige que la gestión de los residuos que 
contengan asbesto se confíen a empresas debidamente 
calificadas para esas tareas. 

La oradora recordó que la violación del Convenio núm. 
162 es una cuestión grave para los trabajadores afectados, 
sus familias y el medio ambiente, ya que equivale también 
a una violación del derecho a una vida saludable para 
todos, consagrado en la Constitución nacional. En este 
asunto de vida o muerte, se ha perdido mucho tiempo y no 
se puede permitir más demoras. El retraso en la obtención 
de un derecho equivale a su denegación. Y en el presente 
caso, el término «derechos» es sinónimo de vida humana. 
La oradora expresó su profundo reconocimiento por la 
asistencia prestada por la OIT, y expresó su convicción de 
que el Gobierno cumple con su deber para con todos los 
croatas, dando pleno efecto al Convenio núm. 162. 

La representante gubernamental de Croacia agradeció a 
las personas que intervinieron en el debate y dijo que to-
mó nota cuidadosamente de sus observaciones. Indicó que 
se han adoptado numerosas medidas que corresponden a 
un enfoque integral encaminado a garantizar la adopción 
de una solución legal, única e integrada, de la cuestión. La 
información relativa a las medidas adoptadas se ha publi-
cado en el sitio web del Ministerio de Salud y Bienestar 
Social para que todas las partes interesadas tengan acceso 
a las indicaciones necesarias. Añadió que las medidas 
previstas, y que ya se aplican, abarcan a todas las perso-
nas que sufren de toda enfermedad relacionada con el 
asbesto y no solamente las enfermedades profesionales. 
Desde 2000 se lleva un registro de las enfermedades pro-
fesionales relacionadas con el asbesto y se compilan datos 
acerca del número de personas afectadas por éste. Los 
interlocutores sociales han participado en la elaboración 
de todas las medidas legales u otras, así como en los pro-
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gramas adoptados en reuniones, mesas redondas y otras 
formas de consulta sobre la materia. A modo de conclu-
sión, hizo hincapié en que su Gobierno se ha comprome-
tido a adoptar las medidas necesarias para cumplir las 
obligaciones que le incumben a este respecto. 

Los miembros empleadores agradecieron al Gobierno 
por la información adicional proporcionada y coincidieron 
con los miembros trabajadores en que hay elementos sig-
nificativos de progresos en el caso. El trabajo de la Ofici-
na y las misiones realizadas, indudablemente, han impul-
sado una mejora de la situación. Sin embargo, habida 
cuenta de la situación de la salud de los trabajadores con-
cernidos, subrayaron la necesidad de una acción rápida. 
La situación de estos trabajadores es urgente y no hay 
lugar para ningún plazo, especialmente en lo relativo a las 
medidas para compensarlos y garantizar su ingreso. El 
representante gubernamental debería proporcionar una 
información completa sobre la aplicación en la práctica de 
las nuevas leyes y otras medidas adoptadas. Finalmente, 
exhortó al Gobierno a garantizar el cumplimiento de todas 
sus obligaciones en relación con el manejo del asbesto y 
de los residuos que contengan asbesto con la asistencia 
técnica de la Oficina.  

Los miembros trabajadores lamentaron nuevamente la 
conclusión de la Comisión de Expertos según la cual no 
ha estado en condiciones de verificar si el Gobierno había 
tomado medidas concretas ni si las recomendaciones ante-
riores se habían seguido. Sobre la base de las respuestas 
del Gobierno, así como de los análisis de los sindicatos 
nacionales, ellos señalan, sin embargo, que se han reali-
zado progresos importantes. Es lo que cabe esperar de 
parte de un país que pretende adherir a la Unión Europea. 
Invitan al Gobierno a tomar con urgencia todas las medi-
das necesarias para poner la legislación y la práctica en 
conformidad con las disposiciones del Convenio núm. 
162 y, en especial, con las recomendaciones y conclusio-
nes detalladas de la misión de contactos directos y de los 
expertos. Los miembros trabajadores señalan a este res-
pecto tres desafíos importantes: el establecimiento de me-
didas específicas mediante un enfoque integrado y una 
política nacional proactiva de la seguridad y salud en el 
trabajo, que incluye el combate contra el asbesto en todos 
los sectores; el desarrollo de un procedimiento de segui-
miento detallado y, sobre todo, las medidas para liberar 
del asbesto los sitios contaminados y para el tratamiento 
de los residuos. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la detallada información oral 
proporcionada por el representante gubernamental y de la 
discusión que tuvo lugar a continuación. 

La Comisión recordó las anteriores discusiones y conclu-
siones adoptadas en la Comisión en 2003 y 2006, los comen-
tarios que la Comisión de Expertos realizó en 2002-2005, los 
resultados de la Misión de Contactos Directos de Alto Nivel 
(la Misión) en Croacia de 2007 y los comentarios posteriores 
de la Comisión de Expertos en 2007. 

La Comisión tomó nota de la información proporcionada 
por el Gobierno en relación con las medidas de orden legisla-
tivo, institucional, judicial y de las medidas de protección de 
la salud y de medio ambiente adoptadas por éste como se-
guimiento de las conclusiones de la Misión y para mejorar la 
aplicación del Convenio en el país, entre las que se incluyen 
los esfuerzos realizados para proceder al saneamiento del 
establecimiento fabril Salonit y la eliminación apropiada de 
los desechos de asbesto en el vertedero de Mravinacka Kava. 
La Comisión tomó nota, en particular, de la información 
sobre la adopción de medidas legislativas sobre los procedi-
mientos de diagnóstico, la asistencia sanitaria, la indemniza-
ción a los trabajadores profesionalmente expuestos al asbes-
to y las condiciones para que los trabajadores expuestos 
profesionalmente al asbesto puedan acceder a las pensiones 
de vejez. Asimismo, la Comisión tomó nota de la informa-

ción sobre el fortalecimiento del Consejo Nacional de Segu-
ridad y Salud en el Trabajo y la importante función que se le 
ha encomendado, que incluye la revisión general del sistema 
de seguridad y salud en el trabajo y el desarrollo de la políti-
ca nacional. 

La Comisión acogió con beneplácito esta información, y, 
en particular, los signos concretos de los progresos realiza-
dos a través de la adopción de textos legislativos y de las 
medidas adoptadas para mejorar la situación económica de 
al menos algunos de los trabajadores que ya sufren enfer-
medades derivadas de su exposición al asbesto. Sin embargo, 
lamentó que esta información no se haya sometido a la Co-
misión de Expertos con el tiempo suficiente para que ésta 
pudiese evaluar los progresos realizados por el Gobierno. La 
Comisión quiso poner de relieve la gravedad de este caso y la 
gran importancia que concede a la adopción por parte del 
Gobierno de medidas concretas y rápidas a fin de aplicar 
plenamente el Convenio. Instó al Gobierno a que continúe 
examinando con celeridad las quejas de los trabajadores que 
están expuestos al asbesto por motivos profesionales a fin de 
garantizar que se dictan sentencias judiciales dentro de los 
plazos previstos y que las indemnizaciones y las pensiones de 
jubilación debidas se paguen a la máxima brevedad. Asi-
mismo, la Comisión instó al Gobierno a adoptar medidas 
concretas a fin de que los trabajadores que han sido despe-
didos y que aún están en condiciones de trabajar reciban 
formación y encuentren nuevos empleos. 

En lo que respecta a las medidas adoptadas por el Gobier-
no para proceder al saneamiento del establecimiento fabril 
Salonit de una forma que no implique riesgos para la salud 
de los trabajadores afectados, incluso los que manipulan 
asbesto, y de conformidad con las normas medioambientales 
nacionales y europeas pertinentes, la Comisión espera que 
esto se realice sin demora y utilizando las competencias ne-
cesarias. 

La Comisión tomó nota con cierta preocupación de que el 
enfoque adoptado en el país en lo que respecta a la aplica-
ción general del Convenio sigue siendo fragmentario. Consi-
deró que debería adoptarse un marco legislativo único e 
integrado y un amplio plan nacional de prevención en el 
ámbito de la seguridad y salud en el trabajo. Este plan na-
cional debería adoptarse en consulta con las organizaciones 
representativas de empleadores y de trabajadores, y debería 
incluir disposiciones sobre acciones concertadas en relación 
al asbesto, incluido un sistema minucioso de supervisión de 
todos los trabajadores y personas que han estado expuestos 
al asbesto. Asimismo, debería comprender una campaña de 
concienciación destinada a los trabajadores de los sectores 
en los que se utilizan productos que contienen asbesto, en 
particular, en los sectores de la construcción, la reparación y 
desguace de buques y el sector portuario. 

La Comisión instó al Gobierno a adoptar todas las medi-
das necesarias a fin de garantizar un seguimiento completo y 
oportuno de las conclusiones de la Misión, la Comisión de 
Expertos y esta Comisión con miras a garantizar la plena 
aplicación del Convenio en el país. La Comisión solicitó al 
Gobierno que proporcione información amplia y completa 
en la memoria que presentará para que sea examinada en la 
próxima reunión de la Comisión de Expertos, incluidos los 
textos legislativos pertinentes, en la medida de lo posible en 
uno de los idiomas de trabajo de la OIT. 

Convenio núm. 180: Horas de trabajo a bordo y dotación de 
los buques, 1996 

REINO UNIDO (ratificación: 2001) 
Un representante gubernamental, al informar a la Comi-

sión de la Conferencia que la semana anterior su país se 
ha convertido en el tercer país en ratificar el Convenio 
sobre el marco promocional para la seguridad y salud en 
el trabajo, 2006 (núm. 187), destacó la importancia del 
Convenio núm. 180 tanto en relación con el trabajo de-
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cente como en cuanto a la seguridad. Está prácticamente 
demostrado que la fatiga en el mar es un factor determi-
nante de numerosos accidentes marítimos, especialmente 
en la medida en que afecta al personal que cumple tareas 
de guardia. La ratificación del Convenio en 2001 por par-
te del Reino Unido tuvo lugar después de la realización de 
consultas plenas con los interlocutores sociales. En conse-
cuencia, es desalentador que la Comisión de Expertos 
haya planteado tantas cuestiones en un tono bastante críti-
co. Su Gobierno ha tomado la aplicación del Convenio 
muy seriamente y la ratificación se basó en la premisa de 
su plena aplicación. 

El Convenio núm. 180 prevé su posible aplicación a la 
pesca. La reglamentación de las horas de trabajo en la 
industria pesquera en el Reino Unido debe considerarse 
en el contexto de que la gran mayoría de los trabajadores 
del sector son trabajadores independientes, y no existen 
organizaciones representativas de pescadores en el sentido 
tradicional. Sin embargo, las federaciones de pesca del 
Reino Unido, en su calidad de órganos consultivos reco-
nocidos que representan a los propietarios de buques pes-
queros y otros trabajadores de la industria, fueron plena-
mente consultadas sobre la reglamentación del tiempo de 
trabajo, en particular en relación con la aplicación de las 
normas de la Unión Europea sobre el tiempo de trabajo, 
que reflejan las disposiciones fundamentales del Conve-
nio núm. 180 y prevén límites a las horas de trabajo o de 
descanso. El Reino Unido decidió optar por un sistema de 
10 horas de descanso por cada período de 24 horas y de 
77 horas de descanso por cada período de siete días, el 
mismo que se aplica en el sector de la marina mercante. 
Por consiguiente, el régimen de horas de trabajo aplicable 
ya se encuentra en vigor. Este punto también está cubierto 
por el Convenio sobre el trabajo en la pesca, 2007 (núm. 
188), respecto del cual se mantienen consultas con la in-
dustria. Las disposiciones relativas a las horas del trabajo 
seguirán examinándose en ese contexto. 

Confirmó que el Reino Unido considera que los buques 
utilizados para la formación marítima están abarcados por 
el Convenio núm. 180 y, en consecuencia, sujetos al Re-
glamento de la Marina Mercante (horas de trabajo) de 
2002. Reconoció que existe un sector al que el Reglamen-
to no se aplica, y señaló que solamente no se aplica a los 
voluntarios y aprendices que no tienen responsabilidades 
en caso de emergencia. Esas personas normalmente no 
pasan más de dos o tres semanas a bordo de los buques; a 
veces pagan por la experiencia y no pueden considerarse 
«gente de mar» sino más bien como pasajeros. Para la 
elaboración del Reglamento, se celebraron consultas ple-
nas con las organizaciones de armadores y de la gente de 
mar, y esta excepción menor se considera por lo general 
como una aplicación del Convenio núm. 180 regida por el 
sentido común. 

En respuesta a la pregunta de la Comisión de Expertos 
sobre la forma en que se garantiza que el mínimo admisi-
ble de diez horas de descanso al día y de 77 horas de des-
canso a la semana mantiene su carácter excepcional, dijo 
que el Convenio autoriza claramente esos períodos míni-
mos y no los considera excepcionales. No obstante, reco-
noció que los límites son mínimos y señaló a la atención 
el concepto de deber de diligencia y los requisitos de la 
legislación en materia de salud y seguridad destinados a 
garantizar que el trabajo se organice de una manera que 
no comprometa la salud y seguridad de los trabajadores. 
La Autoridad Marítima y de Guardacostas publicó recien-
temente una serie de directivas sobre salud y seguridad en 
la industria con inclusión de folletos sobre cuestiones 
vinculadas a la fatiga en el mar.  

Por lo que respecta a las medidas de apoyo para garan-
tizar un entendimiento adecuado de las disposiciones re-
glamentarias pertinentes y facilitar la aplicación en la 
práctica de los límites de horas de descanso, el Reglamen-
to se ha incluido en un aviso a la marina mercante dispo-
nible en versión impresa y en el sitio web de la Autoridad 

Marítima y de Guardacostas. La mencionada autoridad 
publicó recientemente un folleto sobre las horas de trabajo 
de la gente de mar en los buques del Reino Unido y dis-
pone de una línea de ayuda para responder a las preguntas 
que se formulen. 

La disposición del Convenio destinada a garantizar que 
los ejercicios de salvamento deberán perturbar lo menos 
posible y no provocar fatiga, y que la gente de mar que 
debe trabajar durante los períodos de descanso gozará de 
períodos de descanso compensatorios, está contenida ín-
tegramente en el Reglamento. Corresponde a las empresas 
y a los empleadores determinar con precisión la manera 
en que se satisfacen dichos requisitos. La comparación de 
los horarios de trabajo con los registros de trabajo indica-
rán en qué momento un período de descanso previsto re-
sultó perturbado por un ejercicio de salvamento.  

Se ha cuestionado la disposición del Reglamento que 
autoriza excepciones a los límites de las horas de trabajo 
basadas en un convenio colectivo o en un acuerdo de la 
mano de obra. La disposición relativa a los acuerdos de 
mano de obra está reconocida en la legislación del Reino 
Unido y es una alternativa que puede utilizarse cuando la 
mano de obra no está sindicalizada. En el Reino Unido los 
trabajadores no están obligados a pertenecer a un sindica-
to, y se considera que el derecho a la libertad sindical 
incluye el derecho a no sindicalizarse. Esta disposición 
también ha sido objeto de consultas durante la elaboración 
del Reglamento y no tiene conocimiento de que se hayan 
planteado objeciones en ese momento.  

La Comisión de Expertos pidió que se indique de qué 
forma se garantiza que el armador tiene la responsabilidad 
básica de facilitar al capitán, en términos de recursos, la 
aplicación de los requisitos del Convenio en relación con 
las horas de descanso. La regla 4 del Reglamento atribuye 
a la empresa, al empleador y al capitán del buque la res-
ponsabilidad de garantizar que la gente de mar disfrute de 
un mínimo de horas de descanso. De no proporcionarse 
los recursos suficientes, especialmente en cuanto a la do-
tación, puede llegarse a la conclusión de que no es posible 
dar cumplimiento a este requisito, un hecho que constitu-
ye una infracción al Reglamento, y pasible de las sancio-
nes adecuadas. También debería tenerse en cuenta la de-
más legislación pertinente, especialmente el Código In-
ternacional de Gestión de Seguridad de la Organización 
Marítima Internacional, en virtud del cual se exige a los 
armadores que establezcan sistemas que prevean la nave-
gación segura de los buques, incluida la disposición rela-
tiva a garantizar los recursos necesarios a fin de dar cum-
plimiento a las disposiciones sobre las horas de descanso 
contenidas en los convenios de la OIT.  

Por lo que respecta al cumplimiento de la aplicación, 
está en vigor un programa de inspecciones de todos los 
buques registrados en el Reino Unido, de conformidad 
con el Convenio sobre la inspección del trabajo (gente de 
mar), 1996 (núm. 178), y los interlocutores sociales parti-
ciparon plenamente en la elaboración de un procedimien-
to para la aplicación del Convenio, sobre el que se prepa-
raron informes completos, también en consulta con los 
interlocutores sociales. Los incumplimientos más frecuen-
tes identificados por las inspecciones se presentan en la 
forma de mantener los registros. En algunos casos se puso 
de manifiesto que la gente de mar no completa sus regis-
tros adecuadamente o que no existe a bordo un sistema 
para la verificación de los registros. Se considera que la 
inspección del plan de horas de trabajo y los registros 
también forman parte de las inspecciones de los buques 
no registrados en el Reino Unido por parte del Estado de 
control del puerto. 

En relación con las consultas con los interlocutores so-
ciales sobre los procedimientos de queja, dijo que el aviso 
a la marina mercante incluye información detallada sobre 
el procedimiento, que cubre la duración del trabajo y otras 
cuestiones relativas a las condiciones de vida y de trabajo. 
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Se elaboró en el marco de consultas plenas y exhaustivas 
con los interlocutores sociales.  

Reafirmó el compromiso de su Gobierno para cumplir 
las responsabilidades que le incumben en virtud del Con-
venio núm. 180 y añadió que el Reino Unido realiza es-
fuerzos para proceder a la ratificación del Convenio sobre 
el trabajo marítimo, 2006, un instrumento de importancia 
sustancial que permitirá mejorar las condiciones de vida y 
de trabajo de la gente de mar en todo el mundo. 

Los miembros trabajadores declararon que el Convenio 
núm. 180 no sólo es un instrumento importante que garan-
tiza el trabajo decente de los marinos, sino una medida 
esencial para proteger su salud y seguridad. Además, te-
niendo en cuenta el alto número de incidentes marítimos 
debidos a la fatiga, el Convenio resultaba esencial para 
proteger a los marinos, los pasajeros y el medioambiente 
marino. La cuestión afecta a los marinos no sólo en el 
Reino Unido, sino también en Europa y en el mundo ente-
ro y es tan importante que la programada ratificación del 
Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006, aunque bien-
venido, no será suficiente. Decir que todo funcionará ade-
cuadamente con la trasposición del Convenio sobre el 
trabajo marítimo en la legislación del Reino Unido da 
lugar a un falso sentimiento de seguridad y constituye una 
mala interpretación de la situación. La duplicidad del Go-
bierno a este respecto es inaceptable. La esperanza de los 
trabajadores fue traicionada cuando los países ratificaron 
los convenios y los transformaron en ineficaces a través 
de la legislación nacional, o dejaron de aplicar la legisla-
ción que los hacía aplicables. La Autoridad Marítima de 
Guardacostas del Reino Unido carece de recursos, lo que 
significa que no existe aplicación efectiva.  

Muchos de los marinos empleados en barcos del Reino 
Unido no son de nacionalidad británica y son sujeto de 
todo el conjunto de dificultades al que deben hacer frente 
los trabajadores migrantes. La legislación penal del Reino 
Unido se aplica a todos los marinos de los buques del 
Reino Unido, en cualquier lugar en donde se hallen, pero 
las leyes de empleo no se aplican a los marinos extranje-
ros una vez que están fuera de las aguas del Reino Unido 
por lo cual gozan de escasa protección laboral. El carácter 
selectivo de la legislación actual da la impresión de que 
los sucesivos gobiernos se ocuparon poco de la vida de 
los marinos. La tasa de fatalidad es aproximadamente 12 
veces más alta que la de los trabajadores en tierra, y la 
fatiga tiene en esto un rol importante.  

Los miembros trabajadores comparten plenamente los 
comentarios de la Comisión de Expertos. En lo que res-
pecta a los párrafos 2 y 3 del artículo 1 del Convenio, 
subrayaron la elevada tasa de mortalidad de los pescado-
res en el Reino Unido. Las horas excesivas de trabajo son 
la causa de los accidentes marítimos. Al tiempo que acep-
taron que en la industria de la pesca muchos son conside-
rados como trabajadores independientes y que no están 
cubiertos por la legislación europea pertinente, señalaron 
que esto no debería eximir al Gobierno de aplicar el Con-
venio núm. 180 a la pesca marítima comercial. La desig-
nación «trabajador independiente» no ha sido aceptada en 
los buques mercantes, si bien la idea ha estado flotando. 
El Reino Unido ha aceptado que un representante de Nau-
tilus UK, la organización sindical para los profesionales 
del mar, asista a la Conferencia en representación de los 
pescadores en la formulación de un convenio para la in-
dustria de la pesca, pero no pudo iniciar un diálogo cons-
tructivo sobre las horas de trabajo para todos los pescado-
res, sin que se tenga en cuenta su situación laboral.  

En lo que respecta al párrafo d) del artículo 2, señalaron 
que teniendo en cuenta la naturaleza particular de los bu-
ques de formación, los aprendices y sus supervisores de-
berían estar cubiertos por el Convenio núm. 180 o por 
algo mejor. Las reglamentaciones pertinentes deberían ser 
enmendadas para garantizar que no hay posibilidad de que 
ningún trabajador quede sin cubrir, sin tener en cuenta las 
existentes «bienintencionadas» excepciones. Si los apren-

dices eran considerados pasajeros, entonces los buques en 
cuestión deberían clasificarse de conformidad con esto 
último. En cuanto al párrafo e) resulta de particular im-
portancia que el término «armador» sea incluido en la 
legislación del Reino Unido a fin de garantizar que los 
propietarios puedan ser llamados a rendir cuentas en lo 
que respecta al seguro marítimo y el transporte de mer-
cancías.  

Es esencial que el artículo 4 del Convenio se aplique en 
la legislación nacional de modo que la gente de mar no 
tenga menos derechos que otros trabajadores. La elección 
del Gobierno del Reino Unido de adoptar un sistema de 
10 horas de descanso por día y de 77 horas de descanso 
por semana, en vez de la opción de 72 horas de trabajo 
por semana, demuestra que la seguridad y bienestar de los 
trabajadores son consideraciones secundarias. Es irónico 
que la navegación sea el único medio de transporte para el 
cual se permiten tantas horas de trabajo, teniendo en cuen-
ta el elevado número de vidas que podrían perderse en 
caso de accidente.  

En relación con los párrafos 1, 2 y 5 del artículo 5, ob-
servaron que las frases «por cada período de 24 horas» y 
«por cada período de 7 días» no eran interpretadas de 
manera uniforme. La primera debería ser interpretada en 
el sentido que por cada hora añadida, una hora se quitaba, 
para evitar períodos de trabajo más largos que 14 horas, lo 
cual fue la intención original de la disposición en el Con-
venio. Si bien los ejercicios de salvamento eran cierta-
mente necesarios, se requiere una orientación más firme 
para asegurar que son llevados a cabo de modo de mini-
mizar la interrupción de los períodos de descanso y el 
otorgamiento de descanso. Esta responsabilidad no co-
rresponde ni a las empresas ni a los patrones de los bar-
cos. 

El párrafo 6 del artículo 5 del Convenio sólo da lugar a 
establecer excepciones a los límites de las horas de des-
canso a través de convenciones colectivas. El Reino Uni-
do, que cuenta con la legislación más antisindical de Eu-
ropa intentó perjudicar a los sindicatos del sector maríti-
mo estableciendo una excepción a través de los «acuerdos 
de la mano de obra» y se encuentra en consecuencia en 
violación del Convenio, ya que el acuerdo fue impuesto a 
los marinos por medio de la intimidación, lo cual implica 
al mismo tiempo una violación del Convenio núm. 98. 

En cuanto al artículo 13 del Convenio núm. 180, los 
armadores no deberían poder eludir la responsabilidad a 
través de velos corporativos que trasladan la responsabili-
dad hacia aquellos que están sujetos al poder financiero 
del armador.  

El régimen actual de inspección y aplicación del Con-
venio se basa en la elaboración de informes por los mari-
nos, exponiéndose a represalias. También las compañías 
conocidas violan en forma cotidiana las reglamentaciones 
relativas a las horas de descanso y la existencia de infor-
mes falsos contribuye a la creación de la ilusión de que 
los buques funcionan con seguridad. La inacción de los 
reguladores alienta las prácticas por debajo de los están-
dares y la competencia desleal. Las inspecciones en virtud 
del Convenio núm. 178 son totalmente ineficaces en el 
control del Convenio núm. 180 que es un Convenio mo-
desto que prevé ya sea 72 horas de trabajo o 77 horas de 
descanso a la semana, siendo esto último equivalente a 91 
horas de trabajo por semana. El Reino Unido eligió el 
número máximo de horas de trabajo por semana posible y 
no puede lograr ni siquiera que se aplique eso, con sema-
nas de trabajo que frecuentemente exceden de las 100 
horas. El Gobierno confía en la futura ratificación del 
Convenio sobre el Trabajo Marítimo y sobre los instru-
mentos existentes de la Unión Europea para evadir sus 
obligaciones en virtud del Convenio núm. 180. Al preten-
der tratar las deficiencias intencionales de la legislación 
del Reino Unido, la aplicación y cumplimiento, los pesca-
dores y marinos intentan proteger no sólo su propia segu-
ridad y salud a largo plazo, sino también la seguridad de 
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todos los marinos y pasajeros así como el medioambiente 
marino.  

Los miembros empleadores agradecieron al representante 
gubernamental por las respuestas a las cuestiones plantea-
das por la Comisión de Expertos. Con la adopción del 
instrumento global relacionado con todas las cuestiones 
relativas al trabajo marítimo, una cantidad de problemas 
planteados pueden ser superados mediante la ratificación 
del Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006.  

Con respecto al primer punto planteado por la Comisión 
de Expertos, relacionado con la aplicación del Convenio a 
los buques de pesca, los miembros empleadores están de 
acuerdo con la explicación proporcionada por el represen-
tante gubernamental. El régimen de horas de trabajo y de 
períodos de descanso aplicable a los buques de pesca y a 
los pescadores es idéntico al de los barcos mercantes. 
Cabe señalar que el Convenio núm. 188 recientemente 
adoptado, contiene las mismas disposiciones sobre las 
horas de trabajo y los períodos de descanso que el Conve-
nio núm. 180. En vista de la ausencia de un sindicato de 
pescadores especializados en el Reino Unido, la explica-
ción proporcionada por el representante gubernamental 
relativa a la consulta de los propietarios de buques de 
pesca debe considerarse apropiada.  

Los miembros empleadores señalaron, con respecto al 
segundo punto planteado por la Comisión de Expertos 
sobre la exención del régimen de horas de trabajo de 
quienes no son gente de mar en los buques utilizados para 
la formación marítima, que esa excepción está justificada 
conforme al artículo 2, d) del Convenio relativo a la defi-
nición de la gente de mar. Las personas que pasan sus 
vacaciones en un buque para la formación marítima pue-
den estar exentos de la legislación o los reglamentos sobre 
«gente de mar», en la medida en que este término se refie-
re a cualquier persona definida como tal por las leyes na-
cionales o reglamentos o los convenios colectivos, contra-
tada en cualquier calidad a bordo de un buque dedicado a 
la navegación marítima.  

Con referencia al tercer punto planteado por la Comi-
sión de Expertos, relacionado con el período mínimo de 
diez horas de descanso diarios y de 77 horas semanales, 
recordaron que esto no se había considerado como una 
excepción en el Convenio. Siempre deben respetarse los 
límites fijados. Los Estados Miembros pueden elegir, sea 
la adopción de un máximo de número de horas de trabajo, 
o una duración mínima de los períodos de descanso, sin 
otras limitaciones.  

En relación con los ejercicios para la seguridad de la 
vida en el mar, los miembros empleadores observaron que 
la explicación proporcionada por el representante guber-
namental, no señala ninguna infracción al Convenio. El 
capitán del buque es el responsable de respetar los límites 
establecidos en el Convenio, que se reflejan en la legisla-
ción nacional. 

En relación con las exenciones a los períodos de des-
canso mínimo, los miembros empleadores piensan que no 
hay infracción en aquellas exenciones permitidas median-
te los «acuerdos de mano de obra» en los casos en que no 
existe un convenio colectivo. Recordaron que el párrafo 6 
del artículo 5 del Convenio permite a los Estados Miem-
bros efectuar excepciones mediante la legislación nacio-
nal o los reglamentos como una alternativa a un procedi-
miento por el cual la autoridad competente puede autori-
zar los convenios colectivos que establecen exenciones. 

Por último, con respecto a las otras cuestiones plantea-
das por la Comisión de Expertos, relacionadas con la res-
ponsabilidad del armador, la inspección y los procedi-
mientos de quejas, los miembros empleadores manifesta-
ron que las explicaciones proporcionadas por el represen-
tante gubernamental eran exhaustivas y respondían a las 
exigencias del Convenio. 

El miembro empleador del Reino Unido dijo que la Con-
federación de la Industria Británica y la Cámara Naviera 
del Reino Unido aceptaban plenamente la explicación 

proporcionada por el representante gubernamental y no 
tenían nada más que agregar. 

La miembro trabajadora de los Países Bajos dijo que la 
Comisión de Expertos identificó en su observación pro-
blemas de aplicación similares a los que se presentaban en 
los Países Bajos. Consideró que existían deficiencias en el 
control de la aplicación de las leyes y reglamentos sobre 
las horas de trabajo. El control de la práctica del doble 
registro de horas de trabajo no es suficientemente eficaz y 
se carece de un sistema armonizado para definir la com-
posición adecuada de la dotación. En los Países Bajos 
también se plantean problemas con el régimen de seis 
horas de trabajo y seis horas de descanso para los oficiales 
de guardia. El sistema se basa en el supuesto de que los 
oficiales de guardia no tienen otras funciones que cum-
plir. Sin embargo, muy a menudo esto no es así, y deben 
en consecuencia trabajar durante jornadas demasiado lar-
gas, de las que resultan un cansancio excesivo e incluso 
agotamiento.  

En el comentario de la Comisión de Expertos relativo a 
la aplicación del Convenio en los Países Bajos, la Asocia-
ción de Capitanes de la Marina Mercante de los Países 
Bajos señaló que la cuestión de la rentabilidad no debería 
prevalecer sobre las consideraciones en materia de segu-
ridad y salud al tomar decisiones sobre el número de ofi-
ciales a bordo. Recordó que el Reino Unido es la sede de 
la Organización Marítima Internacional, y, por ese moti-
vo, numerosos sindicatos marítimos y la gente de mar de 
todo el mundo esperan que ese país sea un ejemplo. Por 
consiguiente, reviste la mayor importancia que el Gobier-
no aplique plenamente el Convenio mediante la legisla-
ción adecuada y el control de su aplicación. 

El representante gubernamental del Reino Unido agrade-
ció a los miembros empleadores y trabajadores por sus 
comentarios y señaló que había tomado nota de toda la 
discusión. Reiteró que su Gobierno toma muy seriamente 
sus obligaciones en virtud del Convenio núm. 180 y que 
se ha comprometido a la aplicación integral de sus dispo-
siciones, incluida la necesidad de consultar a los interlo-
cutores sociales. Señaló que había compartido su inter-
vención con los interlocutores sociales para mantenerlos 
plenamente informados sobre la posición de su país con 
respecto al Convenio.  

Los miembros trabajadores manifestaron que habían es-
cuchado con interés la discusión y que la diferencia de 
puntos de vista entre ellos por un lado y el Gobierno y los 
miembros empleadores por el otro, no es sorprendente. 
Mantuvieron su opinión de que el Reino Unido es selecti-
vo en la implementación del Convenio, en particular te-
niendo en cuenta que ha elegido la opción de 77 horas de 
descanso por semana. Añadieron que el Código Interna-
cional de Gestión de Seguridad ya lleva 10 años en vigor 
y su aplicación recién ahora comienza a ser efectiva. Se-
ñalaron que, si bien el representante gubernamental indicó 
que el Convenio sobre la inspección del trabajo (gente de 
mar), 1996 (núm. 178) se aplica efectivamente en el país, 
el Convenio identifica 13 cuestiones sujetas a la inspec-
ción y sólo una se vincula a las horas de trabajo. Al recor-
dar que una inspección promedio dura alrededor de dos 
horas, es evidente que queda poco tiempo disponible para 
la inspección relativa a las horas de trabajo. Por lo tanto, 
es necesario un sistema de inspección mucho más eficaz. 

Los miembros trabajadores subrayaron que 91 horas de 
trabajo no deberían ser consideradas una semana de traba-
jo normal y que se debería adoptar la opción de una se-
mana laboral de 72 horas. Agregaron que el Convenio 
sobre el trabajo marítimo, pese a su importancia, no con-
tiene nuevas disposiciones y, por lo tanto, no mejora las 
disposiciones del Convenio núm. 180. Los trabajadores 
interesados acuerdan plenamente con que las jornadas de 
trabajo son demasiado largas y que hay una total ausencia 
de diálogo social en el sector. Además, el hecho de que el 
Gobierno acepte «acuerdos de mano de obra» no es más 
que una forma de socavar los convenios colectivos.  
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Los miembros empleadores tomaron nota del evidente 
desacuerdo entre la aplicación y el espíritu del Convenio 
núm. 180 que parece sorprendente para los observadores 
exteriores de las cuestiones marítimas, en especial tenien-
do en cuenta el enfoque consensual que prevalece en la 
adopción de los convenios marítimos. Además, el origen 
del desacuerdo parece relacionarse con las elecciones 
realizadas por el Gobierno dentro del ámbito de aplica-
ción del Convenio. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de que los comentarios de la Co-
misión de Expertos se referían a comentarios del Congreso 
de Sindicatos Británicos (TUC) relativos a la primera me-
moria del Gobierno sobre la aplicación del Convenio. Tam-
bién tomó nota de la detallada información enviada por el 
representante gubernamental, que suministró información 
sobre las cuestiones siguientes planteadas por los expertos: 
pesca marítima comercial; definición de «gente de mar o 
marino»; horas normales de trabajo de la gente de mar; 
horas mínimas de descanso; ejercicios de reunión de urgen-
cia, lucha contra incendios, salvamento y llamadas; excep-
ciones a los límites sobre las horas de descanso y acuerdos de 
la mano de obra; definición de «armador» y responsabilida-
des; inspección y control de la aplicación. 

La Comisión tomó nota de la información suministrada 
por el Gobierno relativa a las leyes y reglamentos que dan 
efecto al Convenio. Tomó nota en particular de la informa-
ción sobre la aplicación del Convenio en la práctica y de las 
inspecciones realizadas. También tomó nota del apoyo de los 
empleadores a estas medidas, al tiempo que tiene en cuenta 
las numerosas reservas y dudas de los trabajadores, sobre la 
aplicación del Convenio, incluyendo la disposición sobre 
acuerdos de la mano de obra y cumplimiento inadecuado.  

La Comisión lamentó que la información sobre las cues-
tiones altamente técnicas planteadas por la Comisión de 
Expertos no fue enviada con anterioridad por el Gobierno, 
de modo que hubiera podido ser evaluada por dicha Comi-
sión. En vista de la naturaleza de las cuestiones planteadas, 
la Comisión instó al Gobierno a que enviara información 
completa sobre las medidas adicionales adoptadas para apli-
car plenamente el Convenio, a fin de que sea examinada por 
la Comisión de Expertos en su próxima reunión. Expresó la 
esperanza de que, además de las medidas adoptadas en el 
marco del Convenio, el Gobierno adopte todas las medidas 
necesarias para garantizar que las horas de trabajo y de 
descanso de los marinos estén en conformidad con el Conve-
nio sobre el Trabajo Marítimo, 2006 que tiene la intención 
de ratificar en un futuro próximo. 

Convenio núm. 182: Peores formas de trabajo infantil, 1999 

MÉXICO (ratificación: 2000) 
Un representante gubernamental declaró que las peores 

formas de trabajo infantil son un grave atentado contra la 
infancia y contra la sociedad en su conjunto. Declaró que 
el Gobierno, convencido de la necesidad de erradicación 
de dichas formas de explotación, que vulneran la dignidad 
de la niñez y de su desarrollo, había ratificado, en junio de 
2000, el Convenio núm. 182. Este compromiso está reco-
gido en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, en 
cuya elaboración participaron diferentes dependencias del 
Gobierno, la Oficina del Alto Comisionado de las Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos, expertos acadé-
micos y representantes de la sociedad civil. El Plan fija 
como prioridad la promoción y la aplicación de instru-
mentos jurídicos internacionales, incluidos los relativos a 
la trata y al tráfico de personas, en particular los referidos 
a la niñez, como parte de la estrategia dirigida a lograr un 
estado de derecho y seguridad. 

La protección contra las peores formas de trabajo infan-
til en su país está establecida en la Constitución y es regu-

lada por diversas leyes, como la Ley Federal del Trabajo, 
la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes y la Ley Federal contra la Delincuencia 
Organizada. El 27 de noviembre de 2007, se publicó la 
Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas, que 
constituye un importante avance, al incorporar a la legis-
lación interna los compromisos asumidos por su país a 
nivel internacional. Esta Ley tipifica el delito de trata de 
personas y establece penas acordes con la gravedad del 
delito, así como medios para proteger, atender y asistir de 
manera concertada y oportuna a las víctimas de trata de 
personas, en particular de niños y jóvenes. La Ley con-
templa agravantes para el caso de que la víctima sea me-
nor de edad. 

En el marco del «Programa Permanente de Recepción 
de Información Confidencial sobre Delitos» se pueden 
hacer denuncias anónimas que, a su vez, son remitidas 
directamente a la Procuraduría General de la República 
para su análisis, con el objetivo de canalizarlas a las áreas 
sustantivas competentes del fuero común o federal para su 
investigación. Desde el segundo semestre de 2007 hasta el 
mes de mayo de 2008, el área de prevención del delito de 
la Procuraduría General de la República tuvo conocimien-
to de 54 casos relacionados con explotación sexual, pros-
titución y pornografía con menores de edad. Al respecto, 
brindó orientación legal, apoyo sicológico y asistencia 
social, de manera personal, vía telefónica, o por correo 
electrónico a las víctimas y a sus familiares, quienes, de 
acuerdo a su perfil, fueron canalizadas a distintos centros 
para su tratamiento y rehabilitación. 

En relación con el delito de pornografía de los menores 
de 18 años, existen cuatro expedientes de averiguación 
plena consignados, tres en proceso o causa penal, y cinco 
expedientes más en investigación. Respecto del delito de 
intermediación en la prostitución de los menores de 18 
años, hay tres expedientes de averiguación previa consig-
nados, en los que se sigue un proceso a ocho personas, 
existiendo otros dos expedientes en investigación. En el 
marco del Programa «Oasis», hay tres causas penales en 
situación jurídica de instrucción o de desahogo de pruebas 
por el delito de tráfico de menores.  

Con el objetivo de investigar y perseguir los delitos 
previstos en la nueva Ley sobre Trata de Personas, se 
creó, el 31 de enero de 2008 la Fiscalía Especial para los 
Delitos de Violencia contra Mujeres y Trata de Personas. 
Uno de los proyectos estratégicos de esta fiscalía es con-
formar un banco de datos en el que se registre informa-
ción sobre el número y la naturaleza de los delitos de 
prostitución, explotación y turismo sexual de las personas 
menores de 18 años. 

Se ha elaborado asimismo un Estudio situacional sobre 
trata de personas con perspectiva de género, en nueve 
entidades federativas del país, así como un «Modelo de 
protección a mujeres, adolescentes, niñas y niños víctimas 
de trata» y un proyecto de Programa nacional para preve-
nir, reprimir y sancionar la trata de personas, cuyas accio-
nes estarán orientadas a la prevención, protección y aten-
ción a las víctimas, en salvaguarda de la dignidad huma-
na, los derechos humanos, la perspectiva de género y el 
interés superior de la infancia. El año pasado, los Congre-
sos de los estados de Baja California, Guerrero y Chihua-
hua, adoptaron reformas a sus respectivos Códigos Pena-
les en materia de explotación sexual infantil. 

En 2007, en el marco del proyecto de cooperación téc-
nica del Gobierno con el Programa Internacional para la 
Erradicación del Trabajo Infantil de la OIT (OIT/IPEC), 
se llevaron a cabo actividades en los estados de Baja Cali-
fornia, Guerrero y Jalisco. Destacan en particular la reali-
zación de foros y conferencias y el lanzamiento de cam-
pañas de difusión para erradicar la explotación laboral 
infantil y la explotación sexual comercial infantil, así co-
mo la promoción de los derechos de la infancia. 

En un informe final de la Oficina de la OIT en México, 
de 30 de julio de 2007, se señala el logro de avances para 
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combatir ese flagelo, al sensibilizar e incrementar el co-
nocimiento para prevenir y atender la explotación sexual 
comercial infantil, identificar sus causas, promover re-
formas legislativas en los congresos federal y estatales, y 
diseñar y aplicar un modelo de atención integral a niños y 
adolescentes víctimas o en situación de riesgo. El orador 
solicitó a la OIT la realización de una nueva fase del pro-
yecto de cooperación técnica OIT/IPEC, así como su apo-
yo para iniciar un nuevo programa específico en relación 
con el trabajo infantil de jornaleros agrícolas. Ninguno de 
ellos ha sido lanzado, pues no se han encontrado donantes 
para su financiación. 

El Programa para la Prevención, atención, desaliento y 
erradicación del trabajo urbano marginal contribuye a 
aumentar las tasas de inscripción escolar y a disminuir la 
tasa de abandono escolar. En 2007, atendió a 73.446 niños 
trabajadores y a 99.943 niños en riesgo de incorporarse al 
trabajo infantil, y proporcionó 6.067 becas académicas y 
de capacitación. En el primer trimestre de 2008 atendió a 
14.199 niños trabajadores y a 18.902 niños en riesgo de 
incorporarse al trabajo infantil. Por la vinculación estruc-
tural que tiene la pobreza con el trabajo infantil y la de-
serción escolar, se han puesto en marcha programas socia-
les, en particular, el programa de asistencia social Opor-
tunidades, que ayuda a que niños y jóvenes permanezcan 
en la escuela y acumulen escolaridad, reduciendo sustan-
cialmente la posibilidad de que se inserten en el mercado 
de trabajo. En las zonas rurales, los apoyos al programa 
han contribuido a una reducción de más del 9 por ciento 
en la probabilidad de participación en el trabajo domésti-
co de las mujeres de entre 15 y 17 años de edad. En 2007, 
entregó apoyos monetarios a 5 millones de familias en 
condiciones de pobreza extrema, en más de 92.000 locali-
dades del país y en el presente ciclo escolar entregó más 
de 5,3 millones de becas a estudiantes provenientes de 
hogares en extrema pobreza en todos los estados, y más 
de 1,6 millones de niños menores de cinco años están bajo 
control nutricional. 

La supervisión de las condiciones laborales de los tra-
bajadores mayores de 16 años y menores de 18 en los 
centros de trabajo, es una situación prevista por la Ley 
Federal del Trabajo, sus reglamentos y, especialmente, 
por las Normas Oficiales Mexicanas, para proteger a los 
adolescentes de condiciones que puedan constituir un 
riesgo, como las jornadas extraordinarias, las labores sub-
terráneas, submarinas o en minas a cielo abierto, los tra-
bajos nocturnos industriales y la exposición constante a 
agentes contaminantes del medio ambiente. Para garanti-
zar que los menores de 18 años que trabajan por cuenta 
propia, como los niños de la calle, no realicen trabajos 
peligrosos, y se atendió en 2007, con el apoyo de 72 mu-
nicipios y 75 organizaciones de la sociedad civil, a 35.514 
niños a través del desarrollo y financiamiento de 99 pro-
yectos y del otorgamiento de 1.740 becas educativas y de 
alimentación. 

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social desarrolla 
el subprograma «Política Laboral para la Atención del 
Trabajo Infantil», en el marco del cual se han desarrollado 
tres manuales en la materia, dirigidos a empleadores, a 
organizaciones sindicales y a inspectores del trabajo. De-
ntro de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo del 
último trimestre de 2007, se dio inicio al módulo de traba-
jo infantil, con el objetivo de contar por primera vez con 
información completa sobre las características de los ni-
ños y adolescentes que realizan actividades económicas. 
Se contó con el apoyo técnico de la OIT y se tuvieron en 
cuenta los comentarios del UNICEF. Este organismo lo 
considera un importante avance en materia de generación 
de información para el diseño de políticas públicas y una 
muestra de la voluntad política de las instituciones nacio-
nales en su esfuerzo por garantizar el cumplimiento del 
derecho a la no explotación laboral de niños y niñas.  

El orador reiteró el compromiso y la voluntad política 
de su Gobierno de avanzar hacia la erradicación del traba-
jo infantil. 

Los miembros trabajadores observaron que este caso es 
un ejemplo del alcance y de la importancia del Convenio 
sobre las peores formas de trabajo infantil (núm. 182) y se 
caracteriza sobre todo por dos aspectos. Por una parte, 
pone de manifiesto la amplitud y la persistencia de las 
diferentes formas de trabajo infantil en el mundo y, por 
otra parte, las medidas adoptadas para combatirlas y eli-
minarlas. 

En México, el trabajo infantil se manifiesta de formas 
diferentes. La venta con fines de explotación sexual, que 
afecta aproximadamente a 5.000 niños sólo en el distrito 
federal de México, la pornografía, la prostitución, así co-
mo el turismo sexual o la mendicidad son algunos claros 
ejemplos. Los niños de la calle que trabajan para garanti-
zar su subsistencia o la de sus familias y representan tam-
bién un número considerable, unos 140.000 sólo en la 
ciudad de México. La mayoría de los niños trabajan en el 
sector informal de las aglomeraciones urbanas y en el 
sector agrícola como jornaleros. El panorama es desola-
dor, aproximadamente 1,7 millones de niños en edad es-
colar no reciben ninguna educación porque la pobreza les 
obliga a trabajar o, como en el caso de los niños indíge-
nas, porque la enseñanza no se imparte en su lengua ma-
terna. 

Sin embargo, se deben acoger con agrado los esfuerzos 
realizados por el Gobierno para luchar contra estas peores 
formas de trabajo, a través, en particular, de reformas 
legislativas destinadas a sancionar la trata, la prostitución 
y la incitación a la mendicidad de los jóvenes menores de 
18 años de edad, y a través de proyectos de enmienda de 
los códigos penales de una serie de estados federados. 
Asimismo, se deben acoger con beneplácito las medidas 
adoptadas en el marco de la aplicación del proyecto 
OIT/IPEC para prevenir y eliminar la explotación sexual 
de los niños sacándoles de este medio y reinsertándoles en 
el sistema escolar. Por último, cabe tomar buena nota de 
las informaciones comunicadas por el Gobierno con res-
pecto al número de becas concedidas en el marco de la 
aplicación de los programas «Oportunidades» o Programa 
sobre el ejercicio de los derechos de niños y niñas, hijos 
de jornaleros en el sector agrícola y a la prevención del 
trabajo infantil «PROCEDER» en el sector agrícola, así 
como del Programa de prevención y de ayuda a los jóve-
nes que viven en las calles, o el Sistema Nacional de De-
sarrollo Integral de la Familia (DIF). 

Sin embargo, cabe señalar la persistencia de las bajas 
tasas de escolarización, especialmente entre los niños 
migrantes e indígenas, así como las elevadas tasas de 
abandono escolar, sobre todo entre los niños que viven en 
el medio rural, los niños indígenas y los niños migrantes. 
A pesar de que las medidas adoptadas puedan haber redu-
cido el trabajo infantil, la amplitud del fenómeno sigue 
siendo muy preocupante, por lo que el Gobierno debe 
redoblar sus esfuerzos para luchar contra las peores for-
mas de trabajo infantil en su país. 

Los miembros empleadores destacaron la importancia de 
este Convenio, que afecta a las vidas de niños inocentes. 
El Informe de la Comisión de Expertos da la impresión 
general de que, si bien se ha dado efecto, en un cierto 
grado, al contenido del Convenio, a través de diversas 
medidas legislativas, el Gobierno ha omitido, en buena 
medida, enviar en su memoria pruebas fehacientes del 
verdadero cumplimiento y de la verdadera aplicación de 
estas medidas. Así, no ha sido posible determinar, de la 
memoria del Gobierno, la medida del éxito obtenido, en 
caso de que lo hubiese obtenido, en la erradicación de las 
formas de trabajo infantil prohibidas en el Convenio. Los 
miembros empleadores acogieron con agrado la informa-
ción detallada comunicada a esta Comisión por el repre-
sentante gubernamental. También apoyaron plenamente la 
solicitud de la Comisión de Expertos de tales informacio-
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nes, al ser éstas vitales para determinar si México realiza 
verdaderos progresos en la erradicación del trabajo infan-
til. 

Con respecto a los comentarios formulados por la Co-
misión de Expertos en relación con la venta y el tráfico de 
niños, la prostitución infantil y la utilización de niños para 
la mendicidad (artículo 3, a), b) y c), del Convenio), los 
miembros empleadores aplaudieron las muy positivas y 
tangibles medidas establecidas por el Gobierno para erra-
dicar esas formas de trabajo infantil, incluida la tipifica-
ción de delitos penales por: tráfico de personas menores 
de 18 años para su explotación sexual y económica; la 
utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la 
prostitución, para la producción de pornografía o para 
actuaciones pornográficas; y la utilización de niños para 
actividades ilícitas como la mendicidad. Agregaron, sin 
embargo, que también apoyan plenamente la solicitud de 
información sobre el efecto que han tenido esas medidas 
legislativas en la práctica, especialmente a través de esta-
dísticas sobre el número y la naturaleza de las infraccio-
nes notificadas, las investigaciones realizadas, las accio-
nes judiciales, las condenas y las sanciones penales im-
puestas. Tales informaciones son vitales para determinar 
si en la práctica las intervenciones reglamentarias son 
eficaces en la erradicación de estas formas de trabajo in-
fantil. Por consiguiente, solicitaron al Gobierno que no 
escatime esfuerzos en comunicar a la OIT la información 
solicitada como asunto de extrema urgencia. 

En cuanto a la solicitud de información formulada por 
la Comisión de Expertos en relación con los trabajos peli-
grosos realizados por niños de edades comprendidas entre 
los 14 y los 16 años (artículos 3, d) y 4, párrafo 1), los 
miembros empleadores recordaron al Gobierno que los 
trabajos peligrosos constituyen una de las peores formas 
de trabajo infantil y que la legislación laboral al respecto 
debería aplicarse a todas las personas menores de 18 años. 
Hicieron un llamamiento al Gobierno para que comunique 
información a la OIT sobre los siguientes asuntos relati-
vos a los niños de edades comprendidas entre los 16 y los 
18 años que realizan trabajos forzosos: las condiciones de 
protección establecidas, las disposiciones en torno a su 
formación previa y las consultas celebradas con las orga-
nizaciones de empleadores y de trabajadores acerca de 
estos asuntos. 

Con respecto a las medidas eficaces y de plazo determi-
nado para impedir el reclutamiento de niños para la explo-
tación sexual comercial y librar a los niños de las peores 
formas de trabajo infantil y asegurar su rehabilitación e 
inserción social (artículo 7, párrafo 2, a) y b)), los miem-
bros empleadores consideraron encomiable la implicación 
y el compromiso del Gobierno con el proyecto de la 
OIT/IPEC titulado «Contribución a la prevención y elimi-
nación de la explotación sexual comercial infantil y pro-
tección de los niños víctimas de esta forma de explota-
ción» (CSEC), e instaron al Gobierno a proseguir su apo-
yo e implicación en este proyecto, para la total erradica-
ción de la explotación sexual comercial de los niños. Si 
bien se sienten alentados por el número de niños «resca-
tados» a través de este programa, este número es proba-
blemente muy pequeño comparado con la verdadera mag-
nitud del problema. Aún se requiere mucho trabajo para 
abordar adecuadamente este problema. Debería comuni-
carse a la OIT más información para determinar el verda-
dero impacto del proyecto. 

En lo que atañe a la importancia de la educación en la 
eliminación del trabajo infantil en general, los miembros 
empleadores señalaron la indicación de la Confederación 
Sindical Internacional (CSI), según la cual 1,7 millones de 
niños no pueden recibir una educación, puesto que la po-
breza es un imperativo para que trabajen. También señala-
ron los esfuerzos realizados por el Gobierno, especial-
mente en la aplicación del Programa Oportunidades, des-
arrollado por el Ministerio de Desarrollo Social, que pro-
porciona a los niños que viven en la pobreza un pleno y 

libre acceso a la educación y a los servicios de salud. 
También indicaron que más de 5 millones de niños se 
habían beneficiado del Programa Oportunidades en 2005 
y en 2006. Elogiaron al Gobierno por los verdaderos es-
fuerzos realizados para dar a todos los niños la oportuni-
dad de recibir una educación y se sintieron alentados por 
los progresos realizados al respecto. También apoyan a la 
Comisión de Expertos por alentar firmemente al Gobierno 
para que redoble sus esfuerzos con el fin de incrementar 
aún más la tasa de inscripción en las escuelas y disminuir 
todavía más la tasa de abandonos, especialmente en los 
niños de las poblaciones rurales, indígenas y migrantes. 
Por último, hicieron un llamamiento al Gobierno para que 
comunicara información sobre los resultados obtenidos. 

En cuanto a las medidas en un plazo determinado para 
identificar a los niños que están particularmente expuestos 
a riesgos y entrar en contacto directo con ellos y para te-
ner en cuenta la situación especial de las niñas (artículo 7, 
párrafo 2, d) y e)), los miembros empleadores señalaron la 
información transmitida por el Gobierno acerca de las 
actividades de sensibilización sobre el trabajo doméstico 
de las niñas, incluido un folleto informativo sobre el tra-
bajo doméstico distribuido en las instituciones de ense-
ñanza. Sin embargo, si bien es importante la sensibiliza-
ción, no puede sustituir a las medidas dirigidas a proteger 
a los niños de las condiciones laborales que son suscepti-
bles de afectar su salud, su seguridad o su desarrollo. Las 
niñas reclutadas para el trabajo doméstico son a menudo 
víctimas de explotación y es difícil supervisar sus condi-
ciones de trabajo, debido a la naturaleza clandestina de su 
trabajo. Así, aunque las campañas de sensibilización son 
muy importantes y deberían continuarse e incluso expan-
dirse, los miembros empleadores apoyan la solicitud de la 
Comisión de Expertos de que el Gobierno redoble sus 
esfuerzos, adopte las medidas necesarias en un plazo de-
terminado para proteger a las niñas reclutadas para el tra-
bajo doméstico y comunique más información al respecto. 

En relación con los niños en el trabajo agrícola y en las 
actividades urbanas marginales, elogiaron al Gobierno por 
las muy tangibles y positivas medidas adoptadas a través 
del Programa encaminado a impedir y eliminar el trabajo 
infantil en el sector urbano marginal, así como del Pro-
grama PROCEDER. También apoyan a la Comisión de 
Expertos en su aliento al Gobierno para que prosiga los 
esfuerzos dirigidos a proteger a esos niños vulnerables. 

En cuanto a los niños de la calle, aplaudieron los loa-
bles esfuerzos del Gobierno, en colaboración con la OIT, 
para tratar el trabajo infantil de manera creíble y científi-
ca, y confían en que aquéllos recorran un largo camino 
para determinar la magnitud del asunto del trabajo infantil 
en México. El Gobierno debería transmitir a la OIT una 
copia del estudio nacional e información desglosada por 
sexo, puesto que ello aportaría una información inestima-
ble sobre la magnitud del empleo de las niñas como traba-
jadoras domésticas. 

Concluyeron señalando que este caso representa un 
gran desafío y urgieron al Gobierno a que prosiguiera e 
intensificara sus esfuerzos en la erradicación del abuso de 
niños en cualquiera de sus formas. 

El miembro trabajador de México señaló que el Conve-
nio sobre las peores formas del trabajo infantil atañe a la 
sociedad en su conjunto. La solución de ese grave pro-
blema requiere, por tanto, la participación de todos — 
organizaciones sindicales, empresarios, asociaciones de 
padres de familia, medios de comunicación, etc. — en 
acciones concretas cuya coordinación es, por supuesto, 
responsabilidad del Gobierno. 

Desde que en 1999 el Gobierno de México ratificara el 
Convenio, la Confederación de Trabajadores de México 
(CTM) venía trabajando estrechamente, no sólo con el 
Ministerio de Trabajo, sino con las instituciones encarga-
das de vigilar su cumplimiento, como la Procuraduría 
General de la República y las procuradurías estatales; las 
Secretarías de Educación, de Desarrollo Social y de Sa-
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lud, y el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de 
la Familia, así como con el UNICEF y la OIT. La CTM 
participa en la Coordinación nacional para prevenir, aten-
der y erradicar la explotación sexual comercial infantil, 
órgano creado por el Gobierno en 2001. El orador anunció 
que en junio se emitirían spots promocionales por radio y 
televisión durante una semana, coincidiendo con el Día 
Mundial contra el Trabajo Infantil y con el apoyo de los 
sindicatos de trabajadores de los medios de comunicación. 
Agregó que en 2005, la CTM también había llamado la 
atención sobre el tema, con la campaña «Los niños son la 
primavera de México», que giraba en torno a la necesidad 
de que los niños pudieran acceder a actividades educati-
vas, deportivas y recreativas de calidad. Actividades rea-
lizadas conjuntamente con compañeros de la industria 
hotelera y gastronómica, habían permitido identificar la 
explotación sexual infantil con fines comerciales y, a tra-
vés de la Secretaría de Seguridad Pública del Gobierno 
Federal, la CTM se había sumado a programas de preven-
ción. Refiriéndose al problema del tráfico de drogas, el 
orador explicó que, en su programa nacional contra las 
adicciones, la CTM ha puesto particular énfasis en la 
atención preventiva para capacitar a las madres trabajado-
ras para que pudieran detectar en sus hijos las conductas y 
actitudes de riesgo. En junio de 2008, la CTM lanzará la 
campaña «Los niños antes que nadie», que, además de 
incidir en la lucha contra el trabajo y la explotación infan-
til, resaltará la importancia del cuidado de los niños y del 
acceso a una educación de calidad. 

Entre las cuestiones pendientes, el orador mencionó la 
firma del memorando de entendimiento entre el Gobierno 
y la OIT/IPEC, para regularizar la relación entre las auto-
ridades de trabajo del país y la OIT, y la firma del decreto 
que dará lugar a la creación del Comité Nacional para la 
Erradicación del Trabajo Infantil. También mencionó la 
elaboración de un diagnóstico nacional sobre la situación 
del trabajo infantil en México y la elaboración de un pro-
grama nacional para la erradicación efectiva del trabajo 
infantil, centrado en el acceso a la educación, la salud y la 
recreación. Cabía asimismo impulsar la ratificación del 
Convenio núm. 138 y la Recomendación núm. 146 sobre 
la edad mínima de admisión al empleo. 

El orador reafirmó el compromiso de la CTM en la lu-
cha contra el trabajo infantil en todas sus formas, y su 
intención de continuar emprendiendo acciones en favor de 
los niños que trabajan y desarrollando iniciativas en pro 
de la atención integral a la infancia en México. 

El miembro trabajador de los Estados Unidos señaló que 
se centraría en un aspecto determinado de la cuestión que 
se estaba debatiendo. Las cuestiones relacionadas con la 
aplicación de este Convenio en el sector manufacturero de 
exportación de México han sido examinadas en investiga-
ciones recientes, entre otras, en la realizada por la experta 
mexicana Mercedes Gema López Limón, que ha revelado 
que hay niños de edades comprendidas entre los 13 y los 
15 años que trabajan con materiales peligrosos en las ma-
quiladoras. 

Indicó que se plantean cuestiones muy preocupantes en 
lo que respecta a este Convenio en el ámbito de especial 
riesgo que es la agricultura mexicana y especialmente en 
la agricultura de exportación. En 2000, se publicaron artí-
culos de prensa a escala nacional e internacional en los 
que se revelaba que en el rancho de Guanajuato, propie-
dad de la familia del Presidente electo Vicente Fox, había 
niños de 11 y 12 años que trabajaban recogiendo verduras 
para exportar a los Estados Unidos por un salario de 7 
dólares de los Estados Unidos al día. Un informe de 2006, 
realizado por el Gobierno de México y financiado por el 
UNICEF, puso de manifiesto que, de los 3,1 millones de 
trabajadores agrícolas que tiene México, al menos 
400.000, y probablemente hasta 700.000, son niños de 
edades comprendidas entre los 6 y los 14 años. 

El 6 de enero de 2007, David Salgado Aranda del esta-
do Guerrero que tenía 9 años de edad, fue atropellado por 

un tractor mientras recogía tomates en una granja del Es-
tado Sinaloa, propiedad del conglomerado Agrícola Pare-
des, que es un importante exportador hacia el mercado 
norteamericano. El empleador negó su responsabilidad, 
afirmando que la muerte se había producido en una carre-
tera pública, aunque su afirmación fue totalmente contra-
decida por testigos presenciales. El empleador intentó 
solucionar la cuestión ofreciendo la ridícula cantidad de 
6.000 dólares de los Estados Unidos a la familia del niño 
fallecido. 

El caso de David Salgado no es único. Un informe de 
investigación publicado por el periódico Excelsior, reveló 
que al menos 30 niños trabajadores, de edades compren-
didas entre los 6 y los 14 años, murieron entre 2006 y 
2007 en accidentes que se produjeron en el sector rural 
del estado de Sinaloa. El pasado mes de diciembre nueve 
niños recolectores de café murieron en Puebla cuando el 
camión de la empresa para la que trabajaban volcó. Un 
amplio estudio realizado en 2007 por los investigadores 
sobre cuestiones de seguridad y salud Gamlin, Díaz Remo 
y Hesketh puso de manifiesto la magnitud de la exposi-
ción de los niños trabajadores a los pesticidas tóxicos en 
la industria tabacalera mexicana.  

Nayeli Ramírez, directora de Ririki, Intervención So-
cial, que es una organización mexicana de defensa de los 
derechos de los niños de mucho renombre, señaló que el 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
(TLCAN) sólo había servido para agravar la situación del 
trabajo infantil, debido a que había estimulado la expan-
sión de la producción agrícola masiva y las operaciones 
de exportación en los estados del norte y centro de Méxi-
co. Los pequeños productores y las familias de los granje-
ros indígenas del sur de México se han visto muy afecta-
dos por esto y no han tenido otra alternativa que emigrar 
al norte durante las épocas de cosecha para trabajar en los 
grandes campos de las corporaciones agrícolas. A fin de 
sobrevivir estas familias desplazadas se ven obligadas a 
poner a sus hijos a trabajar y la mayor parte de estas gran-
des empresas del norte no proporcionan escolarización, ni 
guarderías. 

El Secretario de Trabajo de México ha declarado a la 
prensa que resulta muy difícil aplicar la legislación sobre 
el trabajo infantil, debido a ciertas cuestiones relacionadas 
con la jurisdicción de los funcionarios federales y estata-
les. La Secretaría de Trabajo sólo dispone de 318 inspec-
tores en toda la nación y existen miles de explotaciones 
agrícolas. Asimismo, la Secretaría informó a la prensa el 
mes pasado que no está en posición de informar sobre 
cuántas de las inspecciones sobre el trabajo infantil se han 
realizado en explotaciones agrícolas, ni precisó el número 
de infracciones. 

Señaló que, si se realiza un verdadero debate sobre el 
futuro del TLCAN y de las recientes iniciativas de seguri-
dad de Mérida, los puntos críticos planteados en este caso 
también deberían tomarse en consideración. En su opinión 
esta Comisión debería examinar este caso en futuras reu-
niones, ya que como mínimo se lo debe a los niños mexi-
canos que tienen derecho a disfrutar de una vida decente. 

El miembro gubernamental del Perú, que hizo uso de la 
palabra en nombre del Grupo de Estados de Latinoaméri-
ca y el Caribe (GRULAC), observó que la Comisión de 
Expertos había mencionado a México en los casos de 
progreso, expresando su satisfacción por algunas de las 
medidas adoptadas y tomó nota con interés de otras medi-
das adoptadas por el Gobierno de México. El orador de-
claró que el GRULAC consideraba que la cooperación 
técnica entre la OIT y México era el instrumento idóneo 
para continuar progresando en la línea indicada por la 
Comisión de Expertos en sus conclusiones. 

El miembro gubernamental de Colombia manifestó que 
el Gobierno de su país conoce el compromiso del Gobier-
no de México de dar cumplimiento sistemático y con co-
nocimiento de causa a las disposiciones del Convenio. El 
Gobierno de Colombia ha utilizado los programas y pro-
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yectos impulsados en México para erradicar el trabajo 
infantil en todas sus formas, como guía de mejores prácti-
cas para elaborar su propia estrategia nacional contra el 
trabajo infantil. Así pues, el orador reiteró el apoyo de su 
país al Gobierno de México en su empeño por mejorar el 
bienestar de las familias y de los niños en el marco del 
Convenio, y su plena convicción de que dicho Gobierno 
redoblará sus esfuerzos para llevar a la práctica las dispo-
siciones legislativas y de política pública que garanticen 
el presente y el futuro de los niños mexicanos. 

El miembro empleador de México declaró que el Conve-
nio tiene un ámbito de protección muy amplio y obliga a 
los países signatarios a contar con una legislación, con 
programas de acción y con medidas pertinentes para hacer 
efectiva esa protección, razón por la cual México lo había 
ratificado un año después de su adopción, observándose 
con satisfacción que el país había venido cumpliendo en 
tiempo, forma y calidad de contenido, con el envío de 
memorias y con la información solicitada por la Comisión 
de Expertos. 

De un simple análisis de lo expresado en el Informe, 
puede extraerse que estaban en curso reformas legislativas 
orientadas hacia los fines del Convenio; también que la 
Comisión había tomado nota con satisfacción de la refor-
ma del Código Penal Federal y del Código de Procedi-
mientos Penales, al igual que de la Ley Federal contra el 
crimen organizado en materia de explotación sexual in-
fantil. Asimismo, reconoció que se habían realizado pro-
gresos en el marco de la aplicación del proyecto 
OIT/IPEC, titulado: «Contribución a la prevención y eli-
minación de la explotación sexual comercial infantil y 
protección de los niños víctimas de estas formas de explo-
tación». Además, la Comisión valoró las medidas adopta-
das respecto de la protección de los menores de 18 años, 
que considera como una afirmación de una voluntad polí-
tica de desarrollar estrategias de lucha contra esta proble-
mática. También formula algunas observaciones de solici-
tud de información que el Gobierno está aún a tiempo de 
enviar para dar cumplimiento a esa obligación. 

El orador manifestó su acuerdo con la afirmación de 
que la educación contribuye a prevenir la ocupación de 
los niños en las peores formas de trabajo infantil y con 
que se estimule al Gobierno a redoblar esfuerzos para 
elevar la tasa de inscripción escolar, de reinserción y de 
continuidad. Agregó que la Comisión también había to-
mado buena nota de los 5.290.000 niños beneficiados, en 
el período 2005-2006, del Programa Oportunidades, que 
se aplica a los más pobres, y del otorgamiento de becas a 
1,24 millones de niñas y a 1,8 millones de niños, lo cual 
viene a demostrar un claro progreso. 

Queda mucho por hacer, sin duda, en este asunto, que 
lamentablemente corresponde a un fenómeno mundial que 
se debe, en gran parte, a la pobreza. Para concluir, el ora-
dor alentó al Gobierno a que siga redoblando esfuerzos 
para dar cumplimiento a los compromisos asumidos res-
pecto de este complejo problema. 

El representante gubernamental de México reiteró los lo-
gros de su país en materia de erradicación de las peores 
formas de explotación infantil, al igual que su compromi-
so de seguir trabajando y redoblando esfuerzos en tal sen-
tido. Al hacerlo, su país reafirma, una vez más, su total 
apertura al escrutinio internacional en materia de derechos 
humanos. 

Su prioridad actual, tras haber ratificado el Convenio y 
haber plasmado sus disposiciones en la legislación, es la 
aplicación de ésta. El cumplimiento de esta obligación, es 
un firme compromiso contraído por el Gobierno. Un 
compromiso que persigue el objetivo de la OIT de avan-
zar hacia la erradicación del trabajo infantil. Se dedica 
especial atención a la situación de los niños de la calle, en 
cuanto a que no realicen trabajos peligrosos, a través del 
desarrollo de la financiación de numerosos proyectos y 
del otorgamiento de un gran número de becas educativas 
y de alimentación. También abordó el asunto de los gru-

pos vulnerables. Todas las acciones mencionadas en su 
exposición son tan sólo una muestra de la voluntad políti-
ca del Gobierno de proseguir sus esfuerzos para garantizar 
el cumplimiento del derecho a la no explotación laboral 
de niños y niñas. 

Otra representante gubernamental de México respondió a 
los miembros trabajadores y a los miembros empleadores 
con cifras concretas que ponen de manifiesto los avances 
producidos en los últimos años. Tras manifestar que en-
tregaría copias del módulo de trabajo infantil a los dele-
gados a esta Comisión, expresó su acuerdo con el miem-
bro trabajador de Estados Unidos, en cuanto a la relevan-
cia que tiene la coordinación entre el Gobierno Federal y 
los gobiernos estatales. 

Los miembros trabajadores señalaron que habría sido 
útil disponer antes de las informaciones proporcionadas 
por el Gobierno. En su opinión, hay que acoger con bene-
plácito la disminución del trabajo infantil y el Gobierno 
debe continuar sus esfuerzos. El Gobierno debería: 
i) garantizar la aplicación de las disposiciones relativas a 
la trata de niños con fines de explotación sexual y econó-
mica; ii) centrarse en la explotación sexual comercial, 
incluidas la pornografía y la pedofilia y iii) precisar la 
manera en la que tiene previsto ampliar el programa 
Oportunidades a 1,7 millones de niños que están fuera del 
circuito escolar. Asimismo, convendría conocer el impac-
to de este programa en la disminución del trabajo infantil 
y que los otros países que han ratificado este Convenio 
cooperen con México. 

Los miembros empleadores señalaron que en la discusión 
se ha puesto de nuevo de relieve la necesidad de que los 
interlocutores sociales trabajen conjuntamente, tanto a 
escala nacional como internacional, a fin de erradicar to-
das las peores formas de trabajo infantil. Indicaron que la 
buena labor que está realizando el Gobierno en coopera-
ción con la OIT debería reconocerse, y en particular, la 
transparencia, urgencia y compromiso con los que el Go-
bierno está abordando este problema. Al mismo tiempo, 
debería reconocerse, y el Gobierno lo ha hecho, que que-
da mucho por hacer. Los miembros empleadores se aso-
ciaron a la sugerencia realizada por el miembro guberna-
mental de Colombia de que los programas que se están 
llevando a cabo en México deberían ser considerados un 
caso de buenas prácticas. Indicaron que sería útil docu-
mentar la experiencia mexicana a fin de utilizarla como 
ejemplo para otros países. Por último, dijeron que se ve 
con toda claridad que el Gobierno ha comprendido la am-
plitud del desafío y está adoptando medidas para hacerle 
frente. 
Conclusiones 

La Comisión tomó nota de la información oral presentada 
por el representante gubernamental y de la discusión que 
tuvo lugar a continuación. La Comisión observó que el In-
forme de la Comisión de Expertos se refería a los comenta-
rios de la Confederación Sindical Internacional relativos a la 
venta y trata de niños en el país y hacia el extranjero con 
fines de prostitución, el reclutamiento de niños en la explota-
ción sexual comercial, la falta de acceso a la educación de un 
gran número de niños, en particular los hijos de los trabaja-
dores rurales, indígenas y migrantes, y la utilización de niños 
en trabajos peligrosos en el sector agrícola, y en actividades 
marginales urbanas y en las calles. 

La Comisión tomó nota de la detallada información sumi-
nistrada por el Gobierno relativa a las leyes y políticas adop-
tadas para prohibir y combatir la explotación sexual comer-
cial de los niños y la trata de menores con estos fines, así 
como los programas de acción, que se estaban implementan-
do, con la plena participación de los interlocutores sociales 
en colaboración con OIT/IPEC, para retirar a los niños de 
tales situaciones. La Comisión también tomó nota de que el 
Gobierno expresó su compromiso y voluntad de continuar 
sus esfuerzos para erradicar tales situaciones con la asisten-
cia y la cooperación técnicas de la OIT. 
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La Comisión observó que, si bien varias disposiciones le-
gales prohíben la explotación sexual comercial de los niños y 
la trata de niños con estos fines, en la práctica, continúa 
siendo una cuestión preocupante. Por ello, la Comisión llamó 
al Gobierno a redoblar sus esfuerzos y a adoptar sin demora 
las medidas necesarias para eliminar la explotación sexual 
comercial de los niños menores de 18 años, así como la trata 
de niños con estos fines. A este respecto, la Comisión instó al 
Gobierno a tomar las medidas necesarias para garantizar 
que la inspección del trabajo realice visitas regulares e im-
previstas, que los responsables sean procesados y que se 
impongan efectivamente sanciones suficientemente disuasi-
vas. La Comisión pidió al Gobierno que, en su próxima me-
moria a la Comisión de Expertos, envíe información detalla-
da sobre las medidas adoptadas para aplicar la nueva legis-
lación, incluyendo el número de violaciones constatadas, 
investigaciones, procesamientos, condenas y sanciones pena-
les aplicadas. La Comisión también pidió al Gobierno que 
envíe información detallada sobre las medidas efectivas y 
con plazo determinado adoptadas para la rehabilitación e 
inserción social de los niños víctimas de trata y explotación 
sexual comercial, de conformidad con el artículo 7, 2) del 
Convenio. Estas medidas deberán incluir la repatriación, la 
reunificación familiar y el apoyo a los niños víctimas. 

En lo que respecta a la educación, la Comisión tomó nota 
de la detallada información suministrada por el Gobierno 
sobre las medidas adoptadas para poner en marcha el pro-
grama «Oportunidades» elaborado por el Ministerio de De-
sarrollo Social a fin de dar a los niños y a las personas jóve-
nes que viven en condiciones de pobreza un acceso integral y 
gratuito a la educación y a los servicios de salud. Al tiempo 
que se felicita por estas medidas, la Comisión observó la baja 
tasa de escolarización y alta tasa de abandono escolar persis-
tentes, respecto de un elevado número de niños. Señalando 
que la educación contribuye a prevenir las peores formas de 
trabajo infantil, la Comisión alentó firmemente al Gobierno 

a que continúe sus esfuerzos, en particular en el marco del 
programa «Oportunidades» para dar acceso gratuito a la 
educación básica para todos los niños, en particular aquellos 
que viven en el medio rural, así como a los hijos de los traba-
jadores indígenas y migrantes. 

La Comisión observó además, que el Gobierno estaba 
adoptando una serie de medidas, en particular en el contexto 
de los programas PROCEDER y DIF, así como el Programa 
de prevención y asistencia para niñas, niños y jóvenes que 
viven en las calles, para examinar la situación de los niños 
que realizan trabajos peligrosos en el sector de la agricultura 
y los niños de la calle. La Comisión observó que, en virtud de 
la puesta en marcha de estos programas, muchos niños en el 
sector de la agricultura y de las actividades urbanas margi-
nales recibieron becas de educación y formación. Además, el 
número de niños de la calle ha disminuido en los últimos 
años. Al tiempo que se felicita por estas medidas, la Comi-
sión observó que el número de niños que llevan a cabo traba-
jos peligrosos en estos sectores de actividad sigue siendo 
elevado. La Comisión subrayó que la ocupación de niños 
para la realización de trabajos peligrosos en el sector agríco-
la, en las actividades urbanas marginales y en las calles, 
constituye una de las peores formas de trabajo infantil, y que 
en virtud del artículo 1 del Convenio, el Gobierno debía 
adoptar con carácter de urgencia medidas inmediatas para 
prohibir y eliminar las peores formas de trabajo infantil. La 
Comisión invitó por lo tanto al Gobierno a que continúe 
adoptando medidas efectivas y con plazos determinados 
para retirar a los niños de los trabajos peligrosos en el sector 
agrícola, de las actividades urbanas marginales y de las ca-
lles y a velar por su rehabilitación e inserción social. La Co-
misión pidió al Gobierno que, en su próxima memoria debi-
da, envíe información detallada sobre los resultados alcan-
zados a este respecto, y tomó nota de la aceptación del Go-
bierno de la asistencia técnica de la OIT. 
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Anexo I. Cuadro de las memorias recibidas sobre los convenios ratificados
(artículos 22 and 35 de la Constitución)

Memorias recibidas hasta el 13 de junio de 2008

Nota: Las primeras memorias figuran entre paréntesis.

Los números de los párrafos implican modificaciones en las listas de países mencionados 

en la Primera parte (Informe general) del Informe de la Comisión de Expertos. 

El cuadro publicado en el informe de la Comisión de Expertos, página 779, debe ser puesto al día como sigue:

Angola 13 memorias solicitadas

� 12 memorias recibidas: Convenios núms. 12, 17, 18, 19, 27, 29, 87, 98, 100, 105, 111, 138

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 182

Antigua y Barbuda 22 memorias solicitadas

� 5 memorias recibidas: Convenios núms. 14, 17, 87, 98, 138

� 17 memorias no recibidas: Convenios núms. 12, 19, 94, (100), 111, (122), (131), (135), (142), (144), (150), (151), (154), 

(155), (158), (161), (182)

Armenia 22 memorias solicitadas

(Párrafo 31)

� 18 memorias recibidas: Convenios núms. (17), (18), (29), (81), (94), (95), (98), (100), (105), (111), 122, (131), (135), 

(144), (151), (154), (174), (176)

� 4 memorias no recibidas: Convenios núms. (14), (150), (160), (173)

Bahamas 17 memorias solicitadas

� 16 memorias recibidas: Convenios núms. 17, 19, 22, 26, 29, 42, 81, 87, 97, 98, 100, 105, 111, 138, 144, 182

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 12

Belice 34 memorias solicitadas

� 24 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 12, 19, (23), 26, 29, 42, (55), 81, 87, 88, (92), 94, 95, 99, 105, (133), (134), 

138, 141, 144, (147), 154, (183)

� 10 memorias no recibidas: Convenios núms. 97, 98, 100, 111, 115, 150, 151, 155, 156, 182

Brasil 15 memorias solicitadas

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 12, 19, 42, 97, 98, 100, 111, 115, 118, 122, 137, 144, 152, 160, 

168

Camboya 12 memorias solicitadas

� 3 memorias recibidas: Convenios núms. 87, 98, 138

� 9 memorias no recibidas: Convenios núms. 4, 6, 13, 29, 100, 105, 111, 122, 150

Chad 7 memorias solicitadas

� 5 memorias recibidas: Convenios núms. 87, 98, 100, 111, 182

� 2 memorias no recibidas: Convenios núms. (138), 144
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China  -  Región Administrativa Especial de Hong Kong 10 memorias solicitadas

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 12, 17, 19, 32, 42, 87, 97, 98, 122, 144

Chipre 16 memorias solicitadas

� 15 memorias recibidas: Convenios núms. 87, 88, 97, 98, 100, 102, 105, 111, 122, 138, 143, 144, 152, 182, (183)

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 114

Congo 18 memorias solicitadas

(Párrafo 25)

� 17 memorias recibidas: Convenios núms. 6, 11, 13, 26, 29, 81, 87, 95, 98, 100, 105, 111, 119, 138, 144, 152, 182

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 149

Dinamarca 10 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 9 memorias recibidas: Convenios núms. 81, 87, 94, 98, 100, 111, 122, 144, 152

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 27

Djibouti 42 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 37 memorias recibidas: Convenios núms. 6, 9, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 24, 26, 29, 37, 44, 45, 52, 77, 78, 81, 87, 88, 

89, 94, 95, 98, 99, 100, 105, (111), 115, 120, 122, 125, 126, (144), (182)

� 5 memorias no recibidas: Convenios núms. 38, 96, 101, 124, (138)

Eslovaquia 18 memorias solicitadas

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 26, 27, 29, 34, 77, 78, 88, 90, 95, 99, 105, 123, 124, 138, 144, 156, 

173, 182

Eslovenia 13 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 12 memorias recibidas: Convenios núms. 27, 29, 32, 81, 90, 97, 105, 129, 131, 138, 143, 173

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 182

Estonia 19 memorias solicitadas

� 18 memorias recibidas: Convenios núms. 5, 6, 10, 11, 12, 19, 27, 29, (81), 87, 98, 100, 105, (111), 122, (129), (147), 182

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 144

Fiji 9 memorias solicitadas

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 12, 19, 87, 98, 100, 111, 144, (159), 169

Francia 26 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 23 memorias recibidas: Convenios núms. 81, 87, 88, 94, 96, 97, 98, 100, 102, 111, 113, 114, 125, 126, 144, 152, 156, 

158, (163), (164), (166), (178), (179)

� 3 memorias no recibidas: Convenios núms. 27, 122, 137

Francia  -  Guadalupe 18 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 16 memorias recibidas: Convenios núms. 12, 17, 19, 24, 42, 87, 98, 100, 111, 112, 113, 114, 115, 125, 126, 144

� 2 memorias no recibidas: Convenios núms. 27, 32
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Francia  -  Guayana Francesa 29 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 22 memorias recibidas: Convenios núms. 5, 6, 12, 17, 19, 24, 29, 35, 36, 37, 38, 42, 81, 95, 105, 112, 113, 114, 124, 125, 

126, 144

� 7 memorias no recibidas: Convenios núms. 27, 32, 87, 98, 100, 111, 123

Francia  -  Martinica 33 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 29 memorias recibidas: Convenios núms. 5, 6, 10, 12, 17, 19, 24, 35, 36, 37, 38, 42, 81, 87, 94, 95, 100, 105, 111, 112, 

113, 114, 123, 124, 125, 126, 129, 131, 144

� 4 memorias no recibidas: Convenios núms. 27, 29, 32, 98

Francia  -  Reunión 21 memorias solicitadas

� 6 memorias recibidas: Convenios núms. 112, 113, 114, 125, 126, 144

� 15 memorias no recibidas: Convenios núms. 12, 17, 19, 24, 27, 32, 35, 36, 37, 38, 42, 87, 98, 100, 111

Francia  -  San Pedro y Miquelón 13 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 12, 17, 19, 24, 42, 87, 98, 100, 111, 122, 125, 126, 144

Gambia 8 memorias solicitadas

� 1 memoria recibida: Convenio núm. (29)

� 7 memorias no recibidas: Convenios núms. 87, 98, 100, (105), 111, (138), (182)

Guinea Ecuatorial 10 memorias solicitadas

(Párrafo 25)

� 1 memoria recibida: Convenio núm. 111

� 9 memorias no recibidas: Convenios núms. 29, (68), 87, (92), 98, 100, 105, 138, 182

Hungría 13 memorias solicitadas

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 12, 17, 19, 24, 27, 42, 87, 98, 100, 111, 122, 144, (147)

Iraq 55 memorias solicitadas

(Párrafos 25 y 35)

� 14 memorias recibidas: Convenios núms. 13, 22, 23, 42, 94, 95, 98, 100, 108, 115, 120, 136, 147, 167

� 41 memorias no recibidas: Convenios núms. 1, 8, 11, 14, 16, 17, 19, 27, 29, 30, 77, 78, 81, 88, 89, 92, 105, 106, 107, 111, 

118, 119, 122, 131, 132, 135, 137, 138, 139, 140, 142, 144, 145, 146, 148, 149, 150, 152, 153, (172), 

(182)

Kiribati 4 memorias solicitadas

(Párrafos 25 y 35)

� 2 memorias recibidas: Convenios núms. 87, 98

� 2 memorias no recibidas: Convenios núms. 29, 105

Liberia 21 memorias solicitadas

(Párrafo 25)

� 3 memorias recibidas: Convenios núms. 29, 87, 98

� 18 memorias no recibidas: Convenios núms. 22, 23, 53, 55, 58, (81), 92, 105, 108, 111, 112, 113, 114, (133), (144), 147, 

(150), (182)

Malasia 6 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 29, 81, 95, 123, 138, 182
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Malasia  -  Sabah 2 memorias solicitadas

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 94, 97

Malasia  -  Sarawak 2 memorias solicitadas

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 19, 94

Malawi 18 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 14 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 12, 19, 29, 87, 97, 98, 100, 105, 111, 138, 144, 158, 182
� 4 memorias no recibidas: Convenios núms. 26, 81, 99, 129

Malta 24 memorias solicitadas

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 11, 12, 19, 22, 29, 32, 42, 53, 77, 78, 81, 87, 95, 98, 100, 105, 111, 
124, 129, 131, 138, 141, 180, 182

Mongolia 9 memorias solicitadas

� 1 memoria recibida: Convenio núm. (29)

� 8 memorias no recibidas: Convenios núms. 98, 100, (105), 111, 122, 123, 138, 182

Nigeria 16 memorias solicitadas

� 6 memorias recibidas: Convenios núms. 26, 29, 81, 95, 105, 111

� 10 memorias no recibidas: Convenios núms. 8, 32, 94, 97, 123, (137), 138, (178), (179), 182

Países Bajos  -  Antillas Neerlandesas 15 memorias solicitadas

� 14 memorias recibidas: Convenios núms. 10, 11, 12, 17, 25, 29, 33, 42, 90, 94, 95, 105, 118, 122

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 81

Pakistán 10 memorias solicitadas

� 8 memorias recibidas: Convenios núms. 29, 32, 59, 81, 90, 105, 118, 182

� 2 memorias no recibidas: Convenios núms. 11, 27

Panamá 17 memorias solicitadas

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 26, 27, 29, 32, 77, 78, 81, 87, 94, 95, 100, 105, 111, 122, 124, 138, 

182

Papua Nueva Guinea 17 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 11, 12, 19, 26, 27, 29, 42, 87, 98, 99, 100, 105, 111, 122, 138, 158, 

182

Perú 17 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 16 memorias recibidas: Convenios núms. 26, 27, 29, 44, 59, 71, 77, 78, 79, 81, 90, 99, 102, 105, 138, 152

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 182

Reino Unido  -  Bermudas 5 memorias solicitadas

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 10, 29, 59, 94, 105
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Reino Unido  -  Gibraltar 6 memorias solicitadas

� 5 memorias recibidas: Convenios núms. 29, 59, 81, 87, 100

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 105

San Marino 21 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 18 memorias recibidas: Convenios núms. 29, 87, 98, 100, 105, 111, 119, 138, 142, 144, 148, 150, 151, 154, 156, 159, 

160, 161

� 3 memorias no recibidas: Convenios núms. 88, 143, 182

Senegal 14 memorias solicitadas

(Párrafo 35)

� 10 memorias recibidas: Convenios núms. 6, 10, 13, 26, 95, 99, 102, 120, 121, 182

� 4 memorias no recibidas: Convenios núms. 29, 81, 105, 138

Seychelles 15 memorias solicitadas

� 1 memoria recibida: Convenio núm. (155)

� 14 memorias no recibidas: Convenios núms. 22, 26, 29, (73), (81), 99, 105, 138, (144), (147), (152), (161), (180), 182

Sudán 9 memorias solicitadas

� 1 memoria recibida: Convenio núm. 29

� 8 memorias no recibidas: Convenios núms. 19, 26, 81, 95, 105, 122, 138, 182

República Unida de Tanzanía 17 memorias solicitadas

� 16 memorias recibidas: Convenios núms. 11, 12, 17, 19, 29, 59, 94, 95, 98, 100, 111, 131, 137, 138, 152, 182

� 1 memoria no recibida: Convenio núm. 105

Uganda 24 memorias solicitadas

� 4 memorias recibidas: Convenios núms. 17, (138), 162, 182

� 20 memorias no recibidas: Convenios núms. 11, 12, 19, 26, 29, 45, 81, (87), 94, 95, 98, (100), 105, (111), 122, 123, 124, 

143, 144, 158

Uzbekistán 6 memorias solicitadas

(Párrafos 25 y 35)

� Se han recibido todas las memorias: Convenios núms. 29, 98, 100, 105, 111, 122

Total general

Se ha solicitado un total de 2.477 memorias (artículo 22),
de las cuales se recibieron 1.812 (73,15 por ciento). 

Se ha solicitado un total de 304 memorias (artículo 35),
de las cuales se recibieron 190 (62,50 por ciento). 
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Anexo II. Cuadro estadístico de las memorias sobre los convenios ratificados  
hasta el 13 de junio de 2008 

(artículo 22 de la Constitución) 

Año de la 
Conferencia 

Memorias 
solicitadas 

Memorias recibidas 
en la fecha solicitada 

Memorias recibidas 
para la reunión de la Co-

misión de Expertos 

Memorias recibidas 
para la reunión de la Conferencia 

1932 447 - 406 90,8% 423 94,6% 
1933 522 - 435 83,3% 453 86,7% 
1934 601 - 508 84,5% 544 90,5% 
1935 630 - 584 92,7% 620 98,4% 
1936 662 - 577 87,2% 604 91,2% 
1937 702 - 580 82,6% 634 90,3% 
1938 748 - 616 82,4% 635 84,9% 
1939 766 - 588 76,8% - 
1944 583 - 251 43,1% 314 53,9% 
1945 725 - 351 48,4% 523 72,2% 
1946 731 - 370 50,6% 578 79,1% 
1947 763 - 581 76,1% 666 87,3% 
1948 799 - 521 65,2% 648 81,1% 
1949 806 134 16,6% 666 82,6% 695 86,2% 
1950 831 253 30,4% 597 71,8% 666 80,1% 
1951 907 288 31,7% 507 77,7% 761 83,9% 
1952 981 268 27,3% 743 75,7% 826 84,2% 
1953 1026 212 20,6% 840 75,7% 917 89,3% 
1954 1175 268 22,8% 1077 91,7% 1119 95,2% 
1955 1234 283 22,9% 1063 86,1% 1170 94,8% 
1956 1333 332 24,9% 1234 92,5% 1283 96,2% 
1957 1418 210 14,7% 1295 91,3% 1349 95,1% 
1958 1558 340 21,8% 1484 95,2% 1509 96,8% 

De acuerdo con una decisión del Consejo de Administración, desde 1959 hasta 1976
sólo se han pedido memorias detalladas para ciertos convenios. 

1959 995 200 20,4% 864 86,8% 902 90,6% 
1960 1100 256 23,2% 838 76,1% 963 87,4% 
1961 1362 243 18,1% 1090 80,0% 1142 83,8% 
1962 1309 200 15,5% 1059 80,9% 1121 85,6% 
1963 1624 280 17,2% 1314 80,9% 1430 88,0% 
1964 1495 213 14,2% 1268 84,8% 1356 90,7% 
1965 1700 282 16,6% 1444 84,9% 1527 89,8% 
1966 1562 245 16,3% 1330 85,1% 1395 89,3% 
1967 1883 323 17,4% 1551 84,5% 1643 89,6% 
1968 1647 281 17,1% 1409 85,5% 1470 89,1% 
1969 1821 249 13,4% 1501 82,4% 1601 87,9% 
1970 1894 360 18,9% 1463 77,0% 1549 81,6% 
1971 1992 237 11,8% 1504 75,5% 1707 85,6% 
1972 2025 297 14,6% 1572 77,6% 1753 86,5% 
1973 2048 300 14,6% 1521 74,3% 1691 82,5% 
1974 2189 370 16,5% 1854 84,6% 1958 89,4% 
1975 2034 301 14,8% 1663 81,7% 1764 86,7% 
1976 2200 292 13,2% 1831 83,0% 1914 87,0% 

De acuerdo con una decisión del Consejo de Administración (noviembre 1976), desde 1977 hasta 1994, las memorias deta-
lladas fueron solicitadas según determinados criterios, a intervalos de uno, dos o cuatro años. 

1977 1529 215 14,0% 1120 73,2% 1328 87,0% 
1978 1701 251 14,7% 1289 75,7% 1391 81,7% 
1979 1593 234 14,7% 1270 79,8% 1376 86,4% 
1980 1581 168 10,6% 1302 82,2% 1437 90,8% 
1981 1543 127 8,1% 1210 78,4% 1340 86,7% 
1982 1695 332 19,4% 1382 81,4% 1493 88,0% 
1983 1737 236 13,5% 1388 79,9% 1558 89,6% 
1984 1669 189 11,3% 1286 77,0% 1412 84,6% 
1985 1666 189 11,3% 1312 78,7% 1471 88,2% 
1986 1752 207 11,8% 1388 79,2% 1529 87,3% 
1987 1793 171 9,5% 1408 78,4% 1542 86,0% 
1988 1636 149 9,0% 1230 75,9% 1384 84,4% 
1989 1719 196 11,4% 1256 73,0% 1409 81,9% 
1990 1958 192 9,8% 1409 71,9% 1639 83,7% 
1991 2010 271 13,4% 1411 69,9% 1544 76,8% 
1992 1824 313 17,1% 1194 65,4% 1384 75,8% 
1993 1906 471 24,7% 1233 64,6% 1473 77,2% 
1994 2290 370 16,1% 1573 68,7% 1879 82,0% 
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Año de la 
Conferencia 

Memorias 
solicitadas 

Memorias recibidas 
en la fecha solicitada 

Memorias recibidas 
para la reunión de la Co-

misión de Expertos 

Memorias recibidas 
para la reunión de la Conferencia 

De acuerdo con una decisión del Consejo de Administración (noviembre 1976), desde 1977 hasta 1994, las memorias
detalladas fueron solicitadas según determinados criterios, a intervalos de uno, dos o cuatro años. 

1995 1252 479  38,2% 824 65,8% 988 78,9% 
De acuerdo con una decisión del Consejo de Administración (noviembre 1993), en lo sucesivo,

las memorias se solicitan, según determinados criterios, a intervalos de uno, dos o cinco años. 

1996 1806 362 20,5% 1145 63,3% 1413 78,2% 
1997 1927 553 28,7% 1211 62,8% 1438 74,6% 
1998 2036 463 22,7% 1264 62,1% 1455 71,4% 
1999 2288 520  22,7% 1406 61,4% 1641 71,7% 
2000 2550 740  29,0% 1798 70,5% 1952 76,6% 
2001 2313 598 25,9% 1513 65,4% 1672 72,2% 
2002 2368 600 25,3% 1529 64,5% 1701 71,8% 
2003 2344 568 24,2% 1544 65,9% 1701 72,6% 
2004 2569 659 25,6% 1645 64,0% 1852 72,1% 
2005 2638 696 26,4% 1820 69,0% 2065 78,3% 
2006 2586 745 28,8% 1719 66,5% 1949 75,4% 
2007 2477 845 34,1% 1611 65,0% 1812 73,2% 
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II. SUMISIÓN A LAS AUTORIDADES COMPETENTES DE LOS CONVENIOS Y RECOMENDACIONES 
ADOPTADOS POR LA CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO 

(ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN) 

Observaciones e informaciones

Falta de sumisión de los instrumentos a las autoridades 
competentes 

La Comisión expresó su gran preocupación por los retras-
os y las omisiones en la sumisión, al igual que por el aumento 
del número de tales casos, puesto que se trataba de obliga-
ciones que emana de la Constitución y que son esenciales 
para la eficacia de las actividades normativas. A este respec-

to, la Comisión reiteró que la OIT podía brindar asistencia 
técnica para contribuir al cumplimiento de esta obligación. 

La Comisión expresó la firme esperanza de que los países 
mencionados, a saber, Islas Salomón, Sierra Leona, Somalia, 
Turkmenistán y Uzbekistán, envíen en un futuro próximo la 
información relativa a la sumisión de convenios, recomenda-
ciones y protocolos a las autoridades competentes. La Comi-
sión decidió mencionar todos estos casos en el párrafo co-
rrespondiente del Informe general. 
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III. MEMORIAS SOBRE LOS CONVENIOS NO RATIFICADOS 
Y LAS RECOMENDACIONES 

(ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN)

a) Omisión de envío de memorias sobre convenios no 
ratificados y recomendaciones durante los últimos cinco 
años 

Un representante gubernamental de la ex República Yu-
goslava de Macedonia remitió a la Comisión la declaración 
que había formulado anteriormente. 

Una representante gubernamental de Kiribati presentó 
las disculpas de su Gobierno en relación con la omisión 
del envío de memorias con arreglo al artículo 19 de la 
Constitución de la OIT. Indicó que recientemente la OIT 
había proporcionado asistencia técnica, incluida la capaci-
tación realizada en Turín por un miembro del personal. 

Una representante gubernamental de Uganda expresó la 
esperanza de recibir pronto asistencia técnica de la OIT y 
prometió que se enviaría información antes de que finali-
zara el próximo período de presentación de memorias. 

Un representante gubernamental de la Federación de Ru-
sia afirmó que el incumplimiento de las obligaciones obe-
decía a cuestiones de índole administrativa y técnica, pero 
que se estaba haciendo todo lo posible para enviar las 
respuestas a la mayor brevedad, antes de la finalización 
del período actual de presentación de memorias. 

Un representante gubernamental de San Marino señaló 
que este año su país había podido compensar en parte el 
retraso acumulado en 2004, 2005 y 2006 en lo que respec-
ta al envío de las memorias debidas en virtud del artículo 
22 de la Constitución, ya que había podido presentar 15 
de las 20 memorias debidas. Lamentablemente, la carga 
de trabajo a la que había tenido que hacer frente la Admi-
nistración para lograr este resultado, le había impedido 
cumplir con su obligación en virtud del artículo 19 de la 
Constitución, a saber, enviar memorias sobre los conve-
nios no ratificados y las recomendaciones. La Adminis-
tración de San Marino se comprometió a solucionar este 
problema. 

Un representante gubernamental del Yemen recordó que 
el Yemen ha ratificado 29 convenios, incluidos los ocho 
convenios fundamentales. Se lamentó de la omisión de 
envío de memorias y garantizó que el Gobierno responde-
ría sobre la aplicación de los convenios no ratificados. 
Solicitó que la documentación estuviera disponible en 
árabe para mejorar el proceso de presentación. 

Un representante gubernamental de Sudán afirmó que su 
Gobierno estaba intentando cumplir con sus obligaciones. 
Sin embargo, la situación actual en su país había impedi-
do dar pleno cumplimiento a las mismas. 

La Comisión tomó nota de la información comunicada y 
de las explicaciones dadas por los representantes guberna-
mentales que hicieron uso de la palabra. La Comisión desta-
có la importancia que concede a la obligación constitucional 
de envío de memorias sobre los convenios no ratificados y las 
recomendaciones. En efecto, estas memorias posibilitan una 
mejor evaluación de la situación en el contexto de los Estu-
dios generales de la Comisión de Expertos. A este respecto, 
la Comisión reiteró que la OIT puede brindar asistencia 
técnica para contribuir al cumplimiento de esta obligación.  

La Comisión insistió en que todos los Estados Miembros 
deberían cumplir con sus obligaciones al respecto y expresó 
la firme esperanza de que los Gobiernos de Antigua y Bar-
buda, Cabo Verde, República Democrática del Congo, ex 
República Yugoslava de Macedonia, Gambia, Guinea, Gui-
nea Ecuatorial, Haití, Iraq, Islas Salomón, Kirguistán, Kiri-
bati, Liberia, Pakistán, Paraguay, Federación de Rusia, San 
Marino, Santo Tomé y Príncipe, Sierra Leona, Somalia, Ta-
yikistán, Togo, Turkmenistán, Uganda, Uzbekistán y Ye-
men, den cumplimiento en el futuro a sus obligaciones en 
virtud del artículo 19 de la Constitución. La Comisión deci-
dió mencionar estos casos en el párrafo correspondiente de 
su Informe general. 

Los miembros trabajadores concluyeron subrayando 
que, ante estas omisiones graves, los Estados no pueden 
contentarse con mostrar su buena voluntad. Ahora bien, 
ciertos gobiernos ni siquiera han podido dar su opinión. 
Aquellos que habían podido, se han referido a varios ele-
mentos que son la causa de sus omisiones, a saber, situa-
ciones de crisis o conflictos, falta de personal competente, 
recursos insuficientes y reformas administrativas. Se debe 
tomar nota de los compromisos adquiridos y de las pro-
mesas realizadas, y la Oficina debe continuar insistiendo a 
los Estados Miembros que adopten las medidas necesarias 
a fin de cumplir con sus obligaciones, recordándoles la 
posibilidad de recurrir a su asistencia técnica. 

Los miembros empleadores recordaron que las activida-
des de la OIT son el resultado de un compromiso compar-
tido. Carece de sentido, por tanto, solicitar un acercamien-
to de estas actividades a las necesidades reales de los Es-
tados Miembros, si éstos no muestran una predisposición 
básica e indispensable para conocer, analizar y seguir el 
cumplimiento de los convenios que han ratificado a través 
de un diálogo. Algunas de las explicaciones dadas por 
diferentes Estados son insuficientes y no contribuyen a la 
mejora de la eficiencia de esta Comisión y de la Organi-
zación en general. 

Por último, quisieron señalar en esta Comisión, la gra-
vedad de muchos de esos incumplimientos, insistiendo en 
la necesidad de que en el futuro se sigan reforzando, co-
mo se ha venido haciendo los dos últimos años, las discu-
siones sobre el incumplimiento del envío de memorias y 
el no sometimiento de los instrumentos adoptados a las 
autoridades competentes. 

b) Informaciones recibidas 
Desde la celebración de la reunión de la Comisión de 

Expertos, se han recibido ulteriormente las memorias so-
bre los convenios no ratificados y las recomendaciones, 
de los siguientes países: Armenia, Congo y Djibouti. 

c) Memorias recibidas sobre el Convenio no ratificado 
núm. 94 y la Recomendación núm. 84 

Además de las memorias enumeradas en el Anexo II de 
la página 123 del Informe de la Comisión de Expertos 
(Informe III, Parte 1B), se han recibido ulteriormente las 
memorias de los siguientes países: Bélgica, Djibouti, Eslo-
vaquia, Filipinas y Namibia. 
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INDICE POR PAÍSES DE LAS OBSERVACIONES E INFORMACIONES CONTENIDAS EN EL INFORME

Afganistán 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 173 
Segunda parte: I A c) 

Albania 
Primera parte: Informe general, párrafos 153, 173 
Segunda parte: I A b) 

Antigua y Barbuda 

Primera parte: Informe general, párrafos 153, 155, 159, 
180 

Segunda parte: I A b), c) 
Segunda parte: III a) 

Bangladesh 
Primera parte: Informe general, párrafo 168 
Segunda parte: I B, núm. 87 

Barbados 
Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 

Belarús 
Segunda parte: I B, núm. 87 

Belice 
Primera parte: Informe general, párrafos 155, 180 
Segunda parte: I A c) 

Bolivia 
Primera parte: Informe general, párrafos 152, 155 
Segunda parte: I A a), c) 

Bulgaria 

Segunda parte: I B, núm. 87 

Cabo Verde 

Primera parte: Informe general, párrafos 152, 155, 159, 
173 

Segunda parte: I A a), c) 
Segunda parte: III a) 

Camboya 
Primera parte: Informe general, párrafo 155 
Segunda parte: I A c) 

Chad 
Primera parte: Informe general, párrafos 155, 173 
Segunda parte: I A c) 

República Checa 

Segunda parte: I B, núm. 111 

Congo 
Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 

Croacia 
Segunda parte: I B, núm. 162 

República Democrática del Congo 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156, 159 
Segunda parte: I A c) 
Segunda parte: III a) 

Dinamarca - Islas Feroe 

Primera parte: Informe general, párrafo 152 
Segunda parte: I A a) 

Dominica 
Primera parte: Informe general, párrafos 153, 180 
Segunda parte: I A b) 

República Dominicana 
Segunda parte: I B, núm. 111 

Egipto 
Segunda parte: I B, núm. 87 

Etiopía 
Primera parte: Informe general, párrafo 155 
Segunda parte: I A c) 

Ex República Yugoslava de Macedonia 

Primera parte: Informe general, párrafos 153, 156, 159 
Segunda parte: I A b) 
Segunda parte: III a) 

Francia - Reunión 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 

Francia - Tierras australes y antárticas francesas 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 

Gambia 

Primera parte: Informe general, párrafos 153, 155, 156, 
159 

Segunda parte: I A b), c) 
Segunda parte: III a) 

Georgia 

Primera parte: Informe general, párrafo 153 
Segunda parte: I A b) 
Segunda parte: I B, núm. 98 

Guatemala 

Segunda parte: I B, núm. 87 

Guinea 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 159, 173 
Segunda parte: I A c) 
Segunda parte: III a) 

Guinea-Bissau 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 173 
Segunda parte: I A c) 
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Guinea Ecuatorial 

Primera parte: Informe general, párrafos 153, 155, 159, 
180 

Segunda parte: I A b), c) 
Segunda parte: I B, núm. 87 
Segunda parte: III a) 

Guyana 

Primera parte: Informe general, párrafo 155 
Segunda parte: I A c) 

Haití 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 159, 173 
Segunda parte: I A c) 
Segunda parte: III a) 

India 

Segunda parte: I B, núm. 29 

Indonesia 

Segunda parte: I B, núm. 105 

República Islámica del Irán 

Segunda parte: I B, núm. 111 

Iraq 

Primera parte: Informe general, párrafos 153, 159 
Segunda parte: I A b) 
Segunda parte: I B, núm. 98 
Segunda parte: III a) 

Irlanda 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 

Islas Salomón 

Primera parte: Informe general, párrafos 149, 152, 155, 
156, 159 

Segunda parte: I A a), c) 
Segunda parte: II a) 
Segunda parte: III a) 

Jamaica 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 173 
Segunda parte: I A c) 

Japón 

Segunda parte: I B, núm. 87 

Kirguistán 

Primera parte: Informe general, párrafos 153, 155, 159, 
180 

Segunda parte: I A b), c) 
Segunda parte: III a) 

Kiribati 

Primera parte: Informe general, párrafo 159 
Segunda parte: III a) 

Lesotho 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 

Liberia 

Primera parte: Informe general, párrafos 153, 155, 159, 
173 

Segunda parte: I A b), c) 
Segunda parte: III a) 

Malasia - Sabah 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 173 
Segunda parte: I A c) 

Malí 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 

México 

Segunda parte: I B, núm. 182 

Mongolia 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 173 
Segunda parte: I A c) 

Myanmar 

Primera parte: Informe general, párrafo 166 
Tercera parte: núm. 29 

Nigeria 

Primera parte: Informe general, párrafos 153, 155, 156 
Segunda parte: I A b), c) 

Pakistán 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 159 
Segunda parte: I A c) 
Segunda parte: III a) 

Paraguay 

Primera parte: Informe general, párrafo 159 
Segunda parte: I B, núm. 29 
Segunda parte: III a) 

Reino Unido 

Segunda parte: I B, núm. 180 

Reino Unido - Anguilla 

Primera parte: Informe general, párrafos 152, 155, 156 
Segunda parte: I A a), c) 

Reino Unido - Bermudas 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 

Reino Unido - Gibraltar 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 

Reino Unido - Islas Vírgenes Británicas 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 

Reino Unido - Montserrat 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156 
Segunda parte: I A c) 
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Reino Unido - Santa Elena 

Primera parte: Informe general, párrafos 152, 155, 156 
Segunda parte: I A a), c) 

Federación de Rusia 

Primera parte: Informe general, párrafos 156, 159 
Segunda parte: III a) 

Saint Kitts y Nevis 

Primera parte: Informe general, párrafos 153, 155, 156 
Segunda parte: I A b), c) 

San Marino 

Primera parte: Informe general, párrafos 156, 159 
Segunda parte: III a) 

Santa Lucía 

Primera parte: Informe general, párrafos 153, 180 
Segunda parte: I A b) 

Santo Tomé y Príncipe 

Primera parte: Informe general, párrafo 159 
Segunda parte: III a) 

Seychelles 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 180 
Segunda parte: I A c) 

Sierra Leona 

Primera parte: Informe general, párrafos 149, 152, 155, 
159, 180 

Segunda parte: I A a), c) 
Segunda parte: II a) 
Segunda parte: III a) 

Somalia 

Primera parte: Informe general, párrafos 149, 152, 156, 
159 

Segunda parte: I A a) 
Segunda parte: II a) 
Segunda parte: III a) 

Sudán 

Primera parte: Informe general, párrafo 155 
Segunda parte: I A c) 
Segunda parte: I B, núm. 29 

Suecia 

Segunda parte: I B, núm. 81 

Tayikistán 

Primera parte: Informe general, párrafos 152, 155, 159, 
173 

Segunda parte: I A a), c) 
Segunda parte: III a) 

Togo 

Primera parte: Informe general, párrafos 152, 155, 159, 
173 

Segunda parte: I A a), c) 
Segunda parte: III a) 

Turkmenistán 

Primera parte: Informe general, párrafos 149, 152, 153, 
159, 180 

Segunda parte: I A a), b) 
Segunda parte: II a) 
Segunda parte: III a) 

Uganda 

Primera parte: Informe general, párrafos 155, 156, 159 
Segunda parte: I A c) 
Segunda parte: I B, núm. 81 
Segunda parte: III a) 

Uzbekistán 

Primera parte: Informe general, párrafos 149, 159, 180 
Segunda parte: II a) 
Segunda parte: III a) 

Yemen 

Primera parte: Informe general, párrafo 159 
Segunda parte: III a) 

Zambia 

Primera parte: Informe general, párrafo 155 
Segunda parte: I A c) 
Segunda parte: I B, núm. 138 

Zimbabwe 

Primera parte: Informe general, párrafos 169, 170 
Segunda parte: I B, núm. 87 
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